
Defensoria del Pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires | 1



Adjuntías

Arq. Atilio Alimena
Sr. José Palmiotti
Sr. Gerardo Gómez Coronado
Dr. Andrés Elisseche
Prof. Graciela Muñiz

Defensoría del Pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Venezuela 842
Tel.: 4338-4900 / 0810-333-3676
Correo electrónico: consultas@defensoria.org.ar

Producción: Defensoría del Pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
Investigación, relevamiento y compilación a cargo del área de Relaciones Institucionales. 
Diseño y edición a cargo del área de Comunicación y Publicaciones.

Defensora del Pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Dra. Alicia Pierini



Presentación

La Defensoría del Pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires es una institución 
de derechos y garantías. En su rol de promotora del fortalecimiento de la ciudadanía 
establece mecanismos y herramientas que permiten difundir y promover derechos, 
consolidar la conciencia ciudadana sobre su exigencia y exigibilidad y orientar sobre la 
forma de ejercerlos y garantizarlos.

En tanto organismo de defensa de los derechos humanos y las garantías ciudadanas, 
se manifiesta como un espacio propicio para proteger y promover los derechos de las 
mujeres de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, asumiendo su compromiso contra 
la injusticia y la desigualdad. 

Desde nuestra institución desarrollamos diferentes acciones relacionadas con el 
acceso a la información pública como derecho ciudadano. Creemos que el acceso a 
la justicia tiene un paso previo: el acceso a la información, que no sólo es un fin en sí 
mismo, sino también un medio para el ejercicio de otros derechos.

Al poner al alcance de las mujeres el derecho existente a través de esta herramienta 
que informa, promociona y difunde las leyes que las protegen para acceder al ejercicio 
efectivo de sus derechos y asegurar su pleno desarrollo y adelanto, estamos seguros 
de que estaremos contribuyendo a que ellas accedan a la justicia, es decir, a que 
ejerzan un derecho humano fundamental que coloca a las personas en condiciones de 
igualdad ante la ley.

Así, las mujeres porteñas estarán más y mejor informadas y ese conocimiento les servirá 
de instrumento para demandar y ejercer los derechos que la Constitución Nacional, la 
Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, los Tratados Internacionales y 
las leyes les reconocen.

Con estos propósitos hemos elaborado el presente trabajo que contiene la legislación 
nacional, local e internacional en materia de derechos humanos de las mujeres y una 
guía de servicios y recursos disponibles en la Ciudad. 

Creemos que la difusión de esta guía entre el colectivo de mujeres, las organizaciones 
de la sociedad civil y los funcionarios y funcionarias de los poderes ejecutivo, legislativo 
y judicial, permitirá realizar un importante aporte al ejercicio pleno de la ciudadanía de 
las mujeres y a la conquista de sus derechos para construir sociedades más justas y 
relaciones de género más igualitarias.

 Dra. Alicia Pierini
 Defensora del Pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires



Prólogo

Una herramienta fundamental
Por Soledad García Muñoz [1] 

I
 
Me siento honrada de prologar este encomiable esfuerzo de la Defensoría del Pueblo 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (DPCABA) en aras de divulgar los principales 
instrumentos normativos de origen nacional e internacional que tienen por objeto es-
pecífico la protección de los derechos humanos de las mujeres. 
Sin duda, esta compilación está llamada a ser una herramienta de suma utilidad para 
todas aquellas personas e instituciones entre las que se distribuya. Felicito mucho esta 
iniciativa de la Defensoría y especialmente a su titular, Sra. Alicia Pierini, como también 
a su colaboradora, Sra. Gabriela Moffson, directas hacedoras de esta notable contri-
bución a la promoción de los derechos de las mujeres. 
Teniendo presente la necesidad que existe de conocer estos instrumentos, tanto entre 
las/os operadoras/es jurídicas/os como entre la población en general, espero que la 
difusión de este material sea lo más amplia posible y que el mismo se convierta en una 
fuente de consulta cotidiana para todas y todos quienes lo reciban.
Tal y como se proclamó en la Conferencia Mundial sobre Derechos Humanos, celebra-
da en la ciudad de Viena en 1993, los derechos humanos de las mujeres y de las niñas 
forman parte integral, inalienable e indivisible de los derechos humanos universales. A 
contrario sensu, sin respeto y garantía de los derechos humanos de las mujeres y de 
las niñas, más de la mitad de la población a nivel nacional e internacional, difícilmente 
puede hablarse de que los derechos humanos son tomados en serio. Por ello es que 
todo esfuerzo serio de un Estado o de la Comunidad Internacional por los Derechos 
Humanos requiere una atención específica y constante a los derechos humanos de las 
mujeres. Es una responsabilidad estatal, como también social e individual. 

II

Este compilado normativo nos permite ver la parte medio llena de la botella de los de-
rechos de las mujeres. Y es que gracias, principalmente, a la lucha incansable de las 
mujeres a lo largo de la historia -de las revolucionarias francesas, de las sufragistas o 
de las feministas de todas las olas-, finalmente, las mujeres hemos logrado ver reco-
nocidos nuestros derechos en buena parte de los países del mundo y, sobre todo, por 
la Comunidad Internacional.
La República Argentina ha asumido profundos compromisos con el respeto y la garan-
tía de los derechos de las mujeres, tanto por vía constitucional y de leyes nacionales, 
como por vía de la ratificación de la práctica totalidad de los tratados, tanto generales 
como específicos, llamados a proteger los derechos de las humanas. Este hecho se 
ha visto además reforzado con la reforma de la Carta Magna de la República en 1994 
que, a través de su artículo 75.22., ha otorgado jerarquía constitucional a gran parte 
de los instrumentos internacionales de derechos humanos.
Entre dichos instrumentos constitucionalizados, destaca por su carácter específico y 
su consideración como la “Carta Magna de Derechos de las Mujeres” la Convención 
para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (conocida 



por sus siglas en inglés, CEDAW). Es por ello que me gusta llamar a esta Convención, 
la Constitución Argentina de Derechos Humanos de las Mujeres. Desde 2007, tras un 
intenso proceso de trabajo en pos de ese objetivo, también contamos con el Protocolo 
Facultativo a la CEDAW ratificado por Argentina, el cual amplía las posibilidades de exi-
gibilidad y de control internacional de la Convención, en relación con casos y situacio-
nes de violación de derechos humanos de las mujeres que se produzcan en el país.
Argentina es también parte de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, primer tratado internacional en el mundo 
que tiene por objeto y fin nominal la cuestión de la violencia de género. Con igual peso 
que la CEDAW, desde el punto de vista de la responsabilidad asumida por Argentina 
al ratificarla a la luz del Derecho Internacional -conforme las disposiciones de la Con-
vención de Viena sobre Derecho de los Tratados- sería también deseable que el poder 
legislativo se decida pronto a hacer uso de su facultad de elevar a rango constitucional 
esta Convención, como ya lo ha hecho con otros tratados de derechos humanos.

III

En el plano legislativo nacional cabe destacar que Argentina cuenta también con un 
amplio rango de normas de carácter nacional, provincial o provenientes de la CABA 
que han supuesto grandes avances para los derechos humanos de las mujeres. Así, 
podríamos mencionar, entre otras, la reciente Ley Nacional Nº 26485 Protección inte-
gral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos 
en que desarrollen sus relaciones interpersonales; o la Ley Nacional Nº 24012 Ley de 
Cupo Femenino, pionera en el mundo; así como la Ley Nacional Nº 26150 Enseñanza 
de Educación Sexual Integral y su correlativa Ley CABA Nº 2110.
Como este Digesto evidencia, los impulsos argentinos sobre derechos humanos de las 
mujeres han sido y continúan siendo promisorios en materia legislativa. Pero, para ver 
también la parte medio vacía de la botella de los derechos humanos de las mujeres, los 
datos existentes sobre Argentina relativos a la discriminación y a la violencia de género 
o a la trata de mujeres se encargan de demostrarnos que aún queda mucho por hacer 
a lo largo y a lo ancho del país para hacer realidad todas las promesas que contienen 
esos instrumentos legales, garantizando el derecho de todas las mujeres a vivir libres 
de violencia y de discriminación, condición indispensable para el pleno disfrute de to-
dos sus derechos humanos. 
El conocimiento y la aplicación cotidiana de la normativa contenida en este Digesto 
es un requisito imprescindible para avanzar en esa dirección y, por ello, una vez más 
animo a todas y a todos a utilizarla en su día a día, cumpliendo así con las obligaciones 
que de buena fe Argentina ha asumido con las mujeres que la habitan y con la Comu-
nidad Internacional en su conjunto. 

Verano austral, 2010

[1] Abogada especialista en derechos humanos, género y derechos de las mujeres. 
Coordinadora de la Oficina para Suramérica del Instituto Interamericano de Derechos 
Humanos (IIDH), con base en Montevideo, Uruguay. 



Un compromiso ineludible
Por Tais de Freitas Santos [2]

La Declaración Universal de los Derechos Humanos, proclamada en 1948 por la Asam-
blea General de las Naciones Unidas, es reconocida como la documentación que 
mejor traduce el compromiso con la dignidad y el bienestar de los hombres y mujeres 
de todo el mundo. De hecho, ella ofrece un programa que permite erradicar la discri-
minación, la pobreza y la violencia, sin olvidar que cualquier sistema social, político o 
económico, para ser sostenible y justo, debe estar centrado en los seres humanos.
Aunque esté preconizado en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, se 
sabe que el desarrollo de la ciudadanía y de los derechos civiles, económicos y so-
ciales no necesariamente ha acompañado el desarrollo económico y tecnológico. La 
desigualdad social, de género, raciales y regionales, entre otros, aún persisten.
Con respecto al género y al empoderamiento de las mujeres, su situación, en particular 
en Latinoamérica, está aún lejos de resultar satisfactoria: rezagos en las remuneracio-
nes percibidas a iguales tareas que los hombres; mayor informalidad en la integración 
al mercado de trabajo, con menor o ninguna protección laboral; jornadas laborales 
que se extienden y se multiplican, al mantenerse una distribución de roles tradicionales 
que sobrecarga a la población femenina con el cuidado de niños, enfermos y personas 
mayores; discriminación en el acceso a las oportunidades para integrarse a ámbitos 
de decisión, tanto en el plano público como privado; intolerables niveles de violencia 
de género. 
Igualmente siguen como desafíos aún por vencer las brechas de implementación res-
pecto al ejercicio de los derechos reproductivos y de acceso a la salud sexual y re-
productiva, en particular con relación al acceso a los anticonceptivos modernos y a 
la educación sexual, la disminución de la fecundidad adolescente y de la mortalidad 
materna.
Sin embargo, hay que mencionar en este tema el informe sobre los 15 años de la 
Conferencia Internacional de Población y Desarrollo (CIPD), producido por CELADE/
UNFPA, que señala a América Latina como la región en la que se observan mayores 
progresos en la suscripción de tratados internacionales de derechos humanos y repro-
ductivos. La región cuenta con un importante desarrollo de marcos constitucionales, 
legales y de políticas públicas de acceso universal a la salud sexual y reproductiva en 
el contexto de la CIPD y los ODM. Estos marcos incorporan el enfoque de derechos, 
incluyendo su garantía y exigibilidad, además de las perspectivas de género y cultura.
Aunque la mayoría de los gobiernos estén formalmente comprometidos con los de-
rechos reproductivos y la salud reproductiva de la población, los retos siguen siendo 
elaborar jurisprudencia, regular y garantizar su efectiva implementación. Es necesario 
avanzar en el monitoreo de las leyes y asignar los recursos adecuados para su cumpli-
miento, todo lo que demanda mayores niveles de conciencia ciudadana sobre la exigi-
bilidad de los derechos reproductivos de mujeres y hombres, en especial, la indispen-
sable participación de estos últimos en el cuidado de la salud sexual y reproductiva.
 El UNFPA, la agencia de las Naciones Unidas encargada de la implementación del 
Programa de Acción de El Cairo, ha puesto mucho esfuerzo para facilitar y garantizar 
que los derechos de las mujeres, en particular los derechos reproductivos, sean cum-
plidos.
Según las palabras de la Directora Ejecutiva del UNFPA, Thoraya Obaid, “el UNFPA 
sigue plenamente comprometido a colaborar con sus asociados a fin de promover 
el empoderamiento de la mujer, la igualdad entre hombres y mujeres, la salud repro-



ductiva y los derechos reproductivos. Dado que las ideas se propagan ahora más 
rápidamente que nunca, cabe considerar una idea cuyo momento ha llegado: será 
más probable resolver los problemas del mundo si los hombres y las mujeres aúnan 
sus fuerzas, como copartícipes en un plano de igualdad, a fin de encontrar soluciones 
innovadoras”. Hagamos de esta idea una invitación a la acción, que reconozca el pro-
greso de la mujer como progreso de todos.

[2] Representante Auxiliar del Fondo de Población de las Naciones Unidas – Brasil
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- Ley Nac. Nº 26.150 Enseñanza de Educación Sexual Integral en los 
establecimientos educativos
- Ley Nac. Nº 26.130 Contracepción quirúrgica. Ligadura de trompas de 
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- Ley Nac. Nº 25.543 Test diagnóstico VIH. Obligatoriedad del ofrecimiento 
a toda mujer embarazada
- Ley Nac. Nº 23.674 Profilaxis en mujeres RH negativo no inmunizadas
- Res. Nac. Nº 1.261/11 Programa Nacional de Prevención de Cáncer 
Cérvico Uterino
- Ley CABA Nº 3.231 Protección de la mujer embarazada, lactancia y familia 
para personal del GCABA
- Ley CABA Nº 2.987 Población materno infantil. Atención domiciliaria las 
24 horas Extensión pediatra en casa. 0800 – Mamá
- Ley CABA Nº 2.982 Mujeres embarazadas, personas con necesidades 
especiales o movilidad reducida. Atención prioritaria en oficinas del GCABA 
y oficinas privadas
- Ley CABA Nº 2.960 Detección precoz del cáncer genito mamario y 
enfermedades de transmisión sexual
- Ley CABA Nº 2.958 Implementación de lactarios en las instituciones del 
sector público 
- Ley CABA Nº 2.507 Práctica gratuita de cirugía reparadora y/o 
reconstrucción mamaria
- Ley CABA Nº 2.369 Enfermedades cardíacas en mujeres. Semana de 
prevención
- Ley CABA Nº 2.110 Enseñanza de Educación Sexual Integral
- Ley CABA Nº 2.026 Mujeres embarazadas. Derecho de practicar estudio 
Estreptococo Beta Hemolítico
- Ley CABA Nº 1.669 Protección integral de los derechos de niños y niñas 
hasta 2 años y mujeres embarazadas
- Ley CABA Nº 1.468 Programa “Acompañar” dirigido a la atención primaria 
de la salud de mujeres en edad fértil
- Ley CABA Nº 1.044 Interrupción del embarazo en caso de que el feto 
padezca anencefalia o patología análoga incompatible con la vida
- Ley CABA Nº 1.040 Acompañamiento de la mujer durante el parto, 
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- Ley CABA Nº 418 Salud reproductiva y procreación responsable
- Dec. CABA Nº 1.044/08 Seguro materno infantil en el marco del Plan 
Nacer 
- Res. CABA Nº 2.557/SS/03 Protocolo de atención en los servicios de 
salud para víctimas de violación
- Res. CABA Nº 78/SS/03 Recomendaciones para la prevención de 
la transmisión vertical del VIH, el tratamiento de la infección en mujeres 
embarazadas. Procreación y  anticoncepción en parejas seropositivas o 
serodiscordantes

Trata de Personas
- Ley Nac. Nº 26.364 Prevención y sanción de la trata de personas y 
asistencia a sus víctimas
- Dec. Nac. Nº 936/11 Erradicación de la difusión de avisos que estimulen 
o fomenten la explotación sexual
- Dec. Nac. Nº 1.281/07 Programa nacional de prevención y erradicación 
de la trata de personas y de asistencia a sus víctimas
- Res. Nac. Nº 746/MJDH/07 Programa de prevención de la trata de 
personas y asistencias a sus víctimas
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- Ley CABA Nº 2.781 Asistencia integral a las víctimas de trata de personas
- Ley CABA Nº 2.443 Erradicación de la explotación sexual comercial de 
niños, niñas y adolescentes
- Dec. CABA Nº 130/10 Comité de Lucha Contra la Trata de Personas 

Violencia 
- Ley Nac. Nº 26.485 Protección integral para prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen 
sus relaciones Interpersonales
- Ley Nac. Nº 26.364 Prevención y sanción de la trata de personas y 
asistencia a sus víctimas
- Ley Nac. Nº 24.417 Protección contra la violencia familiar
- Dec. Nac. Nº 1.281/07 Programa nacional de prevención y erradicación 
de la trata de personas y de asistencia a sus víctimas
- Res. Nac. Nº 746/MJDH/07 Programa de prevención de la trata de 
personas y asistencias a sus víctimas
- Ley CABA Nº 3.428 que incorpora el Art. 16 bis a la Ley CABA Nº 1.688 
de Prevención de violencia familiar y doméstica (Ref. página 365)
- Ley CABA Nº 3.337 que modifica el Art. 3 de la Ley CABA Nº 1.265 de 
Procedimientos para la protección y asistencia a las víctimas de violencia 
familiar y Doméstica (Ref. página 360)
- Ley CABA Nº 3.266 Prevención y erradicación de la violencia contra y 
entre niños,  niñas y adolescentes que se ejerce a través de las Tecnologías 
de la Información y la Comunicación (TIC)
- Ley CABA Nº 1.265 Procedimientos para la protección y asistencia a las 
víctimas de violencia familiar y doméstica
- Ley CABA Nº 2.781 Asistencia integral a las víctimas de trata de personas
- Ley CABA Nº 1.688 Prevención de violencia familiar y doméstica
- Ley CABA Nº 1.225 Violencia laboral de los/as superiores jerárquicos 
hacia el personal en agencias públicas
- Dec. CABA Nº 436/10 que modifica la denominación del Programa de 
asistencia integral a la víctima de violencia doméstica y sexual creado por 
Dec. CABA Nº 2.122/03
- Res. CABA Nº 2.557/SS/03 Protocolo de atención en los servicios de 
salud para víctimas de violación

6. Servicios útiles
- Asesoramiento y/o patrocinio jurídico gratuito
- Asesoramiento y Denuncias
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ARTÍCULO 14 bis.- El trabajo en sus diversas formas gozará de la protección de las 
leyes, las que asegurarán al trabajador: condiciones dignas y equitativas de labor; jor-
nada limitada; descanso y vacaciones pagados; retribución justa; salario mínimo vital 
móvil; igual remuneración por igual tarea; participación en las ganancias de las em-
presas, con control de la producción y colaboración en la dirección; protección contra 
el despido arbitrario; estabilidad del empleado público; organización sindical libre y 
democrática, reconocida por la simple inscripción en un registro especial.
Queda garantizado a los gremios: concertar convenios colectivos de trabajo; recurrir 
a la conciliación y al arbitraje; el derecho de huelga. Los representantes gremiales 
gozarán de las garantías necesarias para el cumplimiento de su gestión sindical y las 
relacionadas con la estabilidad de su empleo.
El Estado otorgará los beneficios de la seguridad social, que tendrá carácter de integral 
e irrenunciable. En especial, la ley establecerá: el seguro social obligatorio, que estará 
a cargo de entidades nacionales o provinciales con autonomía financiera y económica, 
administradas por los interesados con participación del Estado, sin que pueda existir 
superposición de aportes; jubilaciones y pensiones móviles; la protección integral de la 
familia; la defensa del bien de familia; la compensación económica familiar y el acceso 
a una vivienda digna. 

ARTÍCULO 16.- La Nación Argentina no admite prerrogativas de sangre, ni de naci-
miento: no hay en ella fueros personales ni títulos de nobleza. Todos sus habitantes 
son iguales ante la ley, y admisibles en los empleos sin otra condición que la idoneidad. 
La igualdad es la base del impuesto y de las cargas públicas. 

ARTÍCULO 37.- Esta Constitución garantiza el pleno ejercicio de los derechos políti-
cos, con arreglo al principio de la soberanía popular y de las leyes que se dicten en 
consecuencia. El sufragio es universal, igual, secreto y obligatorio.
La igualdad real de oportunidades entre varones y mujeres para el acceso a cargos 
electivos y partidarios se garantizará por acciones positivas en la regulación de los 
partidos políticos y en el régimen electoral. 

ARTÍCULO 75.- 
19. Proveer lo conducente al desarrollo humano, al progreso económico con justicia 
social, a la productividad de la economía nacional, a la generación de empleo, a la 
formación profesional de los trabajadores, a la defensa del valor de la moneda, a la 
investigación y al desarrollo científico y tecnológico, su difusión y aprovechamiento.
Proveer al crecimiento armónico de la Nación y al poblamiento de su territorio; pro-
mover políticas diferenciadas que tiendan a equilibrar el desigual desarrollo relativo de 
provincias y regiones. Para estas iniciativas, el Senado será Cámara de origen.
Sancionar leyes de organización y de base de la educación que consoliden la uni-
dad nacional respetando las particularidades provinciales y locales; que aseguren la 
responsabilidad indelegable del Estado, la participación de la familia y la sociedad, la 
promoción de los valores democráticos y la igualdad de oportunidades y posibilidades 
sin discriminación alguna; y que garanticen los principios de gratuidad y equidad de la 
educación pública estatal y la autonomía y autarquía de las universidades nacionales.
Dictar leyes que protejan la identidad y pluralidad cultural, la libre creación y circulación 
de las obras del autor; el patrimonio artístico y los espacios culturales y audiovisuales. 
23. Legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de 
oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por 
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esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos huma-
nos, en particular respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con 
discapacidad.
Dictar un régimen de seguridad social especial e integral en protección del niño en 
situación de desamparo, desde el embarazo hasta la finalización del período de ense-
ñanza elemental, y de la madre durante el embarazo y el tiempo de lactancia. 



2
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Convención Sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación Contra la Mujer (CEDAW) 

Adoptada y abierta a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su 
resolución 34/180, de 18 de diciembre de 1979.
ENTRADA EN VIGOR: 3 de septiembre de 1981, de conformidad con el artículo 27 (1).
Los Estados Partes en la presente Convención,
Considerando que la Carta de las Naciones Unidas reafirma la fe en los derechos hu-
manos fundamentales, en la dignidad y el valor de la persona humana y en la igualdad 
de derechos de hombres y mujeres,
Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos reafirma el princi-
pio de la no discriminación y proclama que todos los seres humanos nacen libres e 
iguales en dignidad y derechos y que toda persona puede invocar todos los derechos 
y libertades proclamados en esa Declaración, sin distinción alguna y, por ende, sin 
distinción de sexo, 
Considerando que los Estados Partes en los Pactos Internacionales de Derechos Hu-
manos tienen la obligación de garantizar a hombres y mujeres la igualdad en el goce 
de todos los derechos económicos, sociales, culturales, civiles y políticos,
Teniendo en cuenta las convenciones internacionales concertadas bajo los auspicios 
de las Naciones Unidas y de los organismos especializados para favorecer la igualdad 
de derechos entre el hombre y la mujer,
Teniendo en cuenta asimismo las resoluciones, declaraciones y recomendaciones 
aprobadas por las Naciones Unidas y los organismos especializados para favorecer la 
igualdad de derechos entre el hombre y la mujer,
Preocupados, sin embargo, al comprobar que a pesar de estos diversos instrumentos 
las mujeres siguen siendo objeto de importantes discriminaciones,
Recordando que la discriminación contra la mujer viola los principios de la igualdad 
de derechos y del respeto de la dignidad humana, que dificulta la participación de la 
mujer, en las mismas condiciones que el hombre, en la vida política, social, económica 
y cultural de su país, que constituye un obstáculo para el aumento del bienestar de la 
sociedad y de la familia y que entorpece el pleno desarrollo de las posibilidades de la 
mujer para prestar servicio a su país y a la humanidad,
Preocupados por el hecho de que en situaciones de pobreza la mujer tiene un acceso 
mínimo a la alimentación, la salud, la enseñanza, la capacitación y las oportunidades 
de empleo, así como a la satisfacción de otras necesidades,
Convencidos de que el establecimiento del nuevo orden económico internacional ba-
sado en la equidad y la justicia contribuirá significativamente a la promoción de la 
igualdad entre el hombre y la mujer,
Subrayando que la eliminación del apartheid, de todas las formas de racismo, de dis-
criminación racial, colonialismo, neocolonialismo, agresión, ocupación y dominación 
extranjeras y de la injerencia en los asuntos internos de los Estados es indispensable 
para el disfrute cabal de los derechos del hombre y de la mujer, 
Afirmando que el fortalecimiento de la paz y la seguridad internacionales, el alivio de la 
tensión internacional, la cooperación mutua entre todos los Estados con independen-
cia de sus sistemas sociales y económicos, el desarme general y completo, en parti-
cular el desarme nuclear bajo un control internacional estricto y efectivo, la afirmación 
de los principios de la justicia, la igualdad y el provecho mutuo en las relaciones entre 
países y la realización del derecho de los pueblos sometidos a dominación colonial 
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y extranjera o a ocupación extranjera a la libre determinación y la independencia, así 
como el respeto de la soberanía nacional y de la integridad territorial, promoverán el 
progreso social y el desarrollo y, en consecuencia, contribuirán al logro de la plena 
igualdad entre el hombre y la mujer,
Convencidos de que la máxima participación de la mujer en todas las esferas, en 
igualdad de condiciones con el hombre, es indispensable para el desarrollo pleno y 
completo de un país, el bienestar del mundo y la causa de la paz,
Teniendo presente el gran aporte de la mujer al bienestar de la familia y al desarrollo 
de la sociedad, hasta ahora no plenamente reconocido, la importancia social de la ma-
ternidad y la función tanto del padre como de la madre en la familia y en la educación 
de los hijos, y conscientes de que el papel de la mujer en la procreación no debe ser 
causa de discriminación, sino que la educación de los niños exige la responsabilidad 
compartida entre hombres y mujeres y la sociedad en su conjunto,
Reconociendo que para lograr la plena igualdad entre el hombre y la mujer es nece-
sario modificar el papel tradicional tanto del hombre como de la mujer en la sociedad 
y en la familia, 
Resueltos a aplicar los principios enunciados en la Declaración sobre la eliminación de 
la discriminación contra la mujer y, para ello, a adoptar las medidas necesarias a fin de 
suprimir esta discriminación en todas sus formas y manifestaciones,
Han convenido en lo siguiente:

Parte I

Artículo 1.- A los efectos de la presente Convención, la expresión “discriminación 
contra la mujer” denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que 
tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejer-
cicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad 
del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las 
esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera. 

Artículo 2.- Los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer en to-
das sus formas, convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, 
una política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer y, con tal objeto, 
se comprometen a:

a) Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus constituciones nacionales y en 
cualquier otra legislación apropiada el principio de la igualdad del hombre y de 
la mujer y asegurar por ley u otros medios apropiados la realización práctica de 
ese principio; 
b) Adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro carácter, con las sancio-
nes correspondientes, que prohíban toda discriminación contra la mujer; 
c) Establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer sobre una base 
de igualdad con los del hombre y garantizar, por conducto de los tribunales 
nacionales competentes y de otras instituciones públicas, la protección efectiva 
de la mujer contra todo acto de discriminación; 
d) Abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de discriminación contra la 
mujer y velar por que las autoridades e instituciones públicas actúen de confor-
midad con esta obligación; 
e) Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la 
mujer practicada por cualesquiera personas, organizaciones o empresas; 
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f) Adoptar todas las medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, para 
modificar o derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan discri-
minación contra la mujer; 
g) Derogar todas las disposiciones penales nacionales que constituyan discri-
minación contra la mujer. 

Artículo 3.- Los Estados Partes tomarán en todas las esferas, y en particular en 
las esferas política, social, económica y cultural, todas las medidas apropiadas, in-
cluso de carácter legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, 
con el objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales en igualdad de condiciones con el hombre. 

Artículo 4.- 
1. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales de carácter temporal en-
caminadas a acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer no se considerará 
discriminación en la forma definida en la presente Convención, pero de ningún modo 
entrañará, como consecuencia, el mantenimiento de normas desiguales o separadas; 
estas medidas cesarán cuando se hayan alcanzado los objetivos de igualdad de opor-
tunidad y trato.
2. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales, incluso las contenidas 
en la presente Convención, encaminadas a proteger la maternidad no se considerará 
discriminatoria. 

Artículo 5.- Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para: 
a) Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, 
con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudi-
narias y de cualquier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad 
o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de 
hombres y mujeres; 
b) Garantizar que la educación familiar incluya una comprensión adecuada de 
la maternidad como función social y el reconocimiento de la responsabilidad 
común de hombres y mujeres en cuanto a la educación y al desarrollo de sus 
hijos, en la inteligencia de que el interés de los hijos constituirá la consideración 
primordial en todos los casos. 

Artículo 6.- Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas, incluso de 
carácter legislativo, para suprimir todas las formas de trata de mujeres y explotación 
de la prostitución de la mujer. 

Parte II

Artículo 7.- Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para eliminar 
la discriminación contra la mujer en la vida política y pública del país y, en particular, 
garantizarán a las mujeres, en igualdad de condiciones con los hombres, el derecho a:

a) Votar en todas las elecciones y referéndum públicos y ser elegibles para to-
dos los organismos cuyos miembros sean objeto de elecciones públicas; 
b) Participar en la formulación de las políticas gubernamentales y en la ejecución 
de éstas, y ocupar cargos públicos y ejercer todas las funciones públicas en 
todos los planos gubernamentales; 
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c) Participar en organizaciones y asociaciones no gubernamentales que se ocu-
pen de la vida pública y política del país. 

ARTÍCULO 8.- Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garan-
tizar a la mujer, en igualdad de condiciones con el hombre y sin discriminación alguna, 
la oportunidad de representar a su gobierno en el plano internacional y de participar en 
la labor de las organizaciones internacionales. 

ARTÍCULO 9.- 
1. Los Estados Partes otorgarán a las mujeres iguales derechos que a los hombres 
para adquirir, cambiar o conservar su nacionalidad. Garantizarán, en particular, que 
ni el matrimonio con un extranjero ni el cambio de nacionalidad del marido durante el 
matrimonio cambien automáticamente la nacionalidad de la esposa, la conviertan en 
apátrida o la obliguen a adoptar la nacionalidad del cónyuge. 
2. Los Estados Partes otorgarán a la mujer los mismos derechos que al hombre con 
respecto a la nacionalidad de sus hijos.

Parte III

ARTÍCULO 10.- Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eli-
minar la discriminación contra la mujer, a fin de asegurarle la igualdad de derechos con 
el hombre en la esfera de la educación y en particular para asegurar, en condiciones 
de igualdad entre hombres y mujeres: 

a) Las mismas condiciones de orientación en materia de carreras y capacitación 
profesional, acceso a los estudios y obtención de diplomas en las instituciones 
de enseñanza de todas las categorías, tanto en zonas rurales como urbanas; 
esta igualdad deberá asegurarse en la enseñanza preescolar, general, técnica, 
profesional y técnica superior, así como en todos los tipos de capacitación pro-
fesional;
b) Acceso a los mismos programas de estudios, a los mismos exámenes, a 
personal docente del mismo nivel profesional y a locales y equipos escolares de 
la misma calidad; 
c) La eliminación de todo concepto estereotipado de los papeles masculino y 
femenino en todos los niveles y en todas las formas de enseñanza, mediante el 
estímulo de la educación mixta y de otros tipos de educación que contribuyan 
a lograr este objetivo y, en particular, mediante la modificación de los libros y 
programas escolares y la adaptación de los métodos de enseñanza; 
d) Las mismas oportunidades para la obtención de becas y otras subvencio-
nes para cursar estudios;  
e) Las mismas oportunidades de acceso a los programas de educación per-
manente, incluidos los programas de alfabetización funcional y de adultos, con 
miras en particular a reducir lo antes posible toda diferencia de conocimientos 
que exista entre hombres y mujeres; 
f) La reducción de la tasa de abandono femenino de los estudios y la organi-
zación de programas para aquellas jóvenes y mujeres que hayan dejado los 
estudios prematuramente; 
g) Las mismas oportunidades para participar activamente en el deporte y la 
educación física; 
h) Acceso al material informativo específico que contribuya a asegurar la salud 
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y el bienestar de la familia, incluidos la información y el asesoramiento sobre 
planificación de la familia. 

ARTÍCULO 11.- 
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la dis-
criminación contra la mujer en la esfera del empleo a fin de asegurar a la mujer, en 
condiciones de igualdad con los hombres, los mismos derechos, en particular:

a) El derecho al trabajo como derecho inalienable de todo ser humano;
b) El derecho a las mismas oportunidades de empleo, inclusive a la aplicación 
de los mismos criterios de selección en cuestiones de empleo;
c) El derecho a elegir libremente profesión y empleo, el derecho al ascenso, a 
la estabilidad en el empleo y a todas las prestaciones y otras condiciones de 
servicio, y el derecho a la formación profesional y al readiestramiento, incluido el 
aprendizaje, la formación profesional superior y el adiestramiento periódico; 
d) El derecho a igual remuneración, inclusive prestaciones, y a igualdad de trato 
con respecto a un trabajo de igual valor, así como a igualdad de trato con res-
pecto a la evaluación de la calidad del trabajo;
e) El derecho a la seguridad social, en particular en casos de jubilación, desem-
pleo, enfermedad, invalidez, vejez u otra incapacidad para trabajar, así como el 
derecho a vacaciones pagadas;
f) El derecho a la protección de la salud y a la seguridad en las condiciones de 
trabajo, incluso la salvaguardia de la función de reproducción. 

2. A fin de impedir la discriminación contra la mujer por razones de matrimonio o ma-
ternidad y asegurar la efectividad de su derecho a trabajar, los Estados Partes tomarán 
medidas adecuadas para: 

a) Prohibir, bajo pena de sanciones, el despido por motivo de embarazo o licen-
cia de maternidad y la discriminación en los despidos sobre la base del estado 
civil; 
b) Implantar la licencia de maternidad con sueldo pagado o con prestaciones 
sociales comparables sin pérdida del empleo previo, la antigüedad o los bene-
ficios sociales; 
c) Alentar el suministro de los servicios sociales de apoyo necesarios para per-
mitir que los padres combinen las obligaciones para con la familia con las res-
ponsabilidades del trabajo y la participación en la vida pública, especialmente 
mediante el fomento de la creación y desarrollo de una red de servicios destina-
dos al cuidado de los niños; 
d) Prestar protección especial a la mujer durante el embarazo en los tipos de 
trabajos que se haya probado puedan resultar perjudiciales para ella. 

3. La legislación protectora relacionada con las cuestiones comprendidas en este artí-
culo será examinada periódicamente a la luz de los conocimientos científicos y tecno-
lógicos y será revisada, derogada o ampliada según corresponda. 

ARTÍCULO 12.- 
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la dis-
criminación contra la mujer en la esfera de la atención médica a fin de asegurar, en 
condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, el acceso a servicios de atención 
médica, inclusive los que se refieren a la planificación de la familia. 
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 supra, los Estados Partes garantizarán 
a la mujer servicios apropiados en relación con el embarazo, el parto y el período 
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posterior al parto, proporcionando servicios gratuitos cuando fuere necesario, y le 
asegurarán una nutrición adecuada durante el embarazo y la lactancia.

ARTÍCULO 13.- Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para 
eliminar la discriminación contra la mujer en otras esferas de la vida económica y social 
a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, los mismos 
derechos, en particular:

a) El derecho a prestaciones familiares; 
b) El derecho a obtener préstamos bancarios, hipotecas y otras formas de cré-
dito financiero; 
c) El derecho a participar en actividades de esparcimiento, deportes y en todos 
los aspectos de la vida cultural.

ARTÍCULO 14.- 
1. Los Estados Partes tendrán en cuenta los problemas especiales a que hace frente 
la mujer rural y el importante papel que desempeña en la supervivencia económica de 
su familia, incluido su trabajo en los sectores no monetarios de la economía, y tomarán 
todas las medidas apropiadas para asegurar la aplicación de las disposiciones de la 
presente Convención a la mujer de las zonas rurales.
2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la dis-
criminación contra la mujer en las zonas rurales a fin de asegurar, en condiciones de 
igualdad entre hombres y mujeres, su participación en el desarrollo rural y en sus be-
neficios, y en particular le asegurarán el derecho a: 

a) Participar en la elaboración y ejecución de los planes de desarrollo a todos 
los niveles;
b) Tener acceso a servicios adecuados de atención médica, inclusive informa-
ción, asesoramiento y servicios en materia de planificación de la familia; 
c) Beneficiarse directamente de los programas de seguridad social; 
d) Obtener todos los tipos de educación y de formación, académica y no acadé-
mica, incluidos los relacionados con la alfabetización funcional, así como, entre 
otros, los beneficios de todos los servicios comunitarios y de divulgación a fin de 
aumentar su capacidad técnica; 
e) Organizar grupos de autoayuda y cooperativas a fin de obtener igualdad de 
acceso a las oportunidades económicas mediante el empleo por cuenta propia 
o por cuenta ajena; 
f) Participar en todas las actividades comunitarias; 
g) Obtener acceso a los créditos y préstamos agrícolas, a los ser-
vicios de comercialización y a las tecnologías apropiadas, y reci-
bir un trato igual en los planes de reforma agraria y de reasentamiento;  
h) Gozar de condiciones de vida adecuadas, particularmente en las esferas de 
la vivienda, los servicios sanitarios, la electricidad y el abastecimiento de agua, 
el transporte y las comunicaciones. 

Parte IV

ARTÍCULO 15.- 
1. Los Estados Partes reconocerán a la mujer la igualdad con el hombre ante la ley.
2. Los Estados Partes reconocerán a la mujer, en materias civiles, una capacidad 
jurídica idéntica a la del hombre y las mismas oportunidades para el ejercicio de esa 
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capacidad. En particular, le reconocerán a la mujer iguales derechos para firmar con-
tratos y administrar bienes y le dispensarán un trato igual en todas las etapas del pro-
cedimiento en las cortes de justicia y los tribunales. 
3. Los Estados Partes convienen en que todo contrato o cualquier otro instrumento 
privado con efecto jurídico que tienda a limitar la capacidad jurídica de la mujer se 
considerará nulo. 
4. Los Estados Partes reconocerán al hombre y a la mujer los mismos derechos con 
respecto a la legislación relativa al derecho de las personas a circular libremente y a la 
libertad para elegir su residencia y domicilio.

ARTÍCULO 16.- 
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas para eliminar la dis-
criminación contra la mujer en todos los asuntos relacionados con el matrimonio y 
las relaciones familiares y, en particular, asegurarán en condiciones de igualdad entre 
hombres y mujeres:

a) El mismo derecho para contraer matrimonio;
b) El mismo derecho para elegir libremente cónyuge y contraer matrimonio sólo 
por su libre albedrío y su pleno consentimiento; 
c) Los mismos derechos y responsabilidades durante el matrimonio y con oca-
sión de su disolución; 
d) Los mismos derechos y responsabilidades como progenitores, cualquiera 
que sea su estado civil, en materias relacionadas con sus hijos; en todos los 
casos, los intereses de los hijos serán la consideración primordial;
e) Los mismos derechos a decidir libre y responsablemente el número de sus 
hijos y el intervalo entre los nacimientos y a tener acceso a la información, la 
educación y los medios que les permitan ejercer estos derechos;
f) Los mismos derechos y responsabilidades respecto de la tutela, curatela, cus-
todia y adopción de los hijos, o instituciones análogas cuando quiera que estos 
conceptos existan en la legislación nacional; en todos los casos, los intereses 
de los hijos serán la consideración primordial;
g) Los mismos derechos personales como marido y mujer, entre ellos el dere-
cho a elegir apellido, profesión y ocupación;
h) Los mismos derechos a cada uno de los cónyuges en materia de propiedad, 
compras, gestión, administración, goce y disposición de los bienes, tanto a 
título gratuito como oneroso. 

2. No tendrán ningún efecto jurídico los esponsales y el matrimonio de niños y se 
adoptarán todas las medidas necesarias, incluso de carácter legislativo, para fijar una 
edad mínima para la celebración del matrimonio y hacer obligatoria la inscripción del 
matrimonio en un registro oficial.

Parte V

ARTÍCULO 17.-
1. Con el fin de examinar los progresos realizados en la aplicación de la presente Con-
vención, se establecerá un Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer (denominado en adelante el Comité) compuesto, en el momento de la entrada 
en vigor de la Convención, de dieciocho y, después de su ratificación o adhesión por 
el trigésimo quinto Estado Parte, de veintitrés expertos de gran prestigio moral y com-
petencia en la esfera abarcada por la Convención. Los expertos serán elegidos por 
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los Estados Partes entre sus nacionales, y ejercerán sus funciones a título personal; 
se tendrán en cuenta una distribución geográfica equitativa y la representación de las 
diferentes formas de civilización, así como los principales sistemas jurídicos. 
2. Los miembros del Comité serán elegidos en votación secreta de una lista de per-
sonas designadas por los Estados Partes. Cada uno de los Estados Partes podrá 
designar una persona entre sus propios nacionales. 
3. La elección inicial se celebrará seis meses después de la fecha de entrada en vigor 
de la presente Convención. Al menos tres meses antes de la fecha de cada elección, 
el Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes 
invitándolos a presentar sus candidaturas en un plazo de dos meses. El Secretario 
General preparará una lista por orden alfabético de todas las personas designadas de 
este modo, indicando los Estados Partes que las han designado, y la comunicará a los 
Estados Partes. 
4. Los miembros del Comité serán elegidos en una reunión de los Estados Partes que 
será convocada por el Secretario General y se celebrará en la Sede de las Naciones 
Unidas. En esta reunión, para la cual formarán quórum dos tercios de los Estados 
Partes, se considerarán elegidos para el Comité los candidatos que obtengan el mayor 
número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los representantes de los Esta-
dos Partes presentes y votantes.
5. Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años. No obstante, el mandato 
de nueve de los miembros elegidos en la primera elección expirará al cabo de dos 
años; inmediatamente después de la primera elección el Presidente del Comité desig-
nará por sorteo los nombres de esos nueve miembros.
6. La elección de los cinco miembros adicionales del Comité se celebrará de conformi-
dad con lo dispuesto en los párrafos 2, 3 y 4 del presente artículo, después de que el 
trigésimo quinto Estado Parte haya ratificado la Convención o se haya adherido a ella. 
El mandato de dos de los miembros adicionales elegidos en esta ocasión, cuyos nom-
bres designará por sorteo el Presidente del Comité, expirará al cabo de dos años. 
7. Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado Parte cuyo experto haya cesado en 
sus funciones como miembro del Comité designará entre sus nacionales a otro exper-
to a reserva de la aprobación del Comité. 
8. Los miembros del Comité, previa aprobación de la Asamblea General, percibirán 
emolumentos de los fondos de las Naciones Unidas en la forma y condiciones que la 
Asamblea determine, teniendo en cuenta la importancia de las funciones del Comité. 
9. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los servi-
cios necesarios para el desempeño eficaz de las funciones del Comité en virtud de la 
presente Convención. 

ARTÍCULO 18.-
1. Los Estados Partes se comprometen a someter al Secretario General de las Nacio-
nes Unidas, para que lo examine el Comité, un informe sobre las medidas legislativas, 
judiciales, administrativas o de otra índole que hayan adoptado para hacer efectivas 
las disposiciones de la presente Convención y sobre los progresos realizados en este 
sentido:

a) En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Convención para el 
Estado de que se trate;
b) En lo sucesivo por lo menos cada cuatro años y, además, cuando el Comité 
lo solicite. 

2. Se podrán indicar en los informes los factores y las dificultades que afecten al grado 



Defensoria del Pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires | 31

de cumplimiento de las obligaciones impuestas por la presente Convención. 

ARTÍCULO 19.-
El Comité aprobará su propio reglamento.
El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años.

ARTÍCULO 20.-
1. El Comité se reunirá normalmente todos los años por un período que no exceda de 
dos semanas para examinar los informes que se le presenten de conformidad con el 
artículo 18 de la presente Convención.
2. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede de las Naciones 
Unidas o en cualquier otro sitio conveniente que determine el Comité. 

ARTÍCULO 21.-
1. El Comité, por conducto del Consejo Económico y Social, informará anualmente 
a la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre sus actividades y podrá hacer 
sugerencias y recomendaciones de carácter general basadas en el examen de los 
informes y de los datos transmitidos por los Estados Partes. Estas sugerencias y re-
comendaciones de carácter general se incluirán en el informe del Comité junto con las 
observaciones, si las hubiere, de los Estados Partes.
2. El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá los informes del Comité a la 
Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer para su información. 

ARTÍCULO 22.- Los organismos especializados tendrán derecho a estar representa-
dos en el examen de la aplicación de las disposiciones de la presente Convención que 
correspondan a la esfera de las actividades. El Comité podrá invitar a los organismos 
especializados a que presenten informes sobre la aplicación de la Convención en las 
áreas que correspondan a la esfera de sus actividades.

Parte VI

ARTÍCULO 23.- Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a disposi-
ción alguna que sea más conducente al logro de la igualdad entre hombres y mujeres 
y que pueda formar parte de: 

a) La legislación de un Estado Parte; o 
b) Cualquier otra convención, tratado o acuerdo internacional vigente en ese 
Estado. 

ARTÍCULO 24.- Los Estados Partes se comprometen a adoptar todas las medidas 
necesarias en el ámbito nacional para conseguir la plena realización de los derechos 
reconocidos en la presente Convención. 

ARTÍCULO 25.-
1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados.
2. Se designa al Secretario General de las Naciones Unidas depositario de la presente 
Convención. 
3. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación 
se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
4. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados. La 
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adhesión se efectuará depositando un instrumento de adhesión en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas. 

ARTÍCULO 26.-
1. En cualquier momento, cualquiera de los Estados Partes podrá formular una solici-
tud de revisión de la presente Convención mediante comunicación escrita dirigida al 
Secretario General de las Naciones Unidas.
2. La Asamblea General de las Naciones Unidas decidirá las medidas que, en caso 
necesario, hayan de adoptarse en lo que respecta a esa solicitud. 

ARTÍCULO 27.-
1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que 
haya sido depositado en poder del Secretario General de las Naciones Unidas el vigé-
simo instrumento de ratificación o de adhesión.
2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de haber 
sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión, la Convención 
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado 
su instrumento de ratificación o de adhesión.

ARTÍCULO 28.-
1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos los 
Estados el texto de las reservas formuladas por los Estados en el momento de la rati-
ficación o de la adhesión.
2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósito de la pre-
sente Convención.
3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento por medio de una notifi-
cación a estos efectos dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas, quien 
informará de ello a todos los Estados. Esta notificación surtirá efecto en la fecha de su 
recepción. 

ARTÍCULO 29.-
1. Toda controversia que surja entre dos o más Estados Partes con respecto a la 
interpretación o aplicación de la presente Convención que no se solucione mediante 
negociaciones se someterá al arbitraje a petición de uno de ellos. Si en el plazo de 
seis meses contados a partir de la fecha de presentación de solicitud de arbitraje las 
partes no consiguen ponerse de acuerdo sobre la forma del mismo, cualquiera de las 
partes podrá someter la controversia a la Corte Internacional de Justicia, mediante una 
solicitud presentada de conformidad con el Estatuto de la Corte.
2. Todo Estado Parte, en el momento de la firma o ratificación de la presente Conven-
ción o de su adhesión a la misma, podrá declarar que no se considera obligado por el 
párrafo 1 del presente artículo. Los demás Estados Partes no estarán obligados por 
ese párrafo ante ningún Estado Parte que haya formulado esa reserva. 
3. Todo Estado Parte que haya formulado la reserva prevista en el párrafo 2 del pre-
sente artículo podrá retirarla en cualquier momento notificándolo al Secretario General 
de las Naciones Unidas.

ARTÍCULO 30.- La presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, fran-
cés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositarán en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas. 
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Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém 
do Pará) 

Resolución aprobada en la séptima sesión plenaria, celebrada el 9 de junio de 1994.
Ratificada por Argentina el 5 de julio de 1996.
LA ASAMBLEA GENERAL,
CONSIDERANDO que el reconocimiento y el respeto irrestricto de todos los derechos 
de la mujer son condiciones indispensables para su desarrollo individual y para la crea-
ción de una sociedad más justa, solidaria y pacífica;
PREOCUPADA porque la violencia en que viven muchas mujeres de América es una 
situación generalizada, sin distinción de raza, clase, religión, edad o cualquier otra 
condición;
PERSUADIDA de su responsabilidad histórica de hacer frente a esta situación para 
procurar soluciones positivas;
CONVENCIDA de la necesidad de dotar al sistema interamericano de un instrumento 
internacional que contribuya a solucionar el problema de la violencia contra la mujer;
RECORDANDO las conclusiones y recomendaciones de la Consulta Interamericana 
sobre la Mujer y la Violencia, celebrada en 1990, y la Declaración sobre la Erradicación 
de la Violencia contra la Mujer, adoptada por la Vigésimo quinta Asamblea de Delega-
das de la Comisión Interamericana de Mujeres;
RECORDANDO ASIMISMO la resolución AG/RES. 1128(XXI-0/91) “Protección de la 
mujer contra la violencia”, adoptada por la Asamblea General de la Organización de los 
Estados Americanos;
TOMANDO EN CONSIDERACIÓN el amplio proceso de consulta realizado por la Co-
misión Interamericana de Mujeres desde 1990 para el estudio y la elaboración de un 
proyecto de convención sobre la mujer y la violencia; y
VISTOS los resultados alcanzados por la Sexta Asamblea Extraordinaria de Delegadas 
de la Comisión,
RESUELVE:
Adoptar la siguiente Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará”
LOS ESTADOS PARTES DE LA PRESENTE CONVENCIÓN,
RECONOCIENDO que el respeto irrestricto a los derechos humanos ha sido consa-
grado en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos y reafirmado en otros instrumentos 
internacionales y regionales;
AFIRMANDO que la violencia contra la mujer constituye una violación de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales y limita total o parcialmente a la mujer el reco-
nocimiento, goce y ejercicio de tales derechos y libertades;
PREOCUPADOS porque la violencia contra la mujer es una ofensa a la dignidad hu-
mana y una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre 
mujeres y hombres;
RECORDANDO la Declaración sobre la Erradicación de la Violencia contra la Mujer, 
adoptada por la Vigesimoquinta Asamblea de Delegadas de la Comisión Interamericana 
de Mujeres, y afirmando que la violencia contra la mujer trasciende todos los sectores 
de la sociedad independientemente de su clase, raza o grupo étnico, nivel de ingresos, 
cultura, nivel educacional, edad o religión y afecta negativamente sus propias bases;
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CONVENCIDOS de que la eliminación de la violencia contra la mujer es condición in-
dispensable para su desarrollo individual y social y su plena e igualitaria participación 
en todas las esferas de vida, y
CONVENCIDOS de que la adopción de una convención para prevenir, sancionar y 
erradicar toda forma de violencia contra la mujer, en el ámbito de la Organización de 
los Estados Americanos, constituye una positiva contribución para proteger los dere-
chos de la mujer y eliminar las situaciones de violencia que puedan afectarlas,
HAN CONVENIDO en lo siguiente:

Capítulo 1. Definición y ámbito de aplicación

ARTÍCULO 1.- Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia 
contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, 
daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público 
como en el privado. 

ARTÍCULO 2.- Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, 
sexual y psicológica: 

a) que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra 
relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el 
mismo domicilio que la mujer, y que comprende, entre otros, violación, maltrato 
y abuso sexual; 
b) que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y 
que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, 
prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como 
en instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y 
c) que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, dondequiera que 
ocurra. 

Capítulo 2. Derechos protegidos

ARTÍCULO 3.- Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ám-
bito público como en el privado. 

ARTÍCULO 4.-
Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los 
derechos humanos y a las libertades consagradas por los instrumentos regionales e 
internacionales sobre derechos humanos. Estos derechos comprenden, entre otros: 

a) el derecho a que se respete su vida; 
b) el derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral; 
c) el derecho a la libertad y a la seguridad personales; 
d) el derecho a no ser sometida a torturas; 
e) el derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona y que se pro-
teja a su familia; 
f) el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley; 
g) el derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos; 
h) el derecho a libertad de asociación; 
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i) el derecho a la libertad de profesar la religión y las creencias propias dentro 
de la ley, y 
j) el derecho a tener igualdad de acceso a las funciones públicas de su país y a 
participar en los asuntos públicos, incluyendo la toma de decisiones. 

ARTÍCULO 5.- Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, polí-
ticos, económicos, sociales y culturales y contará con la total protección de esos de-
rechos consagrados en los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos 
humanos. Los Estados Partes reconocen que la violencia contra la mujer impide y 
anula el ejercicio de esos derechos. 

ARTÍCULO 6.- El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, entre 
otros: 

a) el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación, y 
b) el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones estereotipa-
dos de comportamiento y prácticas sociales y culturales basadas en conceptos 
de inferioridad o subordinación. 

Capítulo 3. Deberes de los Estados

ARTÍCULO 7.- Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la 
mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, po-
líticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo 
siguiente: 

a) abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar 
por que las autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e instituciones se 
comporten de conformidad con esta obligación; 
b) actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violen-
cia contra la mujer; 
c) incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así 
como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apro-
piadas que sean del caso; 
d) adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, 
intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier 
forma que atente contra su integridad o perjudique su propiedad; 
e) tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, 
para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas 
jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la 
violencia contra la mujer; 
f) establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya 
sido sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un 
juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos; 
g) establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para ase-
gurar que la mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, 
reparación del daño u otros medios de compensación justos y eficaces, y 
h) adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean necesarias 
para hacer efectiva esta Convención. 
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ARTÍCULO 8.- Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medi-
das específicas, inclusive programas para: 

a) fomentar el conocimiento y la observancia del derecho de la mujer a una vida 
libre de violencia, y el derecho de la mujer a que se respeten y protejan sus 
derechos humanos; 
b) modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, in-
cluyendo el diseño de programas de educación formales y no formales apropia-
dos a todo nivel del proceso educativo, para contrarrestar prejuicios y costum-
bres y todo otro tipo de prácticas que se basen en la premisa de la inferioridad o 
superioridad de cualquiera de los géneros o en los papeles estereotipados para 
el hombre y la mujer que legitiman o exacerban la violencia contra la mujer; 
c) fomentar la educación y capacitación del personal en la administración de 
justicia, policial y demás funcionarios encargados de la aplicación de la ley, así 
como del personal a cuyo cargo esté la aplicación de las políticas de preven-
ción, sanción y eliminación de la violencia contra la mujer. 
d) suministrar los servicios especializados apropiados para la atención necesaria 
a la mujer objeto de violencia, por medio de entidades de los sectores público y 
privado, inclusive refugios, servicios de orientación para toda la familia, cuando 
sea del caso, y cuidado y custodia de los menores afectados; 
e) fomentar y apoyar programas de educación gubernamentales y del sector 
privado destinados a concientizar al público sobre los problemas relacionados 
con la violencia contra la mujer, los recursos legales y la reparación que corres-
ponda; 
f) ofrecer a la mujer objeto de violencia acceso a programas eficaces de rehabi-
litación y capacitación que le permitan participar plenamente en la vida pública, 
privada y social; 
g) alentar a los medios de comunicación a elaborar directrices adecuadas de 
difusión que contribuyan a erradicar la violencia contra la mujer en todas sus 
formas y a realzar el respeto a la dignidad de la mujer; 
h) garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás información 
pertinente sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra la 
mujer, con el fin de evaluar la eficacia de las medidas para prevenir, sancionar y 
eliminar la violencia contra la mujer y de formular y aplicar los cambios que sean 
necesarios, y 
i) promover la cooperación internacional para el intercambio de ideas y expe-
riencias y la ejecución de programas encaminados a proteger a la mujer objeto 
de violencia.

ARTÍCULO 9.- Para la adopción de las medidas a que se refiere este capitulo, los Esta-
dos Partes tendrán especialmente en cuenta la situación de vulnerabilidad a la violen-
cia que pueda sufrir la mujer en razón, entre otras, de su raza o de su condición étnica, 
de migrante, refugiada o desplazada. En igual sentido se considerará a la mujer que 
es objeto de violencia cuando está embarazada, es discapacitada, menor de edad, 
anciana, o está en situación socioeconómica desfavorable o afectada por situaciones 
de conflictos armados o de privación de su libertad. 

Capítulo 4. Mecanismos Interamericanos de protección
ARTÍCULO 10.- Con el propósito de proteger el derecho de la mujer a una vida libre 
de violencia, en los informes nacionales a la Comisión Interamericana de Mujeres, los 
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Estados Partes deberán incluir información sobre las medidas adoptadas para prevenir 
y erradicar la violencia contra la mujer, para asistir a la mujer afectada por la violencia, 
así como sobre las dificultades que observen en la aplicación de las mismas y los 
factores que contribuyan a la violencia contra la mujer. 

ARTÍCULO 11.- Los Estados Partes en esta Convención y la Comisión Interamericana 
de Mujeres, podrán requerir a la Corte Interamericana de Derechos Humanos opinión 
consultiva sobre la interpretación de esta Convención. 

ARTÍCULO 12.- Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental 
legalmente reconocida en uno o más Estados miembros de la Organización, puede 
presentar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos peticiones que conten-
gan denuncias o quejas de violación del artículo 7 de la presente Convención por un 
Estado Parte, y la Comisión las considerará de acuerdo con las normas y los requisitos 
de procedimiento para la presentación y consideración de peticiones estipulados en la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y en el Estatuto y el Reglamento de 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 

Capítulo 5. Disposiciones generales

ARTÍCULO 13.- Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpre-
tado como restricción o limitación a la legislación interna de los Estados Partes que 
prevea iguales o mayores protecciones y garantías de los derechos de la mujer y sal-
vaguardias adecuadas para prevenir y erradicar la violencia contra la mujer. 

ARTÍCULO 14.- Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpreta-
do como restricción o limitación a la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
o a otras convenciones internacionales sobre la materia que prevean iguales o mayo-
res protecciones relacionadas con este tema. 

ARTÍCULO 15.- La presente Convención está abierta a la firma de todos los Estados 
miembros de la Organización de los Estados Americanos. 

ARTÍCULO 16.- La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos 
de ratificación se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Esta-
dos Americanos. 

ARTÍCULO 17.- La presente Convención queda abierta a la adhesión de cualquier otro 
Estado. Los instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos. 

ARTÍCULO 18.- Los Estados podrán formular reservas a la presente Convención al 
momento de aprobarla, firmarla, ratificarla o adherir a ella, siempre que: 

a) no sean incompatibles con el objeto y propósito de la Convención; 
b) no sean de carácter general y versen sobre una o más disposiciones 
específicas. 

ARTÍCULO 19.- Cualquier Estado Parte puede someter a la Asamblea General, por 
conducto de la Comisión Interamericana de Mujeres, una propuesta de enmienda a 
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esta Convención. 
Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en la 
fecha en que dos tercios de los Estados Partes hayan depositado el respectivo instru-
mento de ratificación. En cuanto al resto de los Estados Partes, entrarán en vigor en la 
fecha en que depositen sus respectivos instrumentos de ratificación.

ARTÍCULO 20.- Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las 
que rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la pre-
sente Convención podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación o adhesión, 
que la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o solamente a una o 
más de ellas. 
Tales declaraciones podrán ser modificadas en cualquier momento mediante declara-
ciones ulteriores, que especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las 
que se aplicará la presente Convención. Dichas declaraciones ulteriores se transmitirán 
a la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos y surtirán efecto 
treinta días después de recibidas.
 

Convención sobre los Derechos del Niño

Adoptada y abierta a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su 
resolución 44/25, de 20 de noviembre de 1989.
ENTRADA EN VIGOR: 2 de septiembre de 1990, de conformidad con el artículo 49.
PREÁMBULO
Los Estados Partes en la presente Convención, 
Considerando que, de conformidad con los principios proclamados en la Carta de las 
Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo se basan en el reconoci-
miento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los 
miembros de la familia humana,
Teniendo presente que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta 
su fe en los derechos fundamentales del hombre y en la dignidad y el valor de la per-
sona humana, y que han decidido promover el progreso social y elevar el nivel de vida 
dentro de un concepto más amplio de la libertad, 
Reconociendo que las Naciones Unidas han proclamado y acordado en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos y en los pactos internacionales de derechos huma-
nos que toda persona tiene todos los derechos y libertades enunciados en ellos, sin 
distinción alguna, por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o 
de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición, 
Recordando que en la Declaración Universal de Derechos Humanos las Naciones Uni-
das proclamaron que la infancia tiene derecho a cuidados y asistencia especiales, 
Convencidos de que la familia, como grupo fundamental de la sociedad y medio na-
tural para el crecimiento y el bienestar de todos sus miembros, y en particular de los 
niños, debe recibir la protección y asistencia necesarias para poder asumir plenamente 
sus responsabilidades dentro de la comunidad, 
Reconociendo que el niño, para el pleno y armonioso desarrollo de su personalidad, 
debe crecer en el seno de la familia, en un ambiente de felicidad, amor y compren-
sión, 
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Considerando que el niño debe estar plenamente preparado para una vida indepen-
diente en sociedad y ser educado en el espíritu de los ideales proclamados en la Carta 
de las Naciones Unidas y, en particular, en un espíritu de paz, dignidad, tolerancia, 
libertad, igualdad y solidaridad, 
Teniendo presente que la necesidad de proporcionar al niño una protección especial 
ha sido enunciada en la Declaración de Ginebra de 1924 sobre los Derechos del Niño y 
en la Declaración de los Derechos del Niño adoptada por la Asamblea General el 20 de 
noviembre de 1959 y reconocida en la Declaración Universal de Derechos Humanos, 
en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (en particular, en los artículos 
23 y 24), en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en 
particular, en el artículo 10) y en los estatutos e instrumentos pertinentes de los orga-
nismos especializados y de las organizaciones internacionales que se interesan en el 
bienestar del niño, 
Teniendo presente que, como se indica en la Declaración de los Derechos del Niño, “el 
niño, por su falta de madurez física y mental, necesita protección y cuidado especiales, 
incluso la debida protección legal, tanto antes como después del nacimiento”, 
Recordando lo dispuesto en la Declaración sobre los principios sociales y jurídicos re-
lativos a la protección y el bienestar de los niños, con particular referencia a la adopción 
y la colocación en hogares de guarda, en los planos nacional e internacional; las Re-
glas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores 
(Reglas de Beijing); y la Declaración sobre la protección de la mujer y el niño en estados 
de emergencia o de conflicto armado, 
Reconociendo que en todos los países del mundo hay niños que viven en condiciones 
excepcionalmente difíciles y que esos niños necesitan especial consideración,
Teniendo debidamente en cuenta la importancia de las tradiciones y los valores cultu-
rales de cada pueblo para la protección y el desarrollo armonioso del niño,
Reconociendo la importancia de la cooperación internacional para el mejoramiento de 
las condiciones de vida de los niños en todos los países, en particular en los países en 
desarrollo, 
Han convenido en lo siguiente:

Parte I

ARTÍCULO 1.- Para los efectos de la presente Convención, se entiende por niño todo 
ser humano menor de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea 
aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad.

ARTÍCULO 2.-
1. Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados en la presente Convención 
y asegurarán su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción alguna, 
independientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política 
o de otra índole, el origen nacional, étnico o social, la posición económica, los impedi-
mentos físicos, el nacimiento o cualquier otra condición del niño, de sus padres o de 
sus representantes legales. 
2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar que el 
niño se vea protegido contra toda forma de discriminación o castigo por causa de la 
condición, las actividades, las opiniones expresadas o las creencias de sus padres, o 
sus tutores o de sus familiares. 
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ARTÍCULO 3.-
1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públi-
cas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los 
órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés 
superior del niño. 
2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado 
que sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes 
de sus padres, tutores u otras personas responsables de él ante la ley y, con ese fin, 
tomarán todas las medidas legislativas y administrativas adecuadas.
3. Los Estados Partes se asegurarán de que las instituciones, servicios y estableci-
mientos encargados del cuidado o la protección de los niños cumplan las normas es-
tablecidas por las autoridades competentes, especialmente en materia de seguridad, 
sanidad, número y competencia de su personal, así como en relación con la existencia 
de una supervisión adecuada. 

ARTÍCULO 4.- Los Estados Partes adoptarán todas las medidas administrativas, legis-
lativas y de otra índole para dar efectividad a los derechos reconocidos en la presente 
Convención. En lo que respecta a los derechos económicos, sociales y culturales, los 
Estados Partes adoptarán esas medidas hasta el máximo de los recursos de que dis-
pongan y, cuando sea necesario, dentro del marco de la cooperación internacional. 

ARTÍCULO 5.- Los Estados Partes respetarán las responsabilidades, los derechos y 
los deberes de los padres o, en su caso, de los miembros de la familia ampliada o de 
la comunidad, según establezca la costumbre local, de los tutores u otras personas 
encargadas legalmente del niño de impartirle, en consonancia con la evolución de sus 
facultades, dirección y orientación apropiadas para que el niño ejerza los derechos 
reconocidos en la presente Convención.

ARTÍCULO 6.-
1. Los Estados Partes reconocen que todo niño tiene el derecho intrínseco a la vida.
2. Los Estados Partes garantizarán en la máxima medida posible la supervivencia y el 
desarrollo del niño.

ARTÍCULO 7.-
1. El niño será inscripto inmediatamente después de su nacimiento y tendrá derecho 
desde que nace a un nombre, a adquirir una nacionalidad y, en la medida de lo posible, 
a conocer a sus padres y a ser cuidado por ellos.
2. Los Estados Partes velarán por la aplicación de estos derechos de conformidad con 
su legislación nacional y las obligaciones que hayan contraído en virtud de los instru-
mentos internacionales pertinentes en esta esfera, sobre todo cuando el niño resultara 
de otro modo apátrida. 

ARTÍCULO 8.-
1. Los Estados Partes se comprometen a respetar el derecho del niño a preservar su 
identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares de conformi-
dad con la ley sin injerencias ilícitas.
2. Cuando un niño sea privado ilegalmente de algunos de los elementos de su iden-
tidad o de todos ellos, los Estados Partes deberán prestar la asistencia y protección 
apropiadas con miras a restablecer rápidamente su identidad. 
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ARTÍCULO 9.-
1. Los Estados Partes velarán por que el niño no sea separado de sus padres contra la 
voluntad de éstos, excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las autoridades com-
petentes determinen, de conformidad con la ley y los procedimientos aplicables, que 
tal separación es necesaria en el interés superior del niño. Tal determinación puede ser 
necesaria en casos particulares, por ejemplo, en los casos en que el niño sea objeto de 
maltrato o descuido por parte de sus padres o cuando éstos viven separados y debe 
adoptarse una decisión acerca del lugar de residencia del niño. 
2. En cualquier procedimiento entablado de conformidad con el párrafo 1 del presente 
artículo, se ofrecerá a todas las partes interesadas la oportunidad de participar en él y 
de dar a conocer sus opiniones. 
3. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño que esté separado de uno o de 
ambos padres a mantener relaciones personales y contacto directo con ambos padres 
de modo regular, salvo si ello es contrario al interés superior del niño.
4. Cuando esa separación sea resultado de una medida adoptada por un Estado Par-
te, como la detención, el encarcelamiento, el exilio, la deportación o la muerte (incluido 
el fallecimiento debido a cualquier causa mientras la persona esté bajo la custodia 
del Estado) de uno de los padres del niño, o de ambos, o del niño, el Estado Parte 
proporcionará, cuando se le pida, a los padres, al niño o, si procede, a otro familiar, 
información básica acerca del paradero del familiar o familiares ausentes, a no ser que 
ello resultase perjudicial para el bienestar del niño. Los Estados Partes se cerciorarán, 
además, de que la presentación de tal petición no entrañe por sí misma consecuencias 
desfavorables para la persona o personas interesadas. 

ARTÍCULO 10.-
1. De conformidad con la obligación que incumbe a los Estados Partes a tenor de 
lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 9, toda solicitud hecha por un niño o por sus 
padres para entrar en un Estado Parte o para salir de él a los efectos de la reunión de 
la familia será atendida por los Estados Partes de manera positiva, humanitaria y expe-
ditiva. Los Estados Partes garantizarán, además, que la presentación de tal petición no 
traerá consecuencias desfavorables para los peticionarios ni para sus familiares.
2. El niño cuyos padres residan en Estados diferentes tendrá derecho a mantener 
periódicamente, salvo en circunstancias excepcionales, relaciones personales y con-
tactos directos con ambos padres. Con tal fin, y de conformidad con la obligación 
asumida por los Estados Partes en virtud del párrafo 1 del artículo 9, los Estados Par-
tes respetarán el derecho del niño y de sus padres a salir de cualquier país, incluido el 
propio, y de entrar en su propio país. El derecho de salir de cualquier país estará sujeto 
solamente a las restricciones estipuladas por ley y que sean necesarias para proteger 
la seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral públicas o los derechos y 
libertades de otras personas y que estén en consonancia con los demás derechos 
reconocidos por la presente Convención.

ARTÍCULO 11.-
1. Los Estados Partes adoptarán medidas para luchar contra los traslados ilícitos de 
niños al extranjero y la retención ilícita de niños en el extranjero.
2. Para este fin, los Estados Partes promoverán la concertación de acuerdos bilatera-
les o multilaterales o la adhesión a acuerdos existentes. 
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ARTÍCULO 12.-
1. Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en condiciones de formarse un 
juicio propio el derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que 
afectan al niño, teniéndose debidamente en cuenta las opiniones del niño, en función 
de la edad y madurez del niño. 
2. Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad de ser escuchado, en todo 
procedimiento judicial o administrativo que afecte al niño, ya sea directamente o por 
medio de un representante o de un órgano apropiado, en consonancia con las normas 
de procedimiento de la ley nacional. 

ARTÍCULO 13.-
1. El niño tendrá derecho a la libertad de expresión; ese derecho incluirá la libertad 
de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de todo tipo, sin consideración de 
fronteras, ya sea oralmente, por escrito o impresas, en forma artística o por cualquier 
otro medio elegido por el niño. 
2. El ejercicio de tal derecho podrá estar sujeto a ciertas restricciones, que serán úni-
camente las que la ley prevea y sean necesarias: 

a) Para el respeto de los derechos o la reputación de los demás; o 
b) Para la protección de la seguridad nacional o el orden público o para proteger 
la salud o la moral públicas.

ARTÍCULO 14.-
1. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño a la libertad de pensamiento, de 
conciencia y de religión.
2. Los Estados Partes respetarán los derechos y deberes de los padres y, en su caso, 
de los representantes legales, de guiar al niño en el ejercicio de su derecho de modo 
conforme a la evolución de sus facultades.
3. La libertad de profesar la propia religión o las propias creencias estará sujeta úni-
camente a las limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias para proteger la 
seguridad, el orden, la moral o la salud públicos o los derechos y libertades fundamen-
tales de los demás.

ARTÍCULO 15.-
1. Los Estados Partes reconocen los derechos del niño a la libertad de asociación y a 
la libertad de celebrar reuniones pacíficas.
2. No se impondrán restricciones al ejercicio de estos derechos distintas de las esta-
blecidas de conformidad con la ley y que sean necesarias en una sociedad democrá-
tica, en interés de la seguridad nacional o pública, el orden público, la protección de la 
salud y la moral públicas o la protección de los derechos y libertades de los demás. 

ARTÍCULO 16.-
1. Ningún niño será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su 
familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y a su 
reputación. 
2. El niño tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o ataques.

ARTÍCULO 17.- Los Estados Partes reconocen la importante función que desempeñan 
los medios de comunicación y velarán por que el niño tenga acceso a información y 
material procedentes de diversas fuentes nacionales e internacionales, en especial la 
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información y el material que tengan por finalidad promover su bienestar social, espiri-
tual y moral y su salud física y mental. Con tal objeto, los Estados Partes: 

a) Alentarán a los medios de comunicación a difundir información y materiales 
de interés social y cultural para el niño, de conformidad con el espíritu del artí-
culo 29;
b) Promoverán la cooperación internacional en la producción, el intercambio y la 
difusión de esa información y esos materiales procedentes de diversas fuentes 
culturales, nacionales e internacionales; 
c) Alentarán la producción y difusión de libros para niños; 
d) Alentarán a los medios de comunicación a que tengan particularmente en 
cuenta las necesidades lingüísticas del niño perteneciente a un grupo minoritario 
o que sea indígena; 
e) Promoverán la elaboración de directrices apropiadas para proteger al niño 
contra toda información y material perjudicial para su bienestar, teniendo en 
cuenta las disposiciones de los artículos 13 y 18. 

ARTÍCULO 18.-
1. Los Estados Partes pondrán el máximo empeño en garantizar el reconocimiento del 
principio de que ambos padres tienen obligaciones comunes en lo que respecta a la 
crianza y el desarrollo del niño. Incumbirá a los padres o, en su caso, a los represen-
tantes legales la responsabilidad primordial de la crianza y el desarrollo del niño. Su 
preocupación fundamental será el interés superior del niño.
2. A los efectos de garantizar y promover los derechos enunciados en la presente 
Convención, los Estados Partes prestarán la asistencia apropiada a los padres y a los 
representantes legales para el desempeño de sus funciones en lo que respecta a la 
crianza del niño y velarán por la creación de instituciones, instalaciones y servicios para 
el cuidado de los niños. 
3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para que los niños 
cuyos padres trabajan tengan derecho a beneficiarse de los servicios e instalaciones 
de guarda de niños para los que reúnan las condiciones requeridas.

ARTÍCULO 19.-
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, so-
ciales y educativas apropiadas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o 
abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido 
el abuso sexual, mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de un 
representante legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo.
2. Esas medidas de protección deberían comprender, según corresponda, procedi-
mientos eficaces para el establecimiento de programas sociales con objeto de pro-
porcionar la asistencia necesaria al niño y a quienes cuidan de él, así como para otras 
formas de prevención y para la identificación, notificación, remisión a una institución, 
investigación, tratamiento y observación ulterior de los casos antes descritos de malos 
tratos al niño y, según corresponda, la intervención judicial.

ARTÍCULO 20.-
1. Los niños temporal o permanentemente privados de su medio familiar, o cuyo supe-
rior interés exija que no permanezcan en ese medio, tendrán derecho a la protección y 
asistencia especiales del Estado.
2. Los Estados Partes garantizarán, de conformidad con sus leyes nacionales, otros 
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tipos de cuidado para esos niños.
3. Entre esos cuidados figurarán, entre otras cosas, la colocación en hogares de guar-
da, la kafala del derecho islámico, la adopción o, de ser necesario, la colocación en 
instituciones adecuadas de protección de menores. Al considerar las soluciones, se 
prestará particular atención a la conveniencia de que haya continuidad en la educación 
del niño y a su origen étnico, religioso, cultural y lingüístico.

ARTÍCULO 21.-
Los Estados Partes que reconocen o permiten el sistema de adopción cuidarán de que 
el interés superior del niño sea la consideración primordial y: 

a) Velarán por que la adopción del niño sólo sea autorizada por las autoridades 
competentes, las que determinarán, con arreglo a las leyes y a los procedimien-
tos aplicables y sobre la base de toda la información pertinente y fidedigna, que 
la adopción es admisible en vista de la situación jurídica del niño en relación con 
sus padres, parientes y representantes legales y que, cuando así se requiera, las 
personas interesadas hayan dado con conocimiento de causa su consentimien-
to a la adopción sobre la base del asesoramiento que pueda ser necesario; 
b) Reconocerán que la adopción en otro país puede ser considerada como otro 
medio de cuidar del niño, en el caso de que éste no pueda ser colocado en un 
hogar de guarda o entregado a una familia adoptiva o no pueda ser atendido de 
manera adecuada en el país de origen; 
c) Velarán por que el niño que haya de ser adoptado en otro país goce de sal-
vaguardias y normas equivalentes a las existentes respecto de la adopción en 
el país de origen; 
d) Adoptarán todas las medidas apropiadas para garantizar que, en el caso de 
adopción en otro país, la colocación no dé lugar a beneficios financieros indebi-
dos para quienes participan en ella; 
e) Promoverán, cuando corresponda, los objetivos del presente artículo me-
diante la concertación de arreglos o acuerdos bilaterales o multilaterales y se 
esforzarán, dentro de este marco, por garantizar que la colocación del niño en 
otro país se efectúe por medio de las autoridades u organismos competentes. 

ARTÍCULO 22.-
1. Los Estados Partes adoptarán medidas adecuadas para lograr que el niño que trate 
de obtener el estatuto de refugiado o que sea considerado refugiado de conformidad 
con el derecho y los procedimientos internacionales o internos aplicables reciba, tanto 
si está solo como si está acompañado de sus padres o de cualquier otra persona, la 
protección y la asistencia humanitaria adecuadas para el disfrute de los derechos perti-
nentes enunciados en la presente Convención y en otros instrumentos internacionales 
de derechos humanos o de carácter humanitario en que dichos Estados sean partes.
2. A tal efecto los Estados Partes cooperarán, en la forma que estimen apropiada, en 
todos los esfuerzos de las Naciones Unidas y demás organizaciones interguberna-
mentales competentes u organizaciones no gubernamentales que cooperen con las 
Naciones Unidas por proteger y ayudar a todo niño refugiado y localizar a sus padres 
o a otros miembros de su familia, a fin de obtener la información necesaria para que 
se reúna con su familia. En los casos en que no se pueda localizar a ninguno de los 
padres o miembros de la familia, se concederá al niño la misma protección que a 
cualquier otro niño privado permanente o temporalmente de su medio familiar, por 
cualquier motivo, como se dispone en la presente Convención. 
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ARTÍCULO 23.-
1. Los Estados Partes reconocen que el niño mental o físicamente impedido deberá 
disfrutar de una vida plena y decente en condiciones que aseguren su dignidad, le 
permitan llegar a bastarse a sí mismo y faciliten la participación activa del niño en la 
comunidad. 
2. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño impedido a recibir cuidados 
especiales y alentarán y asegurarán, con sujeción a los recursos disponibles, la presta-
ción al niño que reúna las condiciones requeridas y a los responsables de su cuidado 
de la asistencia que se solicite y que sea adecuada al estado del niño y a las circuns-
tancias de sus padres o de otras personas que cuiden de él.
3. En atención a las necesidades especiales del niño impedido, la asistencia que se 
preste conforme al párrafo 2 del presente artículo será gratuita siempre que sea po-
sible, habida cuenta de la situación económica de los padres o de las otras personas 
que cuiden del niño, y estará destinada a asegurar que el niño impedido tenga un 
acceso efectivo a la educación, la capacitación, los servicios sanitarios, los servicios 
de rehabilitación, la preparación para el empleo y las oportunidades de esparcimien-
to y reciba tales servicios con el objeto de que el niño logre la integración social y el 
desarrollo individual, incluido su desarrollo cultural y espiritual, en la máxima medida 
posible. 
4. Los Estados Partes promoverán, con espíritu de cooperación internacional, el inter-
cambio de información adecuada en la esfera de la atención sanitaria preventiva y del 
tratamiento médico, psicológico y funcional de los niños impedidos, incluida la difusión 
de información sobre los métodos de rehabilitación y los servicios de enseñanza y 
formación profesional, así como el acceso a esa información a fin de que los Estados 
Partes puedan mejorar su capacidad y conocimientos y ampliar su experiencia en es-
tas esferas. A este respecto, se tendrán especialmente en cuenta las necesidades de 
los países en desarrollo. 

ARTÍCULO 24.-
1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posi-
ble de salud y a servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de 
la salud. Los Estados Partes se esforzarán por asegurar que ningún niño sea privado 
de su derecho al disfrute de esos servicios sanitarios.
2. Los Estados Partes asegurarán la plena aplicación de este derecho y, en particular, 
adoptarán las medidas apropiadas para:

a) Reducir la mortalidad infantil y en la niñez; 
b) Asegurar la prestación de la asistencia médica y la atención sanitaria que 
sean necesarias a todos los niños, haciendo hincapié en el desarrollo de la 
atención primaria de salud; 
c) Combatir las enfermedades y la malnutrición en el marco de la atención pri-
maria de la salud mediante, entre otras cosas, la aplicación de la tecnología 
disponible y el suministro de alimentos nutritivos adecuados y agua potable 
salubre, teniendo en cuenta los peligros y riesgos de contaminación del medio 
ambiente; 
d) Asegurar atención sanitaria prenatal y postnatal apropiada a las madres; 
e) Asegurar que todos los sectores de la sociedad, y en particular los padres y 
los niños, conozcan los principios básicos de la salud y la nutrición de los niños, 
las ventajas de la lactancia materna, la higiene y el saneamiento ambiental y las 
medidas de prevención de accidentes, tengan acceso a la educación pertinente 
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y reciban apoyo en la aplicación de esos conocimientos; 
f) Desarrollar la atención sanitaria preventiva, la orientación a los padres y la 
educación y servicios en materia de planificación de la familia. 

3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas eficaces y apropiadas posibles para 
abolir las prácticas tradicionales que sean perjudiciales para la salud de los niños. 
4. Los Estados Partes se comprometen a promover y alentar la cooperación interna-
cional con miras a lograr progresivamente la plena realización del derecho reconocido 
en el presente artículo. A este respecto, se tendrán plenamente en cuenta las necesi-
dades de los países en desarrollo.

ARTÍCULO 25.- Los Estados Partes reconocen el derecho del niño que ha sido inter-
nado en un establecimiento por las autoridades competentes para los fines de aten-
ción, protección o tratamiento de su salud física o mental a un examen periódico del 
tratamiento a que esté sometido y de todas las demás circunstancias propias de su 
internación.

ARTÍCULO 26.-
1. Los Estados Partes reconocerán a todos los niños el derecho a beneficiarse de la 
seguridad social, incluso del seguro social, y adoptarán las medidas necesarias para 
lograr la plena realización de este derecho de conformidad con su legislación nacio-
nal. 
2. Las prestaciones deberían concederse, cuando corresponda, teniendo en cuenta 
los recursos y la situación del niño y de las personas que sean responsables del man-
tenimiento del niño, así como cualquier otra consideración pertinente a una solicitud de 
prestaciones hecha por el niño o en su nombre.

ARTÍCULO 27.-
1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño a un nivel de vida adecuado 
para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social. 
2. A los padres u otras personas encargadas del niño les incumbe la responsabilidad 
primordial de proporcionar, dentro de sus posibilidades y medios económicos, las 
condiciones de vida que sean necesarias para el desarrollo del niño.
3. Los Estados Partes, de acuerdo con las condiciones nacionales y con arreglo a sus 
medios, adoptarán medidas apropiadas para ayudar a los padres y a otras personas 
responsables por el niño a dar efectividad a este derecho y, en caso necesario, pro-
porcionarán asistencia material y programas de apoyo, particularmente con respecto 
a la nutrición, el vestuario y la vivienda. 
4. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para asegurar el pago 
de la pensión alimenticia por parte de los padres u otras personas que tengan la res-
ponsabilidad financiera por el niño, tanto si viven en el Estado Parte como si viven en 
el extranjero. En particular, cuando la persona que tenga la responsabilidad financiera 
por el niño resida en un Estado diferente de aquel en que resida el niño, los Estados 
Partes promoverán la adhesión a los convenios internacionales o la concertación de di-
chos convenios, así como la concertación de cualesquiera otros arreglos apropiados. 

ARTÍCULO 28.-
1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a la educación y, a fin de que se 
pueda ejercer progresivamente y en condiciones de igualdad de oportunidades ese 
derecho, deberán en particular: 
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a) Implantar la enseñanza primaria obligatoria y gratuita para todos;
b) Fomentar el desarrollo, en sus distintas formas, de la enseñanza secundaria, 
incluida la enseñanza general y profesional, hacer que todos los niños dispon-
gan de ella y tengan acceso a ella y adoptar medidas apropiadas tales como la 
implantación de la enseñanza gratuita y la concesión de asistencia financiera en 
caso de necesidad; 
c) Hacer la enseñanza superior accesible a todos, sobre la base de la capaci-
dad, por cuantos medios sean apropiados; 
d) Hacer que todos los niños dispongan de información y orientación en cues-
tiones educacionales y profesionales y tengan acceso a ellas; 
e) Adoptar medidas para fomentar la asistencia regular a las escuelas y reducir 
las tasas de deserción escolar. 

2. Los Estados Partes adoptarán cuantas medidas sean adecuadas para velar por que 
la disciplina escolar se administre de modo compatible con la dignidad humana del 
niño y de conformidad con la presente Convención. 
3. Los Estados Partes fomentarán y alentarán la cooperación internacional en cues-
tiones de educación, en particular a fin de contribuir a eliminar la ignorancia y el anal-
fabetismo en todo el mundo y de facilitar el acceso a los conocimientos técnicos y a 
los métodos modernos de enseñanza. A este respecto, se tendrán especialmente en 
cuenta las necesidades de los países en desarrollo.

ARTÍCULO 29.-
1. Los Estados Partes convienen en que la educación del niño deberá estar encami-
nada a:

a) Desarrollar la personalidad, las aptitudes y la capacidad mental y física del 
niño hasta el máximo de sus posibilidades;
b) Inculcar al niño el respeto de los derechos humanos y las libertades funda-
mentales y de los principios consagrados en la Carta de las Naciones Unidas; 
c) Inculcar al niño el respeto de sus padres, de su propia identidad cultural, de 
su idioma y sus valores, de los valores nacionales del país en que vive, del país 
de que sea originario y de las civilizaciones distintas de la suya; 
d) Preparar al niño para asumir una vida responsable en una sociedad libre, con 
espíritu de comprensión, paz, tolerancia, igualdad de los sexos y amistad entre 
todos los pueblos, grupos étnicos, nacionales y religiosos y personas de origen 
indígena; 
e) Inculcar al niño el respeto del medio ambiente natural. 

2. Nada de lo dispuesto en el presente artículo o en el artículo 28 se interpretará como 
una restricción de la libertad de los particulares y de las entidades para establecer y 
dirigir instituciones de enseñanza, a condición de que se respeten los principios enun-
ciados en el párrafo 1 del presente artículo y de que la educación impartida en tales 
instituciones se ajuste a las normas mínimas que prescriba el Estado.

ARTÍCULO 30.- En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüís-
ticas o personas de origen indígena, no se negará a un niño que pertenezca a tales 
minorías o que sea indígena el derecho que le corresponde, en común con los demás 
miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su propia 
religión, o a emplear su propio idioma. 
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ARTÍCULO 31.-
1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al descanso y el esparcimiento, 
al juego y a las actividades recreativas propias de su edad y a participar libremente en 
la vida cultural y en las artes. 
2. Los Estados Partes respetarán y promoverán el derecho del niño a participar 
plenamente en la vida cultural y artística y propiciarán oportunidades apropiadas, 
en condiciones de igualdad, de participar en la vida cultural, artística, recreativa y de 
esparcimiento.

ARTÍCULO 32.-
1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a estar protegido contra la explo-
tación económica y contra el desempeño de cualquier trabajo que pueda ser peligroso 
o entorpecer su educación, o que sea nocivo para su salud o para su desarrollo físico, 
mental, espiritual, moral o social.
2. Los Estados Partes adoptarán medidas legislativas, administrativas, sociales y edu-
cacionales para garantizar la aplicación del presente artículo. Con ese propósito y te-
niendo en cuenta las disposiciones pertinentes de otros instrumentos internacionales, 
los Estados Partes, en particular:

a) Fijarán una edad o edades mínimas para trabajar;
b) Dispondrán la reglamentación apropiada de los horarios y condiciones de 
trabajo;
c) Estipularán las penalidades u otras sanciones apropiadas para asegurar la 
aplicación efectiva del presente artículo. 

ARTÍCULO 33.- Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropia-
das, incluidas medidas legislativas, administrativas, sociales y educacionales, 
para proteger a los niños contra el uso ilícito de los estupefacientes y sustancias 
psicotrópicas enumeradas en los tratados internacionales pertinentes, y para im-
pedir que se utilice a niños en la producción y el tráfico ilícitos de esas sustancias.  

ARTÍCULO 34.- Los Estados Partes se comprometen a proteger al niño contra todas 
las formas de explotación y abuso sexuales. Con este fin, los Estados Partes tomarán, 
en particular, todas las medidas de carácter nacional, bilateral y multilateral que sean 
necesarias para impedir: 

a) La incitación o la coacción para que un niño se dedique a cualquier actividad 
sexual ilegal; 
b) La explotación del niño en la prostitución u otras prácticas sexuales ilegales; 
c) La explotación del niño en espectáculos o materiales pornográficos.

ARTÍCULO 35.- Los Estados Partes tomarán todas las medidas de carácter nacional, 
bilateral y multilateral que sean necesarias para impedir el secuestro, la venta o la trata 
de niños para cualquier fin o en cualquier forma.

ARTÍCULO 36.- Los Estados Partes protegerán al niño contra todas las demás formas 
de explotación que sean perjudiciales para cualquier aspecto de su bienestar.

ARTÍCULO 37.- Los Estados Partes velarán por que:
a) Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, inhu-
manos o degradantes. No se impondrá la pena capital ni la de prisión perpetua 
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sin posibilidad de excarcelación por delitos cometidos por menores de 18 años 
de edad; 
b) Ningún niño sea privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La detención, 
el encarcelamiento o la prisión de un niño se llevará a cabo de conformidad con 
la ley y se utilizará tan sólo como medida de último recurso y durante el período 
más breve que proceda; 
c) Todo niño privado de libertad sea tratado con la humanidad y el respeto que 
merece la dignidad inherente a la persona humana, y de manera que se tengan 
en cuenta las necesidades de las personas de su edad. En particular, todo niño 
privado de libertad estará separado de los adultos, a menos que ello se consi-
dere contrario al interés superior del niño, y tendrá derecho a mantener contacto 
con su familia por medio de correspondencia y de visitas, salvo en circunstan-
cias excepcionales;
d) Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto acceso a la 
asistencia jurídica y otra asistencia adecuada, así como derecho a impugnar la 
legalidad de la privación de su libertad ante un tribunal u otra autoridad compe-
tente, independiente e imparcial y a una pronta decisión sobre dicha acción.

ARTÍCULO 38.-
1. Los Estados Partes se comprometen a respetar y velar por que se respeten las 
normas del derecho internacional humanitario que les sean aplicables en los conflictos 
armados y que sean pertinentes para el niño.
2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para asegurar que las 
personas que aún no hayan cumplido los 15 años de edad no participen directamente 
en las hostilidades.
3. Los Estados Partes se abstendrán de reclutar en las fuerzas armadas a las personas 
que no hayan cumplido los 15 años de edad. Si reclutan personas que hayan cumplido 
15 años, pero que sean menores de 18, los Estados Partes procurarán dar prioridad 
a los de más edad.
4. De conformidad con las obligaciones dimanadas del derecho internacional huma-
nitario de proteger a la población civil durante los conflictos armados, los Estados 
Partes 	 adoptarán todas las medidas posibles para asegurar la protección y el cuida-
do de los niños afectados por un conflicto armado.

ARTÍCULO 39.- Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para 
promover la recuperación física y psicológica y la reintegración social de todo niño 
víctima de: cualquier forma de abandono, explotación o abuso; tortura u otra forma 
de tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; o conflictos armados. Esa re-
cuperación y reintegración se llevarán a cabo en un ambiente que fomente la salud, el 
respeto de sí mismo y la dignidad del niño. 

ARTÍCULO 40.-
1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de quien se alegue que ha 
infringido las leyes penales o a quien se acuse o declare culpable de haber infringido 
esas leyes a ser tratado de manera acorde con el fomento de su sentido de la dignidad 
y el valor, que fortalezca el respeto del niño por los derechos humanos y las liberta-
des fundamentales de terceros y en la que se tengan en cuenta la edad del niño y la 
importancia de promover la reintegración del niño y de que éste asuma una función 
constructiva en la sociedad.
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2. Con ese fin, y habida cuenta de las disposiciones pertinentes de los instrumentos 
internacionales, los Estados Partes garantizarán, en particular: 

a) Que no se alegue que ningún niño ha infringido las leyes penales, ni se acuse 
o declare culpable a ningún niño de haber infringido esas leyes, por actos u 
omisiones que no estaban prohibidos por las leyes nacionales o internacionales 
en el momento en que se cometieron; 
b) Que a todo niño del que se alegue que ha infringido las leyes penales o a 
quien se acuse de haber infringido esas leyes se le garantice, por lo menos, lo 
siguiente: 
i) Que se lo presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad conforme 
a la ley; 
ii) Que será informado sin demora y directamente o, cuando sea procedente, 
por intermedio de sus padres o sus representantes legales, de los cargos que 
pesan contra él y que dispondrá de asistencia jurídica u otra asistencia apropia-
da en la preparación y presentación de su defensa; 
iii) Que la causa será dirimida sin demora por una autoridad u órgano judicial 
competente, independiente e imparcial en una audiencia equitativa conforme a 
la ley, en presencia de un asesor jurídico u otro tipo de asesor adecuado y, a 
menos que se considerare que ello fuere contrario al interés superior del niño, 
teniendo en cuenta en particular su edad o situación y a sus padres o represen-
tantes legales;
iv) Que no será obligado a prestar testimonio o a declararse culpable, que podrá 
interrogar o hacer que se interrogue a testigos de cargo y obtener la participa-
ción y el interrogatorio de testigos de descargo en condiciones de igualdad; 
v) Si se considerare que ha infringido, en efecto las leyes penales, que esta 
decisión y toda medida impuesta a consecuencia de ella serán sometidas a 
una autoridad u órgano judicial superior competente, independiente e imparcial, 
conforme a la ley; 
vi) Que el niño contará con la asistencia gratuita de un intérprete si no compren-
de o no habla el idioma utilizado;
vii) Que se respetará plenamente su vida privada en todas las fases del proce-
dimiento. 

3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para promover el esta-
blecimiento de leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicos para los 
niños de quienes se alegue que han infringido las leyes penales o a quienes se acuse 
o declare culpables de haber infringido esas leyes, y en particular: 

a) El establecimiento de una edad mínima antes de la cual se presumirá que los 
niños no tienen capacidad para infringir las leyes penales; 
b) Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de medidas para tratar 
a esos niños sin recurrir a procedimientos judiciales, en el entendimiento de que 
se respetarán plenamente los derechos humanos y las garantías legales. 

4. Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cuidado, las órdenes de orienta-
ción y supervisión, el asesoramiento, la libertad vigilada, la colocación en hogares de 
guarda, los programas de enseñanza y formación profesional, así como otras posibi-
lidades alternativas a la internación en instituciones, para asegurar que los niños sean 
tratados de manera apropiada para su bienestar y que guarde proporción tanto con 
sus circunstancias como con la infracción.

ARTÍCULO 41.- Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a las 
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disposiciones que sean más conducentes a la realización de los derechos del niño y 
que puedan estar recogidas en: 

a) El derecho de un Estado Parte; o 
b) El derecho internacional vigente con respecto a dicho Estado. 

Parte II

ARTÍCULO 42.- Los Estados Partes se comprometen a dar a conocer ampliamente los 
principios y disposiciones de la Convención por medios eficaces y apropiados, tanto a 
los adultos como a los niños. 

ARTÍCULO 43.-
1. Con la finalidad de examinar los progresos realizados en el cumplimiento de las 
obligaciones contraídas por los Estados Partes en la presente Convención, se esta-
blecerá un Comité de los Derechos del Niño que desempeñará las funciones que a 
continuación se estipulan. 
2. El Comité estará integrado por dieciocho expertos de gran integridad moral y reco-
nocida competencia en las esferas reguladas por la presente Convención. Los miem-
bros del Comité serán elegidos por los Estados Partes entre sus nacionales y ejercerán 
sus funciones a título personal, teniéndose debidamente en cuenta la distribución geo-
gráfica, así como los principales sistemas jurídicos.
3. Los miembros del Comité serán elegidos, en votación secreta, de una lista de per-
sonas designadas por los Estados Partes. Cada Estado Parte podrá designar a una 
persona escogida entre sus propios nacionales. 
4. La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después de la entrada en 
vigor de la presente Convención y ulteriormente cada dos años. 
Con cuatro meses, como mínimo, de antelación respecto de la fecha de cada elección, 
el Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes in-
vitándolos a que presenten sus candidaturas en un plazo de dos meses. El Secretario 
General preparará después una lista en la que figurarán por orden alfabético todos los 
candidatos propuestos, con indicación de los Estados Partes que los hayan designa-
do, y la comunicará a los Estados Partes en la presente Convención.
5. Las elecciones se celebrarán en una reunión de los Estados Partes convocada por 
el Secretario General en la Sede de las Naciones Unidas. En esa reunión, en la que la 
presencia de dos tercios de los Estados Partes constituirá quórum, las personas se-
leccionadas para formar parte del Comité serán aquellos candidatos que obtengan el 
mayor número de votos y una mayoría absoluta de los votos de los representantes de 
los Estados Partes presentes y votantes. 
6. Los miembros del Comité serán elegidos por un período de cuatro años. Podrán ser 
reelegidos si se presenta de nuevo su candidatura. El mandato de cinco de los miem-
bros elegidos en la primera elección expirará al cabo de dos años; inmediatamente 
después de efectuada la primera elección, el Presidente de la reunión en que ésta se 
celebre elegirá por sorteo los nombres de esos cinco miembros. 
7. Si un miembro del Comité fallece o dimite o declara que por cualquier otra causa no 
puede seguir desempeñando sus funciones en el Comité, el Estado Parte que propuso 
a ese miembro designará entre sus propios nacionales a otro experto para ejercer el 
mandato hasta su término, a reserva de la aprobación del Comité. 
8. El Comité adoptará su propio reglamento. 
9. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años.
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10. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede de las Naciones 
Unidas o en cualquier otro lugar conveniente que determine el Comité. El Comité se 
reunirá normalmente todos los años. La duración de las reuniones del Comité será 
determinada y revisada, si procediera, por una reunión de los Estados Partes en la 	
presente Convención, a reserva de la aprobación de la Asamblea General.
11. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los servi-
cios necesarios para el desempeño eficaz de las funciones del Comité establecido en 
virtud de la presente Convención. 
12. Previa aprobación de la Asamblea General, los miembros del Comité establecido 
en virtud de la presente Convención recibirán emolumentos con cargo a los fondos de 
las Naciones Unidas, según las condiciones que la Asamblea pueda establecer. 

ARTÍCULO 44.-
1. Los Estados Partes se comprometen a presentar al Comité, por conducto del Se-
cretario General de las Naciones Unidas, informes sobre las medidas que hayan adop-
tado para dar efecto a los derechos reconocidos en la Convención y sobre el progreso 
que hayan realizado en cuanto al goce de esos derechos:

a) En el plazo de dos años a partir de la fecha en la que para cada Estado Parte 
haya entrado en vigor la presente Convención;
b) En lo sucesivo, cada cinco años. 

2. Los informes preparados en virtud del presente artículo deberán indicar las cir-
cunstancias y dificultades, si las hubiere, que afecten al grado de cumplimiento de 
las obligaciones derivadas de la presente Convención. Deberán asimismo contener 
información suficiente para que el Comité tenga cabal comprensión de la aplicación de 
la Convención en el país de que se trate. 
3. Los Estados Partes que hayan presentado un informe inicial completo al Comité no 
necesitan repetir, en sucesivos informes presentados de conformidad con lo dispues-
to en el inciso b del párrafo I del presente artículo, la información básica presentada 
anteriormente. 
4. El Comité podrá pedir a los Estados Partes más información relativa a la aplicación 
de la Convención. 
5. El Comité presentará cada dos años a la Asamblea General de las Naciones Unidas, 
por conducto del Consejo Económico y Social, informes sobre sus actividades. 
6. Los Estados Partes darán a sus informes una amplia difusión entre el público de sus 
países respectivos.

ARTÍCULO 45.- Con objeto de fomentar la aplicación efectiva de la Convención y de 
estimular la cooperación internacional en la esfera regulada por la Convención:

a) Los organismos especializados, el Fondo de las Naciones Unidas para la 
Infancia y demás órganos de las Naciones Unidas tendrán derecho a estar re-
presentados en el examen de la aplicación de aquellas disposiciones de la pre-
sente Convención comprendidas en el ámbito de su mandato. El Comité podrá 
invitar a los organismos especializados, al Fondo de las Naciones Unidas para 
la Infancia y a otros órganos competentes que considere apropiados a que pro-
porcionen asesoramiento especializado sobre la aplicación de la Convención en 
los sectores que son de incumbencia de sus respectivos mandatos. El Comité 
podrá invitar a los organismos especializados, al Fondo de las Naciones Unidas 
para la Infancia y demás órganos de las Naciones Unidas a que presenten in-
formes sobre la aplicación de aquellas disposiciones de la presente Convención 
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comprendidas en el ámbito de sus actividades; 
b) El Comité transmitirá, según estime conveniente, a los organismos especiali-
zados, al Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y a otros órganos com-
petentes, los informes de los Estados Partes que contengan una solicitud de 
asesoramiento o de asistencia técnica, o en los que se indique esa necesidad, 
junto con las observaciones y sugerencias del Comité, si las hubiere, acerca de 
esas solicitudes o indicaciones; 
c) El Comité podrá recomendar a la Asamblea General que pida al Secretario 
General que efectúe, en su nombre, estudios sobre cuestiones concretas rela-
tivas a los derechos del niño; 
d) El Comité podrá formular sugerencias y recomendaciones generales basadas 
en la información recibida en virtud de los artículos 44 y 45 de la presente Con-
vención. Dichas sugerencias y recomendaciones generales deberán transmitir-
se a los Estados Partes interesados y notificarse a la Asamblea General, junto 
con los comentarios, si los hubiere, de los Estados Partes. 

Parte III

ARTÍCULO 46.- La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados.

ARTÍCULO 47.- La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de 
ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

ARTÍCULO 48.- La presente Convención permanecerá abierta a la adhesión de cual-
quier Estado. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas. 

ARTÍCULO 49.-
1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día siguiente a la fecha en que 
haya sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión en poder 
del Secretario General de las Naciones Unidas.
2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de haber 
sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión, la Convención 
entrará en vigor el trigésimo día después del depósito por tal Estado de su instrumento 
de ratificación o adhesión. 

ARTÍCULO 50.-
1. Todo Estado Parte podrá proponer una enmienda y depositarla en poder del Secre-
tario General de las Naciones Unidas. El Secretario General comunicará la enmienda 
propuesta a los Estados Partes, pidiéndoles que le notifiquen si desean que se convo-
que a una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar la propuesta y some-
terla a votación. Si dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha de esa notificación 
un tercio, al menos, de los Estados Partes se declara en favor de tal conferencia, el 
Secretario General convocará a una conferencia con el auspicio de las Naciones Uni-
das. Toda enmienda adoptada por la mayoría de Estados Partes, presentes y votantes 
en la conferencia, será sometida por el Secretario General a la Asamblea General de 
las Naciones Unidas para su aprobación.
2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo 
entrará en vigor cuando haya sido aprobada por la Asamblea General de las Naciones 
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Unidas y aceptada por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes. 
3. Cuando las enmiendas entren en vigor serán obligatorias para los Estados Panes 
que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados Partes seguirán obligados 
por las disposiciones de la presente Convención y por las enmiendas anteriores que 
hayan aceptado. 

ARTÍCULO 51.-
1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos los 
Estados el texto de las reservas formuladas por los Estados en el momento de la rati-
ficación o de la adhesión.
2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósito de la pre-
sente Convención. 
3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento por medio de una notifica-
ción hecha a ese efecto y dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas, quien 
informará a todos los Estados. Esa notificación surtirá efecto en la fecha de su recep-
ción por el Secretario General.

ARTÍCULO 52.- Todo Estado Parte podrá denunciar la presente Convención mediante 
notificación hecha por escrito al Secretario General de las Naciones Unidas. La denun-
cia surtirá efecto un año después de la fecha en que la notificación haya sido recibida 
por el Secretario General. 

ARTÍCULO 53.- Se designa depositario de la presente Convención al Secretario Gene-
ral de las Naciones Unidas. 

ARTÍCULO 54.- El original de la presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, 
español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 

Aprobada en la Novena Conferencia Internacional Americana. Bogotá, Colombia en 
1948. 

PREÁMBULO 
Todos los hombres nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como 
están por naturaleza de razón y conciencia, deben conducirse fraternalmente los unos 
con los otros. 
En cumplimiento del deber de cada uno es exigencia del derecho de todos. Derechos 
y deberes se integran correlativamente en toda actividad social y política del hombre. 
Si los derechos exaltan la libertad individual, los deberes expresan la dignidad de esa 
libertad. 
Los deberes de orden jurídico presuponen otros, de orden moral, que los apoyan con-
ceptualmente y los fundamentan. 
Es deber del hombre servir al espíritu con todas sus potencias y recursos porque el 
espíritu es la finalidad suprema de la existencia humana y su máxima categoría. 
Es deber del hombre ejercer, mantener y estimular por todos los medios a su alcance 
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la cultura, porque la cultura es la máxima expresión social e histórica del espíritu. 
Y puesto que la moral y buenas maneras constituyen la floración más noble de la cul-
tura, es deber de todo hombre acatarlas siempre.
Derecho de igualdad ante la Ley. 
ARTÍCULO II: Todas las personas son iguales ante la Ley y tienen los derechos y de-
beres consagrados en esta declaración sin distinción de raza, sexo, idioma, credo ni 
otra alguna. 
Derecho de protección a la maternidad y a la infancia.
ARTÍCULO VII: Toda mujer en estado de gravidez o en época de lactancia, así como 
todo niño, tienen derecho a protección, cuidados y ayuda especiales. 

Declaración Universal de Derechos Humanos 

Adoptada y proclamada por la Asamblea General en su Resolución 217 A (III), del 10 
de diciembre de 1948.

PREÁMBULO
Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reco-
nocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos 
los miembros de la familia humana;
Considerando que el desconocimiento y el menosprecio de los derechos humanos 
han originado actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad, y que 
se ha proclamado, como la aspiración más elevada del hombre, el advenimiento de un 
mundo en que los seres humanos, liberados del temor y de la miseria, disfruten de la 
libertad de palabra y de la libertad de creencias;
Considerando esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de 
Derecho, a fin de que el hombre no se vea compelido al supremo recurso de la rebelión 
contra la tiranía y la opresión;
Considerando también esencial promover el desarrollo de relaciones amistosas entre 
las naciones;
Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su 
fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona 
humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres, y se han declarado re-
sueltos a promover el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de un concepto 
más amplio de la libertad;
Considerando que los Estados Miembros se han comprometido a asegurar, en coope-
ración con la Organización de las Naciones Unidas, el respeto universal y efectivo a los 
derechos y libertades fundamentales del hombre, y
Considerando que una concepción común de estos derechos y libertades es de la 
mayor importancia para el pleno cumplimiento de dicho compromiso;
LA ASAMBLEA GENERAL proclama la presente DECLARACIÓN UNIVERSAL DE DE-
RECHOS HUMANOS como ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben 
esforzarse, a fin de que tanto los individuos como las instituciones, inspirándose constan-
temente en ella, promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el respeto a estos de-
rechos y libertades, y aseguren, por medidas progresivas de carácter nacional e interna-
cional, su reconocimiento y aplicación universales y efectivos, tanto entre los pueblos de 
los Estados Miembros como entre los de los territorios colocados bajo su jurisdicción.
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ARTÍCULO 2.-
1. Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Decla-
ración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o 
de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o 
cualquier otra condición.

ARTÍCULO 16.-
1. Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción 
alguna por motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una familia, y 
disfrutarán de iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en 
caso de disolución del matrimonio.
2. Sólo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros esposos podrá contraerse 
el matrimonio.

ARTÍCULO 25.-
2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. To-
dos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual 
protección social.

Convención Americana Sobre Derechos Humanos (Pacto de San 
José de Costa Rica)

Suscripta en San José de Costa Rica, el 22 de noviembre de 1969, en la Conferencia 
Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos.

PREÁMBULO
Los Estados Americanos signatarios de la presente Convención,
Reafirmando su propósito de consolidar en este Continente, dentro del cuadro de las 
instituciones democráticas, un régimen de libertad personal y de justicia social, funda-
do en el respeto de los derechos esenciales del hombre;
Reconociendo que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser 
nacional de determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la 
persona humana, razón por la cual justifican una protección internacional, de natura-
leza convencional coadyuvante o complementaria de la que ofrece el derecho interno 
de los Estados americanos;
Considerando que estos principios han sido consagrados en la Carta de la Organi-
zación de los Estados Americanos, en la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos que 
han sido reafirmados y desarrollados en otros instrumentos internacionales, tanto de 
ámbito universal como regional;
Reiterando que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, sólo 
puede realizarse el ideal del ser humano libre, exento del temor y de la miseria, si se 
crean condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, 
sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos, y
Considerando que la Tercera Conferencia Interamericana Extraordinaria (Buenos 
Aires, 1967) aprobó la incorporación a la propia Carta de la Organización de normas 
más amplias sobre derechos económicos, sociales y educacionales y resolvió que 
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una convención interamericana sobre derechos humanos determinara la estructura, 
competencia y procedimiento de los órganos encargados de esa materia,
Han convenido en lo siguiente:

PARTE I - DEBERES DE LOS ESTADOS Y DERECHOS PROTEGIDOS

CAPÍTULO I - ENUMERACIÓN DE DEBERES

ARTÍCULO 1.- Obligación de Respetar los Derechos
1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos 
y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona 
que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o 
social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

ARTÍCULO 5.- Derecho a la Integridad Personal
5. Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los adultos 
y llevados ante tribunales especializados, con la mayor celeridad posible, para su tra-
tamiento.

ARTÍCULO 6.- Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre
1. Nadie puede ser sometido a esclavitud o servidumbre, y tanto éstas, como la trata 
de esclavos y la trata de mujeres están prohibidas en todas sus formas.

ARTÍCULO 17.- Protección a la Familia
2. Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio y a fundar una 
familia si tienen la edad y las condiciones requeridas para ello por las leyes internas, 
en la medida en que éstas no afecten al principio de no discriminación establecido en 
esta Convención.
3. El matrimonio no puede celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los con-
trayentes.
4. Los Estados Partes deben tomar medidas apropiadas para asegurar la igualdad de 
derechos y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en cuanto 
al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo. En caso de 
disolución, se adoptarán disposiciones que aseguren la protección necesaria de los 
hijos, sobre la base única del interés y conveniencia de ellos.

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales

Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su 
Resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966.

PREÁMBULO 
Los Estados partes en el presente Pacto, 
Considerando que, conforme a los principios enunciados en la Carta de las Naciones 
Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento 
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de la dignidad inherente a todos los miembros de la familia humana y de sus derechos 
iguales e inalienables, 
Reconociendo que estos derechos se desprenden de la dignidad inherente a la per-
sona humana, 
Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Universal de Derechos Humanos, 
no puede realizarse el ideal del ser humano libre, liberado del temor y de la miseria, a 
menos que se creen condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos 
económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos, 
Considerando que la Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados la obligación 
de promover el respeto universal y efectivo de los derechos y libertades humanos, 
Comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros individuos y de 
la comunidad a que pertenece, está obligado a procurar la vigencia y observancia de 
los derechos reconocidos en este Pacto, 
Convienen en los artículos siguientes:

Parte II

ARTÍCULO 2.- 
2. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio 
de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, 
color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.
3. Los países en desarrollo, teniendo debidamente en cuenta los derechos humanos 
y su economía nacional, podrán determinar en qué medida garantizarán los derechos 
económicos reconocidos en el presente Pacto a personas que no sean nacionales 
suyos.

ARTÍCULO 7.- Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona al goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que le aseguren 
en especial: 

a) Una remuneración que proporcione como mínimo a todos los trabajadores: 
i) Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, sin distinciones de nin-
guna especie; en particular, debe asegurarse a las mujeres condiciones de tra-
bajo no inferiores a las de los hombres, con salario igual por trabajo igual; 

ARTÍCULO 10.- Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que: 
2. Se debe conceder especial protección a las madres durante un período de tiempo 
razonable antes y después del parto. Durante dicho período, a las madres que trabajen 
se les debe conceder licencia con remuneración o con prestaciones adecuadas de 
seguridad social.
3. Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia en favor de todos 
los niños y adolescentes, sin discriminación alguna por razón de filiación o cualquier 
otra condición. Debe protegerse a los niños y adolescentes contra la explotación eco-
nómica y social. Su empleo en trabajos nocivos para su moral y salud, o en los cuales 
peligre su vida o se corra el riesgo de perjudicar su desarrollo normal, será sancionado 
por la ley. Los Estados deben establecer también límites de edad por debajo de los 
cuales quede prohibido y sancionado por la ley el empleo a sueldo de mano de obra 
infantil.
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ARTÍCULO 12.-
1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al 
disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. 
2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto a fin de ase-
gurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para:

a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano desa-
rrollo de los niños. 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su 
Resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966.

PREÁMBULO
Los Estados Partes en el presente Pacto,
Considerando que, conforme a los principios enunciados en la Carta de las Naciones 
Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento 
de la dignidad inherente a todos los miembros de la familia humana y de sus derechos 
iguales e inalienables,
Reconociendo que estos derechos se derivan de la dignidad inherente a la persona 
humana,
Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Universal de Derechos Humanos, no 
puede realizarse el ideal del ser humano libre, en el disfrute de las libertades civiles y 
políticas y liberado del temor y de la miseria, a menos que se creen condiciones que 
permitan a cada persona gozar de sus derechos civiles y políticos, tanto como de sus 
derechos económicos, sociales y culturales,
Considerando que la Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados la obligación 
de promover el respeto universal y efectivo de los derechos y libertades humanos,
Comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros individuos y de 
la comunidad a que pertenece tiene la obligación de esforzarse por la consecución y la 
observancia de los derechos reconocidos en este Pacto, 
Convienen en los artículos siguientes:

Parte II

ARTÍCULO 2.-
1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a respetar y 
a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a 
su jurisdicción los derechos reconocidos en el presente Pacto, sin distinción alguna de 
raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o 
social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

ARTÍCULO 3.- Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar 
a hombres y mujeres la igualdad en el goce de todos los derechos civiles y políticos 
enunciados en el presente Pacto.



60 | Con las Mujeres, por sus Derechos

ARTÍCULO 4.-
1. En situaciones excepcionales que pongan en peligro la vida de la nación y cuya 
existencia haya sido proclamada oficialmente, los Estados Partes en el presente Pacto 
podrán adoptar disposiciones que, en la medida estrictamente limitada a las exigen-
cias de la situación, suspendan las obligaciones contraídas en virtud de este Pacto, 
siempre que tales disposiciones no sean incompatibles con las demás obligaciones 
que les impone el derecho internacional y no entrañen discriminación alguna fundada 
únicamente en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social.

Parte III

ARTÍCULO 23.-
2. Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio y a fundar 
una familia si tienen edad para ello.
3. El matrimonio no podrá celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los contra-
yentes.
4. Los Estados Partes en el presente Pacto tomarán las medidas apropiadas para 
asegurar la igualdad de derechos y de responsabilidades de ambos esposos en cuan-
to al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo. En caso 
de disolución, se adoptarán disposiciones que aseguren la protección necesaria a los 
hijos.

ARTÍCULO 24.-
1. Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión, origen nacional o social, posición económica o nacimiento, a las me-
didas de protección que su condición de menor requiere, tanto por parte de su familia 
como de la sociedad y del Estado.

ARTÍCULO 26.- Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin dis-
criminación a igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda discrimi-
nación y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier 
discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o 
de cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cual-
quier otra condición social.



Tratados Internacionales
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Convención Sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad y su Protocolo Facultativo

Ratificada por Argentina el 21 de mayo de 2008.
Preámbulo
Los Estados Partes en la presente Convención,
a) Recordando que los principios de la Carta de las Naciones Unidas que proclaman 
que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de 
la dignidad y el valor inherentes y de los derechos iguales e inalienables de todos los 
miembros de la familia humana, 
b) Reconociendo que las Naciones Unidas, en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y en los Pactos Internacionales de Derechos Humanos, han reconocido y 
proclamado que toda persona tiene los derechos y libertades enunciados en esos 
instrumentos, sin distinción de ninguna índole, 
c) Reafirmando la universalidad, indivisibilidad, interdependencia e interrelación de 
todos los derechos humanos y libertades fundamentales, así como la necesidad de 
garantizar que las personas con discapacidad los ejerzan plenamente y sin discrimi-
nación, 
d) Recordando el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Internacional so-
bre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, la Convención sobre 
la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, la Convención 
contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, la Con-
vención sobre los Derechos del Niño y la Convención Internacional sobre la Protección 
de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, 
e) Reconociendo que la discapacidad es un concepto que evoluciona y que resulta de 
la interacción entre las personas con deficiencias y las barreras debidas a la actitud y 
al entorno que evitan su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de 
condiciones con las demás, 
f) Reconociendo la importancia que revisten los principios y las directrices de política 
que figuran en el Programa de Acción Mundial para los Impedidos y en las Normas Uni-
formes sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad como 
factor en la promoción, la formulación y la evaluación de normas, planes, programas y 
medidas a nivel nacional, regional e internacional destinados a dar una mayor igualdad 
de oportunidades a las personas con discapacidad, 
g) Destacando la importancia de incorporar las cuestiones relativas a la discapacidad 
como parte integrante de las estrategias pertinentes de desarrollo sostenible, 
h) Reconociendo también que la discriminación contra cualquier persona por razón de 
su discapacidad constituye una vulneración de la dignidad y el valor inherentes del ser 
humano, 
i) Reconociendo además la diversidad de las personas con discapacidad, 
j) Reconociendo la necesidad de promover y proteger los derechos humanos de to-
das las personas con discapacidad, incluidas aquellas que necesitan un apoyo más 
intenso, 
k) Observando con preocupación que, pese a estos diversos instrumentos y activida-
des, las personas con discapacidad siguen encontrando barreras para participar en 
igualdad de condiciones con las demás en la vida social y que se siguen vulnerando 
sus derechos humanos en todas las partes del mundo, 
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l) Reconociendo la importancia de la cooperación internacional para mejorar las con-
diciones de vida de las personas con discapacidad en todos los países, en particular 
en los países en desarrollo, 
m) Reconociendo el valor de las contribuciones que realizan y pueden realizar las per-
sonas con discapacidad al bienestar general y a la diversidad de sus comunidades, 
y que la promoción del pleno goce de los derechos humanos y las libertades funda-
mentales por las personas con discapacidad y de su plena participación tendrán como 
resultado un mayor sentido de pertenencia de estas personas y avances significativos 
en el desarrollo económico, social y humano de la sociedad y en la erradicación de la 
pobreza, 
n) Reconociendo la importancia que para las personas con discapacidad reviste su 
autonomía e independencia individual, incluida la libertad de tomar sus propias deci-
siones, 
o) Considerando que las personas con discapacidad deben tener la oportunidad de 
participar activamente en los procesos de adopción de decisiones sobre políticas y 
programas, incluidos los que les afectan directamente, 
p) Preocupados por la difícil situación en que se encuentran las personas con discapa-
cidad que son víctimas de múltiples o agravadas formas de discriminación por motivos 
de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen 
nacional, étnico, indígena o social, patrimonio, nacimiento, edad o cualquier otra con-
dición, 
q) Reconociendo que las mujeres y las niñas con discapacidad suelen estar expuestas 
a un riesgo mayor, dentro y fuera del hogar, de violencia, lesiones o abuso, abandono 
o trato negligente, malos tratos o explotación, 
r) Reconociendo también que los niños y las niñas con discapacidad deben gozar 
plenamente de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales en igual-
dad de condiciones con los demás niños y niñas, y recordando las obligaciones que 
a este respecto asumieron los Estados Partes en la Convención sobre los Derechos 
del Niño, 
s) Subrayando la necesidad de incorporar una perspectiva de género en todas las 
actividades destinadas a promover el pleno goce de los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales por las personas con discapacidad, 
t) Destacando el hecho de que la mayoría de las personas con discapacidad viven en 
condiciones de pobreza y reconociendo, a este respecto, la necesidad fundamental de 
mitigar los efectos negativos de la pobreza en las personas con discapacidad, 
u) Teniendo presente que, para lograr la plena protección de las personas con dis-
capacidad, en particular durante los conflictos armados y la ocupación extranjera, es 
indispensable que se den condiciones de paz y seguridad basadas en el pleno respeto 
de los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas y se respeten los 
instrumentos vigentes en materia de derechos humanos, 
v) Reconociendo la importancia de la accesibilidad al entorno físico, social, económico 
y cultural, a la salud y la educación y a la información y las comunicaciones, para que 
las personas con discapacidad puedan gozar plenamente de todos los derechos hu-
manos y las libertades fundamentales, 
w) Conscientes de que las personas, que tienen obligaciones respecto a otras perso-
nas y a la comunidad a la que pertenecen, tienen la responsabilidad de procurar, por 
todos los medios, que se promuevan y respeten los derechos reconocidos en la Carta 
Internacional de Derechos Humanos, 
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x) Convencidos de que la familia es la unidad colectiva natural y fundamental de la 
sociedad y tiene derecho a recibir protección de ésta y del Estado, y de que las personas 
con discapacidad y sus familiares deben recibir la protección y la asistencia necesarias 
para que las familias puedan contribuir a que las personas con discapacidad gocen de 
sus derechos plenamente y en igualdad de condiciones, 
y) Convencidos de que una convención internacional amplia e integral para promover 
y proteger los derechos y la dignidad de las personas con discapacidad contribuirá 
significativamente a paliar la profunda desventaja social de las personas con discapa-
cidad y promoverá su participación, con igualdad de oportunidades, en los ámbitos 
civil, político, económico, social y cultural, tanto en los países en desarrollo como en 
los desarrollados, 
Convienen en lo siguiente:

ARTÍCULO 1.- Propósito
El propósito de la presente Convención es promover, proteger y asegurar el goce 
pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fun-
damentales por todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de su 
dignidad inherente.
Las personas con discapacidad incluyen a aquellas que tengan deficiencias físicas, 
mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas 
barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad 
de condiciones con las demás.

Artículo 2.- Definiciones
A los fines de la presente Convención:
La «comunicación» incluirá los lenguajes, la visualización de textos, el Braille, la comu-
nicación táctil, los macrotipos, los dispositivos multimedia de fácil acceso, así como el 
lenguaje escrito, los sistemas auditivos, el lenguaje sencillo, los medios de voz digitali-
zada y otros modos, medios y formatos aumentativos o alternativos de comunicación, 
incluida la tecnología de la información y las comunicaciones de fácil acceso;
Por «lenguaje» se entenderá tanto el lenguaje oral como la lengua de señas y otras 
formas de comunicación no verbal;
Por «discriminación por motivos de discapacidad» se entenderá cualquier distinción, 
exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el propósito o el efecto 
de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de 
condiciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbi-
tos político, económico, social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de 
discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables;
Por «ajustes razonables» se entenderán las modificaciones y adaptaciones necesarias 
y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se 
requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el 
goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales;
Por «diseño universal» se entenderá el diseño de productos, entornos, programas y 
servicios que puedan utilizar todas las personas, en la mayor medida posible, sin ne-
cesidad de adaptación ni diseño especializado. El «diseño universal» no excluirá las 
ayudas técnicas para grupos particulares de personas con discapacidad, cuando se 
necesiten.
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Artículo 3.- Principios generales
Los principios de la presente Convención serán:

a) El respeto de la dignidad inherente, la autonomía individual, incluida la libertad 
de tomar las propias decisiones, y la independencia de las personas; 
b) La no discriminación; 
c) La participación e inclusión plenas y efectivas en la sociedad; 
d) El respeto por la diferencia y la aceptación de las personas con discapacidad 
como parte de la diversidad y la condición humanas; 
e) La igualdad de oportunidades; 
f) La accesibilidad; 
g) La igualdad entre el hombre y la mujer; 
h) El respeto a la evolución de las facultades de los niños y las niñas con disca-
pacidad y de su derecho a preservar su identidad. 

Artículo 4.- Obligaciones generales
1. Los Estados Partes se comprometen a asegurar y promover el pleno ejercicio de to-
dos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con disca-
pacidad sin discriminación alguna por motivos de discapacidad. A tal fin, los Estados 
Partes se comprometen a: 

a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que 
sean pertinentes para hacer efectivos los derechos reconocidos en la presente 
Convención; 
b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, para 
modificar o derogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas existentes que 
constituyan discriminación contra las personas con discapacidad; 
c) Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los programas, la protección y 
promoción de los derechos humanos de las personas con discapacidad; 
d) Abstenerse de actos o prácticas que sean incompatibles con la presente 
Convención y velar por que las autoridades e instituciones públicas actúen con-
forme a lo dispuesto en ella; 
e) Tomar todas las medidas pertinentes para que ninguna persona, organiza-
ción o empresa privada discriminen por motivos de discapacidad; 
f) Emprender o promover la investigación y el desarrollo de bienes, servicios, 
equipo e instalaciones de diseño universal, con arreglo a la definición del artículo 
2 de la presente Convención, que requieran la menor adaptación posible y el 
menor costo para satisfacer las necesidades específicas de las personas con 
discapacidad, promover su disponibilidad y uso, y promover el diseño universal 
en la elaboración de normas y directrices; 
g) Emprender o promover la investigación y el desarrollo, y promover la dispo-
nibilidad y el uso de nuevas tecnologías, incluidas las tecnologías de la infor-
mación y las comunicaciones, ayudas para la movilidad, dispositivos técnicos y 
tecnologías de apoyo adecuadas para las personas con discapacidad, dando 
prioridad a las de precio asequible; 
h) Proporcionar información que sea accesible para las personas con discapaci-
dad sobre ayudas a la movilidad, dispositivos técnicos y tecnologías de apoyo, 
incluidas nuevas tecnologías, así como otras formas de asistencia y servicios e 
instalaciones de apoyo; 
i) Promover la formación de los profesionales y el personal que trabajan con per-
sonas con discapacidad respecto de los derechos reconocidos en la presente 
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Convención, a fin de prestar mejor la asistencia y los servicios garantizados por 
esos derechos. 

2. Con respecto a los derechos económicos, sociales y culturales, los Estados Partes 
se comprometen a adoptar medidas hasta el máximo de sus recursos disponibles y, 
cuando sea necesario, en el marco de la cooperación internacional, para lograr, de 
manera progresiva, el pleno ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de las obligacio-
nes previstas en la presente Convención que sean aplicables de inmediato en virtud 
del derecho internacional. 
3. En la elaboración y aplicación de legislación y políticas para hacer efectiva la pre-
sente Convención, y en otros procesos de adopción de decisiones sobre cuestio-
nes relacionadas con las personas con discapacidad, los Estados Partes celebrarán 
consultas estrechas y colaborarán activamente con las personas con discapacidad, 
incluidos los niños y las niñas con discapacidad, a través de las organizaciones que 
las representan. 
4. Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a las disposiciones que 
puedan facilitar, en mayor medida, el ejercicio de los derechos de las personas con 
discapacidad y que puedan figurar en la legislación de un Estado Parte o en el derecho 
internacional en vigor en dicho Estado. No se restringirán ni derogarán ninguno de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales reconocidos o existentes en los Es-
tados Partes en la presente Convención de conformidad con la ley, las convenciones 
y los convenios, los reglamentos o la costumbre con el pretexto de que en la presente 
Convención no se reconocen esos derechos o libertades o se reconocen en menor 
medida. 
5. Las disposiciones de la presente Convención se aplicarán a todas las partes de los 
Estados federales sin limitaciones ni excepciones. 

ARTÍCULO 5.- Igualdad y no discriminación
1. Los Estados Partes reconocen que todas las personas son iguales ante la ley y en 
virtud de ella, y que tienen derecho a igual protección legal y a beneficiarse de la ley en 
igual medida sin discriminación alguna. 
2. Los Estados Partes prohibirán toda discriminación por motivos de discapacidad y 
garantizarán a todas las personas con discapacidad protección legal igual y efectiva 
contra la discriminación por cualquier motivo. 
3. A fin de promover la igualdad y eliminar la discriminación, los Estados Partes adopta-
rán todas las medidas pertinentes para asegurar la realización de ajustes razonables. 
4. No se considerarán discriminatorias, en virtud de la presente Convención, las medi-
das específicas que sean necesarias para acelerar o lograr la igualdad de hecho de las 
personas con discapacidad. 

ARTÍCULO 6.- Mujeres con discapacidad
1. Los Estados Partes reconocen que las mujeres y niñas con discapacidad están su-
jetas a múltiples formas de discriminación y, a ese respecto, adoptarán medidas para 
asegurar que puedan disfrutar plenamente y en igualdad de condiciones de todos los 
derechos humanos y libertades fundamentales. 
2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes para asegurar el pleno 
desarrollo, adelanto y potenciación de la mujer, con el propósito de garantizarle el ejer-
cicio y goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales establecidos en 
la presente Convención. 
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ARTÍCULO 7.- Niños y niñas con discapacidad
1. Los Estados Partes tomarán todas las medidas necesarias para asegurar que to-
dos los niños y las niñas con discapacidad gocen plenamente de todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales en igualdad de condiciones con los demás niños 
y niñas. 
2. En todas las actividades relacionadas con los niños y las niñas con discapacidad, 
una consideración primordial será la protección del interés superior del niño. 
3. Los Estados Partes garantizarán que los niños y las niñas con discapacidad tengan 
derecho a expresar su opinión libremente sobre todas las cuestiones que les afecten, 
opinión que recibirá la debida consideración teniendo en cuenta su edad y madurez, 
en igualdad de condiciones con los demás niños y niñas, y a recibir asistencia apropia-
da con arreglo a su discapacidad y edad para poder ejercer ese derecho. 

ARTÍCULO 8.- Toma de conciencia
1. Los Estados Partes se comprometen a adoptar medidas inmediatas, efectivas y 
pertinentes para: 

a) Sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar, para que tome mayor con-
ciencia respecto de las personas con discapacidad y fomentar el respeto de los 
derechos y la dignidad de estas personas; 
b) Luchar contra los estereotipos, los prejuicios y las prácticas nocivas respecto 
de las personas con discapacidad, incluidos los que se basan en el género o la 
edad, en todos los ámbitos de la vida; 
c) Promover la toma de conciencia respecto de las capacidades y aportaciones 
de las personas con discapacidad. 

2. Las medidas a este fin incluyen: 
a) Poner en marcha y mantener campañas efectivas de sensibilización pública 
destinadas a: 
i) Fomentar actitudes receptivas respecto de los derechos de las personas con 
discapacidad; 
ii) Promover percepciones positivas y una mayor conciencia social respecto de 
las personas con discapacidad; 
iii) Promover el reconocimiento de las capacidades, los méritos y las habilidades 
de las personas con discapacidad y de sus aportaciones en relación con el lugar 
de trabajo y el mercado laboral; 
b) Fomentar en todos los niveles del sistema educativo, incluso entre todos los 
niños y las niñas desde una edad temprana, una actitud de respeto de los dere-
chos de las personas con discapacidad; 
c) Alentar a todos los órganos de los medios de comunicación a que difundan 
una imagen de las personas con discapacidad que sea compatible con el pro-
pósito de la presente Convención; 
d) Promover programas de formación sobre sensibilización que tengan en cuen-
ta a las personas con discapacidad y los derechos de estas personas. 

ARTÍCULO 9.- Accesibilidad
1. A fin de que las personas con discapacidad puedan vivir en forma independiente y 
participar plenamente en todos los aspectos de la vida, los Estados Partes adoptarán 
medidas pertinentes para asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en 
igualdad de condiciones con las demás, al entorno físico, el transporte, la información 
y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnologías de la información y las 
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comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos al público o de uso públi-
co, tanto en zonas urbanas como rurales. Estas medidas, que incluirán la identificación 
y eliminación de obstáculos y barreras de acceso, se aplicarán, entre otras cosas, a: 

a) Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras instalaciones exteriores 
e interiores como escuelas, viviendas, instalaciones médicas y lugares de tra-
bajo; 
b) Los servicios de información, comunicaciones y de otro tipo, incluidos los 
servicios electrónicos y de emergencia. 

2. Los Estados Partes también adoptarán las medidas pertinentes para: 
a) Desarrollar, promulgar y supervisar la aplicación de normas mínimas y directri-
ces sobre la accesibilidad de las instalaciones y los servicios abiertos al público 
o de uso público; 
b) Asegurar que las entidades privadas que proporcionan instalaciones y servi-
cios abiertos al público o de uso público tengan en cuenta todos los aspectos 
de su accesibilidad para las personas con discapacidad; 
c) Ofrecer formación a todas las personas involucradas en los problemas de 
accesibilidad a que se enfrentan las personas con discapacidad; 
d) Dotar a los edificios y otras instalaciones abiertas al público de señalización 
en Braille y en formatos de fácil lectura y comprensión; 
e) Ofrecer formas de asistencia humana o animal e intermediarios, incluidos 
guías, lectores e intérpretes profesionales de la lengua de señas, para facilitar el 
acceso a edificios y otras instalaciones abiertas al público; 
f) Promover otras formas adecuadas de asistencia y apoyo a las personas con 
discapacidad para asegurar su acceso a la información; 
g) Promover el acceso de las personas con discapacidad a los nuevos sistemas 
y tecnologías de la información y las comunicaciones, incluida Internet; 
h) Promover el diseño, el desarrollo, la producción y la distribución de sistemas 
y tecnologías de la información y las comunicaciones accesibles en una etapa 
temprana, a fin de que estos sistemas y tecnologías sean accesibles al menor 
costo. 

ARTÍCULO 10.- Derecho a la vida
Los Estados Partes reafirman el derecho inherente a la vida de todos los seres hu-
manos y adoptarán todas las medidas necesarias para garantizar el goce efectivo de 
ese derecho por las personas con discapacidad en igualdad de condiciones con las 
demás.

ARTÍCULO 11.- Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias
Los Estados Partes adoptarán, en virtud de las responsabilidades que les correspon-
den con arreglo al derecho internacional, y en concreto el derecho internacional huma-
nitario y el derecho internacional de los derechos humanos, todas las medidas posibles 
para garantizar la seguridad y la protección de las personas con discapacidad en situa-
ciones de riesgo, incluidas situaciones de conflicto armado, emergencias humanitarias 
y desastres naturales.

ARTÍCULO 12.- Igual reconocimiento como persona ante la ley
1. Los Estados Partes reafirman que las personas con discapacidad tienen derecho en 
todas partes al reconocimiento de su personalidad jurídica. 
2. Los Estados Partes reconocerán que las personas con discapacidad tienen 
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capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás en todos los aspectos 
de la vida. 
3. Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para proporcionar acceso 
a las personas con discapacidad al apoyo que puedan necesitar en el ejercicio de su 
capacidad jurídica. 
4. Los Estados Partes asegurarán que en todas las medidas relativas al ejercicio de la 
capacidad jurídica se proporcionen salvaguardias adecuadas y efectivas para impe-
dir los abusos de conformidad con el derecho internacional en materia de derechos 
humanos. Esas salvaguardias asegurarán que las medidas relativas al ejercicio de la 
capacidad jurídica respeten los derechos, la voluntad y las preferencias de la persona, 
que no haya conflicto de intereses ni influencia indebida, que sean proporcionales y 
adaptadas a las circunstancias de la persona, que se apliquen en el plazo más corto 
posible y que estén sujetas a exámenes periódicos, por parte de una autoridad o un 
órgano judicial competente, independiente e imparcial. Las salvaguardias serán pro-
porcionales al grado en que dichas medidas afecten a los derechos e intereses de las 
personas. 
5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, los Estados Partes tomarán 
todas las medidas que sean pertinentes y efectivas para garantizar el derecho de las 
personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, a ser propie-
tarias y heredar bienes, controlar sus propios asuntos económicos y tener acceso en 
igualdad de condiciones a préstamos bancarios, hipotecas y otras modalidades de 
crédito financiero, y velarán por que las personas con discapacidad no sean privadas 
de sus bienes de manera arbitraria. 

ARTÍCULO 13.- Acceso a la justicia
1. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad tengan acceso 
a la justicia en igualdad de condiciones con las demás, incluso mediante ajustes de 
procedimiento y adecuados a la edad, para facilitar el desempeño de las funciones 
efectivas de esas personas como participantes directos e indirectos, incluida la decla-
ración como testigos, en todos los procedimientos judiciales, con inclusión de la etapa 
de investigación y otras etapas preliminares. 
2. A fin de asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso efectivo a la 
justicia, los Estados Partes promoverán la capacitación adecuada de los que trabajan 
en la administración de justicia, incluido el personal policial y penitenciario. 

ARTÍCULO 14.- Libertad y seguridad de la persona
1. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad, en igualdad de 
condiciones con las demás: 

a) Disfruten del derecho a la libertad y seguridad de la persona; 
b) No se vean privadas de su libertad ilegal o arbitrariamente y que cualquier 
privación de libertad sea de conformidad con la ley, y que la existencia de una 
discapacidad no justifique en ningún caso una privación de la libertad. 

2. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad que se vean 
privadas de su libertad en razón de un proceso tengan, en igualdad de condiciones 
con las demás, derecho a garantías de conformidad con el derecho internacional de 
los derechos humanos y a ser tratadas de conformidad con los objetivos y principios 
de la presente Convención, incluida la realización de ajustes razonables. 
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ARTÍCULO 15.- Protección contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos 
o degradantes
1. Ninguna persona será sometida a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos 
o degradantes. En particular, nadie será sometido a experimentos médicos o científi-
cos sin su consentimiento libre e informado. 
2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas de carácter legislativo, adminis-
trativo, judicial o de otra índole que sean efectivas para evitar que las personas con 
discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, sean sometidas a torturas u 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

ARTÍCULO 16.- Protección contra la explotación, la violencia y el abuso
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas de carácter legislativo, adminis-
trativo, social, educativo y de otra índole que sean pertinentes para proteger a las 
personas con discapacidad, tanto en el seno del hogar como fuera de él, contra todas 
las formas de explotación, violencia y abuso, incluidos los aspectos relacionados con 
el género. 
2. Los Estados Partes también adoptarán todas las medidas pertinentes para impedir 
cualquier forma de explotación, violencia y abuso asegurando, entre otras cosas, que 
existan formas adecuadas de asistencia y apoyo que tengan en cuenta el género y la 
edad para las personas con discapacidad y sus familiares y cuidadores, incluso propor-
cionando información y educación sobre la manera de prevenir, reconocer y denunciar 
los casos de explotación, violencia y abuso. Los Estados Partes asegurarán que los 
servicios de protección tengan en cuenta la edad, el género y la discapacidad. 
3. A fin de impedir que se produzcan casos de explotación, violencia y abuso, los 
Estados Partes asegurarán que todos los servicios y programas diseñados para servir 
a las personas con discapacidad sean supervisados efectivamente por autoridades 
independientes. 
4. Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes para promover la re-
cuperación física, cognitiva y psicológica, la rehabilitación y la reintegración social de 
las personas con discapacidad que sean víctimas de cualquier forma de explotación, 
violencia o abuso, incluso mediante la prestación de servicios de protección. Dicha re-
cuperación e integración tendrán lugar en un entorno que sea favorable para la salud, 
el bienestar, la autoestima, la dignidad y la autonomía de la persona y que tenga en 
cuenta las necesidades específicas del género y la edad. 
5. Los Estados Partes adoptarán legislación y políticas efectivas, incluidas legislación 
y políticas centradas en la mujer y en la infancia, para asegurar que los casos de 
explotación, violencia y abuso contra personas con discapacidad sean detectados, 
investigados y, en su caso, juzgados. 

ARTÍCULO 17.- Protección de la integridad personal
Toda persona con discapacidad tiene derecho a que se respete su integridad física y 
mental en igualdad de condiciones con las demás.

ARTÍCULO 18.- Libertad de desplazamiento y nacionalidad
1. Los Estados Partes reconocerán el derecho de las personas con discapacidad a la 
libertad de desplazamiento, a la libertad para elegir su residencia y a una nacionalidad, 
en igualdad de condiciones con las demás, incluso asegurando que las personas con 
discapacidad: 

a) Tengan derecho a adquirir y cambiar una nacionalidad y a no ser privadas de 
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la suya de manera arbitraria o por motivos de discapacidad; 
b) No sean privadas, por motivos de discapacidad, de su capacidad para ob-
tener, poseer y utilizar documentación relativa a su nacionalidad u otra docu-
mentación de identificación, o para utilizar procedimientos pertinentes, como 
el procedimiento de inmigración, que puedan ser necesarios para facilitar el 
ejercicio del derecho a la libertad de desplazamiento; 
c) Tengan libertad para salir de cualquier país, incluido el propio; 
d) No se vean privadas, arbitrariamente o por motivos de discapacidad, del de-
recho a entrar en su propio país. 

2. Los niños y las niñas con discapacidad serán inscritos inmediatamente después 
de su nacimiento y tendrán desde el nacimiento derecho a un nombre, a adquirir una 
nacionalidad y, en la medida de lo posible, a conocer a sus padres y ser atendidos por 
ellos. 

ARTÍCULO 19.- Derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comuni-
dad
Los Estados Partes en la presente Convención reconocen el derecho en igualdad de 
condiciones de todas las personas con discapacidad a vivir en la comunidad, con 
opciones iguales a las de las demás, y adoptarán medidas efectivas y pertinentes para 
facilitar el pleno goce de este derecho por las personas con discapacidad y su plena 
inclusión y participación en la comunidad, asegurando en especial que:

a) Las personas con discapacidad tengan la oportunidad de elegir su lugar de 
residencia y dónde y con quién vivir, en igualdad de condiciones con las demás, 
y no se vean obligadas a vivir con arreglo a un sistema de vida específico; 
b) Las personas con discapacidad tengan acceso a una variedad de servicios de 
asistencia domiciliaria, residencial y otros servicios de apoyo de la comunidad, 
incluida la asistencia personal que sea necesaria para facilitar su existencia y su 
inclusión en la comunidad y para evitar su aislamiento o separación de ésta; 
c) Las instalaciones y los servicios comunitarios para la población en general 
estén a disposición, en igualdad de condiciones, de las personas con discapa-
cidad y tengan en cuenta sus necesidades. 

ARTÍCULO 20.- Movilidad personal
Los Estados Partes adoptarán medidas efectivas para asegurar que las personas con 
discapacidad gocen de movilidad personal con la mayor independencia posible, entre 
ellas:

a) Facilitar la movilidad personal de las personas con discapacidad en la forma 
y en el momento que deseen a un costo asequible; 
b) Facilitar el acceso de las personas con discapacidad a formas de asistencia 
humana o animal e intermediarios, tecnologías de apoyo, dispositivos técnicos 
y ayudas para la movilidad de calidad, incluso poniéndolos a su disposición a 
un costo asequible; 
c) Ofrecer a las personas con discapacidad y al personal especializado que 
trabaje con estas personas capacitación en habilidades relacionadas con la mo-
vilidad; 
d) Alentar a las entidades que fabrican ayudas para la movilidad, dispositivos y 
tecnologías de apoyo a que tengan en cuenta todos los aspectos de la movili-
dad de las personas con discapacidad. 
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ARTÍCULO 21.- Libertad de expresión y de opinión y acceso a la información
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas pertinentes para que las personas 
con discapacidad puedan ejercer el derecho a la libertad de expresión y opinión, inclui-
da la libertad de recabar, recibir y facilitar información e ideas en igualdad de condicio-
nes con las demás y mediante cualquier forma de comunicación que elijan con arreglo 
a la definición del artículo 2 de la presente Convención, entre ellas:

a) Facilitar a las personas con discapacidad información dirigida al público en 
general, de manera oportuna y sin costo adicional, en formato accesible y con 
las tecnologías adecuadas a los diferentes tipos de discapacidad; 
b) Aceptar y facilitar la utilización de la lengua de señas, el Braille, los modos, 
medios, y formatos aumentativos y alternativos de comunicación y todos los 
demás modos, medios y formatos de comunicación accesibles que elijan las 
personas con discapacidad en sus relaciones oficiales; 
c) Alentar a las entidades privadas que presten servicios al público en general, 
incluso mediante Internet, a que proporcionen información y servicios en for-
matos que las personas con discapacidad puedan utilizar y a los que tengan 
acceso; 
d) Alentar a los medios de comunicación, incluidos los que suministran informa-
ción a través de Internet, a que hagan que sus servicios sean accesibles para 
las personas con discapacidad; 
e) Reconocer y promover la utilización de lenguas de señas. 

ARTÍCULO 22.- Respeto de la privacidad
1. Ninguna persona con discapacidad, independientemente de cuál sea su lugar de 
residencia o su modalidad de convivencia, será objeto de injerencias arbitrarias o ile-
gales en su vida privada, familia, hogar, correspondencia o cualquier otro tipo de co-
municación, o de agresiones ilícitas contra su honor y su reputación. Las personas con 
discapacidad tendrán derecho a ser protegidas por la ley frente a dichas injerencias o 
agresiones. 
2. Los Estados Partes protegerán la privacidad de la información personal y relativa a 
la salud y a la rehabilitación de las personas con discapacidad en igualdad de condi-
ciones con las demás. 

ARTÍCULO 23.- Respeto del hogar y de la familia
1. Los Estados Partes tomarán medidas efectivas y pertinentes para poner fin a la 
discriminación contra las personas con discapacidad en todas las cuestiones relacio-
nadas con el matrimonio, la familia, la paternidad y las relaciones personales, y lograr 
que las personas con discapacidad estén en igualdad de condiciones con las demás, 
a fin de asegurar que: 

a) Se reconozca el derecho de todas las personas con discapacidad en edad de 
contraer matrimonio, a casarse y fundar una familia sobre la base del consenti-
miento libre y pleno de los futuros cónyuges; 
b) Se respete el derecho de las personas con discapacidad a decidir libremente 
y de manera responsable el número de hijos que quieren tener y el tiempo que 
debe transcurrir entre un nacimiento y otro, y a tener acceso a información, edu-
cación sobre reproducción y planificación familiar apropiados para su edad, y se 
ofrezcan los medios necesarios que les permitan ejercer esos derechos; 
c) Las personas con discapacidad, incluidos los niños y las niñas, mantengan su 
fertilidad, en igualdad de condiciones con las demás. 
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2. Los Estados Partes garantizarán los derechos y obligaciones de las personas con 
discapacidad en lo que respecta a la custodia, la tutela, la guarda, la adopción de 
niños o instituciones similares, cuando esos conceptos se recojan en la legislación 
nacional; en todos los casos se velará al máximo por el interés superior del niño. Los 
Estados Partes prestarán la asistencia apropiada a las personas con discapacidad 
para el desempeño de sus responsabilidades en la crianza de los hijos. 
3. Los Estados Partes asegurarán que los niños y las niñas con discapacidad tengan 
los mismos derechos con respecto a la vida en familia. Para hacer efectivos estos de-
rechos, y a fin de prevenir la ocultación, el abandono, la negligencia y la segregación 
de los niños y las niñas con discapacidad, los Estados Partes velarán por que se pro-
porcione con anticipación información, servicios y apoyo generales a los menores con 
discapacidad y a sus familias. 
4. Los Estados Partes asegurarán que los niños y las niñas no sean separados de sus 
padres contra su voluntad, salvo cuando las autoridades competentes, con sujeción a 
un examen judicial, determinen, de conformidad con la ley y los procedimientos aplica-
bles, que esa separación es necesaria en el interés superior del niño. En ningún caso 
se separará a un menor de sus padres en razón de una discapacidad del menor, de 
ambos padres o de uno de ellos. 
5. Los Estados Partes harán todo lo posible, cuando la familia inmediata no pueda 
cuidar de un niño con discapacidad, por proporcionar atención alternativa dentro de 
la familia extensa y, de no ser esto posible, dentro de la comunidad en un entorno 
familiar. 

ARTÍCULO 24.- Educación
1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a la 
educación. Con miras a hacer efectivo este derecho sin discriminación y sobre la base 
de la igualdad de oportunidades, los Estados Partes asegurarán un sistema de edu-
cación inclusivo a todos los niveles así como la enseñanza a lo largo de la vida, con 
miras a: 

a) Desarrollar plenamente el potencial humano y el sentido de la dignidad y la 
autoestima y reforzar el respeto por los derechos humanos, las libertades fun-
damentales y la diversidad humana; 
b) Desarrollar al máximo la personalidad, los talentos y la creatividad de las per-
sonas con discapacidad, así como sus aptitudes mentales y físicas; 
c) Hacer posible que las personas con discapacidad participen de manera efec-
tiva en una sociedad libre. 

2. Al hacer efectivo este derecho, los Estados Partes asegurarán que: 
a) Las personas con discapacidad no queden excluidas del sistema general de 
educación por motivos de discapacidad, y que los niños y las niñas con disca-
pacidad no queden excluidos de la enseñanza primaria gratuita y obligatoria ni 
de la enseñanza secundaria por motivos de discapacidad; 
b) Las personas con discapacidad puedan acceder a una educación primaria y 
secundaria inclusiva, de calidad y gratuita, en igualdad de condiciones con las 
demás, en la comunidad en que vivan; 
c) Se hagan ajustes razonables en función de las necesidades individuales; 
d) Se preste el apoyo necesario a las personas con discapacidad, en el marco 
del sistema general de educación, para facilitar su formación efectiva; 
e) Se faciliten medidas de apoyo personalizadas y efectivas en entornos que 
fomenten al máximo el desarrollo académico y social, de conformidad con el 
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objetivo de la plena inclusión. 
3. Los Estados Partes brindarán a las personas con discapacidad la posibilidad de 
aprender habilidades para la vida y desarrollo social, a fin de propiciar su participación 
plena y en igualdad de condiciones en la educación y como miembros de la comuni-
dad. A este fin, los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes, entre ellas: 

a) Facilitar el aprendizaje del Braille, la escritura alternativa, otros modos, medios 
y formatos de comunicación aumentativos o alternativos y habilidades de orien-
tación y de movilidad, así como la tutoría y el apoyo entre pares; 
b) Facilitar el aprendizaje de la lengua de señas y la promoción de la identidad 
lingüística de las personas sordas; 
c) Asegurar que la educación de las personas, y en particular los niños y las 
niñas ciegos, sordos o sordociegos se imparta en los lenguajes y los modos y 
medios de comunicación más apropiados para cada persona y en entornos que 
permitan alcanzar su máximo desarrollo académico y social. 

4. A fin de contribuir a hacer efectivo este derecho, los Estados Partes adoptarán las 
medidas pertinentes para emplear a maestros, incluidos maestros con discapacidad, 
que estén cualificados en lengua de señas o Braille y para formar a profesionales y 
personal que trabajen en todos los niveles educativos. Esa formación incluirá la toma 
de conciencia sobre la discapacidad y el uso de modos, medios y formatos de comu-
nicación aumentativos y alternativos apropiados, y de técnicas y materiales educativos 
para apoyar a las personas con discapacidad. 
5. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad tengan acceso 
general a la educación superior, la formación profesional, la educación para adultos y 
el aprendizaje durante toda la vida sin discriminación y en igualdad de condiciones con 
las demás. A tal fin, los Estados Partes asegurarán que se realicen ajustes razonables 
para las personas con discapacidad. 

ARTÍCULO 25.- Salud
Los Estados Partes reconocen que las personas con discapacidad tienen derecho a 
gozar del más alto nivel posible de salud sin discriminación por motivos de discapaci-
dad. Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para asegurar el acceso 
de las personas con discapacidad a servicios de salud que tengan en cuenta las cues-
tiones de género, incluida la rehabilitación relacionada con la salud. En particular, los 
Estados Partes:

a) Proporcionarán a las personas con discapacidad programas y atención de 
la salud gratuitos o a precios asequibles de la misma variedad y calidad que a 
las demás personas, incluso en el ámbito de la salud sexual y reproductiva, y 
programas de salud pública dirigidos a la población; 
b) Proporcionarán los servicios de salud que necesiten las personas con dis-
capacidad específicamente como consecuencia de su discapacidad, incluidas 
la pronta detección e intervención, cuando proceda, y servicios destinados a 
prevenir y reducir al máximo la aparición de nuevas discapacidades, incluidos 
los niños y las niñas y las personas mayores; 
c) Proporcionarán esos servicios lo más cerca posible de las comunidades de 
las personas con discapacidad, incluso en las zonas rurales; 
d) Exigirán a los profesionales de la salud que presten a las personas con dis-
capacidad atención de la misma calidad que a las demás personas sobre la 
base de un consentimiento libre e informado, entre otras formas mediante la 
sensibilización respecto de los derechos humanos, la dignidad, la autonomía y 
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las necesidades de las personas con discapacidad a través de la capacitación 
y la promulgación de normas éticas para la atención de la salud en los ámbitos 
público y privado; 
e) Prohibirán la discriminación contra las personas con discapacidad en la pres-
tación de seguros de salud y de vida cuando éstos estén permitidos en la le-
gislación nacional, y velarán por que esos seguros se presten de manera justa 
y razonable; 
f) Impedirán que se nieguen, de manera discriminatoria, servicios de salud o de 
atención de la salud o alimentos sólidos o líquidos por motivos de discapaci-
dad. 

ARTÍCULO 26.- Habilitación y rehabilitación
1. Los Estados Partes adoptarán medidas efectivas y pertinentes, incluso mediante el 
apoyo de personas que se hallen en las mismas circunstancias, para que las perso-
nas con discapacidad puedan lograr y mantener la máxima independencia, capacidad 
física, mental, social y vocacional, y la inclusión y participación plena en todos los as-
pectos de la vida. A tal fin, los Estados Partes organizarán, intensificarán y ampliarán 
servicios y programas generales de habilitación y rehabilitación, en particular en los 
ámbitos de la salud, el empleo, la educación y los servicios sociales, de forma que esos 
servicios y programas: 

a) Comiencen en la etapa más temprana posible y se basen en una evaluación 
multidisciplinar de las necesidades y capacidades de la persona; 
b) Apoyen la participación e inclusión en la comunidad y en todos los aspectos 
de la sociedad, sean voluntarios y estén a disposición de las personas con dis-
capacidad lo más cerca posible de su propia comunidad, incluso en las zonas 
rurales. 

2. Los Estados Partes promoverán el desarrollo de formación inicial y continua para 
los profesionales y el personal que trabajen en los servicios de habilitación y rehabili-
tación. 
3. Los Estados Partes promoverán la disponibilidad, el conocimiento y el uso de tecno-
logías de apoyo y dispositivos destinados a las personas con discapacidad, a efectos 
de habilitación y rehabilitación. 

ARTÍCULO 27.- Trabajo y empleo
1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a 
trabajar, en igualdad de condiciones con las demás; ello incluye el derecho a tener 
la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente elegido o aceptado 
en un mercado y un entorno laborales que sean abiertos, inclusivos y accesibles a 
las personas con discapacidad. Los Estados Partes salvaguardarán y promoverán el 
ejercicio del derecho al trabajo, incluso para las personas que adquieran una discapa-
cidad durante el empleo, adoptando medidas pertinentes, incluida la promulgación de 
legislación, entre ellas: 

a) Prohibir la discriminación por motivos de discapacidad con respecto a todas 
las cuestiones relativas a cualquier forma de empleo, incluidas las condiciones 
de selección, contratación y empleo, la continuidad en el empleo, la promoción 
profesional y unas condiciones de trabajo seguras y saludables; 
b) Proteger los derechos de las personas con discapacidad, en igualdad de 
condiciones con las demás, a condiciones de trabajo justas y favorables, y en 
particular a igualdad de oportunidades y de remuneración por trabajo de igual 
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valor, a condiciones de trabajo seguras y saludables, incluida la protección con-
tra el acoso, y a la reparación por agravios sufridos; 
c) Asegurar que las personas con discapacidad puedan ejercer sus derechos 
laborales y sindicales, en igualdad de condiciones con las demás; 
d) Permitir que las personas con discapacidad tengan acceso efectivo a pro-
gramas generales de orientación técnica y vocacional, servicios de colocación y 
formación profesional y continua; 
e) Alentar las oportunidades de empleo y la promoción profesional de las per-
sonas con discapacidad en el mercado laboral, y apoyarlas para la búsqueda, 
obtención, mantenimiento del empleo y retorno al mismo; 
f) Promover oportunidades empresariales, de empleo por cuenta propia, de 
constitución de cooperativas y de inicio de empresas propias; 
g) Emplear a personas con discapacidad en el sector público; 
h) Promover el empleo de personas con discapacidad en el sector privado me-
diante políticas y medidas pertinentes, que pueden incluir programas de acción 
afirmativa, incentivos y otras medidas; 
i) Velar por que se realicen ajustes razonables para las personas con discapaci-
dad en el lugar de trabajo; 
j) Promover la adquisición por las personas con discapacidad de experiencia 
laboral en el mercado de trabajo abierto; 
k) Promover programas de rehabilitación vocacional y profesional, mantenimien-
to del empleo y reincorporación al trabajo dirigidos a personas con discapaci-
dad. 

2. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad no sean some-
tidas a esclavitud ni servidumbre y que estén protegidas, en igualdad de condiciones 
con las demás, contra el trabajo forzoso u obligatorio. 

ARTÍCULO 28.- Nivel de vida adecuado y protección social
1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a un 
nivel de vida adecuado para ellas y sus familias, lo cual incluye alimentación, vestido y 
vivienda adecuados, y a la mejora continua de sus condiciones de vida, y adoptarán 
las medidas pertinentes para salvaguardar y promover el ejercicio de este derecho sin 
discriminación por motivos de discapacidad. 
2. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a la 
protección social y a gozar de ese derecho sin discriminación por motivos de disca-
pacidad, y adoptarán las medidas pertinentes para proteger y promover el ejercicio de 
ese derecho, entre ellas: 

a) Asegurar el acceso en condiciones de igualdad de las personas con discapa-
cidad a servicios de agua potable y su acceso a servicios, dispositivos y asisten-
cia de otra índole adecuados a precios asequibles para atender las necesidades 
relacionadas con su discapacidad; 
b) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en particular las muje-
res y niñas y las personas mayores con discapacidad, a programas de protec-
ción social y estrategias de reducción de la pobreza; 
c) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad y de sus familias que 
vivan en situaciones de pobreza a asistencia del Estado para sufragar gastos 
relacionados con su discapacidad, incluidos capacitación, asesoramiento, asis-
tencia financiera y servicios de cuidados temporales adecuados; 
d) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad a programas de 



78 | Con las Mujeres, por sus Derechos

vivienda pública; 
e) Asegurar el acceso en igualdad de condiciones de las personas con discapa-
cidad a programas y beneficios de jubilación. 

ARTÍCULO 29.- Participación en la vida política y pública
Los Estados Partes garantizarán a las personas con discapacidad los derechos políti-
cos y la posibilidad de gozar de ellos en igualdad de condiciones con las demás y se 
comprometerán a:

a) Asegurar que las personas con discapacidad puedan participar plena y efecti-
vamente en la vida política y pública en igualdad de condiciones con las demás, 
directamente o a través de representantes libremente elegidos, incluidos el de-
recho y la posibilidad de las personas con discapacidad a votar y ser elegidas, 
entre otras formas mediante: 
i) La garantía de que los procedimientos, instalaciones y materiales electorales 
sean adecuados, accesibles y fáciles de entender y utilizar; 
ii) La protección del derecho de las personas con discapacidad a emitir su voto 
en secreto en elecciones y referéndum públicos sin intimidación, y a presentarse 
efectivamente como candidatas en las elecciones, ejercer cargos y desempeñar 
cualquier función pública a todos los niveles de gobierno, facilitando el uso de 
nuevas tecnologías y tecnologías de apoyo cuando proceda; 
iii) La garantía de la libre expresión de la voluntad de las personas con discapa-
cidad como electores y a este fin, cuando sea necesario y a petición de ellas, 
permitir que una persona de su elección les preste asistencia para votar; 
b) Promover activamente un entorno en el que las personas con discapacidad 
puedan participar plena y efectivamente en la dirección de los asuntos públicos, 
sin discriminación y en igualdad de condiciones con las demás, y fomentar su 
participación en los asuntos públicos y, entre otras cosas: 
i) Su participación en organizaciones y asociaciones no gubernamentales re-
lacionadas con la vida pública y política del país, incluidas las actividades y la 
administración de los partidos políticos; 
ii) La constitución de organizaciones de personas con discapacidad que repre-
senten a estas personas a nivel internacional, nacional, regional y local, y su 
incorporación a dichas organizaciones. 

ARTÍCULO 30.- Participación en la vida cultural, las actividades recreativas, el espar-
cimiento y el deporte
1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a parti-
cipar, en igualdad de condiciones con las demás, en la vida cultural y adoptarán todas 
las medidas pertinentes para asegurar que las personas con discapacidad: 

a) Tengan acceso a material cultural en formatos accesibles; 
b) Tengan acceso a programas de televisión, películas, teatro y otras activida-
des culturales en formatos accesibles; 
c) Tengan acceso a lugares en donde se ofrezcan representaciones o servicios 
culturales tales como teatros, museos, cines, bibliotecas y servicios turísticos y, 
en la medida de lo posible, tengan acceso a monumentos y lugares de impor-
tancia cultural nacional. 

2. Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para que las personas con 
discapacidad puedan desarrollar y utilizar su potencial creativo, artístico e intelectual, 
no sólo en su propio beneficio sino también para el enriquecimiento de la sociedad. 
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3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes, de conformidad con el 
derecho internacional, a fin de asegurar que las leyes de protección de los derechos 
de propiedad intelectual no constituyan una barrera excesiva o discriminatoria para el 
acceso de las personas con discapacidad a materiales culturales. 
4. Las personas con discapacidad tendrán derecho, en igualdad de condiciones con 
las demás, al reconocimiento y el apoyo de su identidad cultural y lingüística específica, 
incluidas la lengua de señas y la cultura de los sordos. 
5. A fin de que las personas con discapacidad puedan participar en igualdad de con-
diciones con las demás en actividades recreativas, de esparcimiento y deportivas, los 
Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para: 

a) Alentar y promover la participación, en la mayor medida posible, de las per-
sonas con discapacidad en las actividades deportivas generales a todos los 
niveles; 
b) Asegurar que las personas con discapacidad tengan la oportunidad de orga-
nizar y desarrollar actividades deportivas y recreativas específicas para dichas 
personas y de participar en dichas actividades y, a ese fin, alentar a que se les 
ofrezca, en igualdad de condiciones con las demás, instrucción, formación y 
recursos adecuados; 
c) Asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso a instalaciones 
deportivas, recreativas y turísticas; 
d) Asegurar que los niños y las niñas con discapacidad tengan igual acceso con 
los demás niños y niñas a la participación en actividades lúdicas, recreativas, 
de esparcimiento y deportivas, incluidas las que se realicen dentro del sistema 
escolar; 
e) Asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso a los servicios 
de quienes participan en la organización de actividades recreativas, turísticas, 
de esparcimiento y deportivas. 

ARTÍCULO 31.- Recopilación de datos y estadísticas
1. Los Estados Partes recopilarán información adecuada, incluidos datos estadísticos 
y de investigación, que les permita formular y aplicar políticas, a fin de dar efecto a la 
presente Convención. En el proceso de recopilación y mantenimiento de esta informa-
ción se deberá: 

a) Respetar las garantías legales establecidas, incluida la legislación sobre pro-
tección de datos, a fin de asegurar la confidencialidad y el respeto de la privaci-
dad de las personas con discapacidad; 
b) Cumplir las normas aceptadas internacionalmente para proteger los dere-
chos humanos y las libertades fundamentales, así como los principios éticos en 
la recopilación y el uso de estadísticas. 

2. La información recopilada de conformidad con el presente artículo se desglosará, 
en su caso, y se utilizará como ayuda para evaluar el cumplimiento por los Estados 
Partes de sus obligaciones conforme a la presente Convención, así como para identi-
ficar y eliminar las barreras con que se enfrentan las personas con discapacidad en el 
ejercicio de sus derechos. 
3. Los Estados Partes asumirán la responsabilidad de difundir estas estadísticas y ase-
gurar que sean accesibles para las personas con discapacidad y otras personas. 

ARTÍCULO 32.- Cooperación internacional
1. Los Estados Partes reconocen la importancia de la cooperación internacional y su 
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promoción, en apoyo de los esfuerzos nacionales para hacer efectivos el propósito y 
los objetivos de la presente Convención, y tomarán las medidas pertinentes y efecti-
vas a este respecto, entre los Estados y, cuando corresponda, en asociación con las 
organizaciones internacionales y regionales pertinentes y la sociedad civil, en particular 
organizaciones de personas con discapacidad. Entre esas medidas cabría incluir: 

a) Velar por que la cooperación internacional, incluidos los programas de desa-
rrollo internacionales, sea inclusiva y accesible para las personas con discapa-
cidad; 
b) Facilitar y apoyar el fomento de la capacidad, incluso mediante el intercambio 
y la distribución de información, experiencias, programas de formación y prác-
ticas recomendadas; 
c) Facilitar la cooperación en la investigación y el acceso a conocimientos cien-
tíficos y técnicos; 
d) Proporcionar, según corresponda, asistencia apropiada, técnica y econó-
mica, incluso facilitando el acceso a tecnologías accesibles y de asistencia y 
compartiendo esas tecnologías, y mediante su transferencia. 

2. Las disposiciones del presente artículo se aplicarán sin perjuicio de las obligaciones 
que incumban a cada Estado Parte en virtud de la presente Convención. 

ARTÍCULO 33.- Aplicación y seguimiento nacionales
1. Los Estados Partes, de conformidad con su sistema organizativo, designarán uno o 
más organismos gubernamentales encargados de las cuestiones relativas a la aplica-
ción de la presente Convención y considerarán detenidamente la posibilidad de esta-
blecer o designar un mecanismo de coordinación para facilitar la adopción de medidas 
al respecto en diferentes sectores y a diferentes niveles. 
2. Los Estados Partes, de conformidad con sus sistemas jurídicos y administrativos, 
mantendrán, reforzarán, designarán o establecerán, a nivel nacional, un marco, que 
constará de uno o varios mecanismos independientes, para promover, proteger y 
supervisar la aplicación de la presente Convención. Cuando designen o establezcan 
esos mecanismos, los Estados Partes tendrán en cuenta los principios relativos a la 
condición jurídica y el funcionamiento de las instituciones nacionales de protección y 
promoción de los derechos humanos. 
3. La sociedad civil, y en particular las personas con discapacidad y las organizaciones 
que las representan, estarán integradas y participarán plenamente en todos los niveles 
del proceso de seguimiento. 

ARTÍCULO 34.- Comité sobre los derechos de las personas con discapacidad
1. Se creará un Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (en ade-
lante, “el Comité”) que desempeñará las funciones que se enuncian a continuación. 
2. El Comité constará, en el momento en que entre en vigor la presente Convención, 
de 12 expertos. Cuando la Convención obtenga otras 60 ratificaciones o adhesiones, 
la composición del Comité se incrementará en seis miembros más, con lo que alcan-
zará un máximo de 18 miembros. 
3. Los miembros del Comité desempeñarán sus funciones a título personal y serán 
personas de gran integridad moral y reconocida competencia y experiencia en los 
temas a que se refiere la presente Convención. Se invita a los Estados Partes a que, 
cuando designen a sus candidatos, tomen debidamente en consideración la disposi-
ción que se enuncia en el párrafo 3 del artículo 4 de la presente Convención. 
4. Los miembros del Comité serán elegidos por los Estados Partes, que tomarán en 
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consideración una distribución geográfica equitativa, la representación de las diferen-
tes formas de civilización y los principales ordenamientos jurídicos, una representación 
de género equilibrada y la participación de expertos con discapacidad. 
5. Los miembros del Comité se elegirán mediante voto secreto de una lista de per-
sonas designadas por los Estados Partes de entre sus nacionales en reuniones de 
la Conferencia de los Estados Partes. En estas reuniones, en las que dos tercios de 
los Estados Partes constituirán quórum, las personas elegidas para el Comité serán 
las que obtengan el mayor número de votos y una mayoría absoluta de votos de los 
representantes de los Estados Partes presentes y votantes. 
6. La elección inicial se celebrará antes de que transcurran seis meses a partir de la fe-
cha de entrada en vigor de la presente Convención. Por lo menos cuatro meses antes 
de la fecha de cada elección, el Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá una 
carta a los Estados Partes invitándolos a que presenten sus candidatos en un plazo 
de dos meses. El Secretario General preparará después una lista en la que figurarán, 
por orden alfabético, todas las personas así propuestas, con indicación de los Estados 
Partes que las hayan propuesto, y la comunicará a los Estados Partes en la presente 
Convención. 
7. Los miembros del Comité se elegirán por un período de cuatro años. Podrán ser 
reelegidos si se presenta de nuevo su candidatura. Sin embargo, el mandato de seis 
de los miembros elegidos en la primera elección expirará al cabo de dos años; inme-
diatamente después de la primera elección, los nombres de esos seis miembros serán 
sacados a suerte por el presidente de la reunión a que se hace referencia en el párrafo 
5 del presente artículo. 
8. La elección de los otros seis miembros del Comité se hará con ocasión de las 
elecciones ordinarias, de conformidad con las disposiciones pertinentes del presente 
artículo. 
9. Si un miembro del Comité fallece, renuncia o declara que, por alguna otra causa, 
no puede seguir desempeñando sus funciones, el Estado Parte que lo propuso desig-
nará otro experto que posea las cualificaciones y reúna los requisitos previstos en las 
disposiciones pertinentes del presente artículo para ocupar el puesto durante el resto 
del mandato. 
10. El Comité adoptará su propio reglamento. 
11. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y las insta-
laciones que sean necesarios para el efectivo desempeño de las funciones del Comité 
con arreglo a la presente Convención y convocará su reunión inicial. 
12. Con la aprobación de la Asamblea General, los miembros del Comité establecido 
en virtud de la presente Convención percibirán emolumentos con cargo a los recursos 
de las Naciones Unidas en los términos y condiciones que la Asamblea General deci-
da, tomando en consideración la importancia de las responsabilidades del Comité. 
13. Los miembros del Comité tendrán derecho a las facilidades, prerrogativas e inmu-
nidades que se conceden a los expertos que realizan misiones para las Naciones Uni-
das, con arreglo a lo dispuesto en las secciones pertinentes de la Convención sobre 
Prerrogativas e Inmunidades de las Naciones Unidas. 

ARTÍCULO 35.- Informes presentados por los Estados Partes
1. Los Estados Partes presentarán al Comité, por conducto del Secretario General de 
las Naciones Unidas, un informe exhaustivo sobre las medidas que hayan adoptado 
para cumplir sus obligaciones conforme a la presente Convención y sobre los progre-
sos realizados al respecto en el plazo de dos años contado a partir de la entrada en 
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vigor de la presente Convención en el Estado Parte de que se trate. 
2. Posteriormente, los Estados Partes presentarán informes ulteriores al menos cada 
cuatro años y en las demás ocasiones en que el Comité se lo solicite. 
3. El Comité decidirá las directrices aplicables al contenido de los informes. 
4. El Estado Parte que haya presentado un informe inicial exhaustivo al Comité no 
tendrá que repetir, en sus informes ulteriores, la información previamente facilitada. Se 
invita a los Estados Partes a que, cuando preparen informes para el Comité, lo hagan 
mediante un procedimiento abierto y transparente y tengan en cuenta debidamente lo 
dispuesto en el párrafo 3 del artículo 4 de la presente Convención. 
5. En los informes se podrán indicar factores y dificultades que afecten al grado de 
cumplimiento de las obligaciones contraídas en virtud de la presente Convención. 

ARTÍCULO 36.- Consideración de los informes
1. El Comité considerará todos los informes, hará las sugerencias y las recomendacio-
nes que estime oportunas respecto a ellos y se las remitirá al Estado Parte de que se 
trate. Éste podrá responder enviando al Comité cualquier información que desee. El 
Comité podrá solicitar a los Estados Partes más información con respecto a la aplica-
ción de la presente Convención. 
2. Cuando un Estado Parte se haya demorado considerablemente en la presentación 
de un informe, el Comité podrá notificarle la necesidad de examinar la aplicación de la 
presente Convención en dicho Estado Parte, sobre la base de información fiable que 
se ponga a disposición del Comité, en caso de que el informe pertinente no se presen-
te en un plazo de tres meses desde la notificación. El Comité invitará al Estado Parte 
interesado a participar en dicho examen. Si el Estado Parte respondiera presentando 
el informe pertinente, se aplicará lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo. 
3. El Secretario General de las Naciones Unidas pondrá los informes a disposición de 
todos los Estados Partes. 
4. Los Estados Partes darán amplia difusión pública a sus informes en sus propios 
países y facilitarán el acceso a las sugerencias y recomendaciones generales sobre 
esos informes. 
5. El Comité transmitirá, según estime apropiado, a los organismos especializados, los 
fondos y los programas de las Naciones Unidas, así como a otros órganos competen-
tes, los informes de los Estados Partes, a fin de atender una solicitud o una indicación 
de necesidad de asesoramiento técnico o asistencia que figure en ellos, junto con las 
observaciones y recomendaciones del Comité, si las hubiera, sobre esas solicitudes o 
indicaciones. 

ARTÍCULO 37.- Cooperación entre los Estados Partes y el Comité
1. Los Estados Partes cooperarán con el Comité y ayudarán a sus miembros a cumplir 
su mandato. 
2. En su relación con los Estados Partes, el Comité tomará debidamente en considera-
ción medios y arbitrios para mejorar la capacidad nacional de aplicación de la presente 
Convención, incluso mediante la cooperación internacional. 

ARTÍCULO 38.- Relación del Comité con otros órganos
A fin de fomentar la aplicación efectiva de la presente Convención y de estimular la 
cooperación internacional en el ámbito que abarca:

a) Los organismos especializados y demás órganos de las Naciones Unidas 
tendrán derecho a estar representados en el examen de la aplicación de las 
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disposiciones de la presente Convención que entren dentro de su mandato. El 
Comité podrá invitar también a los organismos especializados y a otros órga-
nos competentes que considere apropiados a que proporcionen asesoramiento 
especializado sobre la aplicación de la Convención en los ámbitos que entren 
dentro de sus respectivos mandatos. El Comité podrá invitar a los organismos 
especializados y a otros órganos de las Naciones Unidas a que presenten infor-
mes sobre la aplicación de la Convención en las esferas que entren dentro de 
su ámbito de actividades; 
b) Al ejercer su mandato, el Comité consultará, según proceda, con otros ór-
ganos pertinentes instituidos en virtud de tratados internacionales de derechos 
humanos, con miras a garantizar la coherencia de sus respectivas directrices de 
presentación de informes, sugerencias y recomendaciones generales y a evitar 
la duplicación y la superposición de tareas en el ejercicio de sus funciones. 

ARTÍCULO 39.- Informe del Comité
El Comité informará cada dos años a la Asamblea General y al Consejo Económico 
y Social sobre sus actividades y podrá hacer sugerencias y recomendaciones de ca-
rácter general basadas en el examen de los informes y datos recibidos de los Estados 
Partes en la Convención. Esas sugerencias y recomendaciones de carácter general 
se incluirán en el informe del Comité, junto con los comentarios, si los hubiera, de los 
Estados Partes.

ARTÍCULO 40.- Conferencia de los Estados Partes
1. Los Estados Partes se reunirán periódicamente en una Conferencia de los Estados Par-
tes, a fin de considerar todo asunto relativo a la aplicación de la presente Convención. 
2. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la Conferencia de los Esta-
dos Partes en un plazo que no superará los seis meses contados a partir de la entrada 
en vigor de la presente Convención. Las reuniones ulteriores, con periodicidad bienal 
o cuando lo decida la Conferencia de los Estados Partes, serán convocadas por el 
Secretario General de las Naciones Unidas. 

ARTÍCULO 41.- Depositario
El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario de la presente Con-
vención.

ARTÍCULO 42.- Firma
La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados y las organiza-
ciones regionales de integración en la Sede de las Naciones Unidas, en Nueva York, a 
partir del 30 de marzo de 2007.

ARTÍCULO 43.- Consentimiento en obligarse
La presente Convención estará sujeta a la ratificación de los Estados signatarios y a la 
confirmación oficial de las organizaciones regionales de integración signatarias. Estará 
abierta a la adhesión de cualquier Estado u organización regional de integración que 
no la haya firmado.

ARTÍCULO 44.- Organizaciones regionales de integración
1. Por “organización regional de integración” se entenderá una organización constitui-
da por Estados soberanos de una región determinada a la que sus Estados miembros 
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hayan transferido competencia respecto de las cuestiones regidas por la presente 
Convención. Esas organizaciones declararán, en sus instrumentos de confirmación 
oficial o adhesión, su grado de competencia con respecto a las cuestiones regidas 
por esta Convención. Posteriormente, informarán al depositario de toda modificación 
sustancial de su grado de competencia. 
2. Las referencias a los “Estados Partes” con arreglo a la presente Convención serán 
aplicables a esas organizaciones dentro de los límites de su competencia. 
3. A los efectos de lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 45 y en los párrafos 2 y 3 
del artículo 47, no se tendrá en cuenta ningún instrumento depositado por una organi-
zación regional de integración. 
4. Las organizaciones regionales de integración, en asuntos de su competencia, ejer-
cerán su derecho de voto en la Conferencia de los Estados Partes, con un número 
de votos igual al número de sus Estados miembros que sean Partes en la presente 
Convención. Dichas organizaciones no ejercerán su derecho de voto si sus Estados 
miembros ejercen el suyo, y viceversa. 

ARTÍCULO 45.- Entrada en vigor
1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que 
haya sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación o adhesión. 
2. Para cada Estado y organización regional de integración que ratifique la Convención, 
se adhiera a ella o la confirme oficialmente una vez que haya sido depositado el vigé-
simo instrumento a sus efectos, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir 
de la fecha en que haya sido depositado su propio instrumento. 

ARTÍCULO 46.- Reservas
1. No se permitirán reservas incompatibles con el objeto y el propósito de la presente 
Convención. 
2. Las reservas podrán ser retiradas en cualquier momento. 

ARTÍCULO 47.- Enmiendas
1. Los Estados Partes podrán proponer enmiendas a la presente Convención y pre-
sentarlas al Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario General comuni-
cará las enmiendas propuestas a los Estados Partes, pidiéndoles que le notifiquen si 
desean que se convoque una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar la 
propuesta y someterla a votación. Si dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha 
de esa notificación, al menos un tercio de los Estados Partes se declara a favor de 
tal convocatoria, el Secretario General convocará una conferencia bajo los auspicios 
de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por mayoría de dos tercios de los 
Estados Partes presentes y votantes en la conferencia será sometida por el Secretario 
General a la Asamblea General para su aprobación y posteriormente a los Estados 
Partes para su aceptación. 
2. Toda enmienda adoptada y aprobada conforme a lo dispuesto en el párrafo 1 del 
presente artículo entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que el número 
de instrumentos de aceptación depositados alcance los dos tercios del número de 
Estados Partes que había en la fecha de adopción de la enmienda. Posteriormente, la 
enmienda entrará en vigor para todo Estado Parte el trigésimo día a partir de aquel en 
que hubiera depositado su propio instrumento de aceptación. Las enmiendas serán 
vinculantes exclusivamente para los Estados Partes que las hayan aceptado. 
3. En caso de que así lo decida la Conferencia de los Estados Partes por consenso, las 
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enmiendas adoptadas y aprobadas de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 
del presente artículo que guarden relación exclusivamente con los artículos 34, 38, 39 
y 40 entrarán en vigor para todos los Estados Partes el trigésimo día a partir de aquel 
en que el número de instrumentos de aceptación depositados alcance los dos tercios 
del número de Estados Partes que hubiera en la fecha de adopción de la enmienda. 

ARTÍCULO 48.- Denuncia
Los Estados Partes podrán denunciar la presente Convención mediante notificación 
escrita dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia tendrá efec-
to un año después de que el Secretario General haya recibido la notificación.

ARTÍCULO 49.- Formato accesible
El texto de la presente Convención se difundirá en formato accesible.

ARTÍCULO 50.- Textos auténticos
Los textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso de la presente Convención 
serán igualmente auténticos.
En testimonio de lo cual, los plenipotenciarios abajo firmantes, debidamente autoriza-
dos por sus respectivos gobiernos, firman la presente Convención.

Protocolo facultativo de la Convención sobre los derechos de 
las personas con discapacidad 
Los Estados Partes en el presente Protocolo acuerdan lo siguiente: 

Artículo 1.- 
1. Todo Estado Parte en el presente Protocolo (“Estado Parte”) reconoce la compe-
tencia del Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (“el Comité”) 
para recibir y considerar las comunicaciones presentadas por personas o grupos de 
personas sujetos a su jurisdicción que aleguen ser víctimas de una violación por ese 
Estado Parte de cualquiera de las disposiciones de la Convención, o en nombre de 
esas personas o grupos de personas. 
2. El Comité no recibirá comunicación alguna que concierna a un Estado Parte en la 
Convención que no sea parte en el presente Protocolo. 

Artículo 2.- 
El Comité considerará inadmisible una comunicación cuando: 

a) Sea anónima; 
b) Constituya un abuso del derecho a presentar una comunicación o sea incom-
patible con las disposiciones de la Convención; 
c) Se refiera a una cuestión que ya haya sido examinada por el Comité o ya 
haya sido o esté siendo examinada de conformidad con otro procedimiento de 
investigación o arreglo internacionales; 
d) No se hayan agotado todos los recursos internos disponibles, salvo que la 
tramitación de esos recursos se prolongue injustificadamente o sea improbable 
que con ellos se logre un remedio efectivo; 
e) Sea manifiestamente infundada o esté insuficientemente sustanciada; o 
f) Los hechos objeto de la comunicación hubieran sucedido antes de la fecha de 
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entrada en vigor del presente Protocolo para el Estado Parte interesado, salvo 
que esos hechos continuasen produciéndose después de esa fecha. 

Artículo 3.- 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2 del presente Protocolo, el Comité pondrá 
en conocimiento del Estado Parte, de forma confidencial, toda comunicación que re-
ciba con arreglo al presente Protocolo. En un plazo de seis meses, ese Estado Parte 
presentará al Comité por escrito explicaciones o declaraciones en las que se aclare la 
cuestión y se indiquen las medidas correctivas que hubiere adoptado el Estado Parte, 
de haberlas. 

Artículo 4.- 
1. Tras haber recibido una comunicación y antes de llegar a una conclusión sobre el 
fondo de ésta, el Comité podrá remitir en cualquier momento al Estado Parte intere-
sado, a los fines de su examen urgente, una solicitud para que adopte las medidas 
provisionales necesarias a fin de evitar posibles daños irreparables a la víctima o las 
víctimas de la supuesta violación. 
2. El ejercicio por el Comité de sus facultades discrecionales en virtud del párrafo 1 del 
presente artículo, no implicará juicio alguno sobre la admisibilidad o sobre el fondo de 
la comunicación. 

Artículo 5.- 
El Comité examinará en sesiones privadas las comunicaciones que reciba en virtud 
del presente Protocolo. Tras examinar una comunicación, el Comité hará llegar sus 
sugerencias y recomendaciones, si las hubiere, al Estado Parte interesado y al comu-
nicante. 

Artículo 6.- 
1. Si el Comité recibe información fidedigna que revele violaciones graves o sistemáti-
cas por un Estado Parte de los derechos recogidos en la Convención, el Comité invi-
tará a ese Estado Parte a colaborar en el examen de la información y, a esos efectos, 
a presentar observaciones sobre dicha información. 
2. Tomando en consideración las observaciones que haya presentado el Estado Parte 
interesado, así como toda información fidedigna que esté a su disposición, el Comité 
podrá encargar a uno o más de sus miembros que lleven a cabo una investigación y 
presenten, con carácter urgente, un informe al Comité. Cuando se justifique y con el 
consentimiento del Estado Parte, la investigación podrá incluir una visita a su territo-
rio. 
3. Tras examinar las conclusiones de la investigación, el Comité las transmitirá al Es-
tado Parte interesado, junto con las observaciones y recomendaciones que estime 
oportunas. 
4. En un plazo de seis meses después de recibir las conclusiones de la investigación 
y las observaciones y recomendaciones que le transmita el Comité, el Estado Parte 
interesado presentará sus propias observaciones al Comité. 
5. La investigación será de carácter confidencial y en todas sus etapas se solicitará la 
colaboración del Estado Parte. 

Artículo 7.- 
1. El Comité podrá invitar al Estado Parte interesado a que incluya en el informe que 
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ha de presentar con arreglo al artículo 35 de la Convención pormenores sobre cuales-
quiera medidas que hubiere adoptado en respuesta a una investigación efectuada con 
arreglo al artículo 6 del presente Protocolo. 
2. Transcurrido el período de seis meses indicado en el párrafo 4 del artículo 6, el Co-
mité podrá, si fuera necesario, invitar al Estado Parte interesado a que le informe sobre 
cualquier medida adoptada como resultado de la investigación. 

Artículo 8.- 
Todo Estado Parte podrá, al momento de la firma o ratificación del presente Protocolo, 
o de la adhesión a él, declarar que no reconoce la competencia del Comité establecida 
en los artículos 6 y 7. 

Artículo 9.- 
El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario del presente Proto-
colo. 

Artículo 10.-
El presente Protocolo estará abierto a la firma de todos los Estados y las organizacio-
nes regionales de integración signatarios de la Convención en la Sede de las Naciones 
Unidas, en Nueva York, a partir del 30 de marzo de 2007. 

Artículo 11.- 
El presente Protocolo estará sujeto a la ratificación de los Estados signatarios de este 
Protocolo que hayan ratificado la Convención o se hayan adherido a ella. Estará sujeto 
a la confirmación oficial de las organizaciones regionales de integración signatarias del 
presente Protocolo que hayan confirmado oficialmente la Convención o se hayan ad-
herido a ella. Estará abierto a la adhesión de cualquier Estado u organización regional 
de integración que haya ratificado la Convención, la haya confirmado oficialmente o se 
haya adherido a ella y que no haya firmado el presente Protocolo. 

Artículo 12.- 
1. Por “organización regional de integración” se entenderá una organización constitui-
da por Estados soberanos de una región determinada a la que sus Estados miembros 
hayan transferido competencia respecto de las cuestiones regidas por la Convención 
y el presente Protocolo. Esas organizaciones declararán, en sus instrumentos de con-
firmación oficial o adhesión, su grado de competencia con respecto a las cuestiones 
regidas por la Convención y el presente Protocolo. Posteriormente, informarán al de-
positario de toda modificación sustancial de su grado de competencia. 
2. Las referencias a los “Estados Partes” con arreglo al presente Protocolo se aplicarán 
a esas organizaciones dentro de los límites de su competencia. 
3. A los efectos de lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 13 y en el párrafo 2 del artí-
culo 15, no se tendrá en cuenta ningún instrumento depositado por una organización 
regional de integración. 
4. Las organizaciones regionales de integración, en asuntos de su competencia, 
ejercerán su derecho de voto en la reunión de los Estados Partes, con un número 
de votos igual al número de sus Estados miembros que sean Partes en el presente 
Protocolo. Dichas organizaciones no ejercerán su derecho de voto si sus Estados 
miembros ejercen el suyo, y viceversa. 
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Artículo 13.- 
1. Con sujeción a la entrada en vigor de la Convención, el presente Protocolo entrará 
en vigor el trigésimo día después de que se haya depositado el décimo instrumento de 
ratificación o adhesión. 
2. Para cada Estado u organización regional de integración que ratifique el Protocolo, 
lo confirme oficialmente o se adhiera a él una vez que haya sido depositado el décimo 
instrumento a sus efectos, el Protocolo entrará en vigor el trigésimo día a partir de la 
fecha en que haya sido depositado su propio instrumento. 

Artículo 14.- 
1. No se permitirán reservas incompatibles con el objeto y el propósito del presente 
Protocolo. 
2. Las reservas podrán ser retiradas en cualquier momento. 

Artículo 15.- 
1. Todo Estado Parte podrá proponer una enmienda al presente Protocolo y presen-
tarla al Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario General comunicará la 
enmienda propuesta a los Estados Partes, pidiéndoles que le notifiquen si desean que 
se convoque una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar la propuesta y 
someterla a votación. Si dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha de esa notifi-
cación, al menos un tercio de los Estados Partes se declara a favor de tal convocatoria, 
el Secretario General convocará una conferencia bajo los auspicios de las Naciones 
Unidas. Toda enmienda adoptada por mayoría de dos tercios de los Estados Partes 
presentes y votantes en la conferencia será sometida por el Secretario General a la 
Asamblea General para su aprobación y posteriormente a todos los Estados Partes 
para su aceptación. 
2. Las enmiendas adoptadas y aprobadas conforme a lo dispuesto en el párrafo 1 del 
presente artículo entrarán en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que el número 
de instrumentos de aceptación depositados alcance los dos tercios del número de Es-
tados Partes que hubiera en la fecha de adopción de la enmienda. Posteriormente, las 
enmiendas entrarán en vigor para todo Estado Parte el trigésimo día a partir de aquel 
en que hubieran depositado su propio instrumento de aceptación. Las enmiendas se-
rán vinculantes exclusivamente para los Estados Partes que las hayan aceptado. 

Artículo 16.- 
Los Estados Partes podrán denunciar el presente Protocolo mediante notificación es-
crita dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia tendrá efecto 
un año después de que el Secretario General haya recibido la notificación. 

Artículo 17.- 
El texto del presente Protocolo se difundirá en formato accesible. 

Artículo 18.- 
Los textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso del presente Protocolo se-
rán igualmente auténticos. 
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Convención Interamericana sobre la Concesión de los 
Derechos Civiles a la Mujer 

Bogotá, Colombia, 1948.
Ratificada por Argentina el 2 de octubre de 1957.
Los Gobiernos Representados en la Novena Conferencia Internacional Americana, 
CONSIDERANDO:
Que la mayoría de las Repúblicas Americanas, inspirada en elevados principios de 
justicia, ha concedido los derechos civiles a la mujer; 
Que ha sido una aspiración de la comunidad americana equiparar a hombres y muje-
res en el goce y ejercicio de los derechos civiles; 
Que la Resolución XX de la VIII Conferencia Internacional Americana expresamente 
declara: 
“Que la mujer tiene derecho a la igualdad con el hombre en el orden civil“;
Que la Mujer de América, mucho antes de reclamar sus derechos, ha sabido cumplir 
noblemente todas sus responsabilidades como compañera del hombre; 
Que el principio de la igualdad de derechos humanos de hombres y mujeres está con-
tenido en la Carta de las Naciones Unidas; 
HAN RESUELTO:
Autorizar a sus respectivos Representantes, cuyos Plenos Poderes han sido encontra-
dos en buena y debida forma, para suscribir los siguientes artículos: 

ARTÍCULO 1.- Los Estados Americanos convienen en otorgar a la mujer los mismos 
derechos civiles de que goza el hombre. 

ARTÍCULO 2.- La presente Convención queda abierta a la firma de los Estados Ame-
ricanos y será ratificada de conformidad con sus respectivos procedimientos constitu-
cionales. El instrumento original, cuyos textos en español, francés, inglés y portugués 
son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la Organiza-
ción de los Estados Americanos, la cual enviará copias certificadas a los Gobiernos 
para los fines de su ratificación. Los instrumentos de ratificación serán depositados en 
la Secretaria General de la Organización de los Estados Americanos y ésta notificará 
dicho depósito a los Gobiernos signatarios. Tal notificación valdrá como canje de ra-
tificaciones. 

Convención Interamericana sobre la ConcesiÓn de los 
Derechos Políticos a la Mujer 

Bogotá, Colombia, 1948.
Ratificada por Argentina el 2 de octubre de 1957.
Los Gobiernos Representados en la Novena Conferencia Internacional Americana, 
CONSIDERANDO:
Que la mayoría de las Repúblicas Americanas, inspirada en elevados principios de 
justicia, ha concedido los derechos políticos a la mujer; 
Que ha sido una aspiración reiterada de la comunidad americana equilibrar a hombres 
y mujeres en el goce y ejercicio de los derechos políticos; 
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Que la Resolución XX de la VIII Conferencia Internacional Americana expresamente 
declara: 
“Que la mujer tiene derecho a igual tratamiento político que el hombre“;
Que la Mujer de América, mucho antes de reclamar sus derechos, ha sabido cumplir 
noblemente todas sus responsabilidades como compañera del hombre; 
Que el principio de igualdad de derechos humanos de hombres y mujeres está conte-
nido en la Carta de las Naciones Unidas; 
HAN RESUELTO:
Autorizar a sus respectivos Representantes, cuyos Plenos Poderes han sido encontra-
dos en buena y debida forma, para suscribir los siguientes artículos: 

ARTÍCULO 1.- Las Altas Partes Contratantes convienen en que el derecho al voto y 
a ser elegido para un cargo nacional no deberá negarse o restringirse por razones de 
sexo. 

ARTÍCULO 2.- La presente Convención queda abierta a la firma de los Estados Ame-
ricanos y será ratificada con sus respectivos procedimientos constitucionales. El ins-
trumento original, cuyos textos en español, francés, inglés y portugués son igualmente 
auténticos, será depositado en la Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos, la cual enviará copias certificadas a los Gobiernos para los fines de su ra-
tificación. Los instrumentos de ratificación serán depositados en la Secretaría General 
de la Organización de los Estados Americanos y ésta notificará dicho depósito a los 
Gobiernos signatarios. Tal notificación valdrá como canje de ratificaciones.

Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de 
Menores

México, D.F., México, 1994.
Ratificada por Argentina el 28 de febrero de 2000.
Los Estados Parte en la Presente Convención, 
CONSIDERANDO la importancia de asegurar una protección integral y efectiva del 
menor, por medio de la instrumentación de mecanismos adecuados que permitan 
garantizar el respeto de sus derechos; 
CONSCIENTES de que el tráfico internacional de menores constituye una preocupa-
ción universal; 
TENIENDO EN CUENTA el derecho convencional en materia de protección internacio-
nal del menor, y en especial lo previsto en los artículos 11 y 35 de la Convención sobre 
Derechos del Niño, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 
de noviembre de 1989; 
CONVENCIDOS de la necesidad de regular los aspectos civiles y penales del tráfico 
internacional de menores; y 
REAFIRMANDO la importancia de la cooperación internacional para lograr una eficaz 
protección del interés superior del menor, 
Convienen lo siguiente: 
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CAPÍTULO PRIMERO

ARTÍCULO 1.- El objeto de la presente Convención, con miras a la protección de los 
derechos fundamentales y el interés superior del menor, es la prevención y sanción 
del tráfico internacional de menores, así como la regulación de los aspectos civiles y 
penales del mismo. 
En tal sentido, los Estados Parte de esta Convención se obligan a: 

a) asegurar la protección del menor en consideración a su interés superior; 
b) instaurar un sistema de cooperación jurídica entre los Estados Parte que 
consagre la prevención y sanción del tráfico internacional de menores, así como 
adoptar las disposiciones legales y administrativas en la materia con ese pro-
pósito; y 
c) asegurar la pronta restitución del menor víctima del tráfico internacional al 
Estado de su residencia habitual, teniendo en cuenta el interés superior del 
menor.

ARTÍCULO 2.- Esta Convención se aplicará a cualquier menor que se encuentre o 
resida habitualmente en un Estado Parte al tiempo de la comisión de un acto de tráfico 
internacional contra dicho menor. Para los efectos de la presente Convención: 

a) “Menor” significa todo ser humano cuya edad sea inferior a dieciocho años. 
b) “Tráfico internacional de menores” significa la substracción, el traslado o la 
retención, o la tentativa de substracción, traslado o retención, de un menor con 
propósitos o medios ilícitos. 
c) “Propósitos ilícitos” incluyen, entre otros, prostitución, explotación sexual, 
servidumbre o cualquier otro propósito ilícito, ya sea en el Estado de residencia 
habitual del menor o en el Estado Parte en el que el menor se halle localizado.
d) “Medios ilícitos” incluyen, entre otros, secuestro, consentimiento fraudulento 
o forzado, la entrega o recepción de pagos o beneficios ilícitos con el fin de lo-
grar el consentimiento de los padres, las personas o la institución a cuyo cargo 
se halla el menor, o cualquier otro medio ilícito ya sea en el Estado de residencia 
habitual del menor o en el Estado Parte en el que el menor se encuentre.

ARTÍCULO 3.- Esta Convención abarcará, asimismo, los aspectos civiles de la sus-
tracción, el traslado y la retención ilícitos de los menores en el ámbito internacional no 
previstos por otras convenciones internacionales sobre la materia.

ARTÍCULO 4.- Los Estados Parte, en la medida de lo posible, cooperarán con los Es-
tados no Parte en la prevención y sanción del tráfico internacional de menores y en la 
protección y cuidado de los menores víctimas del hecho ilícito. 
En tal sentido, las autoridades competentes de los Estados Parte deberán notificar 
a las autoridades competentes de un Estado no Parte, en aquellos casos en que se 
encuentre en su territorio a un menor que ha sido víctima del tráfico internacional de 
menores en un Estado Parte. 

ARTÍCULO 5.- A los efectos de la presente Convención, cada Estado Parte designará 
una Autoridad Central y comunicará dicha designación a la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos. 
Un Estado Federal, o un Estado en el que están en vigor diversos sistemas jurídicos, o 
un Estado con unidades territoriales autónomas, puede designar más de una Autoridad 
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Central y especificar la extensión jurídica o territorial de sus funciones. El Estado que 
haga uso de esta facultad designará la Autoridad Central a la que puede dirigirse toda 
comunicación. 
En caso de que un Estado Parte designara más de una Autoridad Central hará la 
comunicación pertinente a la Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos. 

ARTÍCULO 6.- Los Estados Parte velarán por el interés del menor, procurando que los 
procedimientos de aplicación de la Convención permanezcan confidenciales en todo 
momento. 

CAPÍTULO II

ARTÍCULO 7.- Los Estados Parte se comprometen a adoptar medidas eficaces, con-
forme a su derecho interno, para prevenir y sancionar severamente el tráfico interna-
cional de menores definido en esta Convención. 

ARTÍCULO 8.- Los Estados Parte se comprometen a:
a) Prestarse asistencia mutua en forma pronta y expedita por intermedio de sus 
Autoridades Centrales, dentro de los límites de la ley interna de cada Estado 
Parte y conforme a los tratados internacionales aplicables, para las diligencias 
judiciales y administrativas, la obtención de pruebas y demás actos procesales 
que sean necesarios para el cumplimiento de los objetivos de esta Conven-
ción; 
b) Establecer por medio de sus Autoridades Centrales mecanismos de inter-
cambio de información sobre legislación nacional, jurisprudencia, prácticas ad-
ministrativas, estadísticas y modalidades que haya asumido el tráfico internacio-
nal de menores en sus respectivos Estados; y 
c) Disponer las medidas que sean necesarias para remover los obstáculos que 
puedan afectar en ellos la aplicación de esta Convención en sus respectivos 
Estados.
ARTÍCULO 9.- Tendrán competencia para conocer de los delitos relativos al 
tráfico internacional de menores: 
a) el Estado Parte donde tuvo lugar la conducta ilícita; 
b) el Estado Parte de residencia habitual del menor; 
c) el Estado Parte en el que se hallare el presunto delincuente si éste no fuere 
extraditado; y 
d) El Estado Parte en el que se hallare el menor víctima de dicho tráfico. 
Tendrá preferencia a los efectos del párrafo anterior el Estado Parte que hubiere 
prevenido en el conocimiento del hecho ilícito. 

ARTÍCULO 10.- Si uno de los Estados Parte que supedita la extradición a la existencia 
de un tratado recibe una solicitud de extradición proveniente de un Estado Parte con 
el cual no ha celebrado tratado, o en caso de haberlo no lo contemple entre los delitos 
extraditables, podrá considerar la presente Convención como la base jurídica necesa-
ria para concederla en caso de tráfico internacional de menores. 
Asimismo, los Estados Parte que no supeditan la extradición a la existencia de un 
tratado reconocerán el tráfico internacional de menores como causal de extradición 
entre ellos. 
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Cuando no exista Tratado de extradición, ésta estará sujeta a las demás condiciones 
exigibles por el derecho interno del Estado requerido.

ARTÍCULO 11.- Las acciones instauradas conforme a lo dispuesto en este capítulo 
no impiden que las autoridades competentes del Estado Parte donde el menor se 
encontrare ordenen en cualquier momento su restitución inmediata al Estado de su 
residencia habitual, considerando el interés superior del menor. 

CAPITULO III

ARTÍCULO 12.- La solicitud de localización y restitución del menor derivada de esta 
Convención será promovida por aquellos titulares que establezca el derecho del Esta-
do de la residencia habitual del menor. 

ARTÍCULO 13.- Serán competentes para conocer de la solicitud de localización y de 
restitución, a opción de los reclamantes, las autoridades judiciales o administrativas 
del Estado Parte de residencia habitual del menor, o las del Estado Parte donde se 
encontrare o se presuma que se encuentra retenido. 
Cuando existan razones de urgencia a juicio de los reclamantes, podrá presentarse la 
solicitud ante las autoridades judiciales o administrativas del lugar donde se produjo el 
hecho ilícito.

ARTÍCULO 14.- La solicitud de localización y de restitución se tramitará por intermedio 
de las Autoridades Centrales o directamente ante las autoridades competentes pre-
vistas en el artículo 13 de esta Convención. Las autoridades requeridas acordarán los 
procedimientos más expeditos para hacerla efectiva. 
Recibida la solicitud respectiva, las autoridades requeridas dispondrán las medidas ne-
cesarias de conformidad con su derecho interno para iniciar, facilitar y coadyuvar con 
los procedimientos judiciales y administrativos relativos a la localización y restitución 
del menor. Además, se adoptarán las medidas para proveer la inmediata restitución 
del menor y, de ser necesario, asegurar su cuidado, custodia o guarda provisional, 
conforme a las circunstancias, e impedir de modo preventivo que el menor pueda ser 
trasladado indebidamente a otro Estado. 
La solicitud fundada de localización y de restitución deberá ser promovida dentro de 
los ciento veinte días de conocida la sustracción, el traslado o la retención ilícitos del 
menor. Cuando la solicitud de localización y de restitución fuere promovida por un Es-
tado Parte, éste dispondrá para hacerlo de un plazo de ciento ochenta días. 
Cuando fuere necesario proceder con carácter previo a la localización del menor, el 
plazo anterior se contará a partir del día en que ella fuere del conocimiento de los titu-
lares de la acción. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en los párrafos anteriores, las autoridades del Estado Par-
te donde el menor fuere retenido podrán ordenar en cualquier momento la restitución 
del mismo conforme al interés superior de dicho menor. 

ARTÍCULO 15.- En las solicitudes de cooperación comprendidas en esta Convención 
transmitidas por vía consular o diplomática o por intermedio de las Autoridades Cen-
trales, será innecesario el requisito de legalización u otras formalidades similares. En el 
caso de solicitudes de cooperación cursadas directamente entre tribunales de la zona 
fronteriza de los Estados Parte tampoco será necesario el requisito de la legalización. 
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Asimismo, estarán exentos de legalización en el Estado Parte solicitante los documen-
tos que sobre el particular se devuelvan por las mismas vías. 
Las solicitudes deberán estar traducidas, en su caso, al idioma o idiomas oficiales del 
Estado Parte al que se dirijan. Respecto a los anexos, bastará la traducción de un su-
mario que contenga los datos esenciales de los mismos. 

ARTÍCULO 16.- Las autoridades competentes de un Estado Parte que constaten en el 
territorio sometido a su jurisdicción la presencia de una víctima de tráfico internacional 
de menores deberán adoptar las medidas inmediatas que sean necesarias para su 
protección, incluso aquellas de carácter preventivo que impidan el traslado indebido 
del menor a otro Estado. 
Estas medidas serán comunicadas por medio de las Autoridades Centrales a las au-
toridades competentes del Estado de la anterior residencia habitual del menor. Las 
autoridades intervinientes adoptarán cuantas medidas sean necesarias para que los 
titulares de la acción de localización y restitución del menor estén informados de las 
medidas adoptadas. 

ARTÍCULO 17.- De conformidad con los objetivos de esta Convención, las Autorida-
des Centrales de los Estados Parte intercambiarán información y colaborarán con sus 
autoridades competentes judiciales y administrativas en todo lo relativo al control de la 
salida y entrada de menores a su territorio. 

ARTÍCULO 18.- Las adopciones y otras instituciones afines constituidas en un Estado 
Parte serán susceptibles de anulación cuando su origen o fin fuere el tráfico interna-
cional de menores. 
En la respectiva acción de anulación, se tendrá en cuenta en todo momento el interés 
superior del menor. 
La anulación se someterá a la ley y a las autoridades competentes del Estado de cons-
titución de la adopción o de la institución de que se trate. 

ARTÍCULO 19.- La guarda o custodia serán susceptibles de revocación cuando tuvie-
ren su origen o fin en el tráfico internacional de menores, en las mismas condiciones 
previstas en el artículo anterior. 

ARTÍCULO 20.- La solicitud de localización y de restitución del menor podrá promo-
verse sin perjuicio de las acciones de anulación y revocación previstas en los artículos 
18 y 19. 

ARTÍCULO 21.- En los procedimientos previstos en el presente capítulo, la autoridad 
competente podrá ordenar que el particular o la organización responsable del tráfico 
internacional de menores pague los gastos y las costas de la localización y restitución, 
en tanto dicho particular u organización haya sido parte de ese procedimiento. 
Los titulares de la acción o, en su caso, la autoridad competente podrán entablar ac-
ción civil para obtener el resarcimiento de las costas, incluidos los honorarios profesio-
nales y los gastos de localización y restitución del menor, a menos que éstos hubiesen 
sido fijados en un procedimiento penal o un procedimiento de restitución conforme a 
lo previsto en esta Convención. 
La autoridad competente o cualquier persona lesionada podrá entablar acción civil por 
daños y perjuicios contra los particulares o las organizaciones responsables del tráfico 
internacional del menor. 



Defensoria del Pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires | 95

ARTÍCULO 22.- Los Estados Parte adoptarán las medidas que sean necesarias para 
lograr la gratuidad de los procedimientos de restitución del menor conforme a su dere-
cho interno e informarán a las personas legítimamente interesadas en la restitución del 
menor de las defensorías de oficio, beneficios de pobreza e instancias de asistencia 
jurídica gratuita a que pudieran tener derecho, conforme a las leyes y los reglamentos 
de los Estados Parte respectivos. 

CAPÍTULO IV

ARTÍCULO 23.- Los Estados Parte podrán declarar, al momento de la firma, ratificación 
o adhesión a esta Convención o con posterioridad, que se reconocerán y ejecutarán 
las sentencias penales dictadas en otro Estado Parte en lo relativo a la indemnización 
de los daños y perjuicios derivados del tráfico internacional de menores. 

ARTÍCULO 24.- Respecto a un Estado que tenga en cuestiones tratadas en la pre-
sente Convención dos o más sistemas jurídicos aplicables en unidades territoriales 
diferentes, toda mención 

a) a la ley del Estado se entenderá referida a la ley en la correspondiente unidad 
territorial; 
b) a la residencia habitual en dicho Estado se entenderá referida a la residencia 
habitual en una unidad territorial de dicho Estado; 
c) a las autoridades competentes de dicho Estado se entenderá referida a las 
autoridades autorizadas para actuar en la correspondiente unidad territorial. 

ARTÍCULO 25.- Los Estados que tengan dos o más unidades territoriales en las que 
se apliquen sistemas jurídicos diferentes en cuestiones tratadas en la presente Con-
vención podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación o adhesión, que la 
Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o solamente a una o más de 
ellas. 
Tales declaraciones podrán ser modificadas mediante declaraciones ulteriores, que 
especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las que se aplicará la pre-
sente Convención. Dichas declaraciones ulteriores se transmitirán a la Secretaría Ge-
neral de la Organización de los Estados Americanos y surtirán efecto noventa días 
después de recibidas. 

ARTÍCULO 26.- Los Estados Parte podrán declarar, al momento de la firma, ratificación 
o adhesión a la presente Convención o con posterioridad, que no se podrá oponer en 
juicio civil en ese Estado Parte excepción o defensa alguna que tienda a demostrar 
la inexistencia del delito o irresponsabilidad de una persona, cuando exista sentencia 
condenatoria ejecutoriada por este delito, pronunciada en otro Estado Parte. 

ARTÍCULO 27.- Las autoridades competentes de las zonas fronterizas de los Estados 
Parte podrán acordar, directamente y en cualquier momento, procedimientos de loca-
lización y restitución más expeditos que los previstos en la presente Convención y sin 
perjuicio de ésta. 
Nada de lo dispuesto en esta Convención se interpretará en el sentido de restringir las 
prácticas más favorables que entre sí pudieran observar las autoridades competentes 
de los Estados Parte para los propósitos tratados en ella. 
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ARTÍCULO 28.- Esta Convención está abierta a la firma de los Estados miembros de 
la Organización de los Estados Americanos.

ARTÍCULO 29.- Esta Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ra-
tificación se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos. 

ARTÍCULO 30.- Esta Convención quedará abierta a la adhesión de cualquier otro Esta-
do después que haya entrado en vigor. Los instrumentos de adhesión se depositarán 
en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 

ARTÍCULO 31.- Cada Estado podrá formular reservas a la presente Convención al 
momento de firmarla, ratificarla o al adherirse a ella, siempre que la reserva verse sobre 
una o más disposiciones específicas y que no sea incompatible con el objeto y fines 
de esta Convención. 

ARTÍCULO 32.- Nada de lo estipulado en la presente Convención se interpretará en 
sentido restrictivo de otros tratados bilaterales o multilaterales u otros acuerdos sus-
critos entre las Partes. 

ARTÍCULO 33.- Esta Convención entrará en vigor para los Estados ratificantes el tri-
gésimo día a partir de la fecha en que haya sido depositado el segundo instrumento 
de ratificación. 
Para cada Estado que ratifique esta Convención o se adhiera a ella después de haber 
sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención entrará en vigor 
el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento 
de ratificación o adhesión. 

ARTÍCULO 34.- Esta Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera de los Esta-
dos Parte podrá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado en la Se-
cretaría General de la Organización de los Estados Americanos. Transcurrido un año 
contado a partir de la fecha de depósito del instrumento de denuncia, la Convención 
cesará en sus efectos para el Estado denunciante. 

ARTÍCULO 35.- El instrumento original de esta Convención, cuyos textos en español, 
francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Secreta-
ría General de la Organización de los Estados Americanos, la que enviará copia autén-
tica de su texto para su registro y publicación a la Secretaría de las Naciones Unidas, 
de conformidad con el artículo 102 de su Carta constitutiva. La Secretaría General de 
la Organización de los Estados Americanos notificará a los Estados miembros de di-
cha Organización y a los Estados que hayan adherido a la Convención, las firmas, los 
depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia, así como las reservas 
que hubiera y el retiro de las últimas. 
HECHO EN LA CIUDAD DE MÉXICO, D.F., MÉXICO, el día dieciocho de marzo de mil 
novecientos noventa y cuatro. 
Argentina ratificó la Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores 
con la siguiente declaración interpretativa: “Conforme a lo dispuesto en el artículo 
23, se reconocerán y ejecutarán las sentencias penales dictadas en otro Estado 
Parte en lo relativo a la indemnización de los daños y perjuicios derivados del tráfico 
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internacional de menores (...) La República Argentina declara asimismo que, conforme 
a lo establecido en el artículo 26, no se podrá oponer en juicio civil en zonas sometidas 
a su jurisdicción, excepción o defensa alguna que tienda a demostrar la inexistencia 
del delito o irresponsabilidad de una persona, cuando exista sentencia condenatoria 
ejecutoriada por ese delito, pronunciada en otro Estado Parte”. 

Convención Interamericana sobre Restitución Internacional 
de Menores

Montevideo, Uruguay, 1989.
Ratificada por Argentina el 15 de febrero de 2001.
ÁMBITO DE APLICACIÓN
ARTÍCULO 1.- La presente Convención tiene por objeto asegurar la pronta restitución 
de menores que tengan residencia habitual en uno de los Estados Parte y hayan sido 
trasladados ilegalmente desde cualquier Estado a un Estado Parte o que habiendo 
sido trasladados legalmente hubieren sido retenidos ilegalmente. Es también objeto 
de esta Convención hacer respetar el ejercicio del derecho de visita y el de custodia o 
guarda por parte de sus titulares.

ARTÍCULO 2.- Para los efectos de esta Convención se considera menor a toda perso-
na que no haya cumplido dieciséis años de edad. 

ARTÍCULO 3.- Para los efectos de esta Convención: 
a) El derecho de custodia o guarda comprende el derecho relativo al cuidado del 
menor y, en especial, el de decidir su lugar de residencia;
b) El derecho de visita comprende la facultad de llevar al menor por un período 
limitado a un lugar diferente al de su residencia habitual.

ARTÍCULO 4.- Se considera ilegal el traslado o la retención de un menor cuando se 
produzca en violación de los derechos que ejercían, individual o conjuntamente, los 
padres, tutores o guardadores, o cualquier institución, inmediatamente antes de ocu-
rrir el hecho, de conformidad con la ley de la residencia habitual del menor. 

ARTÍCULO 5.- Podrán instaurar el procedimiento de restitución de menores, en ejerci-
cio del derecho de custodia o de otro similar, las personas e instituciones designadas 
en el Artículo 4. 

ARTÍCULO 6.- Son competentes para conocer de la solicitud de restitución de meno-
res a que se refiere esta Convención, las autoridades judiciales o administrativas del 
Estado Parte donde el menor tuviere su residencia habitual inmediatamente antes de 
su traslado o de su retención. 
A opción del actor y cuando existan razones de urgencia, podrá presentarse la solici-
tud de restitución ante las autoridades del Estado Parte en cuyo territorio se encontrare 
o se supone se encontrare el menor ilegalmente trasladado o retenido, al momento de 
efectuarse dicha solicitud; igualmente, ante las autoridades del Estado parte donde se 
hubiere producido el hecho ilícito que dio motivo a la reclamación.
El hecho de promover la solicitud bajo las condiciones previstas en el párrafo anterior 
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no conlleva modificación de las normas de competencia internacional definidas en el 
primer párrafo de este artículo.

ARTÍCULO 7.- Para los efectos de esta Convención cada Estado Parte designará una 
autoridad central encargada del cumplimiento de las obligaciones que le establece 
esta Convención, y comunicará dicha designación a la Secretaría General de la Orga-
nización de los Estados Americanos. 
En especial, la autoridad central colaborará con los actores del procedimiento y con 
las autoridades competentes de los respectivos Estados para obtener la localización 
y la restitución del menor; asimismo, llevará a cabo los arreglos que faciliten el rápido 
regreso y la recepción del menor, auxiliando a los interesados en la obtención de los 
documentos necesarios para el procedimiento previsto en esta Convención.
Las autoridades centrales de los Estados Parte cooperarán entre sí e intercambiarán 
información sobre el funcionamiento de la Convención con el fin de garantizar la resti-
tución inmediata de los menores y los otros objetivos de esta Convención.

ARTÍCULO 8.- Los titulares del procedimiento de restitución podrán ejercitarlo confor-
me a lo dispuesto en el Artículo 6, de la siguiente forma: 

a) A través de exhorto o carta rogatoria; o
b) Mediante solicitud a la autoridad central, o
c) Directamente, o por la vía diplomática o consular.

ARTÍCULO 9.-
1. La solicitud o demanda a que se refiere el artículo anterior, deberá contener:

a) Los antecedentes o hechos relativos al traslado o retención, así como la in-
formación suficiente respecto a la identidad del solicitante, del menor sustraído 
o retenido y, de ser posible, de la persona a quien se imputa el traslado o la 
retención;
b) La información pertinente relativa a la presunta ubicación del menor, a las cir-
cunstancias y fechas en que se realizó el traslado al extranjero o al vencimiento 
del plazo autorizado, y
c) Los fundamentos de derecho en que se apoya la restitución del menor.

2. A la solicitud o demanda se deberá acompañar:
a) Copia íntegra y auténtica de cualquier resolución judicial o administrativa si 
existiera, o del acuerdo que lo motive; la comprobación sumaria de la situación 
fáctica existente o, según el caso, la alegación del derecho respectivo aplica-
ble;
b) Documentación auténtica que acredite la legitimación procesal del solicitan-
te;
c) Certificación o información expedida por la autoridad central del Estado de 
residencia habitual del menor o de alguna otra autoridad competente del mismo 
Estado, en relación con el derecho vigente en la materia en dicho Estado;
d) Cuando sea necesario, traducción al idioma oficial del Estado requerido de 
todos los documentos a que se refiere este artículo, y
e) Indicación de las medidas indispensables para hacer efectivo el retorno.

3. La autoridad competente podrá prescindir de alguno de los requisitos o de la pre-
sentación de los documentos exigidos en este artículo si, a su juicio, se justificare la 
restitución.
4. Los exhortos, las solicitudes y los documentos que los acompañaren no requerirán 
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de legalización cuando se transmitan por la vía diplomática o consular, o por interme-
dio de la autoridad central.

ARTÍCULO 10.- El juez exhortado, la autoridad central u otras autoridades del Estado 
donde se encuentra el menor, adoptarán, de conformidad con su derecho y cuando 
sea pertinente, todas las medidas que sean adecuadas para la devolución voluntaria 
del menor. 
Si la devolución no se obtuviere en forma voluntaria, las autoridades judiciales o ad-
ministrativas, previa comprobación del cumplimiento de los requisitos exigidos por el 
Artículo 9 y sin más trámite, tomarán conocimiento personal del menor, adoptarán las 
medidas necesarias para asegurar su custodia o guarda provisional en las condiciones 
que aconsejaren las circunstancias y, si fuere procedente, dispondrán sin demora su 
restitución. En este caso, se le comunicará a la institución que, conforme a su derecho 
interno, corresponda tutelar los derechos del menor.
Asimismo, mientras se resuelve la petición de restitución, las autoridades competentes 
adoptarán las medidas necesarias para impedir la salida del menor del territorio de su 
jurisdicción.

ARTÍCULO 11.- La autoridad judicial o administrativa del Estado requerido no estará 
obligada a ordenar la restitución del menor, cuando la persona o la institución que 
presentare oposición demuestre: 

a) Que los titulares de la solicitud o demanda de restitución no ejercían efectiva-
mente su derecho en el momento del traslado o de la retención, o hubieren con-
sentido o prestado su anuencia con posterioridad a tal traslado o retención, o
b) Que existiere un riesgo grave de que la restitución del menor pudiere expo-
nerle a un peligro físico o psíquico.

La autoridad exhortada puede también rechazar la restitución del menor si compro-
bare que éste se opone a regresar y a juicio de aquélla, la edad y madurez del menor 
justificase tomar en cuenta su opinión.

ARTÍCULO 12.- La oposición fundamentada a la que se refiere el artículo anterior de-
berá presentarse dentro del término de ocho días hábiles contados a partir del mo-
mento en que la autoridad tomare conocimiento personal del menor y lo hiciere saber 
a quien lo retiene. 
Las autoridades judiciales o administrativas evaluarán las circunstancias y las pruebas 
que aporte la parte opositora para fundar la negativa. Deberán enterarse del derecho 
aplicable y de los precedentes jurisprudenciales o administrativos existentes en el Es-
tado de la residencia habitual del menor, y requerirán, en caso de ser necesario, la 
asistencia de las autoridades centrales, o de los agentes diplomáticos o consulares de 
los Estados Parte.
Dentro de los sesenta días calendario siguientes a la recepción de la oposición, la au-
toridad judicial o administrativa dictará la resolución correspondiente.

ARTÍCULO 13.- Si dentro del plazo de cuarenta y cinco días calendario desde que 
fuere recibida por la autoridad requirente la resolución por la cual se dispone la entre-
ga, no se hubieren tomado las medidas necesarias para hacer efectivo el traslado del 
menor, quedarán sin efecto la restitución ordenada y las providencias adoptadas. 
Los gastos del traslado estarán a cargo del actor; en caso de que éste careciere de 
recursos económicos, las autoridades del Estado requirente podrán facilitar los gastos 
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del traslado, sin perjuicio de repetir los mismos contra quien resultare responsable del 
desplazamiento o retención ilegal.

ARTÍCULO 14.- Los procedimientos previstos en esta Convención deberán ser ins-
taurados dentro del plazo de un año calendario contado a partir de la fecha en que el 
menor hubiere sido trasladado o retenido ilegalmente. 
Respecto de menores cuyo paradero se desconozca, el plazo se computará a partir 
del momento en que fueren precisa y efectivamente localizados.
Por excepción el vencimiento del plazo del año no impide que se acceda a la solicitud 
de restitución si a criterio de la autoridad requerida lo justifican las circunstancias del 
caso, a menos que se demostrare que el menor se ha integrado a su nuevo entorno.

ARTÍCULO 15.- La restitución del menor no implica prejuzgamiento sobre la determi-
nación definitiva de su custodia o guarda. 

ARTÍCULO 16.- Después de haber sido informadas del traslado ilícito de un menor o 
de su retención en el marco del Artículo 4, las autoridades judiciales o administrativas 
del Estado Parte a donde el menor ha sido trasladado o donde está retenido, no po-
drán decidir sobre el fondo del derecho de guarda hasta que se demuestre que no 
se reúnen las condiciones de la Convención para un retorno del menor o hasta que 
un período razonable haya transcurrido sin que haya sido presentada una solicitud de 
aplicación de esta Convención. 

ARTÍCULO 17.- Las disposiciones anteriores que sean pertinentes no limitan el poder 
de la autoridad judicial o administrativa para ordenar la restitución del menor en cual-
quier momento. 

ARTÍCULO 18.- La autoridad central, o las autoridades judiciales o administrativas de 
un Estado Parte, a solicitud de cualquiera de las personas mencionadas en el Artículo 
5 así como éstas directamente, podrán requerir de las autoridades competentes de 
otro Estado Parte la localización de menores que tengan la residencia habitual en el 
Estado de la autoridad solicitante y que presuntamente se encuentran en forma ilegal 
en el territorio del otro Estado. 
La solicitud deberá ser acompañada de toda la información que suministre el solici-
tante o recabe la autoridad requirente, concerniente a la localización del menor y a la 
identidad de la persona con la cual se presume se encuentra aquél.

ARTÍCULO 19.- La autoridad central o las autoridades judiciales o administrativas de 
un Estado Parte que, a raíz de la solicitud a que se refiere el artículo anterior, llegaren a 
conocer que en su jurisdicción se encuentra un menor ilegalmente fuera de su residen-
cia habitual, deberán adoptar de inmediato todas las medidas que sean conducentes 
para asegurar su salud y evitar su ocultamiento o traslado a otra jurisdicción. 
La localización se comunicará a las autoridades del Estado requirente.

ARTÍCULO 20.- Si la restitución no fuere solicitada dentro del plazo de sesenta días 
calendario, contados a partir de la comunicación de la localización del menor a las 
autoridades del Estado requirente, las medidas adoptadas en virtud del Artículo 19 
podrán quedar sin efecto. 
El levantamiento de las medidas no impedirá el ejercicio del derecho a solicitar 
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la restitución, de acuerdo con los procedimientos y plazos establecidos en esta 
Convención.

ARTÍCULO 21.- La solicitud que tuviere por objeto hacer respetar el ejercicio de los 
derechos de visita por parte de sus titulares podrá ser dirigida a las autoridades com-
petentes de cualquier Estado Parte conforme a lo dispuesto en el Artículo 6 de la 
presente Convención. El procedimiento respectivo será el previsto en esta Convención 
para la restitución del menor. 

ARTÍCULO 22.- Los exhortos y solicitudes relativas a la restitución y localización po-
drán ser transmitidos al órgano requerido por las propias partes interesadas, por vía 
judicial, por intermedio de los agentes diplomáticos o consulares, o por la autoridad 
central competente del Estado requirente o requerido, según el caso. 

ARTÍCULO 23.- La tramitación de los exhortos o solicitudes contemplados en la pre-
sente Convención y las medidas a que diere lugar, serán gratuitas y estarán exentas 
de cualquier clase de impuesto, depósito o caución, cualquiera que sea su denomi-
nación. 
Si los interesados en la tramitación del exhorto o solicitud hubieren designado apode-
rado en el foro requerido, los gastos y honorarios que ocasionare el ejercicio del poder 
que otorgue, estarán a su cargo.
Sin embargo, al ordenar la restitución de un menor conforme a lo dispuesto en la 
presente Convención, las autoridades competentes podrán disponer, atendiendo a 
las circunstancias del caso, que la persona que trasladó o retuvo ilegalmente al menor 
pague los gastos necesarios en que haya incurrido el demandante, los otros incurridos 
en la localización del menor, así como las costas y gastos inherentes a su restitución.

ARTÍCULO 24.- Las diligencias y trámites necesarios para hacer efectivo el cumpli-
miento de los exhortos o cartas rogatorias deben ser practicados directamente por la 
autoridad exhortada, y no requieren intervención de parte interesada. Lo anterior no 
obsta para que las partes intervengan por sí o por intermedio de apoderado. 

ARTÍCULO 25.- La restitución del menor dispuesta conforme a la presente Convención 
podrá negarse cuando sea manifiestamente violatoria de los principios fundamentales 
del Estado requerido consagrados en instrumentos de carácter universal y regional 
sobre derechos humanos y del niño. 

Artículo 26.- La presente Convención no será obstáculo para que las autoridades 
competentes ordenen la restitución inmediata del menor cuando el traslado o reten-
ción del mismo constituya delito. 

ARTÍCULO 27.- El Instituto Interamericano del Niño tendrá a su cargo, como Organis-
mo Especializado de la Organización de los Estados Americanos, coordinar las activi-
dades de las autoridades centrales en el ámbito de esta Convención, así como las atri-
buciones para recibir y evaluar información de los Estados Parte de esta Convención 
derivada de la aplicación de la misma. 
Igualmente, tendrá a su cargo la tarea de cooperación con otros Organismos Interna-
cionales competentes en la materia.



102 | Con las Mujeres, por sus Derechos

ARTÍCULO 28.- La presente Convención estará abierta a la firma de los Estados Miem-
bros de la Organización de los Estados Americanos. 

ARTÍCULO 29.- La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos 
de ratificación se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Esta-
dos Americanos. 

ARTÍCULO 30.- La presente Convención quedará abierta a la adhesión de cualquier 
otro Estado. Los instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General de 
la Organización de los Estados Americanos. 

ARTÍCULO 31.- Cada Estado podrá formular reservas a la presente Convención al 
momento de firmarla, ratificarla o al adherirse a ella, siempre que la reserva verse sobre 
una o más disposiciones específicas, y que no sea incompatible con el objeto y fines 
de esta Convención. 

ARTÍCULO 32.- Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las 
que rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la pre-
sente Convención, podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación o adhesión, 
que la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o solamente a una o 
más de ellas. 
Tales declaraciones podrán ser modificadas mediante declaraciones ulteriores, que es-
pecificarán expresamente la o las unidades territoriales a las que se aplicará la presente 
Convención. Dichas declaraciones ulteriores se transmitirán a la Secretaría General de 
la Organización de los Estados Americanos y surtirán efecto treinta días después de 
recibidas.

ARTÍCULO 33.- Respecto a un Estado que tenga en materia de guarda de menores 
dos o más sistemas de derecho aplicable en unidades territoriales diferentes: 

a) Cualquier referencia a la residencia habitual en ese Estado contempla la resi-
dencia habitual en una unidad territorial de ese Estado;
b) Cualquier referencia a la ley del Estado de la residencia habitual contempla la 
ley de la unidad territorial en la que el menor tiene su residencia habitual.

ARTÍCULO 34.- Entre los Estados miembros de la Organización de los Estados Ame-
ricanos que fueren parte de esta Convención y de la Convención de La Haya del 25 
de octubre de 1980 sobre Aspectos Civiles del Secuestro Internacional de Menores, 
regirá la presente Convención. 
Sin embargo, los Estados Parte podrán convenir entre ellos de forma bilateral la aplica-
ción prioritaria de la citada Convención de La Haya del 25 de octubre de 1980.

ARTÍCULO 35.- La presente Convención no restringirá las disposiciones de conven-
ciones que sobre esta misma materia hubieran sido suscritas o que se suscribieren 
en el futuro en forma bilateral o multilateral por los Estados Parte, o las prácticas más 
favorables que dichos Estados pudieren observar en la materia. 

ARTÍCULO 36.- La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la 
fecha en que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación. 
Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de haber 
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sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención entrará en vigor 
el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento 
de ratificación o adhesión.

ARTÍCULO 37.- La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera de 
los Estados Parte podrá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado en 
la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. Transcurrido un 
año, contado a partir de la fecha de depósito del instrumento de denuncia, la Conven-
ción cesará en sus efectos para el Estado denunciante, quedando subsistente para los 
demás Estados Parte. 

ARTÍCULO 38.- El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en 
español, francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en 
la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, la que enviará 
copia auténtica de su texto a la Secretaría de las Naciones Unidas, para su registro y 
publicación, de conformidad con el Artículo 102 de su Carta constitutiva. La Secretaría 
General de la Organización de los Estados Americanos notificará a los Estados miem-
bros de dicha Organización y a los Estados que hayan adherido a la Convención, las 
firmas, los depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia, así como 
las reservas que hubiere. También les transmitirá las declaraciones previstas en los 
artículos pertinentes de la presente Convención. 
HECHA EN LA CIUDAD DE MONTEVIDEO, REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY, 
el día quince de julio de mil novecientos ochenta y nueve.
De acuerdo a lo establecido por la Convención en su artículo 7 inciso II, Argentina de-
signó al Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto –Dirección 
General de Asuntos Jurídicos– como autoridad central. 

Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer 

Ratificada por Argentina el 28 de mayo de 1961.
Abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General en su Resolución 640 (VII), de 
20 de diciembre de 1952.
ENTRADA EN VIGOR: 7 de julio de 1954, de conformidad con el artículo VI.
Las Partes Contratantes,
Deseando poner en práctica el principio de la igualdad de derechos de hombres y 
mujeres, enunciado en la Carta de las Naciones Unidas, 
Reconociendo que toda persona tiene derecho a participar en el Gobierno de su país 
directamente o por conducto de representantes libremente escogidos, y a iguales 
oportunidades de ingreso en el servicio público de su país; y deseando igualar la con-
dición del hombre y de la mujer en el disfrute y ejercicio de los derechos políticos, 
conforme a las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas y de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, 
Habiendo resuelto concertar una convención con tal objeto, 
Convienen por la presente en las disposiciones siguientes: 

ARTÍCULO I.- Las mujeres tendrán derecho a votar en todas las elecciones en igualdad 
de condiciones con los hombres, sin discriminación alguna. 
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ARTÍCULO II.- Las mujeres serán elegibles para todos los organis-
mos públicos electivos establecidos por la legislación nacional, en con-
diciones de igualdad con los hombres, sin discriminación alguna.  

ARTÍCULO III.- Las mujeres tendrán derecho a ocupar cargos públicos y a ejercer 
todas las funciones públicas establecidas por la legislación nacional, en igualdad de 
condiciones con los hombres, sin discriminación alguna. 

ARTÍCULO IV.-
1. La presente Convención quedará abierta a la firma de todos los Estados Miembros 
de las Naciones Unidas, y de cualquier otro Estado al cual la Asamblea General haya 
dirigido una invitación al efecto.
La presente Convención será ratificada y los instrumentos de ratificación serán depo-
sitados en la Secretaría General de las Naciones Unidas.

ARTÍCULO V.-
1. La presente Convención quedará abierta a la adhesión de todos los Estados a que 
se refiere el párrafo I del artículo IV.
La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de adhesión en la 
Secretaría General de las Naciones Unidas.

ARTÍCULO VI.- La presente Convención entrará en vigor noventa días después de la 
fecha en que se haya depositado el sexto instrumento de ratificación o de adhesión.
Respecto de cada uno de los Estados que ratifiquen la Convención o que se adhieran 
a ella después del depósito del sexto instrumento de ratificación o de adhesión, la Con-
vención entrará en vigor noventa días después de la fecha del depósito del respectivo 
instrumento de ratificación o de adhesión.

ARTÍCULO VII.- En el caso de que un Estado formule una reserva a cualquiera de 
los artículos de la presente Convención en el momento de la firma, la ratificación o la 
adhesión, el Secretario General comunicará el texto de la reserva a todos los Estados 
que sean partes en la presente Convención o que puedan llegar a serlo. Cualquier 
Estado que oponga objeciones a la reserva podrá, dentro de un plazo de noventa días 
contado a partir de la fecha de dicha comunicación (o en la fecha en que llegue a ser 
parte en la presente Convención), poner en conocimiento del Secretario General que 
no acepta la reserva. En tal caso, la Convención no entrará en vigor entre tal Estado y 
el Estado que haya formulado la reserva.

ARTÍCULO VIII.-
1. Todo Estado podrá denunciar la presente Convención mediante notificación por es-
crito dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto 
un año después de la fecha en que el Secretario General haya recibido la notificación. 
2. La vigencia de la presente Convención cesará a partir de la fecha en que se haga 
efectiva la denuncia que reduzca a menos de seis el número de los Estados Partes. 

ARTÍCULO IX.- Toda controversia entre dos o más Estados Contratantes, respecto 
a la interpretación o a la aplicación de la presente Convención, que no sea resuelta 
por negociaciones, será sometida a la decisión de la Corte Internacional de Justicia 
a petición de cualquiera de las partes en la controversia, a menos que los Estados 
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Contratantes convengan en otro modo de solucionarla. 

ARTÍCULO X.- El Secretario General de las Naciones Unidas notificará a todos los Es-
tados Miembros de las Naciones Unidas y a los Estados no miembros a que se refiere 
el párrafo 1 del artículo IV de la presente Convención:

a) Las firmas y los instrumentos de ratificación recibidos en virtud del artículo IV; 
b) Los instrumentos de adhesión recibidos en virtud del artículo V; 
c) La fecha en que entre en vigor la presente Convención en virtud del artículo VI;
d) Las comunicaciones y notificaciones recibidas en virtud del artículo VII; 
e) Las notificaciones de denuncia recibidas en virtud del párrafo 1 del artículo VIII; 
f) La abrogación resultante de lo previsto en el párrafo 2 del artículo VIII; 

ARTÍCULO XI.- 
1. La presente Convención, cuyos textos chino, español, francés, inglés y ruso serán 
igualmente auténticos, quedará depositada en los archivos de las Naciones Unidas. 
2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copia certificada de la presen-
te Convención a todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas y a los Estados 
no miembros a que se refiere el párrafo 1 del artículo IV.
La Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer fue aprobada por Argentina 
con la siguiente declaración al artículo IX: “El gobierno argentino se reserva el dere-
cho de no someter al procedimiento indicado en este artículo, cualquier controversia 
directa o indirectamente vinculada con los territorios que corresponden a la soberanía 
argentina”.

Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer

Ratificada por Argentina el 15 de noviembre de 2006.
Adoptada por la Asamblea General en su resolución A/54/4 de 6 de octubre de 
1999.
Los Estados Partes en el presente Protocolo,
Observando que en la Carta de las Naciones Unidas se reafirma la fe en los derechos 
humanos fundamentales, en la dignidad y el valor de la persona humana y en la igual-
dad de derechos de hombres y mujeres,
Señalando que en la Declaración Universal de Derechos Humanos Resolución 217 A 
(III). se proclama que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y de-
rechos y que toda persona tiene todos los derechos y libertades en ella proclamados 
sin distinción alguna, inclusive las basadas en el sexo,
Recordando que los Pactos internacionales de derechos humanos Resolución 2200 
A (XXI), anexo y otros instrumentos internacionales de derechos humanos prohíben la 
discriminación por motivos de sexo,
Recordando asimismo la Convención sobre la eliminación de todas las formas de dis-
criminación contra la mujer (“la Convención”), en la que los Estados Partes en ella 
condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas y convienen en seguir, 
por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar 
la discriminación contra la mujer,
Reafirmando su decisión de asegurar a la mujer el disfrute pleno y en condiciones de 
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igualdad de todos los derechos humanos y todas las libertades fundamentales y de 
adoptar medidas eficaces para evitar las violaciones de esos derechos y esas liberta-
des,
Acuerdan lo siguiente:

ARTÍCULO 1.- Todo Estado Parte en el presente Protocolo (“Estado Parte”) reconoce 
la competencia del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (“el 
Comité”) para recibir y considerar las comunicaciones presentadas de conformidad 
con el artículo 2.

ARTÍCULO 2.- Las comunicaciones podrán ser presentadas por personas o grupos de 
personas que se hallen bajo la jurisdicción del Estado Parte y que aleguen ser víctimas 
de una violación por ese Estado Parte de cualquiera de los derechos enunciados en la 
Convención, o en nombre de esas personas o grupos de personas. Cuando se pre-
sente una comunicación en nombre de personas o grupos de personas, se requerirá 
su consentimiento, a menos que el autor pueda justificar el actuar en su nombre sin 
tal consentimiento.

ARTÍCULO 3.- Las comunicaciones se presentarán por escrito y no podrán ser anóni-
mas. El Comité no recibirá comunicación alguna que concierna a un Estado Parte en 
la Convención que no sea parte en el presente Protocolo.

ARTÍCULO 4.-
1. El Comité no examinará una comunicación a menos que se haya cerciorado de que 
se han agotado todos los recursos de la jurisdicción interna, salvo que la tramitación 
de esos recursos se prolongue injustificadamente o no sea probable que brinde por 
resultado un remedio efectivo.
2. El Comité declarará inadmisible toda comunicación que: 

a) Se refiera a una cuestión que ya ha sido examinada por el Comité o ya ha sido 
o esté siendo examinada con arreglo a otro procedimiento de examen o arreglo 
internacionales;
b) Sea incompatible con las disposiciones de la Convención;
c) Sea manifiestamente infundada o esté insuficientemente sustanciada;
d) Constituya un abuso del derecho a presentar una comunicación;
e) Los hechos objeto de la comunicación hayan sucedido antes de la fecha de 
entrada en vigor del presente Protocolo para el Estado Parte interesado, salvo 
que esos hechos continúen produciéndose después de esa fecha.

ARTÍCULO 5.-
1. Tras haber recibido una comunicación y antes de llegar a una conclusión sobre sus 
fundamentos, en cualquier momento el Comité podrá dirigir al Estado Parte interesa-
do, a los fines de su examen urgente, una solicitud para que adopte las medidas pro-
visionales necesarias para evitar posibles daños irreparables a la víctima o las víctimas 
de la supuesta violación.
2. Cuando el Comité ejerce sus facultades discrecionales en virtud del párrafo 1 del 
presente artículo, ello no implica juicio alguno sobre la admisibilidad o sobre el fondo 
de la comunicación. 
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ARTÍCULO 6.-
1. A menos que el Comité considere que una comunicación es inadmisible sin remi-
sión al Estado Parte interesado, y siempre que la persona o personas interesadas 
consientan en que se revele su identidad a dicho Estado Parte, el Comité pondrá en 
conocimiento del Estado Parte, de forma confidencial, toda comunicación que reciba 
con arreglo al presente Protocolo.
2. En un plazo de seis meses, ese Estado Parte presentará al Comité por escrito ex-
plicaciones o declaraciones en las que se aclare la cuestión y se indiquen las medidas 
correctivas que hubiere adoptado el Estado Parte, de haberlas.

ARTÍCULO 7.-
1. El Comité examinará las comunicaciones que reciba en virtud del presente Proto-
colo a la luz de toda la información puesta a su disposición por personas o grupos de 
personas, o en su nombre, y por el Estado Parte interesado, siempre que esa informa-
ción sea transmitida a las partes interesadas.
2. El Comité examinará en sesiones privadas las comunicaciones que reciba en virtud 
del presente Protocolo.
3. Tras examinar una comunicación, el Comité hará llegar sus opiniones sobre la co-
municación, conjuntamente con sus recomendaciones, si las hubiere, a las partes in-
teresadas.
4. El Estado Parte dará la debida consideración a las opiniones del Comité, así como a 
sus recomendaciones, si las hubiere, y enviará al Comité, en un plazo de seis meses, 
una respuesta por escrito, especialmente información sobre toda medida que se hu-
biera adoptado en función de las opiniones y recomendaciones del Comité.
5. El Comité podrá invitar al Estado Parte a presentar más información sobre cuales-
quiera medidas que el Estado Parte hubiera adoptado en respuesta a las opiniones o 
recomendaciones del Comité, si las hubiere, incluso, si el Comité lo considera apropia-
do, en los informes que presente más adelante el Estado Parte de conformidad con el 
artículo 18 de la Convención.

ARTÍCULO 8.-
1. Si el Comité recibe información fidedigna que revele violaciones graves o sistemáti-
cas por un Estado Parte de los derechos enunciados en la Convención, el Comité invi-
tará a ese Estado Parte a colaborar en el examen de la información y, a esos efectos, 
a presentar observaciones sobre dicha información.
2. Tomando en consideración las observaciones que haya presentado el Estado Parte 
interesado, así como toda información fidedigna que esté a disposición suya, el Comité 
podrá encargar a uno o más de sus miembros que realice una investigación y presente 
con carácter urgente un informe al Comité. Cuando se justifique y con el consentimien-
to del Estado Parte, la investigación podrá incluir una visita a su territorio.
3. Tras examinar las conclusiones de la investigación, el Comité las transmitirá al Es-
tado Parte interesado junto con las observaciones y recomendaciones que estime 
oportunas.
4. En un plazo de seis meses después de recibir los resultados de la investigación y las 
observaciones y recomendaciones que le transmita el Comité, el Estado Parte intere-
sado presentará sus propias observaciones al Comité.
5. La investigación será de carácter confidencial y en todas sus etapas se solicitará la 
colaboración del Estado Parte.
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ARTÍCULO 9.-
1. El Comité podrá invitar al Estado Parte interesado a que incluya en el informe que 
ha de presentar con arreglo al artículo 18 de la Convención pormenores sobre cuales-
quiera medidas que hubiere adoptado en respuesta a una investigación efectuada con 
arreglo al artículo 8 del presente Protocolo.
2. Transcurrido el período de seis meses indicado en el párrafo 4 del artículo 8, el Co-
mité podrá, si es necesario, invitar al Estado Parte interesado a que le informe sobre 
cualquier medida adoptada como resultado de la investigación.

ARTÍCULO 10.-
1. Todo Estado Parte podrá, al momento de la firma o ratificación del presente Pro-
tocolo, o de la adhesión a él, declarar que no reconoce la competencia del Comité 
establecida en los artículos 8 y 9.
2. Todo Estado Parte que haya hecho una declaración con arreglo al párrafo 1 del pre-
sente artículo podrá retirar esa declaración en cualquier momento, previa notificación 
al Secretario General.

ARTÍCULO 11.- Cada Estado Parte adoptará todas las medidas necesarias para ga-
rantizar que las personas que se hallen bajo su jurisdicción no sean objeto de malos 
tratos ni intimidación como consecuencia de cualquier comunicación con el Comité de 
conformidad con el presente Protocolo.

ARTÍCULO 12.- El Comité incluirá en el informe anual que ha de presentar con arreglo 
al artículo 21 de la Convención, un resumen de sus actividades en virtud del presente 
Protocolo.

ARTÍCULO 13.- Cada Estado Parte se compromete a dar a conocer ampliamente la 
Convención y el presente Protocolo y a darles publicidad, así como a facilitar el acceso 
a información acerca de las opiniones y recomendaciones del Comité, en particular 
respecto de las cuestiones que guarden relación con ese Estado Parte.

ARTÍCULO 14.- El Comité elaborará su propio reglamento, que aplicará en ejercicio de 
las funciones que le confiere el presente Protocolo.

ARTÍCULO 15.-
1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de cualquier Estado que haya firmado 
la Convención, la haya ratificado o se haya adherido a ella.
2. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación por cualquier Estado que haya 
ratificado la Convención o se haya adherido a ella. Los instrumentos de ratificación se 
depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.
3. El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión de cualquier Estado que haya 
ratificado la Convención o se haya adherido a ella.
4. La adhesión se efectuará mediante el depósito del instrumento correspondiente en 
poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

ARTÍCULO 16.-
1. El presente Protocolo entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la fecha 
en que haya sido depositado en poder del Secretario General de las Naciones Unidas 
el décimo instrumento de ratificación o de adhesión.
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2. Para cada Estado que ratifique el presente Protocolo o se adhiera a él después de 
su entrada en vigor, este Protocolo entrará en vigor una vez transcurridos tres meses 
a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su propio instrumento de ratifi-
cación o de adhesión.

ARTÍCULO 17.- No se permitirá reserva alguna al presente Protocolo.

ARTÍCULO 18.-
1. Todo Estado Parte podrá proponer enmiendas al presente Protocolo y presentarlas 
al Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario General comunicará a los 
Estados Partes las enmiendas propuestas y les pedirá que notifiquen si desean que 
se convoque una conferencia de los Estados Partes para examinar las propuestas y 
someterlas a votación. Si un tercio al menos de los Estados Partes se declara en favor 
de tal conferencia, el Secretario General la convocará bajo los auspicios de las Nacio-
nes Unidas. Toda enmienda aprobada por la mayoría de los Estados Partes presentes 
y votantes en la conferencia se someterá a la aprobación de la Asamblea General de 
las Naciones Unidas.
2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas y aceptadas por una mayoría de dos tercios de los 
Estados Partes en el presente Protocolo, de conformidad con sus respectivos proce-
dimientos constitucionales.
3. Cuando tales enmiendas entren en vigor, serán obligatorias para los Estados Partes 
que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados Partes seguirán obligados 
por las disposiciones del presente Protocolo y por toda enmienda anterior que hubie-
sen aceptado.

ARTÍCULO 19.-
1. Cualquier Estado Parte podrá denunciar el presente Protocolo en cualquier momen-
to mediante notificación escrita dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. 
La denuncia surtirá efecto seis meses después de la fecha en que el Secretario General 
haya recibido la notificación.
2. La denuncia se hará sin perjuicio de que las disposiciones del presente Protocolo 
sigan aplicándose a cualquier comunicación presentada, con arreglo al artículo 2, o 
cualquier investigación iniciada, con arreglo al artículo 8, antes de la fecha de efectivi-
dad de la denuncia.

ARTÍCULO 20.- El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los 
Estados:

a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones relativas al presente Protocolo;
b) La fecha en que entre en vigor el presente Protocolo y cualquier enmienda en 
virtud del artículo 18;
c) Cualquier denuncia recibida en virtud del artículo 19.

Artículo 21.-
1. El presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso 
son igualmente auténticos, será depositado en los archivos de las Naciones Unidas.
2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas del presen-
te Protocolo a todos los Estados mencionados en el artículo 25 de la Convención.
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Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la 
Explotación de la Prostitución Ajena (1949)

Ratificada por Argentina el 30 de noviembre de 1957.
Adoptado por la Asamblea General en su Resolución 317 (IV), de 2 de diciembre de 
1949.
ENTRADA EN VIGOR: 25 de julio de 1951, de conformidad con el artículo 24.
PREÁMBULO 
Considerando que la prostitución y el mal que la acompaña, la trata de personas 
para fines de prostitución, son incompatibles con la dignidad y el valor de la persona 
humana y ponen en peligro el bienestar del individuo, de la familia y de la comunidad,
Considerando que, con respecto a la represión de la trata de mujeres y niños, están en 
vigor los siguientes instrumentos internacionales:
1) Acuerdo internacional del 18 de mayo de 1904 para la represión de la trata de blan-
cas, modificado por el Protocolo aprobado por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas el 3 de diciembre de 1948,
2) Convenio internacional del 4 de mayo de 1910 para la represión de la trata de blan-
cas, modificado por el precitado Protocolo,
3) Convenio internacional del 30 de septiembre de 1921 para la represión de la trata 
de mujeres y niños, modificado por el Protocolo aprobado por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas el 20 de octubre de 1947, 
4) Convenio internacional del 11 de octubre de 1933 para la represión de la trata de 
mujeres mayores de edad, modificado por el precitado Protocolo, 
Considerando que la Sociedad de las Naciones redactó en 1937 un proyecto de Con-
venio para extender el alcance de tales instrumentos, y 
Considerando que la evolución de la situación desde 1937 hace posible la conclusión 
de un Convenio para fusionar los instrumentos precitados en uno que recoja el fondo 
del proyecto de Convenio de 1937, así como las modificaciones que se estime con-
veniente introducir, 
Por lo tanto,
Las Partes Contratantes 
Convienen por el presente en lo que a continuación se establece:

ARTÍCULO 1.- Las Partes en el presente Convenio se comprometen a castigar a toda 
persona que, para satisfacer las pasiones de otra: 
1) Concertare la prostitución de otra persona, aun con el consentimiento de tal persona; 
2) Explotare la prostitución de otra persona, aun con el consentimiento de tal persona. 

ARTÍCULO 2.- Las Partes en el presente Convenio se comprometen asimismo a cas-
tigar a toda persona que: 
1) Mantuviere una casa de prostitución, la administrare o a sabiendas la sostuviere o 
participare en su financiamiento;
2) Diere o tomare a sabiendas en arriendo un edificio u otro local, o cualquier parte de 
los mismos, para explotar la prostitución ajena. 

ARTÍCULO 3.- En la medida en que lo permitan las leyes nacionales serán también 
castigados toda tentativa de cometer las infracciones mencionadas en los artículos 1 
y 2 y todo acto preparatorio de su comisión. 
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ARTÍCULO 4.- En la medida en que lo permitan las leyes naciona-
les, será también punible la participación intencional en cualquie-
ra de los actos delictuosos mencionados en los artículos 1 y 2.  
En la medida en que lo permitan las leyes nacionales, los actos de participación serán 
considerados como infracciones distintas en todos los casos en que ello sea necesario 
para evitar la impunidad. 

ARTÍCULO 5.- Cuando las personas perjudicadas tuvieren derecho, con arreglo a las 
leyes nacionales, a constituirse en parte civil respecto a cualquiera de las infracciones 
mencionadas en el presente Convenio, los extranjeros tendrán el mismo derecho en 
condiciones de igualdad con los nacionales. 

ARTÍCULO 6.- Cada una de las Partes en el presente Convenio conviene en adop-
tar todas las medidas necesarias para derogar o abolir cualquier ley, reglamento o 
disposición administrativa vigente, en virtud de la cual las personas dedicadas a la 
prostitución o de quienes se sospeche que se dedican a ella, tengan que inscribirse en 
un registro especial, que poseer un documento especial o que cumplir algún requisito 
excepcional para fines de vigilancia o notificación. 

ARTÍCULO 7.- En la medida en que lo permitan las leyes nacionales, las condenas 
anteriores pronunciadas en Estados extranjeros por las infracciones mencionadas en 
el presente Convenio, se tendrán en cuenta para:
1) Determinar la reincidencia;
2) Inhabilitar al infractor para el ejercicio de sus derechos civiles o políticos. 

ARTÍCULO 8.- Las infracciones mencionadas en los artículos 1 y 2 del presente Con-
venio serán consideradas como casos de extradición en todo tratado de extradición 
ya concertado o que ulteriormente se concierte entre cualesquiera de las Partes en el 
presente Convenio. 
Las Partes en el presente Convenio que no subordinen la extradición a la existencia de 
un tratado deberán reconocer en adelante las infracciones mencionadas en los artícu-
los 1 y 2 del presente Convenio como casos de extradición entre ellas. 
La extradición será concedida con arreglo a las leyes del Estado al que se formulare la 
petición de extradición. 

ARTÍCULO 9.- En los Estados cuya legislación no admita la extradición de nacionales, 
los nacionales que hubieren regresado a su propio Estado después de haber come-
tido en el extranjero cualquiera de las infracciones mencionadas en los artículos 1 y 2 
del presente Convenio, serán enjuiciados y castigados por los tribunales de su propio 
Estado. 
No se aplicará esta disposición cuando, en casos análogos entre las Partes en el pre-
sente Convenio, no pueda concederse la extradición de un extranjero. 

ARTÍCULO 10.- Las disposiciones del artículo 9 no se aplicarán cuando el inculpado 
hubiere sido enjuiciado en un Estado extranjero y, caso de haber sido condenado, hu-
biere cumplido su condena o se le hubiere condonado o reducido la pena con arreglo 
a lo dispuesto en las leyes de tal Estado extranjero. 

ARTÍCULO 11.- Ninguna de las disposiciones del presente Convenio deberá 
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interpretarse en el sentido de prejuzgar la actitud de cualquiera de las Partes respecto 
a la cuestión general de los límites de la jurisdicción penal en derecho internacional. 

ARTÍCULO 12.- El presente Convenio no afecta al principio de que las infracciones a 
que se refiere habrán de ser definidas, enjuiciadas y castigadas, en cada Estado, con-
forme a sus leyes nacionales. 

ARTÍCULO 13.- Las Partes en el presente Convenio estarán obligadas a ejecutar las 
comisiones rogatorias relativas a las infracciones mencionadas en este Convenio, con-
forme a sus leyes y prácticas nacionales. 
La transmisión de comisiones rogatorias se efectuará: 
1) Por comunicación directa entre las autoridades judiciales; 
2) Por comunicación directa entre los Ministros de Justicia de los dos Estados, o por 
comunicación directa de otra autoridad competente del Estado que formulare la solici-
tud al Ministro de Justicia del Estado al cual le fuese formulada la solicitud; o 
3) Por conducto del representante diplomático o consular del Estado que formulare la 
solicitud, acreditado en el Estado al cual le fuese formulada la solicitud; tal representan-
te enviará las comisiones rogatorias directamente a la autoridad judicial competente o 
a la autoridad indicada por el gobierno del Estado al cual le fuese formulada la solicitud, 
y deberá recibir, directamente de tal autoridad, los documentos que constituyan la 
ejecución de las comisiones rogatorias. 
En los casos 1 y 3, se enviará siempre una copia de la comisión rogatoria a la autoridad 
superior del Estado al cual le fuese formulada la solicitud. 
Salvo acuerdo en contrario, las comisiones rogatorias serán redactadas en el idioma 
de la autoridad que formulare la solicitud, pero el Estado al cual le fuese formulada la 
solicitud podrá pedir una traducción a su propio idioma, certificada conforme al original 
por la autoridad que formulare la solicitud. 
Cada una de las Partes en el presente Convenio notificará a cada una de las demás 
Partes cuál o cuáles de los medios de transmisión anteriormente mencionados reco-
nocerá para las comisiones rogatorias de tal Parte. 
Hasta que un Estado haya hecho tal notificación, seguirá en vigor el procedimiento que 
utilice normalmente en cuanto a las comisiones rogatorias. 
La ejecución de las comisiones rogatorias no dará lugar a reclamación de reembolso 
por derechos o gastos de ninguna clase, salvo los gastos de peritaje. 
Nada de lo dispuesto en el presente artículo deberá interpretarse en el sentido de com-
prometer a las Partes en el presente Convenio a adoptar en materia penal cualquier 
forma o método de prueba que sea incompatible con sus leyes nacionales. 

ARTÍCULO 14.- Cada una de las Partes en el presente Convenio establecerá o man-
tendrá un servicio encargado de coordinar y centralizar los resultados de las investiga-
ciones sobre las infracciones a que se refiere el presente Convenio. 
Tales servicios tendrán a su cargo la compilación de toda información que pueda faci-
litar la prevención y el castigo de las infracciones a que se refiere el presente Convenio 
y deberán mantener estrechas relaciones con los servicios correspondientes de los 
demás Estados. 

ARTÍCULO 15.- En la medida en que lo permitan las leyes nacionales y en que las 
autoridades encargadas de los servicios mencionados en el artículo 14 lo estimen 
conveniente, tales autoridades deberán suministrar a los encargados de los servicios 
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correspondientes en otros Estados los datos siguientes: 
1) Información detallada respecto a cualquiera de las infracciones mencionadas en el 
presente Convenio o a las tentativas de cometerlas; 
2) Información detallada acerca de cualquier enjuiciamiento, detención, condena, ne-
gativa de admisión o expulsión de personas culpables de cualquiera de las infraccio-
nes mencionadas en el presente Convenio, así como de los desplazamientos de tales 
personas y cualesquiera otros datos pertinentes.
Los datos suministrados en esta forma habrán de incluir la descripción de los infracto-
res, sus impresiones digitales, fotografías, métodos de operación, antecedentes poli-
ciales y antecedentes penales. 

ARTÍCULO 16.- Las Partes en el presente Convenio se comprometen a adoptar medi-
das para la prevención de la prostitución y para la rehabilitación y adaptación social de 
las víctimas de la prostitución y de las infracciones a que se refiere el presente Conve-
nio, o a estimular la adopción de tales medidas, por sus servicios públicos o privados 
de carácter educativo, sanitario, social, económico y otros servicios conexos. 

ARTÍCULO 17.- Las Partes en el presente Convenio se comprometen a adoptar o 
mantener, en relación con la inmigración y la emigración, las medidas que sean nece-
sarias, con arreglo a sus obligaciones en virtud del presente Convenio, para combatir 
la trata de personas de uno u otro sexo para fines de prostitución. 
En especial se comprometen: 
1) A promulgar las disposiciones reglamentarias que sean necesarias para proteger 
a los inmigrantes o emigrantes, y en particular a las mujeres y a los niños, tanto en el 
lugar de llegada o de partida como durante el viaje; 
2) A adoptar disposiciones para organizar una publicidad adecuada en que se advierta 
al público el peligro de dicha trata; 
3) A adoptar las medidas adecuadas para garantizar la vigilancia en las estaciones 
de ferrocarril, en los aeropuertos, en los puertos marítimos y durante los viajes y en 
otros lugares públicos, a fin de impedir la trata internacional de personas para fines de 
prostitución; 
4) A adoptar las medidas adecuadas para informar a las autoridades competentes de 
la llegada de personas que prima facie parezcan ser culpables o cómplices de dicha 
trata o víctimas de ellas. 

ARTÍCULO 18.- Las Partes en el presente Convenio se comprometen, con arreglo a 
las condiciones prescritas en sus leyes nacionales, a tomar declaraciones a las per-
sonas extranjeras dedicadas a la prostitución, con objeto de establecer su identidad 
y estado civil y de determinar las causas que les obligaron a salir de su Estado. Los 
datos obtenidos en esta forma serán comunicados a las autoridades del Estado de 
origen de tales personas, con miras a su repatriación eventual.

ARTÍCULO 19.- Las Partes en el presente Convenio se comprometen, con arreglo a 
las condiciones prescritas en sus leyes nacionales y sin perjuicio del enjuiciamiento o 
de otra acción por violaciones de sus disposiciones, en cuanto sea posible: 
1) A adoptar las medidas adecuadas para proporcionar ayuda y mantener a las vícti-
mas indigentes de la trata internacional de personas para fines de prostitución, mien-
tras se tramita su repatriación; 
2) A repatriar a las personas a que se refiere el artículo 18 que desearen ser repatriadas 
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o que fueren reclamadas por personas que tengan autoridad sobre ellas, o cuya 
expulsión se ordenare conforme a la ley. La repatriación se llevará a cabo únicamente 
previo acuerdo con el Estado de destino en cuanto a la identidad y la nacionalidad de 
las personas de que se trate, así como respecto al lugar y a la fecha de llegada a las 
fronteras. Cada una de las Partes en el presente Convenio facilitará el tránsito de tales 
personas a través de su territorio. 
Cuando las personas a que se refiere el párrafo precedente no pudieren devolver el 
importe de los gastos de su repatriación y carecieren de cónyuge, parientes o tutores 
que pudieren sufragarlos, la repatriación hasta la frontera, el puerto de embarque o el 
aeropuerto más próximo en dirección del Estado de origen, será costeada por el Esta-
do de residencia y el costo del resto del viaje será sufragado por el Estado de origen.

ARTÍCULO 20.- Las Partes en el presente Convenio, si no lo hubieren hecho ya, debe-
rán adoptar las medidas necesarias para la inspección de las agencias de colocación, 
a fin de impedir que las personas que buscan trabajo, en especial las mujeres y los 
niños, se expongan al peligro de la prostitución. 

ARTÍCULO 21.- Las Partes en el presente Convenio comunicarán al Secretario General 
de las Naciones Unidas las leyes y reglamentos que ya hubieren sido promulgados en 
sus Estados y, en lo sucesivo, comunicarán anualmente toda ley o reglamento que 
promulgaren respecto a las materias a que se refiere el presente Convenio, así como 
toda medida adoptada por ellas en cuanto a la aplicación del Convenio. Las informa-
ciones recibidas serán publicadas periódicamente por el Secretario General y enviadas 
a todos los Miembros de las Naciones Unidas y a los Estados no miembros a los que 
se comunique oficialmente el presente Convenio con arreglo al artículo 23. 

ARTÍCULO 22.- En caso de que surgiere una controversia entre las Partes en el pre-
sente Convenio, respecto a su interpretación o aplicación, y que tal controversia no 
pudiere ser resuelta por otros medios, será sometida a la Corte Internacional de Justi-
cia, a petición de cualquiera de las Partes en la controversia. 

ARTÍCULO 23.- El presente Convenio quedará abierto a la firma de todo Miembro de 
las Naciones Unidas, así como de cualquier otro Estado al cual el Consejo Económico 
y Social hubiere dirigido una invitación al efecto. 
El presente Convenio será ratificado y los instrumentos de ratificación serán deposita-
dos en la Secretaría General de las Naciones Unidas. 
Los Estados a que se refiere el párrafo primero, que no hayan firmado el Convenio, 
podrán adherirse a él. 
La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de adhesión en la 
Secretaría General de las Naciones Unidas. 
A los efectos del presente Convenio, el término “Estado” comprenderá igualmente a 
todas las colonias y territorios bajo fideicomiso de un Estado que firme el Convenio o 
se adhiera a él, así como a todos los demás territorios de cuyas relaciones internacio-
nales sea responsable tal Estado. 

ARTÍCULO 24.- El presente Convenio entrará en vigor noventa días después de la 
fecha de depósito del segundo instrumento de ratificación o adhesión. 
Respecto a cada Estado que ratifique el Convenio, o se adhiera a él, después del de-
pósito del segundo instrumento de ratificación o adhesión, el Convenio entrará en vigor 
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noventa días después del depósito por tal Estado de su instrumento de ratificación o 
adhesión. 

ARTÍCULO 25.- Transcurridos cinco años después de su entrada en vigor, cualquier 
Parte en el presente Convenio podrá denunciarlo mediante notificación por escrito 
dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. 
Tal denuncia surtirá efecto, con respecto a la Parte que la formule, un año después de 
la fecha en que sea recibida por el Secretario General de las Naciones Unidas. 

ARTÍCULO 26.- El Secretario General de las Naciones Unidas notificará a todos los 
Miembros de las Naciones Unidas y a los Estados no miembros a los que se refiere el 
artículo 23: 

a) De las firmas, ratificaciones y adhesiones, recibidas con arreglo al artículo 23; 
b) De la fecha en que el presente Convenio entrará en vigor, con arreglo al 
artículo 24; 
c) De las denuncias recibidas con arreglo al artículo 25.

ARTÍCULO 27.- Cada Parte en el presente Convenio se compromete a adoptar, de 
conformidad con su Constitución, las medidas legislativas o de otra índole necesarias 
para garantizar la aplicación del presente Convenio. 

ARTÍCULO 28.- Las disposiciones del presente Convenio abrogarán, en las relaciones 
entre las Partes en el mismo, las disposiciones de los instrumentos internacionales 
mencionados en los incisos 1, 2, 3 y 4 del segundo párrafo del Preámbulo, cada uno 
de los cuales se considerará caducado cuando todas las Partes en el mismo hayan 
llegado a ser Partes en el presente Convenio. 
PROTOCOLO FINAL
Nada en el presente Convenio podrá interpretarse en perjuicio de cualquier legislación 
que, para la aplicación de las disposiciones encaminadas a obtener la represión de la 
trata de personas y de la explotación de la prostitución ajena, prevea condiciones más 
severas que las estipuladas por el presente Convenio. 
Las disposiciones de los artículos 23 a 26 inclusive del Convenio se aplicarán a este Protocolo. 

Convenio 182 de la OIT sobre la Prohibición de las Peores 
Formas de Trabajo Infantil y la Acción Inmediata para su 
Eliminación

Ratificado por Argentina el 5 de febrero de 2001.
La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo:
Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina Internacional 
del Trabajo y congregada en dicha ciudad el 1º de junio de 1999 en su octogésima 
séptima reunión;
Considerando la necesidad de adoptar nuevos instrumentos para la prohibición y la 
eliminación de las peores formas de trabajo infantil, principal prioridad de la acción 
nacional e internacional, incluidas la cooperación y la asistencia internacionales, como 
complemento del Convenio y la Recomendación sobre la edad mínima de admisión al 
empleo, 1973, que siguen siendo instrumentos fundamentales sobre el trabajo infantil;
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Considerando que la eliminación efectiva de las peores formas de trabajo infantil re-
quiere una acción inmediata y general que tenga en cuenta la importancia de la edu-
cación básica gratuita y la necesidad de librar de todas esas formas de trabajo a los 
niños afectados y asegurar su rehabilitación y su inserción social al mismo tiempo que 
se atiende a las necesidades de sus familias;
Recordando la resolución sobre la eliminación del trabajo infantil, adoptada por la Con-
ferencia Internacional del Trabajo en su 83ª reunión, celebrada en 1996;
Reconociendo que el trabajo infantil se debe en gran parte a la pobreza, y que la 
solución a largo plazo radica en un crecimiento económico sostenido conducente al 
progreso social, en particular a la mitigación de la pobreza y a la educación universal;
Recordando la Convención sobre los Derechos del Niño adoptada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989;
Recordando la Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos fundamentales 
en el trabajo y su seguimiento, adoptada por la Conferencia Internacional del Trabajo 
en su 86ª reunión, celebrada en 1998;
Recordando que algunas de las peores formas de trabajo infantil son objeto de otros 
instrumentos internacionales, en particular el Convenio sobre el trabajo forzoso, 1930, 
y la Convención suplementaria de las Naciones Unidas sobre la abolición de la esclavi-
tud, la trata de esclavos y las instituciones y prácticas análogas a la esclavitud, 1956;
Después de haber decidido adoptar varias proposiciones relativas al trabajo infantil, 
cuestión que constituye el cuarto punto del orden del día de la reunión, y
Después de haber determinado que dichas proposiciones revistan la forma de un con-
venio internacional, adopta, con fecha diecisiete de junio de mil novecientos noventa y 
nueve, el siguiente Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre las peores 
formas de trabajo infantil, 1999:

ARTÍCULO 1.- Todo Miembro que ratifique el presente Convenio deberá adoptar me-
didas inmediatas y eficaces para conseguir la prohibición y la eliminación de las peores 
formas de trabajo infantil con carácter de urgencia.

ARTÍCULO 2.- A los efectos del presente Convenio, el término “niño” designa a toda 
persona menor de 18 años.

ARTÍCULO 3.- A los efectos del presente Convenio, la expresión “las peores formas de 
trabajo infantil” abarca:

a) todas las formas de esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, como 
la venta y el tráfico de niños, la servidumbre por deudas y la condición de siervo, 
y el trabajo forzoso u obligatorio, incluido el reclutamiento forzoso u obligatorio 
de niños para utilizarlos en conflictos armados;
b) la utilización, el reclutamiento o la oferta de niños para la prostitución, la pro-
ducción de pornografía o actuaciones pornográficas;
c) la utilización, el reclutamiento o la oferta de niños para la realización de ac-
tividades ilícitas, en particular la producción y el tráfico de estupefacientes, tal 
como se definen en los tratados internacionales pertinentes, y
d) el trabajo que, por su naturaleza o por las condiciones en que se lleva a cabo, 
es probable que dañe la salud, la seguridad o la moralidad de los niños.

ARTÍCULO 4.-
1. Los tipos de trabajo a que se refiere el artículo 3, d) deberán ser determinados por 
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la legislación nacional o por la autoridad competente, previa consulta con las organiza-
ciones de empleadores y de trabajadores interesadas y tomando en consideración las 
normas internacionales en la materia, en particular los párrafos 3 y 4 de la Recomen-
dación sobre las peores formas de trabajo infantil, 1999.
2. La autoridad competente, previa consulta con las organizaciones de empleadores 
y de trabajadores interesadas, deberá localizar dónde se practican los tipos de trabajo 
determinados a tenor del párrafo 1 de este artículo.
3. Deberá examinarse periódicamente y, en caso necesario, revisarse la lista de los 
tipos de trabajo determinados a tenor del párrafo 1 de este artículo, en consulta con 
las organizaciones de empleadores y de trabajadores interesadas.

ARTÍCULO 5.- Todo Miembro, previa consulta con las organizaciones de empleadores 
y de trabajadores, deberá establecer o designar mecanismos apropiados para vigilar la 
aplicación de las disposiciones por las que se dé efecto al presente Convenio.

ARTÍCULO 6.-
1. Todo Miembro deberá elaborar y poner en práctica programas de acción para elimi-
nar, como medida prioritaria, las peores formas de trabajo infantil.
2. Dichos programas de acción deberán elaborarse y ponerse en práctica en consulta 
con las instituciones gubernamentales competentes y las organizaciones de emplea-
dores y de trabajadores, tomando en consideración las opiniones de otros grupos 
interesados, según proceda.

ARTÍCULO 7.-
1. Todo Miembro deberá adoptar cuantas medidas sean necesarias para garantizar la 
aplicación y el cumplimiento efectivos de las disposiciones por las que se dé efecto al 
presente Convenio, incluidos el establecimiento y la aplicación de sanciones penales 
o, según proceda, de otra índole.
2. Todo Miembro deberá adoptar, teniendo en cuenta la importancia de la educación 
para la eliminación del trabajo infantil, medidas efectivas y en un plazo determinado 
con el fin de:

a) impedir la ocupación de niños en las peores formas de trabajo infantil;
b) prestar la asistencia directa necesaria y adecuada para librar a los niños de las 
peores formas de trabajo infantil y asegurar su rehabilitación e inserción social;
c) asegurar a todos los niños que hayan sido librados de las peores formas de 
trabajo infantil el acceso a la enseñanza básica gratuita y, cuando sea posible y 
adecuado, a la formación profesional;
d) identificar a los niños que están particularmente expuestos a riesgos y entrar 
en contacto directo con ellos, y
e) tener en cuenta la situación particular de las niñas. 

3. Todo Miembro deberá designar la autoridad competente encargada de la aplicación 
de las disposiciones por las que se dé efecto al presente Convenio.

ARTÍCULO 8.- Los Miembros deberán tomar medidas apropiadas para ayudarse recí-
procamente a fin de aplicar las disposiciones del presente Convenio por medio de una 
mayor cooperación y/o asistencia internacionales, incluido el apoyo al desarrollo social 
y económico, los programas de erradicación de la pobreza y la educación universal.

ARTÍCULO 9.- Las ratificaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, 
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para su registro, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo.

ARTÍCULO 10.-
1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la Organización Interna-
cional del Trabajo cuyas ratificaciones haya registrado el Director General de la Oficina 
Internacional del Trabajo.
2. Entrará en vigor 12 meses después de la fecha en que las ratificaciones de dos 
Miembros hayan sido registradas por el Director General.
3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada Miembro, 12 
meses después de la fecha en que haya sido registrada su ratificación.

ARTÍCULO 11.-
1. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo a la expiración 
de un período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto inicialmente en 
vigor, mediante un acta comunicada, para su registro, al Director General de la Oficina 
Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta un año después de la 
fecha en que se haya registrado.
2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de un año des-
pués de la expiración del período de diez años mencionado en el párrafo precedente, 
no haga uso del derecho de denuncia previsto en este artículo quedará obligado du-
rante un nuevo período de diez años, y en lo sucesivo podrá denunciar este Convenio 
a la expiración de cada período de diez años, en las condiciones previstas en este 
artículo.

ARTÍCULO 12.-
1. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a todos los Miem-
bros de la Organización Internacional del Trabajo el registro de cuantas ratificaciones, 
declaraciones y actas de denuncia le comuniquen los Miembros de la Organización.
2. Al notificar a los Miembros de la Organización el registro de la segunda ratificación 
que le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención de los Miembros 
de la Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el presente Convenio.

ARTÍCULO 13.- El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará 
al Secretario General de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de conformi-
dad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, una información completa 
sobre todas las ratificaciones, declaraciones y actas de denuncia que haya registrado 
de acuerdo con los artículos precedentes.

ARTÍCULO 14.- Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de Administración de 
la Oficina Internacional del Trabajo presentará a la Conferencia una memoria sobre la 
aplicación del Convenio, y considerará la conveniencia de incluir en el orden del día de 
la Conferencia la cuestión de su revisión total o parcial.

ARTÍCULO 15.-
1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una revisión 
total o parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio contenga disposiciones 
en contrario:

a) la ratificación, por un Miembro, del nuevo convenio revisor implicará ipso jure la 
denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones contenidas 
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en el artículo 11, siempre que el nuevo convenio revisor haya entrado en vigor;
b) a partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el presente 
Convenio cesará de estar abierto a la ratificación por los Miembros.

2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido actuales, 
para los Miembros que lo hayan ratificado y no ratifiquen el convenio revisor.

ARTÍCULO 16.- Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igual-
mente auténticas.

Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de 
Personas, Especialmente Mujeres y Niños, que complementa 
la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional

Ratificada por Argentina el 1° de agosto de 2002.
PREÁMBULO
Los Estados Parte en el presente Protocolo, 
Declarando que para prevenir y combatir eficazmente la trata de personas, especial-
mente mujeres y niños, se requiere un enfoque amplio e internacional en los países 
de origen, tránsito y destino que incluya medidas para prevenir dicha trata, sancionar 
a los traficantes y proteger a las víctimas de esa trata, en particular amparando sus 
derechos humanos internacionalmente reconocidos,
Teniendo en cuenta que si bien existe una gran variedad de instrumentos jurídicos in-
ternacionales que contienen normas y medidas prácticas para combatir la explotación 
de las personas, especialmente las mujeres y los niños, no hay ningún instrumento 
universal que aborde todos los aspectos de la trata de personas,
Preocupados porque de no existir un instrumento de esa naturaleza las personas vul-
nerables a la trata no estarán suficientemente protegidas, 
Recordando la resolución 53/111 de la Asamblea General, de 9 de diciembre de 1998, 
en la que la Asamblea decidió establecer un comité especial intergubernamental de 
composición abierta encargado de elaborar una convención internacional amplia con-
tra la delincuencia transnacional organizada y de examinar la elaboración, entre otras 
cosas, de un instrumento internacional relativo a la trata de mujeres y de niños, 
Convencidos de que para prevenir y combatir ese delito será útil complementar la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional 
con un instrumento internacional destinado a prevenir, reprimir y sancionar la trata de 
personas, especialmente mujeres y niños,
Acuerdan lo siguiente:

I. Disposiciones generales 

ARTÍCULO 1.- Relación con la Convención de las Naciones Unidas contra la Delin-
cuencia Organizada Transnacional
1. El presente Protocolo complementa la Convención de las Naciones Unidas contra 
la Delincuencia Organizada Transnacional y se interpretará juntamente con la Conven-
ción.
2. Las disposiciones de la Convención se aplicarán mutatis mutandis al presente 
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Protocolo, a menos que en él se disponga otra cosa.
3. Los delitos tipificados con arreglo al artículo 5 del presente Protocolo se considera-
rán delitos tipificados con arreglo a la Convención.

ARTÍCULO 2.- Finalidad
Los fines del presente Protocolo son:

a) Prevenir y combatir la trata de personas, prestando especial atención a las 
mujeres y los niños;
b) Proteger y ayudar a las víctimas de dicha trata, respetando plenamente sus 
derechos humanos; y
c) Promover la cooperación entre los Estados Parte para lograr esos fines.

ARTÍCULO 3.- Definiciones
Para los fines del presente Protocolo:

a) Por “trata de personas” se entenderá la captación, el transporte, el traslado, 
la acogida o la recepción de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de 
la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso 
de poder o de una situación de vulnerabilidad o a la concesión o recepción de 
pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga 
autoridad sobre otra, con fines de explotación. Esa explotación incluirá, como 
mínimo, la explotación de la prostitución ajena u otras formas de explotación 
sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a 
la esclavitud, la servidumbre o la extracción de órganos;
b) El consentimiento dado por la víctima de la trata de personas a toda forma de 
explotación que se tenga la intención de realizar descrita en el apartado a) del 
presente artículo no se tendrá en cuenta cuando se haya recurrido a cualquiera 
de los medios enunciados en dicho apartado;
c) La captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de un niño 
con fines de explotación se considerará “trata de personas” incluso cuando no 
se recurra a ninguno de los medios enunciados en el apartado a) del presente 
artículo;
d) Por “niño” se entenderá toda persona menor de 18 años.

ARTÍCULO 4.- Ámbito de aplicación
A menos que contenga una disposición en contrario, el presente Protocolo se aplicará 
a la prevención, investigación y penalización de los delitos tipificados con arreglo al 
artículo 5 del presente Protocolo, cuando esos delitos sean de carácter transnacional 
y entrañen la participación de un grupo delictivo organizado, así como a la protección 
de las víctimas de esos delitos.

ARTÍCULO 5.- Penalización
1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean ne-
cesarias para tipificar como delito en su derecho interno las conductas enunciadas en 
el artículo 3 del presente Protocolo, cuando se cometan intencionalmente.
2. Cada Estado Parte adoptará asimismo las medidas legislativas y de otra índole que 
sean necesarias para tipificar como delito:

a) Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico, la ten-
tativa de comisión de un delito tipificado con arreglo al párrafo 1 del presente 
artículo;
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b) La participación como cómplice en la comisión de un delito tipificado con 
arreglo al párrafo 1 del presente artículo; y
c) La organización o dirección de otras personas para la comisión de un delito 
tipificado con arreglo al párrafo 1 del presente artículo.

II. Protección de las víctimas de la trata de personas

ARTÍCULO 6.- Asistencia y protección a las víctimas de la trata de personas	
1. Cuando proceda y en la medida que lo permita su derecho interno, cada Estado 
Parte protegerá la privacidad y la identidad de las víctimas de la trata de personas, en 
particular, entre otras cosas, previendo la confidencialidad de las actuaciones judicia-
les relativas a dicha trata.
2. Cada Estado Parte velará por que su ordenamiento jurídico o administrativo interno 
prevea medidas con miras a proporcionar a las víctimas de la trata de personas, cuan-
do proceda:

a) Información sobre procedimientos judiciales y administrativos pertinentes;
b) Asistencia encaminada a permitir que sus opiniones y preocupaciones se 
presenten y examinen en las etapas apropiadas de las actuaciones penales 
contra los delincuentes sin que ello menoscabe los derechos de la defensa.

3. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de aplicar medidas destinadas a pre-
ver la recuperación física, sicológica y social de las víctimas de la trata de personas, 
incluso, cuando proceda, en cooperación con organizaciones no gubernamentales, 
otras organizaciones pertinentes y demás sectores de la sociedad civil, y en particular 
mediante el suministro de:

a) Alojamiento adecuado;
b) Asesoramiento e información, en particular con respecto a sus derechos jurídi-
cos, en un idioma que las víctimas de la trata de personas puedan comprender;
c) Asistencia médica, sicológica y material; y
d) Oportunidades de empleo, educación y capacitación.

4. Cada Estado Parte tendrá en cuenta, al aplicar las disposiciones del presente artí-
culo, la edad, el sexo y las necesidades especiales de las víctimas de la trata de per-
sonas, en particular las necesidades especiales de los niños, incluidos el alojamiento, 
la educación y el cuidado adecuados.
5. Cada Estado Parte se esforzará por prever la seguridad física de las víctimas de la 
trata de personas mientras se encuentren en su territorio.
6. Cada Estado Parte velará por que su ordenamiento jurídico interno prevea medidas 
que brinden a las víctimas de la trata de personas la posibilidad de obtener indemniza-
ción por los daños sufridos.

ARTÍCULO 7.- Régimen aplicable a las víctimas de la trata de personas en el Estado 
receptor
1. Además de adoptar las medidas previstas en el artículo 6 del presente Protocolo, 
cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar medidas legislativas u otras 
medidas apropiadas que permitan a las víctimas de la trata de personas permanecer 
en su territorio, temporal o permanentemente, cuando proceda.
2. Al aplicar la disposición contenida en el párrafo 1 del presente artículo, cada Estado 
Parte dará la debida consideración a factores humanitarios y personales.

ARTÍCULO 8.- Repatriación de las víctimas de la trata de personas
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1. El Estado Parte del que sea nacional una víctima de la trata de personas o en el que 
ésta tuviese derecho de residencia permanente en el momento de su entrada en el 
territorio del Estado Parte receptor facilitará y aceptará, sin demora indebida o injustifi-
cada, la repatriación de esa persona teniendo debidamente en cuenta su seguridad.
2. Cuando un Estado Parte disponga la repatriación de una víctima de la trata de per-
sonas a un Estado Parte del que esa persona sea nacional o en el que tuviese derecho 
de residencia permanente en el momento de su entrada en el territorio del Estado 
Parte receptor, velará 	 por que dicha repatriación se realice teniendo debidamente 
en cuenta la seguridad de esa persona, así como el estado de cualquier procedimiento 
legal relacionado con el hecho de que la persona es una víctima de la trata, y preferen-
temente de forma voluntaria.
3. Cuando lo solicite un Estado Parte receptor, todo Estado Parte requerido verificará, 
sin demora indebida o injustificada, si la víctima de la trata de personas es uno de sus 
nacionales o tenía derecho de residencia permanente en su territorio en el momento 
de su entrada en el territorio del Estado Parte receptor.
4. A fin de facilitar la repatriación de toda víctima de la trata de personas que carezca 
de la debida documentación, el Estado Parte del que esa persona sea nacional o en 
el que tuviese derecho de residencia permanente en el momento de su entrada en el 
territorio del Estado Parte receptor convendrá en expedir, previa solicitud del Estado 
Parte receptor, los documentos de viaje o autorización de otro tipo que sean necesa-
rios para que la persona pueda viajar a su territorio y reingresar en él.
5. El presente artículo no afectará a los derechos reconocidos a las víctimas de la trata 
de personas con arreglo al derecho interno del Estado Parte receptor.
6. El presente artículo se entenderá sin perjuicio de cualquier acuerdo o arreglo bilateral 
o multilateral aplicable que rija, total o parcialmente, la repatriación de las víctimas de 
la trata de personas.

III. Medidas de prevención, cooperación y otras medidas

ARTÍCULO 9.- Prevención de la trata de personas
1. Los Estados Parte establecerán políticas, programas y otras medidas de carácter 
amplio con miras a:

a) Prevenir y combatir la trata de personas; y
b) Proteger a las víctimas de trata de personas, especialmente las mujeres y los 
niños, contra un nuevo riesgo de victimización.

2. Los Estados Parte procurarán aplicar medidas tales como actividades de investiga-
ción y campañas de información y difusión, así como iniciativas sociales y económicas, 
con miras a prevenir y combatir la trata de personas.
3. Las políticas, los programas y demás medidas que se adopten de conformidad con 
el presente artículo incluirán, cuando proceda, la cooperación con organizaciones no 
gubernamentales, otras organizaciones pertinentes y otros sectores de la sociedad 
civil.
4. Los Estados Parte adoptarán medidas o reforzarán las ya existentes, recurriendo 
en particular a la cooperación bilateral o multilateral, a fin de mitigar factores como la 
pobreza, el subdesarrollo y la falta de oportunidades equitativas que hacen a las per-
sonas, especialmente las mujeres y los niños, vulnerables a la trata.
5. Los Estados Parte adoptarán medidas legislativas o de otra índole, tales como me-
didas educativas, sociales y culturales, o reforzarán las ya existentes, recurriendo en 
particular a la cooperación bilateral y multilateral, a fin de desalentar la demanda que 
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propicia cualquier forma de explotación conducente a la trata de personas, especial-
mente mujeres y niños.

ARTÍCULO 10.- Intercambio de información y capacitación
1. Las autoridades de los Estados Parte encargadas de hacer cumplir la ley, así como 
las autoridades de inmigración u otras autoridades competentes, cooperarán entre sí, 
según proceda, intercambiando información, de conformidad con su derecho interno, 
a fin de poder determinar:

a) Si ciertas personas que cruzan o intentan cruzar una frontera internacional 
con documentos de viaje pertenecientes a terceros o sin documentos de viaje 
son autores o víctimas de la trata de personas;
b) Los tipos de documento de viaje que ciertas personas han utilizado o intentado 
utilizar para cruzar una frontera internacional con fines de trata de personas; y
c) Los medios y métodos utilizados por grupos delictivos organizados para los 
fines de la trata de personas, incluidos la captación y el transporte, las rutas y los 
vínculos entre personas y grupos involucrados en dicha trata, así como posibles 
medidas para detectarlos.

2. Los Estados Parte impartirán a los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, 
así como a los de inmigración y a otros funcionarios pertinentes, capacitación en la 
prevención de la trata de personas o reforzarán dicha capacitación, según proceda. 
Ésta deberá centrarse en los métodos aplicados para prevenir dicha trata, enjuiciar 
a los traficantes y proteger los derechos de las víctimas, incluida la protección de las 
víctimas frente a los traficantes. La capacitación también deberá tener en cuenta la 
necesidad de considerar los derechos humanos y las cuestiones relativas al niño y a 
la mujer, así como fomentar la cooperación con organizaciones no gubernamentales, 
otras organizaciones pertinentes y demás sectores de la sociedad civil.
3. El Estado Parte receptor de dicha información dará cumplimiento a toda solicitud 
del Estado Parte que la haya facilitado en el sentido de imponer restricciones a su 
utilización.

ARTÍCULO 11.- Medidas fronterizas
1. Sin perjuicio de los compromisos internacionales relativos a la libre circulación de 
personas, los Estados Parte reforzarán, en la medida de lo posible, los controles fron-
terizos que sean necesarios para prevenir y detectar la trata de personas.
2. Cada Estado Parte adoptará medidas legislativas u otras medidas apropiadas para 
prevenir, en la medida de lo posible, la utilización de medios de transporte explotados 
por transportistas comerciales para la comisión de los delitos tipificados con arreglo al 
artículo 5 del presente Protocolo.
3. Cuando proceda y sin perjuicio de las convenciones internacionales aplicables se 
preverá, entre esas medidas, la obligación de los transportistas comerciales, incluidas 
las empresas de transporte, así como los propietarios o explotadores de cualquier 
medio de transporte, de cerciorarse de que todos los pasajeros tengan en su poder 
los documentos de viaje requeridos para entrar en el Estado receptor.
4. Cada Estado Parte adoptará las medidas necesarias, de conformidad con su dere-
cho interno, para prever sanciones en caso de incumplimiento de la obligación enun-
ciada en el párrafo 3 del presente artículo.
5. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar medidas que permitan, de 
conformidad con su derecho interno, denegar la entrada o revocar visados a personas 
implicadas en la comisión de delitos tipificados con arreglo al presente Protocolo.
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6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 27 de la Convención, los Estados Parte 
considerarán la posibilidad de reforzar la cooperación entre los organismos de control 
fronterizo, en particular, entre otras medidas, estableciendo y manteniendo conductos 
de comunicación directos.

ARTÍCULO 12.- Seguridad y control de los documentos
Cada Estado Parte adoptará, con los medios de que disponga, las medidas que se 
requieran para:

a) Garantizar la necesaria calidad de los documentos de viaje o de identidad que 
expida a fin de que éstos no puedan con facilidad utilizarse indebidamente ni 
falsificarse o alterarse, reproducirse o expedirse de forma ilícita; y
b) Garantizar la integridad y la seguridad de los documentos de viaje o de iden-
tidad que expida o que se expidan en su nombre e impedir la creación, expedi-
ción y utilización ilícitas de dichos documentos.

ARTÍCULO 13.- Legitimidad y validez de los documentos
Cuando lo solicite otro Estado Parte, cada Estado Parte verificará, de conformidad con 
su derecho interno y dentro de un plazo razonable, la legitimidad y validez de los docu-
mentos de viaje o de identidad expedidos o presuntamente expedidos en su nombre 
y sospechosos de ser utilizados para la trata de personas.

IV. Disposiciones finales

ARTÍCULO 14.- Cláusula de salvaguardia
1. Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo afectará a los derechos, obligaciones 
y responsabilidades de los Estados y las personas con arreglo al derecho interna-
cional, incluidos el derecho internacional humanitario y la normativa internacional de 
derechos humanos y, en particular, cuando sean aplicables, la Convención sobre el 
Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, así como el principio de 
non-refoulement consagrado en dichos instrumentos.
2. Las medidas previstas en el presente Protocolo se interpretarán y aplicarán de forma 
que no sea discriminatoria para las personas por el hecho de ser víctimas de la trata de 
personas. La interpretación y aplicación de esas medidas estarán en consonancia con 
los principios de no discriminación internacionalmente reconocidos.

ARTÍCULO 15.- Solución de controversias
1. Los Estados Parte procurarán solucionar toda controversia relacionada con la inter-
pretación o aplicación del presente Protocolo mediante la negociación.
2. Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la interpretación o la 
aplicación del presente Protocolo que no pueda resolverse mediante la negociación 
dentro de un plazo razonable deberá, a solicitud de uno de esos Estados Parte, some-
terse a arbitraje. Si, seis meses después de la fecha de la solicitud de arbitraje, esos 
Estados Parte no han podido ponerse de acuerdo sobre la organización del arbitraje, 
cualquiera de esos Estados Parte podrá remitir la controversia a la Corte Internacional 
de Justicia mediante	 solicitud conforme al Estatuto de la Corte.
3. Cada Estado Parte podrá, en el momento de la firma, ratificación, aceptación o 
aprobación del presente Protocolo o adhesión a él, declarar que no se considera vin-
culado por el párrafo 2 del presente artículo. Los demás Estados Parte no quedarán 
vinculados por el párrafo 2 del presente artículo respecto de todo Estado Parte que 
haya hecho esa reserva.
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4. El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el párrafo 3 del 
presente artículo podrá en cualquier momento retirar esa reserva notificándolo al Se-
cretario General de las Naciones Unidas.

ARTÍCULO 16.- Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión
1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de todos los Estados del 12 al 15 de 
diciembre de 2000 en Palermo (Italia) y después de esa fecha en la Sede de las Nacio-
nes Unidas en Nueva York hasta el 12 de diciembre de 2002.
2. El presente Protocolo también estará abierto a la firma de las organizaciones regio-
nales de integración económica siempre que al menos uno de los Estados miembros 
de tales organizaciones haya firmado el presente Protocolo de conformidad con lo 
dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo.
3. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación, aceptación o aprobación. Los 
instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación se depositarán en poder del Se-
cretario General de las Naciones Unidas. Las organizaciones regionales de integración 
económica podrán depositar su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación 
si por lo menos uno de sus Estados miembros ha procedido de igual manera. En ese 
instrumento de ratificación, aceptación o aprobación, esas organizaciones declararán 
el alcance de su competencia con respecto a las cuestiones regidas por el presente 
Protocolo. Dichas organizaciones comunicarán también al depositario cualquier modi-
ficación pertinente del alcance de su competencia.
4. El presente Protocolo estará abierto a la adhesión de todos los Estados u organiza-
ciones regionales de integración económica que cuenten por lo menos con un Estado 
miembro que sea Parte en el presente Protocolo. Los instrumentos de adhesión se 
depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. En el momento 
de su adhesión, las organizaciones regionales de integración económica declararán 
el alcance de su competencia con respecto a las cuestiones regidas por el presente 
Protocolo. Dichas organizaciones comunicarán también al depositario cualquier modi-
ficación pertinente del alcance de su competencia.

ARTÍCULO 17.- Entrada en vigor
1. El presente Protocolo entrará en vigor el nonagésimo día después de la fecha en que 
se haya depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación, aproba-
ción o adhesión, a condición de que no entre en vigor antes de la entrada en vigor de 
la Convención. A los efectos del presente párrafo, los instrumentos depositados por 
una organización regional de integración económica no se considerarán adicionales a 
los depositados por los Estados miembros de tal organización.
2. Para cada Estado u organización regional de integración económica que ratifique, 
acepte o apruebe el presente Protocolo o se adhiera a él después de haberse deposi-
tado el cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, 
el presente Protocolo entrará en vigor el trigésimo día después de la fecha en que ese 
Estado u organización haya depositado el instrumento pertinente o en la fecha de su 
entrada en vigor con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, cualquiera que sea la 
última fecha.

ARTÍCULO 18.- Enmienda
1. Cuando hayan transcurrido cinco años desde la entrada en vigor del presente Pro-
tocolo, los Estados Parte en el Protocolo podrán proponer enmiendas por escrito al 
Secretario General de las Naciones Unidas, quien a continuación comunicará toda 
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enmienda propuesta a los Estados Parte y a la Conferencia de las Partes en la Con-
vención para que la examinen y decida al respecto. Los Estados Parte en el presente 
Protocolo reunidos en la Conferencia de las Partes harán todo lo posible por lograr un 
consenso sobre cada enmienda. Si se han agotado todas las posibilidades de lograr 
un consenso y no se ha llegado a un acuerdo, la aprobación de la enmienda exigirá, 
en última instancia, una mayoría de dos tercios de los Estados Parte en el presente 
Protocolo presentes y votantes en la sesión de la Conferencia de las Partes.
2. Las organizaciones regionales de integración económica, en asuntos de su compe-
tencia, ejercerán su derecho de voto con arreglo al presente artículo con un número de 
votos igual al número de sus Estados miembros que sean Partes en el presente Proto-
colo. Dichas organizaciones no ejercerán su derecho de voto si sus Estados miembros 
ejercen el suyo, y viceversa.
3. Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo 
estará sujeta a ratificación, aceptación o aprobación por los Estados Parte.
4. Toda enmienda refrendada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo 
entrará en vigor respecto de un Estado Parte noventa días después de la fecha en que 
éste deposite en poder del Secretario General de las Naciones Unidas un instrumento 
de ratificación, aceptación o aprobación de esa enmienda.
5. Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Estados Parte que 
hayan expresado su consentimiento al respecto. Los demás Estados Parte quedarán 
sujetos a las disposiciones del presente Protocolo, así como a cualquier otra enmienda 
anterior que hubiesen ratificado, aceptado o aprobado.

ARTÍCULO 19.- Denuncia
1. Los Estados Parte podrán denunciar el presente Protocolo mediante notificación 
escrita al secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año 
después de la fecha en que el Secretario General haya recibido la notificación.
2. Las organizaciones regionales de integración económica dejarán de ser Partes en el 
presente Protocolo cuando lo hayan denunciado todos sus Estados miembros.

ARTÍCULO 20.- Depositario e idiomas
1. El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario del presente Pro-
tocolo.
2. El original del presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, 
inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General 
de las Naciones Unidas.

Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos 
del Niño Relativo a la Venta, la Prostitución Infantil y la Utili-
zación de Niños en la Pornografía

Ratificado por Argentina el 23 de julio de 2003.
Los Estados Partes en el presente Protocolo,
Considerando que para facilitar el logro de los objetivos de la Convención sobre los 
Derechos del Niño y la aplicación de sus disposiciones, especialmente de los artículos 
1, 11, 21, 32, 33, 34, 35 y 36, sería conveniente ampliar las medidas que deben adop-
tar los Estados Partes a fin de garantizar la protección de los menores contra la venta 
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de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía, 
Considerando también que en la Convención sobre los Derechos del Niño se reconoce 
el derecho del niño a estar protegido contra la explotación económica y contra el des-
empeño de cualquier trabajo que pueda ser peligroso, entorpecer su educación o que 
sea nocivo para su salud o para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral o social, 
Gravemente preocupados por la importante y creciente trata internacional de menores 
a los fines de la venta de niños, su prostitución y su utilización en la pornografía, 
Manifestando su profunda preocupación por la práctica difundida y continuada del 
turismo sexual, a la que los niños son especialmente vulnerables ya que fomenta direc-
tamente la venta de niños, su prostitución y su utilización en la pornografía, 
Reconociendo que algunos grupos especialmente vulnerables, en particular las niñas, 
están expuestos a un peligro mayor de explotación sexual, y que el número de niñas 
entre las personas explotadas sexualmente es desproporcionadamente alto, 
Preocupados por la disponibilidad cada vez mayor de pornografía infantil en la Internet 
y otros medios tecnológicos modernos y recordando la Conferencia Internacional de 
Lucha contra la Pornografía Infantil en la Internet, que se celebró en Viena en 1999, en 
particular, sus conclusiones, en las que se pide la tipificación en todo el mundo de la 
producción, distribución, exportación, transmisión, importación, posesión intencional y 
propaganda de este tipo de pornografía, y subrayando la importancia de una colabo-
ración y asociación más estrechas entre los gobiernos y el sector de la Internet, 
Estimando que será más fácil erradicar la venta de niños, la prostitución infantil y la 
utilización de niños en la pornografía si se adopta un enfoque global que permita hacer 
frente a todos los factores que contribuyen a ello, en particular el subdesarrollo, la po-
breza, las disparidades económicas, las estructuras socioeconómicas no equitativas, 
la disfunción de las familias, la falta de educación, la migración del campo a la ciudad, 
la discriminación por motivos de sexo, el comportamiento sexual irresponsable de los 
adultos, las prácticas tradicionales nocivas, los conflictos armados y la trata de niños, 
Estimando también que hay que tomar disposiciones para que se cobre mayor con-
ciencia pública a fin de reducir la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización 
de niños en la pornografía, y estimando además que es importante fortalecer la aso-
ciación mundial de todos los agentes, así como mejorar el cumplimiento de la ley a 
nivel nacional, 
Tomando nota de las disposiciones de los instrumentos jurídicos internacionales re-
lativos a la protección de los niños, en particular el Convenio de La Haya sobre la 
Protección de los Niños y la Cooperación en materia de Adopción Internacional, la 
Convención de La Haya sobre los Aspectos Civiles del Secuestro Internacional de 
Niños, la Convención de La Haya sobre la Jurisdicción, el Derecho Aplicable, el Reco-
nocimiento, la Ejecución y la Cooperación en materia de Responsabilidad Parental y 
Medidas para la Protección de los Niños, así como el Convenio Nº 182 de la Organi-
zación Internacional del Trabajo sobre la prohibición de las peores formas de trabajo 
infantil y la acción inmediata para su eliminación, 
Alentados por el inmenso apoyo de que goza la Convención sobre los Derechos del 
Niño, que demuestra la adhesión generalizada a la promoción y protección de los 
derechos del niño, 
Reconociendo la importancia de aplicar las disposiciones del Programa de Acción 
para la Prevención de la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de Niños 
en la Pornografía, así como la Declaración y el Programa de Acción aprobados por el 
Congreso Mundial contra la Explotación Sexual Comercial de los Niños, celebrado en 
Estocolmo del 27 al 31 de agosto de 1996, y las demás decisiones y recomendaciones 
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pertinentes de los órganos internacionales competentes, 
Teniendo debidamente en cuenta la importancia de las tradiciones y los valores cultu-
rales de cada pueblo a los fines de la protección y el desarrollo armonioso del niño, 
Han convenido en lo siguiente: 

ARTÍCULO 1.- Los Estados Partes prohibirán la venta de niños, la prostitución infantil 
y la utilización de niños en la pornografía, de conformidad con lo dispuesto en el pre-
sente Protocolo. 

ARTÍCULO 2.- A los efectos del presente Protocolo: 
a) Por venta de niños se entiende todo acto o transacción en virtud del cual un 
niño es transferido por una persona o grupo de personas a otra a cambio de 
remuneración o de cualquier otra retribución; 
b) Por prostitución infantil se entiende la utilización de un niño en actividades 
sexuales a cambio de remuneración o de cualquier otra retribución; 
c) Por utilización de niños en la pornografía se entiende toda representación, por 
cualquier medio, de un niño dedicado a actividades sexuales explícitas, reales 
o simuladas, o toda representación de las partes genitales de un niño con fines 
primordialmente sexuales. 

ARTÍCULO 3.- 
1. Todo Estado Parte adoptará medidas para que, como mínimo, los actos y activi-
dades que a continuación se enumeran queden íntegramente comprendidos en su 
legislación penal, tanto si se han cometido dentro como fuera de sus fronteras, o si se 
han perpetrado individual o colectivamente: 

a) En relación con la venta de niños, en el sentido en que se define en el artículo 
2: 

i) Ofrecer, entregar o aceptar, por cualquier medio, un niño con fines de: 
a. Explotación sexual del niño; 
b. Transferencia con fines de lucro de órganos del niño; 
c. Trabajo forzoso del niño; 

ii) Inducir indebidamente, en calidad de intermediario, a alguien a que preste 
su consentimiento para la adopción de un niño en violación de los instrumen-
tos jurídicos internacionales aplicables en materia de adopción; 

b) Ofrecer, obtener, facilitar o proporcionar un niño con fines de prostitución, en 
el sentido en que se define en el artículo 2; 
c) Producir, distribuir, divulgar, importar, exportar, ofrecer, vender o poseer, con 
los fines antes señalados, material pornográfico en que se utilicen niños, en el 
sentido en que se define en el artículo 2. 

2. Con sujeción a los preceptos de la legislación de los Estados Partes, estas disposi-
ciones se aplicarán también en los casos de tentativa de cometer cualquiera de estos 
actos y de complicidad o participación en cualquiera de ellos. 
3. Todo Estado Parte castigará estos delitos con penas adecuadas a su gravedad. 
4. Con sujeción a los preceptos de su legislación, los Estados Partes adoptarán, cuan-
do proceda, disposiciones que permitan hacer efectiva la responsabilidad de personas 
jurídicas por los delitos enunciados en el párrafo 1 del presente artículo. Con sujeción 
a los principios jurídicos aplicables en el Estado Parte, la responsabilidad de las perso-
nas jurídicas podrá ser penal, civil o administrativa. 
5. Los Estados Partes adoptarán todas las disposiciones legales y administrativas 
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pertinentes para que todas las personas que intervengan en la adopción de un niño 
actúen de conformidad con los instrumentos jurídicos internacionales aplicables. 

ARTÍCULO 4.- 
1. Todo Estado Parte adoptará las disposiciones necesarias para hacer efectiva su 
jurisdicción con respecto a los delitos a que se refiere el párrafo 1 del artículo 3, cuan-
do esos delitos se cometan en su territorio o a bordo de un buque o una aeronave 
matriculados en dicho Estado. 
2. Todo Estado Parte podrá adoptar las disposiciones necesarias para hacer efectiva 
su jurisdicción con respecto a los delitos a que se refiere el párrafo 1 del artículo 3 en 
los casos siguientes: 

a) Cuando el presunto delincuente sea nacional de ese Estado o tenga residen-
cia habitual en su territorio; 
b) Cuando la víctima sea nacional de ese Estado. 

3. Todo Estado Parte adoptará también las disposiciones que sean necesarias para 
hacer efectiva su jurisdicción con respecto a los delitos antes señalados cuando el pre-
sunto delincuente sea hallado en su territorio y no sea extraditado a otro Estado Parte 
en razón de haber sido cometido el delito por uno de sus nacionales. 
4. Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo excluirá el ejercicio de la jurisdicción 
penal de conformidad con la legislación nacional. 

ARTÍCULO 5.- 
1. Los delitos a que se refiere el párrafo 1 del artículo 3 se considerarán incluidos entre 
los delitos que dan lugar a extradición en todo tratado de extradición celebrado entre 
Estados Partes y se incluirán como delitos que dan lugar a extradición en todo tratado 
de extradición que celebren entre sí en el futuro, de conformidad con las condiciones 
establecidas en esos tratados. 
2. Si un Estado Parte subordina la extradición a la existencia de un tratado y recibe de 
otro Estado Parte con el que no tiene tratado al respecto una solicitud de extradición, 
podrá invocar el presente Protocolo como base jurídica para la extradición respecto 
de esos delitos. La extradición estará sujeta a las condiciones establecidas en la legis-
lación del Estado requerido.
3. Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existencia de un tratado 
reconocerán que esos delitos dan lugar a la extradición entre esos Estados, con suje-
ción a las condiciones establecidas en la legislación del Estado requerido. 
4. A los efectos de la extradición entre Estados Partes, se considerará que los delitos 
se han cometido no solamente en el lugar donde ocurrieron sino también en el territorio 
de los Estados obligados a hacer efectiva su jurisdicción con arreglo al artículo 4. 
5. Si se presenta una solicitud de extradición respecto de uno de los delitos a que 
se refiere el párrafo 1 del artículo 3 y el Estado requerido no la concede o no desea 
concederla en razón de la nacionalidad del autor del delito, ese Estado adoptará las 
medidas que correspondan para someter el caso a sus autoridades competentes a los 
efectos del enjuiciamiento. 

ARTÍCULO 6.- 
1. Los Estados Partes se prestarán toda la asistencia posible en relación con cualquier 
investigación, proceso penal o procedimiento de extradición que se inicie con respecto a 
los delitos a que se refiere el párrafo 1 del artículo 3, en particular asistencia para la obten-
ción de todas las pruebas necesarias para esos procedimientos que obren en su poder. 
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2. Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que les incumban en virtud del párra-
fo 1 del presente artículo de conformidad con los tratados u otros acuerdos de asisten-
cia judicial recíproca que existan entre ellos. En ausencia de esos tratados o acuerdos, 
los Estados Partes se prestarán dicha asistencia de conformidad con su legislación. 

ARTÍCULO 7.- Con sujeción a las disposiciones de su legislación, los Estados Partes: 
a) Adoptarán medidas para incautar y confiscar, según corresponda: 

i) Los bienes tales como materiales, activos y otros medios utilizados para 
cometer o facilitar la comisión de los delitos a que se refiere el presente 
Protocolo; 
ii) Las utilidades obtenidas de esos delitos; 

b) Darán curso a las peticiones formuladas por otros Estados Partes para que 
se proceda a la incautación o confiscación de los bienes o las utilidades a que 
se refiere el apartado a); 
c) Adoptarán medidas para cerrar, temporal o definitivamente, los locales utiliza-
dos para cometer esos delitos. 

ARTÍCULO 8.- 
1. Los Estados Partes adoptarán medidas adecuadas para proteger en todas las fases 
del proceso penal los derechos e intereses de los niños víctimas de las prácticas pro-
hibidas por el presente Protocolo y, en particular, deberán: 

a) Reconocer la vulnerabilidad de los niños víctimas y adaptar los procedimien-
tos de forma que se reconozcan sus necesidades especiales, incluidas las ne-
cesidades especiales para declarar como testigos; 
b) Informar a los niños víctimas de sus derechos, su papel, el alcance, las fechas 
y la marcha de las actuaciones y la resolución de la causa; 
c) Autorizar la presentación y consideración de las opiniones, necesidades y 
preocupaciones de los niños víctimas en las actuaciones en que se vean afec-
tados sus intereses personales, de una manera compatible con las normas pro-
cesales de la legislación nacional; 
d) Prestar la debida asistencia durante todo el proceso a los niños víctimas; 
e) Proteger debidamente la intimidad e identidad de los niños víctimas y adoptar 
medidas de conformidad con la legislación nacional para evitar la divulgación de 
información que pueda conducir a su identificación; 
f) Velar, en caso necesario, por la seguridad de los niños víctimas, así como por 
la de sus familias y los testigos a su favor, frente a intimidaciones y represalias; 
g) Evitar las demoras innecesarias en la resolución de las causas y en la ejecu-
ción de las resoluciones o decretos por los que se conceda reparación a los 
niños víctimas. 

2. Los Estados Partes velarán por que el hecho de haber dudas acerca de la edad 
real de la víctima no impida la iniciación de las investigaciones penales, incluidas las 
investigaciones encaminadas a determinar la edad de la víctima. 
3. Los Estados Partes velarán por que en el tratamiento por la justicia penal de los 
niños víctimas de los delitos enunciados en el presente Protocolo la consideración 
primordial sea el interés superior del niño.
4. Los Estados Partes adoptarán medidas para asegurar una formación apropiada, 
particularmente en los ámbitos jurídico y psicológico, de las personas que trabajen con 
víctimas de los delitos prohibidos en virtud del presente Protocolo.
5. Los Estados Partes adoptarán, cuando proceda, medidas para garantizar la 
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seguridad e integridad de las personas u organizaciones dedicadas a la prevención o 
a la protección y rehabilitación de las víctimas de esos delitos.
6. Nada de lo dispuesto en el presente artículo se entenderá en perjuicio de los derechos 
del acusado a un juicio justo e imparcial, ni será incompatible con esos derechos.

ARTÍCULO 9.- 
1. Los Estados Partes adoptarán o reforzarán y aplicarán leyes, medidas administrati-
vas, políticas y programas sociales destinados a la prevención de los delitos a que se 
refiere el presente Protocolo y les darán publicidad. Se prestará particular atención a la 
protección de los niños que sean especialmente vulnerables a esas prácticas. 
2. Los Estados Partes promoverán la sensibilización del público en general, incluidos 
los niños, mediante la información por todos los medios apropiados, la educación y 
el adiestramiento, acerca de las medidas preventivas y los efectos perjudiciales de 
los delitos a que se refiere el presente Protocolo. Al cumplir las obligaciones que les 
impone este artículo, los Estados Partes alentarán la participación de la comunidad y, 
en particular, de los niños y de los niños víctimas, en tales programas de información, 
educación y adiestramiento, incluso en el plano internacional. 
3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas posibles con el fin de que se preste 
toda la asistencia apropiada a las víctimas de esos delitos, y se logre su plena reinte-
gración social y su plena recuperación física y psicológica. 
4. Los Estados Partes velarán por que todos los niños víctimas de los delitos enun-
ciados en el presente Protocolo tengan acceso a procedimientos adecuados para, sin 
discriminación alguna, obtener de las personas legalmente responsables reparación 
por los daños sufridos.
5. Los Estados Partes adoptarán las medidas necesarias para prohibir efectivamente 
la producción y publicación de material en que se haga propaganda de los delitos 
enunciados en el presente Protocolo.

ARTÍCULO 10.- 
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas necesarias para fortalecer la co-
operación internacional mediante acuerdos multilaterales, regionales y bilaterales para 
la prevención, la detección, la investigación, el enjuiciamiento y el castigo de los res-
ponsables de actos de venta de niños, prostitución infantil y utilización de niños en la 
pornografía o el turismo sexual. Los Estados Partes promoverán también la coope-
ración internacional y la coordinación entre sus autoridades y las organizaciones no 
gubernamentales nacionales e internacionales, así como las organizaciones interna-
cionales. 
2. Los Estados Partes promoverán la cooperación internacional en ayuda de los niños 
víctimas a los fines de su recuperación física y psicológica, reintegración social y re-
patriación. 
3. Los Estados Partes promoverán el fortalecimiento de la cooperación internacional 
con miras a luchar contra los factores fundamentales, como la pobreza y el subdesa-
rrollo, que contribuyen a la vulnerabilidad de los niños a las prácticas de venta de niños, 
prostitución infantil y utilización de niños en la pornografía o en el turismo sexual. 
4. Los Estados Partes que estén en condiciones de hacerlo proporcionarán asistencia 
financiera, técnica o de otra índole por conducto de los programas existentes en los 
planos multilateral, regional o bilateral, o de otros programas. 

ARTÍCULO 11.- Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo se entenderá en 
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perjuicio de cualquier disposición más propicia a la realización de los derechos del 
niño que esté contenida en:

a) La legislación de un Estado Parte; 
b) El derecho internacional en vigor con respecto a ese Estado. 

ARTÍCULO 12.- 
1. A más tardar dos años después de la entrada en vigor del presente Protocolo 
respecto de un Estado Parte, éste presentará al Comité de los Derechos del Niño un 
informe que contenga una exposición general de las medidas que haya adoptado para 
dar cumplimiento a las disposiciones del Protocolo. 
2. Después de la presentación del informe general, cada Estado Parte incluirá en los 
informes que presente al Comité de los Derechos del Niño, de conformidad con el 
artículo 44 de la Convención, información adicional sobre la aplicación del presente 
Protocolo. Los demás Estados Partes en el Protocolo presentarán un informe cada 
cinco años. 
3. El Comité de los Derechos del Niño podrá pedir a los Estados Partes cualquier infor-
mación pertinente sobre la aplicación del presente Protocolo. 

ARTÍCULO 13.- 
1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de todo Estado que sea Parte en la 
Convención o la haya firmado. 
2. El presente Protocolo está sujeto a la ratificación y abierto a la adhesión de todo 
Estado que sea Parte en la Convención o la haya firmado. Los instrumentos de ratifi-
cación o de adhesión se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 

ARTÍCULO 14.- 
1. El presente Protocolo entrará en vigor tres meses después de la fecha en que haya 
sido depositado el décimo instrumento de ratificación o de adhesión. 
2. Respecto de los Estados que hayan ratificado el presente Protocolo o se hayan 
adherido a él después de su entrada en vigor, el Protocolo entrará en vigor un mes 
después de la fecha en que se haya depositado el correspondiente instrumento de 
ratificación o de adhesión. 

ARTÍCULO 15.- 
1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Protocolo en cualquier momento 
mediante notificación escrita al Secretario General de las Naciones Unidas, quien infor-
mará de ello a los demás Estados Partes en la Convención y a todos los Estados que 
hayan firmado la Convención. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha 
en que la notificación haya sido recibida por el Secretario General. 
2. Esa denuncia no eximirá al Estado Parte de las obligaciones que le incumban en 
virtud del presente Protocolo respecto de todo delito que se haya cometido antes de 
la fecha en que aquélla surta efecto. La denuncia tampoco obstará en modo alguno 
para que el Comité de los Derechos del Niño prosiga el examen de cualquier asunto 
iniciado antes de esa fecha. 

ARTÍCULO 16.- 
1. Todo Estado Parte podrá proponer enmiendas y depositarlas en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas. El Secretario General comunicará las enmiendas 
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propuestas a los Estados Partes, pidiéndoles que le notifiquen si desean que se 
convoque a una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar las propuestas 
y someterlas a votación. Si dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha de esa 
notificación un tercio, al menos, de los Estados Partes se declaran en favor de tal 
conferencia, el Secretario General la convocará con el auspicio de las Naciones Unidas. 
Toda enmienda adoptada por la mayoría de los Estados Partes presentes y votantes 
en la conferencia se someterá a la aprobación de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas. 
2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo 
entrará en vigor cuando haya sido aprobada por la Asamblea General y aceptada por 
una mayoría de dos tercios de los Estados Partes. 
3. Las enmiendas, cuando entren en vigor, serán obligatorias para los Estados Partes 
que las hayan aceptado; los demás Estados Partes seguirán obligados por las disposi-
ciones del presente Protocolo y por toda enmienda anterior que hubiesen aceptado. 
ARTÍCULO 17.- 
1. El presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso 
son igualmente auténticos, será depositado en los archivos de las Naciones Unidas. 
2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas del presen-
te Protocolo a todos los Estados Partes en la Convención y a todos los Estados que 
hayan firmado la Convención.
El Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño Relativo a la 
Venta, la Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía fue aprobado 
por Argentina con la siguiente declaración: “En relación al artículo 2 es deseo de la Re-
pública Argentina que la definición de venta establecida, hubiese sido más amplia, tal 
como establece la Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores, 
que en su artículo 2 define el tráfico como comprensivo de los actos de sustracción, 
traslado o retención, o la tentativa de sustracción, traslado o retención de un menor 
con propósitos o medios ilícitos, la cual ha sido ratificada por nuestro país, por lo que, 
en virtud del artículo 41 de la Convención sobre los Derechos del Niño continuará 
aplicándose en la materia. Asimismo, por las razones mencionadas, la República Ar-
gentina considera que la venta de niños deberá ser penalizada en todos los casos sin 
limitarse a la casuística contemplada en el inc. a) del párrafo 1 del artículo 3”.
“En relación al artículo 3, la República Argentina declara además que no ha suscrito 
instrumentos internacionales referidos a la adopción internacional de menores, ha re-
servado los incisos b), c) d) y e) del artículo 21 de la Convención sobre los Derechos 
del Niño que recepciona la figura de la adopción internacional y no permite la adopción 
internacional de niños domiciliados o residentes en su jurisdicción”.
“En relación al artículo 7, la República Argentina, interpreta la expresión ‘confiscar’ en 
el sentido de ‘decomisar’ bienes y utilidades”.
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ARTÍCULO 11.- Todas las personas tienen idéntica dignidad y son iguales ante la ley.
Se reconoce y garantiza el derecho a ser diferente, no admitiéndose discriminaciones 
que tiendan a la segregación por razones o con pretexto de raza, etnia, género, orien-
tación sexual, edad, religión, ideología, opinión, nacionalidad, caracteres físicos, con-
dición psicofísica, social, económica o cualquier circunstancia que implique distinción, 
exclusión, restricción o menoscabo.
La Ciudad promueve la remoción de los obstáculos de cualquier orden que, limitando 
de hecho la igualdad y la libertad, impidan el pleno desarrollo de la persona y la efectiva 
participación en la vida política, económica o social de la comunidad.

ARTÍCULO 12.- La Ciudad garantiza:
El derecho a la identidad de las personas. Asegura su identificación en forma inme-
diata a su nacimiento, con los métodos científicos y administrativos más eficientes y 
seguros. En ningún caso la indocumentación de la madre es obstáculo para que se 
identifique al recién nacido. Debe facilitarse la búsqueda e identificación de aquellos a 
quienes les hubiera sido suprimida o alterada su identidad. Asegura el funcionamiento 
de organismos estatales que realicen pruebas inmunogenéticas para determinar la 
filiación y de los encargados de resguardar dicha información. 
El derecho a comunicarse, requerir, difundir y recibir información libremente y expresar 
sus opiniones e ideas, por cualquier medio y sin ningún tipo de censura. 
El derecho a la privacidad, intimidad y confidencialidad como parte inviolable de la 
dignidad humana. 
El principio de inviolabilidad de la libertad religiosa y de conciencia. A nadie se le puede 
requerir declaración alguna sobre sus creencias religiosas, su opinión política o cual-
quier otra información reservada a su ámbito privado o de conciencia. 
La inviolabilidad de la propiedad. Ningún habitante puede ser privado de ella sino en 
virtud de sentencia fundada en ley. La expropiación deberá fundarse en causa de 
utilidad pública, la cual debe ser calificada por ley y previamente indemnizada en su 
justo valor. 
El acceso a la justicia de todos sus habitantes; en ningún caso puede limitarlo por ra-
zones económicas. La ley establece un sistema de asistencia profesional gratuita y el 
beneficio de litigar sin gastos. 

ARTÍCULO 21.- La Legislatura debe sancionar una Ley Básica de Salud, conforme a 
los siguientes lineamientos:
La Ciudad conduce, controla y regula el sistema de salud. Financia el área estatal que 
es el eje de dicho sistema y establece políticas de articulación y complementación con 
el sector privado y los organismos de seguridad social. 
El área estatal se organiza y desarrolla conforme a la estrategia de atención primaria, 
con la constitución de redes y niveles de atención, jerarquizando el primer nivel. 
Determina la articulación y complementación de las acciones para la salud con los 
municipios del conurbano bonaerense para generar políticas que comprendan el área 
metropolitana; y concerta políticas sanitarias con los gobiernos nacional, provinciales 
y municipales. 
Promueve la maternidad y paternidad responsables. Para tal fin pone a disposición 
de las personas la información, educación, métodos y prestaciones de servicios que 
garanticen sus derechos reproductivos. 
Garantiza la atención integral del embarazo, parto, puerperio y de la niñez hasta el 
primer año de vida, asegura su protección y asistencia integral, social y nutricional, 
promoviendo la lactancia materna, propendiendo a su normal crecimiento y con 
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especial dedicación hacia los núcleos poblacionales carenciados y desprotegidos. 
Reconoce a la tercera edad el derecho a una asistencia particularizada. 
Garantiza la prevención de la discapacidad y la atención integral de personas con ne-
cesidades especiales. 
Previene las dependencias y el alcoholismo y asiste a quienes los padecen. 
Promueve la descentralización en la gestión estatal de la salud dentro del marco de 
políticas generales, sin afectar la unidad del sistema; la participación de la población; 
crea el Consejo General de Salud, de carácter consultivo, no vinculante y honorario, 
con representación estatal y de la comunidad. 
Desarrolla una política de medicamentos que garantiza eficacia, seguridad y acceso a 
toda la población. Promueve el suministro gratuito de medicamentos básicos. 
Incentiva la docencia e investigación en todas las áreas que comprendan las acciones 
de salud, en vinculación con las universidades. 
Las políticas de salud mental reconocerán la singularidad de los asistidos por su ma-
lestar psíquico y su condición de sujetos de derecho, garantizando su atención en los 
establecimientos estatales. No tienen como fin el control social y erradican el castigo; 
propenden a la desinstitucionalización progresiva, creando una red de servicios y de 
protección social. 
No se pueden ceder los recursos de los servicios públicos de salud a entidades pri-
vadas con o sin fines de lucro, bajo ninguna forma de contratación que lesione los 
intereses del sector, ni delegarse en las mismas las tareas de planificación o evaluación 
de los programas de salud que en él se desarrollen. 

ARTÍCULO 24.- La Ciudad asume la responsabilidad indelegable de asegurar y finan-
ciar la educación pública, estatal laica y gratuita en todos los niveles y modalidades, a 
partir de los cuarenta y cinco días de vida hasta el nivel superior, con carácter obligato-
rio desde el preescolar hasta completar diez años de escolaridad, o el período mayor 
que la legislación determine.
Organiza un sistema de educación administrado y fiscalizado por el Poder Ejecutivo 
que, conforme lo determine la ley de educación de la Ciudad, asegure la participación 
de la comunidad y la democratización en la toma de decisiones.
Crea y reconoce, bajo su dependencia, institutos educativos con capacidad de otorgar 
títulos académicos y habilitantes en todos los niveles.
Se responsabiliza por la formación y perfeccionamiento de los docentes para asegurar 
su idoneidad y garantizar su jerarquización profesional y una retribución acorde con su 
función social.
Garantiza el derecho de las personas con necesidades especiales a educarse y ejercer 
tareas docentes, promoviendo su integración en todos los niveles y modalidades del 
sistema.
Fomenta la vinculación de la educación con el sistema productivo, capacitando para 
la inserción y reinserción laboral. Tiende a formar personas con conciencia crítica y 
capacidad de respuesta ante los cambios científicos, tecnológicos y productivos.
Contempla la perspectiva de género.
Incorpora programas en materia de derechos humanos y educación sexual.

ARTÍCULO 36.- La Ciudad garantiza en el ámbito público y promueve en el privado 
la igualdad real de oportunidades y trato entre varones y mujeres en el acceso y 
goce de todos los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, a 
través de acciones positivas que permitan su ejercicio efectivo en todos los ámbitos, 
organismos y niveles y que no serán inferiores a las vigentes al tiempo de sanción de 
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esta Constitución.
Los partidos políticos deben adoptar tales acciones para el acceso efectivo a cargos 
de conducción y al manejo financiero, en todos los niveles y áreas.
Las listas de candidatos a cargos electivos no pueden incluir más del setenta por 
ciento de personas del mismo sexo con probabilidades de resultar electas. Tampoco 
pueden incluir a tres personas de un mismo sexo en orden consecutivo.
En la integración de los órganos colegiados compuestos por tres o más miembros, la 
Legislatura concede acuerdos respetando el cupo previsto en el párrafo anterior.

ARTÍCULO 37.- Se reconocen los derechos reproductivos y sexuales, libres de 
coerción y violencia, como derechos humanos básicos, especialmente a decidir 
responsablemente sobre la procreación, el número de hijos y el intervalo entre sus 
nacimientos.
Se garantiza la igualdad de derechos y responsabilidades de mujeres y varones como 
progenitores y se promueve la protección integral de la familia.

ARTÍCULO 38.- La Ciudad incorpora la perspectiva de género en el diseño y ejecución 
de sus políticas públicas y elabora participativamente un plan de igualdad entre varo-
nes y mujeres.
Estimula la modificación de los patrones socioculturales estereotipados con el objeto 
de eliminar prácticas basadas en el prejuicio de superioridad de cualquiera de los 
géneros; promueve que las responsabilidades familiares sean compartidas; fomenta 
la plena integración de las mujeres a la actividad productiva, las acciones positivas 
que garanticen la paridad en relación con el trabajo remunerado, la eliminación de la 
segregación y de toda forma de discriminación por estado civil o maternidad; facilita a 
las mujeres único sostén de hogar, el acceso a la vivienda, al empleo, al crédito y a los 
sistemas de cobertura social; desarrolla políticas respecto de las niñas y adolescentes 
embarazadas, las ampara y garantiza su permanencia en el sistema educativo; provee 
a la prevención de violencia física, psicológica y sexual contra las mujeres y brinda 
servicios especializados de atención; ampara a las víctimas de la explotación sexual y 
brinda servicios de atención; promueve la participación de las organizaciones no gu-
bernamentales dedicadas a las temáticas de las mujeres en el diseño de las políticas 
públicas. 

ARTÍCULO 39.- La Ciudad reconoce a los niños, niñas y adolescentes como sujetos 
activos de sus derechos, les garantiza su protección integral y deben ser informados, 
consultados y escuchados. Se respeta su intimidad y privacidad. Cuando se hallen 
afectados o amenazados pueden por sí requerir intervención de los organismos com-
petentes.
Se otorga prioridad dentro de las políticas públicas, a las destinadas a las niñas, niños y 
adolescentes, las que deben promover la contención en el núcleo familiar y asegurar:
La responsabilidad de la Ciudad respecto de los privados de su medio familiar, con 
cuidados alternativos a la institucionalización. 
El amparo a las víctimas de violencia y explotación sexual. 
Las medidas para prevenir y eliminar su tráfico. 
Una ley prevé la creación de un organismo especializado que promueva y articule 
las políticas para el sector, que cuente con unidades descentralizadas que ejecuten 
acciones con criterios interdisciplinarios y participación de los involucrados. Interviene 
necesariamente en las causas asistenciales.
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Derecho a la Identidad 

LEY NAC. Nº 24.540
RÉGIMEN de identificación del recién nacido y su madre

Sancionada: 9 de agosto de 1995.
Promulgada: septiembre de 1995.
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc., 
sancionan con fuerza de ley:

ARTÍCULO 1.- Todo niño nacido vivo o muerto y su madre deben ser identificados de 
acuerdo con las disposiciones de esta ley. 

ARTÍCULO 2.- Cuando el nacimiento aconteciere en un establecimiento médico asis-
tencial público o privado, durante el trabajo de parto deberá identificarse a la madre, 
y producido el nacimiento y antes del corte del cordón umbilical, al recién nacido, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 6°. 

ARTÍCULO 3.- Cuando el cumplimiento de lo ordenado en el artículo anterior pudiere 
importar riesgo para la integridad psicofísica de la madre o del niño, el profesional mé-
dico a cargo podrá disponer la postergación de la obtención de los calcos papilares 
para otro momento más conveniente, a la mayor brevedad, extremando las medidas 
necesarias para asegurar la indemnidad del vínculo madre-hijo. 

ARTÍCULO 4.- En caso de prematurez, se procederá a la toma de los calcos papilares 
del recién nacido aunque no esté presente ningún surco transverso. Cuando éstos 
aparecieren, se procederá a la identificación antes del egreso del establecimiento mé-
dico asistencial. 

ARTÍCULO 5.- En los supuestos no previstos en el artículo anterior, como son las mal-
formaciones congénitas o de cualquier otra naturaleza, que impidan la identificación 
total o parcial conforme los procedimientos ordenados, el profesional asistente deberá 
dejar constancia de ello en la ficha identificatoria. En el caso de identificación parcial se 
tomará el calco posible, dejando constancia en la ficha identificatoria del motivo que 
impide las tomas restantes. 

ARTÍCULO 6.- La identificación deberá hacerse en una ficha única, numerada por el 
Registro Nacional de las Personas, en tres ejemplares, en la que constarán los siguien-
tes datos: 
- De la madre: nombre y apellido, tipo y número de documento de identidad e impre-
sión decadactilar. 
- Del niño: nombre con el que se lo inscribirá, sexo, calcos papilares palmares y plan-
tares derechos, y clasificación de ambos. 
- Si el niño ha nacido con vida. 
- Nombre, apellido y firma del identificador interviniente. 
- Nombre, apellido y firma del profesional que asistió el parto. 
- Fecha, hora y lugar del nacimiento y de la confección de la ficha. 
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- Calcos tomados al egreso. 
- Datos del establecimiento médico asistencial: nombre y domicilio. 
- Observaciones. 

ARTÍCULO 7.- Si al momento del parto la madre no presentare documento que acre-
dite su identidad, deberá hacerlo al dársele el alta médica. En caso de no presentarlo 
deberá dejarse constancia de ello en la ficha. 

ARTÍCULO 8.- En partos múltiples se realizará el mismo procedimiento para cada uno 
de los recién nacidos. 

ARTÍCULO 9.- La obtención de los calcos papiloscópicos deberá hacerse por personal 
idóneo dependiente de los establecimientos médico-asistenciales donde se produjera 
el nacimiento; su actuación se hallará subordinada al profesional médico a cargo en el 
momento del parto. 

ARTÍCULO 10.- Los calcos dactilares de ambos pulgares de la madre y los calcos pal-
mar y plantar derechos del recién nacido deberán tomarse nuevamente en las fichas 
identificatorias al egreso del establecimiento. 

ARTÍCULO 11.- Cuando se retire el niño sin su madre deberán tomarse sus impresio-
nes papilares y registrarse los datos personales de quien lo retire, tipo y número de 
documento de identidad, y las impresiones de ambos pulgares. 

ARTÍCULO 12.- En caso de niños nacidos muertos o que fallecieren antes del alta del 
establecimiento médico asistencial, se procederá conforme los artículos 10 y 11. 

ARTÍCULO 13.- Un ejemplar de la ficha identificatoria quedará archivado en el esta-
blecimiento asistencial. Los otros dos serán entregados a la madre o a quien retire al 
recién nacido, uno para la inscripción del nacimiento en el Registro Civil que lo remitirá 
al Registro Nacional de las Personas para su clasificación y archivo, quedando el res-
tante en poder de la familia. 

ARTÍCULO 14.- Sin perjuicio de la responsabilidad de las autoridades del estableci-
miento médico asistencial por el incumplimiento de la presente ley, el identificador y el 
profesional médico a cargo del parto son responsables por la protección e integridad 
de la identificación del binomio madre-hijo. 

ARTÍCULO 15.- Cuando el nacimiento no acontezca en un establecimiento médico 
asistencial, la identificación de la madre y el niño deberá hacerse en ocasión de la ins-
cripción del nacimiento en el Registro Civil si se realiza dentro de los plazos legales. 

ARTÍCULO 16.- Las provincias que tengan vigente un sistema de identificación de re-
cién nacidos, continuarán con el mismo hasta tanto se implemente la presente ley. 

ARTÍCULO 17.- Es autoridad de aplicación el Ministerio del Interior a través del Regis-
tro Nacional de las Personas y los organismos sanitarios jurisdiccionales que corres-
pondan. 
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ARTÍCULO 18.- Sustitúyense del decreto ley Nº 8.204/63 los artículos 31 y 36 por los 
siguientes: 

ARTÍCULO 31: El hecho del nacimiento se probará con el certificado del médico u 
obstétrica y con la ficha única de identificación. 

ARTÍCULO 36: Si del certificado del médico u obstétrica surgiera que se trata de un 
nacido muerto o nacido con vida, aunque falleciera inmediatamente, se procederá a 
efectuar la identificación del recién nacido y se asentarán los hechos en los libros de 
nacimiento y de defunciones según corresponda. 

ARTÍCULO 19.- Sustitúyese el artículo 242 del capítulo II del título II de la sección II del 
libro 1° del Código Civil por el siguiente: 

ARTÍCULO 242: La maternidad quedará establecida, aun sin reconocimiento expreso, 
por la prueba del nacimiento y la identidad del nacimiento. La inscripción deberá rea-
lizarse a petición de quien presente un certificado del médico u obstétrica que haya 
atendido el parto de la mujer que se atribuye la maternidad del hijo y la ficha de iden-
tificación del recién nacido. Esta inscripción deberá serle notificada a la madre salvo 
su reconocimiento expreso, o que quien hubiese denunciado el nacimiento fuere el 
marido. 

ARTÍCULO 20.- La presente ley será de aplicación en todo el territorio de la República. 

ARTÍCULO 21.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en el plazo de sesenta 
días de su publicación. 

ARTÍCULO 22.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AI-
RES A LOS NUEVE DÍAS DEL MES DE AGOSTO DEL AÑO MIL NOVECIENTOS NO-
VENTA Y CINCO.

Publicada en el Boletín Oficial Nº 28.234 del 22 de septiembre de 1995 

LEY CABA Nº 1.226
SISTEMA DE IDENTIFICACIÓN DEL RECIÉN NACIDO Y SU MADRE

Sancionada: 4 de diciembre de 2003.
Promulgada: 30 de diciembre de 2003.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley:

Artículo 1.- Objeto
Créase el Sistema de Identificación del Recién Nacido y de su Madre, de aplicación 
obligatoria en todo el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires, el cual tendrá por objeto 
asegurar a las personas su legítimo derecho a la identidad así como garantizar la in-
demnidad del vínculo materno filial.
Todo ello de conformidad a las disposiciones de la presente.
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ARTÍCULO 2.- Alcance
El sistema de identificación previsto por la presente comprenderá:
Toma y archivo de huellas genéticas sanguíneas correspondientes al recién nacido y a 
su madre en orden a garantizar el derecho a la identidad del recién nacido. 
Implementación de medidas de prevención y seguridad tendientes a garantizar la in-
demnidad e integridad del binomio madre - hijo. 
En consecuencia, todo niño nacido vivo o muerto y su madre deberán ser identificados 
de acuerdo a lo establecido por la presente.

ARTÍCULO 3.- Identificación materna
La identificación materna deberá ser realizada antes del nacimiento y comprenderá los 
siguientes pasos:
Toma de una gota de sangre de la madre que será recogida en la tarjeta única de 
identificación. 
Colocación en la muñeca de la madre de una pulsera plástica de cierre inviolable y co-
dificada, la cual deberá estar adherida a una pulsera de idénticas características y cuya 
separación de su par materno deberá realizarse al momento mismo del nacimiento del 
niño. 
En caso de parto múltiple se procederá de igual modo por cada hijo. 

ARTÍCULO 4.- Identificación del Recién Nacido
La identificación del recién nacido se efectuará inmediatamente de producido el naci-
miento y deberá ajustarse a los siguientes pasos:
Producido el nacimiento se tomará una gota de sangre del cordón umbilical del recién 
nacido, la cual será recogida en la tarjeta única de identificación. 
Colocación en la muñeca del recién nacido del par correspondiente a la pulsera deter-
minada en el Art. 3°, Inc. b. 
En caso de parto múltiple se procederá de igual modo con cada recién nacido. 

ARTÍCULO 5.- Oportunidad
El proceso de identificación regulado por la presente deberá efectuarse en las oportu-
nidades determinadas en los Art. 3° y 4°.
Excepción - Sólo en caso en que mediare riesgo para la vida y/o salud de la madre 
y/o del recién nacido se podrá posponer la realización del procedimiento procurando 
su concreción a la mayor brevedad posible. La decisión de postergación deberá estar 
fundada y dispuesta bajo exclusiva responsabilidad del profesional asistente a cargo 
del parto.
Entiéndase por profesional asistente al médico u obstétrica que asista el parto.

ARTÍCULO 6.- Casos especiales
En caso de verificarse malformaciones congénitas o de cualquier otra naturaleza que 
impidan la identificación total o parcial conforme los procedimientos establecidos, el 
profesional asistente deberá dejar constancia fundada de los extremos verificados, así 
como de la decisión adoptada en la tarjeta única de identificación.

ARTÍCULO 7.- Fallecimiento del Recién Nacido
Si del certificado del médico u obstétrica surgiera que se trata de un nacido muerto o 
nacido con vida, aunque fallezca inmediatamente, se procederá a efectuar la identifica-
ción del recién nacido por medio de toma de la muestra de la huella genética archivada 
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en la TUI (tarjeta única de identificación) y se asentarán los hechos en los libros de 
nacimiento y de defunciones según corresponda.

ARTÍCULO 8.- Nacimiento fuera del establecimiento médico-asistencial
Cuando el nacimiento no aconteciere en un establecimiento médico-asistencial, la 
extracción de sangre de la madre y el niño para su identificación por el procedimien-
to previsto en la presente, será realizada por personal idóneo de un establecimiento 
médico-asistencial en forma previa a la inscripción del nacimiento en el Registro del 
Estado Civil y Capacidad de las Personas.
Nacimiento en Tránsito - Cuando el nacimiento ocurriera en tránsito a un estableci-
miento médico-asistencial, el profesional interviniente en el parto deberá resguardar 
el vínculo materno-filial. La posterior identificación conforme el procedimiento previsto 
en esta Ley será realizada por personal idóneo del establecimiento médico-asistencial 
de arribo.

ARTÍCULO 9.- Responsables
Los hospitales y demás establecimientos públicos y privados de atención a la salud 
de las gestantes, están obligados a mantener un registro de los casos atendidos, por 
medio de fichas o historias clínicas prenatales individuales, identificando al recién naci-
do y a su madre, mediante registro de la huella genética de ambos en la tarjeta única 
de identificación. Será objeto de la reglamentación de esta Ley el procedimiento de 
identificación, colocación de pulseras y demás requisitos.

ARTÍCULO 10.- Competencia
Sin perjuicio de la responsabilidad del profesional asistente a cargo del parto, co-
rresponde a los organismos sanitarios de la jurisdicción la responsabilidad de llevar 
adelante y dar cumplimiento al proceso de identificación madre-hijo, conforme las dis-
posiciones de la presente Ley y su reglamentación, en todos los centros hospitalarios, 
públicos y privados, bajo su competencia.

ARTÍCULO 11.- Tarjeta Única de Identificación
La huella genética consiste en las muestras de sangre de la madre y su hijo, archivadas 
en la tarjeta única de identificación. Cada tarjeta única de identificación constará de 
dos ejemplares idénticos y originales- Uno de ellos, deberá presentarse en el momento 
de la inscripción en el Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas y quedará 
archivado en el expediente de la persona. El otro ejemplar será entregado a la madre 
en el momento del alta, en caso de defunción o incapacidad de ésta, a quien resultare 
legalmente responsable.

ARTÍCULO 12.- Banco Nacional de Datos Genéticos
El Poder Ejecutivo de la Ciudad adoptará las iniciativas necesarias e idóneas por ante 
las autoridades nacionales competentes a fin de atribuir al Banco Nacional de Datos 
Genéticos competencia para implementar un sistema de registro, análisis y demás 
supuestos relativos a las medidas inherentes al manejo y manipulación de huellas ge-
néticas conforme los preceptos de esta Ley, su reglamentación y la Ley Nacional Nº 
23.511. Así como también para facultar a ese organismo con carácter exclusivo al 
procesamiento de la huella genética.
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ARTÍCULO 13.- Orden Judicial
Para que se realice un análisis de la huella genética dentro de los parámetros esta-
blecidos en la presente Ley, será requisito indispensable que el mismo se efectúe por 
orden judicial. El magistrado interviniente deberá ordenar las medidas necesarias para 
restituir la TUI (tarjeta única de identificación) en condiciones de inviolabilidad.

ARTÍCULO 14.- Autoridad de aplicación
Será autoridad de aplicación de la presente Ley el nivel jerárquico superior del Gobier-
no de la Ciudad de Buenos Aires en materia de salud.

ARTÍCULO 15.- Reglamentación
El Poder Ejecutivo reglamentará la presente Ley en el plazo de sesenta (60) días de su 
publicación.

ARTÍCULO 16.- Disposición especial
La presente Ley revestirá carácter complementario de la Ley Nacional Nº 24.540.

ARTÍCULO 17.- Comuníquese, etc. 

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 1.855 del 12 de enero de 2004
 

Economía y Trabajo

LEY NAC. Nº 25.239 TÍtulo XVIII
RÉGIMEN ESPECIAL DE SEGURIDAD SOCIAL PARA EMPLEADAS DEL 
SERVICIO DOMÉSTICO

Sancionada: 29 de diciembre de 1999.
Promulgada: 30 de diciembre de 1999.
Artículo 21.- Apruébase, como régimen especial de seguridad social para empleados 
del servicio doméstico, el siguiente:

ARTÍCULO 1.- Establécese un régimen especial de seguridad social, de carácter obli-
gatorio, para los empleados que presten servicios dentro de la vida doméstica y que 
no importen para el dador de trabajo lucro o beneficio económico, sujeto a las moda-
lidades y condiciones que se establecen en la presente ley, sin perjuicio de la plena vi-
gencia del Estatuto del Personal de Servicio Doméstico, aprobado mediante el Decreto 
Ley Nº 326, del 14 de enero de 1956 y su reglamentación.
BENEFICIOS DE LA SEGURIDAD SOCIAL

ARTÍCULO 2.- Las prestaciones del Sistema Único de la Seguridad Social correspon-
dientes a los trabajadores definidos en el artículo precedente, por los períodos en que 
se les hubieran efectuado los aportes y contribuciones de conformidad con lo dispues-
to por el artículo 3º, serán las siguientes:

f) La Prestación Básica Universal, prevista en artículo 17 de la Ley Nº 24.241 y 
sus modificaciones.
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g) El retiro por invalidez o pensión por fallecimiento, previstos en el artículo 17 
de la Ley Nº 24.241 y sus modificaciones, el que se calculará sobre la base de 
aplicar los porcentajes previstos en los incisos a) o b), según corresponda, del 
artículo 97 de la Ley Nº 24.241 y sus modificaciones, sobre el importe de la 
Prestación Básica Universal, prevista en artículo 17 de la Ley Nº 24.241 y sus 
modificaciones. 
h) La prestación que corresponda del Régimen de Capitalización o la Prestación 
Adicional por Permanencia del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones, 
en caso de que el trabajador decida realizar el aporte voluntario previsto en el 
artículo 7º.
i) El Programa Médico Obligatorio a cargo del Sistema Nacional del Seguro de 
Salud, previsto por el artículo 28 de la Ley 23.661 y sus modificaciones, para el 
trabajador titular, en tanto ingrese cuanto menos un aporte mensual de pesos 
veinte ($ 20).
j) El Programa Médico Obligatorio a cargo del Sistema Nacional del Seguro de 
Salud, previsto por el artículo 28 de la Ley 23.661 y sus modificaciones, para el 
grupo familiar primario del trabajador titular, en tanto decida ingresar voluntaria 
y adicionalmente un aporte de pesos veinte ($20).
k) Cobertura Médico Asistencial por parte del Instituto Nacional de Servicios 
Sociales para Jubilados y Pensionados, en los términos de la Ley Nº 19.032 y 
sus modificaciones, al adquirir la condición de jubilado o pensionado.

Las prestaciones previstas en los incisos a) y b), requieren que por cada mes de servi-
cio se ingresen, cuanto menos la suma de pesos treinta y cinco ($ 35), con destino al 
Régimen Previsional Público del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones.
APORTES Y CONTRIBUCIONES OBLIGATORIOS

ARTÍCULO 3.- A los fines de la financiación de las prestaciones indicadas preceden-
temente, los dadores de trabajo de los empleados definidos en el artículo 1º, deberán 
ingresar las siguientes sumas mensuales en concepto de aportes del trabajador con 
destino al Régimen del Seguro Nacional de Salud y contribuciones patronales con 
destino al Régimen Público de Reparto del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pen-
siones, según la cantidad de horas semanales laboradas por el trabajador, que segui-
damente se indican:
HORAS SEMANALES TRABAJADAS
APORTES
CONTRIBUCIONES
6 o más $ 8.- $ 12.-
12 o más $ 15.- $ 24.-
16 o más $ 20.- $ 35.-
APORTES VOLUNTARIOS

ARTÍCULO 4.- Cuando el aporte del trabajador con destino al Régimen del Seguro Na-
cional de Salud, ingresado de conformidad con lo indicado en el presente fuere inferior 
a la suma de pesos veinte ($20), éste podrá ingresar la diferencia hasta alcanzar dicha 
suma, para acceder al Programa Médico Obligatorio.

ARTÍCULO 5.- A los fines de incluir a su grupo familiar primario dentro de la cobertura 
del Programa Médico Obligatorio, el trabajador podrá ingresar una suma adicional de 
pesos veinte ($ 20).
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ARTÍCULO 6.- A los fines de gozar de los beneficios previstos en los incisos a) y b) 
del Artículo 2º, el trabajador podrá ingresar la diferencia entre las contribuciones que 
obligatoriamente corresponde cotizar al dador de trabajo y la suma de pesos treinta y 
cinco ($ 35), por mes trabajado.

ARTÍCULO 7.- El trabajador definido en el artículo 1º y sin que revista carácter obligato-
rio, podrá ingresar el aporte mensual que determine, con destino al Régimen de Capi-
talización o al Régimen de Reparto del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones, 
el que no podrá ser inferior a Pesos treinta y tres ($ 33).
FORMA DE PAGO

ARTÍCULO 8.- Instrúyese a la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLI-
COS, organismo autárquico en el ámbito del MINISTERIO DE ECONOMÍA Y OBRAS 
Y SERVICIOS PÚBLICOS, a fin de que instrumente un sistema simplificado de pago 
de los aportes y contribuciones previstos en la presente, que le permita al dador de 
trabajo efectuar el mismo con la sola identificación de la Clave Única de Identificación 
Laboral (CUIL) del trabajador, la indicación de la suma fija a ingresar y con la mayor 
disponibilidad de lugares de pago que sea posible.

Publicada en el Boletín Oficial Nº 29.305 del 31 de diciembre de 1999
Decreto Reglamentario Nº 485/00

LEY NAC. Nº 25.013 - CAPÍTULO II, ARTÍCULO 11 - REFORMA LABORAL
INTRODUCCIÓN DE LA FIGURA DE DESPIDO DISCRIMINATORIO POR 
RAZÓN DE RAZA, SEXO O RELIGIÓN

Sancionada: 2 de septiembre de 1998.
Promulgada: 22 de septiembre de 1998.
El Senado y la Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, 
etc. sancionan con fuerza de Ley: 
Artículo 11.- Despido discriminatorio. Será considerado despido discriminatorio el ori-
ginado en motivos de raza, nacionalidad, sexo, orientación sexual, religión, ideología, 
u opinión política o gremial.
En este supuesto la prueba estará a cargo de quien invoque la causal. La indemniza-
ción prevista en el artículo 7º de esta ley se incrementará en un TREINTA (30%) por 
ciento y no se aplicará el tope establecido en el segundo párrafo del mismo.

Publicada en el Boletín Oficial Nº 28.987 del 24 de septiembre de 1998
Decreto Reglamentario Nº 1227/01

LEY NAC. Nº 24.828 
SISTEMA INTEGRADO DE JUBILACIÓN DE AMAS DE CASA 

Sancionada: 4 de junio de 1997.
Promulgada: 26 de junio de 1997.
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El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. 
sancionan con fuerza de Ley: 

ARTÍCULO 1.- La presente ley regirá para las amas de casa comprendidas en el acá-
pite 5) del inciso b) del artículo 3º de la Ley 24.241 modificado por el artículo 1º de la 
Ley 24.347. 

ARTÍCULO 2.- Las amas de casa mencionadas en el artículo precedente, podrán optar 
por ingresar al Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones una alícuota diferencial 
del once por ciento (11%) con destino a cuentas individuales del régimen de capitaliza-
ción, calculada sobre la renta imponible mensual correspondiente a la categoría mas 
baja fijada por las normas reglamentarias, pudiendo optar por una categoría superior. 

ARTÍCULO 3.- Las amas de casa que opten de conformidad con el artículo anterior 
tendrán derecho únicamente a las prestaciones enumeradas en el artículo 46 de la Ley 
24.241, no pudiendo computar períodos integrados con la citada alícuota diferencial 
para otros beneficios. 
En ningún caso podrán acceder a prestaciones derivadas del Régimen Previsional 
Público, ni a los beneficios del Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados 
y Pensionados, salvo que con relación a las mismas cumplieran independientemente 
todos los requisitos exigidos por la Ley 24.241. 

ARTÍCULO 4.- El Poder Ejecutivo podrá crear un “Fondo Solidario para las Amas de 
Casa” de acuerdo a lo dispuesto en el inciso 10 del artículo 99 de la Constitución 
Nacional en base a la Ley de Presupuesto de la Administración Nacional destinado 
a incrementar el haber jubilatorio de las beneficiarias que cumplan con los requisitos 
que establezcan las normas reglamentarias. Podrán contribuir a dicho fondo entidades 
públicas y/o privadas. 

ARTÍCULO 5.- Las disposiciones de la Ley 24.241, sus modificatorias y complemen-
tarias, así como los decretos y resoluciones que la reglamenten, que no se opongan ni 
sean incompatibles con esta ley, continuarán aplicándose supletoriamente en los su-
puestos no previstos en la presente, de acuerdo con las normas que sobre el particular 
dictará la autoridad de aplicación. 

ARTÍCULO 6.- La Secretaría de Seguridad Social del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, queda facultada para dictar las normas aclaratorias, complementarias e inter-
pretativas de la presente ley. 

ARTÍCULO 7.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

Publicada en el Boletín Oficial Nº 28.677 del 30 de junio de 1997



152 | Con las Mujeres, por sus Derechos

LEY NAC. Nº 24.716 
MADRE TRABAJADORA EN RELACIÓN DE DEPENDENCIA. LICENCIA 
ESPECIAL POR HIJOS/AS CON SÍNDROME DE DOWN 

Sancionada: 2 de octubre de 1996.
Promulgada: 23 de octubre de 1996.
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. 
sancionan con fuerza de Ley: 

ARTÍCULO 1.- El nacimiento de un hijo con Síndrome de Down otorgará a la madre 
trabajadora en relación de dependencia el derecho a seis meses de licencia sin goce 
de sueldo desde la fecha del vencimiento del período de prohibición de trabajo por 
maternidad. 

ARTÍCULO 2.- Para el ejercicio del derecho otorgado en el artículo anterior la trabaja-
dora deberá comunicar fehacientemente el diagnóstico del recién nacido al emplea-
dor con certificado médico expedido por autoridad sanitaria oficial, por lo menos con 
quince días de anticipación al vencimiento del período de prohibición de trabajo por 
maternidad. 

ARTÍCULO 3.- Durante el período de licencia previsto en el artículo 1° la trabajadora 
percibirá una asignación familiar cuyo monto será igual a la remuneración que ella 
habría percibido si hubiera prestado servicios. Esta prestación será percibida en las 
mismas condiciones y con los mismos requisitos que corresponden a la asignación 
por maternidad. 

ARTÍCULO 4.- Las disposiciones de esta ley no derogan los mayores derechos que 
acuerdan disposiciones legales o convencionales vigentes. 

ARTÍCULO 5.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AI-
RES, A LOS DOS DÍAS DEL MES DE OCTUBRE DEL AÑO MIL NOVECIENTOS NO-
VENTA Y SEIS. 
POR TANTO: 
Téngase por Ley de la Nación Nº 24.716 cúmplase, comuníquese, publíquese, dése a 
la dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. 

Publicada en el Boletín Oficial Nº 28.508 del 25 de octubre de 1996

DECRETO NAC. Nº 446/11
AMPLÍA LA ASIGNACIÓN UNIVERSAL POR HIJO ESTABLECIDA POR EL 
DEC. NAC. Nº 1.602/09

Fecha: 18 de abril de 2011.
VISTO las Leyes Nº 24.714 y 26.061 y el Decreto Nº 1.602 del 29 de octubre de 2009, 
y
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CONSIDERANDO:
Que es obligación del Estado Nacional adoptar políticas públicas que permitan mejorar 
la situación de los grupos familiares en situación de vulnerabilidad social.
Que la Ley Nº 24.714 instituyó con alcance nacional y obligatorio un Régimen de Asig-
naciones Familiares otorgando distintas prestaciones destinadas a la protección del 
grupo familiar.
Que el Decreto Nº 1.602/09 creó la Asignación Universal por Hijo para Protección 
Social, incluyendo en el Régimen de Asignaciones Familiares instituido por la Ley Nº 
24.714 a los grupos familiares no alcanzados por las mismas, previstas en el mencio-
nado régimen, en la medida que se encuentren desocupados o se desempeñen en la 
economía informal.
Que el artículo 14 bis de la Ley Nº 24.714 define la Asignación Universal por Hijo para 
Protección Social y su alcance, y el artículo 14 ter de la mencionada ley establece los 
requisitos que deben cumplirse para su percepción.
Que en el marco de la política social que está llevando a cabo el gobierno y conside-
rando los resultados positivos que ha generado la incorporación de la citada Asigna-
ción Universal por Hijo para Protección Social en lo concerniente a la reducción de la 
pobreza, resulta conveniente continuar ampliando la cobertura de las asignaciones 
familiares, optimizando progresivamente los beneficios que brinda el Sistema de Se-
guridad Social.
Que la mortalidad materna es un indicador de la injusticia social, la inequidad de géne-
ro y la pobreza, ya que el problema se vincula estrechamente con las dificultades de 
acceso a la educación y a los servicios de atención médica especializados.
Que entendemos que la cobertura en el ámbito de la seguridad social debe ser aten-
dida desde el estado de gestación, de forma tal de brindar a la madre embarazada 
programas públicos de atención de diagnóstico y tratamiento oportuno, disminuyendo 
de esta forma los índices de mortalidad maternal, perinatal, neonatal e infantil que se 
encuentran asociados a problemas en el acceso a los servicios de salud.
Que el hecho de que la mortalidad maternal, perinatal y neonatal sea superior en los 
estratos de ingresos más bajos, indica que hacer universales los programas públicos, 
es una cuestión de equidad y justicia social.
Que a los efectos de darle protección a la madre embarazada resulta necesario esta-
blecer una prestación que dé cobertura a la contingencia del estado de embarazo de 
aquellas mujeres que se encuentran en similares condiciones que las personas que 
acceden a la Asignación Universal por Hijo para Protección Social.
Que como requisito obligatorio para el cobro del CIEN POR CIENTO (100%) de la Asig-
nación creada por el presente, para la cobertura del estado de embarazo, resulta im-
prescindible exigir el cumplimiento de los controles sanitarios con la inscripción al “Plan 
Nacer” del MINISTERIO DE SALUD o la certificación médica expedida de conformidad 
con dicho plan, para los casos que cuenten con cobertura de obra social.
Que la necesidad de brindar ayuda inmediata a las situaciones descriptas dificulta 
seguir los trámites ordinarios previstos por la CONSTITUCIÓN NACIONAL para la san-
ción de las leyes, por lo que el PODER EJECUTIVO NACIONAL adopta la presente 
medida con carácter excepcional.
Que la Ley Nº 26.122, regula el trámite y los alcances de la intervención del HONORA-
BLE CONGRESO DE LA NACIÓN respecto de los Decretos de Necesidad y Urgencia 
dictados por el PODER EJECUTIVO NACIONAL, en virtud de lo dispuesto por el artí-
culo 99 inciso 3 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL.
Que la citada Ley determina, que la Comisión Bicameral Permanente tiene competencia 
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para pronunciarse respecto de la validez o invalidez de los decretos de necesidad y 
urgencia, así como elevar el dictamen al plenario de cada Cámara para su expreso 
tratamiento, en el plazo de DIEZ (10) días hábiles.
Que el artículo 20 de la Ley Nº 26.122 prevé que, en el supuesto que la Comisión Bi-
cameral Permanente no eleve el correspondiente despacho, las Cámaras se abocaran 
al expreso e inmediato tratamiento del decreto, de conformidad con lo establecido en 
los artículos 99, inciso 3 y 82 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL.
Que, por su parte, el artículo 22 de la misma ley dispone que las Cámaras se pronun-
cien mediante sendas resoluciones y que el rechazo o aprobación de los decretos 
deberá ser expreso conforme lo establecido en el artículo 82 de la Carta Magna.
Que ha tomado la intervención de su competencia el servicio jurídico pertinente.
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades que otorga el artículo 99, 
inciso 3, de la CONSTITUCIÓN NACIONAL y los artículos 2º, 19 y 20 de la Ley Nº 
26.122.
Por ello,
LA PRESIDENTA DE LA NACIÓN ARGENTINA EN ACUERDO GENERAL DE MINIS-
TROS
DECRETA:

ARTÍCULO 1º.- Sustitúyese el inciso c) del artículo 1º de la Ley Nº 24.714 incorporado 
por el Decreto Nº 1602/09, el cual quedará redactado de la siguiente forma:
“c) Un subsistema no contributivo compuesto por la Asignación por Embarazo para 
Protección Social y la Asignación Universal por Hijo para Protección Social, destinado, 
respectivamente, a las mujeres embarazadas y a aquellos niños, niñas y adolescentes 
residentes en la REPÚBLICA ARGENTINA; que pertenezcan a grupos familiares que se 
encuentren desocupados o se desempeñen en la economía informal”.

ARTÍCULO 2.- Incorpórase como inciso j) del artículo 6º de la Ley Nº 24.714 y sus 
modificatorios el siguiente:
“j) Asignación por Embarazo para Protección Social”. 

ARTÍCULO 3.- Incorpórase como artículo 14 quáter de la Ley Nº 24.714 y sus modifi-
catorios el siguiente:
“ARTÍCULO 14 quáter.- La Asignación por Embarazo para Protección Social consistirá 
en una prestación monetaria no retributiva mensual que se abonará a la mujer em-
barazada desde la DECIMOSEGUNDA semana de gestación hasta el nacimiento o 
interrupción del embarazo.
Sólo corresponderá la percepción del importe equivalente a UNA (1) Asignación por 
Embarazo para Protección Social, aún cuando se trate de embarazo múltiple. La per-
cepción de esta asignación no será incompatible con la Asignación Universal por Hijo 
para Protección Social por cada menor de DIECIOCHO (18) años, o sin límite de edad 
cuando se trate de un discapacitado, a cargo de la mujer embarazada”.

ARTÍCULO 4.- Incorpórase como artículo 14 quinquies de la Ley Nº 24.714 y sus mo-
dificatorios el siguiente:
“ARTÍCULO 14 quinquies.- Para acceder a la Asignación por Embarazo para Protec-
ción Social, se requerirá:

a) Que la embarazada sea argentina nativa o por opción, naturalizada o residen-
te, con residencia legal en el país no inferior a TRES (3) años previos a la solicitud 
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de la asignación.
b) Acreditar identidad, mediante Documento Nacional de Identidad.
c) La acreditación del estado de embarazo mediante la inscripción en el “Plan 
Nacer” del MINISTERIO DE SALUD. En aquellos casos que prevea la reglamen-
tación, en que la embarazada cuente con cobertura de obra social, la acredi-
tación del estado de embarazo será mediante certificado médico expedido de 
conformidad con lo previsto en dicho plan para su acreditación.
Si el requisito se acredita con posterioridad al nacimiento o interrupción del em-
barazo, no corresponde el pago de la asignación por el período correspondiente 
al de gestación.
d) La presentación por parte del titular del beneficio de una declaración jurada re-
lativa al cumplimiento de los requisitos exigidos por la presente y a las calidades 
invocadas. De comprobarse la falsedad de alguno de estos datos, se producirá 
la pérdida del beneficio, sin perjuicio de las sanciones que correspondan”.

ARTÍCULO 5.- Incorpórase como inciso I) del artículo 18 de la Ley Nº 24.714 y sus 
modificatorios el siguiente:
“I) Asignación por Embarazo para Protección Social: la mayor suma fijada en el inciso a).
Durante el período correspondiente entre la DECIMOSEGUNDA y la última semana de 
gestación, se liquidará una suma igual al OCHENTA POR CIENTO (80%) del monto 
previsto en el primer párrafo, la que se abonará mensualmente a las titulares a través 
del sistema de pago de la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL 
(ANSES). El VEINTE POR CIENTO (20%) restante será abonado una vez finalizado el 
embarazo y en un solo pago, a través del mismo sistema que se utilice para la liquida-
ción mensual de esta asignación, en la medida que se hubieran cumplido los controles 
médicos de seguimiento previstos en el ‘Plan Nacer’ del MINISTERIO DE SALUD.
La falta de acreditación producirá la pérdida del derecho al cobro del VEINTE POR 
CIENTO (20%) reservado”.

ARTÍCULO 6.- La Asignación por Embarazo para Protección Social se encuentra al-
canzada por las previsiones de los artículos 8º y 9º del Decreto Nº 1602/09.

ARTÍCULO 7.- Facúltase al titular de la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGU-
RIDAD SOCIAL (ANSES), para el dictado de las normas interpretativas, aclaratorias y 
complementarias necesarias para la implementación del presente.

ARTÍCULO 8.- Encomiéndase a la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURI-
DAD SOCIAL (ANSES) la adopción de las medidas conducentes para la aplicación del 
presente régimen en un plazo máximo que no podrá superar el 1º de mayo del año 
2011.

ARTÍCULO 9.- Dése cuenta a la Comisión Bicameral Permanente del HONORABLE 
CONGRESO DE LA NACIÓN.

ARTÍCULO 10.- Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro 
Oficial y archívese. 

Publicado en el Boletín Oficial Nº 32.133 del 19 de abril de 2011
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DECRETO NAC. Nº 1.602/09
ASIGNACIÓN UNIVERSAL POR HIJO

Fecha: 29 de octubre de 2009.
VISTO las Leyes Nº 24.714 y 26.061 y el Decreto Nº 897 del 12 de julio de 2007, y
CONSIDERANDO:
Que los más diversos sectores políticos y sociales han expresado su predisposición 
favorable a la adopción de políticas públicas que permitan mejorar la situación de los 
menores y adolescentes en situación de vulnerabilidad social.
Que a través de la Ley Nº 24.714 se instituyó con alcance nacional y obligatorio un 
Régimen de Asignaciones Familiares.
Que dicha norma abarca a los trabajadores que presten servicios remunerados en 
relación de dependencia en la actividad privada, cualquiera sea la modalidad de con-
tratación laboral y a los beneficiarios tanto del Sistema Integrado Previsional Argentino 
como de regímenes de pensiones no contributivas por invalidez.
Que, en el régimen establecido por la ley citada se encuentran previstas, entre otras, la 
asignación por hijo consistente en el pago de una suma mensual por cada hijo menor 
de 18 años que estuviere a cargo del beneficiario, así como la asignación por hijo con 
discapacidad.
Que en el mencionado Régimen de Asignaciones Familiares no se incluye a los grupos 
familiares que se encuentren desocupados o que se desempeñen en la economía 
informal.
Que la Ley Nº 26.061 tiene por objeto la Protección Integral de los Derechos de las 
Niñas, Niños y Adolescentes que se encuentren en el territorio de la República Argen-
tina, para garantizar el ejercicio y disfrute pleno, efectivo y permanente de aquéllos 
reconocidos en el ordenamiento jurídico nacional y en los Tratados Internacionales en 
los que la Nación sea parte.
Que por el artículo 3º de dicha norma se entiende por interés superior de aquellos a 
quienes protege la máxima satisfacción, integral y simultánea de los derechos y garan-
tías que a ellos se les reconoce, entre los que se encuentran el derecho a la obtención 
a una buena calidad de vida, a la educación y a obtener los beneficios de la Seguridad 
Social.
Que cabe agregar que el artículo 26 de la Ley Nº 26.061 dispone que los organismos 
del Estado deberán establecer políticas y programas para la inclusión de las niñas, 
niños y adolescentes, que consideren la situación de los mismos, así como de las 
personas que sean responsables de su mantenimiento.
Que, si bien las políticas de estado llevadas a cabo han producido una mejora en la 
situación económica y financiera del país reduciendo los niveles de pobreza y de mar-
ginalidad alcanzándose, asimismo, un importante incremento del nivel ocupacional, 
subsisten situaciones de exclusión de diversos sectores de la población que resulta 
necesario atender.
Que, en virtud de ello, se torna necesario contemplar la situación de aquellos menores 
pertenecientes a grupos familiares que no se encuentren amparados por el actual Ré-
gimen de Asignaciones Familiares instituido por la Ley Nº 24.714 creándose, a tal fin, 
la Asignación Universal por Hijo para Protección Social.
Que la referida Asignación Universal por Hijo para Protección Social consistirá en una 
prestación monetaria no retributiva de carácter mensual, que se abonará a uno solo 
de los padres, tutor, curador o pariente por consanguinidad hasta el tercer grado por 
cada menor de DIECIOCHO (18) años que se encuentre a su cargo o sin límite de edad 
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cuando se trate de un hijo discapacitado.
Que, como el resto de los beneficios de la Ley Nº 24.714, la asignación que se crea 
será financiada con los recursos previstos en el artículo 18 de la Ley Nº 24.241.
Que estos recursos se han fortalecido a partir de las inversiones que se han efectuado 
de los fondos que constituyen el Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema 
Integrado Previsional Argentino creado por el Decreto Nº 897/07 y de la rentabilidad 
anual obtenida, resultando posible dar sustento al financiamiento de la Asignación Uni-
versal por Hijo para Protección Social, que por el presente se instituye.
Que el otorgamiento del beneficio se somete a requisitos que deberán acreditarse para 
garantizar la universalidad y a la vez preservar la transparencia, condicionándolo al 
cumplimiento de los controles sanitarios obligatorios para menores y a la concurrencia 
al sistema público de enseñanza.
Que la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES), como 
organismo autónomo sujeto a la supervisión de la COMISIÓN BICAMERAL DE CON-
TROL DE LOS FONDOS DE LA SEGURIDAD SOCIAL creada por el artículo 11 de la 
Ley Nº 26.425, deberá dictar las normas complementarias pertinentes para la imple-
mentación operativa, la supervisión, el control y el pago de las prestaciones.
Que, forzoso es decirlo, esta medida por sí no puede garantizar la salida de la pobreza 
de sus beneficiarios y no puede ubicarse allí toda la expectativa social, aunque resulta-
rá, confiamos, un paliativo importante. Queremos evitar entonces el riesgo de deposi-
tar la ilusión de que con una sola medida se puede terminar con la pobreza.
Que, como se ha destacado, una medida de tal naturaleza tiene sin embargo una in-
dudable relevancia en cuanto significa más dinero en los bolsillos de los sectores más 
postergados. No implica necesariamente el fin de la pobreza, pero inocultablemente 
ofrece una respuesta reparadora a una población que ha sido castigada por políticas 
económicas de corte neoliberal.
Que la clave para una solución estructural del tema de la pobreza sigue afincada en 
el crecimiento económico y la creación constante de puestos de trabajo. El trabajo 
decente sigue siendo el elemento cohesionante de la familia y de la sociedad, que 
permite el desarrollo de la persona.
Que la mejor política social de promoción y articulación del tejido social es el trabajo 
que, sumado a la educación, la salud, la modernización o creación de infraestructura, 
servicios básicos y viviendas, permitirá mejorar las condiciones de vida y avanzar sobre 
el núcleo más duro de la pobreza, consolidando progresivamente un desarrollo huma-
no integral, sostenible e incluyente.
Que existe consenso entre la comunidad y las instituciones sobre la urgencia en imple-
mentar medidas que permitan combatir la pobreza así como brindar apoyo y asistencia 
a las familias como núcleo de contención natural y bienestar de la sociedad, mediante 
la adopción de medidas de alcance universal.
Que la particular naturaleza de la situación planteada y la urgencia requerida para su 
resolución, dificultan seguir los trámites ordinarios previstos por la CONSTITUCIÓN 
NACIONAL para la sanción de las leyes, por lo que el PODER EJECUTIVO NACIONAL 
adopta la presente medida con carácter excepcional.
Que la Ley Nº 26.122, regula el trámite y los alcances de la intervención del H. CON-
GRESO DE LA NACIÓN respecto de los Decretos de Necesidad y Urgencia dictados 
por el PODER EJECUTIVO NACIONAL, en virtud de lo dispuesto por el artículo 99 
inciso 3 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL.
Que la citada ley determina, que la Comisión Bicameral Permanente tiene competencia 
para pronunciarse respecto de la validez o invalidez de los decretos de necesidad y 



158 | Con las Mujeres, por sus Derechos

urgencia, así como elevar el dictamen al plenario de cada Cámara para su expreso 
tratamiento, en el plazo de DIEZ (10) días hábiles.
Que el artículo 20 de la Ley Nº 26.122 prevé incluso que, en el supuesto que la Co-
misión Bicameral Permanente no eleve el correspondiente despacho, las Cámaras se 
abocarán al expreso e inmediato tratamiento del decreto, de conformidad con lo esta-
blecido en los artículos 99, inciso 3 y 82 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL.
Que, por su parte, el artículo 22 de la misma ley dispone que las Cámaras se pronun-
cien mediante sendas resoluciones y que el rechazo o aprobación de los decretos 
deberá ser expreso conforme lo establecido en el artículo 82 de la Carta Magna.
Que ha tomado la intervención de su competencia el servicio jurídico permanente.
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades que otorga el artículo 99, 
inciso 3 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL y de los artículos 2º, 19 y 20 de la Ley Nº 
26.122.
Por ello,
LA PRESIDENTA DE LA NACIÓN ARGENTINA EN ACUERDO GENERAL DE 
MINISTROS
DECRETA:

ARTÍCULO 1.- Incorpórase como inciso c) del artículo 1º de la Ley Nº 24.714 y sus 
modificatorios, el siguiente texto:
“c) Un subsistema no contributivo de Asignación Universal por Hijo para Protección 
Social, destinado a aquellos niños, niñas y adolescentes residentes en la República 
Argentina, que no tengan otra asignación familiar prevista por la presente ley y perte-
nezcan a grupos familiares que se encuentren desocupados o se desempeñen en la 
economía informal”.

ARTÍCULO 2.- Incorpórase al artículo 3º de la Ley Nº 24.714 y sus modificatorios el 
siguiente párrafo:
“Quedan excluidos del beneficio previsto en el artículo 1º inciso c) de la presente los 
trabajadores que se desempeñen en la economía informal, percibiendo una remunera-
ción superior al salario mínimo, vital y móvil”.

ARTÍCULO 3.- Incorpórase como inciso c) del artículo 5º de la Ley Nº 24.714 y sus 
modificatorios, el siguiente:
“c) Las que correspondan al inciso c) del artículo 1º de esta ley con los siguientes re-
cursos:
1. Los establecidos en el artículo 18 de la Ley Nº 24.241 y sus modificatorias;
2. Los rendimientos anuales del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema 
Integrado Previsional Argentino creado por el Decreto Nº 897/07 y modificatorios”.

ARTÍCULO 4.- Incorpórase como inciso i) del Artículo 6º de la Ley Nº 24.714 y sus 
modificatorios, el siguiente:
“i) Asignación Universal por Hijo para Protección Social”.

ARTÍCULO 5.- Incorpórase como artículo 14 bis de la Ley Nº 24.714 y sus modifica-
torios, el siguiente:
“ARTÍCULO 14 bis.- La Asignación Universal por Hijo para Protección Social consistirá 
en una prestación monetaria no retributiva de carácter mensual, que se abonará a uno 
solo de los padres, tutor, curador o pariente por consanguinidad hasta el tercer grado, 
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por cada menor de DIECIOCHO (18) años que se encuentre a su cargo o sin límite de 
edad cuando se trate de un discapacitado; en ambos casos, siempre que no estuviere 
empleado, emancipado o percibiendo alguna de las prestaciones previstas en la Ley 
Nº 24.714, modificatorias y complementarias.
Esta prestación se abonará por cada menor acreditado por el grupo familiar hasta un 
máximo acumulable al importe equivalente a CINCO (5) menores”.

ARTÍCULO 6.- Incorpórase como artículo 14 ter de la Ley Nº 24.714 y modificatorios, 
el siguiente:
“ARTÍCULO 14 ter.- Para acceder a la Asignación Universal por Hijo para Protección 
Social, se requerirá:

a) Que el menor sea argentino, hijo de argentino nativo o por opción, naturaliza-
do o residente, con residencia legal en el país no inferior a TRES (3) años previos 
a la solicitud.
b) Acreditar la identidad del titular del beneficio y del menor, mediante Docu-
mento Nacional de Identidad.
c) Acreditar el vínculo entre la persona que percibirá el beneficio y el menor, 
mediante la presentación de las partidas correspondientes y en los casos de 
adopción, tutelas y curatelas los testimonios judiciales pertinentes.
d) La acreditación de la condición de discapacidad será determinada en los 
términos del artículo 2º de la Ley Nº 22.431, certificada por autoridad compe-
tente.
e) Hasta los CUATRO (4) años de edad —inclusive—, deberá acreditarse el 
cumplimiento de los controles sanitarios y del plan de vacunación obligatorio. 
Desde los CINCO (5) años de edad y hasta los DIECIOCHO (18) años, deberá 
acreditarse además la concurrencia de los menores obligatoriamente a estable-
cimientos educativos públicos.
f) El titular del beneficio deberá presentar una declaración jurada relativa al cum-
plimiento de los requisitos exigidos por la presente y a las calidades invocadas, 
de comprobarse la falsedad de algunos de estos datos, se producirá la pérdida 
del beneficio, sin perjuicio de las sanciones que correspondan”.

ARTÍCULO 7.- Incorpórase como inciso k) del artículo 18 de la Ley Nº 24.714 y sus 
modificatorios:
“inciso k) Asignación Universal por Hijo para Protección Social: la mayor suma fijada en 
los incisos a) o b), según corresponda.
El OCHENTA POR CIENTO (80%) del monto previsto en el primer párrafo se abonará 
mensualmente a los titulares de las mismas a través del sistema de pagos de la ADMI-
NISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES).
El restante VEINTE POR CIENTO (20%) será reservado en una Caja de Ahorro a nom-
bre del titular en el BANCO DE LA NACIÓN ARGENTINA percibido a través de tarjetas 
magnéticas emitidas por el banco, sin costo para los beneficiarios.
Las sumas podrán cobrarse cuando el titular acredite, para los menores de CINCO (5) 
años, el cumplimiento de los controles sanitarios y el plan de vacunación y para los de 
edad escolar, la certificación que acredite además, el cumplimiento del ciclo escolar 
lectivo correspondiente.
La falta de acreditación producirá la pérdida del beneficio”.
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ARTÍCULO 8.- Los monotributistas sociales se encuentran alcanzados por las previ-
siones de la presente medida.

ARTÍCULO 9.- La percepción de las prestaciones previstas en el presente decreto 
resultan incompatibles con el cobro de cualquier suma originada en Prestaciones 
Contributivas o No Contributivas Nacionales, Provinciales, Municipales o de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, incluyendo las prestaciones de las Leyes Nros. 24.013, 
24.241 y 24.714 y sus respectivas modificatorias y complementarias.

ARTÍCULO 10.- Facúltase a la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SO-
CIAL (ANSES) a dictar las normas complementarias pertinentes para la implementa-
ción operativa, la supervisión, el control y el pago de las prestaciones.

ARTÍCULO 11.- El presente decreto comenzará a regir a partir del 1º de noviembre de 
2009.

ARTÍCULO 12.- Dése cuenta a la Comisión Bicameral Permanente del HONORABLE 
CONGRESO DE LA NACIÓN.

ARTÍCULO 13.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL 
REGISTRO OFICIAL y archívese. 

Publicado en el Boletín Oficial Nº 31.770 del 30 de octubre de 2009

DECRETO NAC. Nº 254/98
PLAN PARA LA IGUALDAD DE OPORTUNIDADES ENTRE VARONES Y 
MUJERES EN EL MUNDO LABORAL

Fecha: 9 de marzo de 1998.
VISTO
el Artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional y las Leyes 23.451 y 24.632, y
CONSIDERANDO
Que el inciso 22 del Artículo 75 de la Constitución Nacional ha otorgado jerarquía cons-
titucional a la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer.
Que por el Artículo 11 de dicha Convención se reconoce la necesidad de que el Es-
tado tome las medidas apropiadas para la eliminación de la discriminación contra las 
mujeres en la esfera del empleo, incluyendo en el mismo el acceso a la formación 
profesional y el derecho a las mismas oportunidades de ascenso.
Que la Ley N. 23.451 aprobó el Convenio 156 de la Organización Internacional del Tra-
bajo sobre la igualdad de oportunidades y de trato entre trabajadores y trabajadoras 
con responsabilidades familiares.
Que mediante la Ley N. 24.632 se aprobó la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, en la cual se insta a los Estados a 
adoptar medidas específicas para fomentar el logro y la observancia del derecho de 
las mujeres a una vida libre de violencia, incluyendo la erradicación de las prácticas 
de acoso sexual en los lugares de trabajo, entendiendo que la misma configura una 
violación a los derechos humanos.
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Que la Ley N. 24.576 garantiza como derecho fundamental de todos los trabajadores 
y trabajadoras la promoción profesional y la formación en el trabajo en condiciones 
igualitarias de acceso y trato.
Que nuestro país, por la Ley N. 14.467, ratificó el Decreto-Ley 11.595/56, aprobatorio 
del Convenio 100 de la Organización Internacional del Trabajo, sobre igualdad de re-
muneración por trabajo de igual valor.
Que los compromisos asumidos por el Estado Argentino en la Declaración y en la Pla-
taforma de Acción de la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer, requieren su traducción 
a instrumentos programáticos que permitan la adopción de medidas tendientes a faci-
litar el acceso de las mujeres, en condiciones de igualdad, a los recursos y al empleo.
Que como resultado del informe presentado por nuestro país ante el CEDAW (Comité 
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer) éste realizó una serie de reco-
mendaciones entre las que se señala “...el deber de mantener y reforzar los planes de 
igualdad...”, “...intensificar los programas dedicados a promover el empleo de mujeres 
y en particular de las mujeres jóvenes...”, y la “...penalización del acoso sexual cuando 
tiene lugar en las relaciones laborales del sector privado...”.
Que en virtud de lo expuesto corresponde la implementación de políticas nacionales 
que aseguren a las mujeres el acceso equitativo al empleo y a los recursos produc-
tivos, y velen por la igualdad de oportunidades y de trato en materia de condiciones 
laborales y de remuneraciones, como también sus posibilidades de desarrollo en el 
campo laboral.
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por el Artículo 99, 
inciso 1 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL.
Por ello, 
EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA
DECRETA:

ARTÍCULO 1.- Apruébase el “Plan para la Igualdad de Oportunidades entre Varones y 
Mujeres en el Mundo Laboral”, que como Anexo I, forma parte integrante del presente 
Decreto. 

ARTÍCULO 2.- El CONSEJO NACIONAL DE LA MUJER, organismo dependiente de la 
SECRETARÍA GENERAL de la PRESIDENCIA DE LA NACIÓN, tendrá a su cargo las 
tareas de coordinación del Plan que se aprueba por el Artículo 1. 

ARTÍCULO 3.- Los organismos de la Administración Pública Nacional, centralizada y 
descentralizada, deberán en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones, adoptar todas 
las medidas que fuere menester a fin de dar cumplimiento a los objetivos enunciados 
en el Plan para la Igualdad de Oportunidades entre Varones y Mujeres en el Mundo 
Laboral. 

ARTÍCULO 4.- Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro 
Oficial y archívese. 

ANEXO I: PLAN PARA LA IGUALDAD DE OPORTUNIDADES ENTRE VARONES Y 
MUJERES EN EL MUNDO LABORAL

1. ACORDAR ENTRE EL CONSEJO NACIONAL DE LA MUJER Y EL MINISTERIO 
DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL PROPUESTAS A FIN DE PROMOVER LA 



162 | Con las Mujeres, por sus Derechos

IGUALDAD DE OPORTUNIDADES Y DE TRATO ENTRE MUJERES Y VARONES EN 
EL ÁMBITO DEL TRABAJO.

1.1. Diseñar e implementar políticas, planes y programas operativos que pro-
muevan la incorporación de la mujer al trabajo en igualdad de oportunidades y 
de trato con los varones.
1.1.1. Capacitar a quienes se encarguen del diseño, formulación y ejecución de 
programas proyectos, para facilitar la equiparación de oportunidades de acceso 
y participación de las mujeres en el empleo y la formación profesional.
1.1.2. Asistir técnicamente a organismos gubernamentales y no gubernamen-
tales para el diseño y formulación de proyectos degeneración de puestos de 
trabajo, que contemplen las necesidades e intereses de las mujeres.
1.1.3. Diseñar y ejecutar un programa de orientación laboral para mujeres a nivel 
provincial y municipal para facilitar la búsqueda de empleo y la diversificación de 
opciones ocupacionales.
1.1.4. Impulsar la representación equitativa de las mujeres en los programas de 
empleo, incluidos los dirigidos a actividades no tradicionales.
1.1.5. Impulsar la incorporación de políticas de igualdad de oportunidades entre 
mujeres y varones en los acuerdos de integración regional.
1.2. Promover la formación profesional y técnica de las mujeres para la diversi-
ficación de sus opciones profesionales para que amplíen sus posibilidades de 
inserción laboral.
1.2.1. Garantizar la participación equitativa de las mujeres en los programas de 
capacitación o entrenamiento continuo.
1.2.2. Diseñar módulos que incorporen temas relacionados con el desarrollo 
personal y social de las mujeres, fortalecimiento grupal y organizacional y nue-
vas opciones profesionales.
1.2.3. Facilitar la incorporación de las mujeres, especialmente las más jóvenes, 
en todos los cursos de formación, incluidos los referidos a ocupaciones no tra-
dicionales y a nuevas tecnologías.
1.3. Promover la participación de las mujeres en la producción, estimulando su 
actividad emprendedora.
1.3.1. Desarrollar materiales y metodologías de inducción y acompañamiento 
para mujeres que quieran generar su propio empleo en forma individual o aso-
ciada.
1.3.2. Estimular la operatoria de líneas de financiación favorables para el desa-
rrollo de microemprendimientos productivos liderados por mujeres.
1.3.3. Capacitar a las mujeres para la gestión y administración de su propio 
microemprendimiento, con el fin optimizar su competitividad para una mejor 
inserción en el mercado, en el medio urbano así como en el rural.
1.4. Difundir los derechos de las mujeres trabajadoras y estimular su ejercicio.
1.4.1. Difundir entre las mujeres trabajadoras y los empleadores, los derechos y 
obligaciones derivados de la relación laboral, con el fin de evitar y eliminar discri-
minaciones y aplicar el principio de igualdad de oportunidades.
1.4.2. Articular con las organizaciones sindicales y empresarias a efectos de 
definir estrategias con el fin de propiciar la aplicación del derecho a una remu-
neración igual por trabajo de igual valor, para varones y mujeres.
1.4.3. Propiciar la sanción de una normativa que penalice el acoso sexual en las 
relaciones de trabajo del sector privado.
1.4.4. Promover la regularización del empleo doméstico mediante la revisión 
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de la legislación vigente, con el fin de favorecer los mecanismos de inserción 
laboral, disminuir los riesgos de marginalidad social y transparentar la relación 
laboral.
1.5. Generar instancias administrativas que garanticen la igualdad de oportuni-
dades y de trato de las mujeres en las relaciones laborales.
1.5.1. Reforzar los órganos de control existentes en materia laboral para que 
vigilen el efectivo cumplimiento del principio de no discriminación de las mujeres 
en el ámbito laboral.
1.5.2. Capacitar a las personas destinadas a estas instancias sobre la legisla-
ción vigente en el país que garantiza la no discriminación de las mujeres en el 
trabajo.
1.6. Promover la conciliación de la vida familiar y laboral.
1.6.1. Elaborar propuestas de normativas que recojan las disposiciones de la 
Ley N. 23.451, que ratifica el Convenio 156 de la OIT sobre trabajadores con 
responsabilidades familiares.
1.6.2. Elaborar propuestas tendientes a compatibilizar la legislación vigente a 
fin de incrementar la oferta de servicios y atención a la infancia, con horarios 
amplios y flexibles, utilizando recursos existentes y opciones disponibles.
1.6.3. Impulsar en el ámbito de la Administración Pública Nacional el cumpli-
miento del Decreto 1363/97.
1.7. Analizar y difundir la situación y el aporte de las mujeres trabajadoras. 
1.7.1. Interesar a los organismos encargados de la producción de información 
sobre la necesidad de desagregar ampliamente por sexo los datos referentes al 
mercado de trabajo.
1.7.2. Diseñar indicadores que permitan transparentar la situación de las muje-
res en el mercado de trabajo y la seguridad social.
1.7.3. Realizar estudios de diagnóstico sobre cantidad de mujeres en puestos 
jerárquicos, con poder de decisión y en actividades no tradicionales. Difundir los 
resultados.
1.7.4. Realizar estudios con el fin de ampliar el conocimiento de la situación de 
las mujeres en relación con el trabajo, identificando los obstáculos que se les 
presentan.
1.7.5. Realizar un relevamiento sobre la existencia y el funcionamiento de jardi-
nes maternales y guarderías.
1.7.6. Difundir los resultados de los estudios, análisis e investigaciones realiza-
das.
1.8. Efectuar el monitoreo y la evaluación de las intervenciones planificadas.
1.8.1. Elaborar indicadores específicos e instrumentos de evaluación para di-
mensionar y visualizar el grado de alcance de los objetivos propuestos, así 
como la eficacia y la eficiencia de la implementación del Plan, para efectuar las 
correcciones necesarias.
1.8.2. Realizar un análisis comparativo de los resultados obtenidos y los objeti-
vos propuestos, con el fin de transferir las buenas prácticas identificadas a las 
Áreas Mujer provinciales.

Publicado en el Boletín Oficial Nº 28.854 del 11 de marzo de 1998
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Resolución nac. nº 1.553/mtess/10
Programa de Equidad e Igualdad de Oportunidades en la 
Formación Laboral - “Nuevos Oficios para Mujeres”

Fecha: 28 de diciembre de 2010.
VISTO el Expediente Nº 1.380.652/10 del Registro del MINISTERIO DE TRABAJO, 
EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, los Convenios de la ORGANIZACIÓN INTERNA-
CIONAL DEL TRABAJO Nº 156 del 3 de junio de 1981, sobre los trabajadores y tra-
bajadoras con responsabilidades familiares, Nº 111 del 4 de junio de 1958, relativo a 
la discriminación en materia de empleo y ocupación y el Nº 100 del 6 de junio de 1951 
relativo a la igualdad de remuneración entre la mano de obra masculina y la mano de 
obra femenina por un trabajo de igual valor, la Ley de Empleo Nº 24.013, el Decreto Nº 
254 del 9 de marzo de 1998 el cual establece las características de un Plan de Igual-
dad de Oportunidades entre varones y mujeres en el mundo laboral, el Decreto Nº 336 
del 29 de marzo de 2006, las Resoluciones del MINISTERIO DE TRABAJO EMPLEO 
Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 497 del 13 de mayo de 2008 y Nº 633 del 2 de junio de 
2008, y
CONSIDERANDO:
Que el Gobierno Nacional impulsa acciones orientadas a promover la igualdad entre 
varones y mujeres en el mercado laboral, con particular interés en generar empleo que 
incida en la calidad de la población.
Que las tendencias de los últimos años en relación al empleo muestran que, pese a la 
participación creciente de las mujeres en el mercado laboral, su inserción se ve condi-
cionada por factores socioculturales vinculados a las relaciones de género.
Que la capacitación de las mujeres en actividades no tradicionales implica reconocer 
otro tipo de habilidades existentes en las personas y contribuye así a la modificación de 
los estereotipos ocupacionales femeninos y masculinos arraigados en el mercado la-
boral y amplía las posibilidades de inserción en un pie de igualdad para ambos sexos.
Que el MINISTERIO DE TRABAJO EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL lleva adelante, 
a través de la Coordinación de Equidad de Género e igualdad de Oportunidades en 
el Trabajo, acciones que tienen por objetivo incorporar nuevas perspectivas e instru-
mentos a todos los programas y acciones que implementa asistiendo técnicamente 
a todas las áreas del mencionado organismo, con el fin de facilitar la aplicación del 
principio de igualdad de oportunidades y no discriminación basada en género.
Que la SECRETARÍA DE EMPLEO es competente para entender en la ejecución de 
Programas y Proyectos concernientes a la orientación y la formación profesional de los 
trabajadores y trabajadoras para fomentar su inclusión social y laboral.
Que la SUBSECRETARÍA DE EMPLEO Y FORMACIÓN PROFESIONAL tiene entre sus 
objetivos la facultad de supervisar Programas de Empleo, Capacitación y de Forma-
ción Profesional, con el objeto de optimizar la ejecución de los distintos proyectos de 
capacitación y empleo.
Que dichas acciones se enmarcan en la importancia de generar medidas de políti-
ca pública que contribuyan a incrementar las oportunidades de empleo a través de 
mejorar las condiciones de empleabilidad de los/las trabajadores/as desocupados/as 
especialmente de aquellos/as con mayores dificultades de inserción laboral.
Que la Ley Nº 24.013 estipula que este Ministerio establecerá periódicamente Pro-
gramas destinados a fomentar el empleo de los trabajadores que presenten mayores 
dificultades de inserción laboral.
Que la citada Ley asigna competencias al MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 
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SEGURIDAD SOCIAL, para integrar la formación profesional a la política laboral na-
cional.
Que, mediante el Decreto Nº 336 del 23 de marzo de 2006, se creó el SEGURO DE 
CAPACITACIÓN Y EMPLEO cuyo objetivo es brindar apoyo a los trabajadores des-
ocupados en la búsqueda activa de empleo, en la actualización de sus competencias 
laborales y en su inserción en empleos de calidad.
Que mediante la Resolución del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL Nº 497 de fecha 13 de mayo de 2008, se creó el PROGRAMA JÓVENES 
CON MÁS Y MEJOR TRABAJO que tiene por objeto generar oportunidades de inclu-
sión social y laboral de las y los jóvenes mediante la coordinación de distintas políticas 
públicas.
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos de esta Cartera de Estado ha tomado 
la intervención que le compete.
Que la presente medida se dicta de acuerdo a las facultades conferidas por la Ley de 
Ministerios Nº 22.520 (texto ordenado por Decreto Nº 438/92) y sus modificatorias y 
por la Ley Nº 24.013.
Por ello,
EL MINISTRO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL RESUELVE:
Artículo 1.- Créase el PROGRAMA DE EQUIDAD E IGUALDAD DE OPORTUNIDADES 
EN LA FORMACIÓN LABORAL “NUEVOS OFICIOS PARA MUJERES” destinado a la 
formación de mujeres, preferentemente participantes del SEGURO DE CAPACITA-
CIÓN Y EMPLEO o del PROGRAMA JÓVENES CON MÁS Y MEJOR TRABAJO, en 
actividades no tradicionales para el género a fin de contribuir a mejorar sus condicio-
nes de empleabilidad y promover su inserción laboral.

ARTÍCULO 2.- El PROGRAMA DE EQUIDAD E IGUALDAD DE OPORTUNIDADES EN 
LA FORMACIÓN LABORAL “NUEVOS OFICIOS PARA MUJERES” tendrá dos ejes de 
acción:

a) la formación en saberes que desarrollen nuevas competencias para las mu-
jeres, y
b) el desarrollo de prácticas formativas en empresas.

ARTÍCULO 3.- Los principios generales del PROGRAMA DE EQUIDAD E IGUALDAD 
DE OPORTUNIDADES EN LA FORMACIÓN LABORAL “NUEVOS OFICIOS PARA MU-
JERES” que fundamentan las acciones son:
1) promover condiciones que permitan la equidad e igualdad entre varones y mujeres 
en la formación, en el acceso al empleo y en la optimización de las oportunidades de 
trabajo;
2) favorecer el diálogo social, como instancia para el compromiso de los actores en 
construir un camino hacia la equidad en el mundo del trabajo;
3) establecer criterios de calidad como garantía de pertinencia social de las acciones.

ARTÍCULO 4.- La Coordinación de Equidad de Género e Igualdad de Oportunidades 
en el Trabajo tendrá a su cargo la tarea de asesorar en el diseño, ejecución y evalua-
ción del Programa a fin de promover la inclusión de la perspectiva de género y los 
criterios de equidad en las diferentes etapas del mismo.

ARTÍCULO 5.- La SECRETARÍA DE EMPLEO y la Coordinación de Equidad de Género 
e Igualdad de Oportunidades en el Trabajo elaborarán en forma conjunta el Manual 
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Operativo y los instrumentos programáticos necesarios para el funcionamiento de los 
circuitos adecuados.

ARTÍCULO 6.- El financiamiento de las prestaciones previstas en la presente Resolu-
ción y los gastos operativos destinados a la inmediata puesta en marcha y posterior 
desenvolvimiento del Programa, se atenderá con los créditos asignados y que se asig-
nen en el Presupuesto de la Administración Nacional.

ARTÍCULO 7.- Los recursos que se asignen y las acciones que se deriven de la im-
plementación de la presente medida estarán sujetos al sistema de control previsto por 
la Ley Nº 24.156 de Administración Financiera y de los sistemas de control del Sector 
Público Nacional (Unidad de Auditoría interna del MINISTERIO DE TRABAJO; EMPLEO 
Y SEGURIDAD SOCIAL, Sindicatura General de la Nación y Auditoría General de la 
Nación).

ARTÍCULO 8.- Facúltese a la SECRETARÍA DE EMPLEO a dictar las normas comple-
mentarias, reglamentarias y de aplicación y a firmar los Convenios necesarios para la 
ejecución y gestión correspondientes.

ARTÍCULO 9.- Comuníquese, publíquese, dese a la Dirección Nacional del Registro 
Oficial y archívese.

Publicado en el Boletín Oficial Nº 32.065 del 7 de enero de 2011
 

LEY CABA Nº 3.231
PROTECCIÓN DE LA MUJER EMBARAZADA, LACTANCIA Y FAMILIA PARA 
EL PERSONAL DEL GCABA 

Sancionada: 15 de octubre de 2009. 
Promulgada: 12 de noviembre de 2009.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley: 

Artículo 1.- OBJETO 
Las personas que se desempeñan en el ámbito del Gobierno de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires bajo el régimen de locación de servicios, asistencia técnica o moda-
lidades análogas, tendrán los derechos que se establecen en la presente, sin perjuicio 
de los que resultaren de otras disposiciones. 

ARTÍCULO 2.- PROTECCIÓN DE LA MUJER EMBARAZADA 
La mujer embarazada goza del derecho a la suspensión de los servicios a su cargo, 
con pago de la contraprestación convenida, en los supuestos y durante el plazo que 
se establece a continuación: 

a) Maternidad: durante los cuarenta y cinco (45) días anteriores al parto y en los 
sesenta (60) días posteriores. Puede optar por reducir el plazo anterior al parto 
y compensarlo con el posterior, siempre que aquél no sea inferior a los treinta 
(30) días. 
En caso de adelantarse el alumbramiento, los días no utilizados anteriores al 
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parto se acumularán al lapso previsto para el período de post-parto. 
En caso de nacimiento múltiple el lapso previsto para el período de post-parto 
se extenderá por el término de quince (15) días corridos por cada hijo nacido 
con vida de ese parto, después del primero. 
Si el/los recién nacido/s debiera/n permanecer internado/s en el área de neo-
natología, el lapso previsto para el período de post-parto se extenderá por la 
cantidad de días que dure dicha internación. 
La beneficiaria podrá optar por extender la suspensión de servicios a su cargo 
hasta ciento veinte (120) días corridos más, sin percepción de la contrapresta-
ción convenida. 
b) Nacimiento de hijo muerto o fallecido a poco de nacer: durante treinta (30) 
días corridos si se produjera un parto de criatura muerta o si la misma falleciera 
a poco de nacer. 
c) Adopción: durante noventa (90) días corridos, contados desde el otorgamien-
to de la guarda con vistas a la futura adopción de un niño/niña hasta doce (12) 
años y ciento veintes (120) días por la adopción simultánea de más de un niño/
niña de hasta doce (12) años. 

En los casos previstos en este artículo, si el plazo de suspensión de servicios excediera 
el plazo contractual originalmente previsto, éste quedará automáticamente prorrogado 
hasta coincidir con aquél. 

ARTÍCULO 3.- PROTECCIÓN DE LA LACTANCIA
La madre goza del derecho a que se readecuen los términos del contrato manteniendo 
la contraprestación convenida, a fin de que se le reconozca una pausa de dos (2) horas 
diarias, que podrá ser dividida en fracciones cuando se destine a lactancia natural o ar-
tificial del hijo menor de doce (12) meses. La readecuación, en caso de lactancia artifi-
cial podrá ser solicitada por el padre locador o asistente y deberá acreditar la ausencia 
o imposibilidad material de atención por parte de la madre. Igual beneficio se acordará 
a quienes se les otorgara la tenencia, guarda o tutela de niños/niñas de hasta un (1) 
año de edad, debidamente acreditada mediante certificación expedida por autoridad 
judicial o administrativa competente. 
Cumplido el período de lactancia los términos del contrato se readecuarán a la situa-
ción anterior. 

ARTÍCULO 4.- PROTECCIÓN DE LA FAMILIA 
El padre goza del derecho a la suspensión de los servicios a su cargo, con pago de 
la contraprestación convenida, por el término de diez (10) días corridos desde el naci-
miento de un hijo. 

ARTÍCULO 5.- Comuníquese, etc. 

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 3.327 el 23 de diciembre de 
2009 
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LEY CABA Nº 3.223
CREACIÓN DEL REGISTRO DE DEUDORES ALIMENTARIOS MOROSOS – 
MODIFICA LA LEY CABA Nº 269

Sancionada: 15 de octubre de 2009.
Promulgada: 12 de noviembre de 2009.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley 

Artículo 1.- Modifícase el Art. 4º de la Ley 269, el que quedará redactado de la 
siguiente manera:
“Art. 4º.- Las Instituciones y los Organismos Públicos de la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires no pueden abrir cuentas corrientes, otorgar tarjetas de crédito, habilitaciones, 
concesiones, licencias o permisos a quienes se encuentren incluidos en el Registro de 
Deudores Alimentarios Morosos. En caso de tener que designar como personal de 
planta permanente, transitoria o personal contratado, la Dirección de Recursos Huma-
nos debe notificar detalladamente la nueva relación laboral o contractual al Registro a 
fin de que éste lo comunique al Juez, si correspondiere”.

Artículo 2.- Incorpórase al texto de la Ley 269 el art. 9 bis, que quedará redactado 
de la siguiente manera:
“Art. 9º bis.- La Dirección de Recursos Humanos del Gobierno de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires deberá requerir al Registro la certificación mencionada en el art. 
5º respecto de las designaciones de Ministros/as del Poder Ejecutivo, Directores/as 
de Agencia, Secretarios/as, Subsecretarios/as, Directores/as Generales, Directores/as 
Generales Adjuntos/as, Plantas de Gabinete y todo aquel funcionario/a propuesto/a 
por el Gobierno de la Ciudad para ocupar cargos con responsabilidad funcional. En su 
caso, debe notificar detalladamente la nueva relación laboral o contractual al Registro, 
a fin de que este lo comunique al Juez, si correspondiere”.

ARTÍCULO 3.- Comuníquese, etc.

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 3.306 del 23 de noviembre de 
2009

LEY CABA Nº 2.958
IMPLEMENTACIÓN DE LACTARIOS EN LAS INSTITUCIONES DEL SECTOR 
PÚBLICO

Sancionada: 4 de diciembre de 2008. 
Promulgada: 13 de enero de 2009.
La Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires sanciona con fuerza de ley: 

ARTÍCULO 1.- Implementación de Lactarios. Objeto
Las Instituciones del Sector Público de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en las 
cuales trabajen veinte (20) o más mujeres en edad fértil, deben contar con un ambiente 
especialmente acondicionado y digno, para que las mujeres en período de lactancia 
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puedan extraer su leche materna, y se asegure su adecuada conservación durante el 
horario de trabajo.

ARTÍCULO 2.- Lactarios. Requisitos
Las Instituciones deben poseer un ambiente acondicionado para su uso como lactario 
que:1) Brinde privacidad y comodidad y permita a las madres trabajadoras la posibili-
dad de extraerse su leche sentadas.
2) Posea una mesa, un sillón y una heladera en la que la madre pueda almacenar refri-
gerada la leche extraída durante su jornada laboral.
3) Cuente con un lavabo cerca del mismo, para facilitar el lavado de manos.

ARTÍCULO 3.- Plazo de implementación
Las Instituciones de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires deberán implementar los 
lactarios en un plazo no mayor de ciento ochenta (180) días contados a partir de la 
entrada en vigencia de la presente ley.

ARTÍCULO 4.- Difusión 
La Autoridad de Aplicación realizará una campaña de difusión, acerca de los beneficios 
de contar con lactarios en las instituciones del sector privado.

ARTÍCULO 5.- Invitación 
Se invita al Sector Privado, a implementar lactarios de acuerdo a lo establecido en la 
presente Ley.

ARTÍCULO 6.- Comuníquese, etc.

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 3.102 del 23 de enero de 2009

LEY CABA Nº 1.892
Inserción Laboral para la Mujer

Sancionada: 6 de diciembre de 2005.
Promulgada: 10 de enero de 2006.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley:

TÍTULO I - Disposiciones generales

ARTÍCULO 1.- Creación de régimen 
Créase el “Régimen de Inserción Laboral para la Mujer” en el marco de la Ley Nº 120 y 
la Ley Nº 474 de la Ciudad de Buenos Aires.

Artículo 2.- Objetivo 
El presente régimen tiene por objetivo la implementación de medidas orientadas a 
incentivar y promover la inserción de las mujeres en el mercado laboral que propicien 
la incorporación de las mismas radicadas en la Ciudad de Buenos Aires, a través del 
estímulo a la creación de puestos de trabajo sustentables y el crecimiento del sector 
productivo en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
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Artículo 3.- Glosario 
En el marco de este régimen entiéndase por:
Puesto de trabajo sustentable: es aquel definido en el artículo 90 de la Ley Nacional Nº 
20.744 - Ley de Contrato de Trabajo.
Situación de vulnerabilidad: situación de riesgo de deterioro, pérdida o imposibilidad de 
acceso a condiciones habitacionales, sanitarias, educativas, laborales y previsionales.

TÍTULO II - Ámbito de aplicación

Artículo 4.- Autoridad de aplicación 
La Secretaría de Producción, Turismo y Desarrollo Sustentable o aquélla que la reem-
place será la autoridad de aplicación del presente régimen.
La autoridad de aplicación tendrá las siguientes funciones:
Publicitar el presente régimen a través de los medios de comunicación y en las 
comunas. 
Brindar a las unidades administrativas del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires 
-cuyas funciones estén relacionadas con los objetivos del presente régimen-, la infor-
mación y material necesarios para su comunicación y publicidad. 
Coordinar con la Secretaría de Hacienda y Finanzas la definición e implementación de 
incentivos para el sector productivo. 
Coordinar con la Secretaría de Desarrollo Social o aquélla que la reemplace, la instru-
mentación de las acciones necesarias para la selección de las destinatarias, y su con-
tención y asesoramiento desde el momento de su inscripción en el presente régimen. 
Analizar las competencias y aptitudes de las mujeres inscriptas en el régimen con el 
objeto de definir perfiles específicos para su inserción laboral en el sector productivo. 
Otras que se establezcan a través de la reglamentación sin alterar el espíritu de sus 
funciones. 

TÍTULO III - Ámbito de aplicación

CAPÍTULO I - Sector productivo

Artículo 5.- Sector productivo 
Comprende a todos aquellos emprendimientos productivos que estén radicados en la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Artículo 6.- Requisitos 
Para participar en el régimen, todo emprendimiento productivo deberá acreditar las 
siguientes condiciones:
Que sea micro, pequeña o mediana empresa, según la Ley Nº 24.467 y sus modifica-
torias. 
Presentar documentación que acredite estar inscripto ante la DGR (Dirección General 
de Rentas), la AFIP (Administración Federal de Ingresos Públicos), y la IGJ (Inspección 
General de Justicia), en caso de corresponder. 
Tener actividad en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
Presentar declaración jurada de las relaciones contractuales con el Gobierno de la Ciu-
dad Autónoma de Buenos Aires, pasadas o en ejecución, en caso de corresponder. 
No haber producido despidos de personal sin causa en los seis (6) meses anteriores a 
la inscripción en el presente régimen, ni en los doce (12) meses posteriores. 
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No registrar deuda impositiva con la ciudad ni mora en el pago de las cuotas de los 
regímenes de facilidades a los que se hubieran acogido. 

CAPÍTULO II - Las destinatarias

Artículo 7.- Destinatarias 
Serán destinatarias del presente régimen las mujeres residentes en la Ciudad de Bue-
nos Aires que se encuentren desocupadas y sean mayores de (18) dieciocho años.
Artículo 8.- Requisitos 
Las destinatarias deberán cumplimentar los siguientes requisitos:
Ser mayor de dieciocho (18) años. 
Acreditar su residencia en la Ciudad de Buenos Aires con una antigüedad mayor a dos 
(2) años. 
Presentar una declaración jurada y un certificado de ANSES que refleje su situación 
de desocupación. 
Declarar su acogimiento a algún programa o plan que involucre beneficios sociales 
otorgados por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires o por el Gobierno Nacional. 
Esta situación no será excluyente de su participación en el presente régimen. 
Presentar certificado de asistencia escolar, en caso de tener hijos en edad escolar. 

Título IV - Inscripción

Artículo 9.- Inscripción del sector productivo 
Los emprendimientos que se encuentran interesados en contratar a alguna o varias 
de las destinatarias del presente régimen deberán inscribirse en el Registro Único de 
Empleo, de acuerdo a lo que establezca la reglamentación.

ARTÍCULO 10.- Inscripción de las destinatarias 
Las mujeres que deseen participar en el presente régimen deberán inscribirse en forma 
personal en el Registro Único de Empleo, de acuerdo a lo que establezca la reglamen-
tación.

TÍTULO V - Sistema de selección

CAPÍTULO I - Selección del sector productivo

ARTÍCULO 11.- Selección de los emprendimientos productivos 
Al momento de ser seleccionados para el otorgamiento de los incentivos, tendrán 
prioridad aquellos emprendimientos productivos que cumplan las siguientes caracte-
rísticas:
Que tengan su asiento principal en Áreas de Desarrollo Prioritario conforme a la Ley 
Nº 449 o cualquier otra área que, a través de la reglamentación, el Poder Ejecutivo 
considere pertinente para su desarrollo de acuerdo a los objetivos planteados en la 
presente. 
Que tengan como explotación principal actividades que el Poder Ejecutivo defina como 
prioritarias. 
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CAPÍTULO II - Selección de las destinatarias

ARTÍCULO 12.- Selección de las destinatarias 
Las destinatarias inscriptas en el presente régimen serán elegidas de acuerdo al perfil 
solicitado por la empresa.

ARTÍCULO 13.- Prioridades 
Tendrán prioridad al momento de la selección las destinatarias que presenten las si-
guientes características:
Ser beneficiaria del Programa de Asistencia Integral contra la Violencia Doméstica y 
Sexual del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, o cualquier otro progra-
ma que lo reemplace o cumpla las mismas funciones. 
Recibir asistencia de Organizaciones No Gubernamentales vinculadas en especial a 
temáticas de vulnerabilidad social. 

TÍTULO VI - Características del régimen

CAPÍTULO I - Obligaciones del sector productivo

ARTÍCULO 14.- Obligaciones del sector productivo 
Las empresas inscriptas en el presente régimen tendrán las siguientes obligaciones:
Brindar la capacitación necesaria para la realización de las actividades que desempe-
ñen las mujeres incorporadas a las empresas. 
Asignar a las mujeres incorporadas en las empresas, funciones y tareas acordes con 
su formación, calificaciones y aptitudes. 
Otorgar a las mujeres incorporadas a las empresas una remuneración acorde a las 
tareas a desempeñar en igualdad con el resto de los trabajadores. 
Remitir a la autoridad de aplicación informes sobre el nivel de desempeño y las funcio-
nes realizadas por las mujeres incorporadas a las empresas, así como de la dotación 
de personal de la empresa mientras se mantengan los incentivos indicados en el Ca-
pítulo III. 
Mantener la dotación de personal declarada al momento de su inscripción, sin compu-
tar a las mujeres incorporadas mediante el presente régimen. 
Elevar en forma trimestral a la autoridad de aplicación informe sobre la evaluación del 
desempeño del personal incorporado dentro de los términos del presente régimen. 
En caso de incumplimiento de alguna de las obligaciones establecidas en el presente 
artículo caducará el incentivo que estuviere recibiendo el emprendimiento productivo.

CAPÍTULO II - Condiciones de trabajo

ARTÍCULO 15.- Período de prueba 
El contrato de trabajo que suscriban las empresas con las destinatarias se entenderá 
celebrado a prueba durante los tres (3) primeros meses de vigencia según lo previsto 
en el artículo 94 de la Ley Nº 20.744 y sus modificatorias. Cualquiera de las partes 
podrá extinguir la relación durante ese lapso sin expresión de causa.

ARTÍCULO 16.- Contrato de trabajo 
El contrato de trabajo que deberán suscribir las empresas con las destinatarias deberá 
encuadrarse dentro de lo previsto en el artículo 90 de la Ley Nº 20.744 y las obligaciones 
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estipuladas en la Ley Nº 24.421. La relación laboral se regirá por las disposiciones 
previstas en las citadas leyes y por los convenios colectivos de trabajo que se apliquen 
en la empresa de acuerdo a la actividad que desempeñará/n la/s destinataria/s.

CAPÍTULO III - Incentivos para el sector productivo

ARTÍCULO 17.- Incentivo 
El Poder Ejecutivo otorgará, de conformidad a los requisitos y condiciones estableci-
das en la presente ley y su reglamentación, el incentivo de subsidios directos al sector 
productivo contratante.

ARTÍCULO 18.- Derecho a recibir el incentivo: tendrá derecho a recibir un incentivo 
toda empresa que se encuentre inscripta en el presente régimen y suscriba un con-
trato de trabajo por tiempo indeterminado con al menos una destinataria y hubiere 
transcurrido el período de prueba continuando la relación laboral. El mismo caducará 
en el supuesto de despido de las destinatarias del programa.

Artículo 19.- Subsidios: este beneficio tendrá una duración máxima de un (1) año 
e implicará el otorgamiento de un subsidio a las empresas equivalente a un porcentaje 
que determine la autoridad de aplicación sobre el salario básico de convenio corres-
pondiente a cada mujer contratada.

Artículo 20.- Cupo: el cupo máximo de incorporación de mujeres a las empresas se 
realizará conforme a las categorías de empresas que a continuación de establecen:
Las empresas que poseen al momento de registrarse hasta veinte (20) empleados, 
podrán incorporar hasta un 30% de mujeres inscriptas en el presente régimen a su 
planta de personal. 
Las empresas que poseen al momento de registrarse entre veintiún (21) y cuarenta 
(40) empleados, podrán incorporar hasta un 20% de mujeres inscriptas en el presente 
régimen a su planta de personal. 
Las empresas que poseen al momento de registrarse más de cuarenta y un (41) em-
pleados, podrán incorporar hasta un 10% de mujeres inscriptas en el presente régimen 
a su planta de personal. 

TÍTULO VII - Disposiciones finales

CAPÍTULO I - Control y monitoreo

ARTÍCULO 21.- La autoridad de aplicación es la encargada de controlar el cumplimien-
to de las obligaciones de los emprendimientos productivos establecidos en la presente 
ley. A tal efecto deberá:
Evaluar informes trimestrales a las empresas participantes que hubieren creado pues-
tos de trabajo en el marco del presente régimen y se encuentren recibiendo incentivos 
por parte del GCBA. 
Intimar a los emprendimientos productivos al cumplimiento de sus obligaciones esta-
blecidas en la presente en caso de verificar irregularidades. 

ARTÍCULO 22.- Dentro de los treinta (30) días hábiles de recibidos los informes in-
dicados en el inciso a) del artículo anterior, la autoridad de aplicación deberá remitir 
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a la Legislatura sus consideraciones sobre el mismo así como un informe sobre los 
avances específicos del presente régimen, incluyendo, la cantidad de emprendimien-
tos productivos que contrataron destinatarias y número de destinatarias contratadas 
indicando fecha de la efectivización y plazo máximo de otorgamiento de incentivos.

CAPÍTULO II - Financiamiento

ARTÍCULO 23.- Financiamiento 
Los gastos que demande el cumplimiento de la presente ley serán los que anualmente 
apruebe la Ley de Presupuesto para ese ejercicio.

CAPÍTULO III - Reglamentación

ARTÍCULO 24.- La presente ley será reglamentada en un plazo de sesenta (60) días 
contados a partir de su promulgación.

ARTÍCULO 25.- Comuníquese, etc.
Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 2.363 del 20 de enero de 2006
Decreto Reglamentario Nº 1.117/07 y Resolución Nº 2.592/GCABA/SSTR/08 

LEY CABA Nº 1648 
PROGRAMA DE DESARROLLO PRODUCTIVO Y CAPITAL SEMILLA PARA 
EMPRENDIMIENTOS PRODUCTIVOS, COMERCIALES Y DE SERVICIOS 
DESTINADOS A MUJERES JEFAS DE HOGAR

Sancionada: 10 de marzo de 2005.
Promulgada: 14 de abril de 2005.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley
“Programa de Desarrollo Productivo y Capital Semilla para Emprendimientos Producti-
vos, Comerciales y de Servicios Destinados a Mujeres Jefas de Hogar”

CAPÍTULO I – Objeto

Artículo 1.- Créase el “Programa de Desarrollo Productivo y Capital Semilla para 
emprendimientos productivos, comerciales y de servicios destinados a mujeres jefas 
de hogar”.

CAPÍTULO II – Objetivos

Artículo 2.- Los objetivos del programa son los siguientes:
Lograr la inserción de las mujeres que tengan a cargo el mantenimiento de sus hogares 
en el circuito económico-productivo. 
Mejorar la situación económica de la familia que las mujeres tienen a cargo. 
Aumentar la cooperación entre las personas. 
Lograr la sustentabilidad de los emprendimientos en el largo plazo a través de la asis-
tencia permanente a las microemprendedoras. 
Aumentar la autoestima de las mujeres. 
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Generar un entorno amigable al desarrollo de su actividad. 
Posibilitar a las emprendedoras el acceso a líneas de crédito en el futuro.

CAPÍTULO III – Destinatarios

Artículo 3.- Los destinatarios del Programa son las mujeres que tengan a su cargo 
el mantenimiento de sus hogares, mayores de edad, con dos (2) años de residencia 
en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que no sean beneficiarias de ningún plan o 
subsidio otorgado por el GCBA o por el Gobierno Nacional y que no se encuentren 
desempeñando otra actividad productiva, comercial o de servicios al momento de 
obtener el Capital Semilla.

CAPÍTULO IV - Características e Implementación del Programa

Artículo 4.- El Programa consistirá en el otorgamiento de un “capital semilla” para 
desarrollar una actividad productiva, comercial o de servicios, luego de una capacita-
ción básica obligatoria en cuestiones técnicas y financieras.

Artículo 5.- Constitúyese un fideicomiso que será depositado en Banco Ciudad y 
administrado por una ONG especializada en temas de microemprendimientos para 
mujeres, seleccionada por concurso por el Gobierno de la Ciudad. El mismo estará 
integrado por un monto de $ 1.500.000, con el único fin de otorgar los capitales semilla 
que están contemplados en el presente programa. Dicho fideicomiso estará integrado 
por las partidas presupuestarias que el Gobierno de la Ciudad asigne para el progra-
ma.
El Banco Ciudad actuará como custodia de los fondos y como ventanilla de pago y 
cobro.

Artículo 6.- El capital semilla tendrá las siguientes características:
- Monto mínimo de $ 500 y máximo de $ 3.000.
- Tasa de interés aplicada al capital semilla en relación a la tasa de inflación mensual 
(con dichos intereses se constituirá un fondo para incobrables).
- No se requiere ningún tipo de garantía firmada, salvo el compromiso solidario de las 
emprendedoras que se hayan constituido en grupos de tres (3) luego de tener sus 
proyectos aprobados.

Artículo 7.- El otorgamiento del capital semilla estará sujeto al cumplimiento de los 
siguientes requisitos:
- La emprendedora debe ser el sostén del hogar.
- El destino debe ser un emprendimiento productivo, comercial o de servicios, previa-
mente aprobado luego de un período de capacitación general.
- El destino del capital semilla debe ser el financiamiento por la adquisición de activos 
destinados al negocio, mejoras en los negocios o cualquier otro destino de carácter 
productivo.
- La capacitación es obligatoria y condicionante del otorgamiento del capital semilla.
- Los emprendimientos deben desarrollarse en el ámbito de la Ciudad de Buenos 
Aires.
- La devolución del crédito tendrá una periodicidad menor a un mes.
- El cumplimiento de las correspondientes devoluciones asegurarán la continuidad de 
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la financiación. Por el contrario, el incumplimiento infundado, derivará en la suspensión 
de la ayuda.
- Cuando todo el grupo solidario conformado haya devuelto el 70 % de la ayuda inicial, 
está en condiciones de obtener una nueva ayuda, por un monto mayor.
Artículo 8.- Las microemprendedoras estarán exentas de todos los tributos locales 
desde el comienzo de su actividad hasta que finalice el primer año de implementación. 
Durante el segundo año el beneficio alcanzará el 50% de los tributos locales.

CAPÍTULO V – Capacitación

Artículo 9.- Se implementará un programa de capacitación general que tendrá 
como finalidad asistir de forma integral a todas las mujeres interesadas en desarrollar 
algún tipo de actividad. Luego, se continuará con la asistencia permanente a las mi-
croemprendedoras que se encuentren desarrollando su negocio.

Artículo 10.- La capacitación estará a cargo de Organizaciones No Gubernamen-
tales especializadas en microemprendimientos desarrollados y dirigidos por mujeres, 
las cuales deberán ser seleccionadas por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, 
a través de un concurso abierto y remuneradas por el mismo. Todas las ONG estarán 
coordinadas por una central con el propósito de tener metodologías en común y de 
no superponer acciones. La ONG central será la encargada de realizar la evaluación 
permanente de todos los microemprendimientos que se encuentren en desarrollo.

Artículo 11.- La capacitación general adquirirá la forma de cursos que tendrán una 
duración de un (1) mes, con tres (3) encuentros semanales, e incluirá los siguientes 
contenidos:
- Capacitación técnica.
- Capacitación financiera.
- Contención psicológica.

Artículo 12.- La asistencia permanente implicará el acompañamiento de las microe-
mprendedoras mientras se encuentre desarrollando su negocio e incluirá un encuentro 
semanal pactado previamente. Sin perjuicio de ello, las microemprendedoras podrán 
concurrir a realizar consultas individualmente en el momento que estimen necesario.

Artículo 13.- Los gastos que demande la asistencia a los cursos, así como los ma-
teriales a utilizar, serán incluidos en una ayuda especial que se les otorgará durante el 
desarrollo del curso.

Artículo 14.- Luego de finalizada la capacitación general y teniendo aprobado el 
plan de negocios, las emprendedoras deberán asociarse en grupos solidarios de no 
más de tres (3) integrantes que actuarán con aval solidario para la devolución de los 
capitales semilla.

CAPÍTULO VI - Autoridad de Aplicación

Artículo 15.- La autoridad de aplicación de la presente ley será la Secretaría de 
Desarrollo Social del Gobierno de la Ciudad.
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Artículo 16.- El presente programa se implementará a través de los Centros de 
Gestión y Participación, hasta tanto sea sancionada la Ley de Comunas.

Artículo 17.- Comuníquese, etc. 

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 2.176 del 25 de abril de 2005

LEY CABA Nº 554
Exclusión Test de embarazo en exámenes preocupacionales 

Sancionada: 29 de marzo de 2001.
Promulgada: 27 de abril de 2001.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley:

Artículo 1.- Se excluye el test de embarazo de la rutina de los exámenes preocupa-
cionales efectuados a las empleadas del Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos 
Aires.

Artículo 2.- Se considerará trato discriminatorio, y por lo tanto no podrá llevarse 
a cabo, aquel acto que implique impedir el acceso al empleo de mujeres postuladas 
como agentes del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, luego de que las 
mismas hayan cumplimentado el examen preocupacional, cuando no medie compro-
bación fehaciente de patología que justifique el no ingreso al empleo.

Artículo 3.- Se considerará trato discriminatorio y será nula de nulidad absoluta e 
insanable la rescisión del contrato o la no renovación de la situación de revista en Plan-
ta Transitoria en los organismos dependientes del Gobierno de la Ciudad, de mujeres 
embarazadas o que estén gozando de licencia por maternidad.

Artículo 4.- Comuníquese, etc.

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 1.187 del 8 de mayo de 2001 

LEY CABA Nº 360
Licencia especial para agentes públicos en caso de nacimiento 
de hijos/as con necesidades especiales 

Sancionada: 6 abril de 2000.
Promulgada: 9 de mayo 2000.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley:

Artículo 1.- Otórgase en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, para 
todos los agentes públicos que se desempeñan en los distintos Poderes de la Ciudad, 
entes autárquicos y descentralizados, y organismos de control, una licencia especial 
de hasta 180 (ciento ochenta) días corridos con goce íntegro de haberes a partir del 
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vencimiento del período de licencia por maternidad, en los casos en que los hijos o hi-
jas nacieran con necesidades especiales. Este beneficio alcanzará a la madre o padre 
indistintamente.
El beneficio establecido en el párrafo precedente se hará extensivo a los casos en que 
la necesidad especial sobreviniera o se manifestara con posterioridad al momento del 
nacimiento y hasta los 6 (seis) años de edad. (Conforme texto Art. 1º Ley Nº 465 BO-
CBA Nº 1032, con la rectificación publicada en BOCBA Nº 1911)

Artículo 2.- Los agentes públicos deberán presentar certificado médico que así lo 
justifique según lo establecido en la ley 22.431 y concordantes.

Artículo 3.- En el caso de guarda con miras a la adopción de un menor que tenga 
las características mencionadas en el artículo 1º, se aplicará el beneficio de la presente 
Ley. (Conforme texto Art. 2º Ley Nº 465 BOCBA Nº 1032)

Artículo 4.- En aquellos regímenes o estatutos especiales que contemplan período 
de excedencia, tal derecho podrá usufructuarse con posterioridad al goce de la licen-
cia establecida por la presente Ley.

Artículo 5.- Invítase a las empresas e instituciones privadas con sede o que desa-
rrollen su actividad en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a adherir a las disposicio-
nes de esta Ley.

Artículo 6.- Comuníquese, etc.

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 942 del 15 de mayo de 2000

LEY CABA Nº 269
CREACIÓN DEL REGISTRO DE DEUDORES ALIMENTARIOS MOROSOS

Sancionada: 11 de noviembre de 1999. 
Promulgada: 16 de diciembre de 1999.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley: 

Artículo 1.- Créase en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el Registro 
de Deudores/as Alimentarios/as Morosos/as que funcionará en el área de la Secretaría 
de Justicia y Seguridad. (Conforme texto Artículo 1° de la Ley Nº 510 BOCBA 1073). 

Artículo 2.- Las funciones del Registro son: 
Llevar un listado de todos/as aquellos/as que adeuden total o parcialmente tres cuotas 
alimentarias consecutivas o cinco alternadas, ya sean alimentos provisorios o definiti-
vos fijados u homologados por sentencia firme. 
Expedir certificados ante requerimiento simple de persona física o jurídica, pública o 
privada, en forma gratuita. 

Artículo 3.- La inscripción en el Registro o su baja se hará sólo por orden judicial, 
ya sea de oficio o a petición de parte. 
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Artículo 4.- Las Instituciones u Organismos Públicos de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires no pueden abrir cuentas corrientes, otorgar tarjetas de créditos, habili-
taciones, concesiones, licencias o permisos a quienes se encuentren incluidos en el 
Registro de Deudores Alimentarios Morosos. En caso de tener que designar como 
funcionarios jerárquicos/as a personal de planta permanente, transitoria o personal 
contratado, la Dirección de Recursos Humanos debe notificar detalladamente la nueva 
relación laboral o contractual al Registro a fin de que éste lo comunique al Juez, si co-
rrespondiere. (Conforme texto Artículo 1º de la Ley 1993 BOCBA 2489). 

Artículo 5.- Es requisito para otorgar o renovar un crédito en el Banco de la Ciudad 
de Buenos Aires el certificado mencionado en el artículo anterior. Si del mismo surgiere 
la existencia de una deuda alimentaria, la entidad otorgante debe retener el importe 
respectivo y depositarlo a la orden del juez interviniente. 

Artículo 6.- Se exceptúa de lo normado en el artículo 4º a quien solicite licencia de 
conductor para trabajar. En este caso se le otorgará una licencia provisoria por única 
vez que caducará al año de otorgada, sólo podrá ser renovada en caso de acreditar la 
baja en el Registro de conformidad con lo establecido en artículo 3º. (Conforme texto 
Artículo 2º de la Ley 1993 BOCBA 2489). 

Artículo 7.- Los proveedores de todos los organismos del Gobierno de la Ciudad 
deben, como condición para su inscripción como tales, adjuntar a sus antecedentes 
una certificación en la que conste que no se encuentran incluidos en el Registro. En 
el caso de las personas jurídicas tal requisito debe ser cumplimentado por la totalidad 
de sus directivos. 

Artículo 8.- Cuando la explotación de un negocio, actividad, instalación, industria 
o local con habilitación acordada cambie de titularidad, debe requerirse al Registro de 
Deudores Alimentarios la certificación respectiva del enajenante y adquirente, ya sean 
personas físicas o los máximos responsables, en el caso de tratarse de personas jurí-
dicas. De comprobarse la existencia de deuda alimentaria, la transferencia no quedará 
perfeccionada hasta tanto se regularice la situación. 

Artículo 9.- El Tribunal con competencia electoral debe requerir al Registro la cer-
tificación mencionada en el Artículo 5º respecto de todos los/las postulantes a car-
gos electivos de la Ciudad. Tal certificación es requisito para su habilitación como 
candidato/a. 

Artículo 10.- El Consejo de la Magistratura debe requerir al Registro la certificación 
mencionada en el artículo. 4° respecto de todos los postulantes a desempeñarse como 
magistrados o funcionarios del Poder Judicial. En caso de comprobarse la existencia 
de deuda alimentaria, el postulante no podrá participar del concurso o ser designado 
en el ámbito judicial mientras no se reciba la comunicación judicial de cancelación de 
la deuda. Similar requisito se exigirá a los postulantes a integrar el Superior Tribunal de 
Justicia y sus funcionarios. 

Artículo 11.- El Gobierno de la Ciudad invitará a empresas e instituciones privadas 
con sede o que desarrollen su actividad en la Ciudad, a requerir informes al Registro 
según lo prescripto en la presente ley. 
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ARTÍCULO 12.- Los gastos que demande la implementación de la presente ley se 
imputarán a la partida correspondiente al Presupuesto de Cálculos y Recursos del año 
2000. 

ARTÍCULO 13.- Comuníquese, etc. 

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 852 del 5 de enero de 2000 
Decreto Reglamentario Nº 230/00 y Resolución Nº 1.142/GCABA/MJYSGC/09

LEY CABA Nº 103
PROGRAMA DE ACCIONES POSITIVAS A FAVOR DE LAS JEFAS DE HOGAR 
Y LAS MUJERES EMBARAZADAS

Sancionada: 19 de noviembre de 1998.
Promulgada: 18 de diciembre de 1998.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley:

Artículo 1.- Créase el “Programa de Acciones positivas en favor de las Jefas de 
hogar y las mujeres embarazadas” en el ámbito de la Dirección de la Mujer, de la Se-
cretaría de Promoción 
Social del Gobierno de la Ciudad.

Artículo 2.- El objeto del Programa a que se refiere el artículo anterior es el de ga-
rantizar los siguientes derechos a las jefas de hogar y mujeres embarazadas de bajos 
recursos económicos: el ejercicio de una maternidad digna, responsable y libremente 
elegida, condiciones de salud, no discriminación y equidad social en cumplimiento de 
la Constitución de la Ciudad.

Artículo 3.- La Dirección de la Mujer o el área que, en el futuro atienda los temas de 
mujer en el Poder Ejecutivo, debe implementar y coordinar las acciones del programa. 
Debe también requerir información a las áreas responsables del cumplimiento de la 
presente ley e informar sobre el desarrollo del mismo, a los efectos de su evaluación 
y ejecución.

Artículo 4.- Este Programa tiene como funciones básicas la asistencia y el asesora-
miento a las jefas de hogar de menores recursos económicos y mujeres embarazadas, 
prestando particular atención a mujeres portadoras de HIV y madres de niños con 
necesidades especiales.

Artículo 5.- El Programa comprende las siguientes acciones:
Gestionar ante el Banco Ciudad de Buenos Aires la apertura de un plan de créditos 
personales para las jefas de hogar y mujeres embarazadas, de bajos recursos econó-
micos. Contemplará condiciones de mayor accesibilidad que los planes existentes de 
créditos personales en relación con sus requisitos -garantías, tasas de interés, etc.
Gestionar ante las autoridades responsables de vivienda del Gobierno de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, la instrumentación de planes para jefas de hogar y muje-
res embarazadas en condiciones económicas desfavorables. 



Defensoria del Pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires | 181

Garantizar la existencia de escuelas infantiles en los lugares de trabajo dependientes 
del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
Crear una base de datos con las escuelas infantiles gratuitas y otros establecimientos 
de nivel inicial con aranceles mínimos para facilitar el acceso a la información. 
Asegurar que en el ámbito de la administración pública, en la selección de personal, 
a igualdad de condiciones para la cobertura de vacantes, no se discrimine a jefas de 
hogar con hijos menores de edad ni a mujeres embarazadas. 
Destinar del catastro de inmuebles ociosos de propiedad de la Ciudad, aquellos que 
puedan ser utilizados como hogares de tránsito y talleres de capacitación laboral para 
mujeres de bajos recursos económicos. 
Difundir masiva y permanentemente el presente programa y todos aquellos que contri-
buyan a lograr los objetivos de la presente ley. 

Artículo 6.- El Poder Ejecutivo en relación a las jefas de hogar y mujeres embaraza-
das de escasos recursos económicos debe:
Destinar a jefas de hogar y mujeres embarazadas, desocupadas o con NBI, un 15% 
del monto total de los subsidios que otorga la Secretaría de Promoción Social del Go-
bierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
Incluir, en el Plan Plurianual de Inversiones, recursos para la construcción de Hogares 
de Tránsito para mujeres embarazadas y madres de niños menores de edad. 
Priorizar en las políticas de promoción de la zona sur de la ciudad, la inclusión de los 
Programas creados por la presente ley. 

Artículo 7.- El Programa Municipal de Microempresas (PROMUDEMI), debe incluir 
y prestar apoyo a emprendimientos y microempresas familiares constituidas por jefas 
de hogar y mujeres embarazadas de escasos recursos económicos a través de las 
siguientes acciones:
Privilegiar la calidad técnica-económica del proyecto y la capacidad de ahorro sobre 
las garantías tradicionales del crédito 
Facilitar las condiciones para la concesión del crédito a las beneficiarias. 
Brindar capacitación y asistencia técnica para el estudio de viabilidad, desarrollo y la 
continuidad de los proyectos. 
Establecer plazos de pago flexibles adecuados a las características de cada unidad 
productiva. 

Artículo 8.- Los gastos que demande el cumplimiento de la presente se imputarán 
a la Jurisdicción 45, Secretaría de Promoción Social del Presupuesto General de Gas-
tos y Cálculo de Recursos correspondientes al ejercicio 1999.

Artículo 9.- Comuníquese, etc.

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 603 del 5 de noviembre de 1999
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Educación

Ley NAC. Nº 26.150
Enseñanza de educación sexual integral en los 
establecimientos educativos 

Sancionada: 4 de octubre de 2006.
Promulgada: 23 de octubre de 2006.
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. 
sancionan con fuerza de Ley:
PROGRAMA NACIONAL DE EDUCACIÓN SEXUAL INTEGRAL

ARTÍCULO 1.- Todos los educandos tienen derecho a recibir educación sexual integral 
en los establecimientos educativos públicos, de gestión estatal y privada de las juris-
dicciones nacional, provincial, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y municipal. 
A los efectos de esta ley, entiéndase como educación sexual integral la que articula 
aspectos biológicos, psicológicos, sociales, afectivos y éticos.

ARTÍCULO 2.- Créase el Programa Nacional de Educación Sexual Integral en el ámbito 
del Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, con la finalidad de cumplir en los 
establecimientos educativos referidos en el artículo 1º las disposiciones específicas 
de la Ley 25.673, de creación del Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación 
Responsable; Ley 23.849, de Ratificación de la Convención de los Derechos del Niño; 
Ley 23.179, de Ratificación de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas 
de Discriminación contra la Mujer, que cuentan con rango constitucional; Ley 26.061, 
de Protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes y las leyes 
generales de educación de la Nación.

ARTÍCULO 3.- Los objetivos del Programa Nacional de Educación Sexual Integral 
son:

a) Incorporar la educación sexual integral dentro de las propuestas educativas 
orientadas a la formación armónica, equilibrada y permanente de las personas;
b) Asegurar la transmisión de conocimientos pertinentes, precisos, confiables y 
actualizados sobre los distintos aspectos involucrados en la educación sexual 
integral;
c) Promover actitudes responsables ante la sexualidad;
d) Prevenir los problemas relacionados con la salud en general y la salud sexual 
y reproductiva en particular;
e) Procurar igualdad de trato y oportunidades para varones y mujeres.

ARTÍCULO 4.- Las acciones que promueva el Programa Nacional de Educación Sexual 
Integral están destinadas a los educandos del sistema educativo nacional, que asisten 
a establecimientos públicos de gestión estatal o privada, desde el nivel inicial hasta el 
nivel superior de formación docente y de educación técnica no universitaria.

ARTÍCULO 5.- Las jurisdicciones nacional, provincial, de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires y municipal garantizarán la realización obligatoria, a lo largo del ciclo 
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lectivo, de acciones educativas sistemáticas en los establecimientos escolares, para el 
cumplimiento del Programa Nacional de Educación Sexual Integral. Cada comunidad 
educativa incluirá en el proceso de elaboración de su proyecto institucional, la 
adaptación de las propuestas a su realidad sociocultural, en el marco del respeto a su 
ideario institucional y a las convicciones de sus miembros.

ARTÍCULO 6.- El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología definirá, en consulta 
con el Consejo Federal de Cultura y Educación, los lineamientos curriculares básicos 
del Programa Nacional de Educación Sexual Integral, de modo tal que se respeten y 
articulen los programas y actividades que las jurisdicciones tengan en aplicación al 
momento de la sanción de la presente ley.

ARTÍCULO 7.- La definición de los lineamientos curriculares básicos para la educación 
sexual integral será asesorada por una comisión interdisciplinaria de especialistas en la 
temática, convocada por el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, con los pro-
pósitos de elaborar documentos orientadores preliminares, incorporar los resultados 
de un diálogo sobre sus contenidos con distintos sectores del sistema educativo na-
cional, sistematizar las experiencias ya desarrolladas por estados provinciales, Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires y municipalidades, y aportar al Consejo Federal de Cultura 
y Educación una propuesta de materiales y orientaciones que puedan favorecer la 
aplicación del programa.

ARTÍCULO 8.- Cada jurisdicción implementará el programa a través de:
a) La difusión de los objetivos de la presente ley, en los distintos niveles del 
sistema educativo;
b) El diseño de las propuestas de enseñanza, con secuencias y pautas de abor-
daje pedagógico, en función de la diversidad sociocultural local y de las necesi-
dades de los grupos etarios;
c) El diseño, producción o selección de los materiales didácticos que se reco-
miende, utilizar a nivel institucional;
d) El seguimiento, supervisión y evaluación del desarrollo de las actividades obli-
gatorias realizadas;
e) Los programas de capacitación permanente y gratuita de los educadores en 
el marco de la formación docente continua;
f) La inclusión de los contenidos y didáctica de la educación sexual integral en 
los programas de formación de educadores.

ARTÍCULO 9.- Las jurisdicciones nacional, provincial, de la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires y municipal, con apoyo del programa, deberán organizar en todos los esta-
blecimientos educativos espacios de formación para los padres o responsables que 
tienen derecho a estar informados. Los objetivos de estos espacios son:

a) Ampliar la información sobre aspectos biológicos, fisiológicos, genéticos, 
psicológicos, éticos, jurídicos y pedagógicos en relación con la sexualidad de 
niños, niñas y adolescentes;
b) Promover la comprensión y el acompañamiento en la maduración afectiva 
del niño, niña y adolescente ayudándolo a formar su sexualidad y preparándolo 
para entablar relaciones interpersonales positivas;
c) Vincular más estrechamente la escuela y la familia para el logro de los objeti-
vos del programa.
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ARTÍCULO 10.- Disposición transitoria:
La presente ley tendrá una aplicación gradual y progresiva, acorde al desarrollo de las 
acciones preparatorias en aspectos curriculares y de capacitación docente.
La autoridad de aplicación establecerá en un plazo de ciento ochenta (180) días un 
plan que permita el cumplimiento de la presente ley, a partir de su vigencia y en un 
plazo máximo de cuatro (4) años. El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología in-
tegrará a las jurisdicciones y comunidades escolares que implementan planes similares 
y que se ajusten a la presente ley.

ARTÍCULO 11.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AI-
RES, A LOS CUATRO DÍAS DEL MES DE OCTUBRE DEL AÑO DOS MIL SEIS.

Publicada en el Boletín Oficial Nº 31.017 del 24 de octubre de 2006 

LEY NAC. Nº 25.584
CONTINUIDAD DEL CICLO ESCOLAR DE ALUMNAS EMBARAZADAS 

Sancionada: 11 abril de 2002. 
Promulgada: 2 de mayo de 2002.
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. 
sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1.- Se prohíbe a los directivos o responsables de los establecimientos ofi-
ciales y privados de educación pública de todo el país, en todos los niveles del sistema 
y de cualquier modalidad, la adopción de acciones institucionales que impidan o per-
turben el inicio o prosecución normal de sus estudios a las estudiantes en estado de 
gravidez o durante el período de lactancia y a los estudiantes en su carácter de proge-
nitores. Las autoridades educativas del respectivo establecimiento estarán obligadas, 
en cuanto a la estudiante embarazada, a autorizar los permisos que, en razón de su 
estado sean necesarios para garantizar tanto su salud física y psíquica como la del ser 
durante su gestación y el correspondiente período de lactancia.
(Artículo sustituido por art. 1º de la Ley Nº 25.808 B.O. 28/11/2003)

ARTÍCULO 2.- El Ministerio de Educación de la Nación se compromete, con la auto-
ridad educativa jurisdiccional correspondiente, a hacer pública toda práctica irregular 
referida en el artículo 1°, dando el curso administrativo o judicial adecuado.

ARTÍCULO 3.- Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AI-
RES, A LOS ONCE DÍAS DEL MES DE ABRIL DEL AÑO DOS MIL DOS.

Publicada en el Boletín Oficial Nº 29.892 del 7 de mayo de 2002 
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LEY NAC. Nº 25.273
RÉGIMEN ESPECIAL DE INASISTENCIAS JUSTIFICADAS PARA ALUMNAS 
EMBARAZADAS

Sancionada: 29 de junio de 2000.
Promulgada: 24 de julio de 2000.
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. 
sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1.- Créase un Régimen Especial de Inasistencias Justificadas por razones 
de gravidez para alumnas que cursen los ciclos de Enseñanza General Básica, Polimo-
dal y Superior No Universitaria en establecimientos de jurisdicción nacional, provincial 
o municipal, que no posean una reglamentación con beneficios iguales o mayores a 
los que otorga esta ley.

ARTÍCULO 2.- Las alumnas que presenten certificado médico de su estado y período 
de gestación y alumbramiento, tendrán treinta (30) inasistencias justificadas y no com-
putables antes o después del parto, pudiendo ser continuas o fraccionadas.

ARTÍCULO 3.- Este régimen oficial, incluirá para las alumnas que certifiquen estar en 
período de amamantamiento, la franquicia del establecimiento durante una (1) hora 
diaria por el lapso de seis (6) meses a partir de su reincorporación a la escuela.

ARTÍCULO 4.- El no cómputo de las inasistencias a días y horas de clase no significará 
promoción automática, debiendo acreditar como alumna regular de acuerdo al siste-
ma de promoción vigente de cada jurisdicción.

ARTÍCULO 5.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AI-
RES, A LOS VEINTINUEVE DÍAS DEL MES DE JUNIO DEL AÑO DOS MIL.

Publicada en el Boletín Oficial Nº 29.449 del 27 de julio de 2000 

LEY CABA Nº 2.110
ENSEÑANZA DE EDUCACIÓN SEXUAL INTEGRAL

Sancionada: 12 de octubre de 2006.
Promulgada: 9 de noviembre de 2006.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley:

CAPÍTULO 1 - Objeto

ARTÍCULO 1.- Se establece la enseñanza de Educación Sexual Integral en todos los 
niveles obligatorios y en todas las modalidades del sistema educativo público de ges-
tión estatal y de gestión privada y en todas las carreras de formación docente, depen-
dientes del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
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ARTÍCULO 2.- La Ciudad Autónoma de Buenos Aires garantiza el derecho a la infor-
mación para el ejercicio de una sexualidad integral responsable y con formación en 
valores. El Ministerio de Educación elabora los contenidos curriculares obligatorios mí-
nimos, graduales y transversales, teniendo en cuenta las distintas etapas de desarrollo 
de los/as alumnos/as.

CAPÍTULO 2 - Definición, Principios y Objetivos

ARTÍCULO 3.- Definición 
La Educación Sexual Integral comprende el conjunto de actividades pedagógicas des-
tinadas a favorecer la salud sexual, entendida como la integración de los aspectos 
físicos, emocionales, intelectuales y sociales relativos a la sexualidad, para promover el 
bienestar personal y social mediante la comunicación y el amor.

ARTÍCULO 4.- La Educación Sexual Integral se basa en los siguientes principios:
La integralidad de la sexualidad abarca el desarrollo psicofísico, la vida de relación, la 
salud, la cultura y la espiritualidad y se manifiesta de manera diferente en las distintas 
personas y etapas de la vida.
La valoración de la comunicación y el amor como componentes centrales de la sexua-
lidad.
El reconocimiento y la valoración de la responsabilidad y el derecho a la intimidad 
como elementos indispensables en los comportamientos sexuales.
El respeto a la diversidad de valores en sexualidad.
El rechazo a toda práctica sexual coercitiva o explotadora y a todas las formas de 
abuso y violencia sexual.
El reconocimiento y la valoración del derecho de las niñas y niños, adolescentes y jó-
venes a ser especialmente amados/as, protegidos/as y cuidados/as.
El reconocimiento de la perspectiva de género en los términos del art. 38 de la Cons-
titución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
El reconocimiento y valoración de las familias como ámbito de cuidado y formación de 
los niños/as, adolescentes y jóvenes.

ARTÍCULO 5.- Los objetivos de la Educación Sexual Integral son:
a) Promover una concepción positiva de la sexualidad que favorezca el desarro-
llo integral, armónico y pleno de las personas.
b) Brindar información científica, precisa, actualizada y adecuada a cada etapa 
de desarrollo de los alumnos/as, acerca de los distintos aspectos involucrados 
en la Educación Sexual Integral.
c) Fomentar el cuidado y la responsabilidad en el ejercicio de la sexualidad, 
promoviendo la paternidad/maternidad responsable y la prevención de las en-
fermedades de transmisión sexual.
d) Prevenir toda forma de violencia y abuso sexual.
e) Promover la modificación de los patrones socioculturales estereotipados con 
el objeto de eliminar prácticas basadas en el prejuicio de superioridad de cual-
quiera de los géneros. (Segundo párrafo, art. 38 - Constitución de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires).
f) Promover el efectivo cumplimiento de los artículos 11 y 23 de la Constitución 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
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CAPÍTULO 3 - Responsabilidades institucionales

ARTÍCULO 6.- La autoridad de aplicación de la presente norma es el Ministerio de 
Educación del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

ARTÍCULO 7.- El Ministerio de Educación garantiza:
a) La oferta de Talleres de Formación y Reflexión para padres, madres, tutores 
y todo otro responsable legal respetando las convicciones de cada comunidad 
educativa.
b) La formación y actualización de los/as docentes a fin de que puedan tener 
las herramientas necesarias para abordar el proceso de enseñanza sobre lo 
establecido en la presente norma.
c) La organización de encuentros periódicos de diálogo, actualización e inter-
cambio de experiencias en materia de Educación Sexual Integral convocando 
a tal efecto organizaciones y comunidades educativas, religiosas, sindicales y 
sociales.

ARTÍCULO 8.- Los establecimientos educativos desarrollan los contenidos mínimos 
obligatorios en el marco de los valores de su ideario y/o de su Proyecto Educativo 
Institucional con la participación de las familias y la comunidad educativa en el marco 
de la libertad de enseñanza.

ARTÍCULO 9.- Comuníquese, etc. 

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 2.569 del 20 de noviembre de 
2006

LEY CABA Nº 709
RÉGIMEN ESPECIAL DE INASISTENCIAS EN INSTITUCIONES PÚBLICAS Y 
PRIVADAS PARA ALUMNAS EMBARAZADAS Y ALUMNOS EN CONDICIÓN 
DE PATERNIDAD

Sancionada: 29 de noviembre de 2001.
Promulgada: 4 de enero de 2002.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1.- Objeto y ámbito de aplicación 
Créase un Régimen Especial de Inasistencias Justificadas no computables a los fines 
de la reincorporación para alumnas embarazadas y alumnos en condición de paterni-
dad que cursen estudios en instituciones del ámbito estatal o privado dependientes de 
la Secretaría de Educación de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

ARTÍCULO 2.- Derecho del solicitante 
El Régimen Especial establecido en el artículo anterior es aplicable a solicitud del 
alumna/o quien deberá presentar certificado médico que acredite el estado y período 
de gestación y alumbramiento.
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ARTÍCULO 3.- Plazos 
Las alumnas embarazadas gozarán de un plazo máximo de inasistencias justificadas, 
continuas o fraccionadas, no computables a los fines de la reincorporación de cuaren-
ta y cinco (45) días y podrán ser utilizadas antes o después del parto. Los estudiantes 
varones que acrediten su paternidad contarán con cinco (5) inasistencias justificadas 
continuas no computables, a partir del día del nacimiento o del siguiente.

ARTÍCULO 4.- Extensión de plazos 
En caso de nacimiento múltiple, embarazo de riesgo o que la alumna fuera madre de 
hijos menores de cuatro años de edad el plazo máximo de inasistencias se extenderá 
a quince (15) días más posteriores al nacimiento. Para el caso de los alumnos varones 
en idéntica situación el plazo se extenderá a diez (10) días. 

ARTÍCULO 5.- Lactancia 
El Régimen Especial incluye el derecho de retirarse del establecimiento educativo du-
rante una (1) hora diaria durante el primer año de lactancia para las alumnas que certi-
fiquen estar en el período de amamantamiento.

ARTÍCULO 6.- Promoción 
La Secretaría de Educación establecerá los mecanismos de apoyo, seguimiento, recu-
peración y evaluación de los aprendizajes que permitan alcanzar los objetivos requeri-
dos para la promoción en su condición de alumna/o regular. 

ARTÍCULO 7.- Controles médicos
Los establecimientos educativos ejercerán funciones de apoyo a efectos de promover 
la concurrencia de las alumnas embarazadas y del progenitor masculino a los contro-
les médicos correspondientes.

ARTÍCULO 8.- Complementariedad 
El Régimen Especial establecido por la presente ley, no excluye los beneficios otorga-
dos por el Régimen de Inasistencia de Alumnos existente para cada nivel. 

ARTÍCULO 9.- Comuníquese, etc.

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 1.360 del 16 de enero de 2000 

Igualdad de Trato y Oportunidades

LEY NAC. Nº 26.618
MATRIMONIO IGUALITARIO

Sancionada: 15 de julio de 2010.
Promulgada: 21 de julio de 2010.
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. 
sancionan con fuerza de Ley:
ARTÍCULO 1.- Modifíquese el inciso 1 del artículo 144 del Código Civil, el que quedará 
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redactado de la siguiente forma:
1. Cualquiera de los cónyuges no separado personalmente o divorciado vincularmente.

ARTÍCULO 2.- Sustitúyese el artículo 172 del Código Civil, el que quedará redactado 
de la siguiente forma:
Artículo 172: Es indispensable para la existencia del matrimonio el pleno y libre consen-
timiento expresado personalmente por ambos contrayentes ante la autoridad compe-
tente para celebrarlo.
El matrimonio tendrá los mismos requisitos y efectos, con independencia de que los 
contrayentes sean del mismo o de diferente sexo.
El acto que careciere de alguno de estos requisitos no producirá efectos civiles aunque 
las partes hubieran obrado de buena fe, salvo lo dispuesto en el artículo siguiente.

ARTÍCULO 3.- Sustitúyese el artículo 188 del Código Civil, el que quedará redactado 
de la siguiente forma:
Artículo 188: El matrimonio deberá celebrarse ante el oficial público encargado del 
Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas que corresponda al domicilio 
de cualquiera de los contrayentes, en su oficina, públicamente, compareciendo los 
futuros esposos en presencia de dos testigos y con las formalidades legales.
Si alguno de los contrayentes estuviere imposibilitado de concurrir, el matrimonio po-
drá celebrarse en el domicilio del impedido o en su residencia actual, ante cuatro tes-
tigos. En el acto de la celebración del matrimonio, el oficial público leerá a los futuros 
esposos los artículos 198, 199 y 200 de este Código, recibiendo de cada uno de ellos, 
uno después del otro, la declaración de que quieren respectivamente constituirse en 
cónyuges, y pronunciará en nombre de la ley que quedan unidos en matrimonio.
El oficial público no podrá oponerse a que los esposos, después de prestar su consen-
timiento, hagan bendecir su unión en el mismo acto por un ministro de su culto.

ARTÍCULO 4.- Sustitúyese el artículo 206 del Código Civil, el que quedará redactado 
de la siguiente forma:
Artículo 206: Separados por sentencia firme, cada uno de los cónyuges podrá fijar 
libremente su domicilio o residencia. Si tuviese hijos de ambos a su cargo, se aplicarán 
las disposiciones relativas al régimen de patria potestad.
Los hijos menores de CINCO (5) años quedarán a cargo de la madre, salvo causas gra-
ves que afecten el interés del menor. En casos de matrimonios constituidos por ambos 
cónyuges del mismo sexo, a falta de acuerdo, el juez resolverá teniendo en cuenta 
el interés del menor. Los mayores de esa edad, a falta de acuerdo de los cónyuges, 
quedarán a cargo de aquel a quien el juez considere más idóneo. Los progenitores 
continuarán sujetos a todas las cargas y obligaciones respecto de sus hijos.

ARTÍCULO 5.- Sustitúyese el artículo 212 del Código Civil, el que quedará redactado 
de la siguiente forma:
Artículo 212: El cónyuge que no dio causa a la separación personal, y que no demandó 
ésta en los supuestos que prevén los artículos 203 y 204, podrá revocar las donacio-
nes hechas al otro cónyuge en convención matrimonial.

ARTÍCULO 6.- Sustitúyese el inciso 1 del artículo 220 del Código Civil, el que quedará 
redactado de la siguiente forma:
1. Cuando fuere celebrado con el impedimento establecido en el inciso 5 del artículo 
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166. La nulidad puede ser demandada por el cónyuge incapaz y por los que en su 
representación podrían haberse opuesto a la celebración del matrimonio. No podrá 
demandarse la nulidad después de que el cónyuge o los cónyuges hubieren llegado 
a la edad legal si hubiesen continuado la cohabitación, o, cualquiera fuese la edad, si 
hubieren concebido.

ARTÍCULO 7.- Modifíquese el inciso 1 del artículo 264 del Código Civil, el que quedará 
redactado de la siguiente forma:
1. En el caso de los hijos matrimoniales, a los cónyuges conjuntamente, en tanto no 
estén separados o divorciados, o su matrimonio fuese anulado. Se presumirá que los 
actos realizados por uno de ellos cuenta con el consentimiento del otro, salvo en los 
supuestos contemplados en el artículo 264 quáter, o cuando mediare expresa oposi-
ción.

ARTÍCULO 8.- Sustitúyese el artículo 264 ter del Código Civil, el que quedará redacta-
do de la siguiente forma:
Artículo 264 ter: En caso de desacuerdo entre los padres, cualquiera de ellos podrá 
acudir al juez competente, quien resolverá lo más conveniente para el interés del hijo, 
por el procedimiento más breve previsto por la ley local, previa audiencia de los padres 
con intervención del Ministerio Pupilar. El juez podrá, aun de oficio, requerir toda la in-
formación que considere necesaria, y oír al menor, si éste tuviese suficiente juicio, y las 
circunstancias lo aconsejaren. Si los desacuerdos fueren reiterados o concurriere cual-
quier otra causa que entorpezca gravemente el ejercicio de la patria potestad, podrá 
atribuirlo total o parcialmente a uno de los padres o distribuir entre ellos sus funciones, 
por el plazo que fije, el que no podrá exceder de DOS (2) años.

ARTÍCULO 9.- Sustitúyese el artículo 272 del Código Civil, el que quedará redactado 
de la siguiente forma:
Artículo 272: Si cualquiera de los padres faltare a esta obligación, podrá ser deman-
dado por la prestación de alimentos por el propio hijo, si fuese adulto, asistido por un 
tutor especial, por cualquiera de los parientes, o por el ministerio de menores.

ARTÍCULO 10.- Sustitúyese el artículo 287 del Código Civil, el que quedará redactado 
de la siguiente forma:
Artículo 287: Los padres tienen el usufructo de los bienes de sus hijos matrimoniales 
o extramatrimoniales voluntariamente reconocidos, que estén bajo su autoridad, con 
excepción de los siguientes:
1. Los adquiridos mediante su trabajo, empleo, profesión o industria, aunque vivan en 
casa de sus padres.
2. Los heredados por motivo de la indignidad o desheredación de sus padres.
3. Los adquiridos por herencia, legado o donación, cuando el donante o testador hu-
biera dispuesto que el usufructo corresponde al hijo.

ARTÍCULO 11.- Sustitúyese el artículo 291 del Código Civil, el que quedará redactado 
de la siguiente forma:
Artículo 291: Las cargas del usufructo legal de los padres son:
1. Las que pesan sobre todo usufructuario, excepto la de afianzar.
2. Los gastos de subsistencia y educación de los hijos, en proporción a la importancia 
del usufructo.
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3. El pago de los intereses de los capitales que venzan durante el usufructo.
4. Los gastos de enfermedad y entierro del hijo, como los del entierro y funerales del 
que hubiese instituido por heredero al hijo.

ARTÍCULO 12.- Sustitúyese el artículo 294 del Código Civil, el que quedará redactado 
de la siguiente forma:
Artículo 294: La administración de los bienes de los hijos será ejercida en común por 
los padres cuando ambos estén en ejercicio de la patria potestad. Los actos conser-
vatorios pueden ser otorgados indistintamente por cualquiera de los padres.
Los padres podrán designar de común acuerdo a uno de ellos administrador de los 
bienes de los hijos, pero en ese caso el administrador necesitará el consentimiento 
expreso del otro para todos los actos que requieran también la autorización judicial. 
En caso de graves o persistentes desacuerdos sobre la administración de los bienes, 
cualquiera de los padres podrá requerir al juez competente que designe a uno de ellos 
administrador.

ARTÍCULO 13.- Sustitúyese el artículo 296 del Código Civil, el que quedará redactado 
de la siguiente forma:
Artículo 296: En los TRES (3) meses subsiguientes al fallecimiento de uno de los pa-
dres, el sobreviviente debe hacer inventario judicial de los bienes del matrimonio, y 
determinarse en él los bienes que correspondan a los hijos, so pena de no tener el 
usufructo de los bienes de los hijos menores.

ARTÍCULO 14.- Sustitúyese el artículo 307 del Código Civil, el que quedará redactado 
de la siguiente forma:
Artículo 307: Cualquiera de los padres queda privado de la patria potestad:
1. Por ser condenado como autor, coautor, instigador o cómplice de un delito doloso 
contra la persona o los bienes de alguno de sus hijos, o como coautor, instigador o 
cómplice de un delito cometido por el hijo.
2. Por el abandono que hiciere de alguno de sus hijos, para el que los haya abandona-
do, aun cuando quede bajo guarda o sea recogido por otro progenitor o un tercero.
3. Por poner en peligro la seguridad, la salud física o psíquica o la moralidad del 
hijo, mediante malos tratamientos, ejemplos perniciosos, inconducta notoria o 
delincuencia.

ARTÍCULO 15.- Sustitúyese el artículo 324 del Código Civil, el que quedará redactado  
de la siguiente forma:
Artículo 324: Cuando la guarda del menor se hubiese otorgado durante el matrimonio 
y el período legal se completara después de la muerte de uno de los cónyuges, podrá 
otorgarse la adopción al sobreviviente y el hijo adoptivo lo será del matrimonio.

ARTÍCULO 16.- Sustitúyese el artículo 326 del Código Civil, el que quedará redactado 
de la siguiente forma:
Artículo 326: El hijo adoptivo llevará el primer apellido del adoptante, o su apellido 
compuesto si éste solicita su agregación. En caso que los adoptantes sean cónyuges 
de distinto sexo, a pedido de éstos podrá el adoptado llevar el apellido compuesto 
del padre adoptivo o agregar al primero de éste, el primero de la madre adoptiva. En 
caso que los cónyuges sean de un mismo sexo, a pedido de éstos podrá el adoptado 
llevar el apellido compuesto del cónyuge del cual tuviera el primer apellido o agregar 
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al primero de éste, el primero del otro. Si no hubiere acuerdo acerca de qué apellido 
llevará el adoptado, si ha de ser compuesto, o sobre cómo se integrará, los apellidos 
se ordenarán alfabéticamente.
En uno y otro caso podrá el adoptado después de los DIECIOCHO (18) años solicitar 
esta adición.
Todos los hijos deben llevar el apellido y la integración compuesta que se hubiera de-
cidido para el primero de los hijos.
Si el o la adoptante fuese viuda o viudo y su cónyuge no hubiese adoptado al menor, 
éste llevará el apellido del primero, salvo que existieran causas justificadas para impo-
nerle el del cónyuge premuerto.

ARTÍCULO 17.- Sustitúyese el artículo 332 del Código Civil, el que quedará redactado 
de la siguiente forma:
Artículo 332: La adopción simple impone al adoptado el apellido del adoptante, pero 
aquél podrá agregar el suyo propio a partir de los DIECIOCHO (18) años.
El cónyuge sobreviviente adoptante podrá solicitar que se imponga al adoptado el 
apellido de su cónyuge premuerto si existen causas justificadas.

ARTÍCULO 18.- Sustitúyese el artículo 354 del Código Civil, el que quedará redactado 
de la siguiente forma:
Artículo 354: La primera línea colateral parte de los ascendientes en el primer grado, 
es decir de cada uno de los padres de la persona de que se trate, y comprende a sus 
hermanos y hermanas y a su posteridad.

ARTÍCULO 19.- Sustitúyese el artículo 355 del Código Civil, el que quedará redactado 
de la siguiente forma:
Artículo 355: La segunda, parte de los ascendientes en segundo grado, es decir de 
cada uno de los abuelos de la persona de que se trate, y comprende al tío, el primo 
hermano, y así los demás.

ARTÍCULO 20.- Sustitúyese el artículo 356 del Código Civil, el que quedará redactado 
de la siguiente forma:
Artículo 356: La tercera línea colateral parte de los ascendientes en tercer grado, es 
decir de cada uno de los bisabuelos de la persona de que se trate, y comprende sus 
descendientes. De la misma manera se procede para establecer las otras líneas cola-
terales, partiendo de los ascendientes más remotos.

ARTÍCULO 21.- Sustitúyese el artículo 360 del Código Civil, el que quedará redactado 
de la siguiente forma:
Artículo 360: Los hermanos se distinguen en bilaterales y unilaterales. Son hermanos 
bilaterales los que proceden de los mismos padres. Son hermanos unilaterales los que 
proceden de un mismo ascendiente en primer grado, difiriendo en el otro.

ARTÍCULO 22.- Sustitúyese el artículo 476 del Código Civil, el que quedará redactado 
de la siguiente forma:
Artículo 476: El cónyuge es el curador legítimo y necesario de su consorte, declarado 
incapaz.

ARTÍCULO 23.- Sustitúyese el artículo 478 del Código Civil, el que quedará redactado 
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de la siguiente forma:
Artículo 478: Cualquiera de los padres es curador de sus hijos solteros, divorciados o 
viudos que no tengan hijos mayores de edad, que puedan desempeñar la curatela.

ARTÍCULO 24.- Sustitúyese el inciso 3 del artículo 1.217, el que quedará redactado 
de la siguiente forma:
3. Las donaciones que un futuro cónyuge hiciere al otro.

ARTÍCULO 25.- Sustitúyese el inciso 2 del artículo 1.275, el que quedará redactado 
de la siguiente forma:
2. Los reparos y conservación en buen estado de los bienes particulares de cualquiera 
de los cónyuges.

ARTÍCULO 26.- Sustitúyese el artículo 1.299, el que quedará redactado de la siguiente 
forma:
Artículo 1.299: Decretada la separación de bienes, queda extinguida la sociedad con-
yugal. Cada uno de los integrantes de la misma recibirán los suyos propios, y los que 
por gananciales les correspondan, liquidada la sociedad.

ARTÍCULO 27.- Sustitúyese el artículo 1.300, el que quedará redactado de la siguiente 
forma:
Artículo 1.300: Durante la separación, cada uno de los cónyuges debe contribuir a su 
propio mantenimiento, y a los alimentos y educación de los hijos, en proporción a sus 
respectivos bienes.

ARTÍCULO 28.- Sustitúyese el artículo 1.301, el que quedará redactado de la siguiente 
forma:
Artículo 1.301: Después de la separación de bienes, los cónyuges no tendrán parte 
alguna en lo que en adelante ganare el otro cónyuge.

ARTÍCULO 29.- Sustitúyese el artículo 1.315, el que quedará redactado de la siguiente 
forma:
Artículo 1.315: Los gananciales de la sociedad conyugal se dividirán por iguales partes 
entre los cónyuges, o sus herederos, sin consideración alguna al capital propio de los 
cónyuges, y aunque alguno de ellos no hubiese llevado a la sociedad bienes algunos.

ARTÍCULO 30.- Sustitúyese el artículo 1.358 del Código Civil, el que quedará redacta-
do de la siguiente forma:
Artículo 1.358: El contrato de venta no puede tener lugar entre cónyuges, aunque hu-
biese separación judicial de los bienes de ellos.

ARTÍCULO 31.- Sustitúyese el inciso 2 del artículo 1.807 del Código Civil, el que que-
dará redactado de la siguiente forma:
2. El cónyuge, sin el consentimiento del otro, o autorización suplementaria del juez, de 
los bienes raíces del matrimonio.

ARTÍCULO 32.- Sustitúyese el artículo 2.560 del Código Civil, el que quedará redacta-
do de la siguiente forma:
Artículo 2.560: El tesoro encontrado por uno de los cónyuges en predio del otro, o la 
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parte que correspondiese al propietario del tesoro hallado por un tercero en predio de 
uno de los cónyuges, corresponde a ambos como ganancial.

ARTÍCULO 33.- Sustitúyese el artículo 3.292 del Código Civil, el que quedará redacta-
do de la siguiente forma:
Artículo 3.292: Es también indigno de suceder, el heredero mayor de edad que es sa-
bedor de la muerte violenta del autor de la sucesión y que no la denuncia a los jueces 
en el término de UN (1) mes, cuando sobre ella no se hubiese procedido de oficio. Si 
los homicidas fuesen ascendientes o descendientes, cónyuge o hermanos del herede-
ro, cesará en éste la obligación de denunciar.

ARTÍCULO 34.- Sustitúyese el artículo 3.969 del Código Civil, el que quedará redacta-
do de la siguiente forma:
Artículo 3.969: La prescripción no corre entre cónyuges, aunque estén separados de 
bienes, y aunque estén divorciados por autoridad competente.

ARTÍCULO 35.- Sustitúyese el artículo 3.970 del Código Civil, el que quedará redacta-
do de la siguiente forma:
Artículo 3.970: La prescripción es igualmente suspendida durante el matrimonio, cuan-
do la acción de uno de los cónyuges hubiere de recaer contra el otro, sea por un recur-
so de garantía, o sea porque lo expusiere a pleitos, o a satisfacer daños e intereses.

ARTÍCULO 36.- Sustitúyese el inciso c) del artículo 36 de la Ley 26.413, el que quedará 
redactado de la siguiente forma:
c) El nombre y apellido del padre y de la madre o, en el caso de hijos de matrimonios 
entre personas del mismo sexo, el nombre y apellido de la madre y su cónyuge, y tipo 
y número de los respectivos documentos de identidad. En caso de que carecieren de 
estos últimos, se dejará constancia de edad y nacionalidad, circunstancia que debe-
rá acreditarse con la declaración de DOS (2) testigos de conocimiento, debidamente 
identificados quienes suscribirán el acta;

ARTÍCULO 37.- Sustitúyese el artículo 4º de la Ley 18.248, el que quedará redactado 
de la siguiente forma:
Artículo 4º: Los hijos matrimoniales de cónyuges de distinto sexo llevarán el primer 
apellido del padre. A pedido de los progenitores podrá inscribirse el apellido com-
puesto del padre o agregarse el de la madre. Si el interesado deseare llevar el apellido 
compuesto del padre, o el materno, podrá solicitarlo ante el Registro del Estado Civil 
desde los DIECIOCHO (18) años. Los hijos matrimoniales de cónyuges del mismo sexo 
llevarán el primer apellido de alguno de ellos. A pedido de éstos podrá inscribirse el 
apellido compuesto del cónyuge del cual tuviera el primer apellido o agregarse el del 
otro cónyuge. Si no hubiera acuerdo acerca de qué apellido llevará el adoptado, si 
ha de ser compuesto, o sobre cómo se integrará, los apellidos se ordenarán alfabé-
ticamente. Si el interesado deseare llevar el apellido compuesto del cónyuge del cual 
tuviera el primer apellido, o el del otro cónyuge, podrá solicitarlo ante el Registro del 
Estado Civil desde los DIECIOCHO (18) años.
Una vez adicionado el apellido no podrá suprimirse.
Todos los hijos deben llevar el apellido y la integración compuesta que se hubiera de-
cidido para el primero de los hijos.
ARTÍCULO 38.- Sustitúyese el artículo 8º de la Ley 18.248, el que quedará redactado 
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de la siguiente forma:
Artículo 8º: Será optativo para la mujer casada con un hombre añadir a su apellido el 
del marido, precedido por la preposición “de”.
En caso de matrimonio entre personas del mismo sexo, será optativo para cada cón-
yuge añadir a su apellido el de su cónyuge, precedido por la preposición “de”.

ARTÍCULO 39.- Sustitúyese el artículo 9º de la Ley 18.248, el que quedará redactado 
de la siguiente forma:
Artículo 9º: Decretada la separación personal, será optativo para la mujer casada con 
un hombre llevar el apellido del marido.
Cuando existieren motivos graves los jueces, a pedido del marido, podrán prohibir a la 
mujer separada el uso del apellido marital. Si la mujer hubiera optado por usarlo, de-
cretado el divorcio vincular perderá tal derecho, salvo acuerdo en contrario o que por 
el ejercicio de su industria, comercio o profesión fuese conocida por aquél y solicitare 
conservarlo para sus actividades.
Decretada la separación personal, será optativo para cada cónyuge de un matrimonio 
entre personas del mismo sexo llevar el apellido del otro.
Cuando existieren motivos graves, los jueces, a pedido de uno de los cónyuges, po-
drán prohibir al otro separado el uso del apellido marital. Si el cónyuge hubiere optado 
por usarlo, decretado el divorcio vincular perderá tal derecho, salvo acuerdo en con-
trario o que por el ejercicio de su industria, comercio o profesión fuese conocida/o por 
aquél y solicitare conservarlo para sus actividades.

ARTÍCULO 40.- Sustitúyese el artículo 10 de la Ley 18.248, el que quedará redactado 
de la siguiente forma:
Artículo 10: La viuda o el viudo está autorizada/o para requerir ante el Registro del 
Estado Civil la supresión del apellido marital.
Si contrajere nuevas nupcias, perderá el apellido de su anterior cónyuge.

ARTÍCULO 41.- Sustitúyese el artículo 12 de la Ley 18.248, el que quedará redactado 
de la siguiente forma:
Artículo 12: Los hijos adoptivos llevarán el apellido del adoptante, pudiendo a pedido 
de éste, agregarse el de origen. El adoptado podrá solicitar su adición ante el Registro 
del Estado Civil desde los DIECIOCHO (18) años.
Si mediare reconocimiento posterior de los padres de sangre, se aplicará la misma 
regla.
Cuando los adoptantes fueren cónyuges, regirá lo dispuesto en el artículo 4º.
Si se tratare de una mujer casada con un hombre cuyo marido no adoptare al menor, 
llevará el apellido de soltera de la adoptante, a menos que el cónyuge autorizare ex-
presamente a imponerle su apellido.
Si se tratare de una mujer o un hombre casada/o con una persona del mismo sexo 
cuyo cónyuge no adoptare al menor, llevará el apellido de soltera/o del adoptante, a 
menos que el cónyuge autorizare expresamente a imponerle su apellido.
Cuando la adoptante fuere viuda o viudo, el adoptado llevará su apellido de soltera/o, 
salvo que existieren causas justificadas para imponerle el de casada/o.
Cláusula complementaria

ARTÍCULO 42.- Aplicación. Todas las referencias a la institución del matrimonio que 
contiene nuestro ordenamiento jurídico se entenderán aplicables tanto al matrimonio 
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constituido por DOS (2) personas del mismo sexo como al constituido por DOS (2) 
personas de distinto sexo.
Los integrantes de las familias cuyo origen sea un matrimonio constituido por DOS (2) 
personas del mismo sexo, así como un matrimonio constituido por personas de distin-
to sexo, tendrán los mismos derechos y obligaciones.
Ninguna norma del ordenamiento jurídico argentino podrá ser interpretada ni aplicada 
en el sentido de limitar, restringir, excluir o suprimir el ejercicio o goce de los mismos 
derechos y obligaciones, tanto al matrimonio constituido por personas del mismo sexo 
como al formado por DOS (2) personas de distinto sexo.

ARTÍCULO 43.- Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional.
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AI-
RES, A LOS QUINCE DÍAS DEL MES DE JULIO DEL AÑO DOS MIL DIEZ.

Publicada en el Boletín Oficial Nº 2.010 del 22 de julio de 2010

DECRETO NAC. Nº 1.363/97 IGUALDAD DE TRATO ENTRE AGENTES DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA NACIONAL

Fecha: 16 de diciembre de 1997.
VISTO
El artículo 75 incisos 22 y 23 de la Constitución Nacional y la Ley N. 23.451, y 
CONSIDERANDO
Que, a través del inciso 22 del artículo 75 de nuestra norma fundamental se han re-
ceptado los principios contenidos en la Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer, otorgándole jerarquía constitucional.
Que a su vez, en el inciso 23 de la cláusula precedentemente citada se establece el 
propósito de legislar y promover medidas de acción positiva, que garanticen la igual-
dad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos hu-
manos.
Que asimismo, mediante la Ley 23.451 se aprobó el Convenio sobre la Igualdad de 
Oportunidades y de Trato entre Trabajadores y Trabajadoras: Trabajadores con Res-
ponsabilidades Familiares Nº 156, adoptado por la sexagésima séptima reunión de la 
Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo del 23 de junio de 
1981.
Que a través del referido Convenio se ha reconocido que los problemas de los tra-
bajadores con responsabilidades familiares son aspectos de cuestiones más amplias 
relativas a la familia y a la sociedad que deberían tenerse en cuenta en las políticas 
nacionales.
Que en ese orden de ideas, el mencionado Convenio tiene como objetivo que en los 
países adherentes se implementen medidas tendientes a permitir que las personas 
con responsabilidades familiares puedan desarrollar sus tareas laborales sin ser objeto 
de discriminación por dicha causa.
Que, en consecuencia con lo precedentemente señalado, a efectos de garantizar la 
igualdad efectiva de oportunidades y de trato entre los agentes de la Administración 
Pública Nacional de uno y otro sexo con responsabilidades familiares, al igual que entre 
éstos y los demás agentes, deviene necesario regular situaciones que contemplen 
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diversas circunstancias que hacen a la protección de la familia y al ejercicio de las 
responsabilidades familiares, así como la participación creciente del hombre en el 
cuidado de los niños.
Que estos supuestos entrañan no sólo garantizar la igualdad formal mediante la le-
gislación, sino también a través de la aplicación de medidas para reafirmar que esa 
igualdad exista en la práctica.
Que en ese contexto, es importante que el Estado adopte los medios necesarios que 
permitan que los padres combinen las obligaciones para con la familia con las respon-
sabilidades emergentes de su relación laboral.
Que en virtud de lo expuesto corresponde adecuar las normas pertinentes que en 
materia de estabilidad, situaciones de revista, licencias, justificaciones y franquicias y 
carrera administrativa, rigen a la generalidad del personal de la Administración Pública 
Nacional.
Que la adecuación de dichas disposiciones legales permitirá garantizar la aplicación de 
los principios que en materia de derechos humanos se enunciaron precedentemente.
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por el artículo 99 
inciso 1 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL y artículo 6º del Decreto 977 del 6 julio de 
1995.
Por ello, 
EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA DECRETA:

Artículo 1.- Ordénase la revisión de los regímenes que regulan la relación de empleo 
público a los efectos de incorporar las previsiones que permitan garantizar el cumpli-
miento de los principios relativos a la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer, la igualdad de oportunidades para los trabajadores con cargas de 
familia, la protección del rol paterno y de otras disposiciones que hacen a la protección 
de la familia y al ejercicio de las responsabilidades familiares. 

ARTÍCULO 2.- Incorpórase en las normas que regulan la relación de empleo público el 
instituto “Estado de Excedencia”, definido como aquella situación por la que la mujer 
podrá optar a partir de la finalización de la licencia por maternidad o adopción y que le 
permite solicitar licencia sin goce de haberes por un plazo mínimo de tres (3) meses y 
máximo de seis (6) de la fecha mencionada. 

ARTÍCULO 3.- Establécese la obligación por parte de los organismos de la Administra-
ción Pública Nacional de disponer la creación o contratación de guarderías, cuando la 
cantidad de agentes con hijos en condiciones de concurrir así lo justifique, de confor-
midad con lo que se establezca en la reglamentación pertinente. 

ARTÍCULO 4.- Las disposiciones del presente decreto quedarán sujetas a las pautas 
y modalidades que establezca la legislación que se dicte como consecuencia de lo 
previsto para el ámbito de la Administración Pública Nacional por el Convenio 154 
sobre el “Fomento de la negociación colectiva”, adoptado por la Conferencia General 
de la Organización Internacional del Trabajo el día 19 de junio de 1981 y ratificado por 
la Ley N. 23.544. 

ARTÍCULO 5.- Invítase a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a 
dictar las normas que permitan la aplicación de previsiones similares a las contenidas 
en el presente decreto como también a instrumentar procedimientos congruentes con 
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los propósitos del mismo. 

ARTÍCULO 6.- Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro 
Oficial y archívese. 

Publicado en el Boletín Oficial Nº 28.798 del 19 de diciembre de 1997

LEY CABA Nº 3.330 LEY DE TALLES 

Sancionada: 3 de diciembre de 2009.
Promulgada: 18 de enero de 2010.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley; 

ARTÍCULO 1.- Objeto.- El objeto de la presente ley es garantizar a los habitantes de la 
Ciudad de Buenos Aires la existencia de un mínimo de ocho (8) talles correspondientes 
a las medidas corporales normalizadas en las Normas IRAM de la serie 75300 y sus 
actualizaciones, en los establecimientos comerciales cuya actividad principal, acceso-
ria u ocasional sea la venta, fabricación o provisión de indumentaria.

ARTÍCULO 2.- Definiciones.- A los efectos de la presente Ley se entiende por:
a. Indumentaria: toda vestimenta o prenda de vestir para adorno o abrigo del 
cuerpo de una persona. 
b. Talle: medida establecida para clasificar la indumentaria conforme a la tabla 
de medidas corporales normalizadas que figuran en las normas IRAM de la serie 
75300 y sus actualizaciones. 
c. Establecimientos comerciales de venta de indumentaria: toda persona física 
o jurídica titular de cualquier tipo de establecimiento comercial en el que se 
vende indumentaria al público siendo indistinto si ésta es su actividad principal, 
accesoria u ocasional. 
d. Fabricantes de indumentaria: toda persona física o jurídica que produzca 
indumentaria siendo indistinto si ésta es su actividad principal, accesoria u oca-
sional. 
e. Importadores de indumentaria: toda persona física o jurídica responsable ante 
la Administración Federal de Ingresos Públicos (Dirección General de Aduanas) 
o el organismo que en el futuro las reemplace, que compra indumentaria en el 
extranjero con el fin de ingresarlo a la Ciudad de Buenos Aires con fines comer-
ciales, siendo indistinto si ésta es su actividad principal, accesoria u ocasional. 
f. Tabla de Medidas Corporales Normalizadas: Son las establecidas por las Nor-
mas IRAM de la serie 75300 y sus actualizaciones, y sobre las cuales se basan 
la identificación y designación de la indumentaria, que volcada a posteriori en 
pictogramas sirven para la información del público consumidor. 

ARTÍCULO 3.- De las obligaciones de los establecimientos comerciales de venta de in-
dumentaria.- Los establecimientos comerciales que oferten indumentaria para la venta 
deben cumplir con los siguientes requisitos:

a. Garantizar la existencia de un mínimo de ocho (8) talles correspondientes a 
las medidas corporales normalizadas del género y a la franja etaria a la que se 
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dediquen.
Se exceptúa de dicha obligación cuando las ventas sean de productos discon-
tinuos o en liquidación por fuera de temporada, circunstancias que deben ser 
anunciadas al público de manera precisa mediante carteles que indiquen dicha 
situación. 
b. Tener a disposición copias de la Tabla de Medidas Corporales Normalizadas 
para poder ser consultadas por el público. 
c. Colocar dentro del local comercial carteles explicativos de la Tabla menciona-
da en el inciso anterior, los que deben estar ubicados en los lugares donde se 
encuentran las prendas en exhibición. 

ARTÍCULO 4.- De las obligaciones de los Fabricantes e Importadores de indumenta-
ria.- Los fabricantes e importadores de indumentaria que desarrollen su actividad en el 
ámbito de la Ciudad de Buenos Aires tienen la obligación de:

a. Producir o importar indumentaria en al menos ocho (8) de los talles corres-
pondientes a todas las medidas corporales normalizadas del género y a la franja 
etaria a la que se dediquen; 
b. Colocar a cada prenda los pictogramas, que deberán poseer, las especifica-
ciones de medidas principales y secundarias de acuerdo a las normas IRAM de 
la serie 75300 y sus actualizaciones. 

ARTÍCULO 5.- Sanciones.- Incorpórase los Artículos 5.1.12, 5.1.13 y 5.1.14 al Capítulo 
I “Derechos del Consumidor“, de la Sección 5°, del Libro II “De las Faltas en Particular“, 
del Anexo I de la Ley Nº 451, con el siguiente texto:
“5.1.12 Venta de indumentaria: El/la titular de un establecimiento de comercialización 
de indumentaria que no cuente en su local o depósito con prendas que correspondan 
a todas las medidas antropométricas del género y la franja etaria a la que se dedique, 
será sancionado con multa de trescientos (300) a diez mil (10.000) unidades fijas. En 
caso de reincidencia se lo sanciona con la clausura del establecimiento por un plazo 
de hasta (30) treinta días“.
“5.1.13 Fabricantes de indumentaria: El/la titular de una fábrica o taller que no produz-
ca sus modelos en los talles que correspondan a todas las medidas antropométricas 
del género al cual está dirigida la producción, será sancionado con una multa de quin-
ce mil (15.000) a veinticinco mil (25.000) unidades fijas. En caso de reincidencia se lo 
sanciona con la clausura de la fábrica o taller por un plazo de hasta (5) cinco días“.
“5.1.14 Importadores/as de indumentaria: El/la importador/a de indumentaria que co-
mercialice su mercadería en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires, y que no importe 
sus modelos en los talles que correspondan a todas las medidas antropométricas del 
género y franja etaria a la cual está dirigida la importación, será sancionado con una 
multa de quince mil (15.000) a veinticinco mil (25.000) unidades fijas. En caso de rein-
cidencia se lo sanciona con una multa de treinta mil (30.000) a cincuenta mil (50.000) 
unidades fijas“.

ARTÍCULO 6.- Vigencia.- La presente Ley entra en vigencia a partir de los ciento 
ochenta (180) días de su reglamentación.

ARTÍCULO 7.- Comuníquese, etc.

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 3.349 del 27 de enero de 2010
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LEY CABA Nº 3.062 Derecho a ser diferente 

Sancionada: 14 de mayo de 2009. 
Promulgada: 10 de junio de 2009.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley: 

ARTÍCULO 1.- Objeto: La presente ley tiene por objeto garantizar el cumplimiento del 
derecho a ser diferente, consagrado por el artículo 11 de la Constitución de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires y promover la remoción de obstáculos que impiden el ple-
no desarrollo de las personas y la efectiva participación en la vida política, económica 
y social de la comunidad. 

ARTÍCULO 2.- Deberá respetarse la identidad de género adoptada por travestis y tran-
sexuales que utilicen un nombre distinto al consignado en su documento de identidad 
y, a su sólo requerimiento, el nombre adoptado deberá ser utilizado para la citación, 
registro, legajo, llamado y cualquier otra gestión administrativa tanto en la Legislatura 
de la CABA como en las dependencias de la Administración Pública Central local, 
entes descentralizados, entidades autárquicas, Empresas y Sociedades del Estado 
y todas aquellas otras organizaciones empresariales donde la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires tenga participación. 
Quedan comprendidas en la presente Ley la Resolución Nº 122/03 MEGC y la Reso-
lución Nº 2.272/07 del MSGC. 

ARTÍCULO 3.- Cuando la naturaleza de la gestión haga necesario registrar los datos 
personales obrantes en el documento de identidad se utilizará un sistema que combine 
las iniciales del nombre, el apellido completo, día y año de nacimiento y número de do-
cumento y se agregará a éstos el nombre elegido por razones de identidad de género 
a solicitud del interesado o interesada. 

ARTÍCULO 4.- En aquellas circunstancias en las que la persona sea nombrada en pú-
blico, las y los agentes de los organismos comprendidos en el artículo 2 de la presente 
Ley deberán utilizar únicamente el nombre de elección que respete la identidad de 
género adoptada, y no el nombre obrante en el documento de identidad. 

ARTÍCULO 5.- Comuníquese, etc. 

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 3.200 del 23 de junio de 2009 

LEY CABA Nº 481
PROGRAMA PARA LA ELIMINACIÓN DE ESTEREOTIPOS DE GÉNERO EN 
TEXTOS ESCOLARES Y DIDÁCTICOS

Sancionada: 5 de agosto de 2000.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1.- Créase en el ámbito de la Secretaría de Educación de la Ciudad 
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Autónoma de Buenos Aires, el “Programa para la eliminación de estereotipos de género 
en textos escolares y materiales didácticos” a fin de hacer efectivo cumplimiento del 
artículo 36º, capítulo IX de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en cuanto 
garantiza en el ámbito público y promueve en el ámbito privado la igualdad real de 
oportunidades entre varones y mujeres. 

ARTÍCULO 2.- Son objetivos específicos del Programa creado en el artículo 
precedente:
Contribuir a crear conciencia para la identificación y transformación de los mensajes y 
pautas culturales que tienden a la discriminación por razones de género y a la diferen-
cia de trato entre varones y mujeres en el ámbito educativo. 
Elaborar estrategias para la difusión y promoción de principios que apunten a la igual-
dad de oportunidades y trato entre todas las personas sin discriminación de ninguna 
naturaleza. 
Promover la progresiva superación de estereotipos de género en textos escolares y 
materiales didácticos.

ARTÍCULO 3.- A los efectos de dar cumplimiento a los objetivos previstos, la autoridad 
de aplicación del Programa creado en el artículo 1º implementa las siguientes accio-
nes:
Análisis de los libros de texto y materiales didácticos editados, a fin de identificar en 
los mismos la presencia de estereotipos de género y de toda otra forma de discrimi-
nación. 
Realización de una convocatoria anual a los editores de textos y fabricantes de mate-
riales didácticos con el objeto de recomendar la incorporación de los principios consti-
tucionales que garantizan la igualdad de trato entre varones y mujeres y la eliminación 
de estereotipos de género y de toda otra forma de discriminación. 
Difusión en las instituciones educativas de la Ciudad de Buenos Aires de las investi-
gaciones efectuadas en el marco del Programa y las realizadas por entidades y orga-
nismos especializados que identifiquen la presencia de estereotipos de género en los 
textos escolares editados y materiales didácticos 
Capacitación a los docentes a fin de que puedan identificar estereotipos de género 
y toda otra forma de discriminación en los textos escolares y materiales didácticos y 
contribuir a su superación.

ARTÍCULO 4.- Todas las acciones implementadas en el marco del Programa para la 
eliminación de estereotipos de género en textos escolares y materiales didácticos, 
se desarrollan garantizando la libertad de pensamiento y expresión, objetividad en la 
investigación, análisis de los textos y materiales didácticos y el rechazo a toda forma 
de censura.

ARTÍCULO 5.- Los gastos que demande la ejecución de la presente ley serán imputa-
dos a la partida presupuestaria correspondiente.

ARTÍCULO 6.- Comuníquese, etc.

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 1.026 del 13 de septiembre de 
2000 
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LEY CABA Nº 474 
PLAN DE IGUALDAD REAL DE OPORTUNIDADES Y DE TRATO ENTRE 
VARONES Y MUJERES

Sancionada: 5 de agosto de 2000.
Promulgada: 12 de septiembre de 2000.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley:

CAPÍTULO I – Disposiciones generales – Fines y Objetivos

ARTÍCULO 1.- Plan de Igualdad 
Créase el Plan de Igualdad Real de Oportunidades y de Trato entre Mujeres y Varones 
en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

ARTÍCULO 2.- Objeto 
El plan establecido por la presente Ley tiene como objeto garantizar a las mujeres el 
pleno reconocimiento, goce y ejercicio de sus derechos y garantías, y promover la 
igualdad real de oportunidades y de trato entre varones y mujeres, tal como lo estable-
ce la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la Constitución Nacional y 
los Tratados Internacionales suscriptos por nuestro país.

ARTÍCULO 3.- Definición de la discriminación 
Se entiende por discriminación de género la existencia de leyes, actos jurídicos o ad-
ministrativos, las ausencias o deficiencias legales o reglamentarias y las situaciones 
fácticas que impliquen distinción, exclusión o restricción y que tengan por objeto o por 
resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos y 
garantías de las personas, en razón de su género. 

ARTÍCULO 4.- Medidas de acción positiva 
No se considera discriminación por razón de género las medidas de acción positiva 
que establezcan distinciones, restricciones o preferencias con el fin de promover o 
garantizar la igualdad real de oportunidades y de trato entre mujeres y varones.

ARTÍCULO 5.- Incorporación de la perspectiva de género 
El Gobierno de la Ciudad incorpora la perspectiva de género en:
El diseño y ejecución de sus políticas públicas y de todos los planes y programas que 
de ellas se deriven. 
La presentación de informes que eleve el Gobierno de la Ciudad a los comités de se-
guimiento de convenciones y a los organismos nacionales e internacionales. 
La elaboración de todas las estadísticas y la información resultante de las diversas 
áreas. 

ARTÍCULO 6.- Garantías 
El Gobierno de la Ciudad garantiza la igualdad de oportunidades y de trato entre va-
rones y mujeres a través de políticas, planes, programas y servicios integrales en las 
esferas civiles, políticas, económicas, sociales, laborales, educativas, culturales y de 
cualquier otra índole. Los poderes e instituciones de la Ciudad deben dar efectivo 
cumplimiento a los derechos consagrados en la presente ley.
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ARTÍCULO 7.- Medidas antidiscriminatorias 
El Gobierno de la Ciudad toma las medidas y ejerce los controles necesarios para im-
pedir discriminación alguna por razón de género, tanto en el ámbito público como en 
el privado, y elimina los obstáculos de hecho y de derecho que impiden la igualdad real 
de derechos, de oportunidades y de trato entre varones y mujeres.

ARTÍCULO 8.- Interpretación 
Los poderes e instituciones de la Ciudad deben dar a las leyes, decretos, reglamentos, 
actos administrativos y todo otro acto jurídico, la interpretación que resulte más favo-
rable a la igualdad real de oportunidades y de trato entre mujeres y varones.

ARTÍCULO 9.- Objetivos Son objetivos del Plan de Igualdad:
La inserción económica, social, laboral, política y ciudadana, el acceso a puestos de 
decisión y la integración en las políticas de desarrollo, en condiciones igualitarias para 
mujeres y varones. 
La participación en condiciones de paridad de mujeres y varones en los procesos de 
elaboración y transmisión de conocimientos en todos los niveles y en el desarrollo de 
opciones educativas y profesionales. 
Investigaciones y campañas tendientes a hacer visible y cuantificar el aporte de varo-
nes y mujeres en el trabajo doméstico y familiar y su contribución a la economía. 
El reparto equitativo de las tareas y responsabilidades domésticas y familiares. 
La integración de mujeres y varones en condiciones de igualdad en las políticas de 
desarrollo. 
La investigación y diseño de los programas socio–sanitarios que afectan a las mujeres 
en particular. 
El estímulo a la labor de las organizaciones para la defensa de los derechos de las 
mujeres y la igualdad de oportunidades y su participación en la implementación de las 
acciones previstas en la presente ley. 

CAPÍTULO II – Áreas del Plan de Igualdad

ARTÍCULO 10.- Derechos humanos 
En el área de Derechos Humanos deben desarrollarse políticas y acciones tendientes 
a: 
Difundir y promover el conocimiento de los derechos humanos con perspectiva de 
género. 
Capacitar en derechos humanos con perspectiva de género a los/las agentes públi-
cos, incluidos/as los funcionarios/as del Poder Judicial, el personal policial, de seguri-
dad y penitenciario. 

ARTÍCULO 11.- Ciudadanía, poder y toma de decisiones
En la temática referida a ciudadanía, poder y toma de decisiones deben desarrollarse 
políticas y acciones tendientes a:
Incluir la perspectiva de género en la elaboración y planificación de políticas referidas 
a la ciudadanía. 
Incentivar la participación social y política de las mujeres en los más altos niveles de 
planificación y gestión de las políticas públicas y en la toma de decisiones políticas, 
sociales, económicas, culturales y de cualquier otra índole. 
Garantizar la participación equitativa de varones y mujeres en todos los niveles de los 
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Poderes, Instituciones y Organismos del Gobierno de la Ciudad mediante sistemas de 
cupo. 
Promover la participación efectiva e igualitaria de mujeres y varones en los cargos de 
conducción, en las decisiones económicas y en el acceso a los recursos financieros en 
todos los niveles y áreas de los partidos políticos, sindicatos, asociaciones de profesio-
nales, de técnicos, deportivas y demás organizaciones de la sociedad civil. 

ARTÍCULO 12.- Economía, trabajo 
En las áreas de Economía y Trabajo deben desarrollarse políticas y acciones tendien-
tes a:
Incluir la perspectiva de género en la elaboración y planificación de políticas referidas a 
los derechos laborales y económicos. 
Promover el pleno goce de los derechos sociales y económicos, garantizar el acceso 
y equilibrar cualitativa y cuantitativamente la participación de mujeres y varones en el 
ámbito laboral. 
Supervisar los concursos de ingreso y promoción, abiertos o cerrados, que se lleven 
a cabo en los distintos ámbitos del Gobierno de la Ciudad, velando por la no discrimi-
nación por razón de género. 
Impulsar cambios y transformaciones estructurales que favorezcan la permanencia y 
promoción de las mujeres en el ámbito laboral. 
Promover la regularización de las trabajadoras informales y en particular de las que 
realizan trabajos domiciliarios y domésticos. 
Incorporar la dimensión de género en los programas de trabajo impulsados por el 
Gobierno de la Ciudad. 
Alentar la participación de las mujeres en el mundo empresarial, microempresas y 
cooperativas. 
Promover un mayor acceso de las mujeres a ocupaciones no tradicionales y a las 
nuevas tecnologías. 
Promover programas de formación profesional dirigidos a mujeres desocupadas, em-
pleadas en sectores no calificados y a aquellas que se encuentran fuera del mercado 
laboral con motivo de la atención de responsabilidades familiares. 
Brindar a las mujeres asesoramiento y formación para garantizarles el acceso igualita-
rio al crédito, a la propiedad, a los programas de desarrollo y al control de los recursos 
productivos. 
Asesorar y orientar a las mujeres, y a las jóvenes en particular, en la búsqueda de em-
pleo y los derechos laborales que le asisten. 
Remover los obstáculos materiales y culturales que impiden conciliar la vida laboral y 
familiar de varones y mujeres. 
Incrementar la oferta de jardines maternales, escuelas infantiles y comedores escola-
res. 
Aumentar la oferta de centros de día y servicios de enfermería para personas con ne-
cesidades especiales y adultos/as mayores. 

ARTÍCULO 13.- Educación, ciencia y tecnología 
En las áreas de Educación, Ciencia y Tecnología deben desarrollarse políticas y accio-
nes tendientes a:
Promover la participación equitativa de mujeres y varones en todos los procesos edu-
cativos y de producción y transmisión del conocimiento. 
Producir las modificaciones necesarias en los planes de estudio, programas, métodos, 
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textos y material didáctico para promover la igualdad de oportunidades, eliminando los 
estereotipos sexistas de los contenidos y las prácticas educativas. 
Capacitar y sensibilizar a los/las docentes de todos los niveles en esta temática. 
Incluir la educación sexual en base a los principios de igualdad y no discriminación 
establecidos en la presente ley en los planes de enseñanza destinados a adolescentes 
en el sistema educativo. 
Remover los obstáculos que dificultan el acceso de las mujeres a los niveles más ele-
vados de la docencia y de la investigación en las diversas áreas. 
Promover la investigación relacionada con los estudios de género. 
Desarrollar programas adecuados a los intereses y necesidades de las mujeres adul-
tas, con el objetivo de eliminar el analfabetismo, completar los niveles educativos y 
promover su acceso a la cultura, al trabajo, el descanso y la recreación. 
Promover la participación de las niñas y de las mujeres en todas las actividades de-
portivas. 

ARTÍCULO 14.- Cultura y medios de comunicación 
En las áreas de Cultura y Comunicación deben desarrollarse políticas y acciones ten-
dientes a:
Promover una imagen social plural y no discriminatoria de las mujeres y los varones en 
la cultura y la comunicación. 
Procurar la eliminación de los estereotipos que presentan a la mujer como objeto 
sexual. 
Evitar la utilización de imágenes de mujeres y varones que resulten vejatorias. 
Desarrollar iniciativas de capacitación en la temática de género para quienes trabajan 
en los medios de comunicación. 
Impulsar campañas y programas tendientes a analizar y eliminar los estereotipos exis-
tentes sobre los/as adultos/as mayores, promoviendo su inserción en la sociedad. 
Actuar en casos de publicidad o programas que atenten contra la dignidad de las 
mujeres, que transmitan una imagen discriminatoria, inciten a la discriminación o pro-
muevan el odio o la violencia por razones de género. 

ARTÍCULO 15.- Salud 
En el área de Salud deben desarrollarse políticas y acciones tendientes a:
Promover un enfoque integral de la problemática de la salud de la mujer, que atienda 
sus necesidades específicas a lo largo de la vida. 
Desarrollar investigación específica sobre la salud de las mujeres e incorporar la varia-
ble género en toda las investigaciones sobre salud. 
Garantizar la atención del embarazo, el parto y el puerperio. 
Velar para que no se efectúen estudios relativos a la salud que puedan ser utilizados 
con fines discriminatorios. 
Difundir y promover los derechos sexuales y reproductivos y prevenir el embarazo 
adolescente. 
Promover el acceso de mujeres y varones a la información y educación para la salud, 
en especial la salud reproductiva y sexual, la salud mental y la salud laboral. 
Implementar programas de información y educación sanitaria para la prevención y 
detección precoz de enfermedades. 
Difundir y promover medidas que prevengan las enfermedades de transmisión sexual, 
entre ellas el VIH/SIDA. 
Desarrollar programas de capacitación destinados a sensibilizar y formar a los agentes 
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de los equipos de salud y representantes de organizaciones comunitarias en el cuida-
do y atención de la salud femenina, desde un enfoque que integre los avances en el 
conocimiento de la relación entre salud y género. 

ARTÍCULO 16.- Violencia y abuso contra las mujeres 
En relación a la Violencia y Abuso contra las mujeres deben desarrollarse políticas y 
acciones tendientes a:
Promover medidas en todos los ámbitos, y particularmente en los medios de comu-
nicación, para modificar los modelos sexistas de conductas sociales y culturales de 
mujeres y varones. 
Garantizar el acceso a las víctimas de violencia a los sistemas judiciales en condiciones 
de seguridad y confidencialidad. 
Implementar servicios de albergues, de asesoría social, psicológica, legal y patrocinio 
para las niñas, niños y mujeres víctimas de violencia y abuso. 
Promover servicios de orientación y rehabilitación para los autores de actos de violen-
cia. 
Diseñar, realizar convenios y financiar campañas de difusión destinadas a despertar 
la conciencia de que la violencia contra las mujeres constituye una violación de sus 
derechos humanos. 
Prevenir y sancionar el acoso sexual. 
Promover medidas tendientes a eliminar la explotación sexual y el tráfico de mujeres, 
niñas y niños. 

ARTÍCULO 17.- Grupos vulnerables 
Deben desarrollarse políticas y acciones tendientes a:
Promover la inserción social de las mujeres afectadas por procesos de marginación o 
exclusión y facilitar su acceso al trabajo, a la salud, a la educación y a la capacitación, 
al crédito y a la cultura. 
Implementar acciones dirigidas a atender problemáticas específicas de mujeres jefas 
de hogar de bajos recursos, mujeres de la tercera edad, madres adolescentes, muje-
res inmigrantes, mujeres niñas y niños en la calle y mujeres niñas y niños en situación 
de prostitución. 
Capacitar y sensibilizar a los profesionales y trabajadores del ámbito social sobre la 
problemática de las mujeres en situación de especial necesidad. 

ARTÍCULO 18.- La ciudad y las mujeres: en las áreas de la formulación y gestión de las 
políticas urbanas: de descentralización, diseño y construcción del espacio público, la 
infraestructura social, los servicios administrativos y el transporte, se desarrollarán las 
siguientes políticas y acciones: 
Incorporar en la evaluación de las medidas propuestas por el Plan Urbano Ambiental 
las perspectivas y necesidades de las mujeres en su doble rol con relación al equipa-
miento social, el espacio público y el transporte. 
Impulsar a través de la Ley de Comunas y del Plan Urbano Ambiental, patrones de 
organización descentralizados con la perspectiva de mejorar el acceso de las mujeres 
a los servicios. 
Armonizar los horarios de atención de los servicios públicos con los horarios de trabajo 
de las mujeres, en atención a la doble jornada. 

ARTÍCULO 19.- Comuníquese, etc.
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Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 1.030 del 19 de septiembre de 
2000 
Resolución Reglamentaria Nº 44/GCABA/SSPSOC/07

RESOLUCIÓN CABA Nº 2.272/MSGC/07 

Las dependencias de salud deberán respetar la identidad de género adoptadA o au-
topercibida de las personas 
Fecha: 24 de octubre de 2007.
Visto el Expediente Nº 75.935/07, y
CONSIDERANDO:
Que por el citado actuado, el Organismo Fuera de Nivel Coordinación SIDA siguiendo 
los lineamientos de la Organización de las Naciones Unidas, a través del Programa 
Conjunto de las Naciones Unidas dedicado al VIH/SIDA (conocido como ONUSIDA), 
en su publicación “Derechos Humanos, salud y VIH” del año 2007, manifiesta que el 
tema de la discriminación por orientación sexual e identidad de género, en su relación 
con la salud y el VIH/SIDA, debe encararse en el marco de los derechos humanos 
consagrados por los documentos y tratados internacionales;
Que los Tratados y Convenciones de Derechos Humanos que adoptó la Asamblea 
General del citado organismo internacional, entre otros, la Declaración Universal de 
Derechos Humanos (adaptada por la Asamblea General, Resolución Nº 217/48), la 
Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degra-
dantes (adoptados por la Asamblea General, Resolución Nº 39/46, 1984), el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos (adoptada por la Asamblea General, Re-
solución A.G. 2200 (XXI) 1966), el Pacto Internacional de Derechos Económicos, So-
ciales, y Culturales (adoptada por la Asamblea General, Resolución A.G. 34/80, 1979), 
y la Convención sobre los Derechos del Niño (adoptada por la Asamblea General A.G. 
4/25, 1989), garantizan la libertad de todos los seres humanos frente a la discrimina-
ción, basada en diferentes aspectos, incluyendo sexo, color, idioma, religión, opinión 
política, nacimiento, origen nacional o social, estatus económico, civil, político, social 
u otro;
Que dichas normas adquirieron rango constitucional en nuestro país, en virtud de los 
preceptuados por el art. 75, inc. 22 de nuestra Carta Magna y consecuentemente 
cuenta con su consagración en la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires;
Que según propende ONUSIDA, la obligación de respetar y proteger estos derechos 
implica que los Estados se abstengan de interferir directa o indirectamente en su goce, 
así como propiciar acciones que eviten que terceras partes interfieran en el ejercicio de 
los mismos, a través de la adopción de medidas legislativas, presupuestarias, judicia-
les y toda otra necesaria para la plena realización de los derechos mencionados;
Que desde el año 2003 con el apoyo de Argentina y otros países, dicha organización 
está promoviendo la inclusión de la no-discriminación por orientación sexual en los 
instrumentos de Naciones Unidas;
Que en el año 2006, nuestro país, junto a cincuenta y dos países, apoyó la iniciativa 
del Gobierno de Noruega, en la declaración oral al Consejo de Derechos Humanos de 
las Naciones Unidas, donde se reconoce que existe violación a los derechos humanos 
por orientación sexual e identidad de género;
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Que la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en su artículo 11, re-
conoce y garantiza el derecho a ser diferente, no admitiéndose discriminaciones que 
tiendan a la segregación por razones o con pretexto de raza, etnia, género, orientación 
sexual, edad, religión, ideología, opinión, nacionalidad, caracteres físicos, condición 
psicofísica, social, económica o cualquier circunstancia que implique distinción, exclu-
sión, restricción o menoscabo;
Que dicho precepto constitucional establece también que la Ciudad promueve la re-
moción de los obstáculos de cualquier orden que, limitando de hecho la igualdad y la 
libertad, impidan el pleno desarrollo de la persona y la efectiva participación en la vida 
política, económica o social de la comunidad;
Que la Ley Básica de Salud Nº 153 enumera, en el capítulo 2, artículo 4°, los derechos 
de todas las personas en su relación con el sistema de salud y los servicios de aten-
ción;
Que dicha norma reconoce el respeto a la personalidad, dignidad e identidad indivi-
dual y cultural, la inexistencia de discriminación de orden económico, cultural, social, 
religioso, racial, de sexo ideológico, político, sindical, moral, de enfermedad, de género 
o de cualquier otro orden, la intimidad, privacidad y confidencialidad de la información 
relacionada con su proceso salud-enfermedad, y la inexistencia de interferencias o 
condicionamientos ajenos a la relación entre el profesional y el paciente, en la atención 
e información que reciba;
Que el respeto a la identidad de género adoptado o autopercibida, por cada persona 
está indudablemente comprendido en la observancia plena de dichos derechos;
Por ello, en uso de las facultades legales que le son propias, 
EL MINISTRO DE SALUD
RESUELVE: 

ARTÍCULO 1.- Todas las dependencias de salud de este Ministerio deberán bajo toda 
circunstancias, respetar la identidad de género adoptada o autopercibida, de quienes 
concurran a ser asistidos.

ARTÍCULO 2.- En cumplimiento del artículo precedente, cuando una persona utilice un 
nombre distinto al original por considerarlo representativo de su identidad de género 
adoptada o autopercibida, y a su solo requerimiento, dicho nombre deberá ser utiliza-
do para la citación, registro, llamado y otras gestiones asociadas, con las prescripcio-
nes del artículo 3° de la presente.

ARTÍCULO 3.- En aquellos registros en que por razones legales o de cobertura por 
terceros pagadores sea imprescindible la utilización del nombre que figura en el do-
cumento de identidad, se agregará el nombre elegido por razones de identidad de 
género, sí así fuera requerido por el/la interesado/a.

ARTÍCULO 4.- Regístrese, publíquese en Boletín Oficial, y para su conocimiento y 
demás efectos al Organismo Fuera de Nivel Coordinación SIDA y a las Direcciones 
Generales de Atención Integral de la Salud, Técnica Administrativa y Legal (Dirección 
Prestaciones y Convenios) y a la Dirección General Adjunta Atención Primaria de la 
Salud. 

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 2.802 del 2 de noviembre de 
2007 
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Niñez y Adolescencia

LEY NAC. Nº 26.529
Derechos de NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES A SER RESPETADOS 
Y A DECIDIR SOBRE TERAPIAS O PROCEDIMIENTOS MÉDICOS QUE 
INVOLUCREN SU VIDA O SALUD

Sancionada: 21 octubre de 2009.
Promulgada: 19 de noviembre de 2009.
El Senado y la Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, 
etc. sancionan con fuerza de Ley:
GENERALIDADES
Ámbito de aplicación

ARTÍCULO 1.- El ejercicio de los derechos del paciente, en cuanto a la autonomía de la 
voluntad, la información y la documentación clínica, se rige por la presente ley. 
Capítulo I - DERECHOS DEL PACIENTE EN SU RELACIÓN CON LOS PROFESIONA-
LES E INSTITUCIONES DE LA SALUD

ARTÍCULO 2.- Derechos del paciente. Constituyen derechos esenciales en la relación 
entre el paciente y el o los profesionales de la salud, el o los agentes del seguro de 
salud, y cualquier efector de que se trate, los siguientes:

a) Asistencia. El paciente, prioritariamente los niños, niñas y adolescentes, tiene 
derecho a ser asistido por los profesionales de la salud, sin menoscabo y dis-
tinción alguna, producto de sus ideas, creencias religiosas, políticas, condición 
socioeconómica, raza, sexo, orientación sexual o cualquier otra condición. El 
profesional actuante sólo podrá eximirse del deber de asistencia, cuando se 
hubiere hecho cargo efectivamente del paciente otro profesional competente; 
b) Trato digno y respetuoso. El paciente tiene el derecho a que los agentes 
del sistema de salud intervinientes, le otorguen un trato digno, con respeto a 
sus convicciones personales y morales, principalmente las relacionadas con sus 
condiciones socioculturales, de género, de pudor y a su intimidad, cualquiera 
sea el padecimiento que presente, y se haga extensivo a los familiares o acom-
pañantes;
c) Intimidad. Toda actividad médico - asistencial tendiente a obtener, clasificar, 
utilizar, administrar, custodiar y transmitir información y documentación clínica 
del paciente debe observar el estricto respeto por la dignidad humana y la au-
tonomía de la voluntad, así como el debido resguardo de la intimidad del mismo 
y la confidencialidad de sus datos sensibles, sin perjuicio de las previsiones 
contenidas en la Ley Nº 25.326;
d) Confidencialidad. El paciente tiene derecho a que toda persona que partici-
pe en la elaboración o manipulación de la documentación clínica, o bien tenga 
acceso al contenido de la misma, guarde la debida reserva, salvo expresa dis-
posición en contrario emanada de autoridad judicial competente o autorización 
del propio paciente;
e) Autonomía de la Voluntad. El paciente tiene derecho a aceptar o rechazar 
determinadas terapias o procedimientos médicos o biológicos, con o sin 
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expresión de causa, como así también a revocar posteriormente su manifestación 
de la voluntad. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a intervenir en los 
términos de la Ley Nº 26.061 a los fines de la toma de decisión sobre terapias o 
procedimientos médicos o biológicos que involucren su vida o salud; 
f) Información Sanitaria. El paciente tiene derecho a recibir la información sanita-
ria necesaria, vinculada a su salud. El derecho a la información sanitaria incluye 
el de no recibir la mencionada información.
g) Interconsulta Médica. El paciente tiene derecho a recibir la información sa-
nitaria por escrito, a fin de obtener una segunda opinión sobre el diagnóstico, 
pronóstico o tratamiento relacionados con su estado de salud.

Capítulo II - DE LA INFORMACIÓN SANITARIA

ARTÍCULO 3.- Definición. A los efectos de la presente ley, entiéndase por información 
sanitaria aquella que, de manera clara, suficiente y adecuada a la capacidad de com-
prensión del paciente, informe sobre su estado de salud, los estudios y tratamientos 
que fueren menester realizarle y la previsible evolución, riesgos, complicaciones o se-
cuelas de los mismos.

ARTÍCULO 4.- Autorización. La información sanitaria sólo podrá ser brindada a terce-
ras personas, con autorización del paciente.
En el supuesto de incapacidad del paciente o imposibilidad de comprender la informa-
ción a causa de su estado físico o psíquico, la misma será brindada a su representante 
legal o, en su defecto, al cónyuge que conviva con el paciente, o la persona que, sin 
ser su cónyuge, conviva o esté a cargo de la asistencia o cuidado del mismo y los 
familiares hasta el cuarto grado de consanguinidad.

Capítulo III - DEL CONSENTIMIENTO INFORMADO

ARTÍCULO 5.- Definición. Entiéndese por consentimiento informado, la declaración de 
voluntad suficiente efectuada por el paciente, o por sus representantes legales en su 
caso, emitida luego de recibir, por parte del profesional interviniente, información clara, 
precisa y adecuada con respecto a: 

a) Su estado de salud;
b) El procedimiento propuesto, con especificación de los objetivos persegui-
dos;
c) Los beneficios esperados del procedimiento;
d) Los riesgos, molestias y efectos adversos previsibles;
e) La especificación de los procedimientos alternativos y sus riesgos, beneficios 
y perjuicios en relación con el procedimiento propuesto;
f) Las consecuencias previsibles de la no realización del procedimiento propues-
to o de los alternativos especificados.
ARTÍCULO 6.- Obligatoriedad. Toda actuación profesional en el ámbito médico-
sanitario, sea público o privado, requiere, con carácter general y dentro de los 
límites que se fijen por vía reglamentaria, el previo consentimiento informado del 
paciente.
ARTÍCULO 7.- Instrumentación. El consentimiento será verbal con las siguientes 
excepciones, en los que será por escrito y debidamente suscrito:
a) Internación;
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b) Intervención quirúrgica;
c) Procedimientos diagnósticos y terapéuticos invasivos;
d) Procedimientos que implican riesgos según lo determine la reglamentación 
de la presente ley;
e) Revocación.

ARTÍCULO 8.- Exposición con fines académicos. Se requiere el consentimiento del 
paciente o en su defecto, el de sus representantes legales, y del profesional de la salud 
interviniente ante exposiciones con fines académicos, con carácter previo a la realiza-
ción de dicha exposición. 

ARTÍCULO 9.- Excepciones al consentimiento informado. El profesional de la salud 
quedará eximido de requerir el consentimiento informado en los siguientes casos:

a) Cuando mediare grave peligro para la salud pública;
b) Cuando mediare una situación de emergencia, con grave peligro para la salud 
o vida del paciente, y no pudiera dar el consentimiento por sí o a través de sus 
representantes legales.

Las excepciones establecidas en el presente artículo se acreditarán de conformidad a 
lo que establezca la reglamentación, las que deberán ser interpretadas con carácter 
restrictivo.

ARTÍCULO 10.- Revocabilidad. La decisión del paciente o de su representante legal, 
en cuanto a consentir o rechazar los tratamientos indicados, puede ser revocada. El 
profesional actuante debe acatar tal decisión, y dejar expresa constancia de ello en la 
historia clínica, adoptando para el caso todas las formalidades que resulten menester 
a los fines de acreditar fehacientemente tal manifestación de voluntad, y que la misma 
fue adoptada en conocimiento de los riesgos previsibles que la misma implica.
En los casos en que el paciente o su representante legal revoquen el rechazo dado a 
tratamientos indicados, el profesional actuante sólo acatará tal decisión si se mantie-
nen las condiciones de salud del paciente que en su oportunidad aconsejaron dicho 
tratamiento. La decisión debidamente fundada del profesional actuante se asentará en 
la historia clínica.

ARTÍCULO 11.- Directivas anticipadas. Toda persona capaz mayor de edad puede 
disponer directivas anticipadas sobre su salud, pudiendo consentir o rechazar determi-
nados tratamientos médicos, preventivos o paliativos, y decisiones relativas a su salud. 
Las directivas deberán ser aceptadas por el médico a cargo, salvo las que impliquen 
desarrollar prácticas eutanásicas, las que se tendrán como inexistentes. 

Capítulo IV - DE LA HISTORIA CLÍNICA

ARTÍCULO 12.- Definición y alcance. A los efectos de esta ley, entiéndase por historia 
clínica, el documento obligatorio cronológico, foliado y completo en el que conste toda 
actuación realizada al paciente por profesionales y auxiliares de la salud.

ARTÍCULO 13.- Historia clínica informatizada. El contenido de la historia clínica, puede 
confeccionarse en soporte magnético siempre que se arbitren todos los medios que 
aseguren la preservación de su integridad, autenticidad, inalterabilidad, perdurabilidad 
y recuperabilidad de los datos contenidos en la misma en tiempo y forma. A tal fin, 
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debe adoptarse el uso de accesos restringidos con claves de identificación, medios no 
reescribibles de almacenamiento, control de modificación de campos o cualquier otra 
técnica idónea para asegurar su integridad. 
La reglamentación establece la documentación respaldatoria que deberá conservarse 
y designa a los responsables que tendrán a su cargo la guarda de la misma.

ARTÍCULO 14.- Titularidad. El paciente es el titular de la historia clínica. A su simple 
requerimiento debe suministrársele copia de la misma, autenticada por autoridad com-
petente de la institución asistencial. La entrega se realizará dentro de las cuarenta y 
ocho (48) horas de solicitada, salvo caso de emergencia. 

ARTÍCULO 15.- Asientos. Sin perjuicio de lo establecido en los artículos precedentes y 
de lo que disponga la reglamentación, en la historia clínica se deberá asentar:

a) La fecha de inicio de su confección;
b) Datos identificatorios del paciente y su núcleo familiar;
c) Datos identificatorios del profesional interviniente y su especialidad;
d) Registros claros y precisos de los actos realizados por los profesionales y 
auxiliares intervinientes; 
e) Antecedentes genéticos, fisiológicos y patológicos si los hubiere;
f) Todo acto médico realizado o indicado, sea que se trate de prescripción y su-
ministro de medicamentos, realización de tratamientos, prácticas, estudios prin-
cipales y complementarios afines con el diagnóstico presuntivo y en su caso de 
certeza, constancias de intervención de especialistas, diagnóstico, pronóstico, 
procedimiento, evolución y toda otra actividad inherente, en especial ingresos 
y altas médicas.

Los asientos que se correspondan con lo establecido en los incisos d), e) y f) del 
presente artículo, deberán ser realizados sobre la base de nomenclaturas y modelos 
universales adoptados y actualizados por la Organización Mundial de la Salud, que la 
autoridad de aplicación establecerá y actualizará por vía reglamentaria.

ARTÍCULO 16.- Integridad. Forman parte de la historia clínica, los consentimientos 
informados, las hojas de indicaciones médicas, las planillas de enfermería, los pro-
tocolos quirúrgicos, las prescripciones dietarias, los estudios y prácticas realizadas, 
rechazadas o abandonadas, debiéndose acompañar en cada caso, breve sumario del 
acto de agregación y desglose autorizado con constancia de fecha, firma y sello del 
profesional actuante.

ARTÍCULO 17.- Unicidad. La historia clínica tiene carácter único dentro de cada esta-
blecimiento asistencial público o privado, y debe identificar al paciente por medio de 
una “clave uniforme”, la que deberá ser comunicada al mismo. 

ARTÍCULO 18.- Inviolabilidad. Depositarios. La historia clínica es inviolable. Los esta-
blecimientos asistenciales públicos o privados y los profesionales de la salud, en su 
calidad de titulares de consultorios privados, tienen a su cargo su guarda y custodia, 
asumiendo el carácter de depositarios de aquella, y debiendo instrumentar los medios 
y recursos necesarios a fin de evitar el acceso a la información contenida en ella por 
personas no autorizadas. A los depositarios les son extensivas y aplicables las disposi-
ciones que en materia contractual se establecen en el Libro II, Sección III, del Título XV 
del Código Civil, “Del depósito”, y normas concordantes.
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La obligación impuesta en el párrafo precedente debe regir durante el plazo mínimo 
de DIEZ (10) años de prescripción liberatoria de la responsabilidad contractual. Dicho 
plazo se computa desde la última actuación registrada en la historia clínica y vencido 
el mismo, el depositario dispondrá de la misma en el modo y forma que determine la 
reglamentación.

ARTÍCULO 19.- Legitimación. Establécese que se encuentran legitimados para solici-
tar la historia clínica:

a) El paciente y su representante legal;
b) El cónyuge o la persona que conviva con el paciente en unión de hecho, sea 
o no de distinto sexo según acreditación que determine la reglamentación y los 
herederos forzosos, en su caso, con la autorización del paciente, salvo que éste 
se encuentre imposibilitado de darla; 
c) Los médicos, y otros profesionales del arte de curar, cuando cuenten con 
expresa autorización del paciente o de su representante legal.

A dichos fines, el depositario deberá disponer de un ejemplar del expediente médico 
con carácter de copia de resguardo, revistiendo dicha copia todas las formalidades 
y garantías que las debidas al original. Asimismo podrán entregarse, cuando corres-
ponda, copias certificadas por autoridad sanitaria respectiva del expediente médico, 
dejando constancia de la persona que efectúa la diligencia, consignando sus datos, 
motivos y demás consideraciones que resulten menester.

ARTÍCULO 20.- Negativa. Acción. Todo sujeto legitimado en los términos del artículo 
19 de la presente ley, frente a la negativa, demora o silencio del responsable que tiene 
a su cargo la guarda de la historia clínica, dispondrá del ejercicio de la acción directa 
de “habeas data” a fin de asegurar el acceso y obtención de aquella. A dicha acción se 
le imprimirá el modo de proceso que en cada jurisdicción resulte más apto y rápido. En 
jurisdicción nacional, esta acción quedará exenta de gastos de justicia.

ARTÍCULO 21.- Sanciones. Sin perjuicio de la responsabilidad penal o civil que pudiere 
corresponder, los incumplimientos de las obligaciones emergentes de la presente ley 
por parte de los profesionales y responsables de los establecimientos asistenciales 
constituirán falta grave, siendo pasibles en la jurisdicción nacional de las sanciones 
previstas en el título VIII de la Ley 17.132 —Régimen Legal del Ejercicio de la Medicina, 
Odontología y Actividades Auxiliares de las mismas— y, en las jurisdicciones locales, 
serán pasibles de las sanciones de similar tenor que se correspondan con el régimen 
legal del ejercicio de la medicina que rija en cada una de ellas.

Capítulo V - DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 22.- Autoridad de aplicación nacional y local. Es autoridad de aplicación de 
la presente ley en la jurisdicción nacional, el Ministerio de Salud de la Nación, y en cada 
una de las jurisdicciones provinciales y Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la máxima 
autoridad sanitaria local.
Invítase a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a adherir a la pre-
sente ley en lo que es materia del régimen de sanciones y del beneficio de gratuidad 
en materia de acceso a la justicia.

ARTÍCULO 23.- Vigencia. La presente ley es de orden público, y entrará en vigencia a 
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partir de los NOVENTA (90) días de la fecha de su publicación. 

ARTÍCULO 24.- Reglamentación. El Poder Ejecutivo debe reglamentar la presente ley 
dentro de los NOVENTA (90) días contados a partir de su publicación.
ARTÍCULO 25.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AI-
RES, A LOS VEINTIÚN DÍAS DEL MES DE OCTUBRE DEL AÑO DOS MIL NUEVE. 

Publicada en el Boletín Oficial Nº 2.009 del 20 de noviembre de 2010

LEY NAC. Nº 26.472
CUMPLIMIENTO DE LA PENA IMPUESTA EN DETENCIÓN DOMICILIARIA 
PARA MUJERES EMBARAZADAS Y MADRES DE NIÑAS Y NIÑOS MENORES 
DE 5 AÑOS

Sancionada: 17 de diciembre de 2008.
Promulgada: 12 de enero de 2009.
El Senado y la Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, 
etc. sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1.- Modifícase el artículo 32 de la Ley 24.660, el que quedará redactado 
de la siguiente manera:
El Juez de ejecución, o juez competente, podrá disponer el cumplimiento de la pena 
impuesta en detención domiciliaria:

a) Al interno enfermo cuando la privación de la libertad en el establecimiento 
carcelario le impida recuperarse o tratar adecuadamente su dolencia y no co-
rrespondiere su alojamiento en un establecimiento hospitalario;
b) Al interno que padezca una enfermedad incurable en período terminal;
c) Al interno discapacitado cuando la privación de la libertad en el estableci-
miento carcelario es inadecuada por su condición implicándole un trato indigno, 
inhumano o cruel;
d) Al interno mayor de setenta (70) años;
e) A la mujer embarazada;
f) A la madre de un niño menor de cinco (5) años o de una persona con disca-
pacidad, a su cargo.

ARTÍCULO 2.- Modifícase el artículo 33 de la Ley 24.660, el que quedará redactado 
de la siguiente manera:
La detención domiciliaria debe ser dispuesta por el juez de ejecución o competente.
En los supuestos a), b) y c) del artículo 32, la decisión deberá fundarse en informes 
médico, psicológico y social.
El juez, cuando lo estime conveniente, podrá disponer la supervisión de la medida 
a cargo de un patronato de liberados o de un servicio social calificado, de no existir 
aquél. En ningún caso, la persona estará a cargo de organismos policiales o de segu-
ridad.
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ARTÍCULO 3.- Modifícase el artículo 35 de la Ley 24.660, el que quedará redactado 
de la siguiente manera:
El juez de ejecución o competente, a pedido o con el consentimiento del condenado, 
podrá disponer la ejecución de la pena mediante la prisión discontinua y semideten-
ción, cuando:

a) Se revocare la detención domiciliaria;
b) Se convirtiere la pena de multa en prisión, según lo dispuesto en el artículo 
21, párrafo 2 del Código Penal;
c) Se revocare la condenación condicional prevista en el artículo 26 del Código 
Penal por incumplimiento de las reglas de conducta establecidas en el artículo 
27 bis del Código Penal;
d) Se revocare la libertad condicional dispuesta en el artículo 15 del Código Pe-
nal, en el caso que el condenado haya violado la obligación de residencia;
e) La pena privativa de libertad, al momento de la sentencia definitiva, no sea 
mayor de seis meses de efectivo cumplimiento.
ARTÍCULO 4.- Modifícase el artículo 10 del Código Penal, el que quedará redac-
tado de la siguiente manera:
Podrán, a criterio del juez competente, cumplir la pena de reclusión o prisión en 
detención domiciliaria:
a) El interno enfermo cuando la privación de la libertad en el establecimiento 
carcelario le impide recuperarse o tratar adecuadamente su dolencia y no co-
rrespondiere su alojamiento en un establecimiento hospitalario;
b) El interno que padezca una enfermedad incurable en período terminal;
c) El interno discapacitado cuando la privación de la libertad en el estableci-
miento carcelario es inadecuada por su condición implicándole un trato indigno, 
inhumano o cruel;
d) El interno mayor de setenta (70) años;
e) La mujer embarazada;
f) La madre de un niño menor de cinco (5) años o de una persona con discapa-
cidad a su cargo.

ARTÍCULO 5.- Modifícase el artículo 502 del Código Procesal Penal de la Nación, el 
que quedará redactado de la siguiente manera:
El juez de ejecución o competente, cuando lo estime conveniente, podrá disponer la 
supervisión de la medida a cargo de un patronato de liberados o de un servicio social 
calificado, de no existir aquél. En ningún caso, la persona estará a cargo de organis-
mos policiales o de seguridad.

ARTÍCULO 6.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AI-
RES, A LOS DIECISIETE DÍAS DEL MES DE DICIEMBRE DEL AÑO DOS MIL OCHO.

Publicada en el Boletín Oficial Nº 31.576 del 20 de enero de 2009
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Ley NAC. Nº 26.061 
PROTECCIÓN INTEGRAL DE DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y 
ADOLESCENTES

Sancionada: 28 de septiembre de 2005. 
Promulgada: 21 de octubre de 2005. 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. 
sancionan con fuerza de Ley:

TÍTULO I - DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1.- Objeto 
Esta ley tiene por objeto la protección integral de los derechos de las niñas, niños y 
adolescentes que se encuentren en el territorio de la República Argentina, para garan-
tizar el ejercicio y disfrute pleno, efectivo y permanente de aquellos reconocidos en el 
ordenamiento jurídico nacional y en los tratados internacionales en los que la Nación 
sea parte.
Los derechos aquí reconocidos están asegurados por su máxima exigibilidad y susten-
tados en el principio del interés superior del niño.
La omisión en la observancia de los deberes que por la presente corresponden a los 
órganos gubernamentales del Estado habilita a todo ciudadano a interponer las accio-
nes administrativas y judiciales a fin de restaurar el ejercicio y goce de tales derechos, 
a través de medidas expeditas y eficaces.

ARTÍCULO 2.- Aplicación obligatoria 
La Convención sobre los Derechos del Niño es de aplicación obligatoria en las con-
diciones de su vigencia, en todo acto, decisión o medida administrativa, judicial o de 
cualquier naturaleza que se adopte respecto de las personas hasta los dieciocho años 
de edad. Las niñas, niños o adolescentes tienen derecho a ser oídos y atendidos cual-
quiera sea la forma en que se manifiesten, en todos los ámbitos.
Los derechos y las garantías de los sujetos de esta ley son de orden público, irrenun-
ciables, interdependientes, indivisibles e intransigibles.

ARTÍCULO 3.- Interés superior 
A los efectos de la presente ley se entiende por interés superior de la niña, niño y 
adolescente la máxima satisfacción, integral y simultánea de los derechos y garantías 
reconocidos en esta ley.
Debiéndose respetar: 

a) Su condición de sujeto de derecho; 
b) El derecho de las niñas, niños y adolescentes a ser oídos y que su opinión 
sea tenida en cuenta; 
c) El respeto al pleno desarrollo personal de sus derechos en su medio familiar, 
social y cultural; 
d) Su edad, grado de madurez, capacidad de discernimiento y demás condi-
ciones personales; 
e) El equilibrio entre los derechos y garantías de las niñas, niños y adolescentes 
y las exigencias del bien común; 
f) Su centro de vida. Se entiende por centro de vida el lugar donde las niñas, 
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niños y adolescentes hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor 
parte de su existencia.

Este principio rige en materia de patria potestad, pautas a las que se ajustarán el 
ejercicio de la misma, filiación, restitución del niño, la niña o el adolescente, adopción, 
emancipación y toda circunstancia vinculada a las anteriores cualquiera sea el ámbito 
donde deba desempeñarse.
Cuando exista conflicto entre los derechos e intereses de las niñas, niños y adoles-
centes frente a otros derechos e intereses igualmente legítimos, prevalecerán los pri-
meros.

ARTÍCULO 4.- Políticas públicas 
Las políticas públicas de la niñez y adolescencia se elaborarán de acuerdo a las si-
guientes pautas: 

a) Fortalecimiento del rol de la familia en la efectivización de los derechos de las 
niñas, niños y adolescentes; 
b) Descentralización de los organismos de aplicación y de los planes y progra-
mas específicos de las distintas políticas de protección de derechos, a fin de 
garantizar mayor autonomía, agilidad y eficacia; 
c) Gestión asociada de los organismos de gobierno en sus distintos niveles en 
coordinación con la sociedad civil, con capacitación y fiscalización permanen-
te; 
d) Promoción de redes intersectoriales locales; 
e) Propiciar la constitución de organizaciones y organismos para la defensa y 
protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes.

ARTÍCULO 5.- Responsabilidad gubernamental 
Los Organismos del Estado tienen la responsabilidad indelegable de establecer, con-
trolar y garantizar el cumplimiento de las políticas públicas con carácter federal.
En la formulación y ejecución de políticas públicas y su prestación, es prioritario para 
los Organismos del Estado mantener siempre presente el interés superior de las per-
sonas sujetos de esta ley y la asignación privilegiada de los recursos públicos que las 
garanticen.
Toda acción u omisión que se oponga a este principio constituye un acto contrario a 
los derechos fundamentales de las niñas, niños y adolescentes.
Las políticas públicas de los Organismos del Estado deben garantizar con absoluta 
prioridad el ejercicio de los derechos de las niñas, niños y adolescentes.
La prioridad absoluta implica: 
1.- Protección y auxilio en cualquier circunstancia; 
2.- Prioridad en la exigibilidad de la protección jurídica cuando sus derechos colisionen 
con los intereses de los adultos, de las personas jurídicas privadas o públicas; 
3.- Preferencia en la atención, formulación y ejecución de las políticas públicas; 
4.- Asignación privilegiada e intangibilidad de los recursos públicos que las garantice; 
5.- Preferencia de atención en los servicios esenciales.

ARTÍCULO 6.- Participación comunitaria 
La Comunidad, por motivos de solidaridad y en ejercicio de la democracia participati-
va, debe y tiene derecho a ser parte activa en el logro de la vigencia plena y efectiva de 
los derechos y garantías de las niñas, niños y adolescentes.
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ARTÍCULO 7.- Responsabilidad familiar
La familia es responsable en forma prioritaria de asegurar a las niñas, niños y adoles-
centes el disfrute pleno y el efectivo ejercicio de sus derechos y garantías.
El padre y la madre tienen responsabilidades y obligaciones comunes e iguales en lo 
que respecta al cuidado, desarrollo y educación integral de sus hijos.
Los Organismos del Estado deben asegurar políticas, programas y asistencia apro-
piados para que la familia pueda asumir adecuadamente esta responsabilidad, y para 
que los padres asuman, en igualdad de condiciones, sus responsabilidades y obliga-
ciones.

TÍTULO II - PRINCIPIOS, DERECHOS Y GARANTÍAS

ARTÍCULO 8.- Derecho a la vida
Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la vida, a su disfrute, protección y a 
la obtención de una buena calidad de vida.

ARTÍCULO 9.- Derecho a la dignidad y a la integridad personal
Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la dignidad como sujetos de dere-
chos y de personas en desarrollo; a no ser sometidos a trato violento, discriminatorio, 
vejatorio, humillante, intimidatorio; a no ser sometidos a ninguna forma de explotación 
económica, torturas, abusos o negligencias, explotación sexual, secuestros o tráfico 
para cualquier fin o en cualquier forma o condición cruel o degradante.
Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a su integridad física, sexual, psíquica 
y moral.
La persona que tome conocimiento de malos tratos, o de situaciones que atenten 
contra la integridad psíquica, física, sexual o moral de un niño, niña o adolescente, o 
cualquier otra violación a sus derechos, debe comunicar a la autoridad local de aplica-
ción de la presente ley.
Los Organismos del Estado deben garantizar programas gratuitos de asistencia y 
atención integral que promuevan la recuperación de todas las niñas, niños y adoles-
centes.

ARTÍCULO 10.- Derecho a la vida privada e intimidad familiar
Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la vida privada e intimidad de y en la 
vida familiar.
Estos derechos no pueden ser objeto de injerencias arbitrarias o ilegales.

ARTÍCULO 11.- Derecho a la identidad 
Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a un nombre, a una nacionalidad, a su 
lengua de origen, al conocimiento de quiénes son sus padres, a la preservación de sus 
relaciones familiares de conformidad con la ley, a la cultura de su lugar de origen y a 
preservar su identidad e idiosincrasia, salvo la excepción prevista en los artículos 327 
y 328 del Código Civil.
Los Organismos del Estado deben facilitar y colaborar en la búsqueda, localización u 
obtención de información, de los padres u otros familiares de las niñas, niños y adoles-
centes facilitándoles el encuentro o reencuentro familiar. Tienen derecho a conocer a 
sus padres biológicos, y a crecer y desarrollarse en su familia de origen, a mantener en 
forma regular y permanente el vínculo personal y directo con sus padres, aun cuando 
éstos estuvieran separados o divorciados, o pesara sobre cualquiera de ellos denuncia 
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penal o sentencia, salvo que dicho vínculo, amenazare o violare alguno de los dere-
chos de las niñas, niños y adolescentes que consagra la ley.
En toda situación de institucionalización de los padres, los Organismos del Estado 
deben garantizar a las niñas, niños y adolescentes el vínculo y el contacto directo y 
permanente con aquellos, siempre que no contraríe el interés superior del niño.
Sólo en los casos en que ello sea imposible y en forma excepcional tendrán derecho 
a vivir, ser criados y desarrollarse en un grupo familiar alternativo o a tener una familia 
adoptiva, de conformidad con la ley.

ARTÍCULO 12.- Garantía estatal de identificación. Inscripción en el Registro del Estado 
y Capacidad de las Personas 
Los Organismos del Estado deben garantizar procedimientos sencillos y rápidos para 
que los recién nacidos sean identificados en forma gratuita, obligatoria, oportuna e 
inmediatamente después de su nacimiento, estableciendo el vínculo filial con la madre, 
conforme al procedimiento previsto en la Ley Nº 24.540.
Ante la falta de documento que acredite la identidad de la madre o del padre, los Or-
ganismos del Estado deberán arbitrar los medios necesarios para la obtención de la 
identificación obligatoria consignada en el párrafo anterior, circunstancia que deberá 
ser tenida especialmente en cuenta por la reglamentación de esta ley.
Debe facilitar la adopción de medidas específicas para la inscripción gratuita en el 
Registro del Estado y Capacidad de las Personas, de todos aquellos adolescentes y 
madres, que no hayan sido inscriptos oportunamente.

ARTÍCULO 13.- Derecho a la documentación
Las niñas, niños, adolescentes y madres indocumentadas, tienen derecho a obtener 
los documentos públicos que comprueben su identidad, de conformidad con la nor-
mativa vigente y en los términos que establece el procedimiento previsto en la Ley Nº 
24.540.

ARTÍCULO 14.- Derecho a la salud 
Los Organismos del Estado deben garantizar: 

a) El acceso a servicios de salud, respetando las pautas familiares y culturales 
reconocidas por la familia y la comunidad a la que pertenecen siempre que no 
constituyan peligro para su vida e integridad; 
b) Programas de asistencia integral, rehabilitación e integración; 
c) Programas de atención, orientación y asistencia dirigidos a su familia; 
d) Campañas permanentes de difusión y promoción de sus derechos dirigidas a 
la comunidad a través de los medios de comunicación social.

Toda institución de salud deberá atender prioritariamente a las niñas, niños y adoles-
centes y mujeres embarazadas.
Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la atención integral de su salud, a 
recibir la asistencia médica necesaria y a acceder en igualdad de oportunidades a los 
servicios y acciones de prevención, promoción, información, protección, diagnóstico 
precoz, tratamiento oportuno y recuperación de la salud.

ARTÍCULO 15.- Derecho a la educación
Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la educación pública y gratuita, aten-
diendo a su desarrollo integral, su preparación para el ejercicio de la ciudadanía, su for-
mación para la convivencia democrática y el trabajo, respetando su identidad cultural y 



220 | Con las Mujeres, por sus Derechos

lengua de origen, su libertad de creación y el desarrollo máximo de sus competencias 
individuales; fortaleciendo los valores de solidaridad, respeto por los derechos huma-
nos, tolerancia, identidad cultural y conservación del ambiente.
Tienen derecho al acceso y permanencia en un establecimiento educativo cercano a 
su residencia. En el caso de carecer de documentación que acredite su identidad, se 
los deberá inscribir provisoriamente, debiendo los Organismos del Estado arbitrar los 
medios destinados a la entrega urgente de este documento.
Por ninguna causa se podrá restringir el acceso a la educación debiendo entregar la 
certificación o diploma correspondiente.
Las niñas, niños y adolescentes con capacidades especiales tienen todos los dere-
chos y garantías consagrados y reconocidos por esta ley, además de los inherentes a 
su condición específica.
Los Organismos del Estado, la familia y la sociedad deben asegurarles el pleno desa-
rrollo de su personalidad hasta el máximo de sus potencialidades, así como el goce de 
una vida plena y digna.

ARTÍCULO 16.- Gratuidad de la educación 
La educación pública será gratuita en todos los servicios estatales, niveles y regímenes 
especiales, de conformidad con lo establecido en el ordenamiento jurídico vigente.

ARTÍCULO 17.- Prohibición de discriminar por estado de embarazo, maternidad y 
paternidad 
Prohíbase a las instituciones educativas públicas y privadas imponer por causa de 
embarazo, maternidad o paternidad, medidas correctivas o sanciones disciplinarias a 
las niñas, niños y adolescentes.
Los Organismos del Estado deben desarrollar un sistema conducente a permitir la 
continuidad y la finalización de los estudios de las niñas, niños y adolescentes.
La mujer privada de su libertad será especialmente asistida durante el embarazo y 
el parto, y se le proveerán los medios materiales para la crianza adecuada de su hijo 
mientras éste permanezca en el medio carcelario, facilitándose la comunicación con su 
familia a efectos de propiciar su integración a ella.

ARTÍCULO 18.- Medidas de protección de la maternidad y paternidad 
Las medidas que conforman la protección integral se extenderán a la madre y al padre 
durante el embarazo, el parto y al período de lactancia, garantizando condiciones dig-
nas y equitativas para el adecuado desarrollo de su embarazo y la crianza de su hijo.

ARTÍCULO 19.- Derecho a la libertad 
Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la libertad.
Este derecho comprende: 

a) Tener sus propias ideas, creencias o culto religioso según el desarrollo de sus 
facultades y con las limitaciones y garantías consagradas por el ordenamiento 
jurídico y ejercerlo bajo la orientación de sus padres, tutores, representantes 
legales o encargados de los mismos; 
b) Expresar su opinión en los ámbitos de su vida cotidiana, especialmente en la 
familia, la comunidad y la escuela; 
c) Expresar su opinión como usuarios de todos los servicios públicos y, con 
las limitaciones de la ley, en todos los procesos judiciales y administrativos que 
puedan afectar sus derechos.
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Las personas sujetos de esta ley tienen derecho a su libertad personal, sin más límites 
que los establecidos en el ordenamiento jurídico vigente. No pueden ser privados de 
ella ilegal o arbitrariamente.
La privación de libertad personal, entendida como ubicación de la niña, niño o adoles-
cente en un lugar de donde no pueda salir por su propia voluntad, debe realizarse de 
conformidad con la normativa vigente.

ARTÍCULO 20.- Derecho al deporte y juego recreativo 
Los Organismos del Estado con la activa participación de la sociedad, deben estable-
cer programas que garanticen el derecho de todas las niñas, niños y adolescentes a la 
recreación, esparcimiento, juegos recreativos y deportes, debiendo asegurar progra-
mas específicos para aquellos con capacidades especiales.

ARTÍCULO 21.- Derecho al medio ambiente 
Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a un ambiente sano y ecológicamente 
equilibrado, así como a la preservación y disfrute del paisaje.

ARTÍCULO 22.- Derecho a la dignidad 
Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a ser respetados en su dignidad, re-
putación y propia imagen.
Se prohíbe exponer, difundir o divulgar datos, informaciones o imágenes que permi-
tan identificar, directa o indirectamente a los sujetos de esta ley, a través de cualquier 
medio de comunicación o publicación en contra de su voluntad y la de sus padres, 
representantes legales o responsables, cuando se lesionen su dignidad o la reputación 
de las niñas, niños y adolescentes o que constituyan injerencias arbitrarias o ilegales en 
su vida privada o intimidad familiar.

ARTÍCULO 23.- Derecho de libre asociación 
Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho de asociarse libremente con otras per-
sonas, con fines sociales, culturales, deportivos, recreativos, religiosos, políticos, labo-
rales o de cualquier otra índole, siempre que sean de carácter lícito y de conformidad a 
la legislación vigente. Este derecho comprende, especialmente, el derecho a: 

a) Formar parte de asociaciones, inclusive de sus órganos directivos; 
b) Promover y constituir asociaciones conformadas exclusivamente por niñas, 
niños, adolescentes o ambos, de conformidad con la ley.

ARTÍCULO 24.- Derecho a opinar y ser oído
Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a: 

a) Participar y expresar libremente su opinión en los asuntos que les conciernan 
y en aquellos que tengan interés; 
b) Que sus opiniones sean tenidas en cuenta conforme a su madurez y desa-
rrollo.
Este derecho se extiende a todos los ámbitos en que se desenvuelven las niñas, 
niños y adolescentes; entre ellos, al ámbito estatal, familiar, comunitario, social, 
escolar, científico, cultural, deportivo y recreativo.

ARTÍCULO 25.- Derecho al trabajo de los adolescentes 
Los Organismos del Estado deben garantizar el derecho de las personas adolescentes 
a la educación y reconocer su derecho a trabajar con las restricciones que imponen 
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la legislación vigente y los convenios internacionales sobre erradicación del trabajo 
infantil, debiendo ejercer la inspección del trabajo contra la explotación laboral de las 
niñas, niños y adolescentes.
Este derecho podrá limitarse solamente cuando la actividad laboral importe riesgo, 
peligro para el desarrollo, la salud física, mental o emocional de los adolescentes.
Los Organismos del Estado, la sociedad y en particular las organizaciones sindicales 
coordinarán sus esfuerzos para erradicar el trabajo infantil y limitar toda forma de tra-
bajo legalmente autorizada cuando impidan o afecten su proceso evolutivo.

ARTÍCULO 26.- Derecho a la seguridad social 
Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a obtener los beneficios de la seguri-
dad social.
Los Organismos del Estado deberán establecer políticas y programas de inclusión 
para las niñas, niños y adolescentes, que consideren los recursos y la situación de los 
mismos y de las personas que sean responsables de su mantenimiento.

ARTÍCULO 27.- Garantías mínimas de procedimiento. Garantías en los procedimientos 
judiciales o administrativos 
Los Organismos del Estado deberán garantizar a las niñas, niños y adolescentes en 
cualquier procedimiento judicial o administrativo que los afecte, además de todos 
aquellos derechos contemplados en la Constitución Nacional, la Convención sobre los 
Derechos del Niño, en los tratados internacionales ratificados por la Nación Argentina y 
en las leyes que en su consecuencia se dicten, los siguientes derechos y garantías: 

a) A ser oído ante la autoridad competente cada vez que así lo solicite la niña, 
niño o adolescente; 
b) A que su opinión sea tomada primordialmente en cuenta al momento de arri-
bar a una decisión que lo afecte; 
c) A ser asistido por un letrado preferentemente especializado en niñez y adoles-
cencia desde el inicio del procedimiento judicial o administrativo que lo incluya. 
En caso de carecer de recursos económicos el Estado deberá asignarle de 
oficio un letrado que lo patrocine; 
d) A participar activamente en todo el procedimiento; 
e) A recurrir ante el superior frente a cualquier decisión que lo afecte.

ARTÍCULO 28.- Principio de igualdad y no discriminación 
Las disposiciones de esta ley se aplicarán por igual a todos las niñas, niños y adoles-
centes, sin discriminación alguna fundada en motivos raciales, de sexo, color, edad, 
idioma, religión, creencias, opinión política, cultura, posición económica, origen social 
o étnico, capacidades especiales, salud, apariencia física o impedimento físico, de 
salud, el nacimiento o cualquier otra condición del niño o de sus padres o de sus re-
presentantes legales.

ARTÍCULO 29.- Principio de efectividad 
Los Organismos del Estado deberán adoptar todas las medidas administrativas, le-
gislativas, judiciales y de otra índole, para garantizar el efectivo cumplimiento de los 
derechos y garantías reconocidos en esta ley.

ARTÍCULO 30.- Deber de comunicar 
Los miembros de los establecimientos educativos y de salud, públicos o privados y 
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todo agente o funcionario público que tuviere conocimiento de la vulneración de dere-
chos de las niñas, niños o adolescentes, deberá comunicar dicha circunstancia ante la 
autoridad administrativa de protección de derechos en el ámbito local, bajo apercibi-
miento de incurrir en responsabilidad por dicha omisión.

ARTÍCULO 31.- Deber del funcionario de recepcionar denuncias 
El agente público que sea requerido para recibir una denuncia de vulneración de de-
rechos de los sujetos protegidos por esta ley, ya sea por la misma niña, niño o ado-
lescente, o por cualquier otra persona, se encuentra obligado a recibir y tramitar tal 
denuncia en forma gratuita, a fin de garantizar el respeto, la prevención y la reparación 
del daño sufrido, bajo apercibimiento de considerarlo incurso en la figura de grave 
incumplimiento de los Deberes del Funcionario Público.

TÍTULO III - SISTEMA DE PROTECCIÓN INTEGRAL DE LOS DERECHOS DE LAS 
NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

ARTÍCULO 32.- Conformación 
El Sistema de Protección Integral de Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes 
está conformado por todos aquellos organismos, entidades y servicios que diseñan, 
planifican, coordinan, orientan, ejecutan y supervisan las políticas públicas, de gestión 
estatal o privadas, en el ámbito nacional, provincial y municipal, destinados a la promo-
ción, prevención, asistencia, protección, resguardo y restablecimiento de los derechos 
de las niñas, niños y adolescentes, y establece los medios a través de los cuales se 
asegura el efectivo goce de los derechos y garantías reconocidos en la Constitución 
Nacional, la Convención sobre los Derechos del Niño, demás tratados de derechos 
humanos ratificados por el Estado argentino y el ordenamiento jurídico nacional.
La política de protección integral de derechos de las niñas, niños y adolescentes debe 
ser implementada mediante una concertación articulada de acciones de la Nación, las 
provincias, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y los Municipios.
Para el logro de sus objetivos, el sistema de protección integral de derechos de las 
niñas, niños y adolescentes debe contar con los siguientes medios: 

a) Políticas, planes y programas de protección de derechos; 
b) Organismos administrativos y judiciales de protección de derechos; 
c) Recursos económicos; 
d) Procedimientos; 
e) Medidas de protección de derechos; 
f) Medidas de protección excepcional de derechos.

ARTÍCULO 33.- Medidas de protección integral de derechos 
Son aquellas emanadas del órgano administrativo competente local ante la amenaza 
o violación de los derechos o garantías de uno o varias niñas, niños o adolescentes 
individualmente considerados, con el objeto de preservarlos, restituirlos o reparar sus 
consecuencias.
La amenaza o violación a que se refiere este artículo puede provenir de la acción u 
omisión del Estado, la Sociedad, los particulares, los padres, la familia, representantes 
legales, o responsables, o de la propia conducta de la niña, niño o adolescente.
La falta de recursos materiales de los padres, de la familia, de los representantes lega-
les o responsables de las niñas, niños y adolescentes, sea circunstancial, transitoria o 
permanente, no autoriza la separación de su familia nuclear, ampliada o con quienes 
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mantenga lazos afectivos, ni su institucionalización.

ARTÍCULO 34.- Finalidad 
Las medidas de protección de derechos tienen como finalidad la preservación o resti-
tución a las niñas, niños o adolescentes, del disfrute, goce y ejercicio de sus derechos 
vulnerados y la reparación de sus consecuencias.

ARTÍCULO 35.- Aplicación
Se aplicarán prioritariamente aquellas medidas de protección de derechos que tengan 
por finalidad la preservación y el fortalecimiento de los vínculos familiares con relación a 
las niñas, niños y adolescentes. Cuando la amenaza o violación de derechos sea con-
secuencia de necesidades básicas insatisfechas, carencias o dificultades materiales, 
económicas, laborales o de vivienda, las medidas de protección son los programas 
dirigidos a brindar ayuda y apoyo incluso económico, con miras al mantenimiento y 
fortalecimiento de los vínculos familiares.

ARTÍCULO 36.- Prohibición
En ningún caso las medidas a que se refiere el artículo 33 de esta ley podrán consistir 
en privación de la libertad conforme lo establecido en el artículo 19.

ARTÍCULO 37.- Medidas de protección 
Comprobada la amenaza o violación de derechos, deben adoptarse, entre otras, las 
siguientes medidas: 

a) Aquellas tendientes a que las niñas, niños o adolescentes permanezcan con-
viviendo con su grupo familiar; 
b) Solicitud de becas de estudio o para jardines maternales o de infantes, e 
inclusión y permanencia en programas de apoyo escolar; 
c) Asistencia integral a la embarazada; 
d) Inclusión de la niña, niño, adolescente y la familia en programas destinados al 
fortalecimiento y apoyo familiar; 
e) Cuidado de la niña, niño y adolescente en su propio hogar, orientando y apo-
yando a los padres, representantes legales o responsables en el cumplimiento 
de sus obligaciones, juntamente con el seguimiento temporal de la familia y de 
la niña, niño o adolescente a través de un programa; 
f) Tratamiento médico, psicológico o psiquiátrico de la niña, niño o adolescente 
o de alguno de sus padres, responsables legales o representantes; 
g) Asistencia económica.

La presente enunciación no es taxativa.

ARTÍCULO 38.- Extinción 
Las medidas de protección pueden ser sustituidas, modificadas o revocadas en cual-
quier momento por acto de la autoridad competente que las haya dispuesto y cuando 
las circunstancias que las causaron varíen o cesen.

ARTÍCULO 39.- Medidas excepcionales 
Son aquellas que se adoptan cuando las niñas, niños y adolescentes estuvieran tem-
poral o permanentemente privados de su medio familiar o cuyo superior interés exija 
que no permanezcan en ese medio.
Tienen como objetivo la conservación o recuperación por parte del sujeto del ejercicio 
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y goce de sus derechos vulnerados y la reparación de sus consecuencias.
Estas medidas son limitadas en el tiempo y sólo se pueden prolongar mientras persis-
tan las causas que les dieron origen.

ARTÍCULO 40.- Procedencia de las medidas excepcionales 
Sólo serán procedentes cuando, previamente, se hayan cumplimentado debidamente 
las medidas dispuestas en el artículo 33.
Declarada procedente esta excepción, será la autoridad local de aplicación quien de-
cida y establezca el procedimiento a seguir, acto que deberá estar jurídicamente fun-
dado, debiendo notificar fehacientemente dentro del plazo de VEINTICUATRO (24) 
horas, la medida adoptada a la autoridad judicial competente en materia de familia de 
cada jurisdicción.
El funcionario que no dé efectivo cumplimiento a esta disposición, será pasible de las 
sanciones previstas en el Capítulo IV del Código Penal de la Nación.
La autoridad competente de cada jurisdicción, en protección de los derechos de las 
niñas, niños y adolescentes dentro del plazo de SETENTA Y DOS (72) horas de notifi-
cado, con citación y audiencia de los representantes legales, deberá resolver la legali-
dad de la medida; resuelta ésta, la autoridad judicial competente deberá derivar el caso 
a la autoridad local competente de aplicación para que ésta implemente las medidas 
pertinentes.

ARTÍCULO 41.- Aplicación 
Las medidas establecidas en el artículo 39, se aplicarán conforme a los siguientes 
criterios: 

a) Permanencia temporal en ámbitos familiares considerados alternativos. Las 
medidas consisten en la búsqueda e individualización de personas vinculadas 
a ellos, a través de líneas de parentesco por consanguinidad o por afinidad, o 
con otros miembros de la familia ampliada o de la comunidad, según costum-
bre local, en todos los casos teniendo en cuenta la opinión de las niñas, niños 
y adolescentes; 
b) Sólo en forma excepcional, subsidiaria y por el más breve lapso posible puede 
recurrirse a una forma convivencial alternativa a la de su grupo familiar, debién-
dose propiciar, a través de mecanismos rápidos y ágiles, el regreso de las niñas, 
niños y adolescentes a su grupo o medio familiar y comunitario. Al considerar las 
soluciones se prestará especial atención a la continuidad en la educación de las 
niñas, niños y adolescentes, y a su origen étnico, religioso, cultural y lingüístico. 
Estas medidas deberán ser supervisadas por el organismo administrativo local 
competente y judicial interviniente; 
c) Las medidas se implementarán bajo formas de intervención no sustitutivas del 
grupo familiar de origen, con el objeto de preservar la identidad familiar de las 
niñas, niños y adolescentes; 
d) Las medidas de protección excepcional que se tomen con relación a grupos 
de hermanos deben preservar la convivencia de los mismos; 
e) En ningún caso, las medidas de protección excepcionales pueden consistir 
en privación de la libertad; 
f) No podrá ser fundamento para la aplicación de una medida excepcional, la 
falta de recursos económicos, físicos, de políticas o programas del organismo 
administrativo.
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TÍTULO IV - ÓRGANOS ADMINISTRATIVOS DE PROTECCIÓN DE DERECHOS

ARTÍCULO 42.- Sistema de protección integral. Niveles 
El sistema de protección integral se conforma por los siguientes niveles: 

a) NACIONAL: Es el organismo especializado en materia de derechos de infan-
cia y adolescencia en el ámbito del Poder Ejecutivo nacional; 
b) FEDERAL: Es el órgano de articulación y concertación, para el diseño, plani-
ficación y efectivización de políticas públicas en todo el ámbito del territorio de 
la República Argentina; 
c) PROVINCIAL: Es el órgano de planificación y ejecución de las políticas de la 
niñez, cuya forma y jerarquía, determinará cada provincia y la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, respetando las respectivas autonomías así como las institu-
ciones preexistentes.

Las provincias podrán celebrar convenios dentro del marco jurídico vigente para mu-
nicipios y comunas en las jurisdicciones provinciales, como asimismo implementar un 
organismo de seguimiento de programas de protección integral de los derechos de 
niñas, niños y adolescentes en coordinación articulada con las organizaciones no gu-
bernamentales de niñez, adolescencia y familia.

CAPÍTULO I - SECRETARÍA NACIONAL DE NIÑEZ, ADOLESCENCIA Y FAMILIA

ARTÍCULO 43.- Secretaría nacional 
Créase en el ámbito del Poder Ejecutivo nacional, la Secretaría Nacional de Niñez, 
Adolescencia y Familia, organismo especializado en materia de derechos de infancia y 
adolescencia, la que funcionará con representación interministerial y de las organiza-
ciones de la sociedad civil.
La misma será presidida por un Secretario de Estado designado por el Poder Ejecutivo 
nacional.

ARTÍCULO 44.- Funciones 
Son funciones de la Secretaría: 

a) Garantizar el funcionamiento del Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y 
Familia y establecer en forma conjunta, la modalidad de coordinación entre am-
bos organismos con el fin de establecer y articular políticas públicas integrales; 
b) Elaborar con la participación del Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y 
Familia, un Plan Nacional de Acción como política de derechos para el área es-
pecífica, de acuerdo a los principios jurídicos establecidos en esta ley; 
c) Ejercer la representación necesaria ante todos los organismos oficiales de 
asesoramiento y contralor en materia de medios de comunicación; 
d) Ejercer la representación del Estado nacional en las áreas de su competen-
cia; 
e) Participar en forma conjunta con el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia 
y Familia en la celebración y ejecución de los instrumentos de carácter interna-
cional que la Nación suscriba o a los cuales adhiera, cuando éstos afecten o se 
refieran a la materia de su competencia; 
f) Realizar los informes previstos en el artículo 44 de la Convención sobre los De-
rechos del Niño, y ejercer la representación del Estado nacional en su presenta-
ción, constituyéndose en depositario de las recomendaciones que se efectúen; 
g) Promover el desarrollo de investigaciones en materia de niñez, adolescencia 
y familia; 
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h) Diseñar normas generales de funcionamiento y principios rectores que debe-
rán cumplir las instituciones públicas o privadas de asistencia y protección de 
derechos de los sujetos de esta ley; 
i) Apoyar a las organizaciones no gubernamentales en la definición de sus ob-
jetivos institucionales hacia la promoción del ejercicio de derechos de las niñas, 
niños y adolescentes, y la prevención de su institucionalización; 
j) Promover políticas activas de promoción y defensa de los derechos de las 
niñas, niños, adolescentes y sus familias; 
k) Coordinar acciones consensuadas con los Poderes del Estado, organismos 
gubernamentales y organizaciones no gubernamentales, fomentando la partici-
pación activa de las niñas, niños y adolescentes; 
l) Propiciar acciones de asistencia técnica y capacitación a organismos provin-
ciales y municipales y agentes comunitarios participantes en servicios de aten-
ción directa o en el desarrollo de los procesos de transformación institucional; 
m) Gestionar juntamente con el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Fa-
milia, la obtención de recursos financieros nacionales e internacionales para la 
efectivización de las políticas públicas de niñez, adolescencia y familia; 
n) Efectivizar juntamente con el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Fami-
lia la transferencia de los fondos a los Estados Provinciales para la financiación 
de dichas políticas; 
o) Organizar un sistema de información único y descentralizado que incluya indi-
cadores para el monitoreo, evaluación y control de las políticas y programas de 
niñez, adolescencia y familia; 
p) Fortalecer el reconocimiento en la sociedad de niñas, niños y adolescentes 
como sujetos activos de derechos; 
q) Impulsar mecanismos descentralizados para la ejecución de programas y 
proyectos que garanticen el ejercicio de los derechos de las niñas, niños, ado-
lescentes y sus familias; 
r) Asignar juntamente con el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia 
los recursos públicos para la formulación y ejecución de las políticas previstas 
en el Plan Nacional de Acción; 
s) Establecer en coordinación con el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia 
y Familia mecanismos de seguimiento, monitoreo y evaluación de las políticas 
públicas destinadas a la protección de los derechos de las niñas, niños y ado-
lescentes.

CAPÍTULO II - CONSEJO FEDERAL DE NIÑEZ, ADOLESCENCIA Y FAMILIA

ARTÍCULO 45.- Créase el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia, el que 
estará integrado por quien ejerza la titularidad de la Secretaría Nacional de Niñez, 
Adolescencia y Familia, quien lo presidirá y por los representantes de los Órganos de 
Protección de Derechos de Niñez, Adolescencia y Familia existentes o a crearse en 
cada una de las provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
El Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia dictará su propio Reglamento de 
funcionamiento, el cual deberá ser aprobado en la primera reunión.

ARTÍCULO 46.- Funciones 
El Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia tendrá funciones deliberativas, 
consultivas, de formulación de propuestas y de políticas de concertación, cuyo alcance 
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y contenido se fijará en el acta constitutiva.
Tendrá las siguientes funciones: 

a) Concertar y efectivizar políticas de protección integral de los derechos de las 
niñas, niños, adolescentes y sus familias; 
b) Participar en la elaboración en coordinación con la Secretaría Nacional de 
Niñez, Adolescencia y Familia de un Plan Nacional de Acción como política de 
derechos para el área específica, de acuerdo a los principios jurídicos estable-
cidos en la presente ley; 
c) Proponer e impulsar reformas legislativas e institucionales destinadas a la 
concreción de los principios establecidos en la Convención sobre los Derechos 
del Niño; 
d) Fomentar espacios de participación activa de los organismos de la sociedad 
civil de las provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, reconocidas 
por su especialidad e idoneidad en la materia, favoreciendo su conformación en 
redes comunitarias; 
e) Promover la supervisión y control de las instituciones privadas de asistencia y 
protección de derechos; 
f) Gestionar en forma conjunta y coordinada con la Secretaría Nacional de Niñez, 
Adolescencia y Familia la obtención de recursos financieros nacionales e inter-
nacionales para la efectivización de las políticas públicas de niñez, adolescencia 
y familia; 
g) Efectivizar juntamente con la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y 
Familia la transferencia de los fondos a los Estados Provinciales para la financia-
ción de dichas políticas; 
h) Gestionar la distribución de los fondos presupuestariamente asignados para 
la formulación y ejecución de las políticas previstas en el Plan Nacional de Ac-
ción; 
i) Promover en coordinación con la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia 
y Familia, mecanismos de seguimiento, monitoreo y evaluación de las políticas 
públicas destinadas a la protección integral de los derechos de las niñas; niños 
y adolescentes.

CAPÍTULO III - DEFENSOR DE LOS DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y 
ADOLESCENTES

ARTÍCULO 47.- Creación
Créase la figura del Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, 
quien tendrá a su cargo velar por la protección y promoción de sus derechos consa-
grados en la Constitución Nacional, la Convención sobre los Derechos del Niño y las 
leyes nacionales.

ARTÍCULO 48.- Control 
La defensa de los derechos de las niñas, niños y adolescentes ante las instituciones 
públicas y privadas y la supervisión y auditoría de la aplicación del sistema de protec-
ción integral se realizará en dos niveles: 

a) Nacional: a través del Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y Ado-
lescentes; 
b) Provincial: respetando la autonomía de las provincias y de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires, así como las instituciones preexistentes.
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Las legislaturas podrán designar defensores en cada una de las jurisdicciones, 
cuya financiación y funciones serán determinadas por los respectivos cuerpos 
legislativos.

ARTÍCULO 49.- Designación 
El Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes será propuesto, de-
signado y removido por el Congreso Nacional, quien designará una comisión bica-
meral que estará integrada por diez miembros, cinco de cada Cámara respetando la 
proporción en la representación política, quienes tendrán a su cargo la evaluación de 
la designación que se llevará a cabo mediante un concurso público de antecedentes 
y oposición. Las decisiones de esta Comisión se adoptarán por el voto de las dos ter-
ceras partes de sus miembros.
El Defensor deberá ser designado dentro de los NOVENTA (90) días de sancionada 
esta ley y asumirá sus funciones ante el Honorable Senado de la Nación, prestando 
juramento de desempeñar fielmente su cargo.

ARTÍCULO 50.- Requisitos para su elección 
El Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, deberá reunir los 
siguientes requisitos: 

a) Ser argentino; 
b) Haber cumplido TREINTA (30) años de edad; 
c) Acreditar idoneidad y especialización en la defensa y protección activa de los 
derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y familia.

ARTÍCULO 51.- Duración en el cargo 
El Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes durará en sus funcio-
nes CINCO (5) años, pudiendo ser reelegido por una sola vez.

ARTÍCULO 52.- Incompatibilidad 
El cargo de Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes es 
incompatible con el desempeño de cualquier otra actividad pública, comercial o 
profesional a excepción de la docencia, estándole vedada, asimismo, la actividad 
política partidaria.
Dentro de los DIEZ (10) días siguientes a su nombramiento y antes de tomar posesión 
del cargo, el Defensor debe cesar en toda situación de incompatibilidad que pudiere 
afectarlo, bajo apercibimiento de remoción del cargo.
Son de aplicación al Defensor, en lo pertinente, las normas en materia de recusación y 
excusación previstas en el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

ARTÍCULO 53.- De la remuneración 
El Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes percibirá la remune-
ración que establezca el Congreso de la Nación, por resolución de los presidentes de 
ambas Cámaras.

ARTÍCULO 54.- Presupuesto 
El Poder Ejecutivo nacional destinará una partida presupuestaria para solventar los 
gastos del funcionamiento administrativo del Defensor de los Derechos de las Niñas, 
Niños y Adolescentes.



230 | Con las Mujeres, por sus Derechos

ARTÍCULO 55.- Funciones
Son sus funciones: 

a) Promover las acciones para la protección de los intereses difusos o colectivos 
relativos a las niñas, niños y adolescentes; 
b) Interponer acciones para la protección de los derechos de las niñas, niños y 
adolescentes en cualquier juicio, instancia o tribunal; 
c) Velar por el efectivo respeto a los derechos y garantías legales asegurados 
a las niñas, niños y adolescentes, promoviendo las medidas judiciales y extra-
judiciales del caso. Para ello puede tomar las declaraciones del reclamante, 
entenderse directamente con la persona o autoridad reclamada y efectuar re-
comendaciones con miras a la mejoría de los servicios públicos y privados de 
atención de las niñas, niños y adolescentes, determinando un plazo razonable 
para su perfecta adecuación; 
d) Incoar acciones con miras a la aplicación de las sanciones por infracciones 
cometidas contra las normas de protección de las niñas, niños y adolescentes, 
sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal del infractor, cuando correspon-
diera; 
e) Supervisar las entidades públicas y privadas que se dediquen a la atención 
de las niñas, niños o adolescentes, sea albergándolos en forma transitoria o 
permanente, sea desarrollando programas de atención a los mismos, debiendo 
denunciar ante las autoridades competentes cualquier irregularidad que amena-
ce o vulnere los derechos de todas las niñas, los niños o los adolescentes; 
f) Requerir para el desempeño de sus funciones el auxilio de la fuerza pública, de 
los servicios médicos-asistenciales y educativos, sean públicos o privados; 
g) Proporcionar asesoramiento de cualquier índole a las niñas, niños y adoles-
centes y a sus familias, a través de una organización adecuada; 
h) Asesorar a las niñas, niños, adolescentes y a sus familias acerca de los recur-
sos públicos, privados y comunitarios, donde puedan recurrir para la solución 
de su problemática; 
i) Intervenir en la instancia de asesoramiento de mediación o conciliación; 
j) Recibir todo tipo de reclamo formulado por los niños, niñas o adolescentes o 
cualquier denuncia que se efectúe con relación a las niñas, niños y adolescen-
tes, ya sea personalmente o mediante un servicio telefónico gratuito y perma-
nente debiéndose dar curso de inmediato al requerimiento de que se trate.

ARTÍCULO 56.- Informe anual 
El Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes deberá dar cuenta 
anualmente al Congreso de la Nación, de la labor realizada en un informe que presen-
tará antes del 31 de mayo de cada año.
Dentro de los SESENTA (60) días de iniciadas las sesiones ordinarias de cada año, el 
Defensor deberá rendir dicho informe en forma, verbal ante la Comisión Bicameral a 
que se refiere el artículo 49.
Cuando la gravedad o urgencia de los hechos lo aconsejen podrá presentar un informe 
especial. Los informes anuales y especiales serán publicados en el Boletín Oficial, en 
los Diarios de Sesiones y en Internet.
El Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes en forma personal, 
deberá concurrir trimestralmente en forma alternativa a las comisiones permanentes 
especializadas en la materia de cada una de las Cámaras del Congreso Nacional a 
brindar los informes que se le requieran, o en cualquier momento cuando la Comisión 
así lo requiera.
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ARTÍCULO 57.- Contenido del informe 
El Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes deberá dar cuenta en 
su informe anual de las denuncias presentadas y del resultado de las investigaciones. 
En el informe no deberán constar los datos personales que permitan la pública iden-
tificación de los denunciantes, como así tampoco de las niñas, niños y adolescentes 
involucrados.
El informe contendrá un anexo en el que se hará constar la rendición de cuentas del 
presupuesto del organismo en el período que corresponda.

ARTÍCULO 58.- Gratuidad 
El Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes determinará en forma 
exclusiva los casos a que dará curso; las presentaciones serán gratuitas, quedando 
prohibida la participación de gestores e intermediarios.

ARTÍCULO 59.- Cese. Causales
El Defensor de los Derechos de las niñas, niños y adolescentes cesa en sus funciones 
por alguna de las siguientes causas: 

a) Por renuncia; 
b) Por vencimiento del plazo de su mandato; 
c) Por incapacidad sobreviniente o muerte; 
d) Por haber sido condenado mediante sentencia firme por delito doloso; 
e) Por notoria negligencia en el cumplimiento de los deberes del cargo o por 
haber incurrido en la situación de incompatibilidad prevista por esta ley.

ARTÍCULO 60.- Cese y formas 
En los supuestos previstos por los incisos a), c) y d) del artículo anterior, el cese será 
dispuesto por los Presidentes de ambas Cámaras. En el caso del inciso c), la incapaci-
dad sobreviniente deberá acreditarse de modo fehaciente. En los supuestos previstos 
por el inciso e) del mismo artículo, el cese se decidirá por el voto de los dos tercios de 
los miembros presentes de la Comisión, previo debate y audiencia del interesado.
En caso de muerte del Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes 
se procederá a reemplazarlo en forma provisoria según el procedimiento establecido 
en el artículo siguiente, promoviéndose en el más breve plazo la designación del titular 
en la forma establecida en el artículo 56.

ARTÍCULO 61.- Adjuntos
A propuesta del Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y con-
forme el procedimiento establecido en el artículo 56 podrán designarse dos adjuntos 
que auxiliarán a aquél en el ejercicio de sus funciones, pudiendo además, reemplazarlo 
en caso de cese, muerte, suspensión o imposibilidad temporal, en el orden en que 
fuesen designados.

ARTÍCULO 62.- Obligación de colaborar 
Todas las Entidades, Organismos y personas jurídicas, ya sean públicas o privadas, 
y las personas físicas están obligadas a prestar colaboración a los requerimientos del 
Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes con carácter preferente 
y expedito.
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ARTÍCULO 63.- Obstaculización
Todo aquel que desobedezca u obstaculice el ejercicio de las funciones previstas en 
los artículos precedentes incurrirá en el delito previsto en el artículo 239 del Código 
Penal. El Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes debe dar 
traslado de los antecedentes respectivos al Ministerio Público Fiscal para el ejercicio 
de las acciones pertinentes. Puede requerir la intervención de la justicia para obtener 
la remisión de la documentación que le hubiera sido negada por cualquier organismo, 
ente, persona o sus agentes.

ARTÍCULO 64.- Deberes 
Comprobada la veracidad de la denuncia o reclamo, el Defensor de los Derechos de 
las Niñas, Niños y Adolescentes deberá: 

a) Promover y proteger los derechos de las niñas, niños y adolescentes me-
diante acciones y recomendaciones que efectuará ante las instancias públicas 
competentes, a fin de garantizar el goce y el ejercicio de los mismos; 
b) Denunciar las irregularidades verificadas a los organismos pertinentes quie-
nes tienen la obligación de comunicar al Defensor de los Derechos de las Niñas, 
Niños y Adolescentes el resultado de las investigaciones realizadas; 
c) Formular recomendaciones o propuestas a los organismos públicos o priva-
dos respecto de cuestiones objeto de su requerimiento; 
d) Informar a la opinión pública y a los denunciantes acerca del resultado de 
las investigaciones y acciones realizadas. A tal efecto deberá establecerse un 
espacio en los medios masivos de comunicación.

CAPÍTULO IV - DE LAS ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES

ARTÍCULO 65.- Objeto 
A los fines de la presente ley se consideran organizaciones no gubernamentales de 
niñez y adolescencia a aquellas que, con Personería Jurídica y que en cumplimiento de 
su misión institucional desarrollen programas o servicios de promoción, tratamiento, 
protección y defensa de los derechos de las niñas, niños y adolescentes.

ARTÍCULO 66.- Obligaciones
Las organizaciones no gubernamentales mencionadas en esta ley deben cumplir con 
los derechos y garantías reconocidos en la Constitución Nacional, la Convención sobre 
los Derechos del Niño, Tratados Internacionales sobre los de Derechos Humanos en 
los que la República Argentina sea parte, y observar los siguientes principios y obliga-
ciones: 

a) Respetar y preservar la identidad de las niñas, niños y adolescentes y ofrecer-
les un ambiente de respeto, dignidad y no-discriminación; 
b) Respetar y preservar los vínculos familiares o de crianza de las niñas, niños y 
adolescentes y velar por su permanencia en el seno familiar; 
c) No separar grupos de hermanos; 
d) No limitar ningún derecho que no haya sido limitado por una decisión 
judicial; 
e) Garantizar el derecho de las niñas, niños y adolescentes a ser oídos y a que 
su opinión sea tenida en cuenta en todos los asuntos que les conciernan como 
sujetos de derechos; 
f) Mantener constantemente informado a la niña, niño o adolescente sobre su 
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situación legal, en caso de que exista alguna causa judicial donde se pueda 
tomar una decisión que afecte sus intereses, y notificarle, en forma personal 
y a través de su representante legal, toda novedad que se produzca en forma 
comprensible cada vez que la niña, el niño o el adolescente lo requiera; 
g) Brindar a las niñas, niños y adolescentes atención personalizada y en peque-
ños grupos; 
h) Ofrecer instalaciones debidamente habilitadas y controladas por la autoridad 
de aplicación respecto de las condiciones edilicias, salubridad, higiene, seguri-
dad y confort; 
i) Rendir cuentas en forma anual ante la autoridad de aplicación, de los gastos 
realizados clasificados según su naturaleza; de las actividades desarrolladas 
descriptas en detalle; de las actividades programadas para el siguiente ejercicio 
descriptas en detalle, su presupuesto, los gastos administrativos y los recursos 
con que será cubierto. Se dará cuenta también de las actividades programadas 
para el ejercicio vencido que no hubieran sido cumplidas, y las causas que mo-
tivaron este incumplimiento.

ARTÍCULO 67.- Incumplimiento
En caso de incumplimiento de las obligaciones a que se hallan sujetas las organi-
zaciones no gubernamentales de niñez y adolescencia mencionadas por esta ley, la 
autoridad local de aplicación promoverá ante los organismos competentes, la imple-
mentación de las medidas que correspondan.

ARTÍCULO 68.- Registro de las organizaciones 
Créase en el ámbito de la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia, el 
Registro Nacional de Organizaciones de la Sociedad Civil con personería Jurídica que 
desarrollen programas o servicios de asistencia, promoción, tratamiento, protección y 
defensa de los derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes.
Las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires podrán implementar un Sis-
tema de Registro de las organizaciones no gubernamentales con personería jurídica 
con el objeto de controlar y velar en cada jurisdicción por el fiel cumplimiento de los 
principios que establece esta ley, con comunicación a la Secretaría Nacional de Niñez, 
Adolescencia y Familia con miras a la creación del Registro Nacional de estas Organi-
zaciones.

TÍTULO V - FINANCIAMIENTO

ARTÍCULO 69.- La Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia y el Consejo 
Federal de Niñez, Adolescencia y Familia deberán en forma conjunta y coordinada 
garantizar la distribución justa y equitativa de las partidas presupuestarias y de todos 
los recursos nacionales o internacionales destinados a la efectivización de los objetivos 
de esta ley.

ARTÍCULO 70.- Transferencias
El Gobierno nacional acordará con los gobiernos provinciales y de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires, la transferencia necesaria de los servicios de atención directa y 
sus recursos, a las respectivas jurisdicciones en las que actualmente estén prestando 
servicios y se estén ejecutando.
Esta ley será aplicable a las situaciones jurídicas pendientes o en curso de ejecución.



234 | Con las Mujeres, por sus Derechos

ARTÍCULO 71.- Transitoriedad 
En un plazo máximo de CIENTO OCHENTA (180) días corridos prorrogables por igual 
plazo y por única vez, el Poder Ejecutivo nacional arbitrará las medidas necesarias 
incluidas las afectaciones presupuestarias y edilicias, que garanticen la contención y 
protección de las niñas, niños y adolescentes, comprendidos dentro del marco de la 
Ley Nº 10.903 que se deroga.

ARTÍCULO 72.- Fondos 
El Presupuesto General de la Nación preverá las partidas necesarias para el funciona-
miento del Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia, la Secretaría Nacional 
de Niñez Adolescencia y Familia, el Defensor de los Derechos de las niñas, niños y 
adolescentes y todas las que correspondan para el cumplimiento de la presente ley, 
atendiendo lo previsto en el artículo 70.
La previsión presupuestaria en ningún caso podrá ser inferior a la mayor previsión o 
ejecución de ejercicios anteriores. Dispóngase la intangibilidad de los fondos destina-
dos a la infancia, adolescencia y familia establecidos en el presupuesto nacional.
Para el ejercicio presupuestario del corriente año, el Jefe de Gabinete reasignará las 
partidas correspondientes.

TÍTULO VI - DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS

ARTÍCULO 73.- Sustitúyase el artículo 310 del Código Civil, por el siguiente: 
“Artículo 310.- Si uno de los progenitores fuera privado o suspendido en el ejercicio 
de la patria potestad, continuará ejerciéndola el otro. En su defecto, y no dándose el 
caso de tutela legal por pariente consanguíneo idóneo, en orden de grado excluyente, 
el juez proveerá a la tutela de las personas menores de edad”. 

ARTÍCULO 74.- Modifíquese el artículo 234 del Código Procesal Civil y Comercial de la 
Nación, el que quedará redactado de la siguiente forma: 
“Artículo 234: Podrá decretarse la guarda: 
Inciso 1) De incapaces mayores de DIECIOCHO (18) años de edad abandonados o 
sin representantes legales o cuando éstos estuvieren impedidos de ejercer sus funcio-
nes; 
Inciso 2) De los incapaces mayores de DIECIOCHO (18) años de edad que están en 
pleito con sus representantes legales, en el que se controvierta su curatela”.

ARTÍCULO 75.- Modifíquese el artículo 236 del Código Procesal Civil y Comercial de la 
Nación, el que quedará redactado de la siguiente forma: 
“Artículo 236: En los casos previstos en el artículo 234, la petición podrá ser deducida 
por cualquier persona, y formulada verbalmente ante el asesor de menores e incapa-
ces, en cuyo caso se labrará acta con las menciones pertinentes, la que será remitida 
al juzgado que corresponda”. 

ARTÍCULO 76.- Derógase la Ley Nº 10.903, los decretos nacionales: Nº 1606/90 y sus 
modificatorias, Nº 1631/96 y Nº 295/01.

ARTÍCULO 77.- Esta ley deberá ser reglamentada en un plazo máximo de NOVENTA 
(90) días, contados a partir de la sanción de la presente.
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ARTÍCULO 78.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AI-
RES, EL VEINTIOCHO DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL CINCO.

Publicada en el Boletín Oficial Nº 30.767 del 26 de octubre de 2005
Decreto Reglamentario Nº 415/06

LEY CABA Nº 3.266
PREVENCIÓN Y ERRADICACIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA Y ENTRE 
NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES QUE SE EJERCE A TRAVÉS DE LAS 
TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN Y LA COMUNICACIÓN (TIC)

Sancionada: 26 de noviembre de 2009.
Promulgada: 7 de enero de 2010. 
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley 
Capítulo Primero - Disposiciones Generales

Artículo 1°.- Objeto. La presente Ley tiene por objeto establecer e implementar 
medidas tendientes a prevenir y erradicar la violencia contra y entre niños, niñas y 
adolescentes que se ejerce a través de las Tecnologías de la Información y la Comu-
nicación (TIC).

Artículo 2°.- Definiciones: A los efectos de la presente Ley se entiende por:
Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC): el conjunto de servicios, redes 
y dispositivos tecnológicos que poseen funcionalidades de almacenamiento, procesa-
miento y transmisión de datos, y que facilitan el acceso a la información y la interac-
ción entre las personas, creando espacios virtuales de interrelación. Estas tecnologías 
incluyen, entre otros, Internet, los teléfonos celulares y las herramientas de comuni-
cación virtual como chat, mensajería instantánea, correo electrónico, redes sociales, 
páginas personales, blogs, sitios de publicación de videos, redes de intercambio de 
archivos y juegos en línea.
Violencia contra y entre niños, niñas y adolescentes que se ejerce a través de las 
Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC): sin perjuicio de otras formas, 
quedan especialmente comprendidas la producción, distribución y uso de materiales 
que muestren abuso sexual de niños, niñas y adolescentes; la incitación o preparación 
en línea con el fin de construir una relación de confianza para causar un daño a un niño, 
niña o adolescente; la exposición a materiales dañinos, ilegales e inadecuados para la 
edad de los mismos y el acoso e intimidación.

Artículo 3°.- Autoridad de Aplicación. Es autoridad de aplicación de la presente 
Ley el Consejo de los Niños, Niñas y Adolescentes de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires.
Capítulo Segundo - Funciones de la Autoridad de Aplicación

Artículo 4°.- Funciones de la Autoridad de Aplicación. Son funciones de la autori-
dad de aplicación:
Impulsar la elaboración de un plan local para la prevención y erradicación de la violencia 
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contra y entre niños, niñas y adolescentes que se ejerce a través de las TIC. 
Capacitar a los/as niños, niñas y adolescentes y a los/as adultos/as responsables, or-
ganismos gubernamentales, funcionarios con responsabilidad en la materia, organiza-
ciones no gubernamentales y a aquellos a quienes la autoridad de aplicación considere 
necesario. 
Articular y adoptar medidas conjuntas con las áreas de gobierno encargadas del ejer-
cicio del poder de policía sobre locales comerciales con acceso a Internet para el esta-
blecimiento de medidas de seguimiento y control de las normas vigentes. 
Fortalecer la participación de organizaciones sociales vinculadas a esta temática, y de 
la comunidad local en estrategias de prevención, abordaje y seguimiento de la proble-
mática de la violencia contra y entre niños, niñas y adolescentes que se ejerce a través 
de las TIC. 
Suscribir acuerdos con otras jurisdicciones, organizaciones sociales y entidades priva-
das que permitan establecer redes de monitoreo, estrategias conjuntas de prevención 
y compromisos, códigos de conducta, cooperación en las acciones de prevención y 
protección. 
Promover relaciones de colaboración público-privadas para aumentar la investigación 
y desarrollo de tecnologías para el seguimiento y estudio de la problemática. 
Promover espacios para la participación infanto-juvenil en el diseño e implementación 
de los planes, campañas y proyectos que se ejecuten. 

Capítulo Tercero - De la difusión

Artículo 5°.- Características. La autoridad de aplicación debe implementar una 
campaña de difusión para la concientización en la temática objeto de la presente Ley 
y la prevención de la violencia contra y entre niños, niñas y adolescentes que se ejerce 
a través de las TIC, sus distintas formas de comisión, sus causas, sus escenarios, ac-
tores, y el marco legal vigente. La difusión se desarrollará a través de todos los medios 
de comunicación masiva que dependan del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires, y cualquier otro medio que asegure su difusión masiva teniendo en cuenta 
que alcance con un lenguaje adecuado a la población infanto-juvenil.

Artículo 6°.- Comuníquese, etc.

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 3.347 del 25 de enero de 2010

LEY CABA Nº 2.443
Erradicación de la explotación sexual comercial de niños, 
niñas y adolescentes 

Sancionada: 13 de septiembre de 2007.
Promulgada: 18 de octubre de 2007.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley:

CAPÍTULO PRIMERO - Disposiciones Generales

ARTÍCULO 1.- Objeto 
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La presente ley tiene por objeto establecer e implementar medidas tendientes a erradi-
car la explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes.

ARTÍCULO 2.- Definiciones: A los efectos de la presente Ley se entiende por:
Niño, niña y adolescente a todo ser humano menor de dieciocho (18) años de edad. 
Explotación sexual comercial a la utilización de niños, niñas y adolescentes en activida-
des sexuales a cambio de remuneración o de cualquier otra retribución. 

CAPÍTULO SEGUNDO - Funciones de la Autoridad de Aplicación

ARTÍCULO 3.- Funciones de la Autoridad de Aplicación 
Son funciones de la Autoridad de Aplicación las siguientes:
Impulsar la elaboración de un plan local para la prevención y erradicación de la explo-
tación sexual comercial infantil. 
Articular políticas integrales e intersectoriales tendientes a prevenir y erradicar la ex-
plotación sexual comercial infantil, en un marco de cooperación tanto nacional como 
interjurisdiccional. 
Implementar en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires una campaña permanente con-
tra la explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes en el marco de los 
objetivos y presupuestos establecidos por el “Protocolo Relativo a la Venta de Niños, la 
Prostitución Infantil y la Utilización de los Niños en la Pornografía” de la Organización de 
las Naciones Unidas, ratificado por Ley Nacional Nº 25.763, de acuerdo a lo dispuesto 
en la presente norma. 
Capacitar en la prevención de la explotación sexual comercial infantil a organismos 
gubernamentales, funcionarios con responsabilidad en la materia, organizaciones no 
gubernamentales, sindicatos de trabajadores, industria publicitaria y aquellos a quie-
nes la Autoridad de Aplicación considere necesario. 
Recomendar al Ministerio de Educación la incorporación de contenidos sobre la pre-
vención de la explotación sexual comercial infantil. 
Fortalecer la participación de organizaciones sociales vinculadas a esta temática, y de 
la comunidad local en estrategias de prevención, abordaje y seguimiento de la proble-
mática de la explotación sexual comercial infantil. 
Adherir a los lineamientos del Código Ético Mundial para el Turismo de la Organización 
Mundial del Turismo. 
Impulsar políticas públicas para prevenir y contrarrestar el turismo asociado a prácticas 
sexuales con niños, niñas y adolescentes. 
Exigir a los prestadores de servicios turísticos la suscripción de códigos de conducta, 
con el fin de proteger a los niños, niñas y adolescentes de toda forma de explotación 
sexual con intervención de turistas nacionales o extranjeros. 
Llevar un registro de suscriptores a los Códigos de Conducta mencionados en el apar-
tado anterior. 
Suscribir acuerdos con otras jurisdicciones, organizaciones sociales y entidades pri-
vadas que permitan el intercambio de información sobre personas o empresas que 
ofrezcan servicios relacionados con la explotación sexual y comercial de niños, niñas 
y adolescentes, el turismo asociado a prácticas sexuales con personas menores de 
dieciocho años. 
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CAPÍTULO TERCERO - De la difusión

ARTÍCULO 4.- Objeto. Finalidades
La campaña debe tener carácter permanente y tiene por objeto difundir y concientizar 
a la población sobre la problemática de la explotación sexual comercial infantil, las dis-
tintas formas de comisión de este delito, sus causas, sus escenarios, actores, el marco 
legal vigente, la extraterritorialidad de dicho delito.

ARTÍCULO 5.- Difusión de contenidos 
La campaña debe difundirse a través de todos los medios de comunicación masiva 
que dependan del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y cualquier otro 
medio que asegure su difusión masiva.
La Autoridad de Aplicación, tendrá en cuenta que dicha campaña alcance con un len-
guaje adecuado a la población infanto-juvenil y a los establecimientos educativos de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

CAPÍTULO Cuarto - Disposiciones modificatorias

ARTÍCULO 6.- Se sustituye el texto del inciso g) del artículo 8° de la Ley Nº 600, BO-
CBA. Nº 1.229 del día 10/7/2001 por el siguiente: “g. elaborar una guía turística de la 
Ciudad de Buenos Aires y mantenerla actualizada, incluyendo en la misma las campa-
ñas vigentes contra la explotación sexual comercial de niños/as y adolescentes”.

ARTÍCULO 7.- Se sustituye el texto del inciso i) del artículo 8° de la Ley Nº 600, BOC-
BA. Nº 1.229 del día 10/7/01 por el siguiente:
“i) priorizar la capacitación integral de recursos humanos articulando al sector público, 
al privado y al académico, poniendo especial énfasis en la detección y prevención de 
la explotación sexual comercial de niños/as y adolescentes en el turismo”.

ARTÍCULO 8.- Se sustituye el texto del inciso d) del artículo 13 de la Ley Nº 600, BO-
CBA. Nº 1.229 del día 10/7/01, por el siguiente:
“d. realizar su publicidad y promoción sin alterar o falsear la identidad turística de la Ciu-
dad, informar con veracidad sobre los servicios que ofrece y acerca de la existencia de 
los delitos vinculados a la explotación sexual comercial infantil y de sus sanciones”.

ARTÍCULO 9.- Se sustituye el texto del inciso g) del artículo 13 de la Ley Nº 600, BO-
CBA. Nº 1.229 del día 10/7/01, por el siguiente:
“g. poner a la vista de los usuarios y consumidores, en forma visible y legible, en idioma 
español, inglés y portugués como mínimo, el teléfono, dirección y horarios de atención 
de las autoridades de aplicación de la presente ley y de la Ley Nº 757 (Dirección Gene-
ral de Protección de los Derechos de los Consumidores y Usuarios o aquella que en el 
futuro la reemplace), así como un recuadro con tipografía destacada con la siguiente 
leyenda que incluya un teléfono de denuncias:
‘En todo el territorio de la República Argentina se castiga con hasta quince (15) años 
de prisión a quienes participen en actos de prostitución infantil corrupción y/o de abu-
so sexual a menores de dieciocho (18) años. Denuncie ante la autoridad competente 
al tomar conocimiento de algún caso de práctica de explotación sexual comercial en 
niños/as y adolescentes’.
La autoridad de aplicación de la presente ley proporcionará a los prestadores de servicios 
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turísticos, un modelo de cartel que cumpla con las especificaciones requeridas”.

ARTÍCULO 10.- Incorpórase como inciso h), del artículo 13, capítulo II, de la Ley Nº 
600, BOCBA. Nº 1.229 del día 10/7/01, el siguiente texto:
“h. incluir cláusulas en los contratos que celebren informando sobre las consecuencias 
legales de la explotación sexual comercial en niños/as y adolescentes”.

ARTÍCULO 11.- Incorpórase como inciso i), del artículo 13, capítulo II, de la Ley Nº 600, 
BOCBA. Nº 1.229 del día 10/7/01, el siguiente texto:
“i. denunciar la explotación sexual comercial del niño/a y adolescente por parte del 
turista, a las autoridades competentes”.

ARTÍCULO 12.- Se incorpora como artículo 59 bis del Código Contravencional de la 
Ciudad de Buenos Aires (BOCBA. Nº 2.055 del 28/10/04), Libro II Niños, Niñas y Ado-
lescentes el siguiente texto:
“ARTÍCULO 59 Bis.- Quien promocione, publicite o informe de manera explicita o implí-
cita, por cualquier medio, ayuda, oportunidad, sitio, servicios y/o elementos adecuados 
o necesarios a fin que terceros participen o intervengan en actos de contenido sexual 
que involucren a niños, niñas y adolescentes, será sancionado con arresto de diez (10) 
a sesenta (60) días o multa de entre cinco mil (5.000) y cincuenta mil (50.000) pesos. 
Quien conduzca a terceros a establecimientos o lugares donde se oferte a menores de 
dieciocho años, para su utilización en actos de contenido sexual, será sancionado con 
arresto de diez (10) a sesenta (60) días o multa de entre cinco mil (5.000) y cincuenta 
mil (50.000) pesos.
Si en las conductas precedentes intervienen prestadores de servicios turísticos, indi-
vidual, colectiva, u organizadamente, o al amparo de agencias u otras organizaciones 
turísticas serán sancionados con treinta (30) a noventa (90) días de arresto o el pago 
de una multa de treinta mil (30.000) a cien mil (100.000) pesos.
Igual sanción será aplicable si actuando en vinculación con agencias u organizaciones 
prestadoras de servicios turísticos, las conductas precedentes fueran cometidas por 
titulares responsables de bares y demás lugares de expendio de bebidas o titulares y 
conductores de ómnibus, camiones, taxis, remises o cualquier otro medio de trans-
porte.
Cuando los actos prohibidos sean cometidos, con o sin fines de lucro, por una persona 
jurídica, ésta será sancionada con la multa de cien mil (100.000) pesos y clausura del 
establecimiento e inhabilitación, ambas por el plazo máximo establecido por la ley”.
Si los hechos fuesen reputados presuntamente delictuosos se dará inmediata inter-
vención al Juez órgano jurisdiccional correspondiente, poniéndose a los arrestados a 
disposición de las autoridades judiciales pertinentes, según lo previsto por el artículo 
15 de la presente Ley.”

ARTÍCULO 13.- Modifícase el artículo 25 del Código Contravencional que quedará 
redactado de la siguiente manera:
“ARTÍCULO 25 - Extensión de las sanciones. Las sanciones no pueden exceder:
1. Trabajos de utilidad pública, hasta noventa (90) días.
2. Multa, hasta pesos cien mil ($ 100.000).
3. Arresto, hasta sesenta (60) días, excepto en lo dispuesto en Libro II, Título I, Capítulo 
III y el Título V en los que no puede exceder los noventa (90) días.
4. Clausura, hasta ciento ochenta (180) días.
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5. Inhabilitación, hasta dos (2) años, excepto en lo dispuesto respecto del Título V.
6. Prohibición de concurrencia hasta un (1) año.
7. Interdicción de cercanía, hasta un máximo de doscientos (200) metros.
8. Instrucciones especiales, hasta doce (12) meses”.

ARTÍCULO 14.- Comuníquese, etc.

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 2.796 del 25 de octubre de 2007 

LEY CABA Nº 1.669
PROTECCIÓN INTEGRAL DE DERECHOS DE NIÑOS Y NIÑAS HASTA 2 AÑOS 
Y MUJERES EMBARAZADAS 

Sancionada: 14 de abril de 2005. 
Promulgada: 10 de mayo de 2005.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley: 

TÍTULO I - De la creación y objeto 

ARTÍCULO 1.- La presente ley tiene por objeto la protección integral de los derechos 
de los niños y niñas hasta los dos (2) años de edad y de las mujeres embarazadas 
desde la acreditación fehaciente del embarazo, residentes en la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires. 

ARTÍCULO 2.- En tal sentido son objetivos de esta ley: 
a. Promover el desarrollo integral de los niños y niñas hasta los dos (2) años de 
edad y mujeres embarazadas, residentes en la Ciudad. 
b. Cooperar con las familias en el cumplimiento de su responsabilidad como 
principal agente de atención integral del niño y de su inclusión social. 
c. Promover la inserción social de los niños y su adecuado desarrollo a través de 
la capacitación de los adultos responsables de su cuidado, orientando respec-
to de las pautas de inserción social, estimulación infantil temprana, desarrollo 
psico-físico y nutricional. 
d. La eliminación gradual de la desnutrición y la reducción de la morbi-mortali-
dad materno-infantil, complementando la provisión de alimentos que los bene-
ficiarios reciben en sus hogares y a través de la educación nutricional que les 
permita optar por una alimentación saludable. 
e. Promover la lactancia materna exclusiva hasta los 6 meses de edad y conti-
nuada hasta el primer año de vida, con el agregado de alimentos complemen-
tarios, adecuados, oportunos y seguros. (Conforme texto Art. 12 de la Ley Nº 
2.524, BOCBA Nº 2832 del 14/12/2007) 
f. Propiciar un adecuado control de salud de los beneficiarios. 
TÍTULO II - De la autoridad de aplicación 
ARTÍCULO 3.- La autoridad de aplicación es la máxima autoridad en materia de 
Desarrollo Social del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
ARTÍCULO 4.- La autoridad de aplicación debe: 
a. Confeccionar el padrón de beneficiarios en el que se registrará a todos los 
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individuos que se encuentren habilitados por la presente ley. 
b. Notificar a los beneficiarios. 
c. Entregar la orden de pago del subsidio. 
d. Confeccionar y mantener actualizado el Registro General de Beneficiarios. 
e. Supervisar el cumplimiento de las contraprestaciones y de la adecuada rea-
lización de los controles de salud de los beneficiarios, a través de un Registro 
General de Contraprestaciones. 
f. Elaborar un “Informe de Gestión Mensual” que describa las prestaciones brin-
dadas, y la medición de impacto anual de los resultados y un plan de mejoras a 
ser introducidas para el año siguiente. 
g. Proponer la reglamentación de la carta compromiso que deben suscribir los 
titulares de los beneficios. 
h. Propender a la articulación armoniosa de los distintos programas sociales del 
GCABA. 
i. Desempeñar las demás funciones que la reglamentación determine. 

TÍTULO III. De la coordinación y ejecución 

ARTÍCULO 5.- Créase la “Comisión para la Inclusión Social de la Niñez”, integrada 
por representantes de las Secretarías de Desarrollo Social y Salud del Gobierno de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, del Consejo de los Derechos de los Niños, Niñas 
y Adolescentes del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y un represen-
tante por cada una de las comisiones de Políticas de Promoción e Integración Social y 
de la Mujer, Infancia, Adolescencia y Juventud de la Legislatura de la Ciudad, o de sus 
equivalentes institucionales que en el futuro se establezcan, que será responsable del 
seguimiento del programa. 

ARTÍCULO 6.- Son deberes de la Comisión para la Inclusión Social de la Niñez: 
a. Asesorar en el diseño las estrategias para la aplicación de los contendidos 
de esta ley. 
b. Velar por el cumplimiento de los mecanismos de control que permitan una 
evaluación permanente. 
c. Recibir y difundir un “Informe de Gestión Mensual “ que será realizado por la 
autoridad de aplicación. 
d. Promover la más amplia difusión, indicando fundamentalmente la información 
necesaria para acceder de una manera simple y directa. 
e. Promover la organización de redes sociales posibilitando el intercambio diná-
mico entre sus integrantes y con los de otros grupos sociales, potenciando los 
recursos que poseen. 
f. Invitar a organizaciones de la sociedad civil, cuya participación en las reunio-
nes públicas y en el control de gestión resulte de interés para la efectiva imple-
mentación de la ley. 

ARTÍCULO 7.- La Secretaría de Salud tiene a su cargo: 
a. Organizar y coordinar los talleres de capacitación a las familias en cuidados 
del embarazo, lactancia materna, desarrollo y estimulación temprana infantil y 
educación alimentaria. 
b. Efectuar el control de salud de los beneficiarios y dar cumplimiento al calen-
dario de vacunación. 
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c. Entregar a las madres desnutridas el complemento nutricional e informar a 
la autoridad de aplicación a fin de que se asigne a los beneficiarios al “Módulo 
Especial de Seguimiento” previsto por la presente ley para tales casos. 
d. Registrar administrativamente los controles de salud y demás prestaciones 
brindadas en el Registro Local de Contraprestaciones. 
e. Participar en los procesos de seguimiento y medición de impacto. 
f. Desempeñar las demás funciones que la reglamentación determine. 

ARTÍCULO 8.- El “Módulo Especial de Seguimiento” consiste en un monitoreo indivi-
dual y detallado de los beneficiarios que por su situación así lo requieran. Esta con-
dición incluye la entrega de suplementos nutricionales a la mujer embarazada para sí 
o para el beneficiario desnutrido, según sea el caso, en ocasión de los controles de 
salud. 

TÍTULO IV. De las prestaciones 

ARTÍCULO 9.- Se entiende por prestación el ingreso monetario que se otorga en cali-
dad de subsidio por parte del estado a los titulares de los beneficios o de quienes los 
representen. 

ARTÍCULO 10.- En todos los casos, las transferencias monetarias se hacen directa-
mente por débito sobre cuenta de caja de ahorro gratuita, abierta a tal fin en el Banco 
Ciudad de Buenos Aires, a nombre del titular del beneficio o de quien lo represente. 

ARTÍCULO 11.- El subsidio a otorgar consiste en la transferencia al titular del beneficio 
de un ingreso cuyo monto es equivalente del beneficio máximo otorgado por hijo por el 
artículo 18, inc. a) de la Ley Nº 24.714 que regula el Régimen Nacional de Asignaciones 
Familiares. 

TÍTULO V - De los beneficiarios

ARTÍCULO 12.- Son beneficiarios: 
a. Las mujeres embarazadas desde la acreditación fehaciente del embarazo. 
b. Los niños y niñas hasta los dos (2) años de edad. 

ARTÍCULO 13.- La madre -o quien determine la reglamentación en su ausencia, muer-
te o incapacidad- es a los efectos de esta ley la representante del/los titulares. 

ARTÍCULO 14.- Las personas que resulten titulares de beneficios o sus representantes 
deben firmar una carta compromiso, notificándose del conjunto de contraprestaciones 
que forman parte del mismo. 

ARTÍCULO 15.- Las condiciones de acceso deben contemplar: 
1. La acreditación de un mínimo de 2 años de residencia ininterrumpida en la Ciudad 
de Buenos Aires al momento de solicitar el subsidio. 
2. Poseer DNI y CUIL. Para los titulares de los beneficios o representantes que no 
posean CUIL, la autoridad de aplicación arbitrará los recursos necesarios para su ob-
tención. 
3. Presentar acreditación fehaciente de embarazo expedido por un centro público de 
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salud de la Ciudad de Buenos Aires. 
4. No recibir asignación familiar por hijo o por embarazo, ni por sí, ni a través de su 
cónyuge.
Toda otra condición no contemplada y que sea establecida por la autoridad de aplica-
ción en la reglamentación de la presente ley. 

ARTÍCULO 16.- A los efectos de la presente ley, las causales de baja deben contem-
plar las siguientes contingencias: 

a. Solicitud por parte del titular del beneficio. 
b. Mudanza del beneficiario fuera del ámbito de la Ciudad de Buenos Aires. 
c. El incumplimiento de las contraprestaciones del título VI de esta ley. 
d. Toda otra situación no contemplada y que sea establecida por la autoridad 
de aplicación en la reglamentación. 

TÍTULO VI. De las contraprestaciones 

ARTÍCULO 17.- Las contraprestaciones a cargo del titular del beneficio deben deta-
llarse en la carta compromiso que firme el titular del beneficio o su representante en 
ocasión de su ingreso al sistema. Las mismas consisten en: 

a. Controles de salud
1) Las beneficiarias embarazadas deben cumplir con un protocolo de con-
troles de salud obligatorios no inferior a cinco visitas a los centros de salud 
públicos
2) Los titulares del subsidio infantil deben cumplir con el protocolo de con-
troles de salud obligatorios definido para los beneficiarios menores y con el 
calendario de vacunaciones, pautados según la edad. 

b. Orientación educativa
1) Las beneficiarias embarazadas deben asistir a un taller sobre la impor-
tancia del cuidado durante el embarazo, lactancia materna y cuidados del 
recién nacido, en los servicios públicos de salud de la Ciudad de Buenos 
Aires que se dispongan a tales efectos.
2) Los titulares del beneficio deben asistir a un taller de estimulación infantil 
temprana y educación alimentaria, cuyos contenidos deben ser específica-
mente elaborados. 

c. Toda otra contraprestación no contemplada y que sea establecida por la 
autoridad de aplicación en la reglamentación de la presente ley. 

ARTÍCULO 18.- La autoridad de aplicación debe disponer el desarrollo del contenido 
de los talleres y cursos de orientación educativa dentro de los noventa (90) días de 
promulgarse la presente ley. 

TÍTULO VII - Del seguimiento, evaluación, control y medición de 
impacto 

ARTÍCULO 19.- La autoridad de aplicación debe garantizar la incorporación de los 
mecanismos de control de gestión necesarios para asegurar: 

a. Capacitación del personal encargado de la recolección de información. 
b. Incorporación de las altas y bajas de beneficiarios en el Registro General de 
Beneficiarios. 
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c. Generación de circuitos de información confiables, de actualización periódica 
y relevancia estadística. 
d. Determinación de metas prestacionales para cada componente. 
e. Establecimiento de indicadores de seguimiento y medición de resultados. 

ARTÍCULO 20.- Los informes de seguimiento y control de gestión deben ser públicos 
y de fácil acceso para todos los interesados. 

TÍTULO VIII - Del financiamiento 

ARTÍCULO 21.- Autorízase al Poder Ejecutivo a crear un “Fondo Especial para la Inclu-
sión Social de la Niñez”, que se aplicará a la implementación de lo establecido por la 
presente ley, y que se integra de la siguiente manera: 

a. Con las partidas presupuestarias que se asignan anualmente en la Ley de 
Presupuesto de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires para estos fines. 
b. Con los aportes o financiamiento de carácter específico que el Gobierno de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires obtenga del Estado Nacional, organismos e 
instituciones internacionales o de otros Estados. 

Cláusula Transitoria 
1°. Los niños que hubieran nacido dentro de los últimos veintitrés (23) meses previos 
a la fecha de promulgación de esta ley podrán ser dados de alta a partir de la presen-
tación de la Partida de Nacimiento.
2°. El Poder Ejecutivo debe implementar la presente ley de forma tal que se comple-
mente con los restantes programas sociales en aplicación. A tal efecto debe establecer 
las coordinaciones necesarias. 

ARTÍCULO 22.- Comuníquese, etc. 

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 2.195 del 20 de mayo de 2005 

LEY CABA Nº 114
PROTECCIÓN INTEGRAL DE DERECHOS DE NIÑOS, NIÑAS Y 
ADOLESCENTES 

Sancionada: 3 de diciembre de 1998. 
Promulgada: 4 de enero de 1999. 
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley: 

TÍTULO I - DISPOSICIONES GENERALES 
Objeto y fines 

ARTÍCULO 1.- Objeto 
La presente ley tiene por objeto la protección integral de los derechos de las niñas, 
niños y adolescentes. 
Los derechos y garantías enumerados en la presente ley deben entenderse comple-
mentarios de otros reconocidos en la Constitución Nacional, la Convención Interna-
cional sobre los Derechos del Niño, los Tratados Internacionales en los que el Estado 
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Argentino sea parte y la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires. 

ARTÍCULO 2.- Interés Superior 
A todos los efectos emergentes de la presente ley, se entiende por interés superior de 
niños, niñas y adolescentes, el sistema integral que conforman todos y cada uno de los 
derechos a ellos reconocidos y los que en el futuro pudieran reconocérseles. 

ARTÍCULO 3.- Aplicación e interpretación 
En la aplicación e interpretación de la presente ley, de las demás normas y en todas 
las medidas que tomen o en las que intervengan instituciones públicas o privadas, así 
como los órganos legislativos, judiciales o administrativos es de consideración primor-
dial el interés de niños, niñas y adolescentes. 

ARTÍCULO 4.- Derechos fundamentales 
Todos los niños, niñas y adolescentes gozan de los derechos fundamentales inheren-
tes a su condición de personas. La Ciudad propicia su participación social y garantiza 
todas las oportunidades para su pleno desarrollo físico, psíquico, moral, espiritual y 
social, en condiciones de libertad, igualdad y dignidad. 

ARTÍCULO 5.- Remoción de obstáculos 
La Ciudad promueve la remoción de los obstáculos de cualquier orden que, limitando 
de hecho la igualdad y la libertad, impidan o entorpezcan el pleno desarrollo de niñas, 
niños y adolescentes y su efectiva participación en la vida política, económica y social 
de la comunidad. 

ARTÍCULO 6.- Efectivización de derechos 
La familia, la sociedad y el Gobierno de la Ciudad, tienen el deber de asegurar a ni-
ñas, niños y adolescentes, con absoluta prioridad, la efectivización de los derechos a 
la vida, a la libertad, a la identidad, a la salud, a la alimentación, a la educación, a la 
vivienda, a la cultura, al deporte, a la recreación, a la formación integral, al respeto, a la 
convivencia familiar y comunitaria, y en general, a procurar su desarrollo integral 

ARTÍCULO 7.- Medidas de efectivización, definición y objetivos 
El Gobierno de la Ciudad adopta medidas legislativas, administrativas y de otra índole 
para dar efectividad a los derechos reconocidos a niños, niñas y adolescentes por nor-
mas jurídicas, operativas o programáticas. Las medidas de efectivización de derechos 
comprenden las de acción positiva que garantizan la igualdad real de oportunidades 
y de trato y el pleno goce y ejercicio de los derechos humanos reconocidos por la 
Constitución Nacional, por los Tratados Internacionales vigentes, la Constitución de la 
Ciudad de Buenos Aires y la legislación nacional. 
Su objetivo esencial es la prevención y detección precoz de aquellas situaciones de 
amenaza o violación de los principios, derechos y garantías contemplados en la pre-
sente ley. 

ARTÍCULO 8.- Garantía de Prioridad 
Los/las niños, niñas y adolescentes tienen prioridad en la: 

a. protección y auxilio cualquiera sea la circunstancia; 
b. atención en los servicios públicos; 
c. asignación de recursos públicos en la formulación y ejecución de políticas en 
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las áreas relacionadas con la efectivización y la protección de los derechos de la 
niñez, la adolescencia y la familia; 
d. consideración y ponderación de las necesidades y problemáticas de la comu-
nidad local a la que pertenecen. 

ARTÍCULO 9.- Denominación 
Toda referencia de cualquier índole a las personas que constituyen el ámbito de apli-
cación subjetiva de la presente ley debe hacerse con las palabras “niñas, niños, ado-
lescentes”. La denominación “menores de edad” se utiliza exclusivamente cuando ra-
zones técnicas insalvables así lo justifiquen. 

TÍTULO II - PRINCIPIOS, DERECHOS Y GARANTÍAS 

ARTÍCULO 10.- Derecho a la Vida, Derecho a la Libertad, Dignidad, Identidad y 
Respeto 
Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la vida, a su disfrute y protección. 
Tienen derecho a la libertad, a la dignidad, a la identidad en todas sus dimensiones, y 
al respeto como personas sujetos titulares de todos los derechos, reconocidos en la 
Constitución Nacional, la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, los 
Tratados Internacionales, otras normas nacionales y la Constitución de la Ciudad de 
Buenos Aires. 

ARTÍCULO 11.- Garantías procesales
La Ciudad garantiza a niños, niñas y adolescentes a quienes se atribuya una conducta 
ilícita, los siguientes derechos: 

a. a ser considerado inocente hasta tanto se demuestre su culpabilidad; 
b. al pleno y formal conocimiento del acto infractor que se le atribuye y de las 
garantías procesales con que cuenta. Todo ello debe ser explicado en forma 
suficiente, oportuna, y adecuada al nivel cultural de la niña, niño o adolescente; 
c. a la igualdad en la relación procesal, a cuyo efecto puede producir todas las 
pruebas que estime conveniente para su defensa; 
d. a la asistencia de un abogado/a especializado/a en niñez y adolescencia de 
su libre elección o proporcionado/a gratuitamente por el Gobierno de la Ciu-
dad; 
e. a ser escuchado personalmente por la autoridad competente tanto en la ins-
tancia administrativa como judicial; 
f. a no ser obligado a declarar; 
g. a solicitar la presencia de los padres o responsables a partir de su aprehen-
sión y en cualquier etapa del procedimiento; 
h. a que sus padres, responsables, o persona a la que la niña, niño o adolescente 
adhiera afectivamente, sean informados de inmediato en caso de aprehensión, 
del lugar donde se encuentra, hecho que se le imputa, tribunal y organismo de 
prevención intervienientes; 
i. a que toda actuación referida a la aprehensión de niños, niñas y adolescentes, 
así como los hechos que se le imputen sean estrictamente confidenciales; 
j. a comunicarse en caso de privación de libertad, en un plazo no mayor de una 
hora, por vía telefónica o a través de cualquier otro medio, con su grupo familiar 
responsable, o persona a la que adhiera afectivamente. 
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ARTÍCULO 12.- Incorporación de Reglas de Naciones Unidas
Se consideran parte integrante de la presente ley, en lo pertinente, las “Reglas Mínimas 
de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de menores (Reglas de 
Beijing) Resolución Nº 40/33 de la Asamblea General”, las “Reglas de las Naciones 
Unidas para la protección de los menores privados de libertad Resolución Nº 45 /113 
de la Asamblea General”, y las “Directrices de Naciones Unidas para la prevención de 
la Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad)” que se nominan ANEXOS I, II y III respec-
tivamente 

ARTÍCULO 13.- Derecho a la identidad 
El derecho a la identidad comprende el derecho a una nacionalidad, a un nombre, a su 
cultura, a su lengua de origen, a su orientación sexual, al conocimiento de quiénes son 
sus padres y a la preservación de sus relaciones familiares de conformidad con la ley. 

ARTÍCULO 14.- Medidas de Protección de la Identidad
Para efectivizar el derecho a la identidad el Gobierno de la Ciudad debe: 

a. identificar al recién nacido mediante el procedimiento que establezca la nor-
mativa vigente; 
b. garantizar la inscripción gratuita de niños y niñas inmediatamente después de 
su nacimiento. En ningún caso la indocumentación de la madre o del padre es 
obstáculo para que se identifique al recién nacido o a los menores de dieciocho 
años de edad. 
c. facilitar y colaborar para obtener información, la búsqueda o localización de 
los padres u otros familiares de niñas, niños y adolescentes facilitándoseles el 
encuentro o reencuentro familiar. 

ARTÍCULO 15.- Derecho a la integridad
Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la integridad biopsicosocial, a la inti-
midad, a la privacidad, a la autonomía de valores, ideas o creencias y a sus espacios 
y objetos personales. 

ARTÍCULO 16.- Reserva de Identidad 
Ningún medio de comunicación social, público o privado, podrá difundir información 
que identifique o pueda dar lugar a la identificación de niñas, niños y adolescentes a 
quienes se les atribuya o fueran víctimas de la comisión de un delito. 

ARTÍCULO 17.- Derecho a ser oído 
Los niños, niñas y adolescentes, tienen derecho a ser oídos en cualquier ámbito cuan-
do se trate de sus intereses o al encontrarse involucrados personalmente en cuestio-
nes o procedimientos relativos a sus derechos. 

ARTÍCULO 18.- Derecho a la Dignidad 
Es deber de la familia, la sociedad y el Gobierno de la Ciudad proteger la dignidad 
de niños, niñas y adolescentes impidiendo que sean sometidos a trato violento, dis-
criminatorio, vejatorio, humillante, intimidatorio, a prostitución, explotación sexual o a 
cualquier otra condición inhumana o degradante. 

ARTÍCULO 19.- Derecho a ser Respetado
El respeto a las niñas, niños y adolescentes consiste en brindarles comprensión, en 
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otorgarles la oportunidad al despliegue de sus actividades, al desarrollo de sus poten-
cialidades, al goce y ejercicio de sus derechos y al protagonismo activo inherente a las 
prácticas ciudadanas acordes con su edad. 

ARTÍCULO 20.- Derecho a la Igualdad 
Los niños, niñas y adolescentes tienen idéntica dignidad y son iguales ante la ley. 
Se les reconoce y garantiza el derecho a ser diferente, no admitiéndose discriminacio-
nes que tiendan a la segregación por razones o con pretexto de raza, etnia, género, 
orientación sexual, edad, ideología, religión, opinión, nacionalidad, caracteres físicos, 
condición psicofísica, social, económica, creencias culturales o cualquier otra circuns-
tancia que implique exclusión o menoscabo de ellos, de sus padres o responsables. 
Las normas legales y reglamentarias de cualquier naturaleza deben aplicarse a todas 
las niñas, niños y adolescentes sin discriminación alguna. 

ARTÍCULO 21.- Necesidades especiales 
Las niñas, niños y adolescentes con necesidades especiales de cualquier índole tie-
nen derecho a disfrutar de una vida plena en condiciones que aseguren su dignidad e 
integración igualitaria. 

ARTÍCULO 22.- Derecho a la Salud 
Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la atención integral de su salud. Debe 
asegurarse su acceso gratuito, universal e igualitario, sobre la base de la solidaridad. 

ARTÍCULO 23.- Protección de la salud 
A los efectos de garantizar el disfrute del nivel más alto de salud el Gobierno debe 
adoptar medidas para: 

a. reducir la morbi-mortalidad; 
b. combatir las enfermedades y la malnutrición; 
c. asegurar que todos los sectores de la sociedad, los miembros de la familia, y 
en particular los niñas, niños y adolescentes, conozcan los principios básicos de 
la salud y la nutrición, las ventajas de la lactancia materna, la higiene, el sanea-
miento ambiental y todas las medidas de cuidado y prevención; 
d. desarrollar la atención sanitaria preventiva, la orientación al grupo familiar 
conviviente, la educación en materia de salud sexual y reproductiva, tendientes 
a prevenir el embarazo no deseado y las enfermedades de transmisión sexual; 
e. proveer gratuitamente a niños, niñas y adolescentes de escasos recursos 
medicamentos, prótesis u otros elementos necesarios para su tratamiento, ha-
bilitación y rehabilitación. 
f. proporcionar condiciones dignas para que la madre, el padre o la persona res-
ponsable del cuidado de niños, niñas y adolescentes permanezca todo el tiem-
po durante el cual se prolongue la internación en establecimientos de salud; 
g. vacunar gratuitamente según el esquema vigente. 
h. garantizar el derecho de los niños y niñas a gozar de la lactancia materna ex-
clusiva hasta los 6 meses de edad y continuada hasta el primer año de vida, con 
el agregado de alimentos complementarios, adecuados, oportunos y seguros, 
inclusive para aquellos cuyas madres cumplen penas privativas de libertad. El 
niño o niña no podrá ser separado de su madre durante un período no menor a 
los doce (12) meses consecutivos a partir del momento de su nacimiento. (Con-
forme texto Art. 8º de la Ley Nº 2.524, BOCBA Nº 2832 del 14/12/2007) 
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i. garantizar la aplicación de los principios consagrados en esta ley en materia 
de prestaciones relativas a la salud mental; 
j. garantizar la atención de la salud a toda adolescente embarazada. 

ARTÍCULO 24.- Atención perinatal
Los establecimientos públicos y privados que realicen atención del embarazo, del par-
to y del recién nacido, están obligados a: 

a. conservar las historias clínicas individuales por el plazo de 30 años; 
b. realizar exámenes a fin de determinar el diagnóstico y la terapéutica de anor-
malidades en el metabolismo del recién nacido, así como prestar orientación a 
los padres; 
c. proveer una declaración de nacimiento donde conste lo ocurrido en el parto 
y el desenvolvimiento del neonato; 
d. posibilitar la permanencia del neonato junto con la madre; 
e. ejecutar acciones programadas teniendo en cuenta los grupos de mayor vul-
nerabilidad para garantizar el adecuado seguimiento del embarazo, parto, puer-
perio del recién nacido: 
f. garantizar la atención de todas las enfermedades perinatales en el ámbito 
estatal y privado. 

ARTÍCULO 25.- Derecho a la Convivencia familiar y comunitaria 
Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a ser criados y cuidados por sus pa-
dres y a permanecer en su grupo familiar de origen, en una convivencia sustentada en 
vínculos y relaciones afectivas y comunitarias. 

ARTÍCULO 26.- Preservación del grupo familiar 
La carencia o insuficiencia de recursos materiales del padre, madre o responsable 
no constituye causa para la separación de la niña, niño o adolescente de su grupo 
familiar. 
La convivencia dentro de otros grupos familiares constituye una situación 
excepcional. 

ARTÍCULO 27.- Derecho a la educación 
Formación integral Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la educación con 
miras a su desarrollo integral, su preparación para el ejercicio de la ciudadanía, su for-
mación para la convivencia democrática y el trabajo, garantizándoles el disfrute de los 
valores culturales, la libertad de creación y el desarrollo máximo de las potencialidades 
individuales. 

ARTÍCULO 28.- Derecho a la Educación. Valores 
El derecho a la educación a través de los sistemas de enseñanza formal y no formal 
comprende la construcción de valores basados en la tolerancia y el respeto por los 
derechos humanos, la pluralidad cultural, la diversidad, el medio ambiente, los recur-
sos naturales y los bienes sociales, preparando a los niños, niñas y adolescentes para 
asumir una vida responsable en una sociedad democrática. 

ARTÍCULO 29.- Derecho a la Educación. Garantías mínimas 
El Gobierno de la Ciudad garantiza a niños, niñas y adolescentes: 

a. acceso gratuito a los establecimientos educativos de todos los niveles 



250 | Con las Mujeres, por sus Derechos

b. garantizando la prestación del servicio en todos los barrios de la Ciudad. 
c. igualdad de condiciones de acceso, permanencia y egreso del sistema edu-
cativo, instrumentando las medidas necesarias para su retención en el mismo; 
d. respeto por parte de los integrantes de la comunidad educativa; 
e. acceso al conocimiento e información de los procedimientos para la cons-
trucción de las normativas de convivencia y su participación en ella; 
f. ser escuchados/as previamente en caso de decidirse cualquier medida o san-
ción, las que únicamente pueden tomarse mediante procedimientos y normati-
vas conocidas, claras y justas; 
g. recurrir a instancias escolares superiores o extraeducativas en caso de san-
ciones; 
h. ser evaluados/as por sus desempeños y logros, conforme a las normas acor-
dadas previamente y a conocer u objetar criterios de evaluación, pudiendo re-
currir a instancias escolares superiores; 
i. la organización y participación en entidades estudiantiles; 
j. el conocimiento de los derechos que les son reconocidos y los mecanismos 
para su ejercicio y defensa; 
k. recibir educación pública, eximiéndoselos de presentar documento de iden-
tidad nacional, en caso de carecer del mismo, o cualquier otra documentación 
que restrinja dicho acceso debiéndoseles entregar la certificación o diploma 
correspondiente a cada nivel; 
l. la existencia y aplicación de lineamientos curriculares acordes con sus necesi-
dades y que viabilicen el desarrollo máximo de las potencialidades individuales. 
m. la implementación de investigaciones, experiencias y nuevas propuestas re-
lativas a los diseños curriculares y a su didáctica, con miras a dar respuesta a 
las necesidades de integración de la diversidad de la población infantil y adoles-
cente en la educación común. 

ARTÍCULO 30.- Derecho a la recreación, juego, deporte y descanso 
Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la recreación, al juego, al deporte y 
al descanso. 

ARTÍCULO 31.- Participación e integración 
El Gobierno de la Ciudad debe implementar actividades culturales, deportivas y de 
recreación, promoviendo el protagonismo de niños, niñas y adolescentes y la partici-
pación e integración de aquellos con necesidades especiales. 

ARTÍCULO 32.- Derecho a la no explotación 
Las niñas y los niños tienen derecho a no trabajar. Las personas mayores de catorce 
años pueden hacerlo conforme a las modalidades establecidas en la legislación vigen-
te. 

ARTÍCULO 33.- Derecho a la libre expresión, información y participación 
Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a: 

a. informarse, opinar y expresarse; 
b. creer y profesar cultos religiosos; 
c. participar en la vida política; 
d. asociarse y celebrar reuniones; 
e. usar, transitar y permanecer en los espacios públicos. 
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ARTÍCULO 34.- Responsabilidad de los padres 
Incumbe a los padres la responsabilidad primordial de la crianza y desarrollo de sus 
hijos/as para su protección y formación integral. La Ciudad de Buenos Aires respeta 
los derechos y deberes de los padres y les presta la ayuda necesaria para su ejercicio 
con plenitud y responsabilidad. 

TÍTULO III - De las Políticas Públicas de Protección Integral

CAPÍTULO Primero - Pautas Básicas 

ARTÍCULO 35.- Ejes 
Son ejes que sustentan las políticas públicas de protección integral de los derechos: 

a. descentralizar los organismos de aplicación de los programas específicos de 
las distintas políticas de protección integral a fin de garantizar mayor autonomía, 
agilidad y eficiencia; 
b. elaborar, desarrollar, monitorear, articular y evaluar los programas especí-
ficos de las distintas áreas de salud, educación, vivienda, recreación, trabajo, 
deporte, cultura, seguridad pública y social, con criterios de intersectorialidad e 
interdisciplinariedad y participación activa de la comunidad; 
c. propiciar la constitución de organizaciones y organismos para la defensa de 
los derechos de niños, niñas y adolescentes que brinden asesoramiento y pa-
trocinio jurídico gratuito, deduzcan denuncias o promuevan acciones ante tribu-
nales, asesorías, fiscalías y defensorías oficiales; 
d. promover la participación de diversos segmentos de la sociedad, en especial 
de los centros de estudiantes y de los grupos juveniles, generando desde el 
Estado los espacios necesarios para su creación y desarrollo; 
e. implementar servicios de identificación y localización de padres, madres y 
responsables, de niños y adolescentes; 
f. propender a la formación de redes sociales que conecten y optimicen los 
recursos existentes. 

CAPÍTULO Segundo - Medidas de Protección Especial de Derechos 

ARTÍCULO 36.- Definición 
Son medidas de protección especial aquellas que se adoptan cuando son amenaza-
dos, vulnerados o violados los derechos de niños, niñas y adolescentes. Son limitadas 
en el tiempo y se prolongan mientras persistan las causas que dieron origen a las 
amenazas o violaciones. 

ARTÍCULO 37.- Objetivos 
Las medidas de protección especial tienen como objetivo la conservación o recupera-
ción por parte del sujeto del ejercicio y goce de sus derechos vulnerados y la repara-
ción de sus consecuencias. 

ARTÍCULO 38.- Alteración de la identidad 
La privación, adulteración, modificación o sustitución de alguno de los elementos que 
integran la identidad de niñas, niños y adolescentes, se consideran amenazas o viola-
ciones de este derecho. 
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ARTÍCULO 39.- Comunicación 
Toda persona que tomare conocimiento de la existencia de abuso físico, psíquico, 
sexual, trato negligente, malos tratos o explotación de niños, niñas y adolescentes 
debe comunicarlo inmediatamente a los organismos competentes y a las defensorías 
zonales creadas por la presente ley. Si fuere funcionario su incumplimiento lo hará 
pasible de sanción. 

ARTÍCULO 40.- Acciones sociales de protección 
Cuando el organismo creado por la presente ley tome conocimiento de alguna ame-
naza o violación de derechos de niñas, niños y adolescentes debe implementar en 
forma directa o a través de sus unidades descentralizadas, las acciones sociales de 
protección especial tendientes a proporcionar escucha, atención, contención y ayuda 
necesarias a las niñas, niños y adolescentes y a quienes cuiden de ellos. 

ARTÍCULO 41.- Intervención Judicial 
La intervención judicial podrá ser requerida: 

a. por quien tenga interés legítimo como representante legal de niños, niñas y 
adolescentes o como miembro de su familia de parentesco o de la comunidad 
local; 
b. por los integrantes de los equipos técnicos que se desempeñen en los orga-
nismos creados por la presente ley; 
c. por el propio niño/a o adolescente en su resguardo. 

ARTÍCULO 42.- Formas alternativas de convivencia 
Cuando medie inexistencia o privación del grupo familiar de pertenencia, las medidas 
de protección consisten en la búsqueda e individualización de alternativas para que ni-
ñas, niños y adolescentes convivan con personas vinculadas a ellos, a través de líneas 
de parentesco por consanguinidad o por afinidad, o con otros miembros de la familia 
ampliada o de la comunidad, según la costumbre local, en todos los casos teniendo 
en cuenta la opinión de niños, niñas y adolescentes. 
Cualesquiera de esas formas alternativas de convivencia, instrumentada por el orga-
nismo competente creado por la presente ley, configura una guarda provisoria de he-
cho. 

ARTÍCULO 43.- Desjudicialización de la pobreza 
Cuando la amenaza o violación de derechos sea consecuencia de necesidades bá-
sicas insatisfechas, carencias o dificultades materiales, económicas, laborales o de 
vivienda, las medidas de protección a aplicar son los programas sociales establecidos 
por las políticas públicas, que deben brindar orientación, ayuda y apoyo incluso eco-
nómico, con miras a la sustentación y fortalecimiento de los vínculos del grupo familiar 
responsable del cuidado de niñas, niños y adolescentes. 

ARTÍCULO 44.- Excepcionalidad de la internación 
Sólo en forma excepcional, subsidiaria y por el más breve lapso posible puede recurrir-
se a la internación, debiéndose propiciar, a través de mecanismos rápidos y ágiles el 
regreso de niños, niñas y adolescentes a su grupo o medio familiar y comunitario y su 
reintegración social. En ningún caso, las medidas de protección pueden consistir en la 
privación de libertad. Las internaciones son supervisadas por las defensorías zonales 
creadas por la presente ley. 
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TÍTULO IV - AUTORIDADES DE APLICACIÓN 

Capítulo Primero - Consejo de los Derechos de Niños, Niñas y 
Adolescentes de la Ciudad 

ARTÍCULO 45.- Creación y finalidad 
Créase en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires el Consejo de los Derechos de 
Niñas, Niños y Adolescentes como organismo especializado que tiene a su cargo las 
funciones que le incumben a la Ciudad en materia de promoción y protección integral 
de los derechos de niños, niñas y adolescentes. 

ARTÍCULO 46.- Jerarquía Institucional - Autonomía 
El Consejo integra el área Jefatura de Gobierno de la Ciudad y goza de autonomía 
técnica y administrativa y autarquía financiera. 

ARTÍCULO 47.- Composición 
El Consejo está compuesto por: 

a. Una Dirección Ejecutiva 
b. Un Plenario 

ARTÍCULO 48.- Dirección Ejecutiva. Integración 
La Dirección Ejecutiva está integrada por: 

a. Un/a Presidente/a 
b. Un/a vicepresidente/a 

ARTÍCULO 49.- Plenario - Integración 
El Plenario está integrado por: 

a. El/la Presidente/a; 
b. El/la Vicepresidente/a; 
c. Un/a Subsecretario/a de la Secretaría de Salud; 
d. Un/a Subsecretario/a de la Secretaría de Educación; 
e. Un/a Subsecretario/a de la Secretaría de Promoción Social; 
f. Un/a Subsecretario/a de la Secretaría de Cultura; 
g. Un/a Subsecretario/a que tenga a su cargo la autoridad administrativa del 
trabajo en el ámbito del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires; 
h. Un/a Subsecretario/a o Funcionario/a de máxima jerarquía del organismo 
que se dedique a la promoción de los Derechos Humanos en el Gobierno de la 
Ciudad; 
i. Cinco (5) profesionales con formación y antecedentes científicos y técnicos, 
especializados en la temática de la niñez y adolescencia, designados por la Le-
gislatura, que deben reflejar proporcionalmente la representación política de los 
bloques que la componen; 
j. Cinco (5) representantes designados por organizaciones no gubernamenta-
les debidamente registradas, especializadas en los derechos contemplados por 
esta ley. Uno de los representantes debe pertenecer a las organizaciones no 
gubernamentales que se ocupen de niñas, niños y adolescentes con necesida-
des especiales; 
k. Dos (2) representantes designados por el Consejo de la Juventud; 
l. Un representante designado por la Asesoría General Tutelar; m) Cuatro (4) 
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representantes de las defensorías de los Derechos de Niños, Niñas y Adoles-
centes. 

(Conforme texto Art. 12º de la Ley Nº 937, BOCBA Nº 1606 del 10/01/2003) 

ARTÍCULO 50.- Designación, jerarquía 
El/la Presidente/a del Consejo es designado/a por el Jefe de Gobierno con rango de 
Secretario/a. 
El/la Vicepresidente/a es designado/a por el Jefe de Gobierno con rango de 
Subsecretario/a. 
Los/as subsecretarios/as o funcionarios/as de máxima jerarquía del Poder Ejecutivo de 
cada área que integran el Consejo son designados/as por el Jefe de Gobierno. 
Los/as representantes de la Legislatura son designados/as en la forma que aquella 
disponga. 
Los/as representantes del Consejo de la Juventud son designados/as por dicho or-
ganismo. 
Los/as representantes de las organizaciones no gubernamentales son designados/as 
por éstas en una asamblea convocada al efecto. Desempeñan sus funciones en forma 
honoraria. 
Las Defensorías Zonales establecen sus propios mecanismos para designar a sus 
representantes. 

ARTÍCULO 51.- Representación de género 
En la integración del Consejo debe cumplirse con lo dispuesto por el art. 36 de la 
Constitución de la Ciudad, no pudiendo incluirse más del setenta por ciento de perso-
nas del mismo sexo. 

ARTÍCULO 52.- Duración 
Los miembros del Consejo duran dos años en sus funciones pudiendo ser reelectos/
as. Los/as subsecretarios/as o funcionarios/as son designados/as y removidos por el 
Poder Ejecutivo. 

ARTÍCULO 53.- Remoción 
Es causal de remoción el mal desempeño de sus funciones. El Reglamento Interno 
que se dicte el 
Consejo establecerá el procedimiento respectivo. 

ARTÍCULO 54.- Funciones 
Son funciones del Consejo: 

a. definir la política anual del organismo a través de un Plan que articule transver-
salmente la acción de gobierno en todas las áreas y enunciar los criterios para 
la formulación estratégica de la misma; 
b. diseñar y aprobar los programas necesarios para el cumplimiento de los de-
rechos consagrados y ratificados por la presente ley; 
c. asesorar y proponer al Gobierno de la Ciudad las políticas del área; 
d. articular las políticas públicas de todas las áreas de gobierno, en los aspectos 
vinculados con la infancia y la adolescencia; 
e. elaborar proyectos legislativos específicos; 
f. aprobar informes anuales que son elevados al Jefe de Gobierno y a la Legis-
latura; 
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g. realizar la evaluación anual de lo actuado; 
h. evaluar los informes trimestrales presentados por las Defensorías; 
i. tomar las medidas para dar cumplimiento a las demandas pertinentes; 
j. proponer al Jefe de Gobierno el Presupuesto del Área, Planes y Cálculos de 
Recursos; 
k. promover la participación social de niñas, niños y adolescentes para el ejerci-
cio pleno de la ciudadanía; 
l. realizar estudios, relevamientos, diagnósticos situacionales, investigaciones y 
recabar información de cualquier organismo público o privado; 
m. participar en el diseño de la política oficial de medios de comunicación vin-
culada con la materia; 
n. celebrar convenios con universidades e instituciones públicas o privadas, 
o. arbitrar los medios de seguimiento y control sobre los organismos del Go-
bierno de la Ciudad y las organizaciones no gubernamentales involucradas en la 
ejecución de políticas públicas; 
p. ser oído en la solicitud de personería jurídica que presenten las instituciones 
privadas de atención de niños, niñas y adolescentes; supervisar los proyectos 
de planes y programas de las mismas y peticionar en los casos que estime pro-
cedente la cancelación de dicha personería; 
q. recabar, recibir y canalizar las inquietudes de niños, niñas y adolescentes; 
r. organizar y dirigir el Registro Único de Aspirantes a la Adopción creado por la 
Ley 24.779; 
s. dictar su reglamento interno. 

ARTÍCULO 55.- Funciones del/la Presidente/a 
Son funciones del/la Presidente/a: 

a. presidir las reuniones plenarias; 
b. representar a la Ciudad ante las autoridades y organismos nacionales e in-
ternacionales; 
c. elevar al Poder Ejecutivo el Presupuesto del Área, Planes y Cálculo de Recur-
sos y fijar las remuneraciones; 
d. ejercer la legitimación procesal para actuar en todos los casos derivados de 
los fines y objetivos de la presente ley; 
e. denunciar ante las autoridades judiciales competentes las infracciones a leyes 
vigentes en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes; 
f. recibir, donaciones, legados, herencias, subsidios y subvenciones que se le 
hicieran al Consejo, con la aprobación del Jefe de Gobierno o de la Legislatura, 
cuando corresponda. 

ARTÍCULO 56.- Funciones del/la Vicepresidente/a 
Son funciones del/la Vicepresidente/a: 

a. reemplazar al presidente en caso de ausencia o vacancia; 
b. coordinar, asistir y supervisar el funcionamiento de las Defensorías Zonales 
de Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes; 
c. llevar el registro de Organizaciones No Gubernamentales creado por esta 
ley; 
d. convocar a las asambleas de las organizaciones no gubernamentales y de las 
Defensorías Zonales; 
e. realizar toda otra función que determine el plenario. 
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ARTÍCULO 57.- Ejecución de acciones y programas 
La Secretaría de cada área del Poder Ejecutivo ejecuta las acciones y programas inhe-
rentes a su competencia. 

ARTÍCULO 58.- Funcionamiento del Consejo
El Consejo adopta sus decisiones en Plenario. Este se reúne por lo menos una vez 
cada dos meses y sesiona con la mitad más uno de sus miembros. Adopta sus deci-
siones por mayoría de votos. En caso de empate vota el Presidente. 
Las reuniones extraordinarias se realizan a solicitud de la Dirección Ejecutiva o de por 
lo menos el veinte por ciento de los integrantes del Consejo. 

ARTÍCULO 59.- Unidad técnico administrativa 
La Dirección Ejecutiva cuenta con una Unidad técnico-administrativa que debe estar 
dotada de la infraestructura y equipamientos suficientes, recursos técnicos y profesio-
nales idóneos. Su estructura básica comprende, por lo menos, las siguientes áreas de 
actividades: 

a. coordinación y cooperación interinstitucional; 
b. coordinación de programas y Defensorías; 
c. asistencia técnica, investigación, seguimiento y evaluación de programas, 
capacitación, comunicación y documentación; 
d. coordinación administrativa. 

CAPÍTULO Segundo - Defensorías Zonales de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes 

ARTÍCULO 60.- Creación 
Créanse en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires las Defensorías Zonales como 
organismos descentralizados del Consejo de los Derechos de Niños, Niñas y Adoles-
centes. Cada una de las Comunas cuenta, por lo menos, con una Defensoría. 

ARTÍCULO 61.- Objeto y fines 
Las Defensorías Zonales tienen por objeto diseñar y desarrollar un sistema articulado 
de efectivización, defensa y resguardo de los derechos de niños, niñas y adolescentes. 
Deben ejecutar las políticas públicas específicas, implementando acciones con crite-
rios interdisciplinarios y participación de los actores sociales. 

ARTÍCULO 62.- Composición 
Las Defensorías Zonales están integradas por: 

a. un Consejo Consultivo; 
b. un Equipo técnico; 
c. una Unidad Administrativa. 

ARTÍCULO 63.- Integración del Consejo Consultivo 
El Consejo Consultivo está integrado por: 

a. miembros de organismos e instituciones oficiales con sede en la comuna, 
pertenecientes, entre otras, a las áreas de salud, educación, recreación y pro-
moción social; 
b. representantes de organizaciones barriales intermedias con actuación en la 
zona.
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Sus integrantes son elegidos en Asamblea que al efecto convoca el Equipo Téc-
nico y se renuevan cada dos años. Sus funciones son ad honorem. 

ARTÍCULO 64.- Integración del Equipo Técnico 
El Equipo Técnico desempeña sus funciones de modo interdisciplinario y está integra-
do como mínimo por: 

a. un/a trabajador/a social; 
b. un/a psicóloga/o; 
c. un/a abogado/a; 
d. dos promotoras/es de derechos de niños, niñas y adolescentes propuestos/
as por las organizaciones barriales que acrediten experiencia y especialización 
en la temática de infancia y adolescencia. 

ARTÍCULO 65.- Designación del Equipo Técnico 
Los/las integrantes del Equipo Técnico son designados/as por el Consejo de acuerdo 
a un sistema de Concursos. Para ser designado/a es necesario acreditar anteceden-
tes de conocimientos, experiencia y capacitación en las temáticas a que se refiere la 
presente ley. 
El Consejo nombra a uno/a de los/as profesionales del Equipo Técnico como 
coordinador/a del mismo. 

ARTÍCULO 66.- Prioridad de asignación de recursos 
La conformación del Equipo Técnico de cada Defensoría Zonal, así como los recursos 
que el Consejo les provea, responden a la prioridad, suficiencia y adecuación que re-
quieran las particularidades propias de cada Comuna. 

ARTÍCULO 67.- Legitimación en causas judiciales 
Las Defensorías Zonales son parte legítima en las causas judiciales. Todos los infor-
mes, pericias, diagnósticos, evaluaciones y demás actuaciones extrajudiciales reali-
zadas por las Defensorías, deben ser agregadas al expediente judicial como prueba 
preconstituida, a los efectos de su valoración por el Juez evitando su reiteración inne-
cesaria. 

ARTÍCULO 68.- Reuniones Plenarias 
Las reuniones plenarias se efectúan por lo menos una vez al mes. Participan todas los 
integrantes de la Defensoría Zonal. En ellas: 
a. el Equipo Técnico informa las actividades realizadas y programadas; 
b. el Consejo Consultivo puede emitir opinión y sus dictámenes deben ser tenidos en 
cuenta por el Equipo Técnico para llevar a cabo acciones articuladas con la comuni-
dad. 

ARTÍCULO 69.- Informes del Equipo Técnico 
El Equipo Técnico elevará al Consejo un informe trimestral sobre el funcionamiento y 
desarrollo de la Defensoría Zonal. 

ARTÍCULO 70.- Funciones de las Defensorías 
Son funciones de las Defensorías Zonales: 

a. difundir los principios emanados de la Convención Internacional de los De-
rechos del Niño y propiciar y apoyar todas aquellas acciones que promuevan 
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dichos derechos; 
b. establecer los procedimientos para la implementación de programas de efec-
tivización y de protección especial de los derechos de niñas, niños y adoles-
centes; 
c. brindar asesoramiento, orientación y atención ante situaciones de amenaza 
o violación de derechos de niños, niñas y adolescentes. Utilizar modalidades 
alternativas de resolución de conflictos. Las actuaciones Zonales constituirán 
instancias comunitarias alternativas a la intervención judicial o, en su caso, 
coadyuvantes o previas a ella. 
d. conformar y fortalecer una red articulada en el ámbito local para facilitar la 
confluencia de recursos destinados a problemáticas de amenaza o violación de 
los derechos de las niñas, niños y adolescentes; 
e. actualizar en forma permanente su capacitación; 
f. recibir los reclamos e inquietudes que formulen niños, niñas, adolescentes y 
cualquier otra persona de existencia visible o ideal con relación a los derechos 
contemplados por la presente ley. Canalizar esas expresiones a través de los 
organismos competentes; 
g. otorgar patrocinio jurídico gratuito, cuando lo estime necesario o conveniente, 
a niñas, niños, adolescentes y a miembros de su grupo familiar; 
h. dictaminar en el otorgamiento de subsidios a los grupos familiares de origen 
de niños, niñas y adolescentes o a integrantes de la familia ampliada o a miem-
bros de la comunidad local, sean personas de existencia visible o ideal, para 
implementar medidas de efectivización o de protección especial de derechos, 
en las condiciones que los programas determinen; 
i. celebrar reuniones y sostener entrevistas o encuentros con miembros del gru-
po familiar, de la familia ampliada o de la comunidad local; 
j. realizar averiguaciones, efectuar diagnósticos, evaluar daños y perjuicios, di-
mensionar consecuencias e impactos, brindar apoyo, orientación, contención, 
seguimiento y acompañamiento para que niñas, niños y adolescentes manten-
gan o recuperen el disfrute y goce de sus derechos; 
k. llevar un registro de comunicaciones y confeccionar estadísticas de los recla-
mos que se le efectúen. Las estadísticas deberán contener entre otras variables, 
las diferentes problemáticas, personas involucradas, circuitos, acciones lleva-
das a cabo y resultados de las mismas; 
l. publicar y difundir el resultado de las estadísticas realizadas; 
m. recabar información, realizar averiguaciones y efectuar gestiones tendientes 
a verificar la existencia de incumplimientos a lo establecido por la presente ley. 
n. informar a las autoridades competentes las irregularidades constatadas. Las 
autoridades receptoras intervinientes deben comunicar al Consejo el estado de 
las investigaciones realizadas, sus resultados y las medidas adoptadas; 
o. interponer acción judicial contra todo acto que vulnere o restrinja los dere-
chos de niños, niñas y adolescentes y sus familias como así también aquéllas 
que tengan por objeto la vigencia de principios, derechos y garantías asegura-
dos por la presente ley; 
p. consultar y requerir copias de las actuaciones o piezas respectivas a fin de 
verificar el debido cumplimiento de las garantías procesales de niñas, niños y 
adolescentes así como el respeto de sus derechos a ser oídos en todo trámite 
administrativo o proceso judicial que los involucre o afecte; 
q. formular recomendaciones, propuestas o sugerencias a organismos públicos 
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o privados respecto de cuestiones susceptibles de ser materia de investiga-
ción. 
r. remitir al Consejo relevamientos y diagnósticos situacionales actualizados, 
pertenecientes a las respectivas zonas y/o barrios donde funcione la Defensoría 
Zonal; 
s. sugerir modificaciones que aseguren un mejor funcionamiento de los servicios 
públicos atinentes a la niñez, la adolescencia y la familia; 
t. brindar asesoramiento y emitir dictámenes referidos a cuestiones temáticas 
de su competencia. 
u. proponer las reformas legales necesarias para garantizar los derechos de 
niños, niñas y adolescentes; 
v. procurar que las niñas, niños y adolescentes albergados por razones de ur-
gencia, en forma transitoria, excepcional y subsidiaria, en pequeños hogares u 
organismos no gubernamentales, regresen a su grupo familiar o recuperen la 
convivencia con miembros de la familia ampliada o de la comunidad local facili-
tando la reinserción y contención en su medio afectivo y social. 

CAPÍTULO Tercero - Organismos de Atención 

ARTÍCULO 71.- Organismos de Atención-concepto 
A los fines de la presente ley se consideran Organismos de Atención los organismos 
estatales y las organizaciones no gubernamentales que desarrollen programas o servi-
cios de atención a niños, niñas y adolescentes. 

ARTÍCULO 72.- Obligaciones 
Los Organismos de Atención deben cumplir con los derechos y garantías que emanan 
de esta ley, la Constitución de la Nación, la Convención Internacional sobre los Dere-
chos del Niño, los Tratados Internacionales en los que el Estado Argentino sea parte y 
la Constitución de la Ciudad y en especial: 

a. respetar y preservar la identidad de las niñas, niños y adolescentes y ofrecer-
les un ambiente de respeto y dignidad; 
b. respetar y preservar los vínculos familiares, evitando desmembrar o separar 
grupos de hermanos; 
c. brindar a los niños, niñas y adolescentes atención personalizada y en peque-
ños grupos evitando en todos los casos el hacinamiento y la promiscuidad; 
d. ofrecer instalaciones físicas en condiciones adecuadas de habitabilidad, hi-
giene, salubridad, seguridad y respeto a la intimidad y privacidad de cada per-
sona;
e. asegurar la participación de las niñas, niños y adolescentes atendidos en la 
elaboración y el cumplimiento de pautas de convivencia; 
f. fortalecer la participación del grupo familiar en el proceso educativo; 
g. propiciar actividades culturales, deportivas y de recreación en el ámbito abier-
to de la comunidad; 
h. propiciar la educación y la formación para el trabajo en las instituciones públi-
cas o privadas abiertas de la comunidad; 
i. evitar el traslado a otras instituciones alejadas del domicilio de niños. niñas y 
adolescentes; 
j. fomentar el desarrollo de actividades en las que participen ambos sexos; 
k. brindar atención integral de la salud mediante la derivación a los centros 
pertinentes; 
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l. asegurar el apoyo para el regreso de niños, niñas y adolescentes a su ámbito 
familiar o comunitario; 
m. ofrecer vestuario y alimentación adecuados y suficientes; 
n. abstenerse bajo ningún pretexto de conculcar o limitar derecho alguno de ni-
ñas, niños o adolescentes que no haya sido objeto de restricción en la decisión 
judicial respectiva; 
o. asegurar asistencia religiosa a aquellos /as que lo deseen de acuerdo a sus 
propias creencias; 
p. realizar el estudio social y el seguimiento de cada situación; debiendo confec-
cionarse un legajo de cada persona atendida; 
q. mantener constantemente informado/a al niño, niña o adolescente atendido/a 
sobre su situación legal debiendo notificarle cada novedad que se produzca en 
la misma de forma inmediata y cada vez que el mismo lo requiera. No se admi-
tirá ningún tipo de requisito para la formulación de este requerimiento; 
r. tramitar los documentos de identificación personal para aquellos/as que no 
los posean. 

ARTÍCULO 73.- Internación en caso de emergencia
Las entidades que cuenten con programas de albergue podrán, con carácter excep-
cional y de urgencia, alojar niñas, niños y adolescentes sin previa determinación de la 
autoridad judicial competente, debiendo comunicarlo a la misma dentro de las doce 
horas de acontecido. 
Capítulo Cuarto - Registro de Organismos No Gubernamentales 

ARTÍCULO 74.- Creación 
Créase en el ámbito del Consejo el Registro de organizaciones comunitarias y orga-
nismos no gubernamentales que tengan como objeto el trabajo sobre temáticas y 
cuestiones de cualquier índole, vinculadas directa o indirectamente a los derechos de 
niños, niñas y adolescentes. 

ARTÍCULO 75.- Obligatoriedad de la inscripción 
Deben inscribirse en el Registro las organizaciones de la sociedad civil y en general las 
personas de existencia ideal que hayan obtenido su personería jurídica. Dicha inscrip-
ción constituye condición insoslayable para la celebración de convenios de cualquier 
naturaleza y alcance con instituciones oficiales en virtud de lo dispuesto en la presente 
ley. 

ARTÍCULO 76.- Funcionamiento y requisitos 
El Consejo debe distribuir a todas las Defensorías Zonales la información actualiza-
da acerca de las personas jurídicas y otras organizaciones comunitarias registradas. 
Las organizaciones al momento de su registración deben acompañar copia de los 
estatutos y nómina de sus directivos debiendo informar de las modificaciones que se 
produzcan en ambos. 

ARTÍCULO 77.- Fiscalización de organismos 
El Consejo fiscaliza a los organismos y entidades gubernamentales y no gubernamen-
tales, así como a las organizaciones comunitarias inscriptas en el Registro. Controla 
el cumplimiento de los convenios que se celebren y lo relacionado con la observancia 
de la presente ley. 
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ARTÍCULO 78.- Sanciones 
Sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que correspondiera a sus directivos, 
funcionarios e integrantes, son aplicables a los organismos aludidos en el art. 75, en 
caso de inobservancia de la presente ley o cuando incurran en amenaza o violación de 
derechos de niñas, niños y adolescentes, las siguientes medidas: 

a. advertencia; 
b. suspensión total o parcial de la transferencia de fondos públicos; 
c. suspensión del programa; 
d. intervención de establecimientos; 
e. cancelación de la inscripción en el registro. 

Capítulo Quinto - Registro de publicación y búsqueda de chicos 
perdidos 

ARTÍCULO 79.- Créase en el ámbito del Consejo el Registro de publicación y búsque-
da de chicos perdidos 

ARTÍCULO 80.- Funciones 
a. Brindar todo tipo de información y orientación tendiente a la localización de 
los/las niños, niñas y adolescentes perdidos. 
b. Búsqueda de niños, niñas y adolescentes cuyo paradero es desconocido por 
sus padres o tutores. 
c. Difundir las imágenes de los niños, niñas y adolescentes perdidos, previa 
autorización de la autoridad competente. 

(Capítulo Quinto Conforme texto Art. 1º de la Ley Nº 741, BOCBA Nº 1.367 del 
25/01/2002) 
ARTÍCULO 80 BIS.- Toda Organización No Gubernamental que posea un objeto vincu-
lado a la promoción y protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, 
y que desarrolle su actividad en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires, debe comu-
nicar, al Registro de publicación y búsqueda de chicos perdidos, de modo inmediato 
y de la manera que la reglamentación lo determine, toda denuncia que reciba, con 
motivo de la pérdida de un niño, niña o adolescente. Junto con la comunicación debe 
remitir una copia de la denuncia recibida y toda otra información relativa al caso, que 
se encuentre en su conocimiento. (Incorporado por Art.1º de la Ley Nº 1340, BOCBA 
Nº 1.972 del 30/06/2004) 

Capítulo Sexto - Presupuesto y Control Financiero del Consejo 

ARTÍCULO 81.- Presupuesto y control financiero 
El gobierno de la Ciudad debe incluir en el presupuesto anual, la partida necesaria y 
suficiente para el cumplimiento de la finalidad del organismo. 
Su actividad económica financiera y sus registros contables son fiscalizados por la 
Auditoria de la Ciudad. 

(Capítulo Sexto incorporado por Art. 2º de la Ley Nº 741, BOCBA Nº 1.367 del 
25/01/2002) 

CLÁUSULAS TRANSITORIAS 
Primera - La Ciudad realizará los convenios y gestiones que fueren menester para el 
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paso a su órbita de todas aquellas funciones no federales que actualmente cumple el 
Consejo Nacional del Menor y la Familia en su territorio. Estos convenios deben incluir 
necesariamente el traspaso de las partidas presupuestarias para asegurar los objetivos 
de esta ley de acuerdo con lo establecido en el art. 9° inc. 4 de la Constitución de la 
Ciudad de Buenos Aires y el art. 75 inc. 2 pto. 5 de la Constitución de la Nación. 
Segunda - En todo cuanto corresponda a la aplicación de normas nacionales en el 
ámbito de la Ciudad, la Ley 10.903 no es aplicable en todo cuanto se oponga a la 
Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, ratificada por la Ley 23.849, e 
incluida en el artículo 75, inciso 22 de la Constitución Nacional. 
Tercera - El Consejo de los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes integra a su 
estructura, los equipos del Programa de Defensorías dependiente de la Secretaría de 
Promoción Social de la Ciudad de Buenos Aires. Su personal pasa a actuar bajo la 
jurisdicción y el control del Consejo de los Derechos de niñas, niños y adolescentes. 
Cuarta - Hasta tanto funcione el Registro creado por esta ley las organizaciones no 
gubernamentales serán convocadas a la Asamblea que establece el art. 50 a través de 
la Dirección de Familia y Minoridad de la Secretaría de Promoción Social de la Ciudad 
de Buenos Aires. 
Quinta - Hasta tanto se constituya el Consejo de la Juventud, los representantes del 
mismo serán elegidos: uno por una asamblea de Organizaciones No Gubernamentales 
que nucleen a jóvenes, y el otro designado por las organizaciones estudiantiles de la 
Ciudad 
Sexta - En el presupuesto correspondiente al año 1999 debe incluirse la partida nece-
saria para poner en funcionamiento los organismos creados por la presente Ley. 

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 624 del 3 de febrero de 1999
Resoluciones Reglamentarias Nº 1.342/GCABA/SSSS/05, 42/GCABA/
CDNNYA/04, 1.253/SSSS/05, 1.252/SSSS/05, 19/GCABA/CDNNYA/03, 14/GCA-
BA/CDNNYA/07 y 313/GCABA/CDNNYA/07, Ley Nº 203, Decreto Nº 1.681/07

Política

LEY NAC. Nº 25.674
PARTICIPACIÓN FEMENINA EN LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA EN LAS 
ASOCIACIONES SINDICALES

Sancionada: 6 de noviembre de 2002.
Promulgada: 28 de noviembre de 2002.
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. 
sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1.- Cada unidad de negociación colectiva de las condiciones laborales, 
deberá contar con la participación proporcional de mujeres delegadas en función de la 
cantidad de trabajadoras de dicha rama o actividad.

ARTÍCULO 2.- Los acuerdos celebrados sin la representación proporcional de mu-
jeres, no serán oponibles a las trabajadoras, salvo cuando fijaren condiciones más 
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beneficiosas.

ARTÍCULO 3.- Modifícase el artículo 18 de la Ley 23.551, el que quedará redactado 
de la siguiente manera:

ARTÍCULO 18.- Para integrar los órganos directivos, se requerirá:
a) Mayoría de edad;
b) No tener inhibiciones civiles ni penales;
c) Estar afiliado/a, tener dos (2) años de antigüedad en la afiliación y encontrarse 
desempeñando la actividad durante dos (2) años.

El setenta y cinco por ciento (75%) de los cargos directivos y representativos deberán 
ser desempeñados por ciudadanos/as argentinos, el/la titular del cargo de mayor jerar-
quía y su reemplazante estatutario deberán ser ciudadanos/as argentinos.
La representación femenina en los cargos electivos y representativos de las asociacio-
nes sindicales será de un mínimo del 30% (treinta por ciento), cuando el número de 
mujeres alcance o supere ese porcentual sobre el total de los trabajadores.
Cuando la cantidad de trabajadoras no alcanzare el 30% del total de trabajadores, el 
cupo para cubrir la participación femenina en las listas de candidatos y su represen-
tación en los cargos electivos y representativos de la asociación sindical, será propor-
cional a esa cantidad.
Asimismo, las listas que se presenten deberán incluir mujeres en esos porcentuales 
mínimos y en lugares que posibiliten su elección. 
No podrá oficializarse ninguna lista que no cumpla con los requisitos estipulados en 
este artículo. 

ARTÍCULO 4.- El Poder Ejecutivo deberá reglamentar esta ley dentro de los treinta (30) 
días contados desde su promulgación, asegurando la participación femenina normada 
en los artículos anteriores.

ARTÍCULO 5.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AI-
RES, A LOS SEIS DÍAS DEL MES DE NOVIEMBRE DEL AÑO DOS MIL DOS.

Publicada en el Boletín Oficial Nº 30.037 del 29 de noviembre de 2002
Decreto Reglamentario Nº 514/03

LEY NAC. Nº 24.012
Ley de cupo femenino

Sancionada: 6 de noviembre de 1991.
Promulgada: 29 de noviembre de 1991.
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. 
sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1.- Sustitúyese el artículo 60 del Decreto Nº 2135/83 del 18 de agosto 
de 1983, con las modificaciones introducidas por las leyes 23.247 y 23.476, por el 
siguiente:
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“Artículo 60.- Registro de los candidatos y pedido de oficialización de listas 
Desde la publicación de la convocatoria y hasta 50 días anteriores a la elección, los 
partidos registrarán ante el juez electoral la lista de los candidatos públicamente pro-
clamados, quienes deberán reunir las condiciones propias del cargo para el cual se 
postulan y no estar comprendidos en alguna de las inhabilidades legales.
Las listas que se presenten deberán tener mujeres en un mínimo del 30 % de los can-
didatos a los cargos a elegir y en proporciones con posibilidad de resultar electas. No 
será oficializada ninguna lista que no cumpla estos requisitos.
Los partidos presentarán juntamente con el pedido de oficialización de listas datos de 
filiación completos de sus candidatos y el último domicilio electoral. Podrán figurar en 
las listas con el nombre con el cual son conocidos, siempre que la variación del mismo 
no sea excesiva ni dé lugar a confusión a criterio del juez”.

ARTÍCULO 2.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AI-
RES, A LOS SEIS DÍAS DEL MES DE NOVIEMBRE DEL AÑO MIL NOVECIENTOS 
NOVENTA Y UNO.
Publicada en el Boletín Oficial Nº 27.276 del 3 de diciembre de 1991
Decreto Reglamentario Nº 1246/00

Salud

LEY NAC. Nº 26.369
OBLIGACIÓN DE CONTROL, PREVENCIÓN Y REALIZACIÓN DE EXAMEN DE 
DETECCIÓN DEL ESTREPTOCOCO GRUPO B EN EMBARAZADAS

Sancionada: 16 de abril de 2008.
Promulgada: 6 de mayo de 2008.
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. 
sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1.- Incorpórase con carácter obligatorio como práctica rutinaria de control 
y prevención la realización del examen de detección del estreptococo Grupo B Aga-
lactiae, a todas las embarazadas con edad gestacional entre las semanas 35 y 37, 
presenten o no condiciones de riesgo.

ARTÍCULO 2.- Si el resultado de la detección fuere positivo, se establece la obligatorie-
dad del tratamiento correspondiente con la modalidad y tiempo previsto por la ciencia 
médica, a fin del control de la bacteria de referencia.

ARTÍCULO 3.- Deberá considerarse el examen bacteriológico y la profilaxis como pres-
tación de rutina tanto por parte de establecimientos de atención de la salud públicos o 
privados, como por obras sociales, seguros médicos, prepagas y todo otro organismo 
financiador de prestaciones de la salud.

ARTÍCULO 4.- El Ministerio de Salud de la Nación, como autoridad de aplicación de la 
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presente ley, en coordinación con las jurisdicciones provinciales y del Gobierno de la 
Ciudad, dispondrá de los programas de investigación de prevalencia a nivel provincial 
y/o local, necesarios para la formación de los agentes de salud, acerca de la sepsis 
bacteriana temprana del recién nacido por estreptococo Grupo B Agalactiae, estrate-
gias de prevención, y obligaciones de los médicos y centros de salud, a fin de que se 
proceda de forma uniforme a la aplicación del examen bacteriológico de detección y 
la profilaxis, en todo el país.

ARTÍCULO 5.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AI-
RES, A LOS DIECISÉIS DÍAS DEL MES DE ABRIL DEL AÑO DOS MIL OCHO.
Publicada en el Boletín Oficial Nº 31.399 del 7 de mayo de 2008

LEY NAC. Nº 26.130
CONTRACEPCIÓN QUIRÚRGICA. LIGADURA DE TROMPAS DE FALOPIO Y 
VASECTOMÍA

Sancionada: 9 de agosto de 2006. 
Promulgada: 28 de agosto de 2006.
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. 
sancionan con fuerza de Ley: 

ARTÍCULO 1.- Objeto 
Toda persona mayor de edad tiene derecho a acceder a la realización de las prácticas 
denominadas “ligadura de trompas de Falopio” y “ligadura de conductos deferentes o 
vasectomía” en los servicios del sistema de salud. 

ARTÍCULO 2.- Requisitos 
Las prácticas médicas referidas en el artículo anterior están autorizadas para toda 
persona capaz y mayor de edad que lo requiera formalmente, siendo requisito previo 
inexcusable que otorgue su consentimiento informado. 
No se requiere consentimiento del cónyuge o conviviente ni autorización judicial, ex-
cepto en los casos contemplados por el artículo siguiente. 

ARTÍCULO 3.- Excepción 
Cuando se tratare de una persona declarada judicialmente incapaz, es requisito inelu-
dible la autorización judicial solicitada por el representante legal de aquélla. 

ARTÍCULO 4.- Consentimiento informado 
El profesional médico interviniente, en forma individual o juntamente con un equipo 
interdisciplinario, debe informar a la persona que solicite una ligadura tubaria o una 
vasectomía sobre: 

a) La naturaleza e implicancias sobre la salud de la práctica a realizar; 
b) Las alternativas de utilización de otros anticonceptivos no quirúrgicos auto-
rizados; 
c) Las características del procedimiento quirúrgico, sus posibilidades de 
reversión, sus riesgos y consecuencias. 
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Debe dejarse constancia en la historia clínica de haber proporcionado dicha informa-
ción, debidamente conformada por la persona concerniente. 

ARTÍCULO 5.- Cobertura 
Las intervenciones de contracepción quirúrgica objeto de la presente ley deben ser 
realizadas sin cargo para el requirente en los establecimientos del sistema público de 
salud. 
Los agentes de salud contemplados en la Ley 23.660, las organizaciones de la seguri-
dad social y las entidades de medicina prepaga tienen la obligación de incorporar estas 
intervenciones médicas a su cobertura de modo tal que resulten totalmente gratuitas 
para el/la beneficiario/a. 

ARTÍCULO 6.- Objeción de conciencia 
Toda persona, ya sea médico/a o personal auxiliar del sistema de salud, tiene derecho 
a ejercer su objeción de conciencia sin consecuencia laboral alguna con respecto a las 
prácticas médicas enunciadas en el artículo 1º de la presente ley. 
La existencia de objetores de conciencia no exime de responsabilidad, respecto de la 
realización de las prácticas requeridas, a las autoridades del establecimiento asisten-
cial que corresponda, quienes están obligados a disponer los reemplazos necesarios 
de manera inmediata. 

ARTÍCULO 7.- Modifícase al inciso 18, del artículo 20, del capítulo I; del título II de la 
Ley 17.132 de régimen legal del ejercicio de la medicina, odontología y actividades 
auxiliares de las mismas, el que quedará redactado de la siguiente manera: 
“18: Practicar intervenciones que provoquen la imposibilidad de engendrar o concebir 
sin que medie el consentimiento informado del/ la paciente capaz y mayor de edad 
o una autorización judicial cuando se tratase de personas declaradas judicialmente 
incapaces”. 

ARTÍCULO 8.- Agrégase al inciso b), del artículo 6º, de la Ley 25.673 de creación del 
Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable, el siguiente texto: 
Aceptándose además las prácticas denominadas ligadura de trompas de Falopio y li-
gadura de conductos deferentes o vasectomía, requeridas formalmente como método 
de planificación familiar y/o anticoncepción. 

ARTÍCULO 9.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AI-
RES, A LOS NUEVE DÍAS DEL MES DE AGOSTO DEL AÑO DOS MIL SEIS. 

Publicada en el Boletín Oficial Nº 30.978 del 29 de agosto de 2006 

LEY NAC. Nº 25.929
PLAN MÉDICO OBLIGATORIO. PRESTACIONES RELACIONADAS CON EL 
EMBARAZO, EL TRABAJO DE PARTO, EL PARTO Y EL POSPARTO

Sancionada: 25 de agosto de 2004.
Promulgada: 17 de septiembre de 2004.
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El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. 
sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1.- La presente ley será de aplicación tanto al ámbito público como privado 
de la atención de la salud en el territorio de la Nación.
Las obras sociales regidas por leyes nacionales y las entidades de medicina prepaga 
deberán brindar obligatoriamente las prestaciones establecidas en esta ley, las que 
quedan incorporadas de pleno derecho al Programa Médico Obligatorio.

ARTÍCULO 2.- Toda mujer, en relación con el embarazo, el trabajo de parto, el parto y 
el posparto, tiene los siguientes derechos:

a) A ser informada sobre las distintas intervenciones médicas que pudieren tener 
lugar durante esos procesos de manera que pueda optar libremente cuando 
existieren diferentes alternativas.
b) A ser tratada con respeto, y de modo individual y personalizado que le ga-
rantice la intimidad durante todo el proceso asistencial y tenga en consideración 
sus pautas culturales.
c) A ser considerada, en su situación respecto del proceso de nacimiento, como 
persona sana, de modo que se facilite su participación como protagonista de 
su propio parto.
d) Al parto natural, respetuoso de los tiempos biológico y psicológico, evitando 
prácticas invasivas y suministro de medicación que no estén justificados por el 
estado de salud de la parturienta o de la persona por nacer.
e) A ser informada sobre la evolución de su parto, el estado de su hijo o hija 
y, en general, a que se le haga partícipe de las diferentes actuaciones de los 
profesionales.
f) A no ser sometida a ningún examen o intervención cuyo propósito sea de in-
vestigación, salvo consentimiento manifestado por escrito bajo protocolo apro-
bado por el Comité de Bioética.
g) A estar acompañada, por una persona de su confianza y elección durante el 
trabajo de parto, parto y posparto.
h) A tener a su lado a su hijo o hija durante la permanencia en el establecimiento 
sanitario, siempre que el recién nacido no requiera de cuidados especiales.
i) A ser informada, desde el embarazo, sobre los beneficios de la lactancia ma-
terna y recibir apoyo para amamantar.
j) A recibir asesoramiento e información sobre los cuidados de sí misma y del 
niño o niña. 
k) A ser informada específicamente sobre los efectos adversos del tabaco, el 
alcohol y las drogas sobre el niño o niña y ella misma.
ARTÍCULO 3.- Toda persona recién nacida tiene derecho:
a) A ser tratada en forma respetuosa y digna.
b) A su inequívoca identificación.
c) A no ser sometida a ningún examen o intervención cuyo propósito sea de 
investigación o docencia, salvo consentimiento, manifestado por escrito de sus 
representantes legales, bajo protocolo aprobado por el Comité de Bioética.
d) A la internación conjunta con su madre en sala, y a que la misma sea lo más 
breve posible, teniendo en consideración su estado de salud y el de aquélla.
e) A que sus padres reciban adecuado asesoramiento e información sobre los 
cuidados para su crecimiento y desarrollo, así como de su plan de vacunación.
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ARTÍCULO 4.- El padre y la madre de la persona recién nacida en situación de riesgo 
tienen los siguientes derechos:

a) A recibir información comprensible, suficiente y continuada, en un ambiente 
adecuado, sobre el proceso o evolución de la salud de su hijo o hija, incluyendo 
diagnóstico, pronóstico y tratamiento.
b) A tener acceso continuado a su hijo o hija mientras la situación clínica lo 
permita, así como a participar en su atención y en la toma de decisiones rela-
cionadas con su asistencia.
c) A prestar su consentimiento manifestado por escrito para cuantos exámenes 
o intervenciones se quiera someter al niño o niña con fines de investigación, bajo 
protocolo aprobado por el Comité de Bioética.
d) A que se facilite la lactancia materna de la persona recién nacida siempre que 
no incida desfavorablemente en su salud.
e) A recibir asesoramiento e información sobre los cuidados especiales del niño 
o niña.

ARTÍCULO 5.- Será autoridad de aplicación de la presente ley el Ministerio de Salud de 
la Nación en el ámbito de su competencia; y en las provincias y la Ciudad de Buenos 
Aires sus respectivas autoridades sanitarias.

ARTÍCULO 6.- El incumplimiento de las obligaciones emergentes de la presente ley, 
por parte de las obras sociales y entidades de medicina prepaga, como así también el 
incumplimiento por parte de los profesionales de la salud y sus colaboradores y de las 
instituciones en que éstos presten servicios, será considerado falta grave a los fines 
sancionatorios, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pudiere correspon-
der.

ARTÍCULO 7.- La presente ley entrará en vigencia a los SESENTA (60) días de su 
promulgación.

ARTÍCULO 8.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AI-
RES, A LOS VEINTICINCO DÍAS DEL MES DE AGOSTO DEL AÑO DOS MIL CUA-
TRO.

Publicada en el Boletín Oficial Nº 30.489 del 21 de septiembre de 2004

LEY NAC. Nº 25.673
Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación 
Responsable 

Sancionada: 30 de octubre de 2002.
Promulgada: 21 de noviembre de 2002.
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. 
sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1.- Créase el Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable 
en el ámbito del Ministerio de Salud.
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ARTÍCULO 2.- Serán objetivos de este programa: 
a) Alcanzar para la población el nivel más elevado de salud sexual y procreación 
responsable con el fin de que pueda adoptar decisiones libres de discrimina-
ción, coacciones o violencia; 
b) Disminuir la morbimortalidad materno-infantil;
c) Prevenir embarazos no deseados;
d) Promover la salud sexual de los adolescentes;
e) Contribuir a la prevención y detección precoz de enfermedades de transmi-
sión sexual, de VIH/sida y patologías genital y mamarias; 
f) Garantizar a toda la población el acceso a la información, orientación, méto-
dos y prestaciones de servicios referidos a la salud sexual y procreación res-
ponsable;
g) Potenciar la participación femenina en la toma de decisiones relativas a su 
salud sexual y procreación responsable.

ARTÍCULO 3.- El programa está destinado a la población en general, sin discrimina-
ción alguna.

ARTÍCULO 4.- La presente ley se inscribe en el marco del ejercicio de los derechos y 
obligaciones que hacen a la patria potestad. En todos los casos se considerará pri-
mordial la satisfacción del interés superior del niño en el pleno goce de sus derechos 
y garantías consagrados en la Convención Internacional de los Derechos del Niño (Ley 
23.849).

ARTÍCULO 5.- El Ministerio de Salud en coordinación con los Ministerios de Educa-
ción y de Desarrollo Social y Medio Ambiente tendrán a su cargo la capacitación de 
educadores, trabajadores sociales y demás operadores comunitarios a fin de formar 
agentes aptos para: 

a) Mejorar la satisfacción de la demanda por parte de los efectores y agentes 
de salud;
b) Contribuir a la capacitación, perfeccionamiento y actualización de conoci-
mientos básicos, vinculados a la salud sexual y a la procreación responsable en 
la comunidad educativa; 
c) Promover en la comunidad espacios de reflexión y acción para la aprehensión 
de conocimientos básicos vinculados a este programa;
d) Detectar adecuadamente las conductas de riesgo y brindar contención a 
los grupos de riesgo, para lo cual se buscará fortalecer y mejorar los recursos 
barriales y comunitarios a fin de educar, asesorar y cubrir todos los niveles de 
prevención de enfermedades de transmisión sexual, VIH/sida y cáncer genital 
y mamario.
ARTÍCULO 6.- La transformación del modelo de atención se implementará re-
forzando la calidad y cobertura de los servicios de salud para dar respuestas efi-
caces sobre salud sexual y procreación responsable. A dichos fines se deberá:
a) Establecer un adecuado sistema de control de salud para la detección tem-
prana de las enfermedades de transmisión sexual, VIH/sida y cáncer genital y 
mamario. Realizar diagnóstico, tratamiento y rehabilitación;
b) A demanda de los beneficiarios y sobre la base de estudios previos, 
prescribir y suministrar los métodos y elementos anticonceptivos que deberán 
ser de carácter reversible, no abortivos y transitorios, respetando los criterios 
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o convicciones de los destinatarios, salvo contraindicación médica específica 
y previa información brindada sobre las ventajas y desventajas de los métodos 
naturales y aquellos aprobados por la ANMAT.
Aceptándose además las prácticas denominadas ligadura de trompas de Falo-
pio y ligadura de conductos deferentes o vasectomía, requeridas formalmente 
como método de planificación familiar y/o anticoncepción; (Párrafo incorporado 
por art. 8° de la Ley Nº 26.130 B.O. 29/8/2006)
c) Efectuar controles periódicos posteriores a la utilización del método elegido.

ARTÍCULO 7.- Las prestaciones mencionadas en el artículo anterior serán incluidas 
en el Programa Médico Obligatorio (PMO), en el nomenclador nacional de prácticas 
médicas y en el nomenclador farmacológico.
Los servicios de salud del sistema público, de la seguridad social de salud y de los 
sistemas privados las incorporarán a sus coberturas, en igualdad de condiciones con 
sus otras prestaciones.

ARTÍCULO 8.- Se deberá realizar la difusión periódica del presente programa.

ARTÍCULO 9.- Las instituciones educativas públicas de gestión privada confesionales 
o no, darán cumplimiento a la presente norma en el marco de sus convicciones.

ARTÍCULO 10.- Las instituciones privadas de carácter confesional que brinden por sí o 
por terceros servicios de salud, podrán con fundamento en sus convicciones, excep-
tuarse del cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 6°, inciso b), de la presente ley.

ARTÍCULO 11.- La autoridad de aplicación deberá:
a) Realizar la implementación, seguimiento y evaluación del programa;
b) Suscribir convenios con las provincias y con la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, para que cada una organice el programa en sus respectivas jurisdicciones 
para lo cual percibirán las partidas del Tesoro nacional previstas en el presu-
puesto. El no cumplimiento del mismo cancelará las transferencias acordadas. 
En el marco del Consejo Federal de Salud, se establecerán las alícuotas que 
correspondan a cada provincia y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

ARTÍCULO 12.- El gasto que demande el cumplimiento del programa para el sector 
público se imputará a la jurisdicción 80 - Ministerio de Salud, Programa Nacional de 
Salud Sexual y Procreación Responsable, del Presupuesto General de la Administra-
ción Nacional.

ARTÍCULO 13.- Se invita a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a 
adherir a las disposiciones de la presente ley.

ARTÍCULO 14.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AI-
RES, A LOS TREINTA DÍAS DEL MES DE OCTUBRE DEL AÑO DOS MIL DOS.

Publicada en el Boletín Oficial Nº 30.032 del 22 de noviembre de 2002
Decreto Reglamentario Nº 1.282/03
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LEY NAC. Nº 25.543 
Test diagnóstico vih. Obligatoriedad del ofrecimiento a toda 
mujer embarazada 

Sancionada: 27 de noviembre de 2001.
Promulgada: 7 de enero de 2002. 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. 
sancionan con fuerza de Ley: 

ARTÍCULO 1.- Establécese la obligatoriedad del ofrecimiento del test diagnóstico del 
virus de inmunodeficiencia humana, a toda mujer embarazada como parte del cuidado 
prenatal normal. 

ARTÍCULO 2.- Los establecimientos médico-asistenciales públicos, de la seguridad 
social y las entidades de medicina prepaga deberán reconocer en su cobertura el test 
diagnóstico. 

ARTÍCULO 3.- Se requerirá el consentimiento expreso y previamente informado de las 
embarazadas para realizar el test diagnóstico. Tanto el consentimiento como la nega-
tiva de la paciente a realizarse el test diagnóstico, deberá figurar por escrito con firma 
de la paciente y del médico tratante. 

ARTÍCULO 4.- El consentimiento previamente informado tratará sobre los distintos as-
pectos del test diagnóstico, la posibilidad o no de desarrollar la enfermedad, y en caso 
de ser positivo las implicancias de la aplicación del tratamiento y de la no aplicación 
del mismo tanto para la madre como para el hijo por nacer. El profesional y el estable-
cimiento serán solidariamente responsables de la confidencialidad del procedimiento, 
así como también de la calidad de la información que reciba la embarazada a fin de 
otorgar su consentimiento con un cabal conocimiento del análisis que se le ofrece, y 
la garantía de la provisión de los medicamentos utilizados de acuerdo a los protocolos 
vigentes. 

ARTÍCULO 5.- Los establecimientos asistenciales deberán contar con un equipo inter-
disciplinario para contener y asesorar a las pacientes y a su entorno familiar durante el 
embarazo, parto y puerperio en caso que el test diagnóstico resultare positivo. 

ARTÍCULO 6.- El Ministerio de Salud de la Nación y los organismos de salud que co-
rrespondan en cada jurisdicción son la autoridad de aplicación de la presente ley. 

ARTÍCULO 7.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AI-
RES, A LOS VEINTISIETE DÍAS DEL MES DE NOVIEMBRE DEL AÑO DOS MIL UNO. 

Publicada en el Boletín Oficial Nº 29.812 del 9 de enero de 2002
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LEY NAC. Nº 23.674
PROFILAXIS EN MUJERES RH NEGATIVO NO INMUNIZADAS

Sancionada: 8 de junio de 1989.
Promulgada: 29 de junio de 1989.
El Senado y la Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, 
etc. sancionan con fuerza de Ley. 

ARTÍCULO 1.- En el distrito federal y territorios nacionales toda mujer RH negativo no 
inmunizada, en cada parto único o múltiple, de hijo RH positivo o cuando haya abor-
tado después de las doce semanas de gestación deberá recibir, como profilaxis de la 
isoinmunización RH, inmunoglobulina anti-D, en el lapso, las dosis, y condiciones que 
correspondan. 

ARTÍCULO 2.- Las instituciones públicas y los entes de la seguridad social de cobertu-
ra obligatoria, bajo cuya responsabilidad se encuentren las pacientes mencionadas en 
la presente ley, proveerán sin cargo la inmunoglobulina anti-D indicada. 

ARTÍCULO 3.- En la inscripción del nacimiento o la defunción fetal el Registro del Es-
tado Civil y Capacidad de las Personas exigirá la presentación de un certificado del 
cumplimiento de lo establecido en la presente ley. Esta obligación regirá para todos 
los nacimientos, tanto RH negativo como RH positivo, aunque no hubiera indicación 
de profilaxis. 
La ausencia del certificado no impedirá la inscripción del nacimiento o la defunción 
fetal, pero generará la denuncia de incumplimiento de la presente ante el organismo 
que controle la matrícula del profesional interviniente. Dicho organismo realizará la in-
vestigación correspondiente para identificar a los responsables y adoptará las medidas 
éticas, administrativas y legales pertinentes. 

ARTÍCULO 4.- Comuníquese, publíquese y archívese. 

Publicada en el Boletín Oficial Nº 26.667 del 4 de julio de 1989
 

RESOLUCIÓN NAC. Nº 1.261/11
Programa Nacional de Prevención de Cáncer Cérvico Uterino

Fecha: 12 de agosto de 2011.
VISTO el expediente Nº 2002-26140-10-4 del registro del MINISTERIO DE SALUD y la 
“Ley de Ministerios T.O. 1992” modificada por la Ley Nº 26.338, y
CONSIDERANDO:
Que conforme el inciso 37 del Artículo 23 ter de la “Ley de Ministerios T.O. 
1992” modificada por la Ley Nº 26.338, resulta competencia de este Mi-
nisterio, entender, en su ámbito, en la elaboración, ejecución y fiscaliza-
ción de programas integrados que cubran a los habitantes en caso de patolo-
gías específicas y grupos poblacionales determinados en situación de riesgo. 
Que el cáncer cérvico-uterino es la segunda causa de muerte por dicha enfermedad, 
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de mujeres entre 35 y 64 años.
Que en la REPÚBLICA ARGENTINA se diagnostican alrededor de TRES MIL (3.000) 
casos nuevos por año de cáncer cérvico-uterino, muriendo DOS MIL (2.000) mujeres 
por año por esta enfermedad.
Que asimismo, de acuerdo con el inciso 4 del Artículo 23 ter de la “Ley de Ministerios 
T.O. 1992” modificada por la Ley Nº 26.338, resulta competencia de este Ministerio, 
entender en la planificación global del sector salud y en la coordinación con las au-
toridades sanitarias de las jurisdicciones provinciales y del Gobierno Autónomo de la 
Ciudad de Buenos Aires, con el fin de implementar un Sistema Federal de Salud, con-
sensuado, que cuente con la suficiente viabilidad social.
Que por lo tanto, desde el MINISTERIO DE SALUD, resulta ineludible coordinar con las 
jurisdicciones provinciales y del Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires, las 
acciones conducentes a la obtención de estrategias que optimicen la prevención del 
cáncer cérvico-uterino en el marco de programas organizados.
Que en consecuencia, resulta conducente la creación del PROGRAMA NACIONAL 
DE PREVENCIÓN DE CÁNCER CÉRVICO-UTERINO que tendrá como objeto redu-
cir la incidencia y mortalidad por cáncer cérvico-uterino, garantizando una adecuada 
cobertura de la población objetivo, una adecuada calidad del test de tamizaje (toma 
y lectura de pap), y un adecuado seguimiento y tratamiento de mujeres con lesiones 
precancerosas y cáncer.
Que los fundamentos de dicho Programa Nacional, así como sus objetivos generales 
y específicos, desarrollo y ejecución, se encuentran especificados en el ANEXO I de la 
presente resolución.
Que dicho Programa, conforme a su competencia, estará a cargo de la SUBSECRE-
TARÍA DE SALUD COMUNITARIA de la SECRETARÍA DE PROMOCIÓN Y PROGRA-
MAS SANITARIOS del MINISTERIO DE SALUD.
Que la Dirección de Programación y Control Presupuestario de la Dirección General de 
Administración de la SECRETARÍA DE COORDINACIÓN de este Ministerio, ha tomado 
la intervención que le compete, informando que el gasto que demande la ejecución 
efectiva del Programa Nacional que se crea, será atendido con cargo al Presupuesto 
Jurisdiccional que anualmente se aprueba y todo otro recurso y/o financiamiento que 
a tal fin se disponga.
Que en consecuencia, esta Administración Central cuenta con los recursos presu-
puestarios para dar sostenimiento económico y financiero a los gastos que la imple-
mentación de este programa dará a lugar.
Que la SUBSECRETARÍA DE SALUD COMUNITARIA y la SECRETARÍA DE PROMO-
CIÓN Y PROGRAMAS SANITARIOS han tomado la intervención de su competencia y 
propician la aprobación del “PROGRAMA NACIONAL DE PREVENCIÓN DE CÁNCER 
CÉRVICO-UTERINO”.
Que la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS ha tomado la intervención 
de su competencia.
Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por la Ley 
de Ministerios - T.O. 1992, modificada por su similar Ley Nº 26.338 y por el Artículo 
2º del “Reglamento de Procedimientos Administrativos. Decreto 1759/72 t.o. 1991”. 
Por ello,
EL MINISTRO DE SALUD RESUELVE:

ARTÍCULO 1.- Créase en el ámbito de la SUBSECRETARÍA DE SALUD COMUNITARIA 
de la SECRETARÍA DE PROMOCIÓN Y PROGRAMAS SANITARIOS de este Ministerio, 
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el “PROGRAMA NACIONAL DE PREVENCIÓN DE CÁNCER CÉRVICO UTERINO” con 
el objetivo de reducir la incidencia y mortalidad por cáncer cérvico-uterino, de acuerdo 
a los fundamentos y antecedentes que se encuentran especificados en el ANEXO I que 
forma parte integrante de la presente medida.

ARTÍCULO 2.- Será función del “PROGRAMA NACIONAL DE PREVENCIÓN DE CÁN-
CER CÉRVICO UTERINO”: el fortalecimiento institucional y de la capacidad de gestión 
de los programas provinciales; el desarrollo de estrategias para el aumento de la co-
bertura de tamizaje de mujeres en edad objetivo; la garantía de la calidad de la prueba 
de tamizaje; el desarrollo de una red eficiente de derivación, seguimiento y tratamiento 
de mujeres con lesiones precancerosas y cáncer; el establecimiento de un sistema 
de información estratégica que incluya la vigilancia epidemiológica, el monitoreo y la 
evaluación de la calidad y del impacto del programa.

ARTÍCULO 3.- El “PROGRAMA NACIONAL DE PREVENCIÓN DE CÁNCER CÉRVICO 
UTERINO” está destinado a las mujeres en riesgo de desarrollar cáncer de cuello de 
útero.

ARTÍCULO 4.- Autorízase a la SUBSECRETARÍA DE SALUD COMUNITARIA de la 
SECRETARÍA DE PROMOCIÓN Y PROGRAMAS SANITARIOS de este Ministerio, a 
suscribir los convenios, documentos e instrumentos que resulten necesarios para la 
adecuada ejecución e implementación del “PROGRAMA NACIONAL DE PREVEN-
CIÓN DE CÁNCER CÉRVICO UTERINO” que se crea por el Artículo 1º de la presente 
Resolución, quedando facultado a realizar toda gestión conducente al cumplimiento 
de las metas previstas en el mencionado Anexo, dentro de la normativa vigente.

ARTÍCULO 5.- Delégase en la SUBSECRETARÍA DE SALUD COMUNITARIA de 
la SECRETARÍA DE PROMOCIÓN Y PROGRAMAS SANITARIOS de este Minis-
terio, la facultad de autorizar las transferencias de fondos a que hubiere lugar, im-
prescindibles para el correcto cumplimiento del “PROGRAMA NACIONAL DE 
PREVENCIÓN DE CÁNCER CÉRVICO UTERINO”, así como, la atribución de apro-
bar las rendiciones de cuentas del gasto de las transferencias que se efectúen. 

ARTÍCULO 6.- Facúltase a la SECRETARÍA DE PROMOCIÓN Y PROGRAMAS SA-
NITARIOS de este Ministerio a dictar las normas complementarias, interpretativas y 
aclaratorias de la presente Resolución.

ARTÍCULO 7.- El gasto que demande la ejecución efectiva del programa creado por el 
Artículo 1º de la presente resolución, será atendido con cargo al Presupuesto Jurisdic-
cional del Presupuesto General de la Administración Nacional - Jurisdicción 80 - Minis-
terio de Salud, “Programa Nacional de Prevención de Cáncer Cérvico-Uterino”.

ARTÍCULO 8.- Invítase a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a ad-
herir al “PROGRAMA NACIONAL DE PREVENCIÓN DE CÁNCER CÉRVICO UTERINO”. 

ARTÍCULO 9.- Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del 
Registro Oficial a sus efectos y archívese. — Juan L. Manzur.
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ANEXO I

PROGRAMA NACIONAL DE PREVENCIÓN DE CÁNCER CÉRVICO-UTERINO
FUNDAMENTACIÓN

El cáncer de cuello de útero es el segundo cáncer más diagnosticado en mujeres, 
con una incidencia estimada de 23.2 casos por 100.000 mujeres (Ferlay et al 2004). 
Se estima que cada año se diagnostican alrededor de 3.000 casos nuevos y mueren 
aproximadamente 2.000 mujeres a causa de la enfermedad, siendo que es una enfer-
medad casi totalmente prevenible con la tecnología actualmente disponible.
Se considera que el cáncer de cuello de útero es el tumor que mayormente refleja 
la desigualdad social en salud. Afecta principalmente a mujeres pobres, socialmente 
vulnerables, que no acceden a los servicios de tamizaje por Papanicolaou (Pap) y al 
tratamiento de las lesiones precancerosas.
En Argentina, el Sub-Programa Nacional de Prevención de Cáncer Cérvico-Ute-
rino, fue establecido en el año 1998 por Resolución Ministerial Nº 480/98, sin em-
bargo sus actividades sólo fueron parcialmente desarrolladas. Durante el año 2007, 
en el marco del Proyecto de Mejoramiento del Programa de Prevención de Cáncer 
de Cuello Uterino en Argentina, llevado a cabo en articulación con el Programa Na-
cional de Salud Sexual y Procreación Responsable y financiado por la Organiza-
ción Panamericana de la Salud, se realizó un diagnóstico de base sobre la organi-
zación, cobertura y calidad del Programa Nacional y los programas provinciales. 
En dicho diagnóstico se identificaron las siguientes limitaciones:
- Provincias sin marco programático para la prevención del cáncer cérvico-uterino.
- Ausencia de equipos profesionales para la coordinación de los programas, y recursos 
humanos con baja formación en gestión de salud pública; presupuestos limitados.
- Baja cobertura de realización de Paps, especialmente entre mujeres sin cobertura de 
salud, de bajo nivel socio-económico.
- Concentración del tamizaje en mujeres jóvenes, de bajo riesgo. Definiciones de eda-
des objetivo y frecuencia de tamizaje poco eficientes, con escaso fundamento en la 
evidencia científica.
- Escasez de recursos humanos capacitados para la búsqueda activa de mujeres y 
toma de Paps, especialmente en los centros de atención primaria de la salud.
- Descentralización de la lectura de la citología en laboratorios con bajo caudal de lec-
tura; laboratorios con equipamiento deficiente y/o obsoleto.
- Ausencia de mecanismos regulatorios y controles de calidad internos y externos de 
los laboratorios de citología y anatomía patológica.
- Servicios de patología cervical sin equipamiento y/o recursos humanos capacitados 
para llevar a cabo tratamientos de lesiones precancerosas no invasivos (i.e LEEP).
- Circuitos de derivación para el seguimiento y tratamiento de pacientes con lesiones 
precancerosas y cáncer altamente ineficientes.
- Ausencia de un sistema de información para el monitoreo y evaluación del programa. 
La experiencia de los países desarrollados ha mostrado que a través de un programa 
organizado de prevención y control del cáncer cérvico-uterino es posible reducir la 
mortalidad por esta enfermedad en alrededor de un 80%.
En junio de 2008 se relanza Programa Nacional de Prevención de Cáncer Cérvico-
Uterino (PPCC). Actualmente dicho programa depende de la Subsecretaría de Salud 
Comunitaria.
OBJETIVOS GENERALES
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Contribuir a la reducción de la incidencia y mortalidad por cáncer de cuello uterino. 
OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
1. Lograr la alta cobertura del tamizaje en la población objetivo definida por el 
programa.
2. Asegurar la calidad de la prueba de tamizaje
3. Desarrollar un sistema eficiente de seguimiento y tratamiento de las lesiones pre-
cancerosas.
4. Establecer un sistema de información estratégica que incluya la vigilancia epidemio-
lógica, el monitoreo y la evaluación de la calidad y del impacto del programa.
Publicada en el Boletín Oficinal Nº 32.217 del 19 de agosto de 2011

LEY CABA Nº 2.987
PoblaciÓn materno INFANTIL. ATENCIÓN DOMICILIARIA LAS 24 
HORAS. EXTENSIÓN PEDIATRA EN CASA – 0800-MAMÁ

Sancionada: 11 de diciembre de 2008.
Promulgada: 15 de enero de 2009.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de ley:

ARTÍCULO 1.- Objeto: 
La presente Ley tiene por objeto garantizar el derecho de la población materno infantil 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a la atención domiciliaria las veinticuatro 
(24) horas, extendiendo la cobertura que actualmente brindan los servicios “Pediatra 
en Casa” y “0-800-MAMA” reglamentados por la Resolución 772/01 y conforme a lo 
establecido en la Ley Nº 153. 

ARTÍCULO 2.- Ámbito de Aplicación 
Quedan comprendidos en la presente Ley todas las mujeres embarazadas y en perío-
do de lactancia, así como toda la población de niños y niñas de 0 a 14 años, residentes 
en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

ARTÍCULO 3.- Autoridad de Aplicación 
La autoridad de aplicación de la presente Ley es el Ministerio de Salud. 

ARTÍCULO 4.- Servicios 
La autoridad de aplicación garantizará a los habitantes comprendidos por el artículo 2° 
de la presente Ley la atención domiciliaria, personalizada y gratuita. Asimismo se am-
pliará la atención domiciliaria nocturna de los servicios Pediatra en Casa y la atención 
telefónica del servicio Perinatal a las 24 hs. La autoridad de aplicación, a través de la 
Coordinación General del Servicio de Pediatra en Casa, elevará las necesidades de la 
cantidad de pediatras y obstetras pertenecientes al sistema público, a seleccionar por 
concurso, para llevar a cabo la extensión del horario. 

ARTÍCULO 5.- Presupuesto 
Los gastos que demande la aplicación de la presente Ley se imputarán a las partidas 
presupuestarias correspondientes. 
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ARTÍCULO 6.- Campañas de Difusión 
La autoridad de aplicación arbitrará las medidas necesarias para brindar los servicios 
mencionados precedentemente a todos los habitantes indicados en el artículo 2° de 
la presente Ley. A tal fin, desarrollará programas de difusión pública dirigidos a brindar 
información sobre dichos servicios. 

ARTÍCULO 7.- Reglamentación 
El Poder Ejecutivo procederá a reglamentar la presente Ley en el plazo de sesenta (60) 
días de su promulgación. 

ARTÍCULO 8.- Seguimiento
El Ministerio de Salud de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, debe remitir semes-
tralmente, un informe sobre la implementación de la presente Ley a la Legislatura de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires con las estadísticas correspondientes del funcio-
namiento de ambos servicios. 

ARTÍCULO 9.- Comuníquese, etc. 

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 3.101 del 22 de enero de 2009

LEY CABA Nº 2.982
MUJERES EMBARAZADAS, PERSONAS CON NECESIDADES ESPECIALES O 
MOVILIDAD REDUCIDA. ATENCIÓN PRIORITARIA EN OFICINAS DEL GCABA 
Y OFICINAS PRIVADAS

Sancionada: 11 de diciembre de 2008. 
Promulgada: 13 de enero de 2009. 
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley 

ARTÍCULO 1.- Todos los establecimientos públicos dependientes del Gobierno de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires y los establecimientos privados en el ámbito de 
la misma que brindan atención al público a través de cualquier forma y/o modalidad 
deben garantizar la atención prioritaria a mujeres embarazadas, personas con nece-
sidades especiales o movilidad reducida transitoria y personas mayores de sesenta 
y cinco (65) años, sin otro requisito que demostrar su edad con un documento de 
identidad válido. 

ARTÍCULO 2.- Se entiende por prioritaria a la atención prestada en forma inmediata 
evitando ser demorado en el trámite mediante la espera de un turno. 

ARTÍCULO 3.- Los establecimientos señalados en el artículo 1° de la presente Ley, 
deberán exhibir con carácter obligatorio y a la vista del público el texto completo de la 
misma con las dimensiones que establezca la reglamentación. 

ARTÍCULO 4.- Se agrega como artículo 4.1.23 al Capítulo 1 de la Sección 4°, del 
Libro II “De las Faltas en Particular” del Régimen de Faltas de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires aprobado por Ley Nº 451 y sus modificatorias, el siguiente texto: 
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“Artículo 4.1.23.- El/la titular de un establecimiento privado de atención al público a 
través de cualquier forma y/o modalidad, que no atienda en forma prioritaria a las 
mujeres embarazadas, personas con necesidades especiales o con movilidad reducida 
transitoria y mayores de sesenta y cinco (65) años, es sancionado con multa de 200 a 
2000 unidades fijas”. 

ARTÍCULO 5.- Se agrega como artículo 4.1.24 al Capítulo 1 de la Sección 4°, del Libro 
II “De las Faltas en Particular” del Régimen de Faltas de la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires aprobado por Ley Nº 451 y sus modificatorias, el siguiente texto: “Artículo 
4.1.24.- El/la titular de un establecimiento privado de atención al público a través de 
cualquier forma y/o modalidad, que no exhiba a la vista del público un cartel con la 
obligación de atender en forma prioritaria a las mujeres embarazadas, personas con 
necesidades especiales o con movilidad reducida transitoria y mayores de sesenta y 
cinco (65) años es sancionado con multa de 50 a 500 unidades fijas.” 

ARTÍCULO 6.- El personal de las dependencias del Gobierno de la Ciudad o el agente 
responsable del área, según corresponda, que no cumpla con lo dispuesto en los 
artículos 1° y 3° de la presente Ley será pasible de las sanciones establecidas en los 
incisos a) y b) del artículo 46° de la Ley Nº 471. 

ARTÍCULO 7.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente Ley dentro de los noventa 
(90) días a partir de su promulgación. 

ARTÍCULO 8.- Derógase la Ordenanza Nº 50.648/96, B.O. Nº 12 y la Ordenanza Nº 
51.608/97, B.O. Nº 275. 

ARTÍCULO 9.- Comuníquese, etc. 

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 3.101 del 22 de enero de 2009

LEY CABA Nº 2.960
DETECCIÓN PRECOZ DEL CÁNCER GENITO MAMARIO Y ENFERMEDADES 
DE TRANSMISIÓN SEXUAL 

Sancionada: 4 de diciembre de 2008. 
Promulgada: 13 de enero de 2009. 
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de ley:

ARTÍCULO 1.- A partir de la sanción de la presente ley, el Ministerio de Salud de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires extiende a toda el área de Atención Primaria la 
aplicación del Programa de Detección Precoz del Cáncer Génito Mamario y Enferme-
dades de Transmisión Sexual (PRODEGEM). 

ARTÍCULO 2.- Todos los Centros de Salud y Acción Comunitaria y los Centros Médi-
cos Barriales deben brindar atención ginecológica, de acuerdo a las siguientes carac-
terísticas: 

a) El servicio debe funcionar de lunes a viernes en ambos turnos. 



Defensoria del Pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires | 279

b) La atención debe estar a cargo de un equipo de salud idóneo, que incluya 
ginecólogos/as y anatomo-patólogos/as. 
c) Los centros deben contar con el personal profesional y administrativo nece-
sario, y con todos los insumos requeridos para realizar los exámenes de papa-
nicolaou y colposcopía a cargo del Gobierno de la Ciudad. 
d) El PRODEGEM articulará la atención y la realización de los exámenes con los/
as tocoginecólogos/as del Plan Médicos de Cabecera. 

ARTÍCULO 3.- El Ministerio de Salud provee en forma gratuita la vacuna contra el Virus 
del Papiloma Humano (HPV) en los casos en que los/as profesionales del PRODEGEM 
prescriban su aplicación, de acuerdo a la reglamentación correspondiente. 

ARTÍCULO 4.- El Poder Ejecutivo debe realizar una campaña informativa, articulada 
con las áreas específicas de los ministerios de Salud, Educación y Desarrollo Social, 
con periodicidad anual, contenidos modernos y científicos, y alcance adecuado a la 
extensión del PRODEGEM. 

ARTÍCULO 5.- El Poder Ejecutivo reglamenta la presente Ley en un plazo máximo de 
noventa (90) días a partir de su sanción. 

ARTÍCULO 6.- Los gastos que demande la aplicación de la presente Ley se imputan a 
las partidas presupuestarias correspondientes. 

ARTÍCULO 7.- Comuníquese, etc. 

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 3.106 del 29 de enero de 2009

LEY CABA Nº 2.507
PRÁCTICA GRATUITA DE CirugÍa reparadora y/o reconstrucciÓn 
mamaria

Sancionada: 15 de noviembre de 2007. 
Promulgada: 7 de diciembre de 2007. 
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley: 

ARTÍCULO 1.- Objeto 
El Poder Ejecutivo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires garantiza la realización 
gratuita de Cirugías Reparadoras y/o Reconstrucción Mamaria (RM) Post Mastectomía 
a todas las mujeres que se les haya practicado en un hospital del subsector estatal una 
mastectomía a causa de una patología mamaria y la provisión del implante mamario 
y/o el sostén ortopédico de acuerdo a lo indicado en la prescripción médica. 

ARTÍCULO 2.- Beneficiarias 
Para acceder a los beneficios establecidos en esta ley las mujeres deben poseer 
domicilio en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires con una antigüedad mayor a dos 
(2) años y no poseer cobertura médica sea a través de una obra social o medicina 
prepaga y poseer prescripción médica expedida por el profesional tratante del efector 
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del Subsector Estatal de Salud de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

ARTÍCULO 3.- Reglamentación
El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro de los sesenta (60) días corridos 
contados a partir de la promulgación de la misma. 

ARTÍCULO 4.- Financiamiento 
Las erogaciones emergentes de la presente ley serán imputadas a la partida presu-
puestaria del ejercicio correspondiente. 

ARTÍCULO 5.- Comuníquese, etc. 

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 2.831 del 13 de diciembre de 
2007
Resolución Reglamentaria Nº 2.943/GCABA/MSGC/08

LEY CABA Nº 2.369 
ENFERMEDADES CARDÍACAS EN MUJERES. SEMANA DE PREVENCIÓN

Sancionada: 5 de julio de 2007. 
Promulgada: 30 de julio de 2007.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley: 

ARTÍCULO 1.- Establécese la “Semana de Prevención de Enfermedades Cardíacas en 
Mujeres”, que se llevará a cabo en la semana que comprenda el 28 de mayo de cada 
año. 

ARTÍCULO 2.- Durante la semana establecida en el artículo anterior, los efectores de 
salud dependientes del Ministerio de Salud realizarán de forma intensificada exáme-
nes clínicos y biológicos a fin de diagnosticar tempranamente disfunciones cardíacas, 
charlas de expertos sobre métodos preventivos y mejorar la calidad de vida de las 
mujeres y de su entorno familiar y se desarrollarán campañas de difusión. 

ARTÍCULO 3.- Comuníquese, etc. 

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 2.738 del 2 de agosto de 2007

LEY CABA Nº 2.026
MUJERES EMBARAZADAS. DERECHO DE PRACTICAR ESTUDIO 
Estreptococo Beta Hemolítico

Sancionada: 13 de julio de 2006. 
Promulgada: 8 de agosto de 2006.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley: 
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ARTÍCULO 1.- Es de carácter obligatorio para todos los establecimientos pertenecien-
tes a los tres (3) subsectores de salud establecidos en el artículo 10 de la Ley Nº 153 
(BOCBA. Nº 1149): 
Practicar el estudio bacteriológico para detectar la bacteria del Estreptococo Beta He-
molítico Grupo B a todas las mujeres embarazadas que se encuentran entre las sema-
nas treinta y cinco (35) y treinta y siete (37) de gestación. 
Realizar el control clínico y en caso de corresponder, el tratamiento del recién nacido 
hasta el alta hospitalaria. 

ARTÍCULO 2.- La autoridad de aplicación de la presente ley es el Ministerio de Salud del 
Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires o la autoridad que lo reemplace. 

ARTÍCULO 3.- La autoridad de aplicación debe arbitrar los medios necesarios para 
difundir en la población las características y las acciones para prevenir la enfermedad 
ocasionada por el Estreptococo Beta Hemolítico Grupo B. 

ARTÍCULO 4.- Comuníquese, etc. 

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 2.503 del 6 de agosto de 2006

LEY CABA Nº 1.468
PROGRAMA ACOMPAÑAR DIRIGIDO A LA ATENCIÓN PRIMARIA DE LA 
SALUD DE MUJERES EN EDAD FÉRTIL 

Sancionada: 16 de septiembre de 2004.
Promulgada: 20 de octubre de 2004.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley 
ARTÍCULO 1.- Créase el “Programa Acompañar” dirigido a la atención primaria de la 
salud de mujeres en edad fértil. El mismo dependerá de la Secretaría de Salud de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

ARTÍCULO 2.- Serán objetivos del Programa Acompañar: 
a. Brindar a la comunidad la información necesaria acerca de las posibilidades 
de trabajar y reflexionar sobre la gestación; 
b. Educar respecto de la salud reproductiva así como también respecto del 
embarazo, parto, puerperio y crianza; 
c. Estimular la lactancia materna exclusiva hasta los seis (6) meses de edad y 
continuada hasta el primer año de vida, con el agregado de alimentos comple-
mentarios, adecuados, oportunos y seguros; (Conforme texto Art. 11 de la Ley 
Nº 2.524, BOCBA Nº 2832 del 14/12/2007) 
d. Disminuir los miedos y ansiedades que puedan aumentar el índice de pato-
logías; 
e. Preparar a la mujer embarazada para que participe activamente en el proceso 
de trabajo de parto; 
f. Concientizar a la mujer acerca de las ventajas del parto humanizado; 
g. Disminuir el índice de cesáreas; 
h. Fomentar el parto vaginal; 
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i. Estimular el Vinculo Madre Hijo; 
j. Fomentar la importancia del control prenatal; 
k. Informar sobre la importancia de la consulta pre-concepcional; 
l. Utilizar el espacio del curso para crear un vínculo con las pacientes pudiendo 
realizar acciones que fomenten la Salud y Prevenir la Enfermedad;
ll. Revalorizar el rol de la obstétrica, para que la embarazada reconozca en el 
equipo de salud una integrante que pueda brindarle apoyo, contención y sostén 
afectivo; 
m. Concientizar al equipo de salud acerca de la importancia de la difusión del 
curso. 

ARTÍCULO 3.- Los cursos de Preparación Integral para la Maternidad y la Crianza, se-
rán desarrollados en los Centros Médicos Barriales. El dictado de estos cursos estará 
a cargo de un equipo de obstetras con formación en psicoprofilaxis que contará con el 
apoyo de un equipo interdisciplinario de trabajo. La autoridad responsable del dictado 
de los cursos designará a los profesionales necesarios para la correcta implementa-
ción de los mismos. 

ARTÍCULO 4.- Los gastos que demande la presente serán imputados a la partida pre-
supuestaria correspondiente. 

ARTÍCULO 5.- El poder Ejecutivo reglamentará la presente Ley dentro de los sesenta 
(60) días de su promulgación. 

ARTÍCULO 6.- Comuníquese, etc. 

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 2.054 del 27 de octubre de 2004
Decreto Reglamentario Nº 1.868/05

LEY CABA Nº 1.044
INTERRUPCIÓN DEL EMBARAZO EN CASO DE QUE EL FETO PADEZCA 
ANENCEFALIA O PATOLOGÍA ANÁLOGA INCOMPATIBLE CON LA VIDA 

Sancionada: 26 de junio de 2003. 
Promulgada: 17 de julio de 2003.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1.- Objeto
La presente Ley tiene por objeto regular, en el marco de lo establecido por la Ley Nº 
153, el procedimiento en los establecimientos asistenciales del sistema de salud de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, respecto de toda mujer embarazada con un feto 
que padece anencefalia o patología análoga incompatible con la vida.

ARTÍCULO 2.- Feto inviable
A efectos de la aplicación de esta Ley se entiende que un feto padece una patología 
incompatible con la vida cuando presenta gravísimas malformaciones, irreversibles e 
incurables, que producirán su muerte intraútero o a las pocas horas de nacer.
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ARTÍCULO 3.- Diagnóstico
La incompatibilidad con la vida extrauterina debe ser fehacientemente comprobada 
por el médico tratante de la mujer embarazada mediante la realización de dos (2) 
ecografías obstétricas, en las que deberá consignarse el número del documento de 
identidad de la gestante o su impresión dígito-pulgar.

ARTÍCULO 4.- Información. Plazo. Forma
Dentro de las setenta y dos (72) horas de la confirmación del diagnóstico referido por 
el artículo 2°, el médico tratante está obligado a informar a la mujer embarazada y al 
padre, si compareciere, explicándoles de manera clara y acorde con sus capacidades 
de comprensión, el diagnóstico y el pronóstico de la patología que afecta al feto, la 
posibilidad de continuar o adelantar el parto, y los alcances y consecuencias de la 
decisión que adopte. Debe dejarse constancia en la historia clínica de haber propor-
cionado dicha información, debidamente conformada por la gestante.

ARTÍCULO 5.- Atención Psicoterapéutica
El establecimiento asistencial del sistema de salud debe brindar tratamiento psicotera-
péutico a la gestante y su grupo familiar desde el momento en que es informada de las 
características del embarazo y hasta su rehabilitación.

ARTÍCULO 6.- Adelantamiento del Parto. Requisitos
Si la gestante, informada en los términos del artículo 4°, decide adelantar el parto, se 
procederá a la realización de dicha práctica médica una vez cumplidos los siguientes 
requisitos indispensables y suficientes:

a) Certificación de la inviabilidad del feto registrada en la historia clínica de la em-
barazada, con rúbrica del médico tratante, del médico ecografista y del director 
del establecimiento asistencial.
b) Consentimiento informado de la mujer embarazada, prestado en la forma 
prescripta por el Decreto Nº 208/01.
c) Que el feto haya alcanzado las veinticuatro (24) semanas de edad gestacional, 
o la mínima edad gestacional en la que se registra viabilidad en fetos intrínseca 
o potencialmente sanos.

ARTÍCULO 7.- Instrucciones
El Poder Ejecutivo instruirá debidamente al equipo de salud y funcionarios que se des-
empeñan en los efectores del subsector estatal de salud sobre el procedimiento esta-
blecido por esta Ley, dentro del plazo de quince (15) días desde su promulgación.

ARTÍCULO 8.- Objeción de conciencia. Procedimiento de reemplazos
Se respeta la objeción de conciencia respecto de la práctica enunciada en el artículo 
6° en los profesionales que integran los servicios de obstetricia y tocoginecología del 
subsector estatal de salud. Los directivos del establecimiento asistencial que corres-
ponda y la Secretaría de Salud están obligados a disponer o a exigir que se dispongan 
los reemplazos o sustituciones necesarios de manera inmediata.

ARTÍCULO 9.- Prestaciones estatales
Los efectores del subsector estatal de salud que brinden la prestación regulada por la 
presente Ley a adherentes del subsector privado o a beneficiarias del subsector de la 
seguridad social, deberán obrar acorde lo establecido por los artículos 43 y 46 de la 
Ley Nº 153.
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ARTÍCULO 10.- Comuníquese, etc. 

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 1.736 del 22 de julio de 2003

LEY CABA Nº 1.040
ACOMPAÑAMIENTO DE LA MUJER DURANTE EL PARTO, NACIMIENTO E 
INTERNACIÓN

Sancionada: 12 de junio de 2003.
Promulgada: 7 de julio 2003.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1.- Toda mujer tiene derecho, en el transcurso del trabajo de parto y el 
momento del nacimiento, como así también en la internación, a estar acompañada por 
la persona que ella designe.

ARTÍCULO 2.- El personal de los establecimientos asistenciales del sistema de salud 
debe informar a la embarazada del derecho que la asiste en virtud de lo dispuesto por 
el artículo 1°. 

ARTÍCULO 3.- Todos los efectores del sistema de salud deberán implementar en el 
subsector público las medidas necesarias para capacitar al personal profesional y no 
profesional, adecuar los recursos físicos y la estructura organizativa a esta modalidad. 

ARTÍCULO 4.- Comuníquese, etc.
Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 1.729 del 10 de julio de 2003
Decreto Reglamentario Nº 258/07

LEY CABA Nº 418
SALUD REPRODUCTIVA Y PROCREACIÓN RESPONSABLE

Sancionada: 22 de junio de 2000. 
Promulgada: 12 de julio 2000. 
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley: 

ARTÍCULO 1.- Objeto
La Ciudad de Buenos Aires garantiza las políticas orientadas a la promoción y desarro-
llo de la Salud Reproductiva y la Procreación Responsable, y regula por la presente ley 
las acciones destinadas a tal fin. 

ARTÍCULO 2.- Autoridad de aplicación 
La autoridad de aplicación de la presente Ley es el nivel jerárquico superior del Gobier-
no de la Ciudad de Buenos Aires en materia de Salud. 

ARTÍCULO 3.- Objetivos generales 
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Son objetivos generales: 
a. Garantizar el acceso de varones y mujeres a la información y a las presta-
ciones, métodos y servicios necesarios para el ejercicio responsable de sus 
derechos sexuales y reproductivos. 
b. Garantizar a las mujeres la atención integral durante el embarazo, parto y 
puerperio. 
c. Disminuir la morbimortalidad materna e infantil 

ARTÍCULO 4.- Objetivos específicos 
Son objetivos específicos: 

a. Prevenir mediante educación e información los abortos provocados. 
b. Brindar información respecto de las edades y los intervalos intergenésicos 
considerados más adecuados para la reproducción. 
c. Garantizar la información y el acceso a los métodos y prestaciones de anti-
concepción a las personas que lo requieran para promover su libre elección. 
d. Promover la participación de los varones en el cuidado del embarazo, el parto 
y puerperio, de la salud reproductiva y la paternidad responsable. 
e. Otorgar prioridad a la atención de la salud reproductiva de las/os adolescen-
tes, en especial a la prevención del embarazo adolescente y la asistencia de la 
adolescente embarazada. 
f. Incrementar los servicios de psicoprofilaxis del parto. 
g. Promover los beneficios de la lactancia materna exclusiva hasta los seis (6) 
meses de edad y continuada hasta el primer año de vida, con el agregado de 
alimentos complementarios, adecuados, oportunos y seguros. (Conforme texto 
Art. 10 de la Ley Nº 2.524, BOCBA Nº 2832 del 14/12/2007) 
h. Garantizar la existencia en los distintos servicios y centros de salud, de pro-
fesionales y agentes de salud capacitados en sexualidad y procreación desde 
una perspectiva de género. 
i. Orientar las demandas referidas a infertilidad y esterilidad. 
j. Difundir la información relacionada con la prevención de VIH/SIDA y otras en-
fermedades de transmisión sexual. 
k. Contribuir a la prevención de las enfermedades de transmisión sexual y pato-
logía génitomamaria. 
l. Contribuir al diagnóstico temprano y tratamiento oportuno de las enfermeda-
des de transmisión sexual y patología génitomamaria. 
m. Contribuir a la prevención del embarazo no deseado 
n. Promover la reflexión conjunta entre adolescentes y sus padres sobre la salud 
reproductiva y la procreación responsable, y la prevención de enfermedades de 
transmisión sexual. 

ARTÍCULO 5.- Destinatarias/os 
Son destinatarias/os de las acciones de la presente Ley la población en general, espe-
cialmente las personas en edad fértil. 
Se deberán respetar sus creencias y sus valores. (2° Párrafo incorporado por el Art. 1º 
de la Ley Nº 439, BOCBA 997 del 02/08/2000) 

ARTÍCULO 6.- Efectores 
Los efectores de las acciones previstas en la presente Ley son: los equipos de salud 
de los centros polivalentes, hospitales generales y hospitales monovalentes de salud 
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mental, los servicios de obstetricia y ginecología, tocoginecología, urología, adoles-
cencia de los establecimientos asistenciales y los centros de salud dependientes del 
Gobierno de la Ciudad y de todos aquellos sobre los cuales la autoridad de aplicación 
tenga competencia. Se propicia la atención interdisciplinaria. 

ARTÍCULO 7.- Acciones 
Se garantiza la implementación de las siguientes acciones: 

a. Información completa y adecuada y asesoramiento personalizado sobre mé-
todos anticonceptivos, su efectividad y contraindicaciones, así como su correc-
ta utilización para cada caso particular. 
b. Todos los estudios necesarios previos a la prescripción del método anticon-
ceptivo elegido y los controles de seguimiento que requiera dicho método. 
c. Prescripción de los siguientes métodos anticonceptivos, que en todos los 
casos serán de carácter reversible, transitorio, no abortivos, aprobados por el 
Ministerio de Salud de la Nación; elegidos voluntariamente por las/los beneficia-
rias/os luego de recibir información completa y adecuada por parte del profe-
sional interviniente: 

- de abstinencia periódica; 
- de barrera que comprende preservativo masculino y femenino y diafragma; 
- químicos que comprende: cremas, jaleas, espumas, tabletas, óvulos vagi-
nales y esponjas; 
- hormonales; 
- dispositivos intrauterinos. 
(Conforme texto Artículo 2º de la Ley 439 BOCBA 997 del 02/08/2000) 

d. Provisión de los recursos necesarios y en caso de ser requerido, la realización 
de la práctica médica correspondiente al método anticonceptivo elegido. 
e. Promoción de la participación de los padres, en la medida que sea posible, 
en todo lo relativo a la salud reproductiva de sus hijos. 
f. Información acerca de que el preservativo es por el momento el único método 
anticonceptivo que al mismo tiempo previene de la infección por VIH y del resto 
de las enfermedades de transmisión sexual. 
g. Implementación de un sistema de información y registro y de mecanismos 
de seguimiento y monitoreo permanente sobre las acciones establecidas en la 
presente Ley con estadísticas por sexo y edad. 
h. Evaluación periódica de las prestaciones. 
i. Capacitación permanente a los agentes involucrados en las prestaciones de 
salud reproductiva y procreación responsable con un abordaje interdisciplinario, 
incorporando los conceptos de ética biomédica y la perspectiva de género. 
j. Capacitación de agentes de salud, educación y desarrollo social para informar 
y asesorar en los temas previstos en el artículo 4º de la presente ley. 
k. Realización de actividades de difusión, información, y orientación sobre los 
temas previstos en el artículo 4º de la presente ley. 
l. Diseño e implementación de estrategias de comunicación y educación diri-
gidas de manera particular a las/os adolescentes, dentro y fuera del sistema 
educativo. 
m. Coordinación de acciones entre los distintos efectores tendiente a la cons-
titución de una red de servicios. Seguimiento especial a la población según 
enfoque de riesgo. 
n. Coordinación de acciones con diferentes organismos públicos 
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interjurisdiccionales, privados y no gubernamentales, que por su naturaleza y 
fines puedan contribuir a la consecución de estos objetivos. 
ñ. Realizar la atención integral del embarazo, parto, puerperio y lactancia en 
condiciones apropiadas, resguardando la intimidad y dignidad de las personas 
asistidas. 

ARTÍCULO 8.- Nuevos métodos 
Se faculta a la autoridad de aplicación de la presente Ley a incorporar nuevos métodos 
de anticoncepción, que en todos los casos serán de carácter reversible, transitorio, 
no abortivos, debidamente investigados y aprobados por el Ministerio de Salud de la 
Nación. (Conforme texto Artículo 3º de la Ley 439 BOCBA 997 del 02/08/2000) 

ARTÍCULO 9.- Recursos 
Los recursos destinados a la aplicación de la presente Ley son: 

a. Los asignados anualmente por el presupuesto para la atención de los progra-
mas, servicios y acciones contempladas en la presente ley. 
b. Los fondos provenientes de lo dispuesto por el Decreto P.E.N. Nº 1772/92 en 
su Artículo 1º inciso 3, y la Ordenanza 47.731 en su Artículo 3º. 

La autoridad de aplicación debe tomar los recaudos necesarios para el continuo abas-
tecimiento de los insumos, bienes y servicios no personales y servicios personales a 
cada uno de los centros o dependencias en las cuales se desarrollen las acciones 
previstas por la presente ley, a fin de cumplimentar sus objetivos. 

ARTÍCULO 10.- La autoridad de aplicación remitirá a la Legislatura un informe anual 
sobre la implementación de la presente ley. 

ARTÍCULO 11.- Comuníquese, etc. 

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 989 del 21 de julio de 2000
Ley Reglamentaria Nº 2.960

DECRETO CABA Nº 1.044/08
Seguro Materno Infantil en el Marco del Plan Nacer

Fecha: 20 de agosto de 2008.					   
VISTO: 
La Ley Nacional Nº 25972, el Decreto del Poder Ejecutivo Nacional Nº 2724/PEN/2002, 
Nº 486/PEN/2002, Nº 435/PEN/2003 y Nº 1140/PEN/2004, el Acuerdo Federal de 
Salud suscripto el 28 de marzo de 2003, las Resoluciones del Ministerio de Salud de 
la Nación Nº 198/2003 y Nº 1976/2006, el Decreto Nº 2075/GCBA/07 que aprobó la 
estructura orgánica del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y el Expe-
diente Nº 81437/2006, y, 
CONSIDERANDO: 
Que mediante Decreto del Poder Ejecutivo Nacional Nº 2724/PEN/2002 se dispusie-
ron las medidas necesarias para fortalecer la Atención Primaria de la Salud; 
Que por el artículo 3° del mencionado Decreto se creó el Seguro de Salud Materno-
Infantil, bajo la dependencia del Ministerio de Salud de la Nación, destinado a la 
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atención de la cobertura médico-asistencial y de las prestaciones sociales en forma 
integral y universal para la mujer embarazada, la mujer en edad fértil y los niños de 
hasta cinco años de edad; 
Que en los Considerandos del Decreto del Poder Ejecutivo Nacional Nº 435/PEN/2003 
se puso de manifiesto la necesidad de incrementar los créditos del Ministerio de Salud 
a efectos de implementar el Seguro Universal Materno-Infantil; 
Que con fecha 22 de marzo de 2003 el Estado Nacional, las Provincias y la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires suscribieron el Acuerdo Federal de Salud, declarando su 
firme voluntad de reconocer como prioritarias, en sus respectivas jurisdicciones y para 
los próximos años, entre las Políticas de Estado, la “realización de acciones conjuntas 
entre la Nación, las Provincias y el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
tendientes a disminuir las tasas nacionales de mortalidad infantil en un 25 %, y la de la 
mortalidad materna en un 15 %, en relación a los valores correspondientes al año 2002 
en el transcurso del próximo quinquenio”, como así también la “implementación de un 
Seguro Nacional de Maternidad e Infancia, para tender a brindar la atención integral de 
la salud a madres embarazadas y niños menores de 6 años”; 
Que en virtud de tales antecedentes, con fecha 15 de agosto de 2003, se dictó la 
Resolución Nº 198 del Ministerio de Salud de la Nación que, en su artículo 1°, creó en 
la órbita de la Secretaría de Programas Sanitarios, el Programa para la creación de Se-
guros de Maternidad e Infancia Provinciales, en el marco del Seguro Materno- Infantil, 
para asistir a las Provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en la creación, 
desarrollo, implementación y ejecución de los seguros materno-infantiles locales, me-
diante apoyo financiero y técnico; 
Que por el artículo 5° de dicha Resolución se aprobaron los lineamientos del Progra-
ma para la Creación de Seguros de Maternidad e Infancia que, como Anexo I, forman 
parte integrante de dicha Resolución, los que incluyen el Menú Prestacional definido 
como Conjunto Prestacional Básico (CPB), y al que deberá ajustarse en su accionar la 
Unidad Ejecutora Central creada por el artículo 2° de la misma;
Que por medio del artículo 4° del Decreto del Poder Ejecutivo Nacional Nº 1140/
PEN/2004 se modificó la denominación de dicho programa, reemplazándose por la 
denominación de “Proyecto de Inversión en Salud Materno Infantil Provincial”, denomi-
nación que fue nuevamente modificada por la de “PLAN NACER” mediante Resolución 
del Ministerio de Salud de la Nación Nº 1976/2006; 
Que con el objeto de participar formalmente del Plan Nacer, debe concretarse, requi-
sito previo, la creación por parte de esta jurisdicción del Seguro Materno Infantil de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires (SMICABA); 
Que resulta asimismo indispensable crear una Unidad de Gestión Local del Seguro 
Materno Infantil con facultades para dirigir y administrar el Seguro Materno Infantil, 
conducir las gestiones ante la Unidad Ejecutora Central del Proyecto y celebrar los 
convenios y demás actos que resulten necesarios para el cumplimiento de los objeti-
vos del Plan Nacer; 
Que la creación de dicha Unidad no representa erogación presupuestaria alguna, por 
cuanto resulta financiada con los fondos destinados a tal efecto por el Plan Nacer; 
Que en el mismo sentido, también resulta requisito indispensable, para la participación 
en el Plan Nacer, la creación y apertura de una cuenta con el objeto de administrar los 
fondos transferidos por la Nación en el marco del Plan Nacer, a través de la cual se 
canalizarán la totalidad de los ingresos de fondos recibidos del Ministerio de Salud de 
la Nación, y todos los pagos efectuados con dichos fondos en cumplimiento de los 
lineamientos del Plan; 
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Que la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires ha tomado la intervención 
de su competencia; Por ello, en uso de las facultades conferidas por los artículos 102 
y 104 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
EL JEFE DE GOBIERNO DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES DECRETA: 

ARTÍCULO 1.- Créase el Seguro Materno Infantil de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires (SMICABA), en el marco del Plan Nacer, creado mediante Resolución del Minis-
terio de Salud de la Nación Nº 198/2003. 

ARTÍCULO 2.- El Seguro Materno Infantil de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
tendrá por finalidad favorecer el acceso a los servicios de salud de las mujeres emba-
razadas y hasta 45 días posteriores a la finalización, por cualquier causa, del embarazo 
y a los niños de hasta cinco (5) años de edad, domiciliados en el territorio de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires que no cuenten con otra cobertura médica que la del 
Sistema Público. 

ARTÍCULO 3.- Créase en el ámbito del Ministerio de Salud de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, y dependiente de la Dirección General Adjunta de Programas Centrales, 
la Unidad de Gestión Local del SMICABA, con facultades para dirigir y administrar el 
Seguro Materno Infantil y realizar las gestiones ante la Unidad Ejecutora Central del 
Proyecto. 

ARTÍCULO 4.- La Unidad de Gestión Local del SMICABA no representará erogación 
presupuestaria alguna y se mantendrá en funcionamiento durante todo el período de 
tiempo en el cual se desarrolle el Seguro Materno Infantil de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires. 

ARTÍCULO 5.- Facúltase al señor Ministro de Salud a designar al Coordinador de la 
Unidad de Gestión Local del SMICABA, lo que no representará erogación presupues-
taria alguna. 

ARTÍCULO 6.- Facúltase a la Unidad de Gestión Local a celebrar convenios de pres-
taciones médicas con entidades de salud, publicas o privadas, de conformidad con 
el nomenclador del Plan Nacer y a realizar los actos inherentes al cumplimiento de los 
objetivos del citado Plan. 

ARTÍCULO 7.- Dispónese la apertura de una Cuenta Escritural, en los términos de la 
Ley 70, con el objeto de asentar los ingresos de los fondos recibidos por el Ministerio 
de Salud de la Nación y los egresos en concepto de los pagos que se efectúen en 
cumplimiento de los lineamientos del Plan Nacer. 

ARTÍCULO 8.- El presente Decreto es refrendado por los señores Ministros de Salud y 
de Hacienda y por el señor Jefe de Gabinete de Ministros. 

ARTÍCULO 9.- Dése al Registro, publíquese en el Boletín Oficial de la Ciudad de Bue-
nos Aires, y para su conocimiento y demás efectos, pase a las Direcciones Generales 
de la Oficina de Gestión Pública y Presupuesto y de Tesorería del Ministerio de Hacien-
da y a la Dirección General Adjunta de Programas Centrales del Ministerio de Salud. 
Fecho, archívese. 
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Publicado en el Boletín Oficial de la CABA Nº 3.004 del 1º de septiembre de 
2008
Resolución Reglamentaria Nº 3.048/GCABA/MSGC/08

RESOLUCIÓN CABA Nº 2.557/SS/03 PROTOCOLO DE ATENCIÓN EN LOS 
SERVICIOS DE SALUD PARA VÍCTIMAS DE VIOLACIÓN

Fecha: 16 de diciembre de 2003.
Visto la Nota Nº 1.065/HGATA/03, y;
CONSIDERANDO:
Que por Resolución Nº 983/SS/03, de fecha 16 de mayo de 2003, se estableció al 
Hospital General de Agudos Teodoro Álvarez como Centro de Derivación para el Tra-
tamiento de Mujeres Víctimas de Violencia Sexual en mérito a lo establecido por la 
Resolución Nº 408/SSPMA/86;
Que asimismo, en la citada Resolución se aprobó el Protocolo de Acción ante una 
Mujer Víctima de Agresión Sexual;
Que por Resolución Nº 2.111/SS/03, de fecha 16 de octubre de 2003, se modificó 
parcialmente el antecitado acto resolutivo, dejándose establecido la sustitución del 
aludido Protocolo por el Protocolo de Acción ante Víctimas de Violación, omitiéndose 
modificar la denominación de Centro de Derivación para el Tratamiento de Mujeres 
Víctimas de Violencia Sexual por el de Centro Coordinación y Eventual Derivación para 
el Tratamiento de Mujeres Víctimas de Violencia Sexual;
Que por todo lo expuesto, resultaría procedente aprobar un texto único y ordenado de 
las Resoluciones Nros. 983/SS/03, de fecha 16 de mayo de 2003, y 2.111/SS/03, de 
fecha 16 de octubre de 2003, en cuanto a las modificaciones que deben establecerse 
en dichos actos administrativos;
Que asimismo, debe ordenarse la publicación de la presente en el Boletín Oficial de la 
Ciudad de Buenos Aires;
Por ello, y de acuerdo con las facultades legales que le son propias,
EL SECRETARIO DE SALUD RESUELVE:

Artículo 1.- Modifícanse parcialmente los términos del artículo 1° de la Resolución 
Nº 983/SS/03, de fecha 16 de mayo de 2003, el que en lo sucesivo quedará redactado 
de la siguiente manera:
Artículo 1° - Establécese al Hospital General de Agudos Teodoro Álvarez como Centro 
de Coordinación y Eventual Derivación - para el Tratamiento de Mujeres Víctimas de 
Violencia Sexual, en mérito a lo establecido por Resolución Nº 408/SSPMA/86.

ARTÍCULO 2.- Apruébanse en un Texto Único y Ordenado, las modificaciones intro-
ducidas en las Resoluciones Nros. 983/SS/03, de fecha 16 de mayo de 2003 y 2.111/
SS/03, de fecha 16 de octubre de 2003, el que se acompaña como Anexo y que a 
todos sus efectos forma parte integrante de la presente.

ARTÍCULO 3.- Regístrese, publíquese en el Boletín Oficial de la Ciudad de Buenos 
Aires, para su conocimiento y demás efectos remítase a la Dirección General de 
Atención Integral de la Salud. Cumplido, gírese a la Secretaría de Desarrollo Social. 
Por separado, cúrsese copia de la presente al Centro de Documentación en Salud, 
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dependiente de la Dirección General de Sistemas de Información en Salud. 

ANEXO

Texto Ordenado Resoluciones Nº 983/SS/03, de fecha 16 de mayo de 2003 y 2.111/
SS/03, de fecha 16 de octubre de 2003.

ARTÍCULO 1.- Establécese al Hospital General de Agudos Teodoro Álvarez como 
Centro de Coordinación y Eventual Derivación para el Tratamiento de Mujeres Víctimas 
de Violencia Sexual, en mérito a lo establecido por Resolución Nº 408/SSPMA/86.

ARTÍCULO 2.- Apruébase el Protocolo de Acción ante Víctimas de Violación, el que 
como Anexo forma parte integrante de la presente.

ARTÍCULO 3.- Encomiéndase a la Subsecretaría de Servicios de Salud, la más amplia 
difusión del Protocolo aprobado en el artículo precedente.

ARTÍCULO 4.- Encomiéndase a la Subsecretaría de Servicios de Salud la creación de 
Grupos de Trabajo de atención a mujeres víctimas de violación, en los distintos esta-
blecimientos asistenciales dependientes de esta Secretaría.

ANEXO

Protocolo de Acción ante Víctimas de Violación - Hospital Álvarez - Servicio de Obs-
tetricia. 
Elaboración: Dra. Diana Galimberti; Dr. Marcelo Guz; Lic. Susana Larcamon
Aspectos sociales y jurídicos: Centro de Encuentros Cultura y Mujer
Protocolo de acción ante víctimas de violación
El presente protocolo define el procedimiento a seguir ante una mujer que ha sufrido 
una violación y acude a un servicio de salud. El protocolo completo es aplicable en las 
consultas que se realizan en forma inmediata, ya que la anticoncepción de emergencia 
y la prevención de VIH - SIDA pierden efectividad transcurridas 72 y 24 horas respec-
tivamente.
Dado que es una problemática que no siempre a las mujeres les resulta fácil expresar, 
la actitud de los profesionales debe ser atenta, creer en su relato, aceptar las decisio-
nes y dudas así como respetar sus silencios y reservas. En cada caso las necesidades 
pueden ser diferentes, por lo tanto, los integrantes del Equipo de Salud podrán res-
ponder a la demanda o deberán derivar para apoyar a la consultante, fortalecerla, eva-
luar riesgos, orientarla o derivarla a otros servicios. Es muy importante que la persona 
se sienta acogida desde que ingresa ya sea al servicio de urgencia o a otro servicio.
Flujo de atención
Las mujeres que sufrieron violaciones podrán acceder al sistema de salud del Gobier-
no de la Ciudad de Buenos Aires a través de sus efectores (Hospitales y Centros de 
Salud).
Dicho acceso podrá ser por los consultorios externos de los diferentes servicios en 
los horarios habituales de atención (Ginecología, Salud Mental, Clínica, Traumatología, 
etc.) o a través de las Unidades de Guardia, durante las 24 horas.
- En caso de que la víctima ingrese por la guardia general del hospital, la misma 
seguramente va a ser recibida por el médico de guardia o en ocasiones por una 
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enfermera. Lo ideal sería que los mismos al tomar conocimiento de la situación 
de inmediato pongan en contacto a la persona con la psicóloga de guardia -si se 
cuenta con ese profesional- quien le hará la Contención Inicial si es que la paciente la 
necesita.
- En caso de no contar con ese recurso se procederá a efectuar la derivación adecua-
da al Servicio de Salud Mental.
Los servicios asistenciales deberán diseñar un flujograma de acuerdo a su estructura.
A modo de sugerencia:
- Si entra por el servicio de guardia será inmediatamente derivada al tocoginecólogo de 
guardia que será el encargado de la aplicación del protocolo con la complementación 
de laboratorio e infectología y acompañamiento psicológico.
- Si entra por consultorio externo de servicio de ginecología y obstetricia será este equi-
po, en lo posible interdisciplinario -médica/o, psicóloga/o, asistente social, enfermera- 
quien aplique el protocolo con la complementación de laboratorio e infectología.
- Si entra por cualquier otro consultorio externo será derivada al servicio de ginecología 
y obstetricia, cuyo equipo interdisciplinario tendrá a su cargo la atención con la com-
plementación de laboratorio e infectología.
Es importante que:
- El protocolo y los insumos necesarios estén disponibles en todos los servicios que 
puedan atender a personas que sufrieron violaciones.
- Que se destine un espacio físico adecuado para preservar la privacidad.
- Se registren cuidadosamente los datos a fin de disponer de una información que 
permita seguimiento y evaluaciones y eventualmente estudios comparativos.
- Que quien atienda a una víctima de violación le informe acerca de la posibilidad de 
una derivación a un equipo especializado, dentro de la misma institución, si lo hubiera, 
o de otra institución y le informe de sus derechos legales.
- En los casos en que la persona no hizo denuncia, se le informe que la atención médi-
ca que va a recibir no está relacionada con la conservación de las pruebas.
- Se le informe a la víctima de los procedimientos médicos que serán aplicados y se le 
solicite el consentimiento informado en los casos en que se requiera.
- En el caso que la víctima sea una mujer y se niegue a ser atendida por un profesional 
varón, se facilite la atención por parte de una profesional mujer.
Examen médico
- El examen médico debe identificar todas las lesiones, signos clínicos y evaluar sobre 
posibles derivaciones. Debe realizarse el examen ginecológico (genitales internos y 
externos), y tomar las muestras para laboratorio para diagnosticar posibles ETS y VIH 
-SIDA.
- Recoger material para examen microscópico directo y para cultivos de contenido 
vaginal, endocervical, región anorrectal y eventualmente faríngeo.
- Efectuar frotis, conservar material en tubos estériles secos, con solución fisiológica 
y en medios de transporte apropiado para aerobios, anaerobios chlamydia, etc., si se 
dispusiera de ellos.
- Tomar muestras de sangre para serología de sífilis, HIV, hepatitis B y chlamydia tra-
chomatis.
- Puede ser de utilidad conservar una muestra de sangre en el freezer para eventuales 
pruebas futuras.
Laboratorio
- Neisseria gonorrea: puede detectarse en endocervix, en recto y faringe. Se requiere 
un segundo cultivo confirmatorio ante uno primero positivo.
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- Chlamydia Trachomatis: Es la ETS hallada con más frecuencia en las VAS. Se la en-
cuentra en el conducto endocervical.
- Tricomonas vaginalis: Se las encuentra en el contenido vaginal.
- Treponema Pallium: Se realizará microscopía directa en campo oscuro de la lesión 
primaria (si la hubiera). Fta. Abs a los 7 días, VDRL a la 6ta. semana. Es de importancia 
realizar una prueba de laboratorio precoz para el diagnóstico de una infección previa 
a la agresión.
- HPV: Es de incubación prolongada, 3 a 6 meses y, en ocasiones, años. El diagnósti-
co por lo tanto si es precoz no deberá ser relacionado con la agresión.
- Herpes Simple: La variedad HSV1 se asocia a niños, la variedad HSV2 se relaciona 
con transmisión sexual en adultos. Los estudios diagnósticos para esta patología son 
de difícil implementación, por lo que queda a juicio de cada profesional su realización.
- Hepatitis B: Es una ETS 100 veces más contagiosa que el HIV. Claramente relacio-
nada con la transmisión sexual. Solicitar Anticore IgG y antígeno de superficie al inicio, 
3 y 6 meses.
- Hepatitis C: Solicitar H. C. B. Al inicio 3 y 6 meses.
- HIV (Previa autorización de la paciente): Solicitar ELISA en la primera consulta y a la 
semana 3, luego, a los 3 y 6 meses. El test de ELISA, es una técnica de rastreo, que 
tiene alta sensibilidad pero baja especificidad. Por lo tanto, se pueden presentar falsos 
positivos. En caso de ser positiva la primera muestra, se debe repetir, y ante un nuevo 
positivo realizar Western Blot. NUNCA ENTREGAR UN ELISA POSITIVO, SIEMPRE 
RECONFIRMAR ANTES.
- Solicitar hemograma y hepatograma.
- Detección y prevención de embarazo: una de las muestras de sangre se destinará a 
dosar Subunidad beta de HCG, a fin de conocer si la mujer estaba o no embarazada 
antes del ataque sexual.
Tratamiento
1. Inmediato: Anticoncepción de Emergencia (AE).
La A.E. es un método que previene el embarazo después de un acto sexual sin pro-
tección. Se han postulado varios mecanismos de acción. Depende de la fase del ciclo 
en que se use la anticoncepción de emergencia: inhibición de la ovulación, alteración 
del moco cervical, alteración del transporte de gametos, inhibición de la fecundación, 
y alteración de la función lútea. No hay evidencia científica de que se inhiba la implan-
tación; los preparados usados no son efectivos si ya ha ocurrido la implantación. Por 
lo tanto, no son abortivos.
La medicación utilizada está compuesta por los mismos ingredientes hormonales que 
se encuentran en los anticonceptivos orales, pero en dosis más elevadas. Existen dos 
tipos de AE:
- Las píldoras de progestina pura: es el método más efectivo y tiene menos efectos 
secundarios. Se administran dos dosis de 750 ug de Levonorgestrel (LNG) separadas 
por 12 horas, una pastilla cada vez.
- Las píldoras combinadas: este método, descripto por Yuspe consiste en la toma de 
2 comprimidos de Levonorgestrel 0,25 mg + etinilestradiol 0,05 mg juntas, repitiendo 
la ingesta a las 12 hs.
Con respecto a la eficacia, la misma es muy alta (alrededor del 95 %) si las píldoras 
se ingieren durante las primeras 72 hs. posteriores al acto, luego de transcurrido ese 
tiempo la eficacia disminuye en forma importante.
A nivel comercial existen productos estandarizados en sus dosis o pueden utilizarse los 
A. C. O. de uso habitual ingiriendo un número mayor de comprimidos hasta alcanzar 
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la dosis equivalente a los anteriores.
2. Tratamiento de las lesiones.
3. Suero hiperinmune y vacuna antitetánica. En caso de no tener la vacunación actua-
lizada.
4. Vacuna antihepatitis B. Si no tiene previamente la vacunación completa con contro-
les de anticuerpos.
5. Tratamiento de ETS que puedan ser diagnosticadas en el momento.
6. Tratamiento profiláctico de ETS: la oportunidad y el tipo de profilaxis de ETS no 
cuenta con consenso unánime. Es aconsejable no realizar profilaxis rutinaria, sino eva-
luar individualmente la indicación. No genera conflictos la prevención de gonococcia, 
clamidiosis y Trichomoniasis.
Un esquema posible para prevenir todas ellas puede ser:
Ceftriaxona 250 mg IM o ciprofloxacina 500 mg, +azitromicina 1 gr V. O. + metronida-
zol 2 gr monodosis V. O.
Tratamiento anti-retroviral:
Debido a la toxicidad de los mismos, se deberá proveer tratamiento sólo para 48 - 72 
hs., lapso máximo en el que deberá ser evaluada por un Médico Infectólogo, que deci-
dirá la conducta final a seguir, según Normas de la Sociedad Argentina de Infectología 
(SADI), versión 2002.
Régimen básico: AZT 600 mg/día + 3 tc 150 mg c/12 hs.
Régimen ampliado: Reg. Básico + indinavir 800 mgr c/ 8 hs. o nelfinavir Mgr c/ 8 hs. 
En lo posible comenzando dentro de las 2 hs. de la exposición.
Seguimiento:
- Psicoterapéutico.
- Médico: Control de heridas, control tocoginecológico periódico.
- Laboratorio: Repetición de exudados y examen de sangre para controles. A los 7 días 
Fta abs., 6 semanas VDRL cuantitativa. 0, 3, 6 semanas control de HIV (con autoriza-
ción previa de la paciente).
- Interconsulta con infectología.
- Social.
El Nuevo Marco Legal
En abril de 1999 se sancionó la Ley Nº 25.087 que modificó el Capítulo del Código 
Penal concerniente a los delitos sexuales, entre los que se incluyen las violaciones y 
abusos sexuales.
Un cambio relevante es la modificación del nombre de la Ley. Antes se hablaba de 
delitos contra la honestidad y en la actualidad se denominan delitos contra la integri-
dad sexual de las personas. Esto refleja mejor la experiencia de las mujeres ya que 
reconoce que las violaciones constituyen una afrenta a la integridad y a la dignidad, 
y no al honor -de la propia mujer o de algún varón cercano- al que refería la palabra 
honestidad.
También es importante la mayor amplitud que se da a los conceptos. La nueva Ley 
distingue:
- la violación: penetración por cualquier vía; es decir, no sólo la vaginal sino también la 
anal y el sexo oral.
- el abuso sexual calificado: prácticas que, aunque no sean de penetración, son gra-
vemente ultrajantes para la víctima, como la penetración con objetos, la obligación de 
masturbarse o masturbar al agresor y otros actos sádicos.
- el abuso sexual: incluye actos más leves, como toqueteos o contacto con los genitales.
Dentro de los cambios, es preciso aclarar que ha desaparecido la denominación abuso 
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deshonesto. Asimismo, la nueva Ley desplaza la idea anterior de no haber podido ejer-
cer suficiente resistencia hacia la idea más cercana a las situaciones reales de agresio-
nes sexuales, de no haber podido consentir libremente. Esto refleja mejor la realidad 
de muchas violaciones o abusos donde no necesariamente hay fuerza física, que deja 
marcas, sino donde existe un clima intimidatorio, abuso de poder o de confianza.
Tanto antes como después de la reforma, se entiende que pueden ser denunciados 
agresores desconocidos, conocidos, allegados o familiares. La Ley es más severa, en 
cuanto a penas, cuando existe relación de parentesco. Y si bien la nueva normativa no 
menciona de modo expreso la violación marital, esta situación podría estar contempla-
da cuando se refiere a violaciones o abusos sexuales en el marco de las relaciones de 
dependencia, de autoridad o de poder.
La denuncia
Por tratarse de delitos de instancia privada, cuando la víctima es mayor de 18 años, 
solamente ella puede denunciar.
Cuando se trata de niñas/os y adolescentes menores de 18 años podrán denunciar 
en primer lugar los adultos responsables (padres, tutores, guardadores). En caso de 
que existan indicios o sospechas de que la niña/o haya sido abusada/o por personas 
encargadas de su cuidado, los profesionales de salud están obligados a denunciar 
para asegurar su integridad.
El Fiscal podrá actuar de oficio -es decir, por su propia iniciativa- cuando los intereses 
de la niña o niño sean opuestos o incompatibles con los de sus padres o tutores, ya 
que se entiende que niñas y niños están en una situación de mayor vulnerabilidad y sus 
derechos son prioritarios.
Cuando la víctima es adulta pero no tiene capacidad de discernimiento se debe actuar 
como en los casos de menores.
La Ley no dice que la denuncia debe ser realizada en forma inmediata. En sentido con-
trario a lo que se piensa, los plazos legales para presentar una denuncia son amplios. 
El tiempo depende de la gravedad del delito. Por ejemplo: en casos de violación el 
plazo legal es de 12 años y en casos de abusos sexuales, es de 4 años.
Sin embargo, cuanto menos se demore en realizarla más credibilidad tendrá la denun-
ciante. El problema está en que esa urgencia se contradice con el tiempo necesario 
-diferente en cada mujer- para reflexionar y decidir qué hacer. Muchas mujeres nece-
sitan compartir con familiares, amigas/os o profesionales lo sucedido antes de tomar 
decisiones. Este proceso demanda tiempo. Por otra parte, la urgencia tiene que ver 
con la conveniencia de ser revisada de inmediato por el médico forense (o legista), para 
que éste pueda encontrar las llamadas pruebas del delito.
Las denuncias de delitos sexuales pueden ser realizadas ante autoridades policiales 
-es decir, en la Comisaría más próxima- o también ante autoridad judicial: en los Juz-
gados Penales o Fiscalías.
Si se hace ante la Policía es necesario exigir que se realice la revisación médica (por 
parte del médico legista) en forma inmediata.
Tanto las Comisarías como los Juzgados Penales atienden los días hábiles, los días 
feriados y los fines de semana, aunque en el caso de los Juzgados Penales debe te-
nerse en cuenta que en los días feriados y fines de semana sólo atienden los que están 
de turno.
En días hábiles hay que dirigirse a la Oficina de Denuncias y Sorteos, donde quien 
denuncia deberá llenar un formulario con los datos personales. De inmediato, se le 
designará, por sorteo, el Juzgado de Instrucción que se hará cargo de la investigación. 
Esto se efectúa en el día. Para acudir a hacer la denuncia no se necesita patrocinio de 
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abogado/a. El paso siguiente es acudir al Juzgado asignado por sorteo y pedir que se 
le tome declaración y se practique la revisación de los médicos forenses. Es importan-
te exigir que esto se realice el mismo día.
Siempre que sea posible, se recomienda realizar directamente la denuncia judicial -es 
decir, en los Juzgados- y no en una Comisaría; ya que de esa manera se evita repetir 
las declaraciones y la revisación médico-legal.

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 1.863 del 22 de enero de 2004

RESOLUCIÓN CABA Nº 78/SS/03
RECOMENDACIONES PARA LA PREVENCIÓN DE LA TRANSMISIÓN 
VERTICAL DEL VIH, EL TRATAMIENTO DE LA INFECCIÓN EN MUJERES 
EMBARAZADAS. PROCREACIÓN Y ANTICONCEPCIÓN EN PAREJAS 
SEROPOSITIVAS O SERODISCORDANTES

Fecha: 16 de enero de 2003.
Visto el Decreto Nº 1.981/01 y el Decreto Nº 2.002/00; y
CONSIDERANDO:
Que la necesidad del control de la epidemia de VIH/SIDA hace necesario brindar pre-
vención, asesoramiento y diagnóstico de la manera más eficaz posible, a toda la po-
blación de la Ciudad;
Que la aparición de nuevas tecnologías (medicamentos y procedimientos) y de nuevos 
conceptos fisiopatológicos y sociales hace necesario la publicación y difusión de reco-
mendaciones acordes con el estado de arte al momento de su redacción;
Que la situación epidemiológica del VIH/SIDA en la Ciudad de Buenos Aires muestra 
una creciente participación de las mujeres jóvenes en la epidemia y una prevalencia 
superior al 1% entre las mujeres embarazadas;
Que del total de niños infectados con el VIH/SIDA, el 97 % adquirió la infección a través 
de la transmisión vertical;
Que con los nuevos conocimientos y la aplicación de nuevas tecnologías en las mu-
jeres embarazadas y en los recién nacidos, la transmisión vertical de VIH/SIDA se ha 
reducido desde aproximadamente un 35% a menos del 2%;
Que los éxitos de las nuevas formas terapéuticas determinan la aparición de nuevos 
desafíos y planteos bioéticos;
Que la tarea de asesoramiento y diagnóstico en las mujeres embarazadas con VIH/
SIDA bien debe ser pensada como un espacio de articulación entre la prevención y la 
asistencia;
Que el diagnóstico serológico brinda una oportunidad única para el trabajo personali-
zado e intensivo (cara a cara) en prevención primaria con las personas que tienen un 
resultado negativo al VIH, y de prevención secundaria en las personas que tienen un 
resultado positivo al VIH;
Por ello,
EL SECRETARIO DE SALUD RESUELVE:

ARTÍCULO 1.- Apruébanse las “Recomendaciones para la prevención de la trans-
misión vertical del VIH, el tratamiento de la infección en mujeres embarazadas y el 
asesoramiento sobre procreación y anticoncepción en parejas seropositivas o serodis-
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cordantes” que como Anexo I forman parte integrante de la presente.

ARTÍCULO 2.- La Secretaría de Salud, a través de la Coordinación de SIDA arbitrará 
las medidas pertinentes a fin de que dichas recomendaciones sean difundidas a todos 
los hospitales y centros de salud pertenecientes al ámbito de la Secretaría de Salud del 
Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires como así también entre las instituciones de la 
Seguridad Social y del ámbito privado.

ARTÍCULO 3.- Regístrese, publíquese y para su conocimiento pase a la Subsecretaría 
de Gerenciamiento Estratégico, Subsecretaría de Servicios de Salud, sus Direcciones 
Generales Dependientes, Hospitales y Centros de Salud, cumplido archívese. 
Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 1.620 del 30 de enero de 2003

ANEXO I

RECOMENDACIONES PARA LA PREVENCIÓN DE LA TRANSMISIÓN VERTICAL DEL 
VIH, EL TRATAMIENTO DE LA INFECCIÓN EN MUJERES EMBARAZADAS Y EL ASE-
SORAMIENTO SOBRE PROCREACIÓN Y ANTICONCEPCIÓN EN PAREJAS SERO-
POSITIVAS O SERODISCORDANTES

Índice
I- Introducción
II- Aconsejamiento
III- Diagnóstico de infección por VIH
IV- Transmisión Vertical: cuándo ocurre y qué factores influyen en ella
V- Medicación Antirretroviral
VI- Transmisión Vertical y modo de parto
VII- Resistencia a los antirretrovirales
VIII- Recomendaciones para el recién nacido de madre con infección por VIH
IX- Reproducción y anticoncepción en parejas seropositivas o serodiscordantes
- Reproducción y VIH
- Anticoncepción y VIH

Referencias bibliográficas
Anexos
- Notificación de partos de mujeres VIH reactivas
- Ficha de notificación
- Modelo de Consentimiento Informado

I Introducción
La transmisión vertical es la principal vía de transmisión del VIH en los niños. De hecho, 
en la Ciudad de Buenos Aires el 96.6% de los casos de SIDA en menores de 13 años 
adquirió la infección por esta vía.
El primer niño con diagnóstico de SIDA en la Ciudad, infectado por transmisión ver-
tical, fue reportado en 1986. Desde entonces ésta ha sido la vía de transmisión de la 
infección de los 833 niños notificados por la Ciudad de Buenos Aires, de los cuales 
278 residen en ella. Desde la primera notificación hasta 1996, año en que se alcanzó 
el valor máximo, se registró una tendencia ascendente en el número de nuevos casos. 
A partir de 1997 la curva comenzó a descender.
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El descenso registrado a partir de 1997 coincide con la aprobación y difusión de la 
“Norma Nacional de SIDA en Perinatología”, que incluye la obligatoriedad de ofrecer a 
todas las embarazadas la realización de la serología para el VIH, previo aconsejamien-
to y respetando el consentimiento informado. Esto contribuyó a optimizar la detec-
ción precoz de las mujeres embarazadas infectadas por VIH y ofrecerles tratamientos 
antirretrovirales, que han demostrado reducir sensiblemente el riesgo de transmisión 
madre-hijo.
En este contexto, estudios realizados en sitios centinela de la Ciudad muestran tasas 
de prevalencia de infección por VIH en mujeres embarazadas superiores al 1%, lo que, 
de acuerdo a los criterios de ONUSIDA, calificaría a la epidemia en la Ciudad como 
generalizada.
A pesar de que en los últimos años asistimos a progresos de gran importancia en 
cuanto a las posibilidades técnicas de detección y tratamiento del VIH-SIDA, estos 
avances no han podido resolver lo complejo de la situación.
Es preciso un abordaje integral del problema de la transmisión vertical.
Se deben tener en cuenta situaciones tales como el crecimiento de la epidemia en 
sectores cada vez más pauperizados y más jóvenes, el crecimiento de las relaciones 
heterosexuales sin protección como forma de transmisión y la constante disminución 
de la razón hombre/mujer a expensas del creciente número de mujeres infectadas.
Creemos que están dadas las condiciones para producir un favorable impacto en las 
alarmantes cifras de transmisión perinatal del VIH en la Ciudad de Buenos Aires y plan-
tearnos reducir esos valores a su mínima expresión.
Para lograr este objetivo resulta clave dinamizar a los diferentes efectores implicados y 
comprometidos con la problemática, apuntando a ayudar en la resolución de los obs-
táculos que, en lo cotidiano, dificultan un accionar preventivo integral.
Las presentes recomendaciones se elaboraron teniendo en cuenta problemas y situa-
ciones que se plantean en diferentes momentos del abordaje preventivo y asistencial 
del VIH-SIDA. Tienen por objetivo dar cuenta del estado del conocimiento en relación 
con las acciones de prevención de la transmisión perinatal del VIH y las recomendacio-
nes de terapia antirretroviral para embarazadas.
Asimismo, y en directa relación con la necesidad de dar una respuesta integral a la 
epidemia de VIH-SIDA, se han incluido recomendaciones para el abordaje de cues-
tiones vinculadas a la reproducción y la anticoncepción en parejas seropositivas o 
serodiscordantes.

II Aconsejamiento
El diagnóstico precoz de infección por VIH durante la gestación permite lograr los 
mejores resultados en relación con el control de la infección materna y, consecuente-
mente, los mejores resultados de prevención de la transmisión vertical del virus. Es por 
este motivo, que deberá ofrecerse a todas las embarazadas y sus parejas la realiza-
ción de la serología para el VIH, previo asesoramiento y respetando el consentimiento 
informado.
Entre los principios éticos y los derechos de los ciudadanos que guían las presentes 
recomendaciones se encuentran el respeto a la decisión personal, libre e informada y el 
derecho a la confidencialidad para cada persona respecto de su situación serológica.
En este contexto, el aconsejamiento debe ser entendido como un espacio de en-
cuentro para el intercambio de información y para la reflexión sobre diversos aspectos 
relacionados con el VIH y el SIDA.
Así entendido, el aconsejamiento es un proceso de escucha activa, individualizado 
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y centrado en el consultante. Presupone la capacidad de establecer una relación de 
confianza entre los interlocutores, que tienda a rescatar los recursos internos de quien 
consulta para que tenga la posibilidad de reconocerse como sujeto de su propia salud 
y transformación.
La calidad de ese intercambio guarda una relación directa con el éxito de las acciones 
que se propone: potenciar los recursos preventivos de sus actores y fortalecer la au-
tonomía en las decisiones de las personas, respetando los diferentes estilos de vida y 
considerando los factores de vulnerabilidad biológica, afectiva y social.
Ser vulnerable en el contexto del VIH-SIDA significa tener poco o ningún control sobre 
el riesgo de infectarse, o tener poco o ningún acceso a cuidados y apoyos adecua-
dos.
En relación con la prevención de la transmisión perinatal del VIH, privilegiar este es-
pacio implica que la mujer embarazada y su pareja reciban el aconsejamiento que les 
permita evaluar si han estado en riesgo de infección, informarse acerca de la prueba 
de laboratorio y sus implicancias, decidir si necesitan o no realizarla y reflexionar sobre 
como prevenir la infección considerando su realidad personal y social.
Esto supone que la decisión de realizar el test sea de carácter estrictamente voluntario 
y confidencial, en consonancia, a su vez, con la Ley Nº 23.798 y su Decreto Reglamen-
tario Nº 1.244/91 que exigen el consentimiento informado y escrito de la paciente para 
hacer el estudio (Ver modelo).
Por esto debería pensarse el consentimiento informado en el marco de un proceso 
que incluye la autorización mediante la cual el paciente expresa la comprensión de la 
información suministrada y acepta o no la realización de la prueba.
Sin embargo, en la práctica asistencial el consentimiento informado se ha convertido, 
muchas veces, en una formalidad, un mero trámite que debe cumplimentarse pero que 
carece del sentido para el cual fue propuesto. Los pacientes firman como obligación 
y los profesionales lo consideran como una medida de protección frente a potenciales 
demandas legales.
Es clave problematizar y repensar estas situaciones para darle al consentimiento infor-
mado el sentido y objetivo para el cual fue creado. Es este un primer paso para resca-
tar y fortalecer la defensa de la libertad y el respeto por las personas.
El marco de confidencialidad que requiere el aconsejamiento hace necesario un lugar 
físico que asegure la privacidad de la entrevista.
Los principales objetivos que guían el aconsejamiento son:
- Proporcionar apoyo educativo que permita compartir conocimientos sobre VIH-SIDA, 
su prevención, diagnóstico y tratamiento, y aclarar las dudas que surjan al respecto.
- Facilitar la gestión de riesgo que implica el proceso afectivo e intelectual de evalua-
ción del propio riesgo de adquirir la infección y la decisión de asumir la forma de pre-
vención más adecuada para cada situación en particular.
- Proporcionar el apoyo psico-social a quienes necesitan manejar episodios de crisis 
asociados al diagnóstico o a situaciones derivadas del riesgo de infección por VIH.
- Posibilitar la adhesión a los tratamientos propuestos.
- Consejeros
En el caso de la transmisión perinatal, la práctica del asesoramiento debe realizarse en 
los diferentes ámbitos por donde circulan los destinatarios específicos: consultas pre-
concepcionales, prenatales, de anticoncepción, entre otras, en los diferentes efectores 
de salud (servicios hospitalarios, sanatoriales, Centros de Salud, CePAD, etc.).
La actividad de consejería puede ser llevada a cabo por:
- Trabajadores de la salud capacitados en Consejería.
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- Miembros de la comunidad y de organizaciones civiles entrenados y capacitados en 
Consejería.
Es imprescindible que las personas que realizan el aconsejamiento tengan conoci-
mientos actualizados en VIH-SIDA y ETS y disposición para reconocer sus propias 
limitaciones y potencialidades. Además, deben saber valorar los conocimientos, pre-
juicios y sentimientos del consultante. Estas son condiciones necesarias para construir 
un vínculo de confianza, esencial para el desarrollo del aconsejamiento. De la calidad 
de la relación entre el consejero y la/el/los consultante/s dependerá la identificación de 
barreras que dificultan la prevención para cada caso en particular y el mantenimiento 
de la percepción de riesgo en el tiempo y, por ende, de las medidas preventivas.
- Aconsejamiento pre-test
Los siguientes son contenidos esenciales a incluir en la dinámica del pre-test:
-Reafirmar el carácter voluntario y confidencial del testeo.
- Verificar testeos anteriores, riesgos, valores y creencias.
- Intercambiar informaciones sobre el test y el “período de ventana”.
- Plantear la importancia de ofrecer el test a las parejas actuales.
- Intercambiar informaciones sobre el significado e impacto de los posibles resultados 
del test.
- Enfatizar la diferencia entre infección por VIH y SIDA.
- Investigar la existencia de redes sociales de apoyo disponibles (familia, pareja, ami-
gos, trabajo, etc.).
- Considerar las reacciones emocionales que puedan ocurrir durante el período de 
espera del resultado del test y orientar la oferta de servicios en consecuencia.
- Reforzar la necesidad de adoptar prácticas seguras frente al VIH, también durante 
el embarazo, mostrando el uso correcto de los diferentes insumos (por ej.: preserva-
tivos)
El hecho de que muchos pacientes no retiren los resultados del test o tengan dificul-
tades para adherir a los tratamientos propuestos, tiene una relación directa con la 
calidad del aconsejamiento pre-test.
- Aconsejamiento post-test
Dentro de los contenidos de las entrevistas de post-test no deben faltar:
- Reforzar y discutir con los pacientes el significado del resultado del test.
- Reforzar las informaciones sobre el modo de transmisión del VIH.
- Reforzar la información sobre las medidas de prevención
Ante un resultado negativo: Se deberá tener en cuenta que este resultado puede ex-
presar que no existe infección o que ésta es tan reciente que aún no se han desarro-
llado la cantidad de anticuerpos necesarios para ser detectada por el test (ventana 
serológica).
En este caso, la necesidad de recomendar o no la realización de un nuevo test guarda-
rá relación con los contenidos e informaciones aparecidas en la entrevista pre-test.
Ante un resultado indeterminado: Este resultado puede significar una infección por VIH 
reciente o, menos frecuentemente, una reacción cruzada con otras enfermedades. Por 
lo tanto se recomienda repetir el estudio entre 7 y 15 días después.
Ante un resultado positivo: Comunicar este resultado implica estar atento a las diferen-
tes reacciones que pudieran presentarse. Es importante recordar el carácter confiden-
cial del test y el respeto por la autonomía de las gestantes que definirán, entre otras 
cuestiones, con quién y cuándo compartir esta información.
Se debe comprometer el tiempo que fuere necesario para que las gestantes puedan 
expresar los sentimientos y sensaciones que les produce el impacto del diagnóstico.



Defensoria del Pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires | 301

Luego de este primer momento de escucha y contención, es importante reforzar la 
información de que estar infectado por el VIH no significa tener SIDA, que existen 
medicamentos para controlar su infección y reducir sustancialmente la posibilidad de 
transmisión a su hijo, orientando a la paciente para una atención especializada.
El aconsejador deberá reforzar las informaciones relativas al control de la infección, de 
las reinfecciones y todo lo referente a la prevención de la transmisión vertical del VIH.
Se deberá informar acerca de la necesidad de iniciar una terapia antirretroviral, que 
será decidida junto al especialista.
La Ley Nacional de SIDA establece que la notificación de los resultados de la serología 
para VIH debe ser informada por el médico junto al consejero.
Asimismo, se insistirá en la recomendación de no amamantar a su hijo y se garantizará 
la entrega de los sustitutos adecuados.
Finalmente, se discutirá con la mujer la necesidad de realizar el test a su/sus hijo/s y 
pareja/s y se insistirá en la conveniencia de usar el preservativo en todas las relaciones 
sexuales.
- Aconsejamiento de menores
Con respecto al aconsejamiento y testeo de los menores de edad, es necesario regirse 
por las Normas elaboradas por la Defensoría Permanente del Consejo de los Derechos 
de Niños, Niñas y Adolescentes.
Se debe garantizar en primera instancia el Derecho a la Salud de acuerdo a la Con-
vención de los Derechos del Niño, que tiene rango constitucional, y a la Ley Nº 114 de 
Protección integral de los derechos de niños, niñas y adolescentes de la Ciudad de 
Buenos Aires.
El menor debe ser atendido aunque concurra solo o indocumentado.
Para realizar algún procedimiento diagnóstico o terapéutico deberá comunicarse con 
la guardia permanente del Consejo para que preste el consentimiento legal. (Primero 
proporcionar la atención médica necesaria y luego comunicarse con la guardia).
Teléfonos de la Guardia Permanente del Consejo de los Derechos de Niños, Niñas y 
Adolescentes:
4978-0685, 155-662-9923, 155-662-8894

III Diagnóstico de infección por VIH
El diagnóstico de infección por VIH se basa en la detección serológica de anticuerpos. 
El mismo comprende un estudio preliminar mediante técnicas de tamizaje que pueden 
ser aglutinación de partículas de gelatina o bien enzimoinmunoensayos (ELISA) de 
3era. y 4ta. generación.
Aún cuando la sensibilidad y especificidad de estas técnicas es superior al 99%, se ha 
observado un aumento en la frecuencia de falsos positivos en las técnicas de tamizaje 
en mujeres embarazadas.
Las muestras positivas se estudian mediante la técnica confirmatoria o suplementaria 
llamada Western Blot (WB). En la página siguiente se presenta el algoritmo diagnóstico 
sugerido.
- Test rápidos
Los test rápidos de diagnóstico de VIH han demostrado tener una sensibilidad y espe-
cificidad comparables a los ELISA de tercera generación (sensibilidad y especificidad 
que oscilan entre el 97 y 100%).
Su uso está dirigido hacia aquellas situaciones en que es necesario evaluar y decidir 
rápidamente la utilización de profilaxis medicamentosa para evitar la infección vertical 
por VIH del recién nacido. Por ejemplo: mujeres a punto de finalizar su embarazo o ya 
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en trabajo de parto y que no fueron testeadas previamente.
Puede aceptarse un único test rápido para tomar decisiones terapéuticas de emergen-
cia en casos particulares como los mencionados en el párrafo anterior, considerando 
que el diagnóstico de la infección por VIH y su tratamiento, incluso al momento del 
parto, reducen marcadamente las posibilidades de transmisión vertical del virus.
La recomendación del test rápido para el diagnóstico del VIH a todas las mujeres 
embarazadas que concurren al final del embarazo o en trabajo de parto sin serología 
previa, pone en evidencia dificultades en la captación precoz de las mujeres embara-
zadas para los controles prenatales.
Ante la necesidad de realizar un test rápido para VIH en el momento del parto, se de-
berá considerar que todo resultado (positivo o negativo) deberá ser estudiado con el 
algoritmo convencional de diagnóstico.
Por lo antedicho, a todas las embarazadas que concurran en trabajo de parto sin se-
rología para VIH se les ofrecerá por guardia el test rápido, con el consentimiento verbal 
de la paciente, que se hará por escrito lo antes posible.
Dentro de los 15 a 30 minutos de la toma de la muestra de sangre, se obtendrá un 
resultado y se procederá en consecuencia:
Test No Reactivo: no tomar ninguna conducta en particular. Se considera a la mujer 
como VIH negativa, pero deberá repetirse el estudio según el algoritmo convencional.
Test Reactivo: deberá iniciarse inmediatamente el tratamiento conforme al esquema 
para reducción de la transmisión vertical en la madre y en el recién nacido (RN), sus-
pender el amamantamiento y orientar a la paciente para realizar las acciones corres-
pondientes para confirmar el diagnóstico.
A todo recién nacido de una mujer que fue diagnosticada como VIH positiva durante 
este estudio se le realizarán los procedimientos diagnósticos de biología molecular de 
acuerdo a las normas.
(Ver “Algoritmo diagnóstico de la infección por VIH en la población pediátrica”)

IV Transmisión Vertical: cuándo ocurre y qué factores influyen en ella
El VIH puede transmitirse de la madre al hijo durante el embarazo (transmisión prena-
tal), en el momento del parto (transmisión intraparto) o posteriormente a través de la 
lactancia materna (transmisión postnatal).
Diversos estudios demostraron que es en el momento del parto donde el riesgo de 
transmisión es mayor, ya que el VIH presente en las secreciones vaginales o en la 
sangre, puede ingresar a través de la conjuntiva fetal, del tracto gastrointestinal o de 
una solución de continuidad en la piel fetal. Se considera que, en las poblaciones sin 
lactancia materna, el 65% de las transmisiones se producen en este momento y el 
35% restante, en la etapa prenatal.
- Factores implicados en la Transmisión Vertical
Factores maternos
Estado clínico e inmunológico de la madre. Las gestantes en fases avanzadas de 
enfermedad o con criterios de SIDA y aquellas con recuentos de linfocitos CD4 infe-
riores a 500 cel/ml tienen un mayor riesgo de infectar a su descendencia. También la 
presencia de ETS u otras co-infecciones, así como el estado nutricional de la gestante, 
las prácticas sexuales sin protección con la consiguiente probabilidad de reinfección y 
el hábito de fumar, implican riesgos adicionales.
Con respecto a la lactancia materna, el riesgo aumenta en relación directa con la carga 
viral de la madre y el tiempo de amamantamiento. La prolongación de la lactancia más 
allá de los tres meses y, en especial, durante más de seis meses supone un riesgo 
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elevado de infección postnatal. Ese riesgo también se incrementa en presencia de 
mastitis o abscesos mamarios.
Carga viral materna. Diversos estudios han demostrado una directa relación entre el 
nivel de la carga viral plasmática materna y el riesgo de transmisión. De hecho, el único 
factor de riesgo independiente asociado a la transmisión fue la carga viral plasmática 
materna basal y en el momento del parto.
En las mujeres que realizaron profilaxis con AZT o tratamiento antirretroviral (ARV), la 
carga viral basal y en el final del embarazo ha demostrado ser el mejor marcador pre-
dictivo del riesgo de transmisión. No obstante, la transmisión vertical es posible aún 
con carga viral indetectable, lo que demuestra que existen otros factores implicados 
en ella.
Factores obstétricos
Existe un riesgo aumentado de infección en situaciones en que se produce una altera-
ción de la integridad de la placenta. Los procedimientos invasivos durante el embarazo 
(funiculocentesis, amniocentesis, punción de vellosidades coriónicas, entre otros) re-
presentan un mayor riesgo de infección para el feto, por lo que están contraindicados. 
Asimismo, se recomienda evitar, cuando sea posible, la realización de tactos vaginales 
repetidos, el uso de fórceps, vacuum, tocografía interna, episiotomía y ampliación de 
partes blandas.
La ruptura prematura de membranas, al facilitar el contacto del feto con la sangre y las 
secreciones cérvico-vaginales, está asociada a un mayor riesgo de infección.
Existen trabajos que demuestran un aumento en la transmisión ante situaciones que 
conllevan una inflamación placentaria, tales como la corioamnionitis.
Diferentes estudios demostraron que la cesárea programada se ha asociado a un 
efecto protector frente a la transmisión vertical, en particular en aquellas mujeres que 
no estaban recibiendo terapia antirretroviral.
Factores fetales
La edad gestacional al momento de la exposición es un factor íntimamente relaciona-
do con la transmisión. Aunque en un principio se consideró que los niños infectados 
intraútero eran prematuros con más frecuencia como consecuencia de la infección por 
el VIH, posteriormente se ha demostrado que es la prematuridad lo que determina un 
mayor riesgo de transmisión y no viceversa.
A su vez, los RN con bajo peso para la edad gestacional tienen un mayor riesgo de 
infección por el VIH.
Factores virales
Se encuentra en investigación si ciertas características del fenotipo y genotipo viral, 
tales como las deleciones en el gen que codifica el co-receptor de quimocinas CCR-5, 
determinados HLA o la discordancia HLA entre la madre y el niño, guardan relación 
con la transmisión vertical del VIH.

V Medicación antirretroviral
- Generalidades
Antes de iniciar la medicación se debe informar a la paciente, en forma clara y sencilla, 
sobre:
- la probabilidad de transmisión del VIH a la descendencia,
- la necesidad de sostener medidas de prevención para evitar infecciones y/o reinfec-
ciones,
- la eficacia obtenida a partir de la administración de antirretro-virales, y
- los efectos adversos, aún en estudio, del tratamiento.
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Es importante, al finalizar la entrevista, consignar en la historia clínica tanto la acepta-
ción como la negativa a recibir medicación antirretroviral. Podrá utilizarse un formulario 
preimpreso que deberá firmar la paciente.
Las recomendaciones de tratamiento antirretroviral para las mujeres embarazadas con 
infección por VIH son las mismas que aquellas propuestas para mujeres no embaraza-
das, salvo en lo que se refiere a la contraindicación de algunas drogas. El conocimiento 
del estado clínico, inmunológico y virológico es muy importante para tomar decisiones 
en cuanto al esquema terapéutico, que tiene básicamente dos objetivos:
- Tratar a la mujer, con independencia del estado de gravidez.
- Prevenir la transmisión del VIH de madre a hijo.
Algunas de las recomendaciones generales presentadas a continuación están avala-
das por estudios controlados; otras se basan en estudios de seguimiento a mediano 
plazo.
El esquema a instituir, en aquellas mujeres sin tratamiento previo, podrá comenzar en 
cualquier momento del embarazo posterior a las 14 semanas, incluso en el trabajo de 
parto.
El esquema más ampliamente utilizado es el surgido del protocolo ACTG 076 (ver cua-
dro 1), aunque la tendencia a nivel mundial -que ya se verifica en varios efectores de la 
Ciudad- es a utilizar esquemas combinados.

Cuadro 1
Profilaxis de la transmisión perinatal del VIH con zidivudina
(Protocolo ACTG 076)
Administración durante el embarazo (Primer componente):
Iniciar AZT no antes de la semana 14 de gestación y continuar hasta iniciado el trabajo 
de parto.
Cápsulas de 100 mg: 300 mg c/12 horas
Administración durante el trabajo de parto o cesárea (Segundo componente)
Iniciar AZT endovenoso con el trabajo de parto o 2 hs. antes de la cesárea programa-
da.
Dosis de carga de 2 mg/kg, diluida en dextrosa 5%. Infundir en una hora.
Dosis de mantenimiento: 1 mg./kg/hora hasta el parto o cesárea.
Las ampollas son de 200 mg., por lo que pueden requerirse 4 ó 5 ampollas.
Alternativa: Vía oral: 600 mg. al comienzo del trabajo de parto, seguido de 300 mg. oral 
cada 3 horas antes del parto y luego suspender.
Administración al neonato (Tercer componente)
Iniciar, preferentemente, entre las 8 y 12 horas posparto, o antes de las 48 horas.
AZT oral en jarabe, 2 mg/kg. Cada 6 horas durante 6 semanas.
Para aquellos que no toleran la vía oral, debe administrarse 1,5 mg/kg., vía intravenosa, 
cada 6 horas.
Todas las mujeres que reciban AZT requieren un control hematológico mensual, pues 
en caso de descenso de la hemoglobina por debajo de 7,5 mg/dl y/o descenso pla-
quetario por debajo de 50.000/mm3, el tratamiento deberá reevaluarse.
Las mujeres que reciben sólo AZT para la prevención de la transmisión vertical no de-
ben continuar con esta medicación en el post-parto y deben ser derivadas a un centro 
de referencia de atención del VIH-SIDA para su evaluación y seguimiento.
Se plantearán los escenarios posibles de acuerdo a las situaciones más frecuentes 
que se presentan en el trabajo cotidiano.
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Escenario 1
Mujer VIH+ embarazada sin tratamiento antirretroviral previo
- Las mujeres embarazadas con infección por VIH deben ser evaluadas desde el punto 
de vista clínico, inmunológico y virológico. Las recomendaciones para la iniciación del 
tratamiento antirretroviral debe basarse en los mismos parámetros utilizados para per-
sonas que no están embarazadas, aunque deben considerarse los riesgos y beneficios 
de algunas drogas en particular durante el embarazo.
- Debe recomendarse el protocolo completo con AZT luego del primer trimestre para 
todas las mujeres embarazadas con infección por VIH, con carga viral menor a 1000 
copias/ml, para reducir el riesgo de transmisión perinatal.
- Se recomienda la combinación de la profilaxis con AZT con otras drogas antirretro-
virales para aquellas mujeres que lo requieran por su estado clínico, inmunológico o 
virológico, o presenten carga viral mayor a 1000 copias/ml, independientemente del 
estado clínico o inmunológico.
- Las mujeres que están en el primer trimestre del embarazo deben considerar pos-
tergar la profilaxis hasta encontrarse, por lo menos, en la semana 14 de gestación, si 
su estado inmunológico y/o virológico lo permite. Algunos estudios plantean que se 
obtienen resultados similares iniciando el esquema en la semana 28 de la gestación.
- Recomendar la administración de inhibidores de la lactancia.
Si no fue posible realizar el protocolo completo con AZT, el tratamiento debe adminis-
trarse durante el parto o, luego del mismo, al recién nacido.
NO DEBEN USARSE EFAVIRENZ, DDC (ZALCITAVINE)
NI HIDROXIUREA EN EL TRATAMIENTO DE LA MUJER EMBARAZADA
A pesar del uso difundido de muchos ARV, no existe hasta el momento evidencia 
acerca de la seguridad en el uso en mujeres embarazadas de drogas tales como: d4T, 
saquinavir, indinavir, ritonavir, nelfinavir, didanosina, abacavir, lopinavir/ritonavir, teno-
fovir, atazanavir, tipranavir, amprenavir.

Escenario 2
Mujer VIH+ en tratamiento antirretroviral en el momento del diagnóstico de embarazo
- Si el embarazo es reconocido durante el primer trimestre, evaluar con la paciente 
potenciales riesgos y beneficios de continuar la terapéutica. Si se decide suspender, 
debe hacerse con todas las drogas en forma simultánea y completa. Lo mismo si se 
decide reintroducirla.
- En el embarazo reconocido después del primer trimestre, continuar con el tratamien-
to antirretroviral, informando sobre riesgos y beneficios.
- Tratar de que el AZT forme parte del esquema utilizado.
- Independientemente del esquema ARV utilizado durante el embarazo, se recomienda 
la administración de AZT durante el parto y al recién nacido.
- Recomendar la administración de inhibidores de la lactancia.
NO DEBEN USARSE EFAVIRENZ, DDC (ZALCITAVINE)
NI HIDROXIUREA EN EL TRATAMIENTO DE LA MUJER EMBARAZADA
A pesar del uso difundido de muchos ARV, no existe hasta el momento evidencia 
acerca de la seguridad en el uso en mujeres embarazadas de drogas tales como: d4T, 
saquinavir, indinavir, ritonavir, nelfinavir, didanosina, abacavir, lopinavir/ritonavir, teno-
fovir, atazanavir, tipranavir, amprenavir.

Escenario 3
Mujer VIH+ en trabajo de parto sin tratamiento antirretroviral previo
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Las siguientes opciones están validadas por ensayos clínicos aleatorizados.
- Opción 1: Ofrecer segundo y tercer componente del protocolo ACTG 076
- Opción 2: Ídem opción 1 + dosis única de Nevirapina en el comienzo del trabajo de 
parto: 200 mg. (1 comprimido) y dosis única de Nevirapina: 2 mg/kg. entre las 48 y 72 
horas al recién nacido.
Si el parto tuvo una duración mayor de 1 hora, administrar 2 mg/kg al recién nacido 
tan pronto como sea posible y otra dosis entre las 48-72 horas + tercer componente 
del protocolo ACTG 076.
- Opción 3: AZT 600 mg. oral al comienzo del trabajo de parto, seguido de 300 mg. 
cada 3 horas antes del parto más 3TC 150 mg. oral al comienzo del trabajo de parto, 
seguido de 150 mg. oral cada 12 horas antes del parto.
En el recién nacido: AZT 4 mg/kg oral cada 12 horas y 3TC 2 mg/kg cada 12 horas 
durante 7 días.
- Opción 4: Dos dosis de NVP combinada con AZT intravenoso durante el parto y 6 
semanas de AZT al recién nacido.
- Toda la medicación debe suspenderse después del parto y reevaluarse a la paciente 
para el futuro seguimiento.
- Recomendar la administración de inhibidores de la lactancia.

Escenario 4
Recién Nacido de mujer VIH+ que no recibió tratamiento antirretroviral previo
- Ofrecer tercer componente del protocolo ACTG 076
- Estudio precoz del recién nacido para el diagnóstico de infección.
- Derivación de la madre al especialista para su evaluación, seguimiento y eventual 
tratamiento.
- Recomendar la administración de inhibidores de la lactancia de la madre.
- Vía de parto
Un abordaje óptimo de las mujeres embarazadas con infección por VIH debe perseguir 
la máxima supresión posible de la carga viral materna a través del uso de medicación 
antirretroviral.
El manejo del trabajo y la vía del parto está orientado a minimizar los riesgos de trans-
misión vertical y las potenciales complicaciones maternas o neonatales.
En consonancia, la vía del parto debe ser decidida teniendo en cuenta las condiciones 
obstétricas de la paciente, el uso de terapia antirretroviral, la carga viral próxima al 
parto y, obviamente, las preferencias de la paciente. Es importante, por lo tanto, darle 
a la paciente toda la información referente a los riesgos y beneficios, para ella y su hijo, 
del uso de tratamiento ARV y de las diferentes alternativas de vías de parto y respetar 
su decisión al respecto.
A su vez, es importante la solicitud de la carga viral a las mujeres embarazadas infec-
tadas por VIH en las semanas previas al parto, de preferencia en la semana 32, dado 
que en estos casos se deben tomar decisiones que implican diferentes alternativas 
terapéuticas.
Debe considerarse que:
- La cesárea electiva es aquella que se realiza sin trabajo de parto y con bolsa ínte-
gra.
- La cesárea de emergencia es aquella que se realiza por una indicación obstétrica. 
No tiene ningún efecto protector, por el contrario incrementa la transmisión vertical del 
VIH.
Es importante tener en cuenta que:
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1) Cuando la carga viral de la paciente es inferior a las 1000 copias/ml, la cesárea 
electiva no aporta ningún beneficio en lo que a la transmisión del VIH se refiere, por lo 
que no está recomendada.
2) A su vez, cuando la carga viral es superior a 1000 copias o la misma no ha sido 
realizada, es de elección programar la cesárea para la semana 38.
La cesárea electiva, en mujeres embarazadas no infectadas por el VIH, tiene más com-
plicaciones que el parto normal.

VI Transmisión vertical y modo de parto
Las siguientes recomendaciones se basan en diferentes escenarios surgidos de la 
práctica clínica. Estos escenarios no son exhaustivos y ni pueden aplicarse de manera 
rígida. Es necesario flexibilizarlos en función de las circunstancias individuales de los 
pacientes.

Escenario 1
Mujer VIH+ que llega después de la semana 36, sin tratamiento antirretroviral ni datos 
de laboratorio disponibles
- Recomendar profilaxis antirretroviral de acuerdo al protocolo ACTG 076 o combinado 
(ver escenario 3).
- Ofrecer cesárea electiva a las 38 semanas.
- Explicar riesgos y beneficios.
- Al iniciarse el trabajo de parto, ofrecer segundo componente del protocolo ACTG 
076. Continuar luego con el tercer componente.
- Recomendar evitar la lactancia materna y asegurar al recién nacido alternativas ali-
mentarias adecuadas (leche maternizada).
- Suspender medicación antirretroviral a la madre en el posparto y reevaluar con el 
equipo especializado en VIH conductas futuras.
- Recomendar la administración de inhibidores de la lactancia.

Escenario 2
Mujer VIH+ que realiza tratamiento antirretroviral de alta eficacia, pero con carga viral 
>1000 copias en semana 36
- Continuar con el tratamiento antirretroviral.
- Explicar riesgos de transmisión al hijo, a pesar del tratamiento ARV que recibe y el 
beneficio adicional de programar la cesárea, informando también acerca de riesgos 
eventuales.
- Proponer cesárea electiva para reducir riesgos. Si acepta, programarla para la se-
mana 38.
- Proponer AZT al iniciarse el trabajo de parto o en la inducción de la anestesia. Conti-
nuar luego con el tercer componente del protocolo ACTG 076.
- Continuar con toda la medicación ARV que recibe antes y después del parto. Ree-
valuar posteriormente el tratamiento antirretroviral de la madre y decidir con el equipo 
especializado en VIH la conducta a seguir en el futuro.
- Recomendar evitar la lactancia materna y asegurar al recién nacido alternativas ali-
mentarias adecuadas (leche maternizada).
- Recomendar la administración de inhibidores de la lactancia.

Escenario 3
Mujer con tratamiento antirretroviral de alta eficacia con carga viral <1000 copias o no 
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detectable en semana 36
- Proponer parto vaginal si las condiciones obstétricas lo permiten.
Se recomienda evitar, en este caso, cuando es posible, la realización de tactos vagina-
les repetidos, el uso de fórceps, vacuum, tocografía interna, episiotomía y ampliación 
de partes blandas.
La ruptura prematura de membranas, al facilitar el contacto del feto con la sangre y las 
secreciones cérvico-vaginales, está asociada a un mayor riesgo de infección.
- Dar explicaciones sobre el riesgo de transmisión a pesar de la carga viral baja.
- Informar también sobre riesgos comunes de la cesárea.
- Continuar con el mismo esquema antirretroviral y proponer segundo y tercer compo-
nente del protocolo ACTG 076
- Recomendar evitar la lactancia materna y asegurar al recién nacido alternativas ali-
mentarias adecuadas (leche maternizada).
- Aconsejar la continuación del tratamiento antirretroviral a la madre en el posparto y 
nueva consulta con su equipo tratante.
- Recomendar la administración de inhibidores de la lactancia.

Escenario 4
Mujer VIH+ que eligió cesárea pero llega con trabajo de parto temprano o poco tiempo 
después de la ruptura prematura de membranas
- Proponer segundo componente del protocolo ACTG 076
- Trabajo de parto en rápido progreso con ruptura prematura de membranas: conducir 
para parto vaginal tratando de que no pasen más de 4 horas de bolsa rota.
- Trabajo de parto en lento progreso: realizar cesárea en el caso de mínima dilatación 
(no acorde al tiempo del trabajo de parto) o dilatación estacionaria.
- Ofrecer tercer componente del protocolo ACTG 076 para el recién nacido.
- Recomendar evitar la lactancia materna y asegurar al recién nacido alternativas ali-
mentarias adecuadas (leche maternizada).
- Recomendar la administración de inhibidores de la lactancia.
VII Resistencia a los antirretrovirales
El desarrollo de resistencia a los ARV es una de las causas de fracaso terapéutico en 
personas que viven con VIH.
La administración de terapia combinada con máxima supresión de la replicación viral a 
niveles indetectables limita el desarrollo de resistencia.
Existe el concepto de que, al no utilizar terapia de alta eficacia en la profilaxis para la 
transmisión perinatal, como es el caso del AZT en forma de monoterapia, se puede 
favorecer el desarrollo de resistencia y potenciales limitaciones de las futuras opciones 
terapéuticas en la madre.
La detección de cepas resistentes al AZT u otras drogas no está asociada a un aumen-
to del riesgo de la transmisión perinatal.
Aún con las controversias planteadas en diferentes estudios, el tema presenta en la 
actualidad mayor interés, dado que cada vez son más las mujeres infectadas por el VIH 
que comienzan un embarazo con exposición previa a fármacos ARV.
Por otro lado, se ha reportado un rápido desarrollo de resistencia al 3TC (lamivudina) 
en personas que recibían AZT+3TC sin otras drogas, por lo que está en discusión el 
uso de esta combinación para la profilaxis de la transmisión perinatal.
Se ha demostrado resistencia a la NVP a las seis semanas posparto en mujeres em-
barazadas que recibieron una dosis única durante el parto. Aún no quedan claras las 
implicancias de esta circunstancia para futuras opciones terapéuticas en la madre y en 
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su hijo si se infectó.
- Recomendaciones relacionadas con la resistencia a los ARV
- Debe ofrecerse terapia ARV de alta eficacia a todas las mujeres embarazadas con el 
objetivo de obtener la máxima supresión de la replicación viral, para cuidar la salud de 
la mujer, reducir el riesgo de transmisión perinatal y minimizar el riesgo de desarrollo 
de virus resistentes.
- En mujeres en las que puede considerarse opcional la terapia combinada (carga 
viral menor a 1000 copias/ml), ofrecer el protocolo ACTG 076 informando riesgos y 
beneficios.
- Las mujeres que tienen sospecha o documentación de estar infectadas con virus re-
sistentes al AZT y no tienen incluida esta droga en su tratamiento, se les debe ofrecer 
AZT intra parto y al RN. El mecanismo de acción del AZT en la prevención de la trans-
misión perinatal del VIH es independiente de la reducción de la replicación viral.
- La profilaxis óptima para el RN de una mujer infectada por el VIH con resistencia 
conocida al AZT u otras drogas debe determinarse con el especialista en infectología 
pediátrica.
- Si una mujer que recibe terapia combinada tiene que suspenderla transitoriamente, 
deben suspenderse y reintroducirse simultáneamente todas las drogas para reducir el 
desarrollo de resistencia.

VIII Recomendaciones para la atención del RN de madre con infección por VIH
La atención del parto y la recepción del RN deben efectuarse con las medidas de bio-
seguridad habituales (técnicas de barrera).
- Es importante bañar meticulosamente al bebé para quitarle todos los restos de san-
gre y secreciones maternas.
- De ser necesarias maniobras de aspiración y resucitación, no deben ser intempesti-
vas para evitar laceraciones que puedan ser puertas de entrada del virus.
- Aplicar la vacuna de hepatitis B y Vitamina K según norma, luego del baño del recién 
nacido.
- Si el niño tiene peso adecuado al nacer y es asintomático, se administrará la vacuna 
BCG. Si el acceso al diagnóstico virológico del RN es rápido podrá considerarse pos-
poner la aplicación de la BCG hasta obtener el resultado.
- Los hijos de madres VIH+ deberán recibir la vacuna antipoliomielítica a virus muertos 
(Salk) en lugar de la vacuna oral (Sabin).
- La profilaxis antirretroviral se inicia entre las 8 y las 12 hs. de vida con AZT jarabe, 
con una dosis de 2 mg./kg./dosis cada 6 horas en RN de término o 1,5 mg./kg./dosis 
en prematuros.
En aquellos que no pueda indicarse por vía oral, debe medicarse con 1,5 mg/kg/dosis 
cada 6 hs por vía endovenosa hasta que pueda utilizarse la vía oral.
- Se solicitará un hemograma y un hepatograma al nacer y a las 2 semanas mientras 
dure el tratamiento con AZT. Éste se suspenderá con hemoglobina menor a 8 mg/dl, 
neutrófilos totales menores a 750/ml. o plaquetas menores a 50.000/ml.
- Si se utiliza nevirapina deberá administrarse al RN una dosis de 2 mg/kg dentro de las 
48/72 horas de producirse el nacimiento.
Antes de comenzar los estudios de CD4 y/o carga viral, certificar el diagnóstico de 
infección en el niño siguiendo el algoritmo de la página siguiente.
- Información complementaria sobre el diagnóstico de la población pediátrica
- El tipo de muestra requerida es sangre entera colectada en tubo con EDTA como 
anticoagulante.
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- Se recomienda la disociación de inmunocomplejos previa a la determinación de Ag 
p24 y la posterior confirmación de las muestras positivas mediante ensayo de neutra-
lización correspondiente.
- Resultados negativos para la determinación de Ag p24 no excluyen infección por VIH, 
si este fuera el único ensayo como test virológico.
- La infección por VIH es diagnosticada por dos test virológicos positivos obtenidos en 
dos muestras de sangres distintas.
- Se recomienda que el primer estudio sea realizado después de las 48 horas de vida 
y antes de los 30 días. Esto es de suma importancia si la madre tiene alta carga viral al 
momento del parto o la misma no ha recibido profilaxis durante el embarazo.
- Para descartar infección por VIH son necesarios 3 resultados por DNA PCR, de los 
cuales 2 de los 3 deben ser efectuados después del primer mes de vida y 1 a los 4 
meses o más.
- Si el niño ha sido amamantado, el algoritmo deberá ser reevaluado después de la 
suspensión de la lactancia.
- Niños menores de 18 meses sin estudios virológicos previos deberán ser evaluados 
mediante estudios virológicos y serológicos.
- La infección por VIH puede ser descartada cuando hubiera dos o más serologías 
negativas después de los seis meses de vida, con un intervalo de por lo menos 1 mes 
entre ambas y en ausencia de síntomas clínicos de infección por VIH.
- La infección por VIH puede ser excluida definitivamente en niños a partir de los 18 
meses de vida ante:
- Serología negativa para VIH
- Ausencia de síntomas clínicos de VIH
- Ausencia de Hipogamaglobulinemia
- Ensayos virológicos negativos
- Lactancia Materna
La lactancia materna determina un riesgo adicional de infección para el neonato. Éste 
se estima, según algunos estudios, en un incremento del riesgo del orden del 15% en 
aquellas madres con infección por VIH crónica y de hasta el 30% cuando la infección 
de la madre ocurre cerca del parto.
El riesgo de infección por esta vía se incrementa con el tiempo de duración del ama-
mantamiento y la alternativa de la lactancia mixta no reduce el riesgo. Garantizar la 
entrega de sucedáneos de leche materna para hijos de madres con infección por VIH 
e inhibidores de la prolactina, contribuirá a disminuir la transmisión vertical a su mínima 
expresión.
La Coordinación Sida de la Secretaría de Salud (GCBA) distribuye en forma gratuita 
sustituto de leche materna para los primeros seis meses de vida de los hijos/as de 
mujeres infectadas por VIH, con el objetivo de evitar el amamantamiento. La entrega 
de este sustituto se efectúa a través de las farmacias de los hospitales donde se tratan 
las mujeres y/o sus hijos.
La Dirección General Adjunta de Atención Primaria de la Salud de la Secretaría de 
Salud (GCBA), a través del Programa Materno Infantil, distribuye gratuitamente leche 
en polvo a las mujeres embarazadas (al margen de su condición serológica) y a sus 
hijos/as entre los tres meses y los seis años. De este modo, superados los primeros 
seis meses de vida, los/as hijos/as de mujeres con infección por VIH pueden acceder 
a este recurso.
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IX Reproducción y anticoncepción en parejas seropositivas o serodiscordantes
En los últimos años hemos asistido a cambios importantes en la evolución de la epide-
mia de VIH-SIDA, en particular en lo referente al pronóstico de la infección por VIH.
La difusión del testeo y las acciones que facilitan la accesibilidad al mismo para las 
mujeres embarazadas y sus parejas, el desarrollo de esquemas terapéuticos altamente 
eficaces, la provisión de sucedáneos de la leche materna para hijos de madres con 
infección por VIH, son ejemplos de acciones que han posibilitado, en muchos lugares, 
reducir drásticamente las cifras de transmisión perinatal del VIH.
Todo esto ha permitido que algunos temas, tales como la reproducción y la anticon-
cepción en parejas seropositivas o serodiscordantes, adquieran nuevos significados y 
dimensiones.
- Reproducción y VIH
El mejoramiento en la evolución y pronóstico de la infección por VIH logrado a partir 
del uso de la terapia antirretroviral de alta eficacia y el reconocimiento de los derechos 
de las personas, plantean nuevos dilemas en el tema de la reproducción en parejas 
seropositivas o serodiscordantes.
Aún sabiendo que las consultas pre-concepcionales son infrecuentes, resulta impor-
tante plantear las diferentes situaciones posibles en la atención de estas parejas. Esto 
es clave, por un lado, para actualizar los conocimientos acumulados hasta la fecha y, 
por otro, para incentivar que el tema de la reproducción esté presente en las consultas 
de aquellos efectores que trabajan con las personas que viven con VIH.

Escenario 1
Mujer VIH+/Varón VIH-
Como se comentó anteriormente, la carga viral de la mujer embarazada es el mejor 
predictor de riesgo de transmisión vertical del VIH. Es por ese motivo que es clave 
recomendar la elección del momento de comenzar la “búsqueda del embarazo” orien-
tándose, obviamente, a aquel de baja carga viral.
También deberá tenerse en cuenta el esquema terapéutico que esté utilizando la mu-
jer, a sabiendas del potencial efecto teratogénico de algunas drogas, tales como: efa-
virenz, hidroxiurea, etc.
Para estos casos de serodiscordancia, se recomiendan métodos de inseminación 
asistida.
Si luego de un año no se consigue el embarazo, el problema sería asimilable a un caso 
habitual de esterilidad y por lo tanto, sería criterio de estudio y eventual tratamiento.

Escenario 2
Mujer VIH-/Varón VIH+
En 1992, se publicó un trabajo fundacional en esta área, en el que se obtuvieron 17 
gestaciones en parejas serodiscordantes (en las que el varón era VIH+) mediante in-
seminaciones artificiales tras la separación de los espermatozoides móviles del resto 
del eyaculado. Esta técnica se conoce como lavado seminal. En el mismo estudio 
se informó que no se produjo ningún caso de infección por VIH en la madre ni en los 
neonatos.
Desde entonces, la metodología del lavado seminal está siendo utilizada con éxito, tal 
como lo demuestran diferentes estudios.
A la hora de planificar la procreación en este tipo de parejas resulta imprescindible:
- informar sobre los resultados obtenidos con las técnicas a emplear y
- llevar a cabo estudios similares a los que se indican a parejas estériles, con el objetivo 
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de descartar patologías asociadas que pudieran imposibilitar su aplicación.
Desde el punto de vista infectológico, el criterio más importante -igual que en el caso 
anterior- es que la carga viral del varón seropositivo sea baja.
Además, con el fin de incrementar la tasa de embarazos y minimizar el número de 
inseminaciones, se aconseja estimular la ovulación utilizando para eso fármacos tales 
como las gonadotrofinas. Vale la pena aclarar a las parejas que la utilización de estas 
drogas entraña un mayor riesgo de gestaciones múltiples.
Como conclusión, se podría afirmar que los resultados obtenidos por diferentes equi-
pos que han utilizado esta técnica sugieren que el lavado seminal y posterior insemi-
nación en parejas serodiscordantes es una técnica segura y reproducible. Aunque no 
pueda descartarse completamente el riesgo de infección para la mujer tras la inse-
minación, el riesgo parece ser mínimo como lo demuestra la experiencia acumulada 
hasta la actualidad.
A su vez, la misión fundamental de esta técnica no es la desaparición total del riesgo 
con el que ya conviven estas parejas, sino la reducción del riesgo cuando el deseo 
gestacional es importante.

Escenario 3
Mujer VIH+/Varón VIH+
En el caso de parejas seropositivas, las técnicas recomendadas surgen de combinar 
las descriptas anteriormente para las parejas serodiscordantes.
A fin de minimizar los riesgos, es clave realizar los exámenes de carga viral para am-
bos miembros, con el fin de elegir el momento más apropiado. A su vez es importante 
evaluar la capacidad reproductiva: espermograma en el varón y estudio ginecológico 
en la mujer, sobre todo si no tiene gestaciones previas.
- Anticoncepción y VIH
El tema de la anticoncepción en las parejas serodiscordantes o seropositivas tiene una 
importancia particular.
A pesar de eso, las opciones anticonceptivas rara vez aparecen en la consulta y, si se 
abordan, las alternativas que habitualmente se imparten desde los efectores de salud 
pueden resumirse en un término: preservativo.
Sin dudas, la primera recomendación para una persona que vive con VIH es la de 
utilizar el preservativo siempre en sus relaciones sexuales, tengan lugar con personas 
seropositivas o no.
El uso del preservativo, como ya se mencionó, no solo evita la transmisión del virus 
sino que previene a la persona seropositiva de posibles reinfecciones.
Pero sabemos que la realidad es mucho más compleja. En la práctica ocurre que hay 
personas que viven con VIH que no desean tener hijos, pero no pueden o no quieren 
usar el preservativo, o sus parejas no acuerdan con su uso.
El hecho que una persona viva con VIH no la vuelve usuaria espontánea del preserva-
tivo, en la medida que comparte gran parte de las dificultades que tienen las personas 
no infectadas para utilizarlo.
A su vez, siendo el preservativo masculino el método de referencia para prevenir la 
transmisión sexual del VIH, su eficacia anticonceptiva es mas baja que, por ejemplo, 
las píldoras combinadas.
En cuanto al preservativo femenino, que tiene la ventaja de darle a la mujer el control 
de su utilización, es menos eficaz como contraceptivo, difícilmente disponible y de un 
costo económico elevado.
Por todo esto, abordar el tema de la anticoncepción en las parejas serodiscordantes 
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o seropositivas exige, de parte de los efectores de salud, flexibilidad respecto de la 
elección del método.
Es imposible imponer el uso del preservativo.
Una forma de dejar planteada en la consulta la necesidad de la “doble protección” 
(prevención de embarazos no deseados y prevención de ETS/SIDA) es entregar pre-
servativos junto con el método elegido por la persona, así como material gráfico sobre 
prevención y uso correcto del preservativo.
Anticonceptivos orales (ACO) y VIH
Es indiscutible que los anticonceptivos orales combinados son altamente eficaces 
como método contraceptivo, con un índice de Pearl menor al 1%.
A pesar de que no tienen contraindicaciones particulares para ser usados por mujeres 
infectadas por el VIH sin tratamiento antirretroviral, sí tienen algunas consideraciones a 
tener en cuenta al ser utilizado en mujeres bajo tratamiento.
Por una parte, las frecuentes perturbaciones metabólicas que se presentan en las mu-
jeres tratadas con inhibidores de proteasa (IP) son algunas de las contraindicaciones 
clásicas para el uso de anticonceptivos orales.
Por otro lado, existen interacciones medicamentosas documentadas entre ciertos 
antirretrovirales y el componente estrogénico de las píldoras, habitualmente 
etinilestradiol.
A pesar de no existir, hasta el momento, evaluaciones rigurosas de la eficacia anticon-
ceptiva de las píldoras combinadas en el contexto de las interacciones enzimáticas, el 
estado actual de los conocimientos en el tema plantea tener en cuenta lo siguiente:
ACO e Indinavir: Se observó un modesto incremento en los niveles sanguíneos de las 
preparaciones combinadas, pero no es preciso ajustar las dosis.
ACO y Ritonavir: La interacción disminuye los niveles de etinilestradiol. Se recomienda 
utilizar otra alternativa o agregar otro método.
ACO y Nelfinavir: La interacción disminuye los niveles de etinilestradiol y noretindrona 
y ocasiona diversas alteraciones metabólicas. Se recomienda utilizar otra alternativa 
anticonceptiva.
ACO y Lopinavir/Ritonavir: La interacción disminuye los niveles de etinilestradiol. Se 
aconseja utilizar otra alternativa o agregar otro método.
ACO y Nevirapina. Se desaconseja esta combinación.
ACO y Efavirenz: Se desaconseja esta combinación.
En relación al uso de preparados que contienen sólo componente progestacional 
(orales, inyectables o implantes), los datos existentes los presentan como opciones 
aceptables en mujeres bajo tratamiento antirretroviral. También podría recomendarse 
la utilización de dispositivos intrauterinos liberadores de progesterona conjuntamente 
con los antirretrovirales.
Dispositivos Intrauterinos (DIU) y VIH
Diversos estudios reportan que no existe un incremento del riesgo de las complicacio-
nes más frecuentes y temidas (expulsión, perforación uterina, infecciones, Enfermedad 
Pelviana Inflamatoria) en pacientes seropositivas que usan DIU y no están severamente 
inmunocomprometidas, en comparación con mujeres no infectadas que utilizan este 
método. Se entiende por “severamente inmunocomprometidas”, a las personas con 
menos de 200 CD4/mm3. Los resultados sugieren que el DIU es un método anticon-
ceptivo apropiado para ser utilizado por mujeres infectadas por el VIH con acceso a los 
servicios médicos para el seguimiento.
Por otro lado, como ya fue comentado, diversos estudio concluyen que el DIU liberador 
de progesterona es un excelente método para ser usado por mujeres seropositivas.
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Otros métodos anticonceptivos
Obviamente, no existen contraindicaciones especiales para el uso de otros métodos, 
tales como diafragmas, espermicidas, anticoncepción de emergencia, métodos de 
conocimiento de la fertilidad (calendario, secreciones cervicales, temperatura basal, 
etc.), solos o combinados.
Otras opciones, válidas en otros países, tales como la vasectomía o la ligadura de 
trompas, no cuentan aún en nuestro país con el respaldo jurídico necesario para poder 
ofrecerlas a esta población. A pesar de esto, existe jurisprudencia que determina que 
ante la afectación grave de la salud de la mujer -por alta vulnerabilidad física, psíquica 
y/o social-, se pueden instrumentar mecanismos legales para proceder al respecto.
La información y los argumentos presentados en este capítulo buscan superar una 
visión inmediata en relación a los problemas de la reproducción y la anticoncepción de 
las personas que viven con VIH.
Como ya fue analizado por los organismos internacionales desde los comienzos 
de la epidemia, garantizar los derechos individuales de las personas (en este caso 
derecho a procrear en las mejores condiciones y a regular el número de hijos en las 
personas que viven con VIH) son prácticas que van en la misma dirección de detener la 
epidemia del VIH-SIDA. No hay contradicción entre el bienestar individual y el bienestar 
comunitario.
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NOTIFICACIÓN DE PARTOS EN MUJERES
INFECTADAS POR VIH
A partir del 1° de enero de 2003, de acuerdo a normativas emanadas por la Secretaría 
de Salud del GCBA, se deberá notificar de manera confidencial y con código a todas 
las mujeres embarazadas infectadas por VIH en el momento del parto o puerperio.
¿Por qué notificar partos en mujeres VIH reactivas?
En nuestro país es muy alto el porcentaje de niños respecto al número total de casos 
de SIDA. La gran mayoría de estos niños se infectó por transmisión vertical. Por ello 
debemos contar con información precisa y adecuada sobre la infección materna y 
sobre las medidas tomadas para mejorar la accesibilidad al testeo y tratamiento de las 
mujeres embarazadas. La mejora de esta accesibilidad redundará en una mejoría en la 
profilaxis de la transmisión vertical.
Este conocimiento, sumado al seguimiento de los niños nacidos de madres VIH reac-
tivas nos permitirá contar con información adecuada para diseñar mejores estrategias 
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tendientes a disminuir la prevalencia de infección en la mujer y la tasa de transmisión 
vertical.

¿Qué se debe notificar?
Se debe notificar toda mujer embarazada VIH reactiva en el momento del parto o du-
rante el puerperio (Ver definición de caso al final). De ser un nuevo diagnóstico de infec-
ción por VIH-SIDA también se deberá completar la ficha de notificación de infección.

¿A partir de cuándo se debe notificar?
A partir del 1 de enero de 2003.
¿Quién debe notificar?
La notificación la debe realizar, durante el puerperio, el obstetra y/o infectólogo que 
realiza el seguimiento de la paciente mientras está internada.

¿Con qué instrumento se debe notificar?
La notificación se realizará completando la Ficha de Notificación de Partos en mujeres 
VIH reactivas. Ésta se podrá completar en el formulario impreso que entrega la Co-
ordinación SIDA o en formato electrónico a través de una base de datos Epi6 que se 
proveerá al hospital que lo desee.
¿Con qué código se debe notificar?
Se debe notificar con el nuevo código dispuesto a nivel nacional que consta de:
- Sexo del paciente: M o F.
- 1ª y 2ª letra del nombre.
- 1ª y 2ª letra del apellido.
- Fecha de nacimiento con 2 dígitos para el día y el mes y 4 para el año.
Ejemplo. María Pérez que nació el 2 de agosto de 1960 F MA PE 02081960
El código de notificación es tanto para identificar a la madre como para identificar el 
niño. Se sugiere completar el código del niño a partir de los datos que figuran en el 
DNI.

¿A quién se debe notificar?
Se debe notificar a la Coordinación SIDA del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires 
(Uspallata 2272 - Tel/fax 4305-0954 - e-mail: psidaba@buenosaires.gov.ar)
¿Debe notificar sólo el subsector estatal?
No. La notificación la debe realizar tanto el subsector estatal como los subsectores de 
la seguridad social y de la medicina prepaga.
DEFINICIÓN DE CASO PARA LA VIGILANCIA DE LA INFECCIÓN POR VIH
(Revisada por Center for Disease Control. Diciembre de 1999)
I. En un adulto, adolescente o niño > 18 meses, debe cumplirse al menos uno de los 
siguientes criterios para ser considerado infectado por el VIH:
Criterios de Laboratorio
- Un test de VIH con resultado positivo que haya sido confirmado con una técnica 
específica (Western Blot o Inmunofluorescencia)
O bien,
- Un resultado positivo en alguno de los siguientes test:
- Detección del DNA o RNA del VIH (reacción de cadena de polimerasa o PCR).
- Detección del antígeno p24 del VIH.
- Aislamiento del VIH (por cultivo).
II. En un niño < 18 MESES, nacido de una madre infectada por el VIH, o cualquier niño 
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infectado por sangre, productos sanguíneos u otros modos conocidos de transmisión, 
debe cumplirse al menos uno de los siguientes criterios para ser considerado infectado 
por el VIH:
Criterios de Laboratorio
Diagnóstico definitivo
- Resultados positivos en dos determinaciones de sangre diferentes (excluyendo san-
gre del cordón) usando uno o más de los siguientes test:
- Detección del DNA o RNA del VIH (reacción de cadena de polimerasa o PCR).
- Detección del antígeno p24 del VIH.
- Aislamiento del VIH (por cultivo).
 

Trata de Personas

LEY NAC. Nº 26.364
PREVENCIÓN Y SANCIÓN DE LA TRATA DE PERSONAS Y ASISTENCIA A 
SUS VÍCTIMAS

Sancionada: 9 de abril de 2008.
Promulgada: 29 abril de 2008.
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. 
sancionan con fuerza de Ley:

TÍTULO I - DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1.- Objeto 
La presente ley tiene por objeto implementar medidas destinadas a prevenir y sancio-
nar la trata de personas, asistir y proteger a sus víctimas.

ARTÍCULO 2.- Trata de mayores de DIECIOCHO (18) años 
Se entiende por trata de mayores la captación, el transporte y/o traslado —ya sea 
dentro del país, desde o hacia el exterior—, la acogida o la recepción de personas 
mayores de DIECIOCHO (18) años de edad, con fines de explotación, cuando mediare 
engaño, fraude, violencia, amenaza o cualquier medio de intimidación o coerción, abu-
so de autoridad o de una situación de vulnerabilidad, concesión o recepción de pagos 
o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre 
la víctima, aun cuando existiere asentimiento de ésta.

ARTÍCULO 3.- Trata de menores de DIECIOCHO (18) años 
Se entiende por trata de menores el ofrecimiento, la captación, el transporte y/o tras-
lado —ya sea dentro del país, desde o hacia el exterior—, la acogida o la recepción de 
personas menores de DIECIOCHO (18) años de edad, con fines de explotación.
Existe trata de menores aun cuando no mediare engaño, fraude, violencia, amenaza o 
cualquier medio de intimidación o coerción, abuso de autoridad o de una situación de 
vulnerabilidad, concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el consenti-
miento de una persona que tenga autoridad sobre la víctima.
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El asentimiento de la víctima de trata de personas menores de DIECIOCHO (18) años 
no tendrá efecto alguno.

ARTÍCULO 4.- Explotación 
A los efectos de la presente ley, existe explotación en cualquiera de los siguientes 
supuestos:

a) Cuando se redujere o mantuviere a una persona en condición de esclavitud o 
servidumbre o se la sometiere a prácticas análogas;
b) Cuando se obligare a una persona a realizar trabajos o servicios forzados;
c) Cuando se promoviere, facilitare, desarrollare o se obtuviere provecho de 
cualquier forma de comercio sexual;
d) Cuando se practicare extracción ilícita de órganos o tejidos humanos.

ARTÍCULO 5.- No punibilidad
Las víctimas de la trata de personas no son punibles por la comisión de cualquier delito 
que sea el resultado directo de haber sido objeto de trata.
Tampoco les serán aplicables las sanciones o impedimentos establecidos en la legisla-
ción migratoria cuando las infracciones sean consecuencia de la actividad desplegada 
durante la comisión del ilícito que las damnificara.

TÍTULO II - DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS

ARTÍCULO 6.- Derechos 
Las víctimas de la trata de personas tienen derecho a:

a) Recibir información sobre sus derechos en un idioma que comprendan, y en 
forma accesible a su edad y madurez;
b) Recibir alojamiento apropiado, manutención, alimentación suficiente e higiene 
personal adecuada;
c) Contar con asistencia psicológica, médica y jurídica gratuitas;
d) Prestar testimonio en condiciones especiales de protección y cuidado;
e) La protección frente a toda posible represalia contra su persona o su familia, 
pudiéndose incorporar al programa nacional de protección de testigos en las 
condiciones previstas en la Ley Nº 25.764.
f) La adopción de las medidas necesarias para garantizar su integridad física y 
psicológica;
g) Ser informadas del estado de las actuaciones, de las medidas adoptadas y 
de la evolución del proceso;
h) Ser oídas en todas las etapas del proceso;
i) La protección de su identidad e intimidad;
j) Permanecer en el país, de conformidad con la legislación vigente, y a recibir la 
documentación o constancia que acredite tal circunstancia;
k) Que se les facilite el retorno al lugar en el que estuviera asentado su domicilio;
l) Acceder de manera voluntaria y gratuita a los recursos de asistencia.

En el caso de niños, niñas y adolescentes, además de los derechos precedentemente 
enunciados, se garantizará que los procedimientos reconozcan sus necesidades es-
peciales que implican la condición de ser un sujeto en pleno desarrollo de la persona-
lidad. En ningún caso podrán ser sometidos a careos. Las medidas de protección de 
derechos aplicables no podrán restringir sus derechos y garantías, ni implicar privación 
de su libertad. Se procurará la reintegración a su familia nuclear o ampliada o a su 
comunidad.
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ARTÍCULO 7.- Alojamiento de las víctimas 
En ningún caso se alojará a las víctimas de la trata de personas en cárceles, estableci-
mientos penitenciarios, policiales o destinados al alojamiento de personas detenidas, 
procesadas o condenadas.

ARTÍCULO 8.- Derecho a la privacidad y reserva de identidad 
En ningún caso se dictarán normas que dispongan la inscripción de las víctimas de la 
trata de personas en un registro especial, o que les obligue a poseer un documento 
especial, o a cumplir algún requisito con fines de vigilancia o notificación.
Se protegerá la privacidad e identidad de las víctimas de la trata de personas. Las 
actuaciones judiciales serán confidenciales. Los funcionarios intervinientes deberán 
preservar la reserva de la identidad de aquéllas.

ARTÍCULO 9.- Representantes diplomáticos y consulares 
Es obligación de los representantes diplomáticos y consulares de la Nación en el ex-
tranjero proveer a la asistencia de los ciudadanos argentinos que, hallándose fuera 
del país, resultaren víctimas de los delitos descriptos en la presente ley, y facilitar su 
retorno al país, si así lo pidieren.

TÍTULO III - DISPOSICIONES PENALES Y PROCESALES

ARTÍCULO 10.- Incorpórase como artículo 145 bis del Código Penal, el siguiente:
ARTÍCULO 145 bis: El que captare, transportare o trasladare, dentro del país o desde 
o hacia el exterior, acogiere o recibiere personas mayores de dieciocho años de edad, 
cuando mediare engaño, fraude, violencia, amenaza o cualquier otro medio de intimi-
dación o coerción, abuso de autoridad o de una situación de vulnerabilidad, concesión 
o recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que 
tenga autoridad sobre la víctima, con fines de explotación, será reprimido con prisión 
de TRES (3) a SEIS (6) años.
La pena será de CUATRO (4) a DIEZ (10) años de prisión cuando:
1. El autor fuere ascendiente, cónyuge, afín en línea recta, hermano, tutor, persona 
conviviente, curador, encargado de la educación o guarda, ministro de algún culto 
reconocido o no, o funcionario público;
2. El hecho fuere cometido por TRES (3) o más personas en forma organizada;
3. Las víctimas fueren TRES (3) o más.
ARTÍCULO 11.- Incorpórase como artículo 145 ter del Código Penal, el siguiente:
ARTÍCULO 145 ter: El que ofreciere, captare, transportare o trasladare, dentro del país 
o desde o hacia el exterior, acogiere o recibiere personas menores de DIECIOCHO (18) 
años de edad, con fines de explotación, será reprimido con prisión de CUATRO (4) a 
DIEZ (10) años.
La pena será de SEIS (6) a QUINCE (15) años de prisión cuando la víctima fuere menor 
de TRECE (13) años.
En cualquiera de los supuestos anteriores, la pena será de DIEZ (10) a QUINCE (15) 
años de prisión, cuando:
1. Mediare engaño, fraude, violencia, amenaza o cualquier otro medio de intimidación 
o coerción, abuso de autoridad o de una situación de vulnerabilidad, concesión o 
recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que 
tenga autoridad sobre la víctima;
2. El autor fuere ascendiente, cónyuge, afín en línea recta, hermano, tutor, persona 
conviviente, curador, encargado de la educación o guarda, ministro de algún culto 
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reconocido o no, o funcionario público;
3. El hecho fuere cometido por TRES (3) o más personas en forma organizada;
4. Las víctimas fueren TRES (3) o más.

ARTÍCULO 12.- Sustitúyese el artículo 41 ter del Código Penal, por el siguiente:
ARTÍCULO 41 ter: Las escalas penales previstas en los artículos 142 bis, 145 bis, 145 
ter y 170 de este Código podrán reducirse en un tercio del máximo y en la mitad del mí-
nimo respecto de los partícipes o encubridores que, durante la sustanciación del pro-
ceso o antes de su iniciación, proporcionen información que permita conocer el lugar 
donde la víctima se encuentra privada de su libertad, o la identidad de otros partícipes 
o encubridores del hecho, o cualquier otro dato que posibilite su esclarecimiento.
En caso de corresponder prisión o reclusión perpetua, podrá aplicarse prisión o reclu-
sión de OCHO (8) a QUINCE (15) años.
Sólo podrán gozar de este beneficio quienes tengan una responsabilidad penal inferior 
a la de las personas a quienes identificasen.

ARTÍCULO 13.- Sustitúyese el inciso e) del apartado 1) del artículo 33 del Código Pro-
cesal Penal de la Nación, por el siguiente:
e) Los previstos por los artículos 142 bis, 145 bis, 145 ter, 149 ter, 170, 189 bis (1), (3) 
y (5), 212 y 213 bis del Código Penal.

ARTÍCULO 14.- Serán aplicables las disposiciones de los artículos 132 bis, 250 bis y 
250 ter del Código Procesal Penal de la Nación.

ARTÍCULO 15.- Sustitúyese el artículo 119 de la Ley Nº 25.871, por el siguiente:
ARTÍCULO 119: Será reprimido con prisión o reclusión de DOS (2) a OCHO (8) años 
el que realice las conductas descriptas en el presente capítulo empleando violencia, 
intimidación o engaño o abusando de la necesidad o inexperiencia de la víctima.

ARTÍCULO 16.- Sustitúyese el artículo 121 de la Ley Nº 25.871, por el siguiente:
ARTÍCULO 121: Las penas establecidas en el presente capítulo se agravarán de CIN-
CO (5) a QUINCE (15) años cuando se hubiere puesto en peligro la vida, la salud o la 
integridad de los migrantes o cuando la víctima sea menor de edad; y de OCHO (8) a 
VEINTE (20) años cuando el tráfico de personas se hubiere efectuado con el objeto de 
cometer actos de terrorismo, actividades de narcotráfico o lavado de dinero.

ARTÍCULO 17.- Deróganse los artículos 127 bis y 127 ter del Código Penal.

TÍTULO IV - DISPOSICIONES FINALES

ARTÍCULO 18.- Presupuesto
El Presupuesto General de la Nación incluirá las partidas necesarias para el cumpli-
miento de las disposiciones de la presente ley.

ARTÍCULO 19.- Reglamentación 
Esta ley será reglamentada en un plazo máximo de SESENTA (60) días contados a 
partir de su promulgación.
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ARTÍCULO 20.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AI-
RES, EL DÍA NUEVE DE ABRIL DEL AÑO DOS MIL OCHO.

Publicada en el Boletín Oficial Nº 31.395 del 30 de abril de 2008

DECRETO NAC. 936/11
ERRADICACIÓN DE LA DIFUSIÓN DE AVISOS QUE ESTIMULEN O 
FOMENTEN LA EXPLOTACIÓN SEXUAL

Fecha: 5 de julio de 2011.
VISTO las Leyes Nros. 26.364 y 26.485 y
CONSIDERANDO:
Que la Ley Nº 26.364 de PREVENCIÓN Y SANCIÓN DE LA TRATA DE PERSONAS Y 
ASISTENCIA A SUS VÍCTIMAS tiene por objeto la implementación de las medidas des-
tinadas a prevenir y sancionar la trata de personas, asistir y proteger a sus víctimas.
Que el artículo 4º de la Ley precitada, determina que existe explotación —entre otros 
supuestos— cuando se promoviere, facilitare, desarrollare o se obtuviere provecho de 
cualquier forma de comercio sexual.
Que, por su parte, la Ley Nº 26.485 de PROTECCIÓN INTEGRAL PARA PREVENIR, 
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES EN LOS ÁM-
BITOS EN QUE DESARROLLEN SUS RELACIONES INTERPERSONALES, declara de 
Orden Público sus disposiciones y determina su aplicación en todo el territorio de la 
República, con excepción de las disposiciones de carácter procesal.
Que en virtud de su artículo 2º, dicha ley tiene como objeto promover y garantizar, en-
tre otros extremos la remoción de patrones socioculturales que promueven y sostienen 
la desigualdad de género y las relaciones de poder sobre las mujeres.
Que, asimismo, la mencionada norma establece que los tres poderes del Estado, sean 
del ámbito nacional o provincial, adoptarán las medidas necesarias y ratificarán en 
cada una de sus actuaciones el respeto irrestricto del derecho constitucional a la igual-
dad entre mujeres y varones.
Que, por la Ley Nº 26.485 quedan especialmente comprendidas en el concepto de 
violencia contra la mujer la prostitución forzada, la explotación, la esclavitud, el acoso, 
el abuso sexual y la trata de mujeres.
Que, entre las formas en que se manifiestan los distintos tipos de violencia contra 
las mujeres, la referida norma incluye a la violencia mediática, definida como “aquella 
publicación o difusión de mensajes e imágenes estereotipados a través de cualquier 
medio masivo de comunicación, que de manera directa o indirecta promueva la ex-
plotación de mujeres o sus imágenes, injurie, difame, discrimine, deshonre, humille o 
atente contra la dignidad de las mujeres, como así también la utilización de mujeres, 
adolescentes y niñas en mensajes e imágenes pornográficas, legitimando la desigual-
dad de trato o construya patrones socioculturales reproductores de la desigualdad o 
generadores de violencia contra las mujeres”.
Que también la Ley Nº 26.485 en su artículo 3º, garantiza todos los derechos reco-
nocidos por la CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS 
DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER, la CONVENCIÓN INTERAMERICANA 
PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER, 
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la CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS y por la Ley Nº 26.061 de 
PROTECCIÓN INTEGRAL DE LOS DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLES-
CENTES.
Que, en tanto, la CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR 
Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER —”CONVENCIÓN DE BELÉM DO 
PARÁ”—, ratificada por la Ley Nº 24.632, establece el compromiso de los Estados 
Parte a alentar a los medios de comunicación a elaborar directrices adecuadas de 
difusión que contribuyan a erradicar la violencia contra la mujer en todas sus formas y 
a realzar el respeto a su dignidad.
Que en cuanto a los Servicios de Comunicación Audiovisual, la Ley Nº 26.522 en 
su artículo 3º, incisos d), h) y m), respectivamente, establece para los mencionados 
servicios y los contenidos de sus emisiones, los siguientes objetivos: la defensa de 
la persona humana y el respeto a los derechos personalísimos; la actuación de los 
medios de comunicación en base a principios éticos y la promoción de la protección y 
salvaguarda de la igualdad entre hombres y mujeres y el tratamiento plural, igualitario y 
no estereotipado, evitando toda discriminación por género u orientación sexual.
Que asimismo, la referida ley dispone en su artículo 12, inciso 19), que la AUTORI-
DAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL tendrá entre sus 
misiones y funciones la de garantizar el respeto a la Constitución Nacional, las leyes y 
Tratados Internacionales en los contenidos emitidos por los servicios de comunicación 
audiovisual.
Que por otra parte, el artículo 71 de la ley en cita establece que quienes produzcan, 
distribuyan, emitan o de cualquier forma obtengan beneficios por la transmisión de 
programas y/o publicidad, deberán velar por el cumplimiento de lo dispuesto, entre 
otras, por las Leyes Nros. 26.485 de PROTECCIÓN INTEGRAL PARA PREVENIR, 
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES EN LOS ÁMBI-
TOS EN QUE DESARROLLEN SUS RELACIONES INTERPERSONALES y 26.061 de 
PROTECCIÓN INTEGRAL DE LOS DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLES-
CENTES, anteriormente referidas.
Que dentro del marco precedentemente reseñado, resulta imperioso adoptar medidas 
tendientes a eliminar todas las formas de violencia sexual y trata de personas, en par-
ticular con fines de prostitución, que violan los derechos humanos de las mujeres y las 
niñas y son incompatibles con la dignidad y el valor del ser humano, determinando la 
adopción de medidas eficaces en los planos nacional, regional e internacional.
Que se reconoce que la labor emprendida a nivel mundial para erradicar la trata de 
mujeres y niñas, incluida la cooperación internacional y los programas de asistencia 
técnica, requiere una fuerte voluntad política y la activa cooperación de todos los go-
biernos de los países de origen, de tránsito y de destino.
Que existe un alto grado de preocupación por el aumento de las actividades de las 
organizaciones de la delincuencia transnacional, así como de otras que lucran con la 
trata internacional de mujeres y niños aun sometiendo a sus víctimas a condiciones 
peligrosas e inhumanas en flagrante violación de las normas de derecho interno e in-
ternacional.
Que la trata de personas constituye un fenómeno global, más de CIENTO TREINTA 
(130) países han reportado casos, siendo una de las actividades ilegales más lucrati-
vas, después del tráfico de drogas y de armas. Al respecto y de acuerdo con estima-
ciones de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) millones de personas, en un 
gran porcentaje mujeres y niñas, están siendo explotadas actualmente como víctimas 
de la trata de personas, ya sea para explotación sexual o laboral.
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Que, en ese orden, se deben arbitrar las medidas necesarias para promover la erradi-
cación de la difusión de mensajes e imágenes que estimulen o fomenten la explotación 
sexual de personas en medios masivos de comunicación; y en especial, los avisos de 
la prensa escrita los cuales pueden derivar en una posible captación de víctimas de 
trata de personas.
Que lo consignado precedentemente determina la necesidad de reducir todas aquellas 
prácticas o usos sociales que faciliten o dejen expedita la consecución de las acciones 
que puedan ser tipificadas como trata de personas.
Que en tal sentido, se considera que los avisos publicados y/o transmitidos por los 
medios de comunicación que promueven la oferta sexual son un vehículo efectivo para 
el delito de trata de personas.
Que, en consecuencia, resulta necesario adoptar medidas al respecto, combatiendo 
las herramientas que puedan facilitar a las redes criminales la consumación del aludido 
delito, procediendo a la reglamentación de las aludidas Leyes Nros. 26.364 y 26.485, 
así como de la CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y 
ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER, del 9 de junio de 1994 y de la CON-
VENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN 
CONTRA LA MUJER (CEDAW), del 18 de diciembre de 1979, prohibiendo los avisos 
que promuevan la oferta sexual o hagan explícita o implícita referencia a la solicitud de 
personas destinadas al comercio sexual por cualquier medio, teniendo como finalidad 
la prevención del delito de Trata de Personas con fines de explotación sexual y la pau-
latina eliminación de las formas de discriminación de las mujeres.
Que, a tal fin, se dispone la creación de la OFICINA DE MONITOREO DE PUBLICA-
CIÓN DE AVISOS DE OFERTA DE COMERCIO SEXUAL en el ámbito del MINISTERIO 
DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS, la que será Autoridad de Aplicación del pre-
sente, facultándose a la misma para verificar el cumplimiento de sus disposiciones, 
para monitorear los medios gráficos a los fines de constatar la presencia de avisos de 
oferta y/o solicitud de comercio sexual, así como para imponer o requerir las sanciones 
por incumplimientos.
Que, tendiendo al efectivo cumplimiento de las disposiciones de este acto, correspon-
de determinar el procedimiento de verificación de las infracciones y de sustanciación 
de las causas que de ellas se originen.
Que asimismo se establece que la OFICINA DE MONITOREO DE PUBLICACIÓN DE 
AVISOS DE OFERTA DE COMERCIO SEXUAL deberá coordinar su actuación con la 
OFICINA DE RESCATE Y ACOMPAÑAMIENTO A LAS PERSONAS DAMNIFICADAS 
POR EL DELITO DE TRATA, ambas del MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS 
HUMANOS, con la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AU-
DIOVISUAL (AFSCA) y con el CONSEJO NACIONAL DE LAS MUJERES dependiente 
del CONSEJO NACIONAL DE COORDINACIÓN DE POLÍTICAS SOCIALES de la PRE-
SIDENCIA DE LA NACIÓN.
Que ha tomado la intervención de su competencia el servicio jurídico pertinente.
Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 
99, incisos 1 y 2 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL.
Por ello,
LA PRESIDENTA DE LA NACIÓN ARGENTINA
DECRETA:

Artículo 1.- Con carácter de orden público y de aplicación en todo el territorio de la 
República, conforme lo previsto por el artículo 1º de la Ley Nº 26.485, prohíbense los 
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avisos que promuevan la oferta sexual o hagan explícita o implícita referencia a la soli-
citud de personas destinadas al comercio sexual, por cualquier medio, con la finalidad 
de prevenir el delito de Trata de Personas con fines de explotación sexual y la paulatina 
eliminación de las formas de discriminación de las mujeres.
Asimismo, quedan comprendidos en este régimen todos aquellos avisos cuyo texto, 
haciendo referencia a actividades lícitas resulten engañosos, teniendo por fin último la 
realización de alguna de las actividades aludidas en el párrafo precedente.

ARTÍCULO 2.- Créase, en el ámbito del MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HU-
MANOS, la OFICINA DE MONITOREO DE PUBLICACIÓN DE AVISOS DE OFERTA DE 
COMERCIO SEXUAL, la que será Autoridad de Aplicación del presente decreto.

ARTÍCULO 3.- La OFICINA DE MONITOREO DE PUBLICACIÓN DE AVISOS DE OFER-
TA DE COMERCIO SEXUAL se encuentra facultada para:

a) Verificar el cumplimiento de las disposiciones contenidas en este decreto.
b) Monitorear los medios gráficos a los fines de constatar la presencia de avisos 
de oferta y/o solicitud de comercio sexual.
c) Imponer o requerir las sanciones por incumplimientos a lo establecido en esta 
medida.

ARTÍCULO 4.- La verificación de las infracciones a lo dispuesto en este acto y la sus-
tanciación de las causas que de ellas se originen se ajustarán al procedimiento que 
seguidamente se establece:

a) Comprobada una infracción, el funcionario actuante procederá a labrar un 
acta donde hará constar concretamente el hecho verificado, la disposición 
infringida, debiendo adjuntar la página o páginas del medio gráfico en donde 
conste materialmente dicha infracción.
b) Ante la primera comprobación de una infracción, el funcionario actuante no-
tificará al presunto infractor e instará, en el mismo acto, a que en el plazo de 
VEINTICUATRO (24) horas, el medio gráfico cese con la práctica incursa en 
infracción.
c) Si el medio gráfico incurriese nuevamente en una práctica vedada e hiciese 
caso omiso de lo dispuesto en el inciso anterior, el funcionario actuante labra-
rá una nueva acta donde hará constar concretamente el hecho verificado y la 
disposición infringida, debiendo adjuntar la página o páginas del medio gráfico 
en donde conste materialmente la nueva infracción, como así también copia del 
acta labrada contemplada en el inciso a).
El presunto infractor, dentro de los CINCO (5) días hábiles deberá presentar por 
escrito su descargo y ofrecer las pruebas si las hubiere.
d) Las constancias del acta labrada conforme a lo previsto en los incisos a) y c) 
de este artículo, constituirán prueba suficiente de los hechos así comprobados, 
salvo en los casos en que resulten desvirtuadas por otras pruebas.
e) Las pruebas se admitirán solamente en caso de existir hechos controvertidos 
y siempre que no resulten manifiestamente inconducentes.
f) Concluido el plazo contemplado en el último párrafo del inciso c) la Autoridad 
de Aplicación dictará resolución definitiva dentro del plazo de CINCO (5) días 
hábiles, notificando en el mismo acto al presunto infractor.
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ARTÍCULO 5.- La OFICINA DE MONITOREO DE PUBLICACIÓN DE AVISOS DE OFER-
TA DE COMERCIO SEXUAL deberá coordinar su actuación con la AUTORIDAD FE-
DERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL (AFSCA) en virtud de las 
disposiciones de la Ley Nº 26.522, con el CONSEJO NACIONAL DE LAS MUJERES 
atento las previsiones de la Ley Nº 26.485 y su reglamentación aprobada por Decreto 
Nº 1011/10, y con la OFICINA DE RESCATE Y ACOMPAÑAMIENTO A LAS PERSO-
NAS DAMNIFICADAS POR EL DELITO DE TRATA.

ARTÍCULO 6.- Facúltase al MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS para 
dictar las normas complementarias y aclaratorias necesarias para la implementación 
del régimen establecido por este acto.

ARTÍCULO 7.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL RE-
GISTRO OFICIAL y archívese. 

Publicado en el Boletín Oficial Nº 32.185 del 6 de julio de 2011

DECRETO NAC. Nº 1281/07
PROGRAMA NACIONAL DE PREVENCIÓN Y ERRADICACIÓN DE LA TRATA 
DE PERSONAS Y ASISTENCIA A SUS VÍCTIMAS

Fecha: 2 de octubre de 2007.
VISTO el Expediente del Ministerio del Interior Cudap EXP-S02:0008569/2007; la Con-
vención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional de 
fecha 15 de noviembre de 2000, y su Protocolo Complementario para Prevenir, Repri-
mir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños; la Convención 
sobre los Derechos del Niño de fecha 20 de noviembre de 1989; y el Protocolo Fa-
cultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la Venta de Niños, la 
Prostitución Infantil y la Utilización de los Niños en la Pornografía, aprobado por Ley Nº 
25.763 en cuyo artículo 1º se expresa que dicho Protocolo fue adoptado por la Asam-
blea General de las Naciones Unidas en fecha 25 de mayo de 2000; y
CONSIDERANDO:
Que en cumplimiento de los tratados internacionales citados en el Visto, resulta política 
de Estado, la prevención en el rastreo detención de los responsables por el delito de 
trata de personas, así como la asistencia a sus víctimas y la sanción a los traficantes 
e intermediarios.
Que es dable destacar el reiterado compromiso de los Gobiernos y los Organismos 
Internacionales en legislar de modo tal que sea posible asistir a las víctimas, y prevenir 
el incremento del delito neutralizando las actividades de las organizaciones, las cuales, 
en redes internacionales, reproducen distintas formas de esclavitud.
Que la trata de personas no sólo involucra la explotación sexual, sino también múltiples 
actividades delictivas asociadas con prácticas esclavistas, como trabajos forzados, 
reducción a la servidumbre, secuestro, distintas formas de violencia, privación siste-
mática de la libertad y violaciones a los Derechos Humanos.
Que conforme lo hasta aquí expuesto, el Estado Nacional asume la responsabilidad de 
avanzar en una perspectiva ética destinada a asistir a las víctimas de este flagelo.
Que, por todo lo expuesto, se propicia la creación del “Programa Nacional de Prevención 
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y Erradicación de la Trata de Personas y de Asistencia a sus Víctimas”, en el ámbito del 
MINISTERIO DEL INTERIOR.
Que ha tomado la intervención que le compete la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUN-
TOS JURÍDICOS del MINISTERIO DEL INTERIOR. 
Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 
99 incisos 1 y 2 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL
Por ello,
EL PRESIDENTE DE LA NACIÓN ARGENTINA
DECRETA:

ARTÍCULO 1.- Créase el “Programa Nacional de Prevención y Erradicación de la Trata 
de Personas y de Asistencia a sus Víctimas”, en el ámbito del MINISTERIO DEL INTE-
RIOR, siendo dicho Ministerio Autoridad de Aplicación. Para el logro de sus objetivos y 
en cumplimiento de sus funciones, éste podrá coordinar acciones con las provincias, 
con la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y con los distintos organismos nacionales 
e internacionales.

ARTÍCULO 2.- El programa tendrá a su cargo la realización de las funciones detalladas 
a continuación y, en general, de todas las gestiones tendientes a la prevención y erra-
dicación de la trata de personas y asistencia a sus víctimas:

a) Promover la articulación interinstitucional entre organismos estatales y organi-
zaciones de la sociedad civil y proponer protocolos de trabajo y asistencia inte-
rinstitucionales para la implementación de acciones destinadas a la prevención, 
la asistencia y la reinserción social de las víctimas;
b) Desarrollar acciones eficaces orientadas a aumentar la capacidad de detec-
ción, persecución y desarticulación de las redes de trata;
c) Asegurar a las víctimas el respeto y ejercicio pleno de sus derechos y garan-
tías, proporcionándoles la orientación técnica a fin de su asistencia a servicios 
de atención integral gratuita (médica, psicológica, social, jurídica, entre otros);
d) Generar actividades que coadyuven en la capacitación y asistencia para la 
búsqueda y obtención de oportunidades laborales, conjuntamente con los or-
ganismos pertinentes;
e) Prevenir e impedir cualquier forma de re-victimización;
f) Asegurar que las víctimas reciban información sobre sus derechos, así como 
del estado de las actuaciones, las medidas adoptadas, y las diferentes etapas y 
consecuencias del proceso, en un idioma que comprendan y de manera acorde 
a su edad y madurez;
g) Organizar actividades de difusión, concientización, capacitación y entrena-
miento acerca de la problemática de la trata, desde las directrices impuestas 
por el respeto a los derechos humanos, la perspectiva de género y las cues-
tiones específicas a la niñez y adolescencia. Especialmente deberá prever la 
capacitación de los funcionarios públicos que en razón del ejercicio de su cargo 
tuvieran contacto con las víctimas de este delito, con el fin de lograr la mayor 
profesionalización;
h) Promover el conocimiento sobre la temática de la trata de personas y desa-
rrollar materiales para la formación docente inicial y continua, desde un enfoque 
de derechos humanos y desde una perspectiva de género, en coordinación con 
el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología;
i) Promover la realización de estudios e investigaciones sobre la problemática de 
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la trata, su publicación y difusión periódicas;
j) Monitorear regularmente el cumplimiento y efectividad de las normas e institu-
ciones vigentes destinadas a combatir la problemática de la trata de personas; 
en su caso recomendar la elaboración y aprobación de normas vinculadas con 
el objeto de esta ley necesarias para optimizar los recursos existentes; y, en ge-
neral, participar en el diseño de las políticas y medidas necesarias para asegurar 
la eficaz protección y la asistencia a las víctimas;
k) Crear el Registro Nacional de Datos vinculados con el delito de trata de perso-
nas, como sistema permanente y eficaz de información y monitoreo cuantitativo 
y cualitativo que facilite la implementación del presente Decreto. A tal fin se 
deberá relevar periódicamente toda la información que pueda ser útil para com-
batir este delito y asistir a sus víctimas. Se solicitará a los funcionarios policiales, 
judiciales y del Ministerio Público la remisión de los datos requeridos a los fines 
de su incorporación en el Registro;
I) Impulsar la coordinación de los recursos públicos y privados disponibles para 
la prevención y asistencia a las víctimas, aportando o garantizando la vivienda 
indispensable para asistirlas durante los primeros días subsiguientes a su res-
cate;
m) Promover la articulación con organismos regionales e internacionales de pre-
vención y monitoreo de la trata de personas;
n) Promover la cooperación entre Estados y la adopción de medidas de carácter 
bilateral y multilateral destinadas a monitorear, prevenir y erradicar la trata;
o) Implementar una línea telefónica gratuita nacional destinada a la recepción de 
denuncias y consultas de inquietudes.

ARTÍCULO 3.- Los gastos que demande el cumplimiento del Programa se imputarán 
al presupuesto del MINISTERIO DEL INTERIOR.

ARTÍCULO 4.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL RE-
GISTRO OFICIAL y archívese. 

Publicado en el Boletín Oficial Nº 31.253 del 4 de octubre de 2007

RESOLUCIÓN NAC. Nº 746/MJDH/07
Programa de Prevención de la Trata de Personas y Asistencia a 
sus Víctimas

Fecha: 13 de julio de 2007.
VISTO la Ley Nº 25.632, y 
CONSIDERANDO:
Que la trata de personas, considerada la esclavitud del siglo XXI, configura en la actua-
lidad la tercera actividad lucrativa ilegal en el mundo, y constituye un problema social 
de estructura global. 
Que las cifras proporcionadas por organismos internacionales tales como el FONDO 
DE POBLACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS (UNFPA), la UNIÓN EUROPEA y la OR-
GANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO (OIT), indican que millones de perso-
nas, en su mayoría mujeres y niños, son víctimas de este lamentable fenómeno.
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Que la Ley Nº 25.632, sancionada en agosto de 2002, ratificó la CONVENCIÓN IN-
TERNACIONAL CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA TRANSNACIONAL. Allí 
se establece, entre otras cosas, el deber del Estado de prevenir la trata de personas, 
así como la asistencia y protección a sus víctimas respetando sus derechos huma-
nos.
Que el PROTOCOLO PARA PREVENIR, REPRIMIR Y SANCIONAR LA TRATA DE 
PERSONAS, ESPECIALMENTE MUJERES Y NIÑOS que complementa dicha Con-
vención, establece el deber de protección hacia las víctimas en cuanto a su privacidad, 
identidad, recuperación física, psicológica y social, asesoramiento e información —en 
particular con respecto a sus derechos jurídicos—, asistencia médica, psicológica y el 
otorgamiento de oportunidades de empleo, educación y capacitación.
Que testimonios recogidos devenidos en señal de alerta, dan cuenta de la necesidad 
de actuar no sólo en los casos de trata transnacional, sino también en aquellos casos 
de trata interna.
Que el Convenio Nº 182 de la ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO (OIT) 
SOBRE LA PROHIBICIÓN DE LAS PEORES FORMAS DE TRABAJO INFANTIL, dis-
pone que los Estados Partes adoptarán las medidas inmediatas y efectivas para con-
seguir la prohibición y eliminación de las peores formas de trabajo infantil, incluyendo 
entre las mismas la utilización, el reclutamiento o la oferta de niños para la prostitución, 
la producción de pornografía o actuaciones pornográficas.
Que debido a las características complejas que presenta este fenómeno en cuanto al 
abordaje de asistencia a las víctimas resulta necesario, a fin del desarrollo de una polí-
tica pública integral en la materia, articular acciones conjuntamente con otras áreas de 
gobierno mediante la celebración de convenios de cooperación institucional.
Que desde la perspectiva de la prevención, resulta relevante el rol a desarrollar por el 
Estado en cuanto a la difusión de los derechos y sus alcances, ya que el pleno cum-
plimiento de la garantía constitucional de igualdad ante la ley se logra cuando ésta es 
conocida en su contenido y ejercicio.
Que se encuentra dentro de la competencia del MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERE-
CHOS HUMANOS DE LA NACIÓN la promoción y defensa de los Derechos Huma-
nos.
Que en ese marco y por las razones precedentemente enunciadas, resulta proceden-
te, a criterio del suscripto, la creación de un Programa que se aboque específicamente 
al tratamiento del lamentable flagelo que constituye la trata de personas y procure el 
diseño de estrategias que permitan encarar acciones efectivas de prevención, procu-
rando la protección y asistencia debida a quienes han resultado víctimas del mismo.
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por el Decreto Nº 
163 de fecha 2 de marzo de junio de 2005 (modificado por el Decreto Nº 988 del 19 
de agosto de 2005) y por el artículo 4, inciso b), apartado 9 de la Ley de Ministerios 
(t.o. 1992) y sus modificatorias.
Por ello, 
EL MINISTRO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS RESUELVE: 

ARTÍCULO 1.- Créase el PROGRAMA DE PREVENCIÓN DE LA TRATA DE PERSO-
NAS Y ASISTENCIA A SUS VICTIMAS, que actuará bajo la dependencia directa del 
suscripto.

ARTÍCULO 2.- El Programa creado en el artículo 1º tendrá los objetivos señalados en 
el ANEXO I, integrante de la presente, y contará con una COORDINACIÓN EJECUTIVA 
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encargada de asistir al suscripto en el diseño e implementación de las políticas de pre-
vención y asistencia a las víctimas de la trata y un CONSEJO CONSULTIVO encargado 
de formular recomendaciones a la COORDINACIÓN EJECUTIVA en lo atinente al dise-
ño y ejecución de proyectos, así como de líneas de acción tendientes al cumplimiento 
de los objetivos del Programa.

ARTÍCULO 3.- El CONSEJO CONSULTIVO referido en el artículo 2º estará integrado 
por enlaces de las diferentes áreas de gobierno involucradas en la temática de la trata 
de personas, cuya incorporación se instrumentará con la celebración de los respecti-
vos Convenios de Articulación.

ARTÍCULO 4.- Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL RE-
GISTRO OFICIAL y archívese. 

ANEXO I 

OBJETIVOS DEL PROGRAMA DE PREVENCIÓN DE LA TRATA DE PERSONAS Y 
ASISTENCIA A SUS VÍCTIMAS 
1.- Prevenir y combatir la trata de personas. 
2.- Informar, difundir y capacitar sobre el pleno ejercicio de los derechos humanos, los 
conceptos fundamentales relativos a la trata de personas, y los marcos normativos 
nacionales e internacionales que rigen la materia.
3.- Colaborar con organismos públicos y privados a fin de llevar un registro actualizado 
de información atinente a la trata de personas. 
4.- Colaborar con otras áreas de gobierno y/o entidades particulares vinculadas a la 
materia, con el fin de llevar adelante acciones conjuntas de prevención y asistencia a 
las víctimas de trata de personas.
6.- Actuar con celeridad y eficacia en la asistencia de las víctimas y la eventual deriva-
ción del caso por la vía estatal que corresponda.
7.- Participar en campañas de prevención y de concientización pública destinadas a 
informar sobre la trata de personas. 
Publicada en el Boletín Oficial Nº 31.205 del 27 de julio de 2007

LEY CABA Nº 2.781
Asistencia Integral a las víctimas de trata de personas

Sancionada: 10 de julio de 2008. 
Promulgada: 1º de agosto de 2008.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley: 

ARTÍCULO 1.- Objeto 
La Ciudad Autónoma de Buenos Aires garantiza la asistencia integral a las víctimas de 
trata de personas a efectos de contener la situación de emergencia social que las afec-
ta, en el marco de lo establecido por la Convención Internacional contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional y su protocolo para “Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata 
de Personas, Especialmente Mujeres y Niños”. 
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ARTÍCULO 2.- Acciones 
A fin de dar cumplimiento al objeto previsto en el artículo 1°, la autoridad de aplicación 
de la presente ley desarrolla las siguientes acciones: 

a. Generar mecanismos tendientes a favorecer la detección de casos de trata 
de personas que pudieran tener lugar en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
así como la identificación fehaciente de las personas y grupos familiares afec-
tados; 
b. Brindar la asistencia médica y psicológica y el patrocino jurídico adecuados a 
la víctima de trata de personas y en particular, en oportunidad de realizar todas 
las tramitaciones policiales y/o judiciales que pudieran corresponder; 
c. Generar mecanismos eficaces de protección y refugio contra eventuales ac-
tos de represalia e intimidación, a favor de las víctimas de situaciones de trata de 
personas y sus familias, con independencia de la formulación de una denuncia; 
d. Brindar cooperación y asistencia personalizada para la obtención gratuita y 
con carácter de urgente de la documentación necesaria a efectos de regularizar 
la situación migratoria de las personas extranjeras afectadas; 
e. Brindar a las personas y grupos familiares afectados, en consonancia con lo 
establecido en la Ley 114, alojamiento inmediato y durante el período en que 
permanezcan en situación de vulnerabilidad. 
f. Promover acciones tendientes a desarrollar emprendimientos productivos, de 
modo de incorporar a las víctimas al empleo formal y generar fuentes genuinas 
de recursos económicos que garanticen su subsistencia; 
g. Garantizar la incorporación de los niños, niñas y adolescentes afectados al 
sistema formal de educación. 
h. Facilitar el contacto con representantes diplomáticos y consulares del Estado 
de nacionalidad de las víctimas a fin de viabilizar eficazmente lo establecido en 
el artículo 5 incisos e, h, i, j de la Convención de Viena sobre relaciones con-
sulares, o con las autoridades provinciales o municipales correspondientes en 
caso de tratarse de víctimas argentinas, con el objeto de facilitar el retorno de 
las víctimas que los soliciten en sus lugares de origen. 
i. Implementar las medidas que garanticen los medios necesarios para que las 
víctimas puedan mantener una comunicación segura y constante con familiares 
o personas afines. 
j. Elaborar campañas de concientización pública en relación a la problemática 
de la trata de personas con perspectiva de género y derechos humanos, como 
así también tendientes a desalentar la demanda que propicia cualquier forma de 
explotación conducente a la trata de personas; 
k. Establecer los mecanismos de cooperación entre las distintas áreas del Go-
bierno de la Ciudad involucradas a efectos de recopilar datos estadísticos rela-
tivos a la trata de personas; 
l. Protocolizar la detección, asistencia y protección integral de las víctimas. 

ARTÍCULO 3.- Capacitación 
Con los fines de dar cumplimiento a la presente ley, la autoridad de aplicación deberá 
llevar a cabo las siguientes tareas de capacitación, investigación y divulgación: 

a. Realizar talleres de formación y reflexión, con una orientación interdiscipli-
naria, dirigidos a aquellos profesionales que se desempeñen en el ámbito del 
Gobierno de la Ciudad, con perspectiva de género y de derechos humanos. 
b. Sensibilizar y capacitar a los empleados y funcionarios, en particular los 
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encargados de ejercer el poder de policía y aquellos que deban intervenir en 
la asistencia y protección integral de las víctimas, con perspectiva de género y 
derechos humanos. 
c. Promover la realización de actividades de estudio, investigación y divulgación 
entre organismos e instituciones estatales y ONG vinculadas a la protección de 
los derechos de las víctimas. 

ARTÍCULO 4.- Autoridad de Aplicación. Recursos 
El Poder Ejecutivo define la Autoridad de Aplicación, debiendo ésta articular los progra-
mas existentes e implementar acciones intersectoriales junto a los Ministerios de Edu-
cación, Salud y las áreas de gobierno que resulten pertinentes para dar cumplimiento 
a la presente ley. 

ARTÍCULO 5.- Comuníquese, etc. 

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 2.994 del 15 de agosto de 2008

DECRETO CABA Nº 130/10 
COMITÉ DE LUCHA CONTRA LA TRATA DE PERSONAS

Fecha: 27 de enero de 2010.
VISTO: 
Las Leyes Nacionales Nº 25.632 y 26.364, la Ley Nº 2781, y el Expediente Nº 
11.934/2009, y 
CONSIDERANDO: 
Que la Convención Internacional contra la Delincuencia Organizada Transnacional, 
aprobada por Ley Nacional Nº 25.632, establece en su artículo 25 inciso 1 que Cada 
Estado Parte adoptará medidas apropiadas dentro de sus posibilidades para prestar 
asistencia y protección a las víctimas de los delitos comprendidos en la presente Con-
vención en particular en casos de amenaza, represalia o intimidación; 
Que entre los Protocolos Complementarios de la citada Convención, e incorporados 
a nuestro derecho por Ley Nacional Nº 25.632, se encuentra el Protocolo para pre-
venir, reprimir y sancionar la trata de personas especialmente mujeres y niños, que 
complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia organizada 
trasnacional, denominado Protocolo de Palermo; 
Que dicho Protocolo contempla en su artículo 6° diversas acciones para la asistencia y 
protección a las víctimas de trata de personas, y en su artículo 9° medidas de preven-
ción de dicha conducta delictiva; 
Que la trata de personas es un fenómeno complejo que incluye aspectos relacionados 
con la violación de los derechos humanos, la pobreza, las desigualdades socio-econó-
micas dentro de cada país y entre los distintos países, las desigualdades por razones 
de sexo, las políticas de migraciones y la lucha contra la delincuencia organizada; 
Que es necesario adoptar un enfoque multidisciplinario e interinstitucional, que tenga 
en cuenta todos estos aspectos y en el que participen todas las partes involucradas, 
así como también es preciso crear mecanismos de cooperación nacional e interna-
cional entre el lugar de origen, el de tránsito y el de destino al que fuere trasladada la 
víctima; 
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Que en nuestro país, la Ley Nacional Nº 26.364, de Prevención y Sanción de la Trata 
de Personas y Asistencia a sus Víctimas, tipifica penalmente el delito de Trata en sus 
artículos 2° y 3°; 
Que el delito de trata de personas alude a una finalidad de explotación, definida en el 
artículo 4° de la citada ley Nacional; 
Que la citada norma, a su vez, establece un marco legal de prevención, protección y 
asistencia a las víctimas, enumerando en sus artículos 6° a 9° los derechos que las 
asisten; 
Que en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el marco jurídico se com-
pleta con la sanción de la Ley Nº 2.781 que prescribe, en su artículo 1°, ... La Ciudad 
de Buenos Aires garantiza la asistencia integral a las víctimas de trata de personas 
a efectos de contener la situación de emergencia social que las afecta, en el marco 
de lo establecido por la Convención Internacional contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional y su protocolo para Prevenir Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, 
Especialmente Mujeres y Niños; 
Que la citada ley, recogiendo el espíritu de la Ley Nacional Nº 26.364, establece con 
detalle las obligaciones de la Ciudad de prevenir los casos de trata de personas y pro-
teger a los damnificados por tal delito; 
Que dicha normativa coincide con los derechos humanos fundamentales consagrados 
por la carta magna de la Nación Argentina y la Constitución de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires; 
Que entre las funciones del Poder Ejecutivo se encuentran las de formular y dirigir las 
políticas públicas y ejecutar las leyes; 
Que en este contexto, la asistencia desde las áreas competentes dentro del ámbito 
de la Ciudad, y en cuanto a competencias federales y locales, exige herramientas de 
actuación que articulen la acción conjunta; 
Que a fin de colaborar con la implementación de la ley vigente, corresponde establecer 
un protocolo de actuación que facilite la intervención mediante líneas de acción con-
cretas entre las diversas áreas; 
Que, dicho protocolo se enmarca dentro de los parámetros que establece la normativa 
vigente en la materia; 
Que, en virtud de ello, el Protocolo que se aprueba con su detalle permitirá una mayor 
y más eficaz respuesta para la prevención de la trata de personas y la atención de las 
víctimas de tal delito; 
Que dada la diversidad de acciones y materias que involucra la Ley Nº 2.781, resulta 
conveniente designar como Autoridad de Aplicación de la misma al Comité que por el 
presente se crea, cuya denominación será Comité de Lucha contra la Trata, y estará 
integrado por un representante del Ministerio de Desarrollo Social, del Ministerio de 
Justicia y Seguridad, del Ministerio de Desarrollo Económico, de la Subsecretaría de 
Derechos Humanos y del Consejo de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes; 
Que el mentado Comité tendrá a su cargo la implementación de las acciones contem-
pladas en la citada ley, así como la articulación con otras áreas de gobierno; 
Que todas las áreas de gobierno deberán prestar la colaboración necesaria para poder 
realizar las acciones previstas en la ley; 
Que, asimismo, corresponderá articular diversas acciones con organismos nacionales 
y de otras jurisdicciones, así como con organizaciones no gubernamentales con expe-
riencia en la materia; 
Que la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires ha tomado la 
intervención que le compete de conformidad con lo establecido por la Ley Nº 1.218; 
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Por ello, en uso de las facultades establecidas por los artículos 102 y 104 de la Cons-
titución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
EL JEFE DE GOBIERNO DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES DECRETA 

ARTÍCULO 1.- Créase el Comité de Lucha contra la Trata -en adelante el Comité- el 
que estará integrado por un representante del Ministerio de Desarrollo Social, un re-
presentante del Ministerio de Justicia y Seguridad, un representante del Ministerio de 
Desarrollo Económico, un representante de la Subsecretaría de Derechos Humanos y 
un representante del Consejo de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes. 

ARTÍCULO 2.- Designase como Autoridad de Aplicación de la Ley Nº 2.781 al Comité 
creado por el artículo 1° del presente. 

ARTÍCULO 3.- Las instancias indicadas en el artículo 1° deberán designar a sus re-
presentantes en el Comité, dentro de los treinta (30) días de publicado el presente, 
debiendo comunicar dicho extremo al resto de las reparticiones integrantes del mismo. 
Las designaciones recaerán en funcionarios públicos, sin implicar modificación alguna 
de su rango, remuneración o situación de revista. 

ARTÍCULO 4.- El Comité, dentro de los sesenta (60) días de su integración, deberá 
aprobar su reglamento interno de actuación, y designar de entre sus miembros un 
Coordinador General quien ejercerá su representación, y desempeñará sus funciones 
con carácter ad honorem. 

ARTÍCULO 5.- Apruébase el Protocolo para la Detección y Prevención de la Trata de 
Personas y la Asistencia Integral a las Víctimas de conformidad con lo dispuesto en el 
Anexo I, el que a todos sus efectos forma parte integrante del presente Decreto. 

ARTÍCULO 6.- Delégase en la Autoridad de Aplicación la facultad de dictar las normas 
complementarias al presente Decreto, así como también arbitrar las medidas pertinen-
tes que garanticen el efectivo cumplimiento de la Ley Nº 2.781. 

ARTÍCULO 7.- El Comité podrá convocar a organismos públicos, organizaciones no 
gubernamentales, instituciones, asociaciones sindicales y demás sectores de la socie-
dad civil con acreditada competencia en la problemática de trata de personas, a fin de 
articular acciones en conjunto y proponer a los organismos competentes la celebración 
de convenios de cooperación, de acuerdo a lo normado por el Decreto Nº 661/09. 

ARTÍCULO 8.- La Autoridad de Aplicación contará con la asistencia de los Ministerios 
de Salud y de Educación, y de las diversas áreas del Gobierno de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires que resulten competentes a todos los efectos que fueran pertinen-
tes. 

ARTÍCULO 9.- La presente reglamentación no implicará gasto adicional alguno al ejer-
cicio presupuestario en curso y los gastos que demande su implementación se impu-
tarán a las partidas presupuestarias en curso de ejecución. 

ARTÍCULO 10.- El presente Decreto es refrendado por la señora Ministra de Desarrollo 
Social, los señores Ministros de Desarrollo Económico, de Justicia y Seguridad, de 
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Salud, de Educación y por el señor Jefe de Gabinete de Ministros. 

ARTÍCULO 11.- Dése al Registro, publíquese en el Boletín Oficial de la Ciudad de Bue-
nos Aires, comuníquese a la Jefatura de Gabinete de Ministros, a todos los Ministerios 
y Secretarías del Poder Ejecutivo, a la Procuración General de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, y al Consejo de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes; y para 
su conocimiento y demás efectos pase a la Subsecretaría de Derechos Humanos. 
Cumplido, archívese.

Publicado en el Boletín Oficial de la CABA Nº 3.351 del 29 de enero de 2010

ANEXO I

PROTOCOLO PARA LA DETECCIÓN Y PREVENCIÓN DE LA TRATA DE PERSONAS 
Y ASISTENCIA INTEGRAL A LAS VICTIMAS

I. DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1.- El presente protocolo complementa lo establecido por la Ley Nº 2.781 
de garantía de la asistencia integral a las víctimas de trata de personas a fin de posibi-
litar una adecuada respuesta a dicha problemática a través del desarrollo de acciones 
articuladas entre las áreas del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

ARTÍCULO 2.- Los fines del presente protocolo son:
a) Detectar, proteger y asistir a las víctimas de trata de personas, con especial 
atención a las mujeres y niños, respetando plenamente sus derechos huma-
nos.
b) Promover acciones de prevención de la trata de personas.
c) Promover la cooperación entre los organismos del Gobierno Nacional, del 
Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, los organismos internacio-
nales y las organizaciones de la sociedad civil para lograr esos fines.

ARTÍCULO 3.- En consonancia con lo establecido por los artículos 2°, 3° y 4° de la Ley 
Nacional Nº 26.364, a los fines del presente Protocolo:

a) Trata de mayores de dieciocho (18) años es la captación, el transporte y/o 
traslado –ya sea dentro del país, desde o hacia el exterior-, la acogida o la re-
cepción, con fines de explotación, cuando mediare engaño, fraude, violencia, 
amenaza o cualquier medio de intimidación o coerción, abuso de autoridad o de 
una situación de vulnerabilidad, concesión o recepción de pagos o beneficios 
para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre la 
víctima, aun cuando existiere asentimiento de ésta.
b) Trata de menores de dieciocho (18) años es el ofrecimiento, la captación, el 
transporte y/o traslado –ya sea dentro del país, desde o hacia el exterior-, la 
acogida o la recepción, con fines de explotación. Existe trata de niñas, niños y 
adolescentes cuando no mediare engaño, fraude, violencia, amenaza o cual-
quier medio de intimidación o coerción, abuso de autoridad o de una situación 
de vulnerabilidad, concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el 
consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre la víctima. El asen-
timiento de la víctima de trata de personas menores de dieciocho (18) años no 
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tendrá efecto alguno.
c) Existe explotación en cualquiera de los siguientes supuestos:

1) Cuando se redujere o mantuviere a una persona en condición de esclavi-
tud o servidumbre o se la sometiere a prácticas análogas;
2) Cuando se obligare a una persona a realizar trabajos o servicios forza-
dos;
3) Cuando se promoviere, facilitare, desarrollare o se obtuviere provecho de 
cualquier forma de comercio sexual;
4) Cuando se practicare extracción ilícita de órganos o tejidos humanos.

II. PREVENCIÓN, DETECCIÓN, ATENCIÓN INMEDIATA Y PROTECCIÓN DE LAS
VÍCTIMAS DE TRATA DE PERSONAS

ARTÍCULO 4.-
1. Los organismos con competencia en materia de seguridad y control deberán llevar 
a cabo sus procedimientos teniendo en cuenta el presente protocolo en relación a 
hechos que puedan estar vinculados con la comisión del delito de trata de personas 
previsto en la Ley Nacional Nº 26.364, instando proactivamente las investigaciones y 
procedimientos correspondientes.
2. El Ministerio de Justicia y Seguridad, el Ministerio de Desarrollo Económico y el Con-
sejo de Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes generarán mecanismos tendientes 
a favorecer la detección de casos de trata de personas que pudieran tener lugar en la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires así como la identificación fehaciente de las perso-
nas y grupos familiares afectados.
3. Cuando se disponga un procedimiento en el que se presuma de antemano que se 
puede llegar a encontrar una situación vinculada con la comisión del delito de trata de 
personas, se debe solicitar previamente la colaboración de personal capacitado para 
asistir a la víctima, por intermedio de la Autoridad de Aplicación o, en su caso, del 
Ministerio Público Fiscal o la División Trata de Personas de la Policía Federal Argenti-
na. La asistencia efectiva de ese personal debe anteceder al testimonio de la víctima. 
Estos actos deberán ser preferentemente realizados con personal del mismo sexo que 
la víctima, no uniformado y entrenado o especializado para el tratamiento de estas 
víctimas.
4. La dependencia que detectase algún indicio de estar frente a una situación de trata 
deberá poner en conocimiento de dicha situación a la Autoridad de Aplicación o al 
Ministerio Público Fiscal, y deberá dar identificación fehaciente sobre las personas y 
grupos familiares afectados.
5. Una vez realizada la detección y establecido que la situación detectada configura 
trata de personas, la Autoridad de Aplicación dará inmediata intervención en forma ar-
ticulada a la Unidad Fiscal de Asistencia en Secuestros Extorsivos y Trata de Personas 
dependiente del Ministerio Público Fiscal de la Nación o la División Trata de Personas 
de la Policía Federal Argentina y, de corresponder, a la Oficina de Rescate y Acom-
pañamiento a personas damnificadas por el delito de trata de personas, del Ministerio 
de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación, y a la Unidad Fiscal Sexual 
dependiente de la Procuración General de la Nación. La comunicación mencionada 
podrá establecerse por medio del Ministerio Público Fiscal de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires.

ARTÍCULO 5.- A los efectos de asistir de forma urgente la situación de emergencia 
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que afecte a las víctimas de trata de personas, la Autoridad de Aplicación articulará los 
medios pertinentes con los organismos competentes en la materia.

ARTÍCULO 6.-
1. El Ministerio de Justicia y Seguridad solicitará, de ser necesario, la intervención de 
la Policía Federal y otros organismos competentes, a fin de proteger la seguridad, pri-
vacidad, identidad y el paradero de las víctimas de la trata de personas, previendo la 
confidencialidad de las actuaciones judiciales.
2. La Autoridad de Aplicación, en consonancia con el artículo 6º de la Ley Nacional Nº 
26.364, preverá las medidas adecuadas en coordinación con los organismos corres-
pondientes, con miras a proporcionar a las víctimas de trata de personas patrocinio 
jurídico gratuito, en particular en oportunidad de realizar las tramitaciones policiales o 
judiciales que pudieran corresponder.

III. ASISTENCIA INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS DE TRATA

ARTÍCULO 7.- La Autoridad de Aplicación articulará las medidas destinadas a la recu-
peración física, psicológica y social de las víctimas de trata de personas, procediendo 
en cooperación con los organismos del Gobierno Nacional, organismos internaciona-
les y organizaciones de la sociedad civil, y en particular mediante el suministro de:
1) Alojamiento Inmediato y Refugio. El Ministerio de Desarrollo Social, a través de los 
recursos disponibles, proporcionará y garantizará el acceso inmediato a alojamiento y 
refugio para las víctimas de trata, en los términos del artículo 2° inciso c) de la Ley Nº 
2.781 y 6º de la Ley 26.364
2) Asesoramiento e información, en particular con respecto a sus derechos, en un 
idioma que las víctimas de la trata de personas puedan comprender. La Subsecretaría 
de Derechos Humanos facilitará, de ser necesario, los contactos con representantes 
diplomáticos y consulares del Estado de nacionalidad de las víctimas de trata de per-
sonas, o de aquellas organizaciones que representen a la comunidad de origen de la 
víctima en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los fines de garantizar el entendi-
miento de toda la información y asesoramiento en su idioma de origen.
3) Documentación. La Subsecretaría de Derechos Humanos y el Ministerio de Desarro-
llo Social brindarán cooperación y asistencia personalizada para la obtención gratuita 
y con carácter de urgente de la documentación necesaria a efectos de regularizar la 
situación migratoria de aquellas víctimas de trata de personas que sean extranjeras.
4) Asistencia médica y psicológica.

a. Asistencia médica. El Ministerio de Salud brindará la atención médica nece-
saria.
b. Asistencia psicológica. La Subsecretaría de Derechos Humanos y los equi-
pos psicológicos de los Hogares y Refugios en los que fueren acogidas las 
víctimas de trata, les prestarán la atención psicológica necesaria tendiente a su 
acompañamiento y recuperación. De ser necesario, la Autoridad de Aplicación 
dará intervención al Ministerio de Salud, a fin de realizar las derivaciones a los 
centros médicos correspondientes.

5) Oportunidades de empleo, educación y capacitación.
a. Oportunidades de empleo y capacitación. El Ministerio de Desarrollo Econó-
mico facilitará, a través de los programas de los que disponga el Gobierno de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, acciones tendientes a la reinserción laboral 
y económica de las personas afectadas por la trata de personas.
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La Autoridad de Aplicación promoverá la cooperación de las organizaciones 
de la sociedad civil que cuenten con programas o proyectos que desarrollen 
emprendimientos productivos y laborales que tiendan a la incorporación formal 
al empleo y generación genuina de recursos económicos.
b. Educación. El Ministerio de Educación deberá garantizar la incorporación de 
las personas víctimas de trata, en especial niños, niñas y adolescentes, al siste-
ma formal de educación.

Las Instituciones Educativas deberán informar a la autoridad competente del Ministerio 
de Educación sobre cualquier situación que indique la posibilidad del retorno de esa 
persona a la condición de víctima de trata, a fin de que ésta lo comunique de inmediato 
a la Autoridad de Aplicación.

IV. RETORNO Y REPATRIACIÓN DE LAS VÍCTIMAS DE TRATA DE PERSONAS

ARTÍCULO 8.-
1. A efectos del retorno, la Autoridad de Aplicación facilitará los contactos con las auto-
ridades provinciales y municipales correspondientes al lugar de origen de la víctima, a 
fin de facilitar su retorno en condiciones de seguridad y de continuidad de la asistencia 
integral, cuando mediare voluntad de su parte.
2. La Autoridad de Aplicación solicitará la colaboración del Ministerio Público Fiscal a 
fin de que éste articule con su par de la jurisdicción receptora las condiciones mínimas 
de seguridad personal y resguardo de la víctima que deba ser retornada a su lugar de 
origen.
3. A efectos de la repatriación, la Autoridad de Aplicación, en cooperación con los or-
ganismos internacionales competentes y los representantes diplomáticos y consulares 
del Estado de nacionalidad de las víctimas, desarrollará acciones conjuntas –cuando 
mediare voluntad de la persona– a fin de facilitar su repatriación en condiciones de 
seguridad personal y resguardo. A tal efecto, deberá observarse la legislación vigente 
en materia migratoria.
4. La Autoridad de Aplicación implementará las medidas que garanticen las acciones 
necesarias para que las víctimas de trata puedan mantener una comunicación segura 
y constante con familiares o personas afines.

V. MEDIDAS DE PREVENCIÓN Y CAPACITACIÓN

ARTÍCULO 9.-
1. La Autoridad de Aplicación promoverá campañas de concientización pública en 
relación a la problemática de trata de personas con perspectiva de género y derechos 
humanos, como así también tendientes a desalentar la demanda que propicie cual-
quier forma de explotación conducente a la trata de personas. 
2. La Autoridad de Aplicación procurará brindar capacitación especializada a los profe-
sionales que se desempeñen en las diferentes áreas del Gobierno de la Ciudad Autó-
noma de Buenos Aires, en especial a aquellos que estén encargados del ejercicio del 
poder de policía y a quienes deban intervenir en la asistencia y protección integral de 
las víctimas de trata de personas.
Publicado en la separata del Boletín Oficial de la CABA Nº 3351 del 29 de enero de 
2010
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Violencia

LEY NAC. Nº 26.485
PROTECCIÓN INTEGRAL para prevenir, sancionar y erradicar 
la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que 
desarrollen sus relaciones interpersonales

Sancionada: 11 de marzo de 2009.
Promulgada: 1º de abril de 2009.
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. 
sancionan con fuerza de Ley:
LEY DE PROTECCIÓN INTEGRAL PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA 
VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES EN LOS ÁMBITOS EN QUE DESARROLLEN 
SUS RELACIONES INTERPERSONALES

TÍTULO I - DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1.- Ámbito de aplicación. Orden Público 
Las disposiciones de la presente ley son de orden público y de aplicación en todo el 
territorio de la República, con excepción de las disposiciones de carácter procesal 
establecidas en el Capítulo II del Título III de la presente.

ARTÍCULO 2.- Objeto 
La presente ley tiene por objeto promover y garantizar:

a) La eliminación de la discriminación entre mujeres y varones en todos los ór-
denes de la vida;
b) El derecho de las mujeres a vivir una vida sin violencia;
c) Las condiciones aptas para sensibilizar y prevenir, sancionar y erradicar la 
discriminación y la violencia contra las mujeres en cualquiera de sus manifesta-
ciones y ámbitos;
d) El desarrollo de políticas públicas de carácter interinstitucional sobre violencia 
contra las mujeres; 1947)
e) La remoción de patrones socioculturales que promueven y sostienen la des-
igualdad de género y las relaciones de poder sobre las mujeres;
f) El acceso a la justicia de las mujeres que padecen violencia;
g) La asistencia integral a las mujeres que padecen violencia en las áreas estata-
les y privadas que realicen actividades programáticas destinadas a las mujeres 
y/o en los servicios especializados de violencia.

ARTÍCULO 3.- Derechos Protegidos 
Esta ley garantiza todos los derechos reconocidos por la Convención para la Elimina-
ción de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, la Convención Interame-
ricana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, la Convención 
sobre los Derechos de los Niños y la Ley 26.061 de Protección integral de los derechos 
de las niñas, niños y adolescentes y, en especial, los referidos a:

a) Una vida sin violencia y sin discriminaciones;
b) La salud, la educación y la seguridad personal;
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c) La integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial;
d) Que se respete su dignidad;
e) Decidir sobre la vida reproductiva, número de embarazos y cuándo tenerlos, 
de conformidad con la Ley 25.673 de Creación del Programa Nacional de Salud 
Sexual y Procreación Responsable;
f) La intimidad, la libertad de creencias y de pensamiento;
g) Recibir información y asesoramiento adecuado;
h) Gozar de medidas integrales de asistencia, protección y seguridad;
Gozar de acceso gratuito a la justicia en casos comprendidos en el ámbito de 
aplicación de la presente ley;
j) La igualdad real de derechos, oportunidades y de trato entre varones y mu-
jeres;
k) Un trato respetuoso de las mujeres que padecen violencia, evitando toda 
conducta, acto u omisión que produzca revictimización.

ARTÍCULO 4.- Definición 
Se entiende por violencia contra las mujeres toda conducta, acción u omisión, que de 
manera directa o indirecta, tanto en el ámbito público como en el privado, basada en 
una relación desigual de poder, afecte su vida, libertad, dignidad, integridad física, psi-
cológica, sexual, económica o patrimonial, como así también su seguridad personal. 
Quedan comprendidas las perpetradas desde el Estado o por sus agentes.
Se considera violencia indirecta, a los efectos de la presente ley, toda conducta, ac-
ción omisión, disposición, criterio o práctica discriminatoria que ponga a la mujer en 
desventaja con respecto al varón.

ARTÍCULO 5.- Tipos
Quedan especialmente comprendidos en la definición del artículo precedente, los si-
guientes tipos de violencia contra la mujer:
1.- Física: La que se emplea contra el cuerpo de la mujer produciendo dolor, daño o 
riesgo de producirlo y cualquier otra forma de maltrato o agresión que afecte su inte-
gridad física.
2.- Psicológica: La que causa daño emocional y disminución de la autoestima o per-
judica y perturba el pleno desarrollo personal o que busca degradar o controlar sus 
acciones, comportamientos, creencias y decisiones, mediante amenaza, acoso, hos-
tigamiento, restricción, humillación, deshonra, descrédito, manipulación o aislamiento. 
Incluye también la culpabilización, vigilancia constante, exigencia de obediencia o su-
misión, coerción verbal, persecución, insulto, indiferencia, abandono, celos excesivos, 
chantaje, ridiculización, explotación y limitación del derecho de circulación o cualquier 
otro medio que cause perjuicio a su salud psicológica y a la autodeterminación.
3.- Sexual: Cualquier acción que implique la vulneración en todas sus formas, con o 
sin acceso genital, del derecho de la mujer de decidir voluntariamente acerca de su 
vida sexual o reproductiva a través de amenazas, coerción, uso de la fuerza o intimida-
ción, incluyendo la violación dentro del matrimonio o de otras relaciones vinculares o 
de parentesco, exista o no convivencia, así como la prostitución forzada, explotación, 
esclavitud, acoso, abuso sexual y trata de mujeres.
4.- Económica y patrimonial: La que se dirige a ocasionar un menoscabo en los recur-
sos económicos o patrimoniales de la mujer, a través de:

a) La perturbación de la posesión, tenencia o propiedad de sus bienes;
b) La pérdida, sustracción, destrucción, retención o distracción indebida de 
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objetos, instrumentos de trabajo, documentos personales, bienes, valores y 
derechos patrimoniales;
c) La limitación de los recursos económicos destinados a satisfacer sus necesi-
dades o privación de los medios indispensables para vivir una vida digna;
d) La limitación o control de sus ingresos, así como la percepción de un salario 
menor por igual tarea, dentro de un mismo lugar de trabajo.

5.- Simbólica: La que a través de patrones estereotipados, mensajes, valores, íconos 
o signos transmita y reproduzca dominación, desigualdad y discriminación en las rela-
ciones sociales, naturalizando la subordinación de la mujer en la sociedad.

ARTÍCULO 6.- Modalidades 
A los efectos de esta ley se entiende por modalidades las formas en que se manifiestan 
los distintos tipos de violencia contra las mujeres en los diferentes ámbitos, quedando 
especialmente comprendidas las siguientes:

a) Violencia doméstica contra las mujeres: aquella ejercida contra las mujeres 
por un integrante del grupo familiar, independientemente del espacio físico don-
de ésta ocurra, que dañe la dignidad, el bienestar, la integridad física, psicoló-
gica, sexual, económica o patrimonial, la libertad, comprendiendo la libertad 
reproductiva y el derecho al pleno desarrollo de las mujeres. Se entiende por 
grupo familiar el originado en el parentesco sea por consanguinidad o por afini-
dad, el matrimonio, las uniones de hecho y las parejas o noviazgos. Incluye las 
relaciones vigentes o finalizadas, no siendo requisito la convivencia;
b) Violencia institucional contra las mujeres: aquella realizada por las/los funcio-
narias/os, profesionales, personal y agentes pertenecientes a cualquier órgano, 
ente o institución pública, que tenga como fin retardar, obstaculizar o impedir 
que las mujeres tengan acceso a las políticas públicas y ejerzan los derechos 
previstos en esta ley. Quedan comprendidas, además, las que se ejercen en los 
partidos políticos, sindicatos, organizaciones empresariales, deportivas y de la 
sociedad civil;
c) Violencia laboral contra las mujeres: aquella que discrimina a las mujeres en 
los ámbitos de trabajo públicos o privados y que obstaculiza su acceso al em-
pleo, contratación, ascenso, estabilidad o permanencia en el mismo, exigiendo 
requisitos sobre estado civil, maternidad, edad, apariencia física o la realización 
de test de embarazo. Constituye también violencia contra las mujeres en el 
ámbito laboral quebrantar el derecho de igual remuneración por igual tarea o 
función. Asimismo, incluye el hostigamiento psicológico en forma sistemática 
sobre una determinada trabajadora con el fin de lograr su exclusión laboral;
d) Violencia contra la libertad reproductiva: aquella que vulnere el derecho de las 
mujeres a decidir libre y responsablemente el número de embarazos o el inter-
valo entre los nacimientos, de conformidad con la Ley 25.673 de Creación del 
Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable;
e) Violencia obstétrica: aquella que ejerce el personal de salud sobre el cuerpo 
y los procesos reproductivos de las mujeres, expresada en un trato deshuma-
nizado, un abuso de medicalización y patologización de los procesos naturales, 
de conformidad con la Ley 25.929.
f) Violencia mediática contra las mujeres: aquella publicación o difusión de men-
sajes e imágenes estereotipados a través de cualquier medio masivo de comu-
nicación, que de manera directa o indirecta promueva la explotación de mujeres 
o sus imágenes, injurie, difame, discrimine, deshonre, humille o atente contra la 
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dignidad de las mujeres, como así también la utilización de mujeres, adolescen-
tes y niñas en mensajes e imágenes pornográficas, legitimando la desigualdad 
de trato o construya patrones socioculturales reproductores de la desigualdad 
o generadores de violencia contra las mujeres.

TÍTULO II - POLÍTICAS PÚBLICAS

CAPÍTULO I - PRECEPTOS RECTORES

ARTÍCULO 7.- Preceptos rectores 
Los tres poderes del Estado, sean del ámbito nacional o provincial, adoptarán las me-
didas necesarias y ratificarán en cada una de sus actuaciones el respeto irrestricto del 
derecho constitucional a la igualdad entre mujeres y varones. Para el cumplimiento de 
los fines de la presente ley deberán garantizar los siguientes preceptos rectores:

a) La eliminación de la discriminación y las desiguales relaciones de poder sobre 
las mujeres;
b) La adopción de medidas tendientes a sensibilizar a la sociedad, promoviendo 
valores de igualdad y deslegitimación de la violencia contra las mujeres;
c) La asistencia en forma integral y oportuna de las mujeres que padecen cual-
quier tipo de violencia, asegurándoles el acceso gratuito, rápido, transparente y 
eficaz en servicios creados a tal fin, así como promover la sanción y reeducación 
de quienes ejercen violencia;
d) La adopción del principio de transversalidad estará presente en todas las 
medidas así como en la ejecución de las disposiciones normativas, articulando 
interinstitucionalmente y coordinando recursos presupuestarios;
e) El incentivo a la cooperación y participación de la sociedad civil, comprome-
tiendo a entidades privadas y actores públicos no estatales;
f) El respeto del derecho a la confidencialidad y a la intimidad, prohibiéndose la 
reproducción para uso particular o difusión pública de la información relacio-
nada con situaciones de violencia contra la mujer, sin autorización de quien la 
padece;
g) La garantía de la existencia y disponibilidad de recursos económicos que 
permitan el cumplimiento de los objetivos de la presente ley;
h) Todas las acciones conducentes a efectivizar los principios y derechos reco-
nocidos por la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
la Violencia contra las Mujeres.

CAPÍTULO II - ORGANISMO COMPETENTE

ARTÍCULO 8.- Organismo competente 
El Consejo Nacional de la Mujer será el organismo rector encargado del diseño de las 
políticas públicas para efectivizar las disposiciones de la presente ley.

ARTÍCULO 9.- Facultades 
El Consejo Nacional de la Mujer, para garantizar el logro de los objetivos de la presente 
ley, deberá:

a) Elaborar, implementar y monitorear un Plan Nacional de Acción para la Pre-
vención, Asistencia y Erradicación de la Violencia contra las Mujeres;
b) Articular y coordinar las acciones para el cumplimiento de la presente ley, con 
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las distintas áreas involucradas a nivel nacional, provincial y municipal, y con los 
ámbitos universitarios, sindicales, empresariales, religiosos, las organizaciones 
de defensa de los derechos de las mujeres y otras de la sociedad civil con com-
petencia en la materia;
c) Convocar y constituir un Consejo Consultivo ad honorem, integrado por re-
presentantes de las organizaciones de la sociedad civil y del ámbito académico 
especializadas, que tendrá por función asesorar y recomendar sobre los cursos 
de acción y estrategias adecuadas para enfrentar el fenómeno de la violencia;
d) Promover en las distintas jurisdicciones la creación de servicios de asistencia 
integral y gratuita para las mujeres que padecen violencia;
e) Garantizar modelos de abordaje tendientes a empoderar a las mujeres que 
padecen violencia que respeten la naturaleza social, política y cultural de la pro-
blemática, no admitiendo modelos que contemplen formas de mediación o ne-
gociación;
f) Generar los estándares mínimos de detección precoz y de abordaje de las 
situaciones de violencia;
g) Desarrollar programas de asistencia técnica para las distintas jurisdicciones 
destinados a la prevención, detección precoz, asistencia temprana, reeduca-
ción, derivación interinstitucional y a la elaboración de protocolos para los dis-
tintos niveles de atención;
h) Brindar capacitación permanente, formación y entrenamiento en la temática 
a los funcionarios públicos en el ámbito de la Justicia, las fuerzas policiales y de 
seguridad, y las Fuerzas Armadas, las que se impartirán de manera integral y es-
pecífica según cada área de actuación, a partir de un módulo básico respetando 
los principios consagrados en esta ley;
i) Coordinar con los ámbitos legislativos la formación especializada, en materia 
de violencia contra las mujeres e implementación de los principios y derechos 
reconocidos por la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erra-
dicar la Violencia contra las Mujeres destinada a legisladores/as y asesores/as;
j) Impulsar a través de los colegios y asociaciones de profesionales la capaci-
tación del personal de los servicios que, en razón de sus actividades, puedan 
llegar a intervenir en casos de violencia contra las mujeres;
k) Diseñar e implementar Registros de situaciones de violencia contra las mu-
jeres de manera interjurisdiccional e interinstitucional, en los que se establez-
can los indicadores básicos aprobados por todos los Ministerios y Secretarías 
competentes, independientemente de los que determine cada área a los fines 
específicos, y acordados en el marco de los Consejos Federales con compe-
tencia en la materia;
l) Desarrollar, promover y coordinar con las distintas jurisdicciones los criterios 
para la selección de datos, modalidad de registro e indicadores básicos des-
agregados —como mínimo— por edad, sexo, estado civil y profesión u ocu-
pación de las partes, vínculo entre la mujer que padece violencia y el hombre 
que la ejerce, naturaleza de los hechos, medidas adoptadas y sus resultados, 
y sanciones impuestas a la persona violenta. Se deberá asegurar la reserva en 
relación con la identidad de las mujeres que padecen violencias;
m) Coordinar con el Poder Judicial los criterios para la selección de datos, mo-
dalidad de Registro e indicadores que lo integren que obren en ambos poderes, 
independientemente de los que defina cada uno a los fines que le son propios;
n) Analizar y difundir periódicamente los datos estadísticos y resultados de las 
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investigaciones a fin de monitorear y adecuar las políticas públicas a través del 
Observatorio de la Violencia Contra las Mujeres;
ñ) Diseñar y publicar una Guía de Servicios en coordinación y actualización per-
manente con las distintas jurisdicciones, que brinde información sobre los pro-
gramas y los servicios de asistencia directa;
o) Implementar una línea telefónica gratuita y accesible en forma articulada con 
las provincias a través de organismos gubernamentales pertinentes, destinada 
a dar contención, información y brindar asesoramiento sobre recursos existen-
tes en materia de prevención de la violencia contra las mujeres y asistencia a 
quienes la padecen;
p) Establecer y mantener un Registro de las organizaciones no gubernamentales 
especializadas en la materia en coordinación con las jurisdicciones y celebrar 
convenios para el desarrollo de actividades preventivas, de control y ejecución 
de medidas de asistencia a las mujeres que padecen violencia y la rehabilitación 
de los hombres que la ejercen;
q) Promover campañas de sensibilización y concientización sobre la violencia 
contra las mujeres informando sobre los derechos, recursos y servicios que el 
Estado garantiza e instalando la condena social a toda forma de violencia con-
tra las mujeres. Publicar materiales de difusión para apoyar las acciones de las 
distintas áreas;
r) Celebrar convenios con organismos públicos y/o instituciones privadas para 
toda acción conducente al cumplimiento de los alcances y objetivos de la pre-
sente ley;
s) Convocar y poner en funciones al Consejo, Consultivo de organizaciones de 
la sociedad civil y redactar su reglamento de funcionamiento interno;
t) Promover en el ámbito comunitario el trabajo en red, con el fin de desarrollar 
modelos de atención y prevención interinstitucional e intersectorial, que unifi-
quen y coordinen los esfuerzos de las instituciones públicas y privadas;
u) Garantizar el acceso a los servicios de atención específica para mujeres pri-
vadas de libertad.

CAPÍTULO III - LINEAMIENTOS BÁSICOS PARA LAS POLÍTICAS ESTATALES

ARTÍCULO 10.- Fortalecimiento técnico a las jurisdicciones 
El Estado nacional deberá promover y fortalecer interinstitucionalmente a las distintas 
jurisdicciones para la creación e implementación de servicios integrales de asistencia 
a las mujeres que padecen violencia y a las personas que la ejercen, debiendo garan-
tizar:
1.- Campañas de educación y capacitación orientadas a la comunidad para informar, 
concientizar y prevenir la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen 
sus relaciones interpersonales.
2.- Unidades especializadas en violencia en el primer nivel de atención que trabajen en 
la prevención y asistencia de hechos de violencia, las que coordinarán sus actividades 
según los estándares, protocolos y registros establecidos y tendrán un abordaje inte-
gral de las siguientes actividades:

a) Asistencia interdisciplinaria para la evaluación, diagnóstico y definición de es-
trategias de abordaje;
b) Grupos de ayuda mutua;
c) Asistencia y patrocinio jurídico gratuito;
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d) Atención coordinada con el área de salud que brinde asistencia médica y 
psicológica;
e) Atención coordinada con el área social que brinde los programas de asisten-
cia destinados a promover el desarrollo humano.

3.- Programas de asistencia económica para el autovalimiento de la mujer.
4.- Programas de acompañantes comunitarios para el sostenimiento de la estrategia 
de autovalimiento de la mujer.
5.- Centros de día para el fortalecimiento integral de la mujer.
6.- Instancias de tránsito para la atención y albergue de las mujeres que padecen 
violencia en los casos en que la permanencia en su domicilio o residencia implique 
una amenaza inminente a su integridad física, psicológica o sexual, o la de su grupo 
familiar, debiendo estar orientada a la integración inmediata a su medio familiar, social 
y laboral.
7.- Programas de reeducación destinados a los hombres que ejercen violencia.

ARTÍCULO 11.- Políticas públicas 
El Estado nacional implementará el desarrollo de las siguientes acciones prioritarias, 
promoviendo su articulación y coordinación con los distintos Ministerios y Secretarías 
del Poder Ejecutivo nacional, jurisdicciones provinciales y municipales, universidades y 
organizaciones de la sociedad civil con competencia en la materia:
1.- Jefatura de Gabinete de Ministros – Secretaría de Gabinete y Gestión Pública:

a) Impulsar políticas específicas que implementen la normativa vigente en mate-
ria de acoso sexual en la administración pública nacional y garanticen la efectiva 
vigencia de los principios de no discriminación e igualdad de derechos, oportu-
nidades y trato en el empleo público;
b) Promover, a través del Consejo Federal de la Función Pública, acciones se-
mejantes en el ámbito de las jurisdicciones provinciales.

2.- Ministerio de Desarrollo Social de la Nación:
a) Promover políticas tendientes a la revinculación social y laboral de las mujeres 
que padecen violencia;
b) Elaborar criterios de priorización para la inclusión de las mujeres en los planes 
y programas de fortalecimiento y promoción social y en los planes de asistencia 
a la emergencia;
c) Promover líneas de capacitación y financiamiento para la inserción laboral de 
las mujeres en procesos de asistencia por violencia;
d) Apoyar proyectos para la creación y puesta en marcha de programas para 
atención de la emergencia destinadas a mujeres y al cuidado de sus hijas/os;
e) Celebrar convenios con entidades bancarias a fin de facilitarles líneas de cré-
ditos a mujeres que padecen violencia;
f) Coordinar con la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia y el 
Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia los criterios de atención que 
se fijen para las niñas y adolescentes que padecen violencia.

3.- Ministerio de Educación de la Nación:
a) Articular en el marco del Consejo Federal de Educación la inclusión en los 
contenidos mínimos curriculares de la perspectiva de género, el ejercicio de la 
tolerancia, el respeto y la libertad en las relaciones interpersonales, la igualdad 
entre los sexos, la democratización de las relaciones familiares, la vigencia de 
los derechos humanos y la deslegitimación de modelos violentos de resolución 
de conflictos;
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b) Promover medidas para que se incluya en los planes de formación docente la 
detección precoz de la violencia contra las mujeres;
c) Recomendar medidas para prever la escolarización inmediata de las/os ni-
ñas/os y adolescentes que se vean afectadas/os, por un cambio de residencia 
derivada de una situación de violencia, hasta que se sustancie la exclusión del 
agresor del hogar;
d) Promover la incorporación de la temática de la violencia contra las mujeres 
en las currículas terciarias y universitarias, tanto en los niveles de grado como 
de post grado;
e) Promover la revisión y actualización de los libros de texto y materiales di-
dácticos con la finalidad de eliminar los estereotipos de género y los criterios 
discriminatorios, fomentando la igualdad de derechos, oportunidades y trato 
entre mujeres y varones;
f) Las medidas anteriormente propuestas se promoverán en el ámbito del Con-
sejo Federal de Educación.

4.- Ministerio de Salud de la Nación:
a) Incorporar la problemática de la violencia contra las mujeres en los programas 
de salud integral de la mujer;
b) Promover la discusión y adopción de los instrumentos aprobados por el Mi-
nisterio de Salud de la Nación en materia de violencia contra las mujeres en el 
ámbito del Consejo Federal de Salud;
c) Diseñar protocolos específicos de detección precoz y atención de todo tipo 
y modalidad de violencia contra las mujeres, prioritariamente en las áreas de 
atención primaria de salud, emergencias, clínica médica, obstetricia, ginecolo-
gía, traumatología, pediatría, y salud mental, que especifiquen el procedimiento 
a seguir para la atención de las mujeres que padecen violencia, resguardando la 
intimidad de la persona asistida y promoviendo una práctica médica no sexista. 
El procedimiento deberá asegurar la obtención y preservación de elementos 
probatorios;
d) Promover servicios o programas con equipos interdisciplinarios especializa-
dos en la prevención y atención de la violencia contra las mujeres y/o de quienes 
la ejerzan con la utilización de protocolos de atención y derivación;
e) Impulsar la aplicación de un Registro de las personas asistidas por situa-
ciones de violencia contra las mujeres, que coordine los niveles nacionales y 
provinciales.
f) Asegurar la asistencia especializada de los/ as hijos/as testigos de violencia;
g) Promover acuerdos con la Superintendencia de Servicios de Salud u orga-
nismo que en un futuro lo reemplace, a fin de incluir programas de prevención 
y asistencia de la violencia contra las mujeres, en los establecimientos médico-
asistenciales, de la seguridad social y las entidades de medicina prepaga, los 
que deberán incorporarlas en su cobertura en igualdad de condiciones con 
otras prestaciones;
h) Alentar la formación continua del personal médico sanitario con el fin de mejo-
rar el diagnóstico precoz y la atención médica con perspectiva de género;
i) Promover, en el marco del Consejo Federal de Salud, el seguimiento y moni-
toreo de la aplicación de los protocolos. Para ello, los organismos nacionales y 
provinciales podrán celebrar convenios con instituciones y organizaciones de la 
sociedad civil.

5.- Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación:
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5.1. Secretaría de Justicia:
a) Promover políticas para facilitar el acceso de las mujeres a la Justicia median-
te la puesta en marcha y el fortalecimiento de centros de información, asesora-
miento jurídico y patrocinio jurídico gratuito;
b) Promover la aplicación de convenios con Colegios Profesionales, institucio-
nes académicas y organizaciones de la sociedad civil para brindar asistencia 
jurídica especializada y gratuita;
c) Promover la unificación de criterios para la elaboración de los informes judicia-
les sobre la situación de peligro de las mujeres que padecen violencia;
d) Promover la articulación y cooperación entre las distintas instancias judiciales 
involucradas a fin de mejorar la eficacia de las medidas judiciales;
e) Promover la elaboración de un protocolo de recepción de denuncias de vio-
lencia contra las mujeres a efectos de evitar la judicialización innecesaria de 
aquellos casos que requieran de otro tipo de abordaje;
f) Propiciar instancias de intercambio y articulación con la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación para incentivar en los distintos niveles del Poder Judicial la 
capacitación específica referida al tema;
g) Alentar la conformación de espacios de formación específica para profesio-
nales del derecho;
h) Fomentar las investigaciones sobre las causas, la naturaleza, la gravedad y 
las consecuencias de la violencia contra las mujeres, así como de la eficacia de 
las medidas aplicadas para impedirla y reparar sus efectos, difundiendo perió-
dicamente los resultados;
i) Garantizar el acceso a los servicios de atención específica para mujeres priva-
das de libertad.

5.2. Secretaría de Seguridad:
a) Fomentar en las fuerzas policiales y de seguridad, el desarrollo de servicios 
interdisciplinarios que brinden apoyo a las mujeres que padecen violencia para 
optimizar su atención, derivación a otros servicios y cumplimiento de disposi-
ciones judiciales;
b) Elaborar en el ámbito del Consejo de Seguridad Interior, los procedimientos 
básicos para el diseño de protocolos específicos para las fuerzas policial y de 
seguridad a fin de brindar las respuestas adecuadas para evitar la revictimiza-
ción, facilitar la debida atención, asistencia y protección policial a las mujeres 
que acudan a presentar denuncias en sede policial;
c) Promover la articulación de las fuerzas policial y de seguridad que intervengan 
en la atención de la violencia contra las mujeres con las instituciones guberna-
mentales y las organizaciones de la sociedad civil;
d) Sensibilizar y capacitar a las fuerzas policial y de seguridad en la temática de 
la violencia contra las mujeres en el marco del respeto de los derechos huma-
nos;
e) Incluir en los programas de formación de las fuerzas policial y de seguridad 
asignaturas y/o contenidos curriculares específicos sobre los derechos huma-
nos de las mujeres y en especial sobre violencia con perspectiva de género.

5.3. Secretaría de Derechos Humanos e Instituto Nacional contra la Discriminación, la 
Xenofobia y el Racismo (INADI):

a) Promover la inclusión de la problemática de la violencia contra las mujeres 
en todos los programas y acciones de la Secretaría de Derechos Humanos 
de la Nación y del INADI, en articulación con el Consejo Federal de Derechos 
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Humanos.
6.- Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación:

a) Desarrollar programas de sensibilización, capacitación e incentivos a empre-
sas y sindicatos para eliminar la violencia laboral contra las mujeres y promover 
la igualdad de derechos, oportunidades y trato en el ámbito laboral, debiendo 
respetar el principio de no discriminación en:

1. El acceso al puesto de trabajo, en materia de convocatoria y selección;
2. La carrera profesional, en materia de promoción y formación;
3. La permanencia en el puesto de trabajo;
4. El derecho a una igual remuneración por igual tarea o función.

b) Promover, a través de programas específicos la prevención del acoso sexual 
contra las mujeres en el ámbito de empresas y sindicatos;
c) Promover políticas tendientes a la formación e inclusión laboral de mujeres 
que padecen violencia;
d) Promover el respeto de los derechos laborales de las mujeres que padecen 
violencia, en particular cuando deban ausentarse de su puesto de trabajo a fin 
de dar cumplimiento a prescripciones profesionales, tanto administrativas como 
las emanadas de las decisiones judiciales.

7.- Ministerio de Defensa de la Nación:
a) Adecuar las normativas, códigos y prácticas internas de las Fuerzas Armadas 
a la Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación con-
tra la Mujer y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
la Violencia contra las Mujeres;
b) Impulsar programas y/o medidas de acción positiva tendientes a erradicar 
patrones de discriminación en perjuicio de las mujeres en las Fuerzas Armadas 
para el ingreso, promoción y permanencia en las mismas;
c) Sensibilizar a los distintos niveles jerárquicos en la temática de la violencia 
contra las mujeres en el marco del respeto de los derechos humanos;
d) Incluir en los programas de formación asignaturas y/o contenidos específicos 
sobre los derechos humanos de las mujeres y la violencia con perspectiva de 
género.

8.- Secretaría de Medios de Comunicación de la Nación:
a) Impulsar desde el Sistema Nacional de Medios la difusión de mensajes y cam-
pañas permanentes de sensibilización y concientización dirigida a la población 
en general y en particular a las mujeres sobre el derecho de las mismas a vivir 
una vida libre de violencias;
b) Promover en los medios masivos de comunicación el respeto por los dere-
chos humanos de las mujeres y el tratamiento de la violencia desde la perspec-
tiva de género;
c) Brindar capacitación a profesionales de los medios masivos de comunicación 
en violencia contra las mujeres;
d) Alentar la eliminación del sexismo en la información;
e) Promover, como un tema de responsabilidad social empresaria, la difusión de 
campañas publicitarias para prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres.

CAPÍTULO IV - OBSERVATORIO DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES

ARTÍCULO 12.- Creación 
Créase el Observatorio de la Violencia contra las Mujeres en el ámbito del Consejo 
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Nacional de la Mujer, destinado al monitoreo, recolección, producción, registro y siste-
matización de datos e información sobre la violencia contra las mujeres.

ARTÍCULO 13.- Misión 
El Observatorio tendrá por misión el desarrollo de un sistema de información perma-
nente que brinde insumos para el diseño, implementación y gestión de políticas públi-
cas tendientes a la prevención y erradicación de la violencia contra las mujeres.

ARTÍCULO 14.- Funciones 
Serán funciones del Observatorio de la Violencia contra las Mujeres:

a) Recolectar, procesar, registrar, analizar, publicar y difundir información perió-
dica y sistemática y comparable diacrónica y sincrónicamente sobre violencia 
contra las mujeres;
b) Impulsar el desarrollo de estudios e investigaciones sobre la evolución, pre-
valencia, tipos y modalidades de violencia contra las mujeres, sus consecuen-
cias y efectos, identificando aquellos factores sociales, culturales, económicos 
y políticos que de alguna manera estén asociados o puedan constituir causal 
de violencia;
c) Incorporar los resultados de sus investigaciones y estudios en los informes 
que el Estado nacional eleve a los organismos regionales e internacionales en 
materia de violencia contra las mujeres;
d) Celebrar convenios de cooperación con organismos públicos o privados, na-
cionales o internacionales, con la finalidad de articular interdisciplinariamente el 
desarrollo de estudios e investigaciones;
e) Crear una red de información y difundir a la ciudadanía los datos relevados, 
estudios y actividades del Observatorio, mediante una página web propia o 
vinculada al portal del Consejo Nacional de la Mujer. Crear y mantener una base 
documental actualizada permanentemente y abierta a la ciudadanía;
f) Examinar las buenas prácticas en materia de prevención y erradicación de 
la violencia contra las mujeres y las experiencias innovadoras en la materia y 
difundirlas a los fines de ser adoptadas por aquellos organismos e instituciones 
nacionales, provinciales o municipales que lo consideren;
g) Articular acciones con organismos gubernamentales con competencia en 
materia de derechos humanos de las mujeres a los fines de monitorear la im-
plementación de políticas de prevención y erradicación de la violencia contra 
las mujeres, para evaluar su impacto y elaborar propuestas de actuaciones o 
reformas;
h) Fomentar y promover la organización y celebración periódica de debates pú-
blicos, con participación de centros de investigación, instituciones académicas, 
organizaciones de la sociedad civil y representantes de organismos públicos y 
privados, nacionales e internacionales con competencia en la materia, fomen-
tando el intercambio de experiencias e identificando temas y problemas relevan-
tes para la agenda pública;
i) Brindar capacitación, asesoramiento y apoyo técnico a organismos públicos y 
privados para la puesta en marcha de los Registros y los protocolos;
j) Articular las acciones del Observatorio de la Violencia contra las Mujeres con 
otros Observatorios que existan a nivel provincial, nacional e internacional;
k) Publicar el informe anual sobre las actividades desarrolladas, el que deberá 
contener información sobre los estudios e investigaciones realizadas y 
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propuestas de reformas institucionales o normativas. El mismo será difundido a 
la ciudadanía y elevado a las autoridades con competencia en la materia para 
que adopten las medidas que corresponda.

ARTÍCULO 15.- Integración
El Observatorio de la Violencia contra las Mujeres estará integrado por:

a) Una persona designada por la Presidencia del Consejo Nacional de la Mujer, 
quien ejercerá la Dirección del Observatorio, debiendo tener acreditada forma-
ción en investigación social y derechos humanos;
b) Un equipo interdisciplinario idóneo en la materia.

TÍTULO III - PROCEDIMIENTOS

CAPÍTULO I - DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 16.- Derechos y garantías mínimas de procedimientos judiciales y admi-
nistrativos 
Los organismos del Estado deberán garantizar a las mujeres, en cualquier procedi-
miento judicial o administrativo, además de todos los derechos reconocidos en la 
Constitución Nacional, los Tratados Internacionales de Derechos Humanos ratificados 
por la Nación Argentina, la presente ley y las leyes que en consecuencia se dicten, los 
siguientes derechos y garantías:

a) A la gratuidad de las actuaciones judiciales y del patrocinio jurídico preferen-
temente especializado;
b) A obtener una respuesta oportuna y efectiva;
c) A ser oída personalmente por el juez y por la autoridad administrativa com-
petente;
d) A que su opinión sea tenida en cuenta al momento de arribar a una decisión 
que la afecte;
e) A recibir protección judicial urgente y preventiva cuando se encuentren ame-
nazados o vulnerados cualquiera de los derechos enunciados en el artículo 3º 
de la presente ley;
f) A la protección de su intimidad, garantizando la confidencialidad de las ac-
tuaciones;
g) A participar en el procedimiento recibiendo información sobre el estado de 
la causa;
h) A recibir un trato humanizado, evitando la revictimización;
i) A la amplitud probatoria para acreditar los hechos denunciados, teniendo en 
cuenta las circunstancias especiales en las que se desarrollan los actos de vio-
lencia y quienes son sus naturales testigos;
j) A oponerse a la realización de inspecciones sobre su cuerpo por fuera del 
estricto marco de la orden judicial. En caso de consentirlas y en los peritajes 
judiciales tiene derecho a ser acompañada por alguien de su confianza y a que 
sean realizados por personal profesional especializado y formado con perspec-
tiva de género;
k) A contar con mecanismos eficientes para denunciar a los funcionarios por el 
incumplimiento de los plazos establecidos y demás irregularidades.
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ARTÍCULO 17.- Procedimientos Administrativos 
Las jurisdicciones locales podrán fijar los procedimientos previos o posteriores a la ins-
tancia judicial para el cumplimiento de esta ley, la que será aplicada por los municipios, 
comunas, comisiones de fomento, juntas, delegaciones de los Consejos Provinciales 
de la Mujer o áreas descentralizadas, juzgados de paz u organismos que estimen 
convenientes.

ARTÍCULO 18.- Denuncia 
Las personas que se desempeñen en servicios asistenciales, sociales, educativos y 
de salud, en el ámbito público o privado, que con motivo o en ocasión de sus tareas 
tomaren conocimiento de un hecho de violencia contra las mujeres en los términos de 
la presente ley, estarán obligados a formular las denuncias, según corresponda, aun 
en aquellos casos en que el hecho no configure delito.

CAPÍTULO II - PROCEDIMIENTO

ARTÍCULO 19.- Ámbito de aplicación 
Las jurisdicciones locales, en el ámbito de sus competencias, dictarán sus normas de 
procedimiento o adherirán al régimen procesal previsto en la presente ley.

ARTÍCULO 20.- Características del procedimiento 
El procedimiento será gratuito y sumarísimo.

ARTÍCULO 21.- Presentación de la denuncia 
La presentación de la denuncia por violencia contra las mujeres podrá efectuarse ante 
cualquier juez/jueza de cualquier fuero e instancia o ante el Ministerio Público, en forma 
oral o escrita.
Se guardará reserva de identidad de la persona denunciante.

ARTÍCULO 22.- Competencia 
Entenderá en la causa el/la juez/a que resulte competente en razón de la materia se-
gún los tipos y modalidades de violencia de que se trate.
Aún en caso de incompetencia, el/la juez/a interviniente podrá disponer las medidas 
preventivas que estime pertinente.

ARTÍCULO 23. - Exposición policial 
En el supuesto que al concurrir a un servicio policial sólo se labrase exposición y de ella 
surgiere la posible existencia de violencia contra la mujer, corresponderá remitirla a la 
autoridad judicial competente dentro de las VEINTICUATRO (24) horas.

ARTÍCULO 24.- Personas que pueden efectuar la denuncia 
Las denuncias podrán ser efectuadas:

a) Por la mujer que se considere afectada o su representante legal sin restricción 
alguna;
b) La niña o la adolescente directamente o través de sus representantes legales 
de acuerdo lo establecido en la Ley 26.061 de Protección Integral de los Dere-
chos de las Niñas, Niños y Adolescentes;
c) Cualquier persona cuando la afectada tenga discapacidad, o que por su con-
dición física o psíquica no pudiese formularla;



Defensoria del Pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires | 353

d) En los casos de violencia sexual, la mujer que la haya padecido es la única 
legitimada para hacer la denuncia. Cuando la misma fuere efectuada por un 
tercero, se citará a la mujer para que la ratifique o rectifique en VEINTICUATRO 
(24) horas. La autoridad judicial competente tomará los recaudos necesarios 
para evitar que la causa tome estado público.
e) La denuncia penal será obligatoria para toda persona que se desempeñe 
laboralmente en servicios asistenciales, sociales, educativos y de salud, en el 
ámbito público o privado, que con motivo o en ocasión de sus tareas tomaren 
conocimiento de que una mujer padece violencia siempre que los hechos pu-
dieran constituir un delito.

ARTÍCULO 25.- Asistencia protectora 
En toda instancia del proceso se admitirá la presencia de un/a acompañante como 
ayuda protectora ad honorem, siempre que la mujer que padece violencia lo solicite y 
con el único objeto de preservar la salud física y psicológica de la misma.

ARTÍCULO 26.- Medidas preventivas urgentes
a) Durante cualquier etapa del proceso el/la juez/a interviniente podrá, de oficio 
o a petición de parte, ordenar una o más de las siguientes medidas preventivas 
de acuerdo a los tipos y modalidades de violencia contra las mujeres definidas 
en los artículos 5º y 6º de la presente ley:

a.1. Ordenar la prohibición de acercamiento del presunto agresor al lugar de 
residencia, trabajo, estudio, esparcimiento o a los lugares de habitual concu-
rrencia de la mujer que padece violencia;
a.2. Ordenar al presunto agresor que cese en los actos de perturbación o 
intimidación que, directa o indirectamente, realice hacia la mujer;
a.3. Ordenar la restitución inmediata de los efectos personales a la parte 
peticionante, si ésta se ha visto privada de los mismos;
a.4. Prohibir al presunto agresor la compra y tenencia de armas, y ordenar el 
secuestro de las que estuvieren en su posesión;
a.5. Proveer las medidas conducentes a brindar a quien padece o ejerce vio-
lencia, cuando así lo requieran, asistencia médica o psicológica, a través de 
los organismos públicos y organizaciones de la sociedad civil con formación 
especializada en la prevención y atención de la violencia contra las mujeres;
a.6. Ordenar medidas de seguridad en el domicilio de la mujer;
a.7. Ordenar toda otra medida necesaria para garantizar la seguridad de la 
mujer que padece violencia, hacer cesar la situación de violencia y evitar la 
repetición de todo acto de perturbación o intimidación, agresión y maltrato 
del agresor hacia la mujer.

b) Sin perjuicio de las medidas establecidas en el inciso a) del presente artículo, 
en los casos de la modalidad de violencia doméstica contra las mujeres, el/la 
juez/a podrá ordenar las siguientes medidas preventivas urgentes:

b.1. Prohibir al presunto agresor enajenar, disponer, destruir, ocultar o tras-
ladar bienes gananciales de la sociedad conyugal o los comunes de la pareja 
conviviente;
b.2. Ordenar la exclusión de la parte agresora de la residencia común, inde-
pendientemente de la titularidad de la misma;
b.3. Decidir el reintegro al domicilio de la mujer si ésta se había retirado, pre-
via exclusión de la vivienda del presunto agresor;
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b.4. Ordenar a la fuerza pública, el acompañamiento de la mujer que padece 
violencia, a su domicilio para retirar sus efectos personales;
b.5. En caso de que se trate de una pareja con hijos/as, se fijará una cuota 
alimentaria provisoria, si correspondiese, de acuerdo con los antecedentes 
obrantes en la causa y según las normas que rigen en la materia;
b.6. En caso que la víctima fuere menor de edad, el/la juez/a, mediante reso-
lución fundada y teniendo en cuenta la opinión y el derecho a ser oída de la 
niña o de la adolescente, puede otorgar la guarda a un miembro de su grupo 
familiar, por consanguinidad o afinidad, o con otros miembros de la familia 
ampliada o de la comunidad.
b.7. Ordenar la suspensión provisoria del régimen de visitas;
b.8. Ordenar al presunto agresor abstenerse de interferir, de cualquier forma, 
en el ejercicio de la guarda, crianza y educación de los/as hijos/ as;
b.9. Disponer el inventario de los bienes gananciales de la sociedad conyu-
gal y de los bienes propios de quien ejerce y padece violencia. En los casos 
de las parejas convivientes se dispondrá el inventario de los bienes de cada 
uno;
b.10. Otorgar el uso exclusivo a la mujer que padece violencia, por el período 
que estime conveniente, del mobiliario de la casa.

ARTÍCULO 27.- Facultades del/la juez/a 
El/ la juez/a podrá dictar más de una medida a la vez, determinando la duración de 
las mismas de acuerdo a las circunstancias del caso, y debiendo establecer un plazo 
máximo de duración de las mismas, por auto fundado.

ARTÍCULO 28.- Audiencia 
El/la juez/a interviniente fijará una audiencia, la que deberá tomar personalmente bajo 
pena de nulidad, dentro de CUARENTA Y OCHO (48) horas de ordenadas las medidas 
del artículo 26, o si no se adoptara ninguna de ellas, desde el momento que tomó 
conocimiento de la denuncia.
El presunto agresor estará obligado a comparecer bajo apercibimiento de ser llevado 
ante el juzgado con auxilio de la fuerza pública.
En dicha audiencia, escuchará a las partes por separado bajo pena de nulidad, y orde-
nará las medidas que estime pertinentes.
Si la víctima de violencia fuere niña o adolescente deberá contemplarse lo estipulado 
por la Ley 26.061 sobre Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y 
Adolescentes.
Quedan prohibidas las audiencias de mediación o conciliación.

ARTÍCULO 29.- Informes 
Siempre que fuere posible el/la juez/a interviniente podrá requerir un informe efectua-
do por un equipo interdisciplinario para determinar los daños físicos, psicológicos, 
económicos o de otro tipo sufridos por la mujer y la situación de peligro en la que se 
encuentre.
Dicho informe será remitido en un plazo de CUARENTA Y OCHO (48) horas, a efectos 
de que pueda aplicar otras medidas, interrumpir o hacer cesar alguna de las mencio-
nadas en el artículo 26.
El/la juez/a interviniente también podrá considerar los informes que se elaboren por 
los equipos interdisciplinarios de la administración pública sobre los daños físicos, 
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psicológicos, económicos o de otro tipo sufridos por la mujer y la situación de peligro, 
evitando producir nuevos informes que la revictimicen.
También podrá considerar informes de profesionales de organizaciones de la sociedad 
civil idóneas en el tratamiento de la violencia contra las mujeres.

ARTÍCULO 30.- Prueba, principios y medidas
El/la juez/a tendrá amplias facultades para ordenar e impulsar el proceso, pudiendo 
disponer las medidas que fueren necesarias para indagar los sucesos, ubicar el para-
dero del presunto agresor, y proteger a quienes corran el riesgo de padecer nuevos 
actos de violencia, rigiendo el principio de obtención de la verdad material.

ARTÍCULO 31.- Resoluciones 
Regirá el principio de amplia libertad probatoria para acreditar los hechos denuncia-
dos, evaluándose las pruebas ofrecidas de acuerdo con el principio de la sana crítica. 
Se considerarán las presunciones que contribuyan a la demostración de los hechos, 
siempre que sean indicios graves, precisos y concordantes.

ARTÍCULO 32.- Sanciones 
Ante el incumplimiento de las medidas ordenadas, el/la juez/a podrá evaluar la conve-
niencia de modificar las mismas, pudiendo ampliarlas u ordenar otras.
Frente a un nuevo incumplimiento y sin perjuicio de las responsabilidades civiles o 
penales que correspondan, el/la Juez/a deberá aplicar alguna/s de las siguientes san-
ciones:

a) Advertencia o llamado de atención por el acto cometido;
b) Comunicación de los hechos de violencia al organismo, institución, sindicato, 
asociación profesional o lugar de trabajo del agresor;
c) Asistencia obligatoria del agresor a programas reflexivos, educativos o tera-
péuticos tendientes a la modificación de conductas violentas.
Asimismo, cuando el incumplimiento configure desobediencia u otro delito, el 
juez deberá poner el hecho en conocimiento del/la juez/a con competencia en 
materia penal.

ARTÍCULO 33.- Apelación 
Las resoluciones que concedan, rechacen, interrumpan, modifiquen o dispongan el 
cese de alguna de las medidas preventivas urgentes o impongan sanciones, serán 
apelables dentro del plazo de TRES (3) días hábiles.
La apelación contra resoluciones que concedan medidas preventivas urgentes se con-
cederá en relación y con efecto devolutivo.
La apelación contra resoluciones que dispongan la interrupción o el cese de tales me-
didas se concederá en relación y con efecto suspensivo.

ARTÍCULO 34.- Seguimiento 
Durante el trámite de la causa, por el tiempo que se juzgue adecuado, el/la juez/a de-
berá controlar la eficacia de las medidas y decisiones adoptadas, ya sea a través de la 
comparecencia de las partes al tribunal, con la frecuencia que se ordene, y/o median-
te la intervención del equipo interdisciplinario, quienes elaborarán informes periódicos 
acerca de la situación.
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ARTÍCULO 35.- Reparación
La parte damnificada podrá reclamar la reparación civil por los daños y perjuicios, 
según las normas comunes que rigen la materia.

ARTÍCULO 36.- Obligaciones de los/as funcionarios/ as 
Los/as funcionarios/as policiales, judiciales, agentes sanitarios, y cualquier otro/a 
funcionario/a público/a a quien acudan las mujeres afectadas, tienen la obligación de 
informar sobre:

a) Los derechos que la legislación le confiere a la mujer que padece violencia, y 
sobre los servicios gubernamentales disponibles para su atención;
b) Cómo y dónde conducirse para ser asistida en el proceso;
c) Cómo preservar las evidencias.

ARTÍCULO 37.- Registros
La Corte Suprema de Justicia de la Nación llevará registros sociodemográficos de las 
denuncias efectuadas sobre hechos de violencia previstos en esta ley, especificando, 
como mínimo, edad, estado civil, profesión u ocupación de la mujer que padece vio-
lencia, así como del agresor; vínculo con el agresor, naturaleza de los hechos, medidas 
adoptadas y sus resultados, así como las sanciones impuestas al agresor.
Los juzgados que intervienen en los casos de violencia previstos en esta ley deberán 
remitir anualmente la información pertinente para dicho registro.
El acceso a los registros requiere motivos fundados y previa autorización judicial, ga-
rantizando la confidencialidad de la identidad de las partes.
La Corte Suprema de Justicia de la Nación elaborará estadísticas de acceso público 
que permitan conocer, como mínimo, las características de quienes ejercen o padecen 
violencia y sus modalidades, vínculo entre las partes, tipo de medidas adoptadas y sus 
resultados, y tipo y cantidad de sanciones aplicadas.

ARTÍCULO 38.- Colaboración de organizaciones públicas o privadas
El/la juez/a podrán solicitar o aceptar en carácter de amicus curiae la colaboración 
de organizaciones o entidades públicas o privadas dedicadas a la protección de los 
derechos de las mujeres.

ARTÍCULO 39.- Exención de cargas 
Las actuaciones fundadas en la presente ley estarán exentas del pago de sellado, 
tasas, depósitos y cualquier otro impuesto, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 
68 del Código Procesal, Civil y Comercial de la Nación en materia de costas.

ARTÍCULO 40.- Normas supletorias 
Serán de aplicación supletoria los regímenes procesales que correspondan, según los 
tipos y modalidades de violencia denunciados.

TÍTULO IV - DISPOSICIONES FINALES

ARTÍCULO 41.- En ningún caso las conductas, actos u omisiones previstas en la pre-
sente ley importarán la creación de nuevos tipos penales, ni la modificación o deroga-
ción de los vigentes.

ARTÍCULO 42.- La Ley 24.417 de Protección contra la Violencia Familiar, será de 
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aplicación en aquellos casos de violencia doméstica no previstos en la presente ley.

ARTÍCULO 43.- Las partidas que resulten necesarias para el cumplimiento de la pre-
sente ley serán previstas anualmente en la Ley de Presupuesto General de la Adminis-
tración Nacional.

ARTÍCULO 44.- La ley entrará en vigencia a partir de su publicación en el Boletín Oficial 
de la Nación.

ARTÍCULO 45.- Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AI-
RES, A LOS ONCE DÍAS DEL MES DE MARZO DEL AÑO DOS MIL NUEVE.

Publicada en el Boletín Oficial Nº 31.632 del 14 de abril de 2009

LEY NAC. Nº 24.417
PROTECCIÓN CONTRA LA VIOLENCIA FAMILIAR

Sancionada: 7 de diciembre de 1994.
Promulgada: 28 de diciembre de 1994.
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc., 
sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1.- Toda persona que sufriese lesiones o maltrato físico o psíquico por 
parte de alguno de los integrantes del grupo familiar podrá denunciar estos hechos en 
forma verbal o escrita ante el juez con competencia en asuntos de familia y solicitar 
medidas cautelares conexas. A los efectos de esta ley se entiende por grupo familiar el 
originado en el matrimonio o en las uniones de hecho.

ARTÍCULO 2.- Cuando los damnificados fuesen menores o incapaces, ancianos o dis-
capacitados, los hechos deberán ser denunciados por sus representantes legales y/o 
el ministerio público. También estarán obligados a efectuar la denuncia los servicios 
asistenciales sociales o educativos, públicos o privados, los profesionales de la salud y 
todo funcionario público en razón de su labor. El menor o incapaz puede directamente 
poner en conocimiento de los hechos al ministerio público.

ARTÍCULO 3.- El juez requerirá un diagnóstico de interacción familiar efectuado por 
peritos de diversas disciplinas para determinar los daños físicos y psíquicos sufridos 
por la víctima, la situación de peligro y el medio social y ambiental de la familia. Las 
partes podrán solicitar otros informes técnicos.

ARTÍCULO 4.- El juez podrá adoptar, al tomar conocimiento de los hechos motivo de 
la denuncia, las siguientes medidas cautelares:

a) Ordenar la exclusión del autor, de la vivienda donde habita el grupo familiar;
b) Prohibir el acceso del autor, al domicilio del damnificado como a los lugares 
de trabajo o estudio;
c) Ordenar el reintegro al domicilio a petición de quien ha debido salir del mismo 
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por razones de seguridad personal, excluyendo al autor;
d) Decretar provisoriamente alimentos, tenencia y derecho de comunicación 
con los hijos.

El juez establecerá la duración de las medidas dispuestas de acuerdo a los anteceden-
tes de la causa.

ARTÍCULO 5.- El juez, dentro de las 48 horas de adoptadas las medidas precautorias, 
convocará a las partes y al ministerio público a una audiencia de mediación instando a 
las mismas y su grupo familiar a asistir a programas educativos o terapéuticos, tenien-
do en cuenta el informe del artículo 3.

ARTÍCULO 6.- La reglamentación de esta ley preverá las medidas conducentes a fin de 
brindar al imputado y su grupo familiar asistencia médica psicológica gratuita. 

ARTÍCULO 7.- De las denuncias que se presente se dará participación al Consejo Na-
cional del Menor y la Familia a fin de atender la coordinación de los servicios públicos y 
privados que eviten y, en su caso, superen las causas del maltrato, abusos y todo tipo 
de violencia dentro de la familia.
Para el mismo efecto podrán ser convocados por el juez los organismos públicos y 
entidades no gubernamentales dedicadas a la prevención de la violencia y asistencia 
de las víctimas.

ARTÍCULO 8.- Incorpórase como segundo párrafo al artículo 310 del Código Procesal 
Penal de la Nación (Ley 23.984) el siguiente:
En los procesos por alguno de los delitos previstos en el libro segundo, títulos I, II, 
III, V y VI, y título V capítulo I del Código Penal cometidos dentro de un grupo familiar 
conviviente, aunque estuviese constituido por uniones de hecho, y las circunstancias 
del caso hicieren presumir fundadamente que puede repetirse, el juez podrá disponer 
como medida cautelar la exclusión del hogar del procesado. Si el procesado tuvie-
se deberes de asistencia familiar y la exclusión hiciere peligrar la subsistencia de los 
alimentados, se dará intervención al asesor de menores para que se promuevan las 
acciones que correspondan.

ARTÍCULO 9.- Invítase a las provincias a dictar normas de igual naturaleza a las pre-
vistas en la presente.

ARTÍCULO 10.- Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional. 
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AI-
RES, A LOS SIETE DÍAS DEL MES DE DICIEMBRE DEL AÑO MIL NOVECIENTOS 
NOVENTA Y CUATRO.

Publicada en el Boletín Oficial Nº 28.052 del 3 de enero de 1995
Decreto Reglamentario Nº 235/96
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LEY CABA Nº 3.428 PREVENCIÓN DE VIOLENCIA FAMILIAR Y DOMÉSTICA – 
MODIFICA LA LEY CABA Nº 1.688

Sancionada: 29 abril de 2010.
Promulgada: 27 de mayo de 2010.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley;

ARTÍCULO 1.- Agréguese a la Ley Nº 1.688 (BOCBA 2.207) el Art. 16º bis, el que que-
dará redactado de la siguiente manera:
“Artículo 16 bis: En aquellos casos en los que las víctimas de violencia doméstica se 
vean obligadas a dejar su domicilio habitual, los niños, niñas y adolescentes a su cargo 
tendrán asegurada la incorporación en los establecimientos educativos próximos a la 
zona donde fijen nueva residencia, sin importar la etapa del ciclo lectivo en que se en-
cuentren; siendo único requisito para gozar de este beneficio constancia de denuncia 
y/o intervención de la Oficina de Violencia Doméstica (OVD) dependiente de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, de los Centros Integrales de Atención citados en la 
presente Ley, Juzgados Nacionales de Familia u otro órgano estatal de características 
similares”.

ARTÍCULO 2.- Comuníquese, etc.

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 3.437 del 09 de junio de 2010

LEY CABA Nº 3.337
PROCEDIMIENTOS PARA LA PROTECCIÓN Y ASISTENCIA A LAS VÍCTIMAS 
DE VIOLENCIA FAMILIAR Y DOMÉSTICA – MODIFICA LA LEY CABA Nº 1.265

Sancionada: 3 de diciembre de 2009.
Promulgada: 18 de enero de 2010.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley;

ARTÍCULO 1.- Modifícase el artículo 3° de la Ley 1265 que quedará redactado de la 
siguiente forma:
“Artículo 3°. Grupo Familiar
A los efectos de la presente Ley se entiende por grupo familiar al originado en el 
matrimonio, la unión civil o en las uniones de hecho, incluyendo a los ascendientes, 
descendientes, colaterales, consanguíneos o por adopción; convivientes sin relación 
de parentesco; no convivientes que estén o hayan estado vinculados por matrimonio, 
unión civil o unión de hecho; o con quien se tiene o se ha tenido relación de noviazgo 
o pareja“.

ARTÍCULO 2.- Comuníquese, etc.

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 3.348 del 26 de enero de 2010
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LEY CABA Nº 1.265
PROCEDIMIENTO PARA LA PROTECCIÓN Y ASISTENCIA A LAS VÍCTIMAS 
DE VIOLENCIA FAMILIAR Y DOMÉSTICA

Sancionada: 4 de diciembre de 2003.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley; 

ARTÍCULO 1.- Objeto
La presente Ley tiene por objeto establecer procedimientos para la protección y asis-
tencia a las víctimas de violencia familiar y doméstica, su prevención y la promoción de 
vínculos libres de violencia.

ARTÍCULO 2.- Violencia Familiar
A los efectos de la presente Ley se entiende por violencia familiar y doméstica el mal-
trato por acción u omisión de un miembro del grupo familiar que afecte la dignidad e 
integridad física, psíquica, sexual y/o la libertad de otro/a integrante, aunque el hecho 
constituya o no delito.

ARTÍCULO 3.- Grupo familiar
A los efectos de la presente Ley se entiende por grupo familiar al originado en el 
matrimonio, la unión civil o en las uniones de hecho, incluyendo a los ascendientes, 
descendientes, colaterales, consanguíneos o por adopción; convivientes sin relación 
de parentesco; no convivientes que estén o hayan estado vinculados por matrimonio, 
unión civil o unión de hecho; o con quien se tiene o se ha tenido relación de noviazgo 
o pareja.
(Conforme texto Art. 1° de la Ley Nº 3.337, BOCBA Nº 3348 del 26/01/2010) 

ARTÍCULO 4.- Competencia
Entienden en la aplicación de la presente ley los Tribunales de Vecindad de la Ciudad 
de Buenos Aires, con especialización en materia de violencia familiar y doméstica y 
con competencia territorial en el lugar donde se produjo el hecho o en el domicilio de 
la víctima, a su elección.

ARTÍCULO 5.- Legitimación
Ante un hecho de violencia familiar y doméstica pueden denunciar:
Toda víctima de violencia familiar y doméstica que posea legitimación activa. 
Cualquier persona que hubiere tomado conocimiento de las acciones u omisiones 
previstas en esta Ley. 
Las niñas, niños y adolescentes 

ARTÍCULO 6.- Obligados a denunciar
Cuando la víctima sea incapaz o adulto mayor imposibilitado de actuar por sí mismo 
están obligados a denunciar sus representantes legales, el Ministerio Público, los obli-
gados legalmente a prestar alimentos a la víctima y los funcionarios públicos, como 
así también los responsables o quienes ejerzan funciones en razón de su labor, en 
establecimientos públicos y privados. Asimismo están obligados cuando las víctimas 
sean niñas/os y adolescentes. La denuncia debe formularse dentro de las 48 hs. de 
conocido el hecho. Respecto de las personas nombradas precedentemente no rige el 
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secreto profesional. Salvo prueba en contrario se presume la buena fe de los obligados 
a realizar denuncias.

ARTÍCULO 7.- Denuncia
La denuncia puede realizarse en forma verbal o escrita, con o sin patroci-
nio letrado, requiriéndose este último solo para la sustanciación del proceso. 
Si el denunciante lo requiere, su identidad debe ser reservada.

ARTÍCULO 8.- Obligaciones del Tribunal
Recibida la denuncia el tribunal solicita los antecedentes de las personas denunciadas. 
Si la víctima fuera un niño, niña o adolescente el Tribunal interviniente debe comunicar 
la denuncia al CDNNYA; si la víctima fuese incapaz o adulto mayor imposibilitado debe 
comunicarse al Ministerio Público.

ARTÍCULO 9.- Medidas cautelares
El Tribunal a pedido de la parte denunciante o de oficio y acreditadas la ve-
rosimilitud del hecho y las razones de urgencia que lo justifiquen, debe adop-
tar las medidas cautelares que estime necesarias para preservar a la víctima. 
Las medidas cautelares pueden consistir en:
Excluir de la vivienda familiar al presunto/a autor/a de violencia, aunque fuera 
propietario/a del inmueble. 
Prohibir el acceso del presunto autor/a de violencia al domicilio de la víctima, a los luga-
res de trabajo, de estudio o a otros ámbitos de concurrencia de la persona afectada. 
Prohibir al denunciado/a acercarse a una distancia determinada de cualquier lugar 
donde se encuentre la víctima u otro miembro del grupo familiar que pudiera verse 
afectado. 
Prohibir al denunciado/a realizar actos de perturbación o intimidación respecto de al-
guno de los integrantes del grupo familiar. 
Disponer el reintegro de la víctima al hogar, cuando haya sido expulsada o haya salido 
del mismo, previa exclusión del denunciado/a. 
Fijar provisoriamente cuotas alimentarias. 
Otorgar la tenencia provisoria de los/as hijos/as. 
Otorgar la guarda provisoria, si fuese necesario, cuando se trate de niños, niñas y ado-
lescentes conforme lo dispuesto por el Art. 42º de la Ley Nº 114. 
Otorgar la guarda provisoria, si fuese necesario, cuando se trate de adultos incapaces, 
designando para ello a un/a familiar idóneo/ a o en su defecto a un hogar sustituto. 
En los casos previstos en los incisos i) y h), el equipo interdisciplinario que efectúe el 
seguimiento debe evaluar mensualmente la guarda y recomendar las modificaciones 
que considere convenientes. 
Derivar a la/s víctima/s a lugares de protección que dependan de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires. 
Ordenar la restitución inmediata de los efectos personales a la víctima, si ha quedado 
privada de los mismos como consecuencia de la situación de violencia familiar y do-
méstica. 
El Tribunal notifica de oficio las medidas cautelares dispuestas, con habilitación de días 
y horas inhábiles, a quien debe ejecutarlas incluida la fuerza de seguridad, en los casos 
en que sea necesaria su intervención.
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ARTÍCULO 10.- Notificación a las partes de las medidas cautelares 
Las medidas cautelares adoptadas se notificarán personalmente o por medios feha-
cientes con habilitación de día y hora inhábil y dentro de las 24 hs. de haber sido 
ejecutadas.

ARTÍCULO 11.- Recursos
La providencia que admitiere o denegare una medida cautelar será recurrible por vía de 
reposición ante el mismo Tribunal. El recurso deberá ser interpuesto dentro de los tres 
días de notificada la resolución y no suspenderá la ejecución de la medida adoptada.

ARTÍCULO 12.- Informe técnico
Dentro de las 24 horas de recibida la denuncia el Tribunal requerirá, a un equipo inter-
disciplinario especializado en violencia familiar y doméstica, una evaluación psicofísica 
a efectos de determinar los daños sufridos por la/s víctima/s, la situación de riesgo y un 
informe socioambiental del grupo familiar. El dictamen deberá ser presentado dentro 
de los cinco días de haber sido solicitado. 
Si la denuncia fue cursada por la vía del CDNNYA y éste hubiere producido pericias, 
diagnósticos, evaluaciones o informes, el Tribunal deberá tenerlos en consideración 
evitando reiteraciones. En todos los casos deberá evitarse la revictimización.

ARTÍCULO 13.- Audiencia Preliminar
El Tribunal dentro de las 48 hs. de recibido el informe del equipo técnico interdisciplina-
rio, convocará a las partes involucradas, las que deberán comparecer personalmente, 
en forma separada y en distintos días a la audiencia. En los casos en que la víctima 
fuera niño/a o adolescente será oído/a personalmente por el Tribunal de acuerdo con 
lo dispuesto por el Art. 17 de la Ley 114.
Una vez escuchadas las partes y visto el informe técnico, el Tribunal, a solicitud de la 
víctima, y en caso de que esto sea factible y conveniente, convocará a las partes y al 
Ministerio Público, a una audiencia donde se podrán acordar los siguientes aspectos:
Asunción de compromiso de cese inmediato de la conducta que dio origen a la de-
nuncia. 
Asistencia del grupo familiar o de las partes a un tratamiento terapéutico y/o apoyo 
educativo. 
Establecer el régimen de visitas. 
El acuerdo homologado produce la suspensión del trámite iniciado con la denuncia. De 
no arribarse a un acuerdo, continúa el procedimiento judicial. En este mismo acto las 
partes quedan notificadas de la audiencia de prueba.

ARTÍCULO 14.- Incumplimiento de acuerdo
En caso de incumplimiento del acuerdo homologado, el Tribunal proseguirá las actua-
ciones y fijará la audiencia de prueba pertinente.

ARTÍCULO 15.- Prueba
Regirá el principio de amplia libertad probatoria para acreditar los hechos denuncia-
dos, evaluándose las pruebas ofrecidas de acuerdo al principio de la sana crítica.

ARTÍCULO 16.- Ofrecimiento de prueba
Las partes ofrecerán las pruebas dentro del plazo de 5 (cinco) días de haber finalizado la 
audiencia preliminar sin acuerdo. En caso de incumplimiento del acuerdo homologado 
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el Tribunal deberá notificar la reanudación del proceso. El plazo para ofrecer pruebas 
se computará desde entonces.

ARTÍCULO 17.- Sentencia
Producidas las pruebas el Tribunal dictará sentencia dentro del término de 5 (cinco) 
días, determinando la existencia o inexistencia de violencia familiar y doméstica, la res-
ponsabilidad del agresor/ a y las medidas y/o sanciones que correspondan.

ARTÍCULO 18.- Medidas y sanciones
El Tribunal podrá imponer al autor/a de violencia familiar y doméstica las siguientes 
medidas y sanciones:
Realización de un tratamiento psicológico. 
Realización de trabajos comunitarios, cuya duración determinará el Tribunal entre un 
mínimo de 3 (tres) meses y un máximo de 1 (un) año. 
Multas. El monto será fijado por el Tribunal teniendo en cuenta la gravedad del caso y 
la situación patrimonial del agresor/a. 
Comunicación de la sentencia al lugar de trabajo, estudio, asociación profesional, or-
ganización sindical y otras organizaciones sociales a las que pertenezca el agresor/a, 
en caso de reincidencia. 

ARTÍCULO 19.- Contralor de oficio
El Tribunal debe controlar el cumplimiento de la sentencia.

ARTÍCULO 20.- Programas de prestación gratuita.
La Ciudad de Buenos Aires garantiza la prestación gratuita de programas para la pre-
vención, protección, y asistencia integral de las personas involucradas en esta pro-
blemática y la coordinación de los servicios sociales públicos y privados para evitar y, 
en su caso, superar las causas de maltrato, abuso y todo tipo de violencia familiar y 
doméstica.

ARTÍCULO 21.- Registro de Infractores/as en materia de violencia familiar
Créase el Registro de Infractores/as en materia de violencia familiar y doméstica, el que 
funcionará en el ámbito del Consejo de la Magistratura de la Ciudad de Buenos Aires.
Los Tribunales deben remitir al Registro copia de las sentencias dictadas en materia 
de violencia familiar y doméstica. Éste debe asegurar la confidencialidad de la infor-
mación.
La Dirección General de la Mujer y el Consejo de los Derechos de Niños, Niñas y Ado-
lescentes tienen libre acceso a la información registrada.

ARTÍCULO 22.- Reglamentación
La presente Ley deberá ser reglamentada dentro de los próximos 90 días.
Cláusulas Transitorias
Primera: Hasta tanto se dicte la Ley de Organización de los Tribunales de Vecindad y 
se ejercite el régimen de autonomía en plenitud conforme a lo establecido por el art. 
129 de la Constitución Nacional, será competente a los fines de esta Ley la Justicia 
Nacional Ordinaria en Materia de Familia.
Vetada por Decreto Nº 36/004, BOCBA 1.859 y aceptado el veto por Resolución Nº 
587, BOCBA 2.118.
Segunda: Hasta tanto se sancione el Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial 
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de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, rige subsidiariamente, a los fines de la pre-
sente Ley, la normativa nacional procesal civil y comercial.

ARTÍCULO 23.- Comuníquese, etc.

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 1.859 del 16 de enero de 2004 
Vetada: Decreto Nº 36 del 09/01/2004
Aceptación del Veto de la Cláusula Transitoria 1º por Resolución Nº 587

DECRETO Nº 36 VÉTASE LA CLÁUSULA TRANSITORIA PRIMERA DEL PROYECTO 
DE LEY Nº 1.265
Visto el Proyecto de Ley Nº 1.265, sancionado por la Legislatura de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires en su sesión del 4 de diciembre de 2003 y;
CONSIDERANDO: 
Que el mencionado proyecto de ley tiene por objeto establecer los procedimientos 
para la protección y asistencia a las víctimas de violencia familiar y doméstica, su pre-
vención y la promoción de vínculos libres de violencia;
Que la normativa que por dicho proyecto se establece recepta las innovaciones surgi-
das de la práctica cotidiana, realidad que se verifica en la problemática de la violencia 
familiar y doméstica; 
Que por su artículo 4° se establece que es competencia de los Tribunales de Vecindad 
de la Ciudad de Buenos Aires con especialización en violencia familiar y doméstica la 
aplicación de dicha normativa;
Que asimismo, y como cláusula transitoria, se establece que hasta tanto se dicte la Ley 
de Organización de los Tribunales de Vecindad y se ejercite el régimen de autonomía 
en plenitud conforme a lo establecido por el artículo 129 de la Constitución Nacional, 
“será competente a los fines de esta Ley la Justicia Nacional Ordinaria en Materia de 
Familia”;
Que la Ley Nacional de Protección contra la Violencia Familiar Nº 24.417, vigente des-
de el año 1994, resulta de aplicación para los Tribunales Nacionales, por lo que se 
produciría un conflicto de leyes hasta tanto se creen los tribunales locales a los cuales 
le atribuye competencia el Art. 4° del proyecto de ley en análisis; 
Que, por su parte, y sin perjuicio de que la Justicia Ordinaria Nacional en lo Civil tiene 
competencia en materias eminentemente locales, por lo que corresponde su transfe-
rencia a la Jurisdicción de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, no es menos cierto 
que hasta la fecha, dicho fuero corresponde al Poder Judicial de la Nación, por lo que 
una ley local no podría atribuirle competencias;
Que frente a este conflicto, sólo existe la posibilidad de aplicación del proyecto de ley 
sancionado a partir del momento en que se creen los Tribunales en materia de Vecin-
dad con especialización en materia de violencia familiar y doméstica, tal como lo prevé 
el artículo 4° del citado proyecto;
Que en consecuencia la cláusula transitoria señalada resulta de imposible cumplimiento; 
Que, sobre la base de tales consideraciones y a efectos de propiciar la revisión del 
Proyecto de Ley por parte de la Legislatura en los aspectos que han merecido obser-
vación, cabe ejercer el mecanismo excepcional del veto parcial prescripto en el artículo 
88 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires;
Por ello y en ejercicio de las atribuciones del Art. 88 de la Constitución de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires;
EL JEFE DE GOBIERNO DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES 
DECRETA:
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ARTÍCULO 1.- Vétase la cláusula transitoria primera del proyecto de Ley Nº 1.265, 
sancionado por la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en la sesión de 
fecha 4 de diciembre de 2003.

ARTÍCULO 2.- El presente Decreto es refrendado por el Sr. Secretario de Justicia y 
Seguridad Urbana y el Sr. Jefe de Gabinete.
 
ARTÍCULO 3.- Dése al Registro, publíquese en el Boletín Oficial de la Ciudad de Bue-
nos Aires, comuníquese a la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires por 
intermedio de la Dirección General de Asuntos Políticos y Legislativos y pase, para su 
conocimiento y demás efectos de la Secretaría de Justicia y Seguridad Urbana.

Publicado en el Boletín Oficial de la CABA Nº 2.118 del 27 de enero 2005

LEY CABA Nº 1.688
Prevención de violencia familiar y doméstica

Sancionada: 28 de abril de 2005.
Promulgada: 1º de junio de 2005.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley: 

TÍTULO I - Ámbito de aplicación, propósitos y objetivos 

ARTÍCULO 1.- Carácter de la ley. 
Las disposiciones de la presente ley son de orden público. 

ARTÍCULO 2.- Objeto 
La presente ley tiene como objetivo principal la prevención de la violencia familiar y 
doméstica, y la definición de acciones para la asistencia integral de sus víctimas, sean 
estas mujeres, varones, niñas, niños, adolescentes, adultos mayores o personas con 
necesidades especiales, de acuerdo con lo establecido por el artículo 20 de la Ley Nº 
1.265. Para el cumplimiento de dicho objetivo, se promoverán acciones que tiendan 
a: 
Generar una cultura de prevención de las acciones de violencia familiar y doméstica a 
través de la educación e información; 
Detectar en forma temprana las posibles víctimas de violencia familiar; 
Asistir a las víctimas de violencia familiar y doméstica desde una perspectiva física, psí-
quica, jurídica, económica y social, incluyendo alojamiento cuando se considere nece-
sario. (Conforme texto Art. 1º de la Ley Nº 2.784, BOCBA Nº 3017 del 18/09/2008); 
Fortalecer la autoestima de las víctimas de violencia familiar y doméstica; 
Posibilitar el intercambio de experiencias con otras víctimas en situación similar; 
Difundir modelos de convivencia alternativos a los vividos de manera conflictiva; 
Proveer atención psicológica a los/las agresores/as; 
Promover la independencia social y económica de las víctimas; 
Sostener la protección integral de los derechos de niños, niñas y adolescentes víctimas 
de violencia familiar. 
Garantizar el pleno acceso a la atención a las víctimas de la violencia familiar y 
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doméstica que por circunstancias personales o sociales puedan tener dificultades de 
acceso a los mismos. (Incorporado por el Art. 2º de la Ley Nº 2.784, BOCBA Nº 3017 
del 18/09/2008) 

ARTÍCULO 3.- Definiciones 
A los efectos de esta ley se aplican las definiciones de violencia familiar y grupo familiar 
comprendidas en la Ley Nº 1.265. 

ARTÍCULO 4.- Interés superior del niño 
Cuando la víctima de violencia familiar y doméstica sea un niño, niña o adolescente, 
el tratamiento del caso debe realizarse en todo momento teniendo en miras el interés 
superior del niño, niña y adolescente, en concordancia con lo dispuesto por la Consti-
tución Nacional, la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, los Tratados 
Internacionales que el Estado Argentino ratifique, la Constitución de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires y la Ley Nº 114 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

TÍTULO II - De la prevención y la atención de la violencia familiar 

Capítulo I - De la prevención 

ARTÍCULO 5.- Prevención 
Las acciones de prevención deberán promover la difusión y la promoción de una cul-
tura que favorezca y coadyuve a crear un marco objetivo de libertad e igualdad, entre 
las personas que integran la familia, eliminando las causas y patrones que generan y 
refuerzan la violencia familiar, con el fin de erradicarla. 

ARTÍCULO 6.- El Poder Ejecutivo de la ciudad, a través de las áreas competentes, 
impulsará las siguientes acciones para la prevención: 
Incorporación en el currículo escolar de contenidos referidos a la “Educación para la 
igualdad y contra la violencia”. Se incorporará al currículo obligatorio de todos los nive-
les de enseñanza de la gestión estatal y privada, la formación del individuo en el respe-
to de los derechos y libertades fundamentales, de la igualdad entre varones y mujeres 
y en el ejercicio de la tolerancia y de la libertad dentro de los principios democráticos 
de convivencia. Asimismo se promoverá la formación para la resolución pacífica de los 
conflictos en todos los ámbitos de la vida personal, familiar y social. (Conforme texto 
Art. 3º de la Ley Nº 2.784, BOCBA Nº 3.017 del 18/09/2008) 
Revisión por parte del Ministerio de Educación de todos los materiales educativos, con 
el fin de excluir de los mismos todas las referencias o figuras que fomenten el desigual 
valor de varones y mujeres, en virtud de lo dispuesto por la Ley Nº 481. (Conforme 
texto Art. 3º de la Ley Nº 2.784, BOCBA Nº 3017 del 18/09/2008) 
Desarrollo de campañas de difusión y programas de información y sensibilización con-
tra la violencia familiar, incluyendo los medios adecuados para llegar a las personas 
disminuidas auditiva y/o visualmente. Estas acciones deberán involucrar activamente 
en su ejecución a las organizaciones de la sociedad civil con reconocida trayectoria en 
la problemática, a las universidades y a los colegios y consejos de profesionales, es-
pecialmente los ligados a la problemática tales como médicos, psicólogos, abogados 
y trabajadores sociales. 
Promoción de programas de intervención temprana y formación de agentes sociales 
comunitarios, para prevenir y detectar la violencia familiar, incorporando a la población 
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en la implementación de dichos programas. 
Coordinación con instituciones públicas y privadas para la realización de investiga-
ciones sobre la temática de violencia familiar, cuyos resultados servirán para diseñar 
nuevos modelos para la prevención y atención de la violencia familiar. 
Formación y capacitación sobre los aspectos tratados en la presente ley a los em-
pleados públicos pertenecientes a las áreas del Gobierno de la Ciudad que sean y/o 
tengan relación con víctimas de violencia familiar. Asimismo, se los capacitará sobre 
los servicios de atención a las víctimas de violencia familiar, y sobre la elaboración y 
uso de indicadores y estadísticas desagregados por género. (Conforme texto Art. 3º 
de la Ley Nº 2.784, BOCBA Nº 3017 del 18/09/2008) 
Las empresas de medicina prepaga, obras sociales y centros de atención privada de la 
salud tendrán la obligación de informar acerca del contenido de esta ley y los servicios 
ofrecidos por el Gobierno de la Ciudad, a los afiliados o beneficiarios que resultaren 
víctimas de violencia familiar. 
Contribuir a la detección temprana de testigos de violencia intrafamiliar y brindar asis-
tencia a los niños, niñas, adolescentes, mujeres y adultos mayores que se encuentren 
en dicha situación. (Incorporado por el Art. 4º de la Ley Nº 2.784, BOCBA Nº 3017 del 
18/09/2008) 
Garantizar a las personas con necesidades especiales al acceso a la información so-
bre la temática de violencia familiar y doméstica a través de formatos especiales que 
aseguren la comprensión a las mismas, tales como lenguaje de signos u otras moda-
lidades u opciones de comunicación. (Incorporado por el Art. 4º de la Ley Nº 2.784, 
BOCBA Nº 3017 del 18/09/2008) 
ARTÍCULO 6 BIS.- Las campañas de difusión y programas de información y sensi-
bilización contra la violencia familiar deben ser permanentes. La planificación de las 
acciones será anual y deberá permitir una evaluación integral a través de indicadores 
determinados en la reglamentación. Las campañas deben seguir los lineamientos que 
se indican en el Anexo. 
(Incorporado por el Art. 1º de la Ley Nº 2.759, BOCBA Nº 3001 del 27/08/2008). 

Capítulo II - De la atención 

ARTÍCULO 7.- Atención
La atención especializada que se proporcione en materia de violencia familiar y domés-
tica tenderá a la resolución de fondo del problema, respetando la dignidad y la indivi-
dualidad tanto de la víctima como del/la agresor/a. En ambos casos se protegerán los 
datos referidos a la identidad. 

ARTÍCULO 8.- Asistencia 
La asistencia a las víctimas de violencia familiar y doméstica se desarrollará desde 
centros de atención inmediata y desde centros integrales de atención. 
ARTÍCULO 9.- Centros de atención inmediata: 
Los centros de atención inmediata funcionarán en los hospitales públicos de la ciudad, 
desde una perspectiva interdisciplinaria, integrando los actuales servicios de salud 
mental especializados en la problemática de la violencia familiar y doméstica y comple-
mentando las funciones de los centros de información y asesoramiento de acuerdo al 
art. 1° del Decreto Nº 235/96 de reglamentación de la Ley Nº 24.417. 
Funcionarán durante las veinticuatro (24) horas del día y tendrán como función 
la atención médica, psicológica, jurídica y social de la víctima durante las primeras 
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veinticuatro (24) horas desde el momento de su presentación. A partir de allí tramitarán 
la derivación de las víctimas a los centros integrales de atención, donde se continuarán 
las acciones iniciadas. 

ARTÍCULO 10.- Los Centros de Atención Inmediata deberán contar, con profesionales 
de medicina, en trabajo social, derecho, psicología y profesionales especialistas en 
atención de personas con necesidades especiales y trabajarán de manera coordinada 
con todas las dependencias del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, involucradas 
en la problemática. 
(Conforme texto Art. 5º de la Ley Nº 2.784, BOCBA Nº 3017 del 18/09/2008) 

ARTÍCULO 11.- Todos los empleados que se desempeñen en escuelas públicas, hos-
pitales públicos, centros de salud comunitarios, centros de gestión y participación, 
centros integrales de la mujer, defensorías del Consejo de Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes, Dirección General de la Mujer, Dirección General de Niñez dependien-
tes del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la línea 0800-MUJER y los 
empleados públicos que se desempeñen en otras áreas o los empleados de empresas 
de medicina prepaga, de obras sociales y de centros de atención privada de la salud 
que reciban una víctima de violencia familiar, tendrán la obligación de informarle acerca 
de los derechos reconocidos en esta ley. 

ARTÍCULO 12.- Todos los empleados públicos mencionados en el art. 11 deberán 
informar sobre los servicios existentes de atención a las víctimas de violencia familiar y 
doméstica y derivarlas a los Centros de Atención Inmediata, mediando solicitud de las 
mismas. También deberán hacerlo los empleados de empresas de medicina prepaga, 
de obras sociales y de centros de atención privada de la salud que no cuenten con un 
área especializada en el tratamiento y asistencia a las víctimas de violencia familiar. 

ARTÍCULO 13.- Deberán definirse protocolos para la intervención en todas las de-
pendencias mencionadas en el artículo 11, de manera de evitar la doble victimización, 
esperas o traslados innecesarios. 

ARTÍCULO 14.- Tratamiento de niños, niñas y adolescentes 
En caso que las víctimas de maltrato fueran niños, niñas y adolescentes, los emplea-
dos públicos que se desempeñaren en los lugares mencionados en el artículo 11, 
tendrán la obligación de dar intervención al Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes o al organismo que en el futuro desempeñare sus atribuciones. 

ARTÍCULO 15.- Centros integrales de atención: 
Los centros integrales de atención funcionarán en los centros integrales de la mujer que 
se encuentren actualmente trabajando en la temática de violencia familiar, ampliando la 
estructura de acuerdo a la demanda, u otros centros que en el futuro se creen. 
Los centros integrales de atención se ocuparán de la atención, el seguimiento y la re-
cuperación de la víctima, ofreciendo un espacio de seguridad y un tratamiento integral 
sobre los orígenes de la violencia sufrida y la reparación de los daños que la violencia 
les hubiere generado. 

ARTÍCULO 16.- Los centros integrales de atención deberán contar con:
- Atención psicológica y tratamiento para la víctima, especializada en mujeres, niños/
as y adolescentes.
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- Asesoramiento jurídico gratuito.
- Asistencia social, facilitando el acceso de la víctima a albergues y a los beneficios de 
programas de empleo y vivienda existentes en caso de ser necesario. Las víctimas de 
agresiones tendrán preferencia para la adjudicación de viviendas públicas y empleo, 
con los requisitos de acceso que determine la autoridad de aplicación.
- Servicio de asistencia psicológica y tratamiento para los/as agresores/as, en días y 
horarios diferentes de manera de evitar el contacto con las víctimas, en los casos en 
que ello sea necesario. 

ARTÍCULO 17.- Tanto los centros de atención inmediata como los centros integrales 
de atención deberán articular sus acciones con todas aquellas autoridades competen-
tes para recibir denuncias por violencia familiar y doméstica y con los tribunales donde 
tramiten los procesos. Asimismo, deberán asesorar a las víctimas sobre los trámites, 
etapas y recursos disponibles. También deberán procurar la información solicitada por 
autoridad judicial. 

ARTÍCULO 18.- En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 2° inciso c), en los casos 
necesarios, deberá garantizarse el alojamiento inmediato a las víctimas de violencia en 
todo momento y en los establecimientos destinados a ese fin. Para ello se aumentará 
la capacidad y/ o cantidades de albergues del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, 
y en caso de ser necesario se procederá al pago de becas a organizaciones no guber-
namentales con domicilio en la ciudad que funcionen como tales. Los criterios para la 
selección de las organizaciones no gubernamentales que puedan brindar alojamiento 
serán establecidos en la reglamentación de la presente ley. 

ARTÍCULO 19.- El acceso al alojamiento para las víctimas de violencia familiar y do-
méstica podrá ser tramitado ante los centros de atención inmediata, como ante los 
centros integrales de atención, articulándose con los organismos mencionados en el 
art. 18, de acuerdo con la urgencia del caso en particular. Tratándose de víctimas 
niñas/os y adolescentes el alojamiento deberá articularse con el Consejo de Derechos 
de Niñas, Niños y Adolescentes de conformidad con los artículos 36 y 73 de la Ley Nº 
114. 

ARTÍCULO 20.- Capacitación 
Todo el personal del gobierno de la Ciudad de Buenos Aires que esté asignado a la 
atención de las víctimas de violencia familiar y doméstica serán formados y capacita-
dos sobre la ejecución de las acciones que dispone la presente ley, incluyendo la pers-
pectiva de género y la problemática de las personas con necesidades especiales. 
(Conforme texto Art. 6º de la Ley Nº 2.784, BOCBA Nº 3.017 del 18/09/2008) 

ARTÍCULO 21.- Convenios 
Se promoverá la firma de convenios entre el Ministerio de Justicia, Seguridad y Dere-
chos Humanos de la Nación y el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
con el objeto de capacitar a los agentes de policía en lo referente a la prevención sobre 
la violencia familiar. Dicha capacitación se centrará especialmente en el trámite de re-
cepción de la denuncia y en el seguimiento de los casos, cuando tuvieren que hacerlo. 
Se invitará también a la capacitación al personal de los Juzgados que trabajen en el 
tema. 
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ARTÍCULO 22.- Rotación de los profesionales
El Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires asegurará la rotación periódica de los profe-
sionales involucrados en la atención de víctimas de violencia familiar y doméstica a fin 
de evitar un alto nivel de exposición continua en el tiempo. Al mismo tiempo fomentará 
la creación de ámbitos de contención e interconsulta con otros profesionales. 

TÍTULO III - De la creación del registro de víctimas de violencia 
familiar 

ARTÍCULO 23.- Registro
Créase el Registro de Víctimas de Violencia Familiar, el que funcionará en el ámbito 
de la Secretaría de Desarrollo Social del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, de 
carácter público y de acceso restringido. 

ARTÍCULO 24.- Objeto del Registro 
Este registro se constituirá con el fin de ofrecer información actualizada sobre violencia 
familiar, útil para el diseño y ejecución de políticas públicas referidas a la problemática. 
Asimismo, su consulta por parte de los profesionales autorizados, permitirá detectar 
casos de agresión reiterada. 

ARTÍCULO 25.- Los profesionales intervinientes en casos de violencia familiar y do-
méstica tendrán la obligación de comunicar al registro sobre los casos que recibieren, 
informando los datos personales de la víctima (nombre completo, DNI, domicilio y 
fecha de nacimiento), siempre mediando el consentimiento previo de la víctima. En 
caso de tratarse de niños, niñas y adolescentes, los profesionales deberán actuar de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 6° de la Ley Nº 1.265 efectuando la denuncia 
dentro de las cuarenta y ocho (48) horas de conocido el hecho. 

ARTÍCULO 26.- La autoridad de aplicación deberá garantizar la confidencialidad de la 
información. La Dirección General de la Mujer y el Consejo de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes; los centros de atención inmediata; los centros integrales de 
atención y la Asesoría General Tutelar, tendrán libre acceso a la información registra-
da. 

TÍTULO IV

ARTÍCULO 27.- Recursos humanos
El Poder Ejecutivo deberá afectar los recursos humanos necesarios para el cumpli-
miento de la presente ley, contando todos los hospitales públicos de la Ciudad de 
Buenos Aires con los profesionales especializados para el abordaje y tratamiento de la 
problemática de la violencia familiar. 

ARTÍCULO 28.- Reglamentación
El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la presente ley dentro de los sesenta (60) días 
contados a partir de la fecha de su promulgación. 

ARTÍCULO 29.- Comuníquese, etc. 

Publicada en el Boletín Oficial CABA Nº 2.207 del 8 de junio de 2005
Resoluciones Reglamentarias Nº 353/GCABA/PG/06, 791/GCABA/MSGC/06
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ANEXO 

Lineamientos Generales para Campañas de Difusión y Programas de Información y 
Sensibilización 
1. Objetivos generales 
Las campañas de difusión y programas de información y sensibilización tendrán los 
siguientes objetivos generales: 

a. generar una cultura de prevención de las acciones de violencia familiar y do-
méstica a través de la educación e información; 
b. difundir las acciones preventivas que implemente Gobierno de la Ciudad en la 
materia, informando los programas sociales en ejecución, 
c. generar mayores espacios de discusión y participación pública en los medios 
de comunicación masiva, posibilitando el intercambio de experiencias con otras 
víctimas en situación similar; 
d. mejorar la orientación y la recepción de las demandas en la materia, difun-
diendo modalidades específicas de atención al ciudadano; 
e. fomentar acciones de cooperación con organismos de otras jurisdicciones 
con la finalidad de abordar estrategias de comunicación coordinadas. 

2. Criterios básicos 
Las campañas de difusión y programas de información y sensibilización deberán con-
templar los siguientes criterios básicos: 

a. Documento Diagnóstico con características de la población objetiva de la 
campaña de difusión, publicado en la Página Web del Gobierno de la Ciudad. 
b. Descripción de objetivos y metas a alcanzar en la Campaña Anual de Difusión 
consignada. 
c. Evaluación y seguimiento de estadísticas referidas a los niveles de respuesta 
en cada una de las acciones de comunicación implementadas, de acuerdo a los 
objetivos estipulados. 

3. Medios de Difusión 
Las campañas se instrumentan a través de medios de difusión de la administración 
pública y de comunicación masiva oficiales y no oficiales en el ámbito de la Ciudad de 
Buenos Aires. 
En este sentido, se identifican como posibles ejecutores: 
Medios oficiales de difusión interna y externa en la administración pública.
Medios de comunicación masiva dependientes del Gobierno de la Ciudad.
Medios de comunicación masiva privados con o sin fines de lucro. 

3.1. Difusión interna y externa en la administración 
La difusión interna y externa de la campaña en la administración se realizará en 
las dependencias del Gobierno de la Ciudad a través de los siguientes instru-
mentos: 

1. Realización de una publicación anual con detalle de la normativa vigente 
y prestaciones ofrecidas por el Gobierno de la Ciudad vinculados a la ma-
teria, distribuyendo ejemplares en efectores afectados en la temática, a fin 
de generar un material de consulta para el personal de la administración y la 
ciudadanía concurrente. En el sitio oficial del Gobierno de la Ciudad se podrá 
disponer de la versión digital del documento. 
2. Distribución de folletos en dependencias públicas con sugerencias re-
feridas a la modalidad especial de atención a la población que demanden 
atención en la materia, con la finalidad de mejorar la primera recepción y 
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derivación de las consultas y denuncias recibidas. 
3. Efectuar comunicaciones periódicas al personal de la administración a 
través de sistemas informáticos en red, con datos de contacto para la re-
cepción de consultas o denuncias, actualizando las referencias para la orien-
tación al vecino. 
4. Instalación de afiches visibles en todas las dependencias de la adminis-
tración que brinden atención al vecino. El afiche deberá acompañarse con 
información de contacto de las dependencias del Gobierno de la Ciudad que 
brinden asistencia a las víctimas de violencia familiar y doméstica. El diseño e 
instalación del afiche se realizará conforme a las características establecidas 
en la reglamentación. 

3.2. Medios de comunicación masiva 
3.2.1. Medios oficiales 
La difusión de la campaña se realizará a través de los medios de comunica-
ción que dependan del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
tales como la Radio de la Ciudad, el Canal Ciudad Abierta, el portal oficial 
del Gobierno de la Ciudad o cualquier otro medio que determine la autoridad 
de aplicación. 
Asimismo, se fomentará la participación en emisiones radiales y televisivas 
de responsables de dependencias que realicen acciones preventivas en la 
materia, que faciliten el acceso de la ciudadanía a los programas que ofre-
ce el Gobierno de la Ciudad. La reglamentación de la presente ley deberá 
incluir medios adecuados para llegar a personas disminuidas auditiva y/o 
visualmente. 
3.2.2. Medios no oficiales 
La Secretaría de Comunicación Social del Gobierno de la Ciudad o la depen-
dencia que la reemplace en el futuro evaluará los medios de comunicación 
no oficiales con o sin fines de lucro de alcance masivo en los cuales se pu-
blicarán avisos en el marco de la presente campaña, debiendo estar acorde 
a la planificación estipulada en el artículo 4°. 

4. Programa de Información y Sensibilización 
El Poder Ejecutivo, a través de la autoridad de aplicación que determine en la regla-
mentación, deberá llevar a cabo la organización de una convocatoria de proyectos de 
información y prevención, dirigida a organizaciones de la sociedad civil con reconocida 
trayectoria en la problemática, a las universidades y a los colegios y consejos de profe-
sionales, especialmente los ligados a la problemática tales como médicos, psicólogos, 
abogados y trabajadores sociales. 
Los proyectos serán evaluados de acuerdo a los criterios fijados con anterioridad por 
el Poder Ejecutivo. 
El reconocimiento del proyecto implicará el otorgamiento anual de un premio único, 
debiendo la propuesta reunir los criterios fijados por el Poder Ejecutivo. 
El Poder Ejecutivo a través de los medios oficiales de comunicación masiva deberá 
difundir las bases, modalidades y premios otorgados en los concursos establecidos 
en el artículo anterior. 
Los gastos que demande la presente campaña se imputarán a la partida presupues-
taria correspondiente. 
(Incorporado por el Art. 2º de la Ley Nº 2.759, BOCBA Nº 3.001 del 27/08/2008)
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LEY CABA Nº 1.225
Violencia laboral DE LOS/As SUPERIORES JERÁRQUICOS HACIA EL 
PERSONAL EN AGENCIAS PÚBLICAS

Sancionada: 4 de diciembre de 2003.
Promulgada: 5 de enero de 2004.
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1.- Objeto
La presente Ley tiene por objeto prevenir y sancionar la violencia laboral de los/las 
superiores jerárquicos hacia el personal dependiente de cualquier organismo de los 
instituidos por los títulos Tercero a Séptimo del Libro Segundo de la Constitución de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

ARTÍCULO 2.- Ámbito de Aplicación
Está sancionada por esta Ley toda acción ejercida sobre un/una trabajador/a por per-
sonal jerárquico que atente contra la dignidad, integridad física, sexual, psicológica o 
social de aquél/aquélla mediante amenaza, intimidación, abuso de poder, acoso, acoso 
sexual, maltrato físico o psicológico, social u ofensa ejercida sobre un/a trabajador/a.

ARTÍCULO 3.- Maltrato Psíquico y Social
Se entiende por maltrato psíquico y social contra el trabajador/a a la hostilidad continua 
y repetida del/de la superior jerárquico en forma de insulto, hostigamiento psicológico, 
desprecio y crítica. Se define con carácter enunciativo como maltrato psíquico y social 
a las siguientes acciones ejercidas contra el/la trabajador/a:
Bloquear constantemente sus iniciativas de interacción generando aislamiento. 
Cambiar de oficina, lugar habitual de trabajo con ánimo de separarlo/a de sus compa-
ñeros/as o colaboradores/as más cercanos/as. 
Prohibir a los empleados/as que hablen con él/ella. 
Obligarlo/a a ejecutar tareas denigrantes para su dignidad personal. 
Juzgar de manera ofensiva su desempeño en la organización. 
Asignarle misiones sin sentido, innecesarias, con la intención de humillar. 
Encargarle trabajo imposible de realizar. 
Obstaculizar o imposibilitar la ejecución de una actividad, u ocultar las herramientas 
necesarias para concretar una tarea atinente a su puesto. 
Promover su hostigamiento psicológico. 
Amenazarlo/a repetidamente con despido infundado. 
Privarlo/a de información útil para desempeñar su tarea o ejercer sus derechos. 

ARTÍCULO 4.- Maltrato Físico
Se entiende por maltrato físico a toda conducta del/de la superior jerárquico que di-
recta o indirectamente esté dirigida a ocasionar un daño o sufrimiento físico a los/las 
trabajadores/as.

ARTÍCULO 5.- Acoso
Se entiende por acoso a la acción persistente y reiterada de incomodar con palabras, 
gestos, bromas, o insultos en razón de su género, orientación sexual, ideología, edad, 
nacionalidad u origen étnico, color, religión, estado civil, capacidades diferentes, 
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conformación física, preferencias artísticas, culturales, deportivas, situación familiar, 
social, económica, o cualquier circunstancia que implique distinción, exclusión, 
restricción o menoscabo.

ARTÍCULO 6.- Acoso Sexual
Se entiende por acoso sexual el solicitar por cualquier medio favores de naturaleza 
sexual para sí o para un tercero, prevaliéndose de una situación de superioridad, cuan-
do concurriere alguna de las siguientes circunstancias:
Cuando se formulare con anuncio expreso o tácito de causar un daño a la víctima res-
pecto de las expectativas que pueda tener en el ámbito de la relación. 
Cuando el rechazo o negativa de la víctima fuere utilizado como fundamento de la 
toma de decisiones relativas a dicha persona o a una tercera persona vinculada direc-
tamente con ella. 
Cuando el acoso interfiriere el habitual desempeño del trabajo, estudios, prestaciones 
o tratamientos, provocando un ambiente intimidatorio, hostil u ofensivo. 
El acoso sexual reviste especial gravedad cuando la víctima se encontrare en una 
situación de particular vulnerabilidad, por razón de su edad, estado de salud, u otra 
condición.

ARTÍCULO 7.- Sanciones
Las conductas definidas en los artículos 3º al 6º deben ser sancionadas con suspen-
sión de hasta 30 días, cesantía o exoneración, sin prestación de servicios ni percep-
ción de haberes, teniendo en cuenta la gravedad de la falta y los perjuicios causados. 
Puede aplicarse la suspensión preventiva del/la agente.
En el caso de un diputado o diputada la comisión de alguno de los hechos sancio-
nados por esta Ley es considerada inconducta grave en el ejercicio de las funciones, 
en los términos del artículo 79 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires.
En el caso de los funcionarios comprendidos por el artículo 92 de la Constitución de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la comisión de alguno de los hechos sancionados 
por esta Ley es considerada causal de mal desempeño a los fines del juicio político.

ARTÍCULO 8.- Procedimiento Aplicable
La víctima debe comunicar al superior jerárquico inmediato la presunta comisión del 
hecho ilícito sancionado por esta Ley, salvo que fuere éste quien lo hubiere cometido, 
en cuyo caso debe informarlo al/la funcionario/a superior al/la denunciado/a. La recep-
ción de la denuncia debe notificarse al área de sumarios correspondiente, a los efectos 
de instruir la actuación sumarial pertinente.
Para la aplicación de las sanciones disciplinarias que pudieren corresponder rige el 
procedimiento establecido por el artículo 51 y subsiguientes de la Ley Nº 471 de Re-
laciones Laborales en la Administración Pública de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires.
Cuando existiere un órgano de colegiación o disciplina que regule el ejercicio de la 
profesión del/la denunciado/a debe notificársele la denuncia.

ARTÍCULO 9.- Superiores Jerárquicos
La máxima autoridad jerárquica del área es responsable de las conductas previstas 
por la presente Ley ejercidas por el personal a su cargo si a pesar de conocerlas no 
tomó las medidas necesarias para impedirlas.
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ARTÍCULO 10.- Aplicación
Es responsabilidad prioritaria de cada organismo establecer un procedimiento interno, 
adecuado y efectivo en cumplimiento de esta Ley, facilitar y difundir su conocimiento, 
y establecer servicios de orientación a la víctima.

ARTÍCULO 11.- Reserva de Identidad
Desde el inicio y hasta la finalización del procedimiento sancionatorio, la autoridad 
interviniente debe adoptar todos los recaudos necesarios que garanticen la confiden-
cialidad, discrecionalidad y el resguardo absoluto de la identidad de todos los involu-
crados. 
La reserva de la identidad del damnificado se extiende aún después de concluido el 
procedimiento.

ARTÍCULO 12.- Comuníquese, etc.

Publicada en el Boletín Oficial de la CABA Nº 1.855 del 12 de enero de 2004

DECRETO CABA Nº 436/10 
PROGRAMA DE ASISTENCIA INTEGRAL A LA VÍCTIMA DE VIOLENCIA 
DOMÉSTICA Y SEXUAL – MODIFICA EL DECRETO CABA Nº 2.122/03

Fecha: 3 de junio de 2010.
VISTO: 
el Decreto Nº 2193/04 y el Expediente Nº 71.616/08, y 
CONSIDERANDO: 
Que, por las citadas actuaciones, la Dirección General de la Mujer, dependiente de la 
Subsecretaría de Promoción Social del Ministerio de Desarrollo Social, ha elaborado 
un Programa destinado a ampliar las acciones de prevención y asistencia a las muje-
res que atravesaron o atraviesan situaciones de violencia física, psíquica y /o sexual, 
y asimismo dirigido al diagnóstico y tratamiento de niñas, niños y adolescentes que 
padecen maltrato; 
Que, desde su creación la Dirección General de la Mujer ha tenido como meta priorita-
ria la aplicación de adecuadas medidas legislativas tendientes a superar la desigualdad 
de oportunidades que se verifica en nuestra sociedad, mediante programas tendientes 
al fortalecimiento de los derechos de las mismas, toda vez que, con independencia 
del número de integrantes, encuentran aún en nuestros días obstáculos culturales que 
les imposibilitan un acceso igualitario a diversos ámbitos - inclusive en la justicia- en 
defensa de sus derechos; 
Que, por el mandato constitucional de los artículos 21, 37 y 38, la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires asume el compromiso de establecer políticas públicas que tengan 
como meta la prevención de la violencia física, psicológica y /o sexual contra las mu-
jeres, y el maltrato y abuso de los niños /as y adolescentes, brindando servicios espe-
cializados de atención como así también de información en materia de salud sexual y 
reproductiva; 
Que, dentro de las Responsabilidades Primarias de la Dirección General de la Mujer se 
encuentra la de diseñar e implementar programas y proyectos tendientes a la igualdad 
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real de oportunidades y trato entre varones y mujeres en el acceso y goce de dere-
chos, así como también facilitar el acceso a un servicio jurídico gratuito y especializado 
en problemáticas de familia y género; 
Que, la experiencia recogida durante el seguimiento del Programa de Acción Coor-
dinada para el Fortalecimiento de los Derechos de las Mujeres (Decreto Nº 2.193/
GCBA/2004 y sus predecesores), aconseja su continuidad, ampliando los ámbitos de 
incumbencia; 
Que, además, resulta apropiado modificar la denominación del precitado programa por 
la de “Programa de Atención Integral a la Víctima de Violencia Doméstica y Sexual”; 
Que, la Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires ha tomado la 
intervención que le compete, de acuerdo a lo establecido en la Ley 1.218. 
Por ello, y en uso de las facultades conferidas por los artículos 102 y 104 de la Cons-
titución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
EL JEFE DE GOBIERNO DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES 
DECRETA:

ARTÍCULO 1.- Modifícase la denominación del “Programa de Acción Coordinada para 
el Fortalecimiento de los Derechos de las Mujeres”, establecida por el artículo 1° del 
Decreto Nº 2.193/04, por la de: “Programa de Atención Integral de la Víctima de Vio-
lencia Doméstica y Sexual”. 

ARTÍCULO 2.- Sustitúyense los Anexos I y II del Decreto Nº 2.193/04 por el Anexo que 
a todos los efectos forma parte integrante del presente Decreto. 

ARTÍCULO 3.- Facúltase al titular del Ministerio de Desarrollo Social a implementar y 
poner en funcionamiento el Programa de Asistencia Integral de la Víctima de Violencia 
Doméstica y Sexual, a dictar las normas reglamentarias pertinentes y los actos adminis-
trativos y convenios que fueren menester para la ejecución del Programa, disponiendo 
el pago de los subsidios que se asignen a cada Organización No Gubernamental.

ARTÍCULO 4.- El gasto que demande la implementación del presente se imputará a las 
partidas presupuestarias correspondientes. 

ARTÍCULO 5.- El presente decreto es refrendado por la señora Ministra de Desarrollo 
Social, por el señor Ministro de Hacienda, y por el señor Jefe de Gabinete de Minis-
tros. 

ARTÍCULO 6.- Dése al Registro, publíquese en el Boletín Oficial de la Ciudad de Bue-
nos Aires, comuníquese al Ministerio de Hacienda y, para su conocimiento y demás 
efectos, pase a la Subsecretaría de Promoción Social, a la Dirección General Técnica, 
Administrativa y Legal del Ministerio de Desarrollo Social y a la Dirección General de la 
Mujer. Cumplido, archívese. 

ANEXO - PROGRAMA DE ASISTENCIA INTEGRAL A LA VÍCTIMA DE VIOLENCIA DO-
MÉSTICA y SEXUAL 
1) DESCRIPCIÓN
El Programa de Asistencia Integral a la Víctima de Violencia Doméstica y Sexual tiene 
por objetivo brindar asistencia, orientación y acompañamiento a mujeres en situación 
de violencia doméstica o sexual. 
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En este sentido, se apunta a lograr la integralidad de la atención, partiendo de un 
concepto amplio de violencia y una respuesta acorde a cada situación particular. que 
incluya atención psicológica, asesoramiento y patrocinio jurídico, y ayuda para la rein-
serción social y sociolaboral. 
Implica la construcción de estrategias individuales para las mujeres que recurran al ser-
vicio, con el trabajo conjunto de un equipo interdisciplinario de psicólogas, abogadas, 
trabajadoras sociales, capacitadoras, articuladoras, etc. 
La misión del Programa consiste en diseñar, planificar y monitorear políticas, planes 
y programas efectivos y eficientes orientados a la atención integral de las víctimas de 
violencia doméstica y sexual. A nivel de implementación se trata de brindar dispositivos 
de apoyo para la atención integral de las víctimas de violencia doméstica y sexual. 
En este marco, los Centros Integrales de la Mujer (CIM) se constituirán en centros de 
referencia, con el objetivo de brindar información y asesoramiento general, y atención 
integral a mujeres, niños y niñas víctimas de violencia mediante la articulación y coordi-
nación de todas las actividades y recursos de la Dirección General de la Mujer depen-
diente de la Subsecretaría de Promoción Social del Ministerio de Desarrollo Social. 
2) FUNCIONES

a) Diseñar, planificar y monitorear políticas, planes y programas destinados a 
brindar atención integral a las víctimas de violencia doméstica y sexual. 
b) Asegurar los recursos psicológicos, legales y sociales necesarios para pro-
mover el resguardo de los derechos de las víctimas de violencia. 
c) Articular medidas con las diversas áreas de gobierno a fin de establecer las 
prioridades en la adjudicación de planes sociales, educativos, sanitarios. habi-
tacionales, etcétera 
d) Diseñar y monitorear campañas de conscientización y promoción de la no 
violencia hacia las mujeres, las niñas, niños y adolescentes. 
e) Coordinar la implementación de todos los programas y planes orientados a la 
atención integral de las víctimas de violencia sexual, familiar y doméstica inclu-
yendo a los niños, niñas y adolescentes, víctimas o testigos de violencia. 
f) Proveer los recursos técnicos y logísticos necesarios para la atención de víc-
timas de violencia en hogares de tránsito, unidades convivenciales y casas de 
medio camino. 
g) Brindar asesoramiento, contención, guía y atención a las mujeres y familias 
derivándolas para su tratamiento al resto de los servicios de la Dirección General 
de la Mujer 
h) Implementar todos aquellos dispositivos de apoyo diseñados por la Dirección 
General de la Mujer a fin de asegurar una atención telefónica integral a las vícti-
mas de violencia. 
i) Brindar asesoramiento en materia legal a mujeres, a sus hijas e hijos. 
j) Atender y derivar a las víctimas de violencia de modo multidisciplinario e Inte-
gral. 
k) Articular redes territoriales de servicios y recursos públicos y comunitarios. 

3) ACCIONES
a) Brindar tratamientos psicológicos individuales y grupales, asesoramiento y 
patrocinio jurídico, trabajo integral y acompañamiento para la reinserción social, 
económica y laboral para mujeres víctimas de violencia doméstica y sexual, a fin 
de dar respuesta a su problemática por medio de una mirada integral. 
b) Brindar albergue temporario a mujeres víctimas de violencia sin red de con-
tención social, trabajando de manera intensiva para su autonomía, promoviendo 
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procesos de integración y desarrollo de acciones positivas en su proyecto de 
vida. 
c) Brindar atención integral a mujeres jóvenes embarazadas o con hijos peque-
ños, a través de acciones destinadas a recobrar la autoestima, el fortalecimiento 
ante la adversidad y la maternidad, y a ampliar sus redes de convivencia. 
d) Brindar alojamiento y domicilio compartimentado a mujeres, con o sin hijos, 
víctimas de violencia familiar en situación de alto riesgo físico, psíquico y /o 
sexual, abordando la problemática psicológica para disminuir los efectos de 
shock postraumático devenido de la situación intrafamiliar. 
e) Brindar contención, información y derivación, a través de una escucha tele-
fónica especializada durante las veinticuatro (24) horas del día, a víctimas de 
violencia doméstica, maltrato y abuso infanto-juvenil, así como también brindar 
toda otra información en temáticas relacionadas con la mujer. 
f) Dar respuesta a problemáticas de violencia doméstica que por sus caracterís-
ticas específicas, requieran de un enfoque y tratamiento especializado. 
g) Brindar atención integral a niñas y niños víctimas o testigos de maltrato físico, 
emocional y/o sexual, por medio de la orientación y atención psicológica, ase-
soramiento legal y trabajo en conjunto con sus padres 
h) Brindar asistencia integral - psicológica, médica y jurídica - a mujeres víctimas 
de violación o abuso actual o de larga data. 

Publicado en el Boletín Oficial de la CABA Nº 3.436 del 8 de junio de 2010
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Asesoramiento y/o patrocinio jurídico gratuito

• Colegio Público de Abogados de la Capital Federal 
Brinda asesoramiento y patrocinio en lo civil (familia y minoridad, tenencia y guarda de 
hijos, alimentos, régimen de visitas, etc.) y asesoramiento en lo penal y previsional.
Sólo atiende a personas carentes de recursos. 
Uruguay 410 | 12, 2° piso
4379-8700 interno 249
Atención: de lunes a viernes. A las 8:30 hs. se entregan los números, la atención pro-
fesional comienza a las 10 hs.

• Centro de Formación Profesional de la Facultad de Derecho de la Universi-
dad de Buenos Aires
Cuenta con un cuerpo asistencial integrado por trabajadores/as sociales y psicólogos/
as, y atiende casos de divorcios, alimentos, régimen de visitas, malos tratos familiares 
y cuestiones inherentes a la filiación y patria potestad. 
Palacio de Justicia, Talcahuano 550, 8° piso, ascensor 2
Atención: lunes, martes, jueves y viernes de 8 a 17 hs. Se atiende por orden de llega-
da.
4371-2861 | 7679 | 1340

• Asociación de Abogados de Buenos Aires
Atiende consultas sobre temas en lo civil (específicamente familia), comercial y laboral. 
No atiende casos sobre administrativo, fiscal y penal.
Para temas previsionales pedir turno por teléfono.
Lavalle 1390, 1° A
4371-8869 | 9529 | 9533 interno 105
Atención: se entregan números de lunes a jueves de 12:30 a 13.30 hs. La atención es 
de 13:30 a 15:30 hs.

• Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Atiende consultas sobre temas familiares y violencia familiar.
Uruguay 440, PB
Atención: de lunes a viernes de 9 a 15 hs.

• Dirección General de la Mujer de la Ciudad de Buenos Aires
Centros Integrales de la Mujer (CIM)
Ofrecen espacios de contención para las problemáticas planteadas; terapia individual 
y grupal, asesoramiento legal sobre los derechos en general, y en particular sobre 
cuestiones de nivel familiar, y capacitación en temas referidos a la violencia familiar a 
mujeres mayores de 21 años.

- CIM Elvira Rawson
Salguero 765 | 4867-0163
Atención: de 8 a 19 hs. 

Programa de Atención al Maltrato Infantil
Admisión: lunes a jueves de 8 a 12 hs. 
Atención: lunes a viernes de 8 a 15 hs. 
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Programa de Asistencia a la Víctima de Violencia Familiar
Admisión: lunes, martes y jueves de 12 a 17.30 hs. 
Atención: lunes a viernes de 12 a 19 hs. 

- CIM María Gallego
Av. F. Beiró 5229 | 4568-1245
Atención: de 8 a 17 hs. 

Programa Noviazgos Violentos

Programa Lazos – Madres que padecen violencia de sus hijos 

Programa de Asistencia a la Víctima de Violencia Familiar

- CIM Alicia Moreau
Humberto Iº 470, 1er piso | 4300-7775
Admisión: 14 a 17 hs.
Atención: 12 a 19 hs. 

- CIM Margarita Malharro
24 de Noviembre 113 | 4931-6296
Atención las 24 hs. 

- CIM Isabel Calvo
Piedras 1281 | 4307-3187
Atención: 9.30 a 16.30 hs. 

Oficina de Atención a Mujeres Víctimas de Delitos Sexuales
1er piso, Oficina 107 | 4300-8615

Programa Lazos – Madres que padecen violencia de sus hijos 
1er piso, oficina 108 | 4307-6715

- CIM Villa Lugano
Av. Escalada 4557 | 4605-5059 
Atención: 8.30 a 15.30 hs.

Programa Noviazgos Violentos 

- CIM Arminda Aberasturi
Hipólito Irigoyen 3202 | 4956-1768
Atención: 9 a 17 hs. 

Atiende psicología integral 

Grupo de Hombres Violentos
Atención: lunes, miércoles y viernes - después de las 18 hs. 
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Asesoramiento y Denuncias
 
• Consejo Nacional de la Mujer
Organismo responsable del cumplimiento, en todo el país, de la Convención sobre la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW).
Paseo Colón 275, 5° piso
4345-7384/86 | 4342-9010 | 9098
Atención: lunes a viernes de 10 a 19 hs.

• Dirección General de la Mujer del GCABA
Ofrece diversas propuestas orientadas a defender y garantizar una mayor igualdad de 
oportunidades y de trato entre varones y mujeres.
Carlos Pellegrini 211, 7° piso
Línea Mujer: 0800-666-8537
Atención las 24 horas, los 365 días del año.

• Oficina de Violencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación
Asiste a personas víctimas de situaciones de agresión física, psicológica o económica 
dentro del ámbito familiar. Sólo toman denuncias si los hechos suceden en la Ciudad 
de Buenos Aires o si la víctima tiene domicilio en la Ciudad de Buenos Aires. 
Lavalle 1250
4370-4600 internos 4510 al 14
ovd@csjn.gov.ar 
Atención las 24 horas, los 365 días del año.

• Programa Las Víctimas contra las Violencias del Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos de la Nación
Brinda atención a las víctimas de abusos o malos tratos causados por ejercicios de 
violencia de cualquier naturaleza. 
- Brigada móvil de atención a víctimas de violencia familiar: 137
Se ocupa exclusivamente de urgencias y emergencias en el mismo momento en que 
se producen las situaciones de violencia.
- Brigada móvil de atención a niños, niñas y adolescentes víctimas de explotación 
sexual comercial: 0800-222-1717
- Brigada móvil de intervención en urgencias con víctimas de delitos sexuales
Se debe realizar la denuncia en la comisaría, que tiene obligación de comunicar inme-
diatamente al Programa. De este modo, una profesional acude a la comisaría y acom-
paña a la víctima a un hospital público para que la misma sea asistida de acuerdo al 
protocolo de acción para víctimas de violación y anticoncepción de emergencia.
El Programa atiende las 24 hs., los 365 días del año.

• Oficina de Rescate y Acompañamiento a las Personas Damnificadas por el 
Delito de Trata - Subsecretaría de Política Criminal - Secretaría de Justicia - 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación
Atiende denuncias por el delito de Trata en el ámbito de la República Argentina y las 
deriva a las fuerzas de seguridad correspondientes. 
San Martín 323, 4° piso
5300-4042 | 14 
Atención las 24 hs., los 365 días del año.
Línea 145 - La comunicación es gratuita. Atención las 24 hs., los 365 días del año.
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• Unidad Fiscal Asistencia en Secuestros Extorsivos y Trata de Personas 
(UFASE)
Reciben consultas y brindan asesoramiento sobre hechos vinculados a la trata de 
personas y delitos conexos.
25 de Mayo 179, 3º piso
4331-2158 
Atención de lunes a viernes de 8 a 17 hs. 

• División Trata de la Policía Federal 
Toma denuncias sobre delito de trata. 
Ing. Huergo 608, 1° piso 
4342-7352 | 4832-9116
Atención de lunes a viernes de 8 a 21 hs. 

• Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable 
Responde dudas, inquietudes y denuncias sobre temas de salud sexual y reproductiva 
a mujeres y hombres adultos, y a adolescentes de todo el país.
Línea Salud Sexual: 0800-222-3444
Atención de lunes a viernes de 6 a 24 hs., sábados y domingos de 9 a 21 hs. 

• Hospital Teodoro Álvarez
Servicio de Obstetricia – Consultorio de Salud Sexual y Reproductiva
Juan F. Aranguren 2701, Pabellón G, 1º piso 
4611-6666 Int. 2233
Asesoramiento Integral en Salud Sexual y Reproductiva 
Atención en horario hospitalario.
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